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lauicntc éé t ntím jo. herida cotí muerte consecutiva, de un 
cu] ala/ dr cuadrilla t\v Correos y Telegrafié, iralmjaiidti un 
el servicio causada por un obrero de su deiiendencta, cons- 
litnye un accidente del traliajo indemnizarle |xir el patrón, 
el Kstadn Nacional. Página 205, 

sirvió» ¡mfúwl; su procedencia. — i'ara la procedencia de toda 
acción judicial es indispensable la existencia de un derecha 
«ue haya sido directa y efectivamente desconocido « dene- 
gado |x)r aquel fie quien se pretende su separación, y hechos 
f|tte afecten el mencionado derecho. Página 377. • 



Competencia* — Véase "Jurisdicción. 1 

Confesión táfila (ttrts. 85 y 8íj t ley 50). — L"na contestación a 
la demanda un cjue sf expresa que ¡xjr no halnr recibido del 
poderdante los antecedentes relacionados con la litis, se en- 
cuentra en ta imposibilidad para reconocer ni desconocer la 
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veracidad tU hechos articulados jxir el actor, m- >e ajus- 
ta :i las prescripciones legales cte los íirts. y ¡*» ti»' la ley 
50, y junde ser estimada o mi" una confesión de los techos 
en que se funda ta demanda, otando, o uno en el easp, éstos 
M- ajustan a la documentación oficial iíivocatla • ■ acHiipaña- 
da niir el demandante. Página 194. 
Constitución Xaciomtf; sus disposiciones. — Las aposiciones de 
la Constitución Nacional son i««das ellas la expresión de la 
sol .era nía del pueblo de la Nación manifestada |Mir i un lío 
fie lo* representante* ,| e tas provincia* que delegaron en el 
-nhierno feileral el poder necesario t>ara el ejercicio de sus 
funciones y. p-ir tanto, el pivceptn del art. í»7. inciso 27, no 
puede ser contrario ;i la nutoiumna de los estados que con- 
currieron a su incorporación tari. UM y preámbulo de la 
eouslitiiciÓn Nacional). Página UH. 

Contiendas dé competencia. — I«is Cuestiones de comi>eteneia 
sólo pueden referirse a jttiCHM pendientes y no eurer*ponden 
a los ya fenecido*. Página HL\ 

Conticinios de competencia, — 1-as cuestiones sobre competeu- 
eia sólo pueden referirse a juicios pendientes y ih« compren- 
den a tos ya fenecidos, cuyo conocimiento no puede, en con- 
secuencia, ser malcría de una cuestión de esta índole. (Al 
promoverse la inhibitoria, el juicio bahía terminado por 
sentencia de trance y remate, y vendido el bien en snltasta 
publica». Pátfina 344. 

Conticinios de atmpetcncia. — l-as cuestiones de competencia 
sólo pueden referirse a juicios iludientes y no comprenden 
a los ya fenecidos, cuyo conocimiento no puede, en conse- 
cuencia, ser materia de una cuestión de esta índole, Pág. 

Controlo de scn'icio naval militar. - La expulsión de un alum- 
no tle la Escuela Naval Militar por causa imputada, hace 
procedente el cumplimiento de la cláusula de? contrato res- 
prctivo de alxmar al Tesoro Nacional "la suma que invier- 
te en la educación del aprendiz en el ea*o de al endonar sin 
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causa justificada el mtvk-ni antes del término del contrato." 

¡ustjatfu. — La tosa juzgada sólo puede alegarse cuando 
ruin- tas mismas partes, |n»r la misma cosa e invocándose el 
ntisnio derecho, se renueva una contienda judicial fenecida 




Defensa en jun io. — Véase *" Recurso extraordinario," 

fíffmuddfiiÁn o la trata tic .Uitutna. — í-as disposiciones de los 
aris. I** y S5¿ ile las Ordenarías de Aduana | «resumen 
siempre la entrada de "artículo*", objetos de valor común ii- 
co tjiie por error o dolo se manifiesten en cantidad, clase y 
calidad diferentes dt* los realmente constatados en la revi- 
sión, pesto no de cosas sin ningún valor apreciable. lo que 
no es materia de derechos de imjKirtación. 

La circunstancia de estar asegurada la mercadería no es- 
tá prevista en fas leyes contó liase de imjHJsición fiscal a 
falla de entrada de la mercadería asegurada. Página 145. 

tk minuta, contestación a ¡ti. — Véase "Confesión tacita ( ar- 
tículos 85 y ley 50}." 

l\-n\am!a. defecto ¡Cífüt, excepción de. — No habiéndose opues- 
to la excepción de defecto legal en el minio, «le projíoncr 
la demanda, no hay óbice jurídico a que se acumulen la 
acción reí vindicatoria como princi|ia] y la de daños y |*t- 
juicios como accesoria, en los términos que to hace la parle 
actora. FVigina M)2. 

Demanda; falta de contestación a la. — K1 silencio absoluto 
opuesto |>or la parte demandada a la interpelación del actor, 
somete a aquélla a las consecuencias legales previstas en el 
art. 86 de la ley 50, estableciendo una presunción favorable 
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a los derecho* de h demanda, que m'iIo puede mt rk>viriua- 
da |H^r una pruelia contraria. Página 3*í. 

Derechos mhuinents; m th-zotmotit. — l3ado que ííá artículos 
12**, .112 y 352 de las í írdenanzas de Aduana contienen 
sanciones penates aplicares en aquellos casos en que 
flíante una manifestación falsa ó equivocada pueda perju- 
dtearse la nula aduanera- declarándose mercaderías de una 
cantidad o calidad distinta de la (jüe resulta de su verifica- 
eión. procede la devolución de lo pagado Uijo protesta en 
concepto de derechos, en un caso en que se ha aplicado y 
cobrado ]K>r una mercadería que resultó no existir. I'átf. 92. 

BérecH& <le pentuttism iit en ios furrio*. — Kl derecho de per- 
manecía concebida como el impuesto que detien abonar los 
kireos dentro del puerto pot ese simple hecho y con pres- 
cmdencia del uso 'ék tos muelles, no sólo no existía en el 
año l>W. fecha *Jel otorga miento de la concesión, sinó tam- 
hién que él un tiene nada de común ni constituye mía des- 
membración del derecho de muelle. Tapiña 12. 

Di rcétiat *U- pnfm. — Éfl los ' derechos de puerto" a que alude 
t i art. S" eouiprciideíse los de entrarla establecidos por la ley 
V-* 2232 del año 18SN. aje se recaude» ir percilwm en el ca- 
nal |tor opf lición a los que se recauden o pcreÜKiu en el 
puerto riel Riachuelo; por lo que, el significado de la frase 
accesoria contenida en la cláusula primera del art. 8" de la ley 
<le concesión a los señores l'aul Angulo y,(."ia.. de los cuales 
la Kmprcsa Dock Sud es sucesorit, X- 2346. de 10 de CX> 
mbre ile 1S«\ "que se cobren en el canal." es el sitúenle : 
lo* .lereehns de entrada al puerto que corresponda |Kiuar a 
lo-* liliquea que en tugar de anclar en el puerto riel Riachue- 
lo fondearan en el Dock, y que. |»or consiguiente, la em- 
presa cobre, pertenceeri i«»r mitad al i ¡..bienio y a ella, Pá- 
gina 12. 

Offfihps imífneihs Ummsinttes), — Ku materia de interpreta- 
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cióu tic concesiones no existen, en ^urt.iI, derechos impli- ■ 
citos. Página 12. 

ihmiiiiiio. — Si trien es cierto ggie la partida de fie fundón no 
tiene ]Ntr olijeto legal señalar e! domicilio det fallecido sitio 
súlit hacer constar el deceso, no es menos cierto que de lie 
aceptarse como prucha coadyuvante de otros antecedientes 
con tus que guarda concordancia res|*-eto a la determinación 
del domicilio, coiim iteurre en él casu. Página 323. 

IhuHÍtitia. — Véase "Jurisdicción." 



Embargo, tmkn tiV; sit mtemcfán. — l-i diligencia de una rei- 
teración de una orden de embargo decretada contra una 
provincia intervenida, del* practicarle directamente con el 
interventor (ior intermediu de] |ue/ Federal respectivo. Pá- 
gina 406. 

Expropiación. — Kl criterio fiscal de avaluación a los efectos del 
pago de ta coiitrilmción territorial, no puede fijar el justo 
precio que entra como Isise cardinal, en la indemnización que 
mencionan el art. 17 de la C '■ institución N'aciotial y el ar- 
ticulo 2511 del Código C ivil. 

La tramitación establecida para las causas fie expropia- 
ción es sumaria y veri sil, y no es necesaria en cfta la inter- 
vención tic atacados, siéndolo la de peritos. 

Ijís costas cpie se declaran a cargo deí expropiante en 
el caso tlel art. IS de la ley de la materia, son las relativas 
a los trámites necesarias, esto es, a las costas de actuación 
y honorario de peritos, Página .132. 
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Familia; su eoncef>to. — V&fe ■Jurisdiecióii/' 

/ ¡uro federal. — Kl fuer» ci^éa i">r el ari. HXt de la Constitu- 
ción se refiere a las causas que versen sohre acciones civiU -s 
y no a las que se prunmeven para corregir con \mms la in- 
fracción de la-* leyes locales míe ha dictad» tiiut provincia 
en materia tic su exclusiva com|Hlencia. ni a las acciones 
fine se intenten o mi ra las sentencian i|iie en ellas recaigan, 
i '.Vina \M. 



Qmkím mnstimcfomim Véase "l^u»U1a<l. principio de". 
"Defensa en juicio", ''jijees naturales", "IJliertad de im- 
prenta." 

Gestiones administrativas, feas* gestiones administrativas no 
iuter rilinpen él corito de la prescriijción. Página 12. 



ííaheas a>rpits. — Cumplida la finalidad fundamental del inter- 
dicto de babeas Corpus y del escrito de demanda, o sea la li- 
bertad de la persona detenida, la causa no da lugar a pro- 
nunciamiento de otro onlen a pretexto de lialier el reeti- 
renie plantead» enest infles de caráctr constitucional (fu* sólo 
,«M!ria liacer el propio damnificado mediante las aecimies 
pertinentes une derivasen de los hechos itcnrrulos. 

Si hieu el arl. 622 del Código de IWediiuicnms m lo 
Criminal admite la representación de ima tn-rsona detenida, 
|H.r Otra cualquier, esta excepción sólo puede entenderse 
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( | iii* subsiste en lauto se mantenga l:i detención de aquélla y 
al solo objeto ile obtener su libertad, y ijue cesa, una vez 
obtenida ésta. Pagina 24N. 

i 

/j/íHi/íW; fuiiu ipio (ft\ — E] principio ele igualdad consagrado 
en el art. 10 ile la Constitución consiste en que no se esta- 
blezcan execciones o privilegios que excluyan a unos de lo 
qtte se conceda a oíros en iguales circunstancias. Pag. 96. 

/A ifttiitfitti tff impútalo. del impuesto al "capital en giro", 
|«ira el año 1S2 1 * de la l'rov. <le Huenos Airea). — La fa- 
cultad de legislar cxclusi valúente acordada al Congreso por 
el art, í>7. inciso 27 de la Constitución Nacional, no significa 
la de hacerlo res|»ec1o de (pdos los inmuebles sino sólo en 
aquellos desiinados a objetos de bien general y, en el caso, 
en cuanto aqitef'os objetos se relacionen con los intereses ge- 
nerales del Puerto de La Plata y los terrenos atareados en 
su venta y los de sus habitante.». 

Con arreglo a estos principios consagrados por la Cons- 
titución, la ley de impuesto al comercio e industrias ( lla- 
mado también u\ "capital en giro"), para el año 1924, de la 
Provincia de Bueno» Aires, no ts aplicable al Frigorífico 
Aniiour. simado dentro de la zona del Puerto de l^a Plata 
y \mr ende, fuera de la jurisdicción territorial de diclia pro- 
vincia: y |Hir lauto, también, libre de lodo impuesto, Kn 
consecuencia, el |)ugo efectuado |»or esa compañía es ilegal 
y, en virtud de haberse efectuado tajo protesta, debe repu- 
- tarse justa su devolución. Página 104. 

fmpmsÍQs; Poderes f íu altados f*itra estabiecertos, — Xnestra 
Carta f undamental en sus arts. 4, 17 y *>7. consagra la má- 
xima de que sólo i Congreso ini|Mtne las contribuciones na- 
cionales, y estas dis|»osieioncs lian de entenderse como bases 
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inmutables igualmente para los Rohiemo* (k provincia, con 
referencia a las propias legislaturas, tinla vez qtlé los ésta- 
dt.s particulares deten de con formar su* instituciones a l«s 
principios de la Constimeimi Nacional, exprima o virtu-d- 
menie contenidos feo ella. | Arts. 5. 31. 33 y 100 de la Cons- 
titución Nacional J. 

Con arreglo a las prescripciones mencionadas, en la Pro- 
vincia de San Juan no pueden hacerse efectivos otros im- 
puestos lmales .pie los criólos por las leyes u ordenanzas 
del mism.i carácter, sin une sea Risible al l'oder Kjecutivo 
establecer »iro* o extender los existentes a distintos objetos 
f|ue los expresamente previstos en aquella* leys. 

A ninguna autoridad rpuMicana le es dado invocar origen 
• i destinn excepcionales para justificar el ejercicio de sus 
., f tuiciones más allá del poder que se les ha conferido, Pá- 
^iiiü 290, 

hnfmsH*; su SfcrrttHa cén H Sfrmi& — Véase "Inconstitncio- 
iiaHdat) di* impuesto." 

ble instancia en todos los inicios). — 
[ja Constitución n.i ha preceptuado, ni en su letra ni en su 
espíritu, la íorzi^a d"Me instancia en UkIos los juicios; i>or 
lo que tas restrier iones parciales i* totales i> tas interiores 
al primer fallo, no afectan los principios fundamentales que 
.1 art. 100 de la misma y las leyes números 48. 4055 y otras 
i raían dr tutelar. Página 

fvcomtitítciúihtlitíad (arts. 25 y 27 del Cod. de IWd. Crim.» — 
Kos prceeplos de los arts. 25 y 27 del CMíru de Procedi- 
mientos W lo Criminal, cu cuanto someten a nacionales y 
t xiranjeros a la jurisdicción local, no se ludían en piitfna con 
las cláusula* (le los arts. ó/, incisu> U y 27. 105. 14. IH y 
2S de la Conjunción. Página 1.14. 

¡^.miütmiotuttHUui (ley de quiebras t . El cniereiruile que 
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según propia manifestación no ha tenido ningún inconve- 
niente legal jiara el ejercicio del comercio y no señala nin- 
gún actu de autoridad que fe caucara entorpecimiento en mi* 
actividades de tal» no puede alegar que las disposiciones fie 
los arts. 6 ¥ y^ «le la ley de quiebras están en pugna con el 
art. 14 de la Constitución. 

La exigencia de los arts. rV> y 9* de la ley 41 So. de la ma- 
tricula mercantil ¡ara conceder el l»encfieio de la convoca- 
toria de acreedores, ito es repugnante al principio de igual- 
dad que consagra el art. 16 de la Constitución. ' 

Lo que la Constitución Nacional ha previsto y ordenado 
como indispensable es la legislación es|tecial de la liane.*- 
rrota, falencia o quiebra (art. 67, inc/ 1 1 )> 

\i aún referí* lo especialmente al procedimiento del Título 
II del Libro IV del Código de Comercio, es procedente la 
tacha de desigualdad inconstitucional que opone el recu- 
rente a la exigencia indispensable de la matrícula. f jorque 
tila se inifxjne a todos los comerciantes en igualdad de cir- 
cunstancias. 

No hay posible igualdad para el imperio de la ley, entre su 
infractor y quien leatmentc la cumple, y es i>or eso que a la 
omisión confesada |»or el recurrente y que int|>orta con- 
ducta desigual respecto de los comercial ites regulares, la ley- 
fie quiebras le aplica una sanción simplemente privativa de 
un beneficio de excepción. Fagina 251. 

I ttconstitueioHúUdad de dttrtto. (El dictado i*>r el l J . Ejecutivo 
de San Juan, de 31 de Mar/o de 1925). — El decreto del 
Poder Ejecutivo de la Provincia de San Juan, de 31 de 
Marzo de 1*>25 en su art. 5" y en cuanto crea un impuesto 
nuevo, es violatorio del régimen representativo republicano 
garantido por la Constitución Nacional y de los principios 
consagrados cu sus arts. 4, 5, 17. 31, 33 y 106 y la aplica- 
ción de la ley 218, art. 5, a la actora, en el caso, es igual- 
mente violatoria del art. 17. I Vigilia 290. 
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IncowtUumvndvtod de decreta. (U del art. 11 del decreto del 
IV (■:. de la 1 W. de Buenos Aires, de 20 de Enero de 1921 > 
— El art. 1 1 del decreto del Pitder Ejecutivo de la Provincia 
dr Buenos Aires, de 26 de Enero de 1921. que prohil* en> 
picar en la designación de los substitutos o equivalentes, el 
noiffec de la sustancia que se substituye, es inconstitucio- 
nal. Página $7- 

IncoHStUucioHáíídad d, ¡ impiu-sU* ti ¡a herenaa (art. 37 de la ley 
de la l'niv. de liucuos Aires j. — La jurisprudencia de la 
(forte Suprema (iM: u*"" M$ 1^- soln 1ia <leci_ 

dido qttt el inciso 7* del articulo 37 de la ley de impuesto a 
las herencias es inconstitucional en cuanto ]K>r él se descono- 
cía el principie» de igualdad respecto de toda hi|M»tests en «.lie 
e) pírcenla je se derivase del valor total de los bienes trans- 
mitidlo*, sin antieiiKir juicio alguno sobre la valide/ o 
nulidad constituí nial fie los procedimientos consistentes: 
a) en derivar la tasíi del valor de la hijuela de cada herede- 
ro, aunque ésta se hallara constituida de bienes situados en 
Ja provincia y fuera de ella, aplicándola, luego, al valor de los 
Iwue* ub^tis en la provincia y, b\ en derivar el porcen- 
taje ¡Milu del valor de los bienes existentes dentro de la ju- 
risdicción provincial para aplicarla a esos mismos bienes, 
sin .pie ni siguiera se haya insinuado el punto capital alre- 
dedor del cual gira el presente litigio, esto es, si la provincia 
tiene o un el derecho de computar el valor de los bienes situa- 
dos fuera ¿te su jurisdicción, aunque formen paite integran- 
u- de l:is hijuela*. Página 226. 

ItwoiiSlUuciattalidad de m&ui&i (£foStO aulorUado por el art, 58 
de la ley 11.1 1<h. — ^ l \ w 1a Hispano 

Wrieana de Klecirieidad cobra, como suplementario, con- 
forme a lo dispuesto en el art. 58 de la ley 11.110 y a la 
apmliacióii de la tarifa \*x ta Municipalidad, no es repug- 
nante al art. 4'' de 1a Constitución Nacional. 
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El impuesto difiere riel servicio en que aquél va al fondo 
general con que se atienden los gastos de la Administración 
sin que explícita o implícitamente se cotn liciones el monto 
de lo pagado |K>r la cantidad de servicio público que él con- 
tribuyente recilie. mientras que en las tasas lo cobrado debe 
proporcionarse, en principio, a la cantidad y calidad del ser- 
vicio prestado y al costo de realización de ese servicio. 

Tampoco es repugnante* la referida ley 11.110 al ari. 1C 
de la Constitución Nacional, pues no hay violación del prin- 
cipio de igualdad estatuido en dicho precepto, desde que a 
todos los consumidores de energía eléctrica la compañía de- 
mandada les cobra el suplemento de un centavo, es decir, que 
"en condiciones análogas se impone contribución o retribu- 
ción idéntica Página 410. 

* 

iHCoustitmwnalidtift de tey. (Ui de la IW. de Mendoza, X*°03» 
— La ley de la Provincia de Mendoza, N« 903, es inconstitucio- 
nal, sólo en la parle en que destina el 2.40 % del tributo que 
ella crea al servicio de la ley 810, declarada violatoria de la 
Constitución Nacional ]x>r numerosos fallos de la Corte 
Suprema. 

Para que una ley pueda ser tachatta fie espoliatoria, es ne- 
cesario que el imptiesto que ella establece ahsorva el valor 
o una fwrte considerable del valor de la propiedad gravada 
e impida al contribuyente al resarcimiento del gravamen 
tributario, en cuyas condiciones no se halla una contribu- 
ción de emergencia que representa menos de un vigésimo 
del precio medio de la malcría imjmmble y que el industrial 
reculara del consumidor elevando el precio del producto. 

imtmstiliu'umiilultHl de ky (la del ari. 7". inciso ¡IT» de la ley 
de |»atemes fijas fie la Prov. «le Hítenos Aires, de ti de Sep- 
tiembre de 191/)). — Kl sistema adoptado |>or la Constilu- 
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ción Nacional «l materia de circulación territoria y de co- 
mercio huerprovineial y exterior, consiste en hacer un solo 
territorio jara un 0ÍQ pueblo. 

I.<i que la l onstiiución Nacional Miprimió jior su art. 10, 
no ftsé solo la Aduana provincial, sino también la Aduana 
interior, cualquiera fuera el carácter nacional o provincial 
< jne tuviera, prohibiendo que en la circulación de mercade- 
rías la autoridad nacional pudiera restablecer las aduanas 
interiores que formaba jarte de las antiguas instituciones 
argentinas. 

Kl principi.. de los art*. 10 y n7. inciso 12 át la Constitu- 
ción Nacional, protege, también, las operaciones auxiliares 
del comercio y. por consiguiente, el transí «irle de las mer- 
caderias enajenadas. 

l^is provincias en el ejercicio do mis poderes de legisla- 
ción interna íart. UH y *iguicnte>i ,¡. no se hallan autoriza- 
. fias para dictar leyes o reglamentos de carácter general 
municipal qm comporten directa o uidircctíunentet. traUar o 
pertnrkir de cualquier mocfó¿ que im signifique el ejercicio 
de «u* | m id eres de policía, la libre circulación territorial o 
•pie pueda afectar el derecha de reglamentar el c murcio 
eoníerido al CongrcfO «le la Nación con el carácter de una 
facultad exclusiva. 

Cada provincia recobra mi plena cafKicidad a |Kirlir del 
nminento en que las mercaderías, géneros o productos in- 
troducidos a su territorio, llegan a confundirse y me/clarse 
con la masa general de bienes de la provincia, y ello sólo 
a condición de que aún después de producida la incorpo- 
ración de valoro, el impuesto no establezca distinciones 
entn- los biene* iutn «lucidos con los ya existentes en el te- 
rriturio. 

El comercio entre Estados no es libre cuando un articulo, 
en razón de su origen o elal Miración exterior. e> sometido por 
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la administración lucal a una reglamentación o gravamen 
diferencial. 

KI i>riiHÍ|>i*> general del Raimen | mi i (ico y económico ele 
la CoiiMit lición, según cf cual ludo propii-tarín de transpiM- 
te. tomo indo hahiuinie puede >er iiersuiialmemc gravado cu 
relación al valor de su propiedad o a la cuantía de sus reñ- 
ías sin atender a H f tiente de la cual aquellas deriva», «leja 
íle ser verdadero sí un gravamen llega a ser establéenlo 
|Kir una provincia sobre las entradas derivadas del transpor- 
te íle mercaderías y pasajeros conexos con el comercio in- 
terprovincial o extranjero. 

KI art. 7", inciso 35, de la ley de patentes fijas de la l'ro- 
víncia de Huenos Aire*, «le 6 «U* Septiembre de 1910, en 
cuando estabilice una \ al ente fija ríe cuatrocientos pesos a 
los repartidores dependientes de casas de comercio que »«' 
liaguen el impuesto a la industria y al comercio, es vblato- 
rio «le la Constitución Nacional. Página 42. 

Imonstiíui tonalidad de !c\\ (La del art. 23 de la ley de sellos de 
la l'rov. de Hítenos Aires), — La imputación que de con- 
formidad con lo dispuesto por el art. 363 del Código Civil 
se bace en los grados de parentesco, sólo es aplicable cuando 
se trata de los efectos señalados por la ley al «le afinidad, 
cómo se infiere de lo dispuesto pOI el art. 362, y tratándose 
«le esta especie di- parentesco no existen más efectos sena- 
lados deutnt «leí Código (pie la obligación alimentaria (art. 
368). impedimento t»ara el matrimonio (art. ( >\ inciso 3<\ 
ley de matrimonio) e incapacidad del escriltano para redac- 
tar el testamento «le la persona con «piten tenga esa clase de 
parentesco (art. 3653) o para ser testigo en las condiciones 
del art. 3702. 

No figurando entre los efectos acordado* p*>r el Código 
;i las ]Kr-imas vinculadas por el parentesco de afinidad dere- 
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ttt.1 luriduarin alguno, mal pucdr decirse que el art. ¿1 «le 
la ley de sellm de la Provincia d« Buenos Aires <> la ¡nter- 
pretáción dada a ese articulo |w»r las autoridades de la mis- 
ma al considerar a la hija política rom» extraña en la lit| iri- 
dación del impuesto ct>rrespmidiei>t€ a sti Legado, hayan ni"- 
diíieadn. alterado o desconocido |*<r el «rudo ime |>or aua- 
l.i»i;i k corresponde al lado de su ésj&¿¡o premiurto. Pájí. 1"><¡. 

Inioiistitm 'wnalñUiil tic leyes. ( U de las leyes números 758 y 
810, sohre vinos de la Prov. de Mendoza). — Las disposi- 
ciones de las leyes 758 y 810 (sobre vinos), contrarían las 
garantías establecidas en los arts. 14, 16, 28 y Al de la 
CoiiMitución Nacional. Fallos: tomo 140, |>á|*. 154 y 156; 
tomo 141, pag. 5 y tomo 142. pág. 106), Página 174. 

itátm0 — Siendo é Estado General una persona jurídica su- 
jeta en sus relacionen convencionales a los preceptos de la le- 
gislación civil, cuando contrata en dicho carácter le compren- 
den las obligaciones del deudor común especificadas en los 
;i ns. rm y 5ÍK) del Código de la materia. (Intereses). Pá- 
gina Ü*j6\ 



J 

jHbilm iv» dril. — U ley ñM$ no se refiere, en cuanto a la 
npcíñn entre las leyes 4.J49y 10.650 al pasado, sino al futuro. 

Cuando el inciso r) deí art. V- de la ley ll.WW mencio- 
ua i\ los empleadas y obreros que se encontraban en servicio 
a la fecha de la sanción de la ley 10.650. no se refiere ai ser- 
vicio ele I'Vrn carriles del listado o Empresas de Puertos o 
depisitos solamente, sino a cualquiera de las manifestacio- 
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ih-s del traíiajo tutelado i»»r la* leyes di asistencia, míme- 
n, 10,650. 11.074. 11.173 y 11.30*. 

IVspués de la ley 11. .108 se entiende f|iie si los imiplea- 
ílds U obreros a que se refiere el art. 50 de la ley 10.650. 
son de los comprendidas en su art. I 1 ', inciso a) deben optar, 
y en caso omiso, quedan sujetos :il régimen de jubilación, 
pensión e indemnización ferroviaria y eme los Otros emplea- 
dos u obreros civiles comunes del Estado, no tienen tal de- 
recho y tiene f icio. 

Los actos de las reparticiones públicas relacionados con 
la condición, delires y dereclios de eni-ileado. realizados 
con i»erfeclo conocimiento de éste, no son actos de terceros 
■pie pueda él considerar como res inter altios ai fa. 

Ni la ley 10.650 ni la I1.J0R lian hecho el distingo en- 
tre empleados y funcionarios, comprendiendo a todo* los 
que presten servicios jiermanentes. (Art; ?\ inciso F*á- 
Kina 196. 

* 

Jttbilúdón ferroi-iaria. (Indemnización). — No les alcanza et 
lieneficto acordad»* por el art. 46 <le la ley 10,650. a los he- 
rederos de un obrero que en la fecha di* su muerte nú for- 
maba pane del |>ersonal ferroviario, habiendo dejado de per- 
tenecer al mismo |*>r su propia voluntad, Pag. 5. 

JubitaciÓH fcrrwhria. (Indemnización», — El beiíeftciu que 
acuerda el art. 46 de la ley 10.650 alcanza a los herederos 
del obrero que en ta fecha de su deceso tío formaba l>arte fiel 
■wsonal ferroviario, oor ser innecesarios sus servicios. (Es 
decir, por causas ajenas a su voluntad y a su conducta). 
Página 9. 

/Moción ferroviaria. — El ari. 24 de la ley 1 0.650 no exige 
renuncia expresa al cómputo Ulterior dr los servicios indem- 
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ñizados, stiid que, por el contrario, es a esa indemnización 
p&f devolución de a|¡ortes :i la que hay que renunciar cateto- 
ricamente |>ara t«tt"É derecho a 1» acumulación de servicios 
cti el caso ile rfcingtfestt* Página 170. 

Jubilación ferroviaria, De la clara redacción del art. 26 de la 
ley 10,650. se desprenden, sin esfuerzo, las siguientes con- 
secuencias: a) que en ta economía de la ley 10.650 sólo se 
loman* en cuenta los servicios efectivos; N)\ que doscientas 
cincuenta días de trabajo efectivo, cuando éste es a jornal, 
equivalen a un año ríe servicias y e) que el día de trabajo 
efectivo si* compone* de ocho horas de lalsor; |ior consiguien- 
te, de acuerdo cou dicha disposición lej-al. el cómputo de 
servicio, del*- hacerse dividiendo el número total de día*, de 
trabajo por doscientos cincuenta. Página í9Ti. 

JubUafiión frrrwiaria. — Xo existe en la ley 1 1.30K precepto al- 
guno expreso del cual sea posible inferir la consecuencia de 
que et beneficio achirdarlo comprenda también a los que ya 
nrt trabajan en las empresas incor|>oradas a ta fecha de su 
sanción. I-a retroactividad que admite la cláusula tercera del 
inciso a) de la misma ley, se refiere a los servicios anterio- 
res, pero siempre que sean invocados por obreros o emplea- 
rlos acídales, con exclusión de los que ya no figuraba» en 
los cuadros de la empresa en el momento de sancionarse la 
ley. l a situación de excepción establecida en favor de los 
ubrems y empleados eme no se encontraltan en servicio actual, 
no se refería a los de actividades afines con las ferroviarias 
que fueron posteriormente ineor| turados |H>r la ley 11.308. 
(Se trátala ¡lé mi obrero que prestó servicios en el Merca- 
rlo Central de brutos). Página 400. 

litéjCfái Los jueces sólo en los casos de silencio u obscuridad 
en las leyes pueden recurrir a la equidad, costumbre, leyes 
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análogas o principios generales. (Art, HUt de la Constitu- 
ción ; arts. 15. Í6 y 17 del Código Civil), ('agina 274. 

/tura mtiuvtih's. - La garantía dd art. tS de la Constitución 
míe dispone i iiiv ningún habitante puede ser sacado di* sus 
jueces naturales, sólo se refiere a magistrados que no for- 
men parte del i>oder judicial, di- antemano determinados por 
¡;i ley antes del hecho <|iu- motiva la respectiva cansa. I Vt- 
gina 280. 

Juicio universal de sucesión. — Véase "Jurisdicción." 

Jurisdicción. — Corresponde a la justicia Ucat la decisión de las 
causas que versen sobre aplicación de leyes dictadas imr una 
provincia en uso de sus facultades propias, Pág. 6& 

Jurisdicción. — MI conocimiento ríe una demanda de divorcio co- 
rresponde al juez del domicilio de los cónyuges (Código Ci- 
vil, articulo 2ol i« 

V 

l-as disposiciones del Código Civil. según tas cuales la 
mujer tiene el domicilio del marido y éste puede cambiar su 
domicilio de un lugar a otro, no pueden interpretarse, con 
un criterio de latitud extrema míe permita a éste ejercitar 
ese derecho a su arbitrio* basla impedir o mcnoseal¡ar el co- 
rrelativo de la mujer para deducir contra el marido tina 
acción personal ante el juez del domicilio conyugal al tiempo 
de la interposición de la demanda. Caprina 6É 

Jurisdicción. — La resolución fiel Administrador de Aduana ne- 
gándose a aceptar ta rectificación hecha a un manifiesto so- 
bre mercaderías t rail s| Miríadas |»or Ull vapor, no tiene el ca- 
rácter de punitorio míe menciona el art. tOuJ de las ( >rde- 
nan/as de Aduana ]>ara *lar tildar al ocurso afile el Juzgado 
Federal ; en consecuencia, «o eorresjionde a la justicia fede- 
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ral el coninrimicnto de un juicio H^jÉS rectificación de un 
manifiesto denegada i>or la Aduana. Pág. 

Jurisdicción. — fcás jueces federales sólo delwn conocer de los 
cielitos que afecten el orden nacional o que se han o miel id» 
en alia mar o en lugares donde el gobierno nacional ejerza 
autoridad exclusiva. Pagina 134, 

Jurisdicción. — I -a aplicación de los preceptos de los arls. 27 y 
28 del Código de Procedimientos en io Criminal, comprende 
laminen a los extranjeros en cuanto a los delitos y a las fal- 
las que puedan cometer, quienes no gozan del privilegio del 
tuero federal, que solo existe res|>ecto de las causas civiles 
nacidas de estipulación o contrato. 

üa jurisdicción atribuida |**r la ley X* 2873 a la justicia 
nacional, es sólo para conocer de tos cielitos que comprome- 
tan la seguridad y tráfico ferroviario y no res|>ecto de aque- 
llas carentes de ese carácter. 

Corres|ionde a la justicia local el conocimiento de un su* 
marío instruido |mr el ejercicio del oficio de Corredor de 
Hotel en la estación Retiro, sin llenar las formalidades del 
caso. Página 17í*. 

Jurisdicción. — U Corte Suprema ha resucito expresamente que 
la suma fijada como limite a la Justicia de fea en caso de 
concurrencia de jurÍMlicciones, es la de quinientos pesos 
moneda nacional, considerando, siti duda, que las leyes dc- 
ben referirse a la moneda corriente. (Fallos: tomo 92, pá- 
gina 75 entre otros). Página 191. 

furisdiecum. — En los casos en que el domicilio del causante sea 
alternativo dentro de amljas jurisdicciones, para determi- 
narlo a tus efectos de establecer cuál juez es el competente 
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para conocer ild juicio sucesorio. dcl»e primar ti «Id tugar 
cu donde aquél tenía la familia o d principal establecimien- 
to, ( Arts. 93 y 94 del Código Civil). 

El concepto de familia delíe referirse a la legítima i*>r 
fundamentales ra* mes de moral, en cuyo espíritu está Iju- 
saila nuestra legislación civil. Página 214. 

Jurisdicción. — El juez coni| jétente para conocer en los pleitos 
en uue se ejercitan acciones jiersonales, con preferencia al 
del domicilio del demandado, es el del lugar convenido ex- 
plícita o implícitamente por las partes para el cumplimiento 
del contrato, cualesquiera que sean las prestaciones que se 
demanden, ya principales o accesorias. Página 243. 

Jurisdicción, — No constituye caso contencioso que autorice la 
intervención de la justicia federal, la consulta por un Jefe 
de Registro Civil al Juez de Sección acerca de la interpre- 
tación de disimsktones de la ley 11.386, sobre enrolamiento 
general. (Entrega de duplicados de libretas). Pág. 246. 

Jurisdicción. — .No corres|xmde a la justicia federal el conoci- 
miento de delitos (lesiones y abuso de autoridad), atribui- 
do* a autoridades policiales, que se dicen cometidos entre 
las estaciones Nútiez y Kivadavta (Capital), mientras via- 
jaba la víctima, un i»rticntar. en un tren de! Ferrocarril 
Central Argentino. (Los delitos tampoco estaban encami- 
nados a entorpecer la seguridad y el tráfico ferroviario). 
Página 328. 

Jurisdicción, — Sin desconocer la circunstancia de que la pruc- 
iia sobre el domicilio en la Capital proviene de testigos cali- 
ficados, es forzoso, sin emtergo, reconocer que esa demos- 
tración cede ante la evidencia de la manifestación implícita 
y aún explícita, del autor de la sucesión, que radica su do- 
micilio en ta Estación Sevigné, donde ocurrió el falleci- 
miento. 
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Lia atracción asignada ¿I juicio universal de sucesión o 
¿le concurso no procede íauíiítitío' se traía cíe causas conclui- 
das e incidencias tic liquidación de las mismas o a juicios 
. eme se encuentran cu instancia de apelación. Eágií» 3¿,í, 

Jiirixilifdóit. — \ai preeminencia acordada a la Justicia de la Ca- 
pitál y la correlativa restricción impuesta a las justicias ordi- 
narias provinciales (art. 39 del Código (le l'rc»ecclimíento 
en lu Criminal de la Capital), como consecuencia de la com- 
plejidad de nuestra forma federativa de gobierno, son por 
su propia naturaleza, de estricta interpretación, y refiriéndo- 
se sólo al j ligamiento de los delitos, no debe entenderse 
t |iie afecte la jurisdicción de los jueces que del «en conocer 
en segundo término para llevar a caU) todas aquellas dili- 
gencias que conceptúen necesarias i»ara reunir y conservar 
los elementos de juicio que servirán o|*irt unamente i>ara el 
procesamiento dé los reos, y que podrian desaparecer o al- 
terarse con iwrjuicio de la buena administración de la jus- 
ticia si no se proveyese a ellas desde el primer momento. 

Kn casos como el de autos en que acrecen discordancias 
soliu- aplicación fie preceptos meramente for. nales como son 
' el art, 39 del Código de Procedimientos en lo Criminal de 
la Capital y determinadas disposiciones del mismo Código 
de la provincia ele Santa Fe. es evidente el predominio <U- 
la ley dictada por el Congreso en ejercicio de facultades 
propias y a la que las autoridades de cada provincia están 
olivadas a conformarse no obstante cualquier disposición 
en contrario que contengan las leyes o constituciones provin- 
ciales (Constitución, arts. 31 y f«7. inciso 11: Fallos, tomo 
151, pág, 45; tomo 152. pá|. (*2>\ máxime si se trata como 
i n el xnh jtuiiee, de liacer efectiva la cláusula segunda del 
m, $ de la Constitución relativa a la obligación reciproca 
de la extradición entre las provincias: por lo que, requerida 
ile m juez di- instrucción de provincia por otro de igual 
clase de la Capital Federal la extradición de un procesado. 
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corresponde que aquél proceda a la entrega riel encausado a 
éste, reservando el procedo incoado en su jurisdicción para 
proseguirlo en la debida oportunidad. Art. 39 del Código 
ite Procedimientos en lo Crimina! dv la Capital Pág. 237. 

JitrhtiiffitUi. — I -a Corte Suprima lia resuelto expresamente que 
]a suma fijada como límite a la Juslieía de J';w en caso de 
concurrencia de jurisdicciones, es la de quinientos ¡teso* 
moneda nacional. considerando, sin duda, qtte las leyes de- 
ben referirse a la moneda corriente. (Fallos: tomo 92. pá- 
gina 75. entre otros). Página 342, 

Jitrisdh ciÓH. — Es Juez competente ]iara conocer en los pleitos 
en que se ejercitan acciones personales, el del lugar conve- 
nido explícita o implícitamente por las parte* para el cum- 
plimiento del contrato, cualesquiera que sean tas prestacio- 
nes que se demanden, principies o accesorias. Página 382. 

Juristiieeión: su prórrof/n. — De acuerdo con el inciso 4? del ar- 
tículo 1.2 y el 14 de la ley 4&, es indispensable para consi- 
derar legalmente producida la prórroga de jurisdicción, la 
existencia de un pleito o de un juicio deducido o contestado 
ante un Juez un tribunal fie provincia. 

l^asi diligencias relativas a la protocolización de las hi- 
juelas no coiii|H>rtan por si solas una situación equivalente 
a la deducción de una demanda o a su contestación, dado 
que la prórroga de jurisdicción presupone una manifesta- 
ción de voluntad derivada del actor o del demandado en el 
sentido de una opción. Página 140. 

Jitrhdieeián IctjisUtth a mivbtm! en el Puerto de Lti Plata. — La 
jurisdicción legislativa nacional en el Puerto de La Plata y 
su zona tío nace de la cesión que la provincia de Buenos 
Aires hizo, al efecto, a la Nación» sino del propio t imperio 
de la Constitución Nacional, del hecho de la adquisición y en 
virtud de tino de los poderes delegados en aquélla. (Véase 
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el sumario del fallo publica*» ™ la 312 í,el toni ° 1S4, 
fallo cuya doctrina es cíe tocio punto aplicáis al presente). 

Página 104. 

h&ékm** orUjtmma. - Cúrrenmele a la Corte Suprema por 
expresa dis,»osición constitucional, conocer originariamente 
de las mám& entre una ,>rovincta y sus propios vecinos 
cuando éstas versen sobre puntos regidos jior la Constitu- 
ción Nacional y por las leyes del Congreso; a diferencia de 
lo <|ue sucede cuando se trata de demandas entre las mismas 
parte, tejidas por el derecho común, de las cuales no co- 
rnee originariamente sino t>or apelación, según las reglas 
de excepción cjue prescrilie el Congreso. Pag- 66. 

Im Udkáón ordinaria. - No ciando comprendida en la pro- 
testa formulada al ,«igar el impuesto a la herencia estable- 
cido en la Provincia de Buenos Aires, la cuestión relativa a 
saber si para la determinación de la tasa aplicable lian de 
tomarse solamentet los valores cprrespondiéntts a las hi- 
juelas existentes dentro del territorio ele la Provincia o si 
han de computarse, también, las que se encuentran en otra 
jurisdicción, ni habiendo sido presentada dicha cuestión en 
la demanda 1wjo la íaz de ser tal procedimiento contrario a 
alguna de las garantías aseguradas por la Constitución Na- 
cinual, ella no pilóle ser decidida jur la Corte Suprema en 
un juicio en cpie procede, en lo fundamental, por razón de 
la materia, la jurisdicción originaria de ésta. (Se trataba 
cíe decidir subre la legalidad o ilegalidad de la interpreta- 
ción atribuida a la ley provincial pojf la Dirección de Es- 
cuelas, cuestión librada i>or completo a los funciunarios de 
la justicia local*. Pagina 151. 

Jiirisdimón or¡ t) imrw.--Un\*h*h** sostenido en la demanda uu, 
ta interpretación dada al un. 2:1 de la ley de sellos de la I m- 
vincia de Buenos Aires i>or las autoridades de este Estado 
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al considerar a la hija política corno extraña a los efectos 
del pago dül impuesto, era contraria a los arts. 345 y 363 
ffel Código Civil por cuanto ini¡*>rta1xi modificar, descono- 
cer o contrarías sus disposiciones referentes al parentesco, 
ta com|*tcncta de la Corte Suprema |iara conocer de esa 
cuestión es evidente dado que ella afectaría los principios 
consagrados por los arts. 67. inciso II. IOS y M de la ley 
fundamental. Página 156. 

Jurisdicción orii/inaria. — La cuestión relativa a sal»er si única- 
mente lian de tomarse como antecedente de la tasa los bie- 
nes de la hijuela situados en la provincia o los comprendi- 
dos en aquélla aunque se hallen fuera de su jurisdicción, es 
ajena, en este caso, a la competencia de la Corte Suprema. 
(Interpretación lisa y llana de la ley local que la Corte Su- 
prema no puede hacer sino en las causas civiles o derivadas 
fie estipulación o contrato, caso que no es el fiel impuesto). 
Página 226. 

Justicia de la Nación; su misión. — I41 misión mas delicada dd 
la justicia de la Nación es la de saber mantenerse dentro de 
la órbita de su jurisdicción, sin menoscabar las funciones 
que incumben a los otros jwderes o jurisdicciones. Hág. 24K 

■ 



Leyes dictadas por el Voiit/reso reyfnuicutaiuto íri.í t/uraHtías cons- 
tituí ¡tundes, — Véase "1 jlierfad de trabajo, su privación |>»r 
■ izarte de la Policía," 

Libertad de Induljo, su privación por parte de la Policía. — La 
privación j>or parte de la Policía de la Capital de la libreta 
de profesional de corredor de hotel, en ejercicio de facul- 
tades preventivas y como sanción a las reiteradas infrac- 



4ft4 FALLOS « LA CO*TE SUPREMA 

dones, no M&m una restricción indebida a la Itliertad de 
iratajo, sino i** el contrario, una garantía a las peraottg que 
llegan a esta Capital, lajo la protección de sus autoridades. 

U S leyes dictadas ,wr el Honorable Congreso i*ra re- 
-lí.menta'r hs lil)ertades garantidas i*>r la Constitución, fa- 
cultan a las distintas rqiartíciones de la Nación para emi- 
tir reglamentos a fin de facilitar y hacer efectivas aquellas 
garantías dentro de la convivencia social Página ll*5. 

/ Hu rtad rfc untn nht ; n strkdán a la. — La impugnación de in- 
constiiucionalidad derivada de supuestas restricciones al de- 
recho de publicar ideas \*>t la prensa sin censura previa, ca- 
rece de todo fundamento y aplicación i*»sible en un caso, 
en que a éste lo constituyen, precisamente, publicaciones he- 
días sin tral*as O limitaciones de mngíttiá especie que afec- 
ten la lü>erlad dé imprenta y el derecho de publicidad que 
se invoca, garantía y derecho que como todos, se ejercen 
de actterdo con las leyes que sin alterarlos reglamentan su 
ejercicio v amaran éste cuando es Ultimo o le imponen las 
sanciones correspondientes cuando es criminal o abusivo. 

Fl art ¿2 «le la Constitución, al dis|miier que no se dic- 
tarán leve,, que refrinjan la liliertad de imprenta, no lia 
querido amparar la impunidad de los delitos cometidos por 
medio de la prensa, sino «¡servar su represión e» las pro- 
vincias a sus propias legislaturas y al H. Congreso en la 
Capital y Territorios Nacionales; y que admtida la facul- 
tad de reprimirlos en las legislaturas locales, facultad que 
se ha ejercitado en la casi totalidad de las provincias, no 
uodia desconocerse la misma aptitud o potestad en las auto- 
ridades de Ui Capital. Pag. 57. 
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ffl&ttfát de fabrica; fcy tic. — La lev X" 3975, de 23 tic Noviem- 
bre de 1**00, sobre marcas de fábrica, lia sirio dictada en vir- 
tud de facultades indiscutiblemente nacionales (incisos 12 
y lé del art. 67 de la Constitución), y su imfwrio en las 
provincias no puede ser enervado pos disposiciones consti- 
tucionales, legales o reglamentarias de carácter local. (Art. 
31 de la Constitución Nacional), I 'agina #7. 

Militares; ascenso de tos: ley 11.268. — l^a ley U.26K no se 
propuso instituir a los de la Justicia Federal en tribunales 
de revisión [jermanentc de las resoluciones del Poder Eje- 
cutivo en los casos de promociones denegadas a los jefes y 
oficiales iKirtici|iantcts en los movimientos revolucionarios 
que dicha ley menciona, subvertiendo, así, los principios de 
las leyes orgánicas del ejército y de la armada que dan a 
esa función un carácter administrativo. Cap. [V de la ley 
N v 4856 y titulo II, ley 9675/ y violando flagrantemente el 
principio constitucional de igualdad. 

Según resulta de la letra y del espíritu fie la ley aludida, 
reglamentado por el decreto de 1Ü de Enero de 1924, el as- 
censo allí ordenado se refiere a los jefes y oficiales ex re- 
volucionarios que, |>or serlo y sólo por esa causa, no hubie- 
ran sido ascendidos en la oportunidad inmediata a los suce- 
sos aludidos, "y respecto de los cuales hubiese propuesta 
o iniciativa oficial de promoción ci impropíela." 

I^js juicios favorables que el oficial recurrente ha mere- 
cido de altos y prest igiosos jefes de la armada, le honran, 
sin duda, pero no son *'la propuesta o iniciativa oficial" de 
ascenso que requiere el art. 4 V de la ley invocada. I V er los 
sumarios de los Fallos, tomos 101, pág. 254; 148, pág, 157 
y 149, pág. 175). 
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rartitlü </c ^función. — Véase •'Domicilio." 

mi admite excepciones no derivadas de la ley misma, m m- 
n-rpretaciunes eme destruyan su letra y aún su espíritu. 

fcl derecho a jubilación por invalide* del empleado que 
fuera declarado física o intelcctualmente im|»os¡bilitado des- 
pués de cinco años de servicios, pasa a sus deudos» en con- 
cepto de |»eiisión proporcional. i*»r el infrio de la ley, en 
la disposición citada. Página 61. 

/Vtóíii ferroviaria. — lil beneficiario de la indemnización que 
acuerda eJ articulo 46 de la ley 10.650. nu tiene derecho a 
gestionar penlj&t fundada en la existencia de los misinos 
servicios que determinaron el otorgamiento de la referida 
indemnización. Página 129, 

I'cusión ferroviaria. — De las disposiciones combinadas de las 
leyes 9653 y 10.650 (arts. 3* y 20, inciso V), se deduce que 
la" jubilación por invalidez se acuerda al empleado u obrero 
ipie éü la fecha cíe su cesantía justifique haber prestado iliez 
anos de servicios, sin que modifique esta doctrina la cir- 
cunstancia de que posteriormente la ley 1 1 .30* redujera a 
cinco anos ese tiempo (cuando ya el obrero no se hállala 
en el tralmjo). Página 232. 

vmiM ferroviaria. - De acuerdo con lo dispuesto en el inciso 
3" del art. 47 de la ley 10.650 el derecho a la pensión se ex- 
tingue para las hijas o hermanas solteras desde que contrai- 
m matrimonio, sin que ni de la letra ni de la discusión 
^rlanientaria de ta citada ley sus similares se deduzca la 
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«adquisición del derecha perdido, por viudez, divorcio o 
abandono. Página 274. 

Pensión ferroviaria. — El precepto del art. 38 fie la ley 10.650 
ípie declara rjüc en los casos en que con arreglo a dicha luy 
haya derecho a ^ozar de la jubilación y ocurra el fallecí - 
micnto del cmpIcaU » u obrero, tendrán derecoh a pedir pen- 
sión las personas que en él se enumeran, no admite excep- 
ciones no derivadas de la ley misma, ni interpretaciones que 
destruyan su letra y aún su espíritu. Página 280. 

Personería; exccpeióu de falta de. — Un juicio en que se de- 
manda la inconstitucional ¡dad de tina ley de la Provincia de 
Htienos Aires y la devolución de impuesto abonado pnr apli- 
cación de dicha ley, no es mi incidente de un juicio sucesorio 
y, en consecuencia, su tramitación requiere en el apoderado 
facultades expresas. Página 187. 

Personería; falta de. — Un poder otorgado jiara tramitar y re- 
coger una sucesión no es bastante para intervenir en un jui- 
cio en que se demanda la inconstitucional idad de una ley 
de la Provincia de Buenos Aires y la devolución de impues- 
to abonado por aplicación de dicha lely. (Art. 1918, Códi- 
go Civil). Página 149. 

Ptrsonería; falta de. — Estando legalizado en forma el docu- 
mento invocado por el sindico para acreditar su personería 
como apoderado del actor, y resultando del mismo hallarse 
facultado para iniciar la acción instaurada, corresponde el 
rechazo de la excepción de falta de personería en el mismo 
que autoriza el art. 73 de la ley 50. fundada en defecto* 
de forma en que le fué conferida la autorización, a estar 
a la letra y al espíritu del art. 737 del Código de Comercio. 
Art. 7v de la Constitución Nacional. Página 407, 
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Personería: falta de. - Tratándose de la promoción de una cau- 
sa de jurisdicción originaria del* entenderse que la inscrip- 
ción requerida por la ley lO.Wí. para ejercer la representa- 
ción en juicio, se refiere a la matarícula llevada \n* la Corte 
Suprema tajo las condiciones establecidas en el art. 3'-\ in- 
ciso +■' de la expresada ley. Página 409- 

poder ¡-jeeuüvo: tus facultaos m materia de polifia de setjurí- 
dad. - Cuando el Ptxler Ejecutivo es «amado a jercer sus 
iKHleres reglamentarios en materia de policía de segundad 
a mérito de una ley que to ha autorizado |wra ello, lo hace, 
no en virtud de una dejación de atribuciones legislativas, 
sino a título de una facultad propia consagrada por el art. 
W\ inciso 2* de la Constitución, y cuya mayor o menor 
cvtensión queda determinad por el uso que de la misma 
facultad haya hecho el Poder Legislativo. Pag. 178. 

poder Judieial Argentino. — El Poder Judicial Argentino ca- 
rece de |»osietad y conn.>etciicia en casos de pura equidad, 
salvo que pueda entrar como elemento interpretativo, no 
de contraposición legal, en sus pronunciamientos. Art. 100 
de la Constitución Nacional. Página 302. 

Prescripción. — Véase "Gestiones administrativas." 

Promraehmes jmUcudes. - V¿a*e "Recurso extraordinario." 

Prvviiietas ( Poder de policía). — La* provincias en ejercicio del 
poder de inicia que la Corte Suprema ha reconocido inva- 
riablemente (Fallos; tomo 154. pág. 6), pueden dictar le- 
yes y reglamentos prohibitivos de la fabricación y venta de 
ciertos artículos por considerados contrarios a la salud, mo- 
ralidad, etc., i*ro no puede prohibir marcas o patentes na- 
cionales qeu no amparan los productos prohibidos en la pro- 
vincia. |K.rqtte asi violaría normas y limites jurisdiccionales. 
Página S7. 
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I'ucrtn dt Rosario (coluro de derecho* j . — l~i explotación M 
Pumo del Rosario comprende srgiín su concesión, lio sólo 
la jiercepeión de los imi>uestos t sino también la tic los de- 
recho* o servicios anexos a cada una de las opera»: iones de 
carga y descarga que se efectúan dentro fiel misino y la 
autorización acordarla a la Swift no puede convertirse yar* 
el Cuereo del Rosario en una causa de pérdida o de dismi- 
nución de sus entradas por ningún concepto. 

La tarifa especial fijada ]*ir el decreto del Poder Ej mi- 
li v.>. de 5 de Julio de 1926. no se aplica a los productos 
enumerados cu el art. 54 del contrato de concesión fíe la 
Empresa del Puerto del Rosario. Página 49, 



H 

Recurso contcncioso-adunnislrativo. — Véase el del fallí» de 8 
de Octubre de 1928, publicado en el tomo 153, pág. 5. Pá- 
gina 237. 

Recurso de ra'isum. — Es improcedente el recurso de revisión 
previsto por el art. 551 del Código de I'rocedimientos en lo 
Criminal fundado en que el tribunal de apelación ha dictado 
sentencia imponiendo multas cuando ya se encontraba pres- 
cripta la acción |*nal y en estas condiciones es evidente su 
improcedencia. Página 64. 

Recurso extraordinario. — Puesta en tela de juicio la interpreta- 
ción de varios artículos de la ley 10.650. procede el recurso 
extraordinario contra una resolución contraria a los dere- 
chos invocados i>or la Caja Nacional de Jubilaciones y Pen- 
siones de Empleados Ferroviarios. Página 61. 
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A\ n,™i exiwmVmarh. — No pícale él mWW. *-xtraurdiiiano 
del art. 14, ley 4S. cotilla una sentencia «Itala en un juicio 
M>l>rc iiMiriwieiúii de patente de invención, en que la única 
cuestión del*! ¡da ha sido la de salwr si la mezcla inventada 
,»nr t i querellante constituía o rio un producto industrial, 
mtevn suscepttbte de caer Iwijo la protección acordada por 
el art, 3* de Ka ley 111. eso» es. mía mera cuentón de hecho y 
técnica. Página (4. 

ftmtrsó extraordinario. — Oche considerarse definitiva a los 
íine-. del recurso extraordinario del art. 14. ley 4K, una re- 
solueiüU fie un Juapao Correccional declarada irrcciirriblc 
por la Cántara respectiva, pe exigía éí depósito previo de 
la multa impuesta en la. sentencia condenatoria \>or infrac- 
eión del art. 6" de la ley 4írf*l. impugnado como repugnante 
a l.>s arts. 14» y 1* de ta Constitución. (Cuestión de procedi- 
miento, pero de tal trascendencia, que a juicio del procesado 
le coártala ta defensa en los términos amplios que las leyes 
garantizan i. Pú^ítui %. _ 

Recurso i xtrtwrifhtarto. — Procede el recurso extraordinario del 
art. 14, ley 4K. en un caso en que si bien la sentencia re- 
rrida decide el punto a favor de la exención sostenida ^xir 
el conscripto, aquélla rechaza también la inteligencia atri- 
buida al inc. bl det art. <tf de la ley 4707 por el Ministerio 
Fiscal, sosteniendo el derecho de hacer efectiva la obligación 
del servicio militar impuesta i>or la Constitución en defensa 
de ésta y de la Patria, cuya representación ejerce, a lodos 
los ciudadanos que no se encuentran expresamente excep- 
tuarla. Página 127. 

y 

Recurso cxtnwnfhwrio, — Procede el recurso extraordinario det 
del art. 14, ley 48. contra una resobwión denegatoria del 
íuerip federal. Página 134. % 
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Keturso extraordinario. — Resulta planteada con suficiente cla- 
ridad la cuestión federal, a los efectos del recurso extraor- 
dinario del art. 14. ley 48, en nn caso en que el recurrente, 
al interponerlo, tía corno reprodncidcw los f nnflamentos del 
escrito inicial del juicio en el que expresa clara y categóri- 
camente la violación que, en su concepto, ini|x>rtaliau los 
arts. 6' y de la ley 4156, a los artículos 14 y 16 de la 
Constitución, en cuanto éstos yanten la liliertad de ejer- 
cer el comercio y la igualdad ante la ley. Página 251. 

Hcairxa extraordinario, — Procede el recurso extraordinario del 
art. 14. ley 48, contra una resolución denegatoria de la ex- 
ección de inconqK*tcncia de los tribuíales de la Provincia 
de Wuenos Aires, fundada en que el conocimiento del jui- 
cio corresponde a los jueces de la Capital a mérito de lo dis- 
puesto en el inciso 4* del art. 5284, míe fija la jurisdicción 
y competencia de tos mismos i>ara todas las acciones perso- 
nales que contra la sucesión se intenten, y que, en conse- 
cuencia, de acuerdo con el art. 31 de la Constitución Na- 
cional son inválidas las disjwstcioues procesales de aquella 
provincia. 

La circunstancia de tratarse de un juicio ejecutivo y 
existir en e! régimen procesal de la provincia ejecutante el 
trámite ulterior del juicb ordinario sobre el mismo asunto 
(art. 511 del Código de Procedimientos de la Provincia de 
Buenos Aires), no enerva del curso del caso federal, jx>r tra- 
tí tarse de una cuestión de incompetencia cuya resolución 
tiene carácter definitivo según la jurisprudencia de la Cor- 
' te Suprema, Página 257. 

Recurso extraordinario. — Procede el recurso extraordinario del 
art. 14, ley 48, cuando habiendo sido puesta en tela de jui- 
cio la interpretación de varios artículos de la ley 10,650. la 
sentencia recurrida lia sido contraria a los derechos invoca- 
dos por la Caja Nacional de Jubilaciones y Pensiones de 
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empleadas Krrniviarios, bajo el puiítn «Ir visla de los inte- 
reses f|tio representa. Página 

* 

KiH itrso extraordinario. — N«« l«ista la simple invitación de 
cláusulas eoiistitucimialcs para la procedencia M recurso 
extraordinario; i«ira ello es necesario que exista entre las 
garantías constitucionales alegadas y la cuestión debatida 
la relación directa e inmediata que detennina el art. IS de 
la ley N" 4W. de motín que "la resolución del pleito deluda 
de la interpretación que a dichas cláusulas se dé/' Pág. 28.V 

Rt curso extraordinario, — Es improcedente el recurso extraordi- 
nario del art. 14. ley 48. contra una resolución que no hace 
lugar al pedido de que un eml>argo suhre el halier mensual 
de üri retirado de la Annada continué sobre la iwnsión que 
dejara éste por haber fallecido. Página 2S4. 

Recurso extraordinario. — No procede el recurso extraordinario 
del art. 14, ley 48. contra una resolución de una Cámara de 
Apelaciones en lo Civil de la Capital, que se limita a resol- 
ver cuál de los dos jueces de la misma jurisdicción civil, 
anillos también del último domicilio del causante, debe se- 
guir entendiendo en el juicio sucesorio de éste. Pag. 386. 

Recurso extraordinario. — No procede el recurso extraordinario 
del art. 14. ley 4K, en un caso en que si bien desde la inicia- 
ción de la demanda el recurrente invocó a su favor disposi- 
ciones de la Constitución Nacional, la dilucidación de la cau- 
sa demostró que aquéllas no guardan relación con las cues- 
tiones fie hecho y de derecho planteadas y resueltas en la 
sentencia arlada, motivo por el cual, en ésta sólo se aduje- 
ron razones de procedimiento y de legislación común, sufi- 
cientes, por sí solas, para fundamentar el pronunciamiento. 
Página 319. 



■ 
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Retttrso t Ahuoi diñarlo. Ñp procede el recwrso extraordinario 
cid arl. 14. ley 48. áffltra una resolución «{tic reconoce y 
acuerda el privilegio riel fuero federal. Tapiña .ÍJ2. 

R([C(trsv cxhiumiimvio. — Ks irrevisihle por la CorK Suprema 
por la vía del recurso extraordinario del urt. 14. lev 48, una 
de la Cámara de Apelaciones en lo Criminal y Co- 
rrecional de la Capital qne declara míe. siendo aplicables 
las disposiciones del Código de procedimientos en lo Cri- 
minal relativas al recurso de babeas corpus. dentro de la le- 
tra y del espíritu en que se hallan concebidas, sólo a los 
casos de pérdida de la libertad individual, sin que sea lícito 
extenderlas a otros supuestos en que esta última no con- 
curre, carece de jurisdicción para conocer de la contienda, 
ya que ésta escaldaría a la competencia <|iie le ha sido es- 
trictamente atribuida \*>r las leyes que organizan la que le 
corresponde; sin que aparezca en la causa que tal interpreta- 
ción de las dts|»osiciones del expresado Código sobre el ha- 
beos vorptts hayan sido impugnadas de ¡nconstitucionalidad. 

Es indisiíensable que las acciones o los recursos llamados 
a hacrr efectiva la garantía ele tos derechos garantizados 
por la Constitución, se ejerciten en el modo y dentro tic los 
términos señalada jH>r las leyes de forma que son de orden 
público y, por lo tanto, de estricta ol»servancia. 

1,as resoluciones del Jefe de Policía, cuando desconocen 
derechos fundados en la Constitución o en leyes nacionales 
' y son definitivas, dan lugar al recurso extraordinario di- 
rectamente fiara ante la Corte Suprema, dentro del término 
que fija el art. 208 de la ley 50. sin que sea óbice para la 
procedencia de dicho recurso, que el fallo recurrido haya 
sido pronunciado en un juicio contenctoso-administrativo. 
(¡lesde que en tales pronunciamientos como en cualesquiera 
otros dictados en juicios de distinta naturaleza, puede ha- 
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U-rse desconocido tas «aramia* o derechos de carácter fe- 
deral .|»K- ese recurso se propone salvaguardar en los casos 
de los trc inciso» tfól art. 14 de la ley N" 48. Página 356. 

Recudo ^ tnwnfiiMrio. .- A los efectos de la garantía de la 1i- 
l,re defensa en juicio Upe menciona el art. 18 át la Consti- 
tución, río es suficiente que *c llene la fórmula de la de- 
fensa con un patrocinio de oficio, aún cuantío este sea in- 
teligente, diligente v recto: i*t» *' m negligencia del recu- 
rreute su defensor i«irtieu1íir no fué notificado fie su nom- 
hramicnto, la sanción de tal indigencia, conforme al art. 1* 
del Código de Procedinm-nios en materia criminal, es mol i- 
servable por la Corte Suprema |*>r no ser violatoria del 
principio de la libre defensa, rágina .V4. 

gecww c*m diario. - Xo es definitiva a los fines del re- 
curso ^traordiuario del art. 14, ley 48. tina resolución pro- 
nunciada en un juicio de desalojo ya concluido, no hacién- 
dose lugar a pedidos formulados ,»or el míe se <ltce propirta- 
rin. sobre dominio v lesión, y dejándose a salvo a este 
los derechos para discutir su dominio, ejercitando la acción 
cor respondiente. Página 

ÍÜwÍú sxtrtwnthuirUK - Controvertida la inteligencia de la ley 
nacional N"> 10.650 con fallo contrario al dereclio fundado 
en dicha ley, procede el recurso extraordinario del art. 14. 
ley 48. Página 170. 

Hmiho c.Ytroortlimmo. - Procede el recurso extraordinario del 
íirt. 14. ley 48, cuando la causa lia sido resuelta en contra 
de los derechos fundados en 1a Constitución Nacional y lian 
sido cumplidas las condiciones exigidas por el art. 15 de la 
expresada ley. Página l"8. 
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Recurso cxlruordinariu. — Xo ci instituye sentencia definitiva a 
tos fines fiel recurso extraordinario, una resolución que solo 
resuelve una cuestión relativa al procedimiento que debe se- 
guirse, (mando, corno en el caso, el valor atribuido a las 
mercaderías |>or un vista de Aduana no esté de acuerdo con 
el certificado del respectivo cónsul argentino, sin que se 
haya desconocido a la Aduana el derecho que le acuerda el 
art. 134 de sus ordenanzas {ley 810). Página 23°. 

Recurso extraordinario. — En el supuesto caso de conflicto entre 
los artículos 46 y 716 del Código de Procedimientos de la 
Provincia de Ituenos Aires, con los arts. 1869, 1904. 1905, 
1924 y 1945 del Código Civil, procedería la aplicación de 
las de carácter local, a mérito de lo preceptuado por el Ar- 
ticulo 1870. inciso 6^ riel mismo Código Civil. Página 385. 

Recurso extraordinario. — Cuestionada la consiiiucioiialiriari 
del art. 5S de la ley 11.110, procede el recurso extraordina- 
rio del art. 14, ley 4X, contra la decisión favorable a dicha 
cláusula. Página 410. 

Recurso ordinario de apelación. — No procede el recurso nrdi- 
nurio.de ablación autorizarlo jxir el art. 3| inciso l g de la 
ley 4055, en las causas contra la Adminisl ración de los Fe- 
rrocarriles del Estado por devolución de fletes. (I -a Nación 
no es parte directa en esos juicios). Página 241. 

Recurso ordinario de apelación. — A los efectos del recurso auto- 
rizado por el inciso 2'. art. 3* de la ley 4055, delic entenderse 
(pie los |»esos tle que liabla este artículo son los definidos 
por el art. l> de la ley 1 130, y para determinar, a los fines 
de aquella disposición legal, si una obligación o valor dis- 
putado excede de cinco mil pesos, no delie convertirse el 
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iiru a |í;i¡k-1 ni reducirse ;i om la* «.I .ligaciones a papel "v>- 
netla, Página 266;. 

Kmwdkaaóit. — En el antiguo Veril y sus depetulcncias no mi- 
lxi otro pr^ie^ó territorial efectiva que el Inca y las eo- 
munidadcs indígenas del régimen incásico, como las ínvo- 
radas |*t los actores, sólo tenían, sobre una tercera vario, 
una especie de dominio útil «' usufructo; |ieru ese doniiiu*» 
tío era. cotnb no Ib fué durante el periodo pn colonial, el 
del derecho romano, ni el de las leyes de partidas, ni el del 
Código Civil Argentino (art. 2506 y su nota). 

En el dominio del Estado, «o sólo eminente sinó tain- 
liivii efectivo, público y privado, sucedió la Naeión Argen- 
tina a España y. sulistdiarianientc. las provincias a la Na- 
ción, conforme "a los principios de la Organización Consti- 
tucional, según lo reconoció el art. l v de ta ley N* 28 de 13 
de Septiembre de 1862; lo expresan Elizalde. Vele* Sars- 
íieM. Rawson y otros senadores en la discusión de dicha 
lev, Ü. de S„ pág. 229 y siguientes y lo ha consagrado la 
jurisprudencia de la Corte Suprema en los fallos q-c se 
registran en los tomo, 113. pág. 204; 142. pág. 224, con- 
cordantes con el de 1877. 

Kn el régimen incásico, para gozar del dominio útil o 
del usufructo sobre las tierra* que a las comunidades o de- 
partamentos se les asigualun o reconocían, eran requisitos 
esenciales el halwr nacido y estar domiciliado en ellas. 

Kn nuestro régimen civil no se reconocoe otra propie- 
dad eomimaria que la que se constinye por contrato, por 
actos de última voluntad ó |>or precepto legal (arts. 2675 
de! Código dvil), y ninguna ley ha consagrado esa condi- 
ción en las tierras litigadas. 
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I,as comunidades indígenas invocadas en la demanda 
no tienen personería jurídica para actuar en juicio, jtorque 
no son de existencia necesaria ni de existencia posible, aten- 
to los claros preceptos del lil>ro Í? 4 sección l'. títnlo I del 
Código Civil; y su existencia legal anterior a la vigencia 
fie éste debió ser consagrada y acombada a sus normas 
fundamentales. 

Ijx provincia ele Jujuy es propietaria de las tierras cues- 
tionadas no por usucapión, sino |>or derecho proveniente 
de la Nación y ésta de Kspafia; y, en "consecuencia, pudo 
enajenarlas, arrendarlas o retenerlas en su poder, con ex- 
clusión de los actores. Página 302. 

ttckintiioiaon. — Corrcsjionde el rechazo de una demanda \x*v 
reivindicación de un bien raíz que se Italia en |»osesión del 
mismo actor, según propia manifestación, y reelecto del 
cual, declara, asimismo, no lialwr sido atacado por el deman- 
dado, por acto alguno que sea 'contrario a su derecho. Pá- 
gina 377. 

Hctnmctizñdmi cíe fas Uycs. — El efecto retroactivo de la ley no 
calie aplicarse a tina situación definitivamente creada al am- 
|»aro de la legislación. 

La no retroactivklad de la ley, si liien es im principio de 
mero precepto legislativo, adquiere carácter constitucional 
cuando la aplicación de la nueva ley priva a algún habi- 
tante «le la Nrición de algúu derecho iiie«n*>nKta a su pa- 
trimonio, en cuyo caso aquel principio se confunde con la 
garantía relativa a la inviolabilidad de la prpiedad. Pág. 290, 



FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 



Smm &áM< - FJ inc. M <1H art. 63 <\e la ley 4/07 ilelw 
str inun-ntarf.. en f«.rma restrictiva y soto coniprennV. 
«iiisfenirtiu-, al hijo Ultimo o natural <fe ma<lrt* viuda, sin 
i| U f la exención |m«la extenderse \*>r analogía * m& silua - 
cuino, i-mimo f> b «U- la niíKlrt- abandonad poí el ^1*0*0. 
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Don José Thierréy f (su sucesión), contra ¡a Caja Nacional de 
Jubilaciones y n aisiones de Empleados Ferroviarios, sobre 
indemnización. 

Sumario; Ko Ies alcanza el beneficio acordado por el articuIcK46 
de la ley 10.650. a los herederos de un obrero que en ta fe- 
cha de su muerte no formaba parte del personal ferrovia- 
rio, habiendo dejado de pertenecer al mismo por su propia 
voluntad. 

Caso : Lo explican las piezas siguientes : 

RESOLUCIÓN DE LA CAJA FERROVIARIA 

Buenos Aires, Octubre 11 de 1928. 

Vistas estas actuaciones por las que doña María Zolezzi de 
Thíerry en su carácter de viuda del ex empleado ferroviario, 
don José Thierry, solicita la indemnización del art. 46 de la lev 
10.650; y 

Considerando : 

Que de las constancias de autos se compruelia que el cau- 
sante a la fecha de sti deceso ocurrido el 12 de Abril de 1926, no 
formalía parte del personal ferroviario, habiendo dejado de per- 
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tcnecer al mismo con fecha 25 de Abril de 1020 por su propia 
voluntad. 

(Jue t| el texto dd an. 4o de la ley 10.050 se desprende 
que (jará que el causante deje a su herederos derecho a la indem- 
nización, cm necesario que a la fecha de su fallecimiento forme 
l>:irte del personal de las empresas comprendidas en el régimen 
de la precitada ley, desde que textualmente dice el recordado ar- 
ticulo que tendrán derecho a tal beneficio los sucesores del em- 
pleado u obrero fallecido que no deje derecho a pensión, es de- 
cir, que no alcance el tiempo de servicios prestado al mínimum 
que establece ta ley 11.074. 

1W estos fundamentos, atento lo dictaminado por la Aseso- 
ría le^al, lo aconsejado por la mayoría de la comisión de ha- 
cienda y de conformidad con lo acordado por el Directorio en su 
se«.ión del ( j del corriente, 

Se resuelve: 

l v N*o hacer lu^ar al pedido de indemnización del art. 46 
formulado por doña Alaria Xolezzi de Thierry. en su carácter 
de viuda del ex empleado ferroviario don José Thierry. 

2' Previa notificación a la interesada, archívese. 

J. Brivio. 



SENTENCIA DE LA CÁMARA FEDERAL DE APELACIÓN 

Huciius Aires. Marzo 20 de 

Vistos y Considerando: 

One la circunstancia de que el causante no falleciese en el 
ejercicio de mi cargo, no puede justificar el derecho de sus causa- 
hdbientcs a reclamar la indemnización acordada jxir el art. 4ó de 
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la ley 10.050, ya que dicha dis]Kisicinn legal no establece tal re- 
qmsito. 

1 *or ello y de acuerdo cotí lo resuelto por este Tribunal en 
los casos di' Man si lia, 1'edrn; Dominga < 1. de Yallcjos y Poli- 
ciano Zulcta. faltados, en Abril 29 de 1925, Mayo 11 de 1925 
y Febrero 6 de 1929, respectivamente, su revoca la resolución 
apelada fie fs. 24, y en consecuencia, se acuerda a María Zolczri 
de Tierry. el beneficio del arl. 46 de la ley 10.650. Devuélvase 
sin más trámite. — fí. A, Xttzur Aiichorena, — J. /'. l.umi. — 
José Mural 
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Buen™ Aires. Julii» lü t)v 1929. 

V Vistos: 

Considerando : 

Que careciendo el causante don José Thierrv de derechos 
a la jubilación sus herederos han impetrado el beneficio acorda- 
do por el art. 46 de la ley 10.650 concebido en los términos si- 
guientes ; las personas enumeradas en el art. 38 tendrán dere- 
cho a una indemnización igual al 5 <"/< de las sumas pe reí bu Li- 
en concepto de sueldos por el empleado u obrero fallecido que 
na deje derecho a pensión. 

Que la frase "empleado u obrero fallecido que no deje de- 
recho a pensión" alude en principio a los que revistan la calidad 
de "empleado 1 ' u "obrero" en el momento de producirse el fe- 
necimiento, pues, si el propósito de la ley hubiera sido compren- 
der a los que si bien tienen servicios prestados no figuraban en 
el momento de su deceso en ninguno de los cuadros del personal 
ferroviario se habría referido tanto a los empleados como a los 
ex empleados o de un modo más general a todos aquellos que 
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hubieran realizado los ajiortes señalados |>or el inc. 2*. articulo 
y de la ley. 

fjue. ello iui obstante, otras disjiosicHiiics de la misma ley 
(arts. 2', inc. * l y 24 1, considerados en su letra y en su espiri- 
tu, autorizan una excepción a aquel principio general; para el su- 
puesto ile que un empleado u obrero fallezca después de haber 
sido declarado cesante por no requerirse sus servicios o por ra- 
zones de economía, pues en cualquiera de esas dos hipótesis es 
razonable suponer que a no mediar cualquiera de esas circuns- 
tancia- ajenas a su voluntad y a su conducta, la muerte lo habría 
tomado al obren " en el ejercicio de su cargo. 

(Jue esta t'orrte en un tallo reciente lia declarado que la fa- 
milia de un obrero despedido con anterioridad a la vigencia di- 
la ley orgánica (art. 2". inc. 2 de la tey 10.650}. tenía derecho al 
beneficio señalado por el art. 46. pero, tal declaración ha sido 
hecha en concepto de que ese empleado debía ser asimilado al 
que falleciere ni ejercicio de sus funciones, pues un se Había re- 
lirado de éstas por propia determinación ni por su inconducta, 
siiíó como consecuencia de una resolución dé la empresa, funda- 
da en el hecho de no requerirse sus servicios. 

Qué en el caso actual se trata de un obrero que en la fecha 
de su muerte | 12 de Abril de 1926). no formaba parle del jier- 
M>iial ferroviario, habiendo dejado de pertenecer al mismo el 25 
de- Abril de- P>20, |»ir su propia voluntad, es decir, que 110 se 
encuentra comprendido en el art. 46 porque no era obrero cuan- 
do Falleció y tampoco en la excepción, poique no quedó cesante 
por razones de economía o por no requerirse sus servicios. 

En mi mérito. .oído el señor Procurador General. >e revoca 
ta sentencia apelada, declarándose que los peticionantes no tie- 
nen derecho al lieneficio del art. 46 de la ley 10,650, N'otiíiqucsc 

y devuélvase. 

A. Merme jo. — J. Figueroa Al- 
corta. — Roberto Repetto. — 
R. Crino La valle. — Antonio 

Sacarka. 
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Don Policiano Zúlela contra la Caja Nacional tic Jubilaciones y 
"elisiones de Empleados Ferroviarios, sobre pensión. 

Sumario: El beneficio que acuerda el artículo 46 de la ley 10.650 
alcanza a los herederos de) obrero que fen la fecha de su de- 
ceso no fornralKi parte del personal ferroviario, por ser in- 
necesarios sus servicios. (Ks. decir, por causas ajenas a, su 
voluntad y a su conducta). 

Caso : Lo explican las piezas siguientes : 

SENTENCIA DE LA CÁMARA FEDERAL DE APELACIÓN 

Bunios Aires, Febrero 6 dé I$2?. 
Vistos y Considerando: 

Que la circunstancia de que el causante no falleciese en ul 
ejercicio de su cargo, no puede perjudicar el derecho de sus gau- 
sa-hahi ntes a reclamar Ja indemnización acordada por el art. 46 
de la ley 10.650. ya que dicha disposición legal no establece tal 
requisito. 

Por ello y de acuerdo con lo resuelto por este Tribunal en 
los casos de J'edro Mansílla, Josefa Grino de Lois y Dominga 
J. de Vallejos, fallados en Abril 29. Mayo 4 y 11 de 1925, res- 
petivamente, se revoca la resolución apelada fs. 27, y qn conse- 
cuencia, se acuerda a los sucesores de Policiano Zuleta el bene- 
ficio del art. 46 de la ley lO.íóO. que solicitan. Devuélvase sin 
mas trámite. — Marcelino Escalada. — fí. A. Nácar Anchore- 
na. — J. /'. i. una. 
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DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL 

Buen» Aires, Abril 29 «le 19*9. 

Suprema Cnrtc: 

En la presente causa sobre; reclamación de indemnización 
solicita i>or los sucesores de Policiano Zuleta a la Caja Nacional 
de Jubilaciones y Pensiones de Empleados Ferroviarios, ha sido 
materia de discusión la interpretación del art. 46 de la ley res- 
pectiva número 10.650, habiendo sidu la decisión final contraria 
al derecho invocado por la Caja, fundado en dicha ley. 

Existe asi el caso federal, y do acuerdo con lo resuelto por 
V. E. en casos análogos, el recurso extraordinario de apelación 
deducido procede atento lo dispuesto en el art. 14 de la ley 48. 

lia sido, pues, en mi opinión, bien concedido y así pidu a 
V. E. se sirva declararlo. 

En cnanto al fondo del asunto, adhiero a la tesis sostenida 
por la Cámara Eederal de A|)ctación de la Capital, toda vea que 
el art. 46 citado no contiene la exigencia que determina la rc- 
m ►lución denegatoria de la Caja de fs, 17, de que el causante, al 
fallecer, estuviera en el ejercicio de su cargo. 

Soy por ello de opinión que corresponde confirmar la sen- 
tencia apelada en ta parte que ha podido ser materia del recurso. 

Horacio K, ¡Amela. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires. Jutin 10 <k- Í9291 

Y Vistos: 

Considerando : 

tjue careciendo el can-ante don Ponciano Zuleta de dere- 
chos a la jubilación, sus herederos han impetrado el lieneficio 
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acordado por el art. 40 de la ley 10.650, concebido en los tér- 
minos siguientes : las personas enumeradas en el art. 38 tendrán 
derecho a una indemnización igual al 5 % de las sumas percihi- 
das en concepto de sueldos por e] empleado u obrero fallecido 
que no deje derecho a pensión. 

Que la frase "empleado u obrero fallecido (pie no deje de- 
recho a pensión" aMde <'» principio a los (pie revistan la calidad 
de "empleado" u "obrero" en el mouieuto de prt«lucirse el fa- 
llecimiento. pues si el propósito de la ley hubiera sido compren- 
der, a los míe, si bien tiene servicios prestados no figuraban al 
momento de su deceso en ninguno de los cuadros del |>ersona] 
ferroviario, se habría referido tamo a los obreros como a los ex 
empleados o de un modo más general a todos aquellos que hu- 
bieran realizado los aportes señalados ¡>or el itte 2\ art. 9 de 
la ley. 

Que, ello no obstante, otras disposiciones de la misma ley 
(arts. 2*. inciso 2* y 24), considerados en su letra y en su espí- 
ritu, autorizan una excepción a aquel principio general, para el 
supuesto de que un empicado u obrero fallezca después de haljer 
sido declarado cesante por no requerirse sus servicios o por Ta- 
zones de economía, pues, en cualquiera de esas dos hipótesis es 
razonable suponer que a no señalar cualquiera de esas circuns- 
tancias, ajenas a su voluntad y a su conducta, la muerte lo ha- 
bría tomado al obrero en el ejercicio de su cargo. 

Que esta Corte en un fallo reciente ha declarado que la 
familia de un obrero despedido con anterioridad a la vigencia de 
la ley orgánica (art. 2", inc. 2» de la ley 10.650), tenía derecho 
al Tiene f icio señalado i>or el art. 46, pero, tai declaración ha si- 
do hecha en concepto de que ese empleado debía ser asimilado 
al que falleciera en el ejercicio del cargo, pues no se había re- 
tirado de éste por propia determinación ni por su inconducta, sinó 
como consecuencia de una resolución de la empresa fundada en 
el hecho de no requerirse sus servicios. 

(Jue, en el caso actual, se trata de un obrero fjue en la fe- 
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cha di su deceso (ó de Abril de 1926 ), no formaba parte del 
personal ferroviario, habiendo dejado de pertenecer al mismo el 
25 d« Septiembre de 1924, por ser innecesarios sus servicios, es 
decir. que si bien no se encontraba en el ejercicio del puesto en 
el momento de fallecer, fué desjtedido por una causa ajena a su 
voluntad y a su conducta. 

En su mérito y de conformidad con lo dictaminado por el 
señor IVocurador General, se confirma la sentencia apelada en 
la parte que ha podido ser materia del recurso. Notifíf píese y 
devuélvase. 

A. Bermejo, — J. Figüeroa Al- 
corta. — Rqbekto Repetto. — 
R. Gi-ioo Lavalle. - Antojíio 
Sagarna. 



f'hco Xacioital contra la Owipañfo Dock Sml de Buenos Aires 
Limitada, Sphre cobro de Pesos. 

Sumario: V' Kn materia de interpretación de concesiones no exis- 
len, en general, derechos impl icit- *>. 

2" ]\\ derecho de permanencia concebido como el impues- 
to que deben almnar los ktreos dentro del puerto por ese 
simple (techo y con preseindencta del uso de los muelles, 
n. i sólo no existía en el año 1SSS, fecha del otorgamiento de 
ta concesión, sino también míe él no tiene nada de común 
ti i constituye una desmembración del derecho de muelle, 

3? En tos "derechos de puerto" a que alude el art. 8- com- 
préndese los ile entrada establecidos por la ley X* 2232 del 
año <l«e se recauden o perciban en el canal por opo- 

sición a los que se recauden o perciban en el puerto del Ria- 
chuelo; por t" r l uc > el significado de la frase accesoria con- 
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tenida en la cláusula primera dél art. 8» ele la lev á§ conce- 
sión a lus señures J*;iuí Angulo y Cía,, de los cuales la Em- 
presa Dock SucI es sueesora, 2346. <le 19 de Octubre 
de 18üS, "que se cobren en el canal'*, es el siguiente; lus 
derechos de entrada al puerto que corresponda pagar a los 
buques que en lugar de anclar en el puerto del Kiachutrlo 
fondearan en el Duck, y (pie, por consiguiente, la empresa 
cubre, pertenecen por mitad al Gobierno y a ella. 

4 V Uis gestiones administrativas no interrumpen el curso 
de la prcscri])eion. 

Caso: Iaí explican las piezas siguientes: 



SENTENCIA DKL J CEZ FEDERAL 

Buenpa Aires, Xgpsto ¿l de l'MÍ. 

Y Vistos los promovidos jjor el Fisco Nacional contra la 
Compañía Dock Sutí de Hítenos Aires Ltda. sobre cobro de pesus 
y reconvención deducida i>or ésta contra aquél |mr igual motivo. 

Y t í msiderando : 

l v Que el Fisco instaura demanda por cobro de trescientos 
diez y nueve mil quinientos veinticinco pesus con cincuenta y nue- 
ve centavos oro sellado en concepto de permanencia de buques en 
el Dock Sud. cobrados i>or la demandada hasta el cinco de Oc- 
tubre de mil novecientos diez y seis. Manifiesta el Fisco j»or 
intermedio riel señor Procurador Fiscal de fs. 7 a 15. que la ley 
2,Wi acordó a los señores IVml Angulo y Cía. la concesión hoy 
transferida a la demandada, según cuyo art. 8, los derechos que 
se cobren en el canal corres|K>nderán por mitad al Gobierno y a 
lus concesionarios. La demandada adeuda los derechos a contar 
de ifiSOS y al día de la liquidación, Octubre 5 di- FM6, alcanzan 
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;i la suma reclamada, debiendo declarársela obligada al pa^o e " 
lo sucesivo del porcentaje emergente de las disposiciones legales 
que 4 .irtK inatt este pleito. 

Añade qué la compañía no tiene derecho a retener la suma 
reclamada en concepto de derechos di* permanencia, pues te co- 
responde al (¿"bienio como cincuenta jmr ciento previsto en el 
art 8 de la ley 2346. Reproduce los informes y dictámenes ha- 
hidos con motivo de la gestión administrativa tendiente al arreglo 
de estas diferencias entre el Gobierno y la compañía, transen- 
bíertdo al efecto extensas consideraciones que se pueden concre- 
tar en une nunca la empresa podria tener participación en lo 
cobrado por el Gobierno, sino que éste lo tendría en lo cobrado 
por la empresa dentro de su canal eon las únicas excepciones de 
ta secunda parte del articulo citado. 

2-* (Jue la demandada contesta a fs, 22 manifestando nue 
la demanda se liasa en interpretaciones erróneas de la letra y 
concepto y no de gravamen, l-a cuestión es simple, dice, pues 
cuando se dictó la ley ¿346, no haliia más derecho?, de puerto que 
el de entrada y muelles, éste Último para la compañía del Dock 
Sud y el primero a dividir entre la compañía y el Guíñenlo, ]o 
que m- viene »e*(ii mando inf nictuosanieiite dt>de el comienzu 
ile la explotación de la obra, A su vez reproducé las considera- 
ciones ya vertidas en las gestiones administrativas y de ellas con- 
cluye que si la ley 2346 acuerda al concesionario la mitad de los 
derechos de puerto, es indudable que la compañía tiene derecho 
a su pereejK-ióu. surgiendo ello de la ley, su espíritu, discusión 
parlamentaria, época en que se dictó* etc. etc. 

.\ fs. í§3 reproduce lo expuesto y al dejar definitivamente 
t ral «ida la "lilis", reconviene al Fisco |xir la mitad que corres- 
pondí! al I loek Sud en b» derechos de puerto o entrada que aquél 
recibiera por los tKircos. que han operado en el Dock desde el 
i 1 .! de Febrero de 1904 hasta la fecha de la reconvención, a lo 
< j ni' agrega el iuijiortc total de !..> derechos ríe eslingaje cobrado 
arbitrariamente por el Fisco a consignaciones de mercaderías 
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desemiwrcadas en el D^k hasta Junio 30 de 1919, cuyo monto 
se establecerá en este juicio o cu expediente administrativo. 

Solicita el rechazo de la demanda y se admita la reconven- 



ción 



3" Que a ís. 90 contesta el Fisco diciendo que la reconven- 
ción |jor los derechos de eslingaje no puede prosperar, pues no 
dehe darse curso a ella sin haberse redamado previamente esos 
derechos al Poder Ejecutivo y que éste tos hubiera denegado, ar- 
tículo 1", ley 3952. l'ide se la desestime en esta parte. 

Y en cuanto al cincuenta j*or ciento de los derechos de en- 
trada a puerto, se remite a los fundamentos de la demanda y a 
mayor abundamiento para el rechazo de la reconvención, opone 
la prcseni>e¡im decenal para los derechos pertenecientes a los 
años 1904 a Julio 29 de 1909, 

Se expide el Dock Sud a fs. 96 sobre esa prcscrijición, sos- 
teniendo que no se ha obrado dehido a los continuos reclamos 
verificados y a lo resuelto y reconocido por el Poder Kjecutivo 
én el decreto de Octubre 5 de 1916. Solicita el rechazo de esa 
defensa, 

4' Que expuesta la causa en ía forma (pie antecede, corres- 
ponde hacerse cargo de sus diferentes puntos por su orden a fin 
de dejarla resuelta en la presente sentencia que es menester dic- 
tar a mérito de lo resuelto por la Suprema Corle a fs. 73, 

El punto relativo a los derechos de permanencia en el Doek 
Sud, se viene ventilando por vía administrativa desde hace tiem- 
po relativamente cunsiderahle, once años más o menos, y el pre- 
sente juicio lleva seis años de trámitte, todo lo cual revela la 
t ra ¿tendencia e importancia de, los intereses en juego. 

El art. 8 de la ley 2346 sirve de l)ase a la actitud de ambas 
| «artes, estrilando la dcsintcltgcncia en la interpretación de la 
cláusula que se transcribe; "los derechos de puerto que se co- 
hren cu el canal, corresponderán por mitad al Gobierno v a los 
concesionarios. I-os fie muelle, y almacenaje y eslingaje pertene- 
cerán a la empresa ..." 
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Durante ta larga tramitación administrativa de este asunto, 
el l)«n,-k Sud lia sostenido y todavía sostiene en esta causa judi- 
cial, que «-1 derecho de permanencia se hallada comprendido 
dentro del derecho de muelle en la ley 223i), vidente cuando se 
sancionó la ley de concesión 234ó. y como muera que le perte- 
nece integramente a la empresa el producido del derecho de mue- 
lle, también le pertenece íniegramute el derecho de permanencia. 

Á .inicio fiel suscripto, la solución del asunto, fluye del ci- 
tado artículo H. lev 23-U: aplicándolo en la furnia que e* dable 
hacerlo, sin violentar su letra ni su espíritu. 

Kn efecto: la primera cláusula de ese articulo señala mu- 
los derechos de puerto que se cobran en el canal, corresponde- 
rán ]H>r mitad al (iohierno y a tos concesionarios. 

Esa primera cláusula no contiene distingos ni limitaciones 
de ninguna clase con relación a los derechos de puerto, |Hir lo 
cual puede asignársele la considerable amplitud que sus términos 
mi ponen, haciéndolos comprender a cualquiera de los llamados 
derechas de puerto que no fueran los taxativamente enumerados 
con tuda precisión en la segunda cláusula del recordado articulo 
JS. ley 2346, vale decir, la que atribuye los derechos de muelle y 
almacenaje y eslinga je exclusivamente para la empresa. 

En sentir del suscripto, esta segunda cláusula, fija y precisa 
el idealice de la primera, tuda ve/, (pie pone a disposición de la 
empresa el producido total de los derechos de muelle y almace- 
naje y eslingaje y no otros derechos que bien pudo especificar 
y no lo hizo. "Eex sempre loquitur." 

Lji circunstancia de que en las leyes 22.ÍO y 22.Í2 vigentes 
en e| mutílenlo de sancionarse la que lleva el número 2.VH». no 
se ucuparan expresamente del derecho de permanencia y sólo 
hablaran la 22M) de los derechos a pagarse luir operaciones de 
carga, descarga y ocupación de los muelles del Estado y ta 2232 
de lo> derechos de entrada al puerto del Riachuelo, no tiene la 
trascendencia ni él significado que le atribuye el Dock Sud. 
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Kn efecto, la ley 2.146 fué sancionada en Septiembre 2f> de 
lí®8 y las leyes 22M) y 2232 tcniatt uita vigencia circunscripta 
al afm 1888. Como el Dock Sud íué librado al servicio público 
mediante decreto de labrero 29 de 190*, es evidente que los 
derechos de cualquier clase Contemplados en el art. 8. ley 2.Í46, 
tendrían (jite ser Ins que iban a regir en el móntenlo de cumplir 
su intsii nt ese canal o dock, y no los derecha que relian man- 
dil se acordó la concesión, 

Kl citado articulo 8 usa el verbo cobrar cu mudo subjunti- 
va, vale decir, lo siitiordina a acontecimientos o circunsiancias 
eventuales que han de realizar en época venidera, o sea cuando el 
canal haya sido construido y se encuentre en explotación. Y a 
medida ijtie se vayan perfilando los derechos de ¡merlo mediante 
creaciones del Poder Legislativo, esos derechos muí los que de- 
ben dividirse \mr igual el Gobierno y el Dock Sud. loda vez 
qué en 1888, a pesar de la vigencia de las leyes 2230 y 22Í2 
nada se habría podidu cobrar en el cana! ni pudo cobrarse nada 
&ino hasta 1904 cuando se libró al ser vicio público, en cuyo mo- 
mento, por cierto que no se aplicaron las leyes de 1888, sino 
otras. 

Kl hoy llamado derecho de permanencia, no tenia califica- 
ción legal precisa en 1888 y surgió a la vida impositiva como un 
derecho de puerto, independiente, según el Dock Sud ( fojas 1 99 
vuelta) a partir de 1899, 

Poco importaría que el derecho de permanencia en discu- 
sión, estuviera involucrado en el derecho de muelle, como lo 
sostiene el Dock Sud, siendo lo cierto que en el momento en 
ipie se comenzó a cobrar derechos en el canal, esc derecho tenia 
existencia perfectamente individualizada. 

Pero, es el caso, que en puridad de verdad, la permanencia 
de buques sujeta a derechos suscej rtibles de ser cobrados en el 
Dm k Sud. no pudú reputársela que existia en. forma latente en 
la ley 2230¿ dado que esta ley fijaba derechos por la ocupación 
de los muelles del Kstado. sea que el buque cargara, descargara o 
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estuviera en lastre peni siempre a condición de que ocujKtra 
muelle; ver sus artículos 1 y - 

Tanijtoco pueile reputarse que el derecho de permanencia 
existiere latente eu la ley 22M. pues ésta se circunscribía a fi- 
jar dreelios :i los buques míe entraran al puerto del Riachuelo: 
ver articulo l v . 

Considera entonen el suscripto, que en el cani sith juduv tie- 
ne cumplida aplicación el difundid»» aforismo de la "Regula 
juris: ubi lex non distinguit. . ." y de consiguiente no debe 
leerse y entenderse que hay derecho de permanencia, cuando las 
leyes versal mu sobre ocupación de muelles del Estado y entrada 
al puerto del Riachuelo. 

Kl Fisco se encuentra en este caso asistido de razón y de- 
recho p;tra perseguir el cubro del cincuenta \mr ciento producido 
l»or el derecho a! l>ock Sud, fie conformidad a lo establecido en 
el art. 8 de la ley 2346 y arts, 1 197 y tftS del Código Civil. 

5 ' (Jue la compañía del Dock Sud reconviene al Fisco por 
cnbn. de la mitad de los derechos de puerto o entrada que éste 
percibiera de los barcos que han operado en el Dock desde el 2 1 * 
de Febrero de 1904 hasta la fecha de ta reconvención. 

J.a prmlia pericial tendiente a determinar el importe recla- 
mado, lo fija en dos millones setecientos ochenta y siete mil seis 
cientos nóvenla y un pesos con cuarenta y un centavos moneda 
nacional para el lapso de tiempo comprendido desde Marzo 1* 
de l'XM hasta Diciembre -il de r>2t. que no es pncí-ameiile 
la fecha de la reconvención, ver fojas S5, 180 y 186. 

Sea cual fuere la cantidad exactamente reclamada, lo cierto 
es «pie el Dock Sud no tiene derecho a perseguir semejante cobro. 

Kl art. S di- k\ ley 2,14íi establece que "los derechos de puer- 
to que se cobren en el canal, corresponderán por mitad al Go- 
bierno y a tos concesionarios." Los términos claros de esa dis- 
posición legal en cuanto conciernen al plinto en dehate. permi- 
• ten afirmar que los derechos di puerto a dividirse entre (iohier- 
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m y empresa son los que se cobren en d cima!. pur i| liedlo y a 
causa de usarlo los buques que en él u|H*ren. 

I.os derechos de entrada qúé se jiagan ni virtud de usar "el 
canal exterior al puerto, construido y conservólo exclusivamente 
por ef l-stado y cuyim derechos de entrada son una retribución 
de los gastos i |U e esa obra exige pernaneateinente al Fisco", 
evidentemente no han sido comprendidos dentro de los términos 
de ese artículo 8, ley 234íi. 

Tal cusa estableció el decreto suscripto por el Poder Eje- 
cutivo en Agosto 23 de 191í*. Presidente Plaza. Ministro í Jliver. 
criterio que bien puede tenerse en cuenta y ser conqjartido en la 
presente resolución judicial. 

El art. 8 de ta ley 2346 es, como se deja dicho, claro al es- 
tablecer que los derechos de puerto a reunirse serán los que se 
cobren en el canal. Ks, pues, inoficioso acudir a interpretacio- 
nes (le ese precepto legal, ya que es regla jurídica bien conocida 
que ■'interpretatio est contra cum íacienda, qui clarins loqui dc- 
lniissei.*' 

Carece, pues, de derecho el Dock Sud j>ara (pie su recon- 
vención pueda prosj>crar. ya que los derechos de entrada pre- 
tendidas en coparticipación en la contrademanda no están alcan- 
zados por la disposición legal precitada. 

6» Une la compañía del Dock Sud en su reconvención ha 
incluido el imi>orte total de los derechos de eslingaje cobrado, 
según ella, arbitrariamente por el Fisco, a consignaciones de mer- 
caderías desembarcadas en el Dock Sud hasta Junio 30 de 1914. 
cuyo monto se establecerá en este juicio o en cx|XHliente admi- 
nistrativo. 

I-a pericia de fs. 180 y 187 fija en sesenta y siete mil cien- 
to setenta pesos con veintisiese centavos moneda nacional equi- 
valentes ;t veintinueve mi) quinientos cincuenta y cuatro pesos 
con noventa y dos centavos oro sellado el importe del eslingaje 
percibido por el Fisco desde 1904 hasta Diciembre 31 de 1921. 
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que tampoco t-s la fecha dr la reconvención de fs. 85. Véase por 
lo demás lo manifestado a ís. 204 i>or la compañía Dock Sud 
acerca de las diferencias que señalan amlios peritos y aceptación 
de esa empresa respecto a las cifras enunciadas. 

Dicho tó que antecede, corresponde manifestar, que atenta 
la naturaleza de esla compleja causa, deíw decidirse en sentido 
negativo ta cuestión propuesta por el señor Procurador Fiscal 
relacionada con el cumplimiento del requisito contenido en el an. 
. 1 de la ley 3952 a cargo de la compañía. 

I-lsta lia |H«lidn plantear su reconvención en cuanto al im- 
porte del estiagaje, que a ella gola atribuye, en su totalidad, el 
art. 8 ley 23É5, piles el Dock Sud lia justificado en autos ha- 
Ur hecho de continuo reclamos al respecto, según se observa a 
fojas 104. 127. 128. 130, 132. 137 y 13" en cuyas piezas se ad- 
vierten decreto* del IWer Kjcvutivo que reconocen el derecho 
del Dock Sud a percibir integramente los derechos de eslingaje 
de los va]n.rcs que efectúen oiwracinnes en sus muelles. 

Lo expttestn revela que no cabe traerse a cuenta las dispo- 
siciones de la lev ,V*52 para enervar el reclamo del Dock Sud 
respecto al eslingaje. 

7- <Jue a mérito rfél examen verificado en esta sentencia so- 
bre «1 detecho del Fisco ixira perseguir el cobro del porcentaje 
que le corres] mude por derecho» de permanencia y de la falla de 
derecho del Dock Sud para perseguir el cobro de la mitad de 
bis derechos de entrada, no hay objeto de ningmia especie pira 
tratar la defensa de prescripción decenal opuesta a la contrade- 
matida |>or el señor Procurador Fiscal a fs. 92. 

8t> Que en lo relativo a los intereses de las sumas de dinero 
. que ambas partes deben abonarse, corresponde observar que d 
iWk Sud no los ha solicitado en su reconvención. 

El Fisco los ha pedido en su demanda, pero a fines de tuii- 
ilar la división que al respecto se adopta en la parte dispositiva, 
trae a colatión el suscripto los termino* del decreto de Octubre 
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5 de 1916. en que el propio Pwtcr Ejecutivo reconoce que esta 
es una cuestión que se viene debatiendo desde el año 1904 y que 
el verdadero alcance del art. 8 de la ley 234íi resultará del juicio 
a deducirse, que es el presente, en el cual la justicia decidirá la 
que corresponda acerca de los derechos cuestionados. 

No puede decirse que promedie aquí mora de parte del Dock 
Sud en el sentido del art. 508 del Código Civil, ni menos que se 
haya determinado en el acto constitutivo de la obligación el día 
en que haya de hacerse la entrega del dinero, art. 618 Código 
citado. 

La ohligación de pagar si hien nace de la ley 2346, ella re- 
cién ha .sido reconocida po¡ esta sentencia a cuyas resultas se 
remitió el Fisco en el recordado decreto de Octuhrc 5 de 1916, 

Inspirándose entonces e] suscripto en la doctrina que emer- 
ge del art. 1884 del Código Civil y teniendo en cuenta los pref 
cisos términos del decreto del Poder Ejecutivo, fecha 26 de 
Marzo de 1917. que corre a fs, 6, encuentra motivo bastante 
])ara librar de intereses al Dock Sud. 

Por las consideraciones que preceden, fallo: condenando a 
la compañía Dock Sud de Buenos Airesr Limitada a pagar al 
Fisco Nacional la cantidad de tres cientos diez y nueve mil qui- 
nientos veinticinco pesos con cincuenta y nueve centavos oro se- 
llado en concepto del cincuenta por ciento de los derechos de 
permanencia de huques en el Dock Sud cobrados hasta ( >ctubre 5 
de 1916, en virtud de estar obligada a verificar dicho pago por 
disposición del art. 8 de la ley 2346. Rechazo la reconvención 
deducida por la citada compañía contra el Fisco Nacional sobre 
cobro del cincuenta por ciento de los derechos de entrada abona- 
dos por los buques que hayan hecho operaciones comerciales en 
el Dock Sud desde Febrero 29 de 1904. hasta la fecha de la re- 
convención, y hago lugar a ésta en lo concerniente al reclamo 
formulado en concepto del tm|H¡rte total de los derechos de eslin- 
gaje cobrados por el Fisco Nacional por las mercaderías desem- 
barcadas en ese dock hasta Junio .10 de 1919. de acuerdo con lo 
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solicitado eri l.-i contrademanda y i«ira cuya liquidación se ten- 
drá e« cuenta la peritíá de autos qué abarca mayor plazo. Sin 
intereses sobre las sumas que deberán alionarse ambas pifies, 
declarando a cfcge de la compañía demandada y reconviníente. 
las costas del juicio. 

Saúl M. Escobar , 



SENTENGÍA OE LA CÁMARA FEDERAL EN* APELACION 

Bueñas Aire;;, Octubre 27 de I l >24. 

Vistos: lisios autos seguidos \»n ei Fisco Nacional contra 
la Cia. Dock Sud de Buenos Aires Limitada, sobre cobro de 

pesos; y 

Considerando : 

Que el Fisco Nacional demanda a la empresa de] Dock Sud, 
sucesnra de I'au! Angulo y Cía., la suma de trescientos diez y 
nueve mil (pimientos veinticinco pesos con cincuenta y nueve 
centavos oro sellado <$ 319.525.59 o s. i, con sus intereses, que 
afirma corresponder le como porcentaje en los derechos de "per- 
manencia'* de puerto, cobrados por la empresa en el canal que 
explota desde l'HXi hasta el 5 de Octubre de 1916. Manifiesta 
haber sostenido invariablemente, fundado en el art. 8 de la ley 
2.Í40, su derecho absoluto a percibir de la conqKuúa la mitad 
de lo que ésta cobre \mr derecho de "permanencia" de puerto 
a los buqués que entren en el canal que explota dicha compañía, 
la rual no obstante haber reconocido y cumplido con la obliga- 
ción de entregar el |»rccntaje. en los años 1904 y 1905. ha sos- 
tenido con posterioridad a este último año. no estar obligada a 
ello. 

Qué la compañía, a su ve?,, sostiene que cuando se dictó la 
ley no Había otros derechos de puerto que los de "entrada" 
y "muelle" y si ésta declara que el último corresponde a la com- 
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pañía, solo quería lógica y materialmente para dividir entre el 
Gobierno y el concesionario, el derecho de "entrada" que venía 
gestionando infructuosamente el Dock Sud desde eme comenzó 
la explotación de la obra (fs. 23). 

Contrademanda, pues, al Gobierno por la mitad míe le co- 
rresponde en tos derecho* de '"entrada" que ha recibido la Na- 
ción, de todos los Uircos que han entrado a efectuar sus opera- 
ciones comerciales en el "dock" desde que éste fué habilitado 
por decreto de 29 de Febrero de 1904, hasta la fecha de la de- 
manda. 

Involucra también en la reconvención el importe total de 
los de "eslingaje", cobrado arhit runamente por la Xación a 
consignaciones de mercaderías desembarcadas en el "dock" has- 
ta el 30 de Junio de 1919 (fs. 84). 

Que la ley 2346, llamada "Canal de navegación sobre el an- 
tepuerto del Riachuelo" "de Barracas, concediendo a Paul An- 
gulo y Cía. el derecho de construir y explotar por su cuenta el 
canal accesorio al puerto del Riachuelo, estableció en el arr. 8; 
"Los derechos de puerto que se cobren en el canal, corresjMmde- 
rán i»r mitad al Gobierno y a los cesionarios. Los de "muelle", 
"almacenaje" y "eslingaje" |«;rteuecerán a la compañía." 

La empresa entiende que cuando el art. S habla de derechos 
de "puerto", se refiere a los de "puerto" (pie se eonsíderatian 
tales en la época de la concesión, o sea a los de entrada al puerto 
del Riachuelo, y que cuando habla de los de "muelle", al míe a 
los cpie se denominaltan así en la ley vigente a la sazón, que lo 
era la ley 2230, o sea a los de muelle propiamente dichos y a los 
de "permanencia" (fs. 200). 

Qttc este error inicial de interpretación vicia toda la argu- 
mentación de la compañía. Lá interpretación gramatical y lógi- 
ca que fluye del texto legal y de su espíritu, dada la naturaleza 
de la cosa objeto de la concesión, es otra. Los derechos de puerto 
que se "cobren" por la conq tañía, dice el artículo, es decir, los 
derechos que cu el ímurci están facultado* para cobrar los con- 
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cesionario*, una vez construido y entregado el canal al servicio 
público, rio a los derechos que cobra! >a la Nación cu aquel enton- 
ces en el pumo del Riachuelo. Por necesaria implicancia las con- 
cesionarios no podían cobrar servicios sino una vez que estu- 
vieran en aptitud de prestarlos. 

Que habiéndose entregado el canal a las necesidades públi- 
ca-, recién en PXH. es a la ley vigente en 190+ y nu a las ante- 
riores a la que debe estarse para determinar cuates son los dere- 
chos cíe puerto que la empresa debe dividir con el (iohiemo y 
cuáles los de "muelle" que puede guadar integramente para si. 

<_>ue la empresa reconoce (fs. 199 v„). que recién al dictar- 
se la ley 3756, para el año DÍA*, el legislador desprendió el im- 
puesto de "permanencia" del de' inuelles" para considerarlo |*or 
sejKirado; y esa ley era la vigente en vi año 1904 y considera cu- 
ino uno de los impuestos de puerto, el de permanencia, cuyo por- 
centaje reclama el Gobierno, y por consiguiente corresponde ha- 
cer lugar a la demanda en este punto. 

ijuc igualmente corresponde- no hacer lugar a la redama- 
ción de la compañía |»or la mitad tic los derechos de entrada que 
han pagado [o-* buques que han entrado al canal, desde 1904, a 
efectuar sus operaciones comerciales en él. porque esos derechos 
no se han devengado en el canal del "dock", sinó en el canal ex- 
terior o canal ele acceso a! puerto Madero, perteneciente en ab- 
soluto dominio a la Nación. Y si bien es cierto que posterior- 
mente a la entrada por el canal de acceso, los barcos han pasado 
al canal de la compañía, lo ha sido a consecuencia de giros pe- 
didos |tor los consignatarios jara efectuar "operaciones comer- 
cia les" " agravadas con los impuestos fiscales de muelle, almace- 
naje y eslingaje, que determinaban las resjn-ctiva* leyes vi- 
gentes en la época de las "consignaciones de mercaderías." 

Que las soluciones que se dejan expuestas no importan des- 
conocimiento u olvido de la política económica trazada al Congre- 
so Éti el art. 67. inciso 16 ele la Constitución Nacional, la de pro- 
mover la industria... la construcción de ferrocarriles y cana- 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 25 

les, de navegación, por leyes protectoras tle estos fines y por 
concernes temporales de privilegios y recompensas de estimulo. 

Si bien es cierto que la nuera arteria estalra destinada a in- 
tensificar la circulación de buques y mercaderías la circulación 
de buques y mercaderías en todo e] desarrollo de] plan de puerto 
Madero, previsión que ha sido frustrada, la Nación, haciendo 
el sacrificio de buena parte de sus impuestos de permanencia de 
puerto pira to futuro, ha cumplido y cumple talmente en esta 
twrte las obligaciones que se impusiera por la ley contrato, y si 
bien puede extenderlas en lo que reelecta a las derechos de en- 
trada, por equidad, como lo piensa la compañía, no está obligada 
a hacerlo contractualmente. 

Que en lo que se refiere a los intereses de la suma que se 
manda devulver en concepto de derechos de permanencia, la em- 
presa del "dock" del* pagarlos desde la notificación de la de- 
manda porque la parte actora los ha pedido; la razón dada por 
el señor Juez "a quo" para eximir a la empresa de esa obliga- 
ción, es inaceptable; se justifica si que no los imponga al actor 
I>or la suma que resulte de la reconvención, porque la empresa 
no los ha solicitado y en materia civil no se puede acordar lo 
que no se demanda, aunque se tenga derecho a demandar. 

Que i»r lo que respecta al cubro de impuestos de eslingaje, 
el Tribunal por las razones expuestas en el considerando res- 
pectivo de la sentencia recurrida, encuentra arreglada a dere- 
chn la devolución que se manda efectuar al Gobierno de la Na- 
ción, teniéndose en cuenta la pericia que aliarca mayor plazo. 

l*or estos fundamentos, se infirma en lo principal la sen- 
tencia de fs. 207, y se la modifica respecto de tos intereses, los 
qué la parte demandada deberá pagar sobre la suma que se man- 
de devolver, computándolos desde la nulificación de la demanda. 

I-as costas de ambas instancias se abonarán en el orden cau- 
sado, en atención al resultado del pleito y las comunes por mitad. 

— 7\ Arias. — Marcelino Escalada. — B. 4, Masar Andiorem, 

— A P. Luna. 
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

II líenos Airtü. Jal i" 1* de V)£>, 

V Vistos: este juicio seguido por et Fisco Nacional contra 
la Compañía IWk Sud de Huenos Aires Limitada sobre cobro 
de pesos venidos en apelación de sentencia pronunciada por la 
Cámara Federal de la Capital, 

Y Considerando: 

Que por la ley N v 2.Vh> de techa 19 de OctÜbré de 1888 se 
concedió a los señores l'aul Angulo j fia. (de los cuales la 
Fiopresa del Pdele Sud es sucesuraL el derecho de escavar y 
cxplot^r 1"T su cuciila un canal «le navegación que partiendo 
de un punto- sobre el antepuerto del Riachuelo hacia el Este del 
terreno ocupado actualmente por el "Llovd Argentino" termine 
ni la inmediación de la estación Mitre, Ferrocarril a la En- 
henada. En cambio de las obligaciones que el concesionario to- 
maba a su cargo ch la realización por su cuenta de la obra pú- 
blica, el art, 8 de la ley k* confería a titulo comjiensa torio la mi- 
tad de los derechos qüe se vobreu en el canal y la totalidad dtí 
los de muelle, almacenaje y eslingaje. 

One el canal fué entregado al servicio público el 29 de Fe- 
brero de 1904. en cuya fecha quedó habilitada la primera sec- 
ción. La circuí istaucia de que este hecho se produjera 10 años 
destines de sancionada la ley otorgando la concesión debido a 
profrogas sucesivas acordadas por el I*. E. de conformidad con 
facultades (pie le -habían sido expresamente acordadas ]»or la úl- 
tima parte del art. 6", carece de toda influencia respecto de la 
interpretación de la concesión, la cual debe hacerse como si és- 
ia hubiera entrado en vías de ejecución dentro del término de 
ln* cuatro años señalados por el estatuto que la autorizaba. 

( >ue la observación apuntada reviste capital importancia 
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porque durante los diez y seis anos transcurridos se han produ- 
cida cambios fundamentales en las condiciones portuarias. Des- 
de luego ha sido habilitado el puerto de la Capital que no lo es- 
taí»a en la época de la concesión. El derecho de entrada al puer- 
to del Riachuelo del año 1888 es en la época de la habilitación 
del canal un derecho de entrada al puerto de Buenos Aires. Us 
vias fluviales de acceso no son ya las de aguas poco profundas, 
que sólo daliait paso a barcos de calado reducido, sínó las aguas 
hondas de los canales del puerto de Buenos Aires dragados y 
mantenidos por el Gobierno de Ja Nación. El dock ha venido así 
a convertirse en un puerto o dique dentro del gran puerto de 
Buenos Aire*, sujeto a la explotación privada. Paralelamente ai 
señalado cambio cu la condición de los lugares se ha producido 
otro en la legislatura fiscal portuaria referente a la manera de 
clasificar los derechos y al modo de percibirlos. Y estos cambios 
han influido sin duda en las decisiones administrativas y judi- 
ciales hasta aqni producidas sobre la interpretación que corres- 
ponde dar al art. 8 V de la concesión. 

<Jue la concesión de la ley 2340, de acuerdo con su natura- 
leza es un acto jurídica de derecho público que tiene por fin 
esencial organizar un servicio de utilidad general. .Su rasgo ca- 
racterístico consiste en delegar en un particular aquella parte 
de la autoridad del Estado o de sus cuerpos administrativos re- 
potada indispensable para hacer efectiva dentro de ciertas lia- 
ses establecidas por la misma concesión o por los principios 
del derecho administrativo, la remuneracioón de los capitales 
puestos a contribución en la realización de la empresa pública. 
Por ella se crean deberes y derechos a cargo y en favor del con- 
cesionario, pero, la medida y extensión de unos y otros, con las 
modificaciones impuestas j*ir el i>oder de policía queda deter- 
minado por el contenido di] acto. 

Que el art. de la concesión alrededor de cuya interpreta- 
ción gira la discusión en este juicio, se encuentra concebido en 
los siguientes términos: "lus derechos de puerto que se cubren 
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ni el canal corresponderán por mitad al Gobierno y :i los conce- 
sionarios, tos «le muelle y almacenaje y eslingaje pertenecen a 
la empresa. Las tarifas serán lijadas por la empresa con inter- 
vención del P. E.. pero eu ningún caso serán menores que las 
«]iie se cobren en los muelles y depósitos del Estado eu el puer- 
to de la Capital." 

i ítie el Kisiru Nacional sostiene en presencia de ese artículo 
a) f|iie no está obligado a «entregar al Dock Sud la mitad de los 
derechos de puerto, pues los que él percibe en relación a los 
barco* míe entran a aquél» no se cobran eu el canal materia de 
la concesión, síuó en el de entrada al puerto del absoluto domi- 
nio dei Estado; h). que le corresponde la mitad de los derechos 
de "permanencia" porque es un impuesto de puerto que el Es- 
tado cobra como entidad soberana a todas las embarcaciones que 
estén fondeadas dentro de la jurisdicción portuaria. El Dock 
Sud entiende a su turno, interpretando el mismo precepto, que 
le corres] «onde el 50 'í de los derecbos de puerto que la Na- 
ción cobra gara >i y mega a ésta toda particqiación eu el dere- 
cho de permanencia a titulo de constituir jwrle integrante del 
derecho de muelle que la concesión le atribuye cu su totalidad. 
En la presente causa la Nación demanda el pago del 50 % de 
h,^ derechos de permanencia cobrados por el Dock Sud desde el 
añó 1904 y la Compañía» además de negaT su obligación, recon- 
viene j jara que >e le alione el 50 f /í dv t<>» derechos do puerto 
cobrados por el Gobierno desde la misma fecha. 

Que en Cuánto á la demanda el Dock Sud desconoce, como 
se lia dicho, el derecho del Gobierno pata reclamarle el 50 % 
del derecho de permanencia fundado en que tal derecho consti- 
tuye una desmembración del de muelles que el art. K v de la con- 
cesión le adjudica en mi totalidad. 

i hir el derecho de muelle aludido en la concesión no podía 
ser otro que el definido y previsto i*>r las leyes en vigor en la 
fecha de otorgarse aquélla. La ley N' 2230 "de muelles del Es- 
tado para 1NSS y las anteriores, imponían la obligación de paga* 
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ese derecho : l v a los buques mayores o menores que hicieran 
operaciones de carga y dcscaga por los muelles del Estado; 
2» a lc»s buques cateados o en lastre que oeuiieti los muelles. El 
elemento característico y común de ambos derechos se halla 
constituido por el uso que de los inútiles hagan los buques. 

En el derecho de permanencia concebido como el impues- 
to (pie deben abonar los barco.-; dentro del puerto por ese sim- 
ple hecho y con toda procidencia del ttsu de los muelles apare- 
ce recién insinuado en el árt. 4 V de la ley 2407 sobre derechos 
de muelles del estado para 1889 y definitivamente incorporado 
a la ley 3756 con el carácter de un derecho de puerto. 

Que de lo dicho no sólu se desprende que el derecho de 
permanencia no existía el año 1888 fecha del otorgamiento de. 
la concesión sino también que él no tiene nada de común ni cons- 
tituye una desmembración del derecho de muelle puesto que és- 
te presupone siempre el uso del muelle por buque* que lo ocu- 
pé!] por todo su largo, perpendicular u oblicuamente y el de péí- 
manencia se paga no en concepto de uso de muelle sinó de uso 
de las aguas del puerto y en razón de la seguridad que este be- 
clin por si solo pro|H>rciotia a los barcos anclados en él. 

Que, jxir lo demás en materia de interpretación de conse- 
siones no existen en general derechos implícitos, Por esti aún 
cuando fuese exacto que el derecho de permanencia teórica- 
mente estuviera comprendido en el concepto de derechos de 
muelles cosa que es mas bien exacta respecto del de entrada a 
puerto del cual es el completamente necesario, el Dock no podria 
pretender la totalidad de su producido, pues su derecho de 
acuerdo con la concesión no puede ir más allá de lo que ésta 
define y enumera. Y de ninguna de sus cláusulas resulta direc- 
tamente o por necesaria implicancia la limitación para el concé- 
deme de crear en virtud de sus facultades impositivas, nuevos 
tributos desmembrados de los ya existentes siempre que al ha- 
cerlo no se disminuyan los expresamente garantizados al conce- 
sionario. Y, en el caso, el Dock no solo sigue percibiendo el 
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derecho de muelle cu el doble aspecto considerado sino también 
la mitad dé) de permanencia, lo que representa para él una nueva 
Utilidad derivada de la actividad legislativa 'del < íohieruo. 

Que. por !(• demás, el prnptu Pujéfc Sud ha reconocido al 
derecho (le perniaueiu -ia el carácter de derechos de puerto rjue 
el (¡ohienio les atribuye. Kl examen de la* numerosas cuentas 
presentadas a aquél \kíT sus funcionarios en ocasión de las ges- 
tiones administrativas ¡nidadas durante los años 1904 y 1905 es 
suficiente para dejar acreditada la existencia de ese recono- 
cimiento míe aparece formulado de dOS maneras: a) clasificando 
el derecho de permanecía o mi» derecho de puerto y liquidán- 
dolo, como tal a favor del Gobierno en el 50% ; h) deduciéndolo 
de la parte de los derechos de entrada cobrados por el (Inhieriio 
a que se considera con derecho. 

Que !a protesta y reserva de derechos formulada c>n fecha 
- de Agobio de \ l X)7 pnr el Dock Sud al alionar la mitad de los 
derechos de permanencia correspondientes a lós anos l'*M y 1 * H i5 
ni i puede modificar |n> efectos jurídicos de ese reconocimiento 
anterior que por mi naturaleza era integra! y comprendía por 
consiguiente la interpretación de ese punto para todo el tiempo 
de la concesión. Ihl examen de la documentación administrativa 
aparece, pnr ln demás, bien claro que al iniciar el IWk sus 
operaciones ta cuestión legal p«>r él planteado y mantenida admi- 
nistrativamente durante largos años ha consistido en procurar 
el reconocimiento del 5(»'; p lir los derechos de entrada al puerto 
admitiendo simultáneamente. >n obligación «le pagar el 50 c ¡< 
de los derechos de ]K'rmaueucia. 

Qtte tampoco cabría decir que media en el caso un recono- 
cimiento subordinado al que a mi turno hiciera el estado sobre 
-11 derecho de entrada, que, al no producirse, habría dejado sin 
efecto aquél, porque Uó Se h'i hecho expresa .salvedad al respec- 
to. Ko presencia de estas consideraciones es evidente la proce- 
dencia de la acción iniciada por el Fisco reclamando el pago del 
50 '} de los derechos de permanencia y admitida por la senten- 
cia en recurso. 
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{Jtte a su turno la contra demanda, como se lia dicho, versa 
sobre la interpretación que corres]>ondL- dar a la cláusula "fas 
derechos de puerto que .se cobren en et canal corns- * mderán 
por mitad al gobierno y a los nineesinnarios," La del gobierno 
establece una distinción entre los derechos de puerto, según se 
cobren no en el canal objeto de la concesión. Kn los prime- 
ros corresponde el 50 % a la empresa, en los segundos é>te r\h 
tiene participación aJgUJta. A su vez la interpretación del Dock 
Stid niega la distinción y afirma que todos los derechos de puer- 
to comprendidos en la primera |>arte del art. 8" le o .rresponden 
por mitad a él y al gobierno, 

Qoie para la más recta solución del inulto es, desde luego, 
indispensable precisar H significado de los derechos de puerto. 
Y como et concepto administrativo de éstos ha sufrido una mo- 
dificación fundamental desde el año I,^SS hasta el presente, a 
punto tal que si se atiende al contenido de las leyes números 
22¿2 y 2230 en vigor en aquel año, sólo deben reputarse como 
tales los de entrada al puerto del Riachuelo y si se atiende al 
mismo concepto en la actualidad y en el momento de habili- 
tarse la primera sección del Dock, los derechos de puerto com- 
prenderian, de acuerdo con el criterio adoptado por la ley nú- 
mero .175(\ no solo los de entrada, sitió también los de perma- 
nencia y los de muelle, la primera cuestión que se plantea es la 
relativa a salier si el concepto de tos derechos de puerto lia de 
fijarse conforme a la legislación vigente a su respecto en la 
época de acordarse la concesión o en el momento de producirse 
la habilitación del canal. 

One la solución fundada en la adopción de este segundo 
criterio conduciría a resultados notoriamente injustos, pues de 
su aplicación resultaría que aún el impuesto efe muelle que la 
concesión atribuye en su totalidad al coi ices ¡mía rio revestiría el 
carácter de derechos de puerto y participaría de la mitad de ellos 
i*1 ( iobierno. Delw nbservarse, además, que tratándose de la 
construcción de una obra pública que requería el levantamiento 
de los capitales necesarios para llevarla a término, ni el conce- 
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sionario ni el Gobierno, éste. al autorizarla y, aquél, al aceptarla 
han (XKlido creer que las entradas llamadas a procurar el rendi- 
miento y amortización de tales capitales habrían de quedar supe- 
ditadas a los cambios y a las fluctuaciones de la legislación que 
en el futuro se fuera dictando. Desde luego porque sin una líase 
concreta ningún cálculo sobre el costo y producido fie la obra 
era factible y además porque no es de presumir que el concé- 
deme se reservase la facultad de alterar y hasta de suprimir, 
mediante sus facultades administrativas o indirectamente me- 
díanle otras leyes, los derechos acordados en el acto de la con- 
cesión, sin ninguna indemnización. El éxito del sistema de con- 
cisiones como instrumento para promover el hienestar general, 
mediante la colal>oraeión de los capitales privados, finca cabal- 
mente en el estricto y leal cumplimiento de las obligaciones o in- 
venidas, De otro modo, no hubiera podido decirse en el Senado 
que el proyecto respondía a la inteligente iniciativa de empre- 
Mtrius que buscan la ventaja personal, poniéndola al amparo de 
la ventaja publica. < Senador ..el Valle. Diario de Sesiones 1882». 

ijue no concibiéndose otra base concreta para el cálculo 
sobre el costo y producid.» de la obra que la emergente de! con- 
cepto y de ta clasificación de los derechos de puerto contenida 
en la legislación vigente en el momento de otorgarse la conce- 
sión es con arreglo a aquélla que debe ser interpretado el art. 8". 
Y mal se diría que tales leyes han sido derogadas y no pueden 
ser invocadas ]x*rque no se trata de aplicarlas, sinó simplemente 
de huscar en ellas como antecedente más autorizado de la época. 
In definición y el concepto encerrado en el susodicho articulo 
octavo. 

Que. la ley vngente para el año 1888 X? 2232. llamada "de 
derechos del puerto del Riachuelo para 1888", no sólo |Mir el ru- 
bro de la misma, sinó por el art. l w de, la lev 2405. que pruna 
t u vigor aquella para el ano 1889. determinaba con ese nomhre 
el ¡mpiii*sto que debían pagar los buque-; mercantes que entraran 
cardados al puerto del Riachuelo y que se fijal>a en un tanto 
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por tonelada de registro. De acuerdo con esta definición de la 
ley mencionada, el derecho de puerto ¡xir excelencia era el de en- 
trada al puerta det Riachuelo y es lógico suponer que siendo 
el más común y el único al que se data este nombre, la conce- 
sión ha aludido a él, ya que sí otra huhiera sido su intención 
debió ser expresamente excluido de sus disposiciones. Le ha liria 
bastado para eso decir los derechos de puerto, con excepción 
del de entrada, que se cobren en el canal, etc., etc. 

Que no puede asi desconocerse (pie el impuesto que pagaban 
los huques al entrar al Riachuelo era un derecho de puerto en la 
fecha del otorgamiento de la concesión, carácter que ha mante- 
nido hasta la fecha y que, por consiguiente, se hallaba compren- 
dido en el art. f<". La discusión ha nacido al intentar dilucidar 
el alcance de la frase accesoria contenida en la cláusula primera 
del mismo articulo, la cual después de enunciar los derechos de 1 
puerto, agrega "que st cobren en el canal." ¿ Encierran estas úl- 
timas palabras una condición o limitación de tal naturaleza que 
implique negar al concesionario toda partici|Jación en los dere- 
chos de entrada al puerto del Riachuelo establecido por la ley 
X» 2232 en vigor en la época de la concesión ? 

(Jue las siguientes son las distintas interpretaciones a que, 
la frase transcripta puede prestarse: 

Primera. Los derechos de puerto a que el art. 8? de la con- 
cesión se refiere serían los que la Empresa del canal cobrase 
dentro de su recinto, creados i«>r ella misma con entera iudeiwn- 
dencia de la legislación fiscal general que la Nación tenga esta- 
blecida o estableciese en adelante en sus puertos. 

Esta primer hipótesis es la menas viable porque su acepta- 
ción importaría ac legar en la empresa concesionaria facultades 
impositivas que pertenecen al Congreso de la Nación, ya (pie 
todo lo relativo a la explotación portuaria es de su resorte ex- 
clusivo. La intervención del l\ E. en la aprnliación de las tari- 
fas no salvaría el obstáculo legal y sin duda de aquel modo lo ha 
considerado el Congreso, pues la ley contrato en la segunda par- 
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te del art. K" no alude a otras tari fas que las referentes a los 
derechos de muelles, almacenaje y eslingaje esjHtííieameute enu- 
meradas tu fila. 

Segunda: Los derechos de puerto a que se habría referido 
el art. S" >rrian !«>■• entallecidos j«»r las leve* generales. |Kira el 
puerto de! Riachuelo, pero sólo quedarían coimprendMos en ella 
lo* que m devengaren por el uso del canal y dentro del mismo. 
Los derecho* (fe mirada que un se deveiigi-u en el canal estarían 
excluidos y corresponderiati integranmete al ©ftlííertto, 

Esta inter|wetittión, que es la adoptada ]«»r la sentencia de 
1* Instancia, no se ajusta estrictamente al significado de los vo- 
cablos empleados, tío ¿marda consonancia con !a legislación de 
la c]>oea ni está de acuerdo con la naturaleza del acto celebra- 
do. La palálfra "cotoga*' BQ es, en efecto, equivalente en su sig- 
niticado a "devengaren" o "produzcan", como fuera indispen- 
sable para vincular el derecho de puerto reconocido al u>o del 
canal; gramaticalmente aquélla se reitere a la percepción del 
derecho y no a la causa que lo origina. Según la interpretación 
examinada, la concesión vtt | a época de su otorgamiento no ha- 
bría comprendido ningún derecho de puerto, desde que el de en- 
irada, no se producía |mr e] uso del canal propiamente dicho, y 
el de permanencia como se ha expresado, no exilia válidamente 
establecido todavía el año 1XS8. Y no es razonable admitir que 
el concesionario hiciere Ta financiación de la obra pública sobre 
la U'im de la Intuía legislación <h-1 país en materia portuaria ni 
que se excluyera el único derecho de puerto existente, sin decirlo 
de una manera categórica. 

I ercera : Kn los "derechos de puerto" a que alude el art. X" 
compréndese los de entrada cstahkeídos por la ley X" 22M del 
añO ISSM que se recauden o perciban en el canal jwir oposición 
a lus que >e recatnlen o perciban en el puerto del Riachuelo. Kn 
eita interpretación el vocable "cobren" quedaría restituido a su 
verdadero sentido gramática] \ constituiría una simple enunciación 
alusiva a la íonna de percepción de los derechos ríe puerto im- 
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pirante en esa éjíoca en el Riachuelo, con independencia de sa- 
ber si i-1 tributo era o no o >ti secuencia inmediata y directa dc4 
uso del canal. 

Desde la creación tic la Dirección General de R utas i>or la 
ley 904 ele 18 de ( >ctubre de 1877. que tomó a su cargo la vigi- 
lancia y contralor de la Receptoría de la Boca del Riachuelo, y 
con cuya intervención fué redactada la ley contrato, el derecho de 
entrada al puerto del Riachuelo (y no debe olvidarse que la con- 
cesión comptirta una ampliación de aquel puerto (pie arranca de 
su antepuerto), se liquidaba a la presentación del pasavante he- 
cha jwir el pitróu del buque al día siguiente de su arribo (arts. 
íl y 29. inc. 2v del decreto de 25 de Octubre de R*>3, primera 
reglamentación de la ley «HH en uno de sus as|iectos y que in- 
dudablemente consagró practicas administrativas anteriores) y 
se pagaba antes de la salida del buque. Fondeado el Itarco en el 
muelle o puerto elegido, esto es Riachuelo o canal, se harían 
electivos en él tanto derecho de entrada cotim los demás une 
correspondieran. Asi resulta n<. sólo de las disposiciones del de- 
cidí» citado, sino también de la ley X v 3756 de Diciembre de 
18')8, cuyo articulo 5'Wleclara "que los impuestos establecidos 
jxtr la presente ley deberán ser alionados antes de la salida del 
buque y entre aquéllos se comprenden el de entrada al puerto. 
I-i ley X" 4936 ele 24 de < Muhre de 1°05 derogatoria de la an- 
ttrior. ya no di.sjHiuc lo mismo y la 11.251 en su articulo 
15 repite el concepto de la 4'U(> citada. 

(Jue. -i la recaudación del derecho de entrada al puerto del 
Riachuelo se real i/al la después de fondeado el buque en el res- 
pectivo muelle o dique por intermedio de la I iJÍcina de Recauda- 
ción dependiente fie la Dirección de Rentas en la forma señalada 
no parece dudoso, ¡pie al decir la concesión "derechos de puerto 
que sí- cobren en el canal" ha aludido tanto a ese sistema de 
percepción en viyor el año l^N en el Riachuelo, como a los fun- 
cionarios «pie tenían a su cargo aquélla en el último, los cuates 
qm daban sustituidos por el personal de la empresa concesionaria. 
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quienes harían efectivo el cubro del impuesto a tus 1 ¿arcos que 
fondearan cu el para agerae iones de carga y descarga, entre- 
gando al concédeme la mitad de las sumas asi recaudadas. De 
cuerdo con lo dicho, el significado real ile la cláusula examinada 
sería el siguiente : los derechos di* entrada al puerto tjue corres- 
] tonda i'agar a los buques ipie en lugar de anclar en el puerto del 
Riachuelo fondearan en el Dock, y que ]>nr consiguiente la env 
presa cobre, pertenecen pe ir mitad al Gobierno y a ella. 

Oue es exacto que esta Corte ha declarado que la regla 
más segura en materia de interpretación de concesiones es la 
de que toda duda debe mt resuelta cu M-nlido adverso al con- 
cesionario, porque nada del te tomarse como concedido, sinó 
cuando es dado en términos inequívocos o por una implicancia 
igualmente clara, pero, también lo es. que la solución alcanzada 
no deja resquicio a la duda y es además la que consulta en ma- 
yor grado la equidad y la justicia, En efecto, pop la ley 2232 
asi como itor las anteriores y posteriores el derecho de entrada 
al puerto >e cobraba según una tarifa variable aplicable a los 
buques mercantes que entraran cargados al Riachuelo, a los de 
vapor, a t"> en la-irc y a las emita rcaciones playeras encargadas 
ilr la descarga de los buques mayores. El complemento necesario 
del derecho de entrada era, sin duda, la existencia del puerto al 
cual se dalia acceso, pues, sin éste sólo en condiciones de gran 
deficiencia se conciben operaciones de carga y descarga. Y bien, 
la concesión para la construcción de un canal, que era también 
un puerto artificial al costado del existente del Riachuelo lla- 
mado a corregir aquello-, inconvenientes aumentaba en la medi- 
da de su capacidad las entradas fiscales, y como este resultado 
se lograba :i mérito de la concesión con capitales privados, la 
mitad de los derechos correspondientes venia a ser así una com- 
pensación equitativa. El 5<) 'r de los derechos de entrada se 
imputaba a lo- gastos de mantenimiento en buen estado de las 
vías de acceso y el resto al uso del puerto construido por la em- 
presa particular. 
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La circuifetaucia de que la habilitación pusUrior de! puer- 
to de Buenos Aires haya determinado un aumento eunsidera- 
ble en la obra de «1 rajado y conservación de lus canales de en- 
trada con el fin de dar paso a buques de gran calado, no puede 
aceptarse como argumento, para desconocer el derecho del Dock 
pirque y prescindiendo de otras consideraciones, la propia con- 
cesión imponía a éste la obligación de dar al canal-puerto pro- 
fundidad suficiente para que pudieran entrar a él buques de ul- 
trautar. Ib que denota que aquel recargo había sido ya previsto. 

(¿ue la existencia de ta concesión y la habilitación poste- 
rior del puerto de Líuenos Aires ha convertido a! Dock Sud en 
un puerto artificial particular dentro de un puerto artificial fis- 
cal. Cuando, pues, la Nación cobra derecho de entrada a un bar- 
co destinado a hacer operaciones en las aguas del puerto fiscal 
recibe la legitima compensación del capital empleado en su cons- 
trucción y conservación; cuando, en cambio, lo exije a un bu- 
que destinado a hacer operaciones exclusivas en el puerto parti- 
cular ha de recordarse que el beneficio portuario lo proporciona 
el capital privado, a cuyo cargo ha estado ta construcción y 
conservación de aquel y que razonablemente debe también ser 
retribuido, 

<hie si i-l Dock hubiera sido habilitado dentro rU- los cuatm 
años de plazo señalados por la concesión, el litigio sometido al 
fallo del tribunal no habría nacido. Pero el hecho de que la 
percepción de los derechos de entrada se haga efectiva directa- 
mente por el estado dentro del Diick, nn puede suprimir o al- 
trar el derecho otorgado en la concesión, ya que no es razonable 
admitir, que la Nación al pactarla se reservase usar de sus fa- 
cultades reglamentarias o legislativas |«ira anularía o modifi- 
carla a su arbitrio. Si el Gobierno rectificando el sistema de 
percepción adoptado en ta concesión, se convierte en recauda- 
dor directo del derecho de entrada, aún dentro di] lWk o ¡a 
realiza en un lugar y momento distinto del que prevé la con- 
cesión, lia de ser respetando los derechos asegurados por ella. 



« FALLOS DE LA CORTE SUPftEUA 

El Gobierno ha reconocido que el derecho tic permanencia 
es nn derecho de puerto y f|ite por consistiente dehe dividirse 
su producido con la Empresa, ¿cambiaría este régimen porque el 
Gobierno resolviera, por ejemplo, (pie el derecho de permanen- 
cia no se cúbrase en el canal, sino a la salida del mismo? .: Cam- 
biaría el redimen |>un|uc el (iobierno decidiese percibir directa- 
mente el tributo sustituyéndose a la empresa (articular ipic lo ha 
cobrado hasta el presente? 

(Jue eti estas condiciones, fuerza es concluir epé l"s dere- 
chos de entrada pagados por los biupies destinados a hacer ope- 
raciones exclusivas en el Dock Sud pertenecen j>or mitad al 
Gobierno y al concesionario. Hs este un derecho adquirido y 
del je si-r respetado sin que la circunstancia de ipie la entrada 
al puerto del Riachuelo *ea ahora la entrada al Tuerto de Htte- 
H0S Aires, ni el cambio de forma de percibir el impuesto, pueden 
suprimirlo o alterarlo. 

Que el Gobierno lia opuesto ta prescripción al derecho jut- 
seguido en la emura-demand» ¡w los años 1M04. 19G5, I906j 
PHi7. P.X>S \ 1 hasta el *> de Juliíi y su procedencia es nia- 
ui fiesta de acuerdo eou lo dispuesto por el ari. 4023 del Codito 
Civil, si se tieitp presente (pie la acción judicial para su cobro ha 
sido iniciado él 39 de Julio de l'M'J, esto o, transcurridos diez 
años a partir del nacimiento del crédito. La circunstancia de que 
límame esos mismos años y después la empresa del Dock baya 
realizado gestiones administrativas para obtener su payo, no es 
óhíCC para aquella dre la ración, desde que tale-, gestione- como 
repetidamente se ha declarado por esta Corte, un interrumpen el 
curso de la prescripción, 

Que, en cuanto a los derechos de eslingaje cobrados inde- 
bidamente |«»r el l'íseo. atento lo que resulta de los términos ev- 
plícttos del ari. S" de la ley X" 2.í4íi. corres] mude reproducir las 
consideraciones aducidas por la sentencia «le I" Instancia, admi- 
tidas por el tribunal ( r <¡u<> para resolver inclusión en la círtfc- 
ira -demanda. 
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Q&e acerca de los intereses de las sumas reclamada* pnr el 
Fisco en concepto de derecho de permanencia, corresponde or- 
denar su pago a partir del di» de la notificación de la demanda, 
desde (pie hall sido solicitados por aquél y el decreto del Po- 
der Ejecutivo de 5 de < letubre de l'Mti en su letra ni en su es- 
píritu contiene precepto alguno del qtie pueda inferirse la re- 
nuncia a reclamarlos, 

Por estos fundamentos se confirma la sentencia apelada en 
cnanto hace lugar a la demanda y a la parte de la reo invención 
relativa al derecho de eslingaje y se revoca en lo referente a 
la mitad de los derechos de puerta, tamhiéu comprendidos en 
la reconvención, Ku consecuencia de esto ultimo >e declara que 
el Fisco \aeional está obligado a pagar a la Kmprcsa del l>nck 
Sud ia suma que resulte de la liquidación que haya de practicar- 
se, sobre la liase del informe ele fojas 1/8 y 185, y de lo expre- 
sado en este pronunciamiento, deducción hecha de los derechos 
correspondientes a los años 1904. 1905, 1906, 1907, 1908 y 1 909 
hasta el ¿9 de Julio eme se hallan prescriptos. sin intereses, por 
tío haberse solicitado, Xolüíquese y devuélvanse reponiéndose el 
papel en el juzgad" de procede ncia. 

A. I»ermf:,io. — J. Fiockroa Al- 
corta. — Roberto Repetto. — 
R. Gi iik) La valle. — Antonio 
Sacar na. 



Pon Alejandro SmitíÓ contra la "nn'inciti #e Mendosa, sobre 
cobro {fe peS&S. 

Sumario; El silencio absoluto opuesto por la [arre demandada a 
la interpelación del actor, somete a aquélla a las consecuen- 
cias legales previstas en el articulo 8fi de la ley 50. estable- 
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detído una presunción favorable a los derechos de la de- 
manda, que sólo puede ser desvirtuarla |mr una pruelw 
contraria. 

Caso: Lo explica el siguiente: 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buen™ Aires. Ju!k> 1J de 192V. 

Vistos: 

Resulta : 

i • 

yuc a fs. 13 se presenta el procurador Juan Ai ¡lio Brainu- 
gtia en representación de don Alejandro Samsó, demandado a 
la Provincia de Mendoza por la suma de unce mil quinientos 
siete pesos con veinte centavos moneda nacional, que la deman- 
dada le dehc en concepto de pago ]jor reparaciones efectuadas en 
el edificio destinado a la Dirección General de Salubridad, si- 
tuado en la calle General Paz y San Martin de la ciudad Capital, 
Dice que dicho importe proviene, hasta la cantidad de nueve mil 
ochocientos pesos, del cumplimiento del contrato respectivo sus- 
cripto a raiz de la licitación autorizada por decreto del P. E. y 
el restu corresponde a obras complementarias encardadas y eje- 
cutadas fuera de presupuesto y con retardo a causa de un tem- 
blor que causó desperfectos. Unas y otras reparaciones se deta- 
llan en las planillas, y demás documentos acompañados. Agrega, 
que su tralia jo no le ha sido alionado por la Provincia y funda 
su derecho al cobro en los arts. 1 197. 1627, lfí29 t 1636 y concor- 
dantes del Código Civil, solicitando* en consecuencia, se condene 
a la demandada al pago de la suma expresada, o a la que en caso 
de d i >ci informidad fijen peritos, con más las costas c intereses 
de-de la interpelación judicial. 

Acreditada la jurisdicción originaria de esta Corte, en ra- 
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stón de las personas, y corrido el traslado de ley, nu fué contes- 
tada por ta demandarla, dándose por decaído su derecho y abrién- 
dose la causa a |>r uc)>a a ís. 37 vuelta. A fs. 92 quedó agregada 
la pnn.Wida |)or el actor y a fs. 94 se agregó su alegato de bien 
prolwdo y los autos ¡iara definitiva se llamaron a fojas 99 vuelta. 

Considerando ; 

(Jue el silencio absoluto opuesto por la demandada a la in- 
ti-r[K.']ación del actor, .somete a aquélla a las consecuencias lega- 
les previstas en el art, 86 de la ley 50, estableciendo una pre- 
sunción favorable a los derechos de la demanda, que sólo puede 
ser desvirtuada por una priietu contraria, 

Que en el presente juicio no sólo falta ésta, sinó que la 
parte actora la ha producido completa y evidente |>ara acreditar 
los hechos en que funda su acción. 

En efecto: a fs. 86 corre copia auténtica del decreto del P. 
E. autorizando el gasto hasta la suma de doce mil pesos, como 
asimismo la licitación privada, a realizarse por la Dirección de 
Salubridad ; a fs. 83, el contrato del caso debidamente autentica- 
do, suscripto por el Director Ceneral de Salubridad en el que 
se convino la realización de las refacciones hasta la suma de nue- 
ve mil ochocientos pesos; de fs. 71 a 76 la prueba testimonial 
de los trabajos efectuados y por último a fs. 80 el dictamen del 
Irrito Koseuthal designado ríe oficio por esta Corte. 

Que en presencia de la circunstancia acusada en el primer 
considerando y las constancias de autos que se dejan menciona- 
das, es evidente el derecho invocarlo por el actor, debiéndose 
tener en cuenta el informe pericial en cuanto se refiere a las 
reparaciones fuera de presupuesto y a los daños causarlos por el 
temblor. 

Por estos fundamentos y los concordantes alegados a fs. 94, 
se declara que la Provincia de Mendoza debe almnar a don Mi- 
guel Ferrer Mol!, cesionario del actor, la suma de once mil cua- 
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(rociemos setenta y siete pesos crin cuarenta centavos moneda 
nacional, dentro del término de veinte días, con más los intereses 
a estilo de los que péftíBé el I lauco de la X ación desde la notifi- 
cación de la demanda y las costas del juicio. Xotificmese y ar- 
chívese, pievia re|>osición del pai>cl. 

A. BesmeJo. — J. FirjL'üROA Al- 

corta. — Roberto Kepetto. — 
R. Sumó T. «avalle. — Antonio 
Saüakna. 



Sosi. tíütf Anónima Cath y Chaves ¡.imitada contra la Provincia 
de Hítenos Aires, sobre devolución de muí sttma tic dinero. 

Sitmaritr. I" VA sistema adoptado por la Constitución Xacional 
cu materia de circulación territorial y de comercia mterpro- 
vimial y exterior, coniste en hacer un gofo territorio paja 
mi solo pueblo. 

2* 1.o que la Constitución Nacional suprimió por su art. 
10. no fué sólo la Aduana provincial, sino también la Adua- 
na interior, cualquiera fuera el carácter nacional O provin- 
cial tpie tuviera, prohibiendo que en la circulación de mer- 
caderías la autoridad nacional pudiera restablecer las adua- 
nas inierícires t|üe formaba parte de tas anticuas institucio- 
nes argentinas. 

.v" Kl principio de los artículos 1(1 y í'v. inciso 12 de la 
Constitución Nacional, protege, también, las operaciones 
auxiliares del comercio y, por consiguiente, el tran- porte de 
las mercaderías enajenadas. 

4" l,;is pn iviueias en e! ejercicio de >\i* poderes de legis- 
lación interna fart. 104 y siguientes i . tu» se hallan atttori- 
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zadas ]Kira dictar leyes o reglamentos de carácter general o 
municipal que eurrqiorten directa o indirectamente, trabar o 
perturbar de cualquier modo, que no signifique el ejerci- 
cio de sus jioderes de i>olicia, la libre circulación territorial 
o que pueda afectar el dereclm de reglamentar el comercio 
conferido al Congreso de la Nación con el carácter de una 
f ¡ten liad exclusiva. 

5* Cada proviucia recobra su plena capacidad a partir 
ilel momento en que las mercaderías, géneros o pnuluctos 
introducidos a mi territorio, llegan a confundirse y mezclar- 
se con la masa general de bienes de la provincia, y ello sólo 
a condición de que aún después de producida la incorpo- 
ración de valores, el impuesto no establezca distinciones en- 
tre los bienes introducidos con los ya existentes en el te- 
rritorio. 

V El comeré i entre Estados no es libre cuando un ar- 
ticulo, en razón de su origen o elaboración exterior, es so- 
metido por la administración local a una reglamentación o 
gravamen diferencial. 

7'' El principio general del régimen político y económico 
de la Constitución, según el cual todo propietario de trans- 
ían c. como todo habitante puede ser personalmente grava- 
do en relación al valor de su propiedad o a la cuantía de sus 
rentas sin atender a la fuente de la cual aquéllas derivan, 
deja de ser verdadero si un gravamen llega a ser estableci- 
do por una proviucia sobre las entrarlas derivadas del trans- 
porfe de mercaderías y |iasajeros conexos con el comercio 
interprovincial o extranjero. 

S" E! art. 7". inciso 35 de la ley de patentes fijas de $ 
Provincia de Buenos Aires, de (i de Septiembre de 1916, en 
cuanto establece una patente fija de cuatrocientos pesos a 
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los repartidores dependientes de casas de comercio míe no 
[taquen el impuesto a la industria y al comercio, es violato- 
rio de la Constitución Nacional. 

Casa: Lo explican las piezas siguientes: 



DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL 

Bueno? Aires. May» ¿1 ilc 1929. 

Suprema Corre; 

Ijí Sociedad Anónima (¡aih y Chaves Ltda., demanda a la 
provincia de liiteims Airt-s por devolución de la suma de diez y 
ocho mil cuatrocientos pesos moneda nacional, que ha alionado 
ha jo protesta en concepto de patente fija a los repartidores de 
>u casa de comercio, la que considera inconstitucional. 

La Provincia de Buenos Airt-s no contestó la demanda; no 
produjo prueba alguna ni alegó en su defensa. 

La cuestión de derecho planteada en la presente causa no 
difiere, pues, de la resuelta por esta Corte Suprema con fecha 
24 de Agosto de 1927 en la causa seguida entre tas mismas jar- 
les. V. H, declaró en ella la inconstitucional idad del impuesto 
aplicado. 

De acuerdo con esta sentencia y tío hahiendo la provincia 
Introducido modificación alguna tic hecho o de derecho en esta 
t'tis. soy de opinión que corresponde mantener la doctrina de 
V. E. t haciendo lugar, por sus fundamentos, a esta demanda. 



Horaria R. í.arreta. 
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Buenos Aires. Julio 15 de P>*>. 

V Vistos : el juicio seguido pnr The South American Stores 
Gath y Chaves contra la Provincia de Buenos Aires, sobre de- 
volución de sumas de dinero, del cual resulta: 

One a fs. 27. comí mu-ce don Aurelio C. Cauoli por la Com- 
pafiia nombrada, entablando demanda ordinaria contra la Pro- 
vincia fie Unenos Aires, a fin de que se le condene a la devolu- 
ción de la cantidad de 18.400 $, sus intereses y las costas del jui- 
cio. Funda su acción en los términos simientes : 

Que. como lo ha explicado en una demanda anterior inicia- 
da contra la misma provincia en un caso análogo, la Compañía 
que representa vende en sus negocios de la Capital Federal cier- 
ta cantidad de mercaderías a clientes que residen en los puehlos 
vecinos, especialmente en la estación de verano, a las familias 
que habitan las quintas de los alrededores. T<xIos estos chon- 
tes aprovechan de la comodidad que les ofrece la Compañía y 
ordenan que las mercaderías les sean remitidas a domicilio y 
aquélla se las envía por medio de sus automóviles, En estas via- 
jan el conductor y un empleado de la Compañía, que entrega la 
mercadería con la 1 Maleta respectiva, empleado que se denomina 
repartidor. 

Que la Provincia de Buenos Aires desea gravar estas ven- 
tas alegando que su comercio local se perjudica con la comi*-- 
tencia que le hacen las casas de la Capital. Y en su propósito de 
obstaculizar esta competencia, le ha cobrado a la Compañía una 
patente fija a los repartidores. 

Que la misma provincia exigió el pago fie una patente fija 
de cuatrocientos [wsos sobre cada repartidor encargado de la 
distribución, en los puehlos vecinos a la Capital Federal, de las 
mercaderías adquiridas en la casa central, impuesto creado en 
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sustitución del pagado anteriormente, la Compañía satisfizo en 
forma de 4o patentes la cantidad de diez y ocho mil coatrocien- 
tos pesos moneda nacional correspondientes a los años 1 92.3 . 
I u 24. 1925, 1**26 y 1**27. con las fíat irrites del caso, según se 
denuu>tra por las escrituras de tojas 4, 5 y 3Ü\ 

Que ta ilegalidad e i ucnnstituc tonalidad del impuesto dcno- 
minado de capital en ^iro o de comercio es evidente y to pri- 
merfi lia sido recomKido por la misma provincia demandada. Las 
diferentes leyes esta Meciéndolo, lo hati referido, exclusivamente, 
a toda rama de comercio e industria que se ejerza en la provin- 
cia y la entrega de la mercadería no puede considerarse como un 
ramo de comercio ni de industria. Pero aunque, así fuera, y se 
considerara que el reparto de mercaderías en los puchlos ve- 
cinos constituye el ejercicio de un comercio o industria, seria 
Inconstitucional este impuesto, | «urque im] Mirlaría sencillamente 
un gravamen a la importación de mercaderías en la Provincia 
de Liueuos Aires, lo que está expresamente prohibido por los 
artículos 10 y 11 de la Constitución Nacional. 

' }w acerca de la pítente a los repartidores ella es estahlcci- 
da eti lo?» términos siguientes ]tor sucesivas leyes de la Provincia 
de liiieivo». Aires: "repartidores dependientes de casas de comer- 
cio mje 1111 estén sujetas al pago del impuesto al comercio t in- 
dustria, pesos cuatrocientos." Según la ley de impuesto al Co- 
mercio e industria, no hay ninguna casa de comercio existente 
en la Provincia que no esté sujeta al pago de dicho impuesto, 
í.ia-u'o, entonces, cuantío la ley de patentes fijas impone una ] Hí- 
tente a los repartidores de casas de comercio que no están suje- 
tas al ¡ago del impuesto al comercio y a la industria, lo que lia 
querido sencillamente, es establecer un impuesto a los repartido- 
res de mercaderías de casas de comercio establecidas fuera de 
la Provincia. 

Que la leyenda expresada eoiistiftiye tina maniobra paára hur- 
lar las disposiciones de la Constitución que prohiben el estableci- 
miento de lodo impuesto al tráfico interprovincial: pero la Su- 
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I trema Corte, agrega, no ha sido instituida ]iara fallar las cues- 
tiones constitucionales ]M»r su aspecto verlia!. sino yendo al fundo 

de las cosas v a la realidad de kis hechos. 
* » 

ÍJne la patente a los repartidores de casas de comercio is- 

lahlecidas fuera de la Provincia im]K>rta lisa y llanamente un 

impuestu disimulad" i a la introducción fie mercaderías eme se 

envían de esta Capital a los pueblos vecinos y es repugnante 

a expresas garantías de la Constitución Nacional. 

One, en suma, sostiene la inconstitucional idad e ilegalidad 
del art. fV\ inciso 22 de la ley de ¡latentes fijas .V 3*Jt>5. de 17 
ile Febrero de l ( >27, por ser incomjwuible con los arts. 10 y 11 
de la Constitución Xacíonal . 

(Jue corrido traslado de la demanda jMir auto de fs. 31, la 
que im fué contestada por la demandada, se abrió la causa a 
] truel a por auto de fs. 45 vta. t la ipieJ según el certificado del 
secretario, de fs. 11, corre agregada de fs, 47 a 109; puestos los 
autos púa alegar, sólo lñW uso de ese derecho la actora. (pe- 
dando la causa para definitiva por auto de fs, lió vía. 

Y Considerando: 

<_>ue los antecedentes de hecho que se invocan en la de- 
manda, han sido debidamente demostrados, dejando establecido 
la prueba de autos que la Provincia de Buenos Aires percihió 
jMir concepto de los impuestos impugnados la suma que se de- 
manda, y que ésta fué legada \hit la actora bajo protesta y ex- 
presa reserva de derechos a reclamar su devolución, por consi- 
derar tas leyes iiu]njsuivas aplicadas atentatorias a expresa*- ga- 
rantías de la Ci institución Nacional. 

Que procede establecer que el caso de amos versa sobre la 
misma materia y guarda completa analogía por la cuestión pro- 
movida y los antecedentes que le dan Origen, con el caso resuel- 
to por esta Corte en 24 de Agosto de 1 ( )27. en la causa seguida 
por la misma compañía y contra la misma provincia demandada 
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por restitución de dinero, proveniente de los mismos impuestos 
declarados inconstitucionales en aquel otóo, por fundamentos y 
consideraciones que siendo mnecesario transcribir oí extenso, 
s¿e dan aquí por reproflucidos por su ¡>ertincuic aplicación al caso 
snb ¡udice. 

(Juc, no lialiiéndose invocado en el caso alguna circunstan- 
cia especial cajiaz de influir «l la modificación de las concíusto- 
un alcanzarlas cu el mencionado fallo y concurriendo, pój? lo de- 
más, todas la- condiciones que determinaron a esta Corte a pro* 
nuueiarlo, mrrrqionde <|:ir a este litigio una solución análoga. 

Kn mérito <lc í,x> consideraciones expuestas. Id dispuesto por 
los artículos 7S4 y 794 del t. odi^o L'ivi!, y dr conformidad con 
lo dictaminado por el sefli ir JWuradur (¡enera!, se declara que 
d mu. inciso 22 de la ley dé patentes fijas X" 3905 en cuan- 
to e-tahlccc una patente tija de cuatrocientas j>esos a lus "repar- 
tidores dependientes de casas de comercio que no paguen el ini- 
pncHo a la itidiiMna y al ninirrnn" es violatona dt* la Iniistitu- 
ek'm Nacional y que. cu consecuencia, la Provincia de Buenos 
Aire- está uldiyada a devolver a la actora ileutro del término de 
treinta tita- la cantidad de diez y ocho mil cuatrocientos pesus 
moneda nacional, con mis intereses a estilo de Banco, desde la 
notificación de ta demanda. Con costas. Xotifiqticse, repóngase 
el papel y archívese. 

A. Bermejo. — J. Fiuueroa Al- 
corta. — Kokkrto Kkpktto. — 
Antonio Saüakna. 

i 1 i h'n In im-m;» fecha se elidió irlviitka resolución cit la causa se- 
guida t»'r la Sociedad Anónima IJarrml* Hueiins Aires Limitada «mira 
1.1 Provincia de Btienas Aíress, por igual causa 
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Compañía Staft de La Plata contra la Sociedad Puerto del Ro- 
sario, sobre tÍi\'o!udt'm dé samas de dinero. 

ACLARATORIA DE LA SENTENCIA y CE SE REGISTRA EN EL TDJtfO 
153, PAGINA 170 DE LA COLECCION DE FALLOS 

Buenos Aires, Julio 15 (le 1929. 

Que la sentencia pronunciada por la Cámara Federal fie Ro- 
sario no hacía lugar a la devolución del 1 por ciento adicional 
sobre las tarifas en vigor. 

Que la sentencia pronunciada por esta Corte, como aparece 
con evidencia del considerando segundo, ha establecido la le- 
gitimidad de la devolución denegada por aquélla. 

Que en tales condiciones, es de t(*la evidencia que la sen- 
tencia de la Cámara Federal debió ser revocada en esa parte y 
no confirmada, como (lor error ha sido expresado. 

En su mérito, haciendo lugar al pedido formulado en el pre- 
cedente escrito, se aclara la sentencia en esa parte. N'otífiquese. 

A. Bermejo. — J, Figceroa Al- 
corta. — Roberto Repetto. 
Antón ro Sagarna. 



Sociedad Puerto del Rosario eotftra ta Compañía Sttift de La 
Plata, sobre cobro de pesos. 

Sutorio: Í* La explotación del Puerto del Rosario comprende 
según su concesión, no sólo la percepción de los impuestos, 
sino también la de los derechos o servicios anexos a cada 
una de las operaciones de carga y descarga que se. efectúan 
dentro del mismo y la autorización acordada a la Swift no 
puede convertirse para el Puerto del Rosario en una causa 
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de perdida o de disminución de sus entradas ]>ur ningún 
ó HKeplO. 

'$ La taritEi especial fijada \wt el decreto del Poder Ejc- 
cutivo, de 5 de Julia de 192& no se aplica a los productos 
enumerados en el att. 54 del contrato de concesión de la 
Empresa del Puerto del Rosario, 

Casa: Lo explican las piezas siguientes: 



SENTENCIA OKI. JUEZ FEDERAL 

Rosark», Julio 2U de 19ZK. 

\ '¡>ms estos autos seguidos pnr la Sociedad Puerto del Ro- 
sario o intra la t'ompaiíia Swift de M Plata, sobre cobro de 

pesos, 

Y Considerando, que: 

1 ' Si Lien la demanda asciende a 95,758 pesos con siete cen- 
tavas (por concepto de derechos portuarios correspondientes a 
Operaciones de exportación ludias p»r la demandada desdi- el IX 
ile Julio de 192n hasta el 31 de Mayo de 192? ). a partir de la 
eoiiMfmacmó obrante a fs. 40. la cuestión queda virtualmente 
reducida a establecer *i la Compañía Swift de La Plata adeuda 
o un a la parte actura cuatro mil doscientos ochenta y siete pe- 
sos con óchenla y seis centavos, por concepto de: 

a ) Diversos embarques de mercaderías exornadas por el 
muelle ¡articular de la Swift. a las que, según el actor, nu debe 
aplicárseles la tarifa común de 0.439 ¡vesos oro \mt tonelada; y 
l>\ uno por ciento adicional, impuesto por las leyes 10.650 y 
1L.Í08. 

2" Los diversos elementos de criterio agregados a los autos. 
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y en particular ei decreto del Poder Ejecutivo de fecha Julio 5 
de 1926, evidencian que el arreglo final |>or el que se estableció 
como tarifa uniforme provisorio la de $ oU. 0.439 ixir tonelada, 
involucraba el embarque de toda clase de productos de frigorí- 
fico, No es posible admitir razonablemente que la sal destra- 
mada sobre los cueros, liara preservarlos, se conceptúe carga- 
mento <lc sal, liso y llano; y tampoco es admisible que las aves 
y los huevos enfriados se entienda no ser producto de frigorí- 
fico. A tales respectos los informes de fs. -4, 138, 144 y 145 
son suficientemente explícitos. En consecuencia la jiarte actora 
no ha tenido el derecho de cobrar mayor tarifa sobre las mer- 
cancías aludidas, so pretexto de no ser ellas producto de frigo- 
rífico. 

3 V Por lo que respecta al adicional del í fe. la Sociedad 
Puerto del Rosario, ha debido cobrarlo con arreglo a las leves 
10.650, arts. 2 y 59 y 11.308. arts. 2 y 52, a partir de la fecha 
en que él P. E. fijó en ese porcentaje el aumento de las tari- 
fas, (decreto de Noviembre 23 de 1925, Holetín Oficial núme- 
ro 9.504. pág. 94, Diciembre 3 del mismo año). No era necesa- 
rio iu vulnerar expresamente el aumento en el recordado arre- 
glo de 1926, por tratarse de una ley obligatoria para todos y no 
susceptible de alteración por convenio; y nada significa que los 
obreros o empelados de la Comiiama Swift de La Plata no reci- 
Ijan liene f icio de las leyes de jubilaciones ferroviarias desde que 
en parecido caso se hallan tenias las personas que pagan el re- 
cargo de las tarifas. Sea cual fuere su justicia, se trata de un 
reenrgo impuesto por el Estado a la colectividad en lieneficio de 
las personas pertenecientes a determinado gremio; y mientras no 
se iioiiga en tela de juicio la constitucioualidad de dicha me- 
dida gubernativa, debe cumplírsela. 

4* Por virtud del arreglo y de las leyes mencionadas, la 
Sociedad Puerto del Rosarici, tiene el derecho de accionar direc- 
tamente contra la Compañía Swift de La Plata desde que. pres- 
te aquélla o no el servicio público a que está destinada, en tudas 
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sus operaciones actúa como una entidad que exige el cumpli- 
miento de tarifas fijadas por el Gobierno Nacional, en uso de 
facultades propias, No cobra el valor real de los servicios que 
presta, sino la suma que el P. K. ha heclin obligatorio pagar, 
corresponda o no a dicho valor. 

5* Por lo que respecta a intereses, sólo se deben sobre el 
1 % adicional desde que la |>arte demandada consignó el resto 
según queda dicho. 

Fallo: ordenando se baga entrega a la parte acto ra de los 
noventa y un mil cuatrocientos setenta pesos con veintiún cen- 
tavos, consignados a fs, 40; y condenando a la Compañía Swift 
de La Plata a pagar a la Sociedad Puerto del Rosario, dentro 
de tercero día, y |»or concepto del uno por ciento adicional, no- 
pecientos catorce pesos con setenta centavos, con sus intereses 
desde el día 28 de Julio de 1927 hasta el día del pago. Absuelvo 
a la parte demandada del resto de la demanda. Las costas en el 
urden causad". Insértese, hágase saber y repóngase el sellado, 

Juan A feares. 



DICTAMEN DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Bufiius Airo, Abril 18 de 1029. 

Suprema Vorte: 

Se ha discutido en la presente causa seguida por la So- 
ciedad Puerto del Rosario contra la Compañía Swift de La Pla- 
ta, sobre cobro de pesos, la interpretación y aplicación del de- 
creto de concesión del puerto referido, actos todos emanados 
del Poder Ejecutivo Nacional. 

La decisión ha sido contraria al derecho invocado por una 
dé las partes. 

Es por ello que a fs, 290, se ha concedido a la misma el 
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recurso extraordinario para ante esta Corte, que acuerda el ar- 
tículo 14 de la ley 48. recurso que, en mi opinión, es procedente 
atento lo precedentemente expuesto, por lo <jue pido a V. E. se 
sirva así declararlo. 

Horacio R. í.arrcta. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bttenea Aires, Julio 15 do 

Y Vistos: 

Considerando; 

Que, conforme a los términos en que fué deducido el re- 
curso extraordinario por el escrito de fs, 205, la única cuestión 
sometida a la decisión del Tribunal es la de sal)er si en presen- 
cia de lo dispuesto por los arts. 54 y 56 del contrato de conce- 
sión de la empresa del Puerto del Rosario, del decreto de 5 de 
Julio de 1926 y de las resoluciones ministeriales de 17 de Junio 
y 22 de Julio de 1924, la compañía Swift de La Plata está obli- 
gada a pagar por las operaciones de exportación de los/ cueros 
de vacuno secos o salados las tarifas en vigor en aquel puerto. 

Que la Comiiama Swift de La Plata fué autorizada por 
los decretos de 17 fie Junio y 22 de Julio de 1924 para realizar 
oraciones cíe carga y descarga por su muelle | articular, a con- 
dición de que se al n mará n los derechos correspondientes a tales 
operaciones, como si éstas se hubieren realizado dentro de la 
zona del puerto del Rosario. 

Que tales autorizaciones se acordaron ]K>r el Poder Ejecuti- 
vo con asentimiento de la empresa del Puerto del Rosario, en 
razón de que el art. 30 del contrato de 16 de Octubre de 1902 
obligaba al Poder Ejecutivo a impedir que por puerto alguno 
tle la costa se hicieran operaciones de ultramar veinte kilóme- 
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tros anuas arriba y veinte kilómetros aguas alajo del |»ikKjt con- 
cedido salvo acuerdo éttÉfe aquél y la cnipre>a. / 

Qüe, está Corte, se ha pronunciado ya sobre la naturaleza 
> alcance de esa autorización, expresando que "la explotación del 
Puerto del Rosario comprende según su concesión, no sólo la per- 
i epcióh de los impuesto-:, sino también la de los derecho* o ser- 
vi* ¡u> anexo* a cada una de las operaciones de carga y descarga 
que se efectúan dentro del mismo y la autorización acordada al 
Suiít no puede convertirse para el Puerto del Rosario en una 
causa <le pérdida <■ de distribución de sus entrada* por ningún 
concepto, porque ello afectaría el privilegio o exclusividad «pie 
le asegura la propia concesión" y agregó, en otro considerando 
de la misma sentencia, que no es admisible qué la autorización 
sirviera de medio para crear en favor del I* rigorificu Switt 
una situación de privilegio respecto de las mercaderías que en- 
tren o silgan de su muelle particular a ex]>ensas de la concesión 
legal acordada por ley a la Sociedad Puerto del Rosario y de la 
propia renta fiscal, a mérito de la participación que el Gobierno 
de ta Nación tiene en ta* utilidades de aquél. (Fallos: tomo 153, 
pagina 172 L 

Que tle tales antecedentes administrativos y de su interpre- 
tación verificada pQt, este Tribunal, se infiere el derecho general 
de la Sociedad Puerto del Rosario ¡«ira hacer efectivas su* tari- 
fa* en las operaciones que se realicen cu el muelle del Frigorí- 
fico, pues fué condición impuesta por el Poder Ejecutivo y acep- 
tada por aquél "que se debiau abonar los derechos correspon- 
dientes a la operación como si se hubieran realizado dentro de 
la unía del Puerto del Rosario." 

Que, el decreto de 5 de Julio de 1926 en su artículo tercero 
di>puüo lo -Uniente: "fijase provisoriamente, en S OAVJ o|s. 
|mr tonelada la tarifa que la Compañía concesionaria queda obli- 
gada a alionar a la Kmpresa del Puerto, como retribución por el 
embarque de producios, hasta tanto el P. E. fije de acuerdo con 
ésta última la definitiva, Y Ja cantidad señalada de 0.439 o s. 
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por i undatla era la misma que bahía sido propuesta por la Km- 
presa del Puerto, -según expresamente lo consigna en el último 
considerando del decreto en los términos siguientes; "fijar pro* 
visoriamente la de $ 0.439 oro sellado por tonelada, que la Em- 
presa del Puerto establece, con ese carácter, según consta en su 
propuesta de fs. 40 y acta de fs. 39. mientras el 1\ % determine 
cun ésta la definitiva." 

Que la propuesta del Puerto del Rosario testimoniada a ís. 
200 que >irve de antecedente al decreto del año 1926. de cuya 
interpretación se traía, ha sido formulada como aparece de su 
redacción en concepto de que "si los productes fie frigorífico 
se embarcaran por el puerto, utilizándose los elementos de é>ti\ 
sería necesario establecer tarifas especíales para esos productos 
(se refiere a la exportación), por no existir en el contrato, con 
excepción de los cueros que tienen tarifa en el art. 54." Y des- 
pués de señalar las liases para fijarla provisoriamente, adoptan- 
do como punto de partida la que se encuentra en vigor respecto 
tic la tonelada de cereales, concluye: "luego las tarifas que la 
Compañía Swiít deberá alionar al puerto son jara embarques 
de productos no comprendidos en el art. 54: ]>or tonelada pesos 
oro sellado 0.439. 

Que en presencia de tan categórico antecedente no |Kirece 
dudoso que la tarifa de 0.439 ojs. fijada por el Poder Ejecutivo 
en el decreto del año 192íí aludía, exclusivamente, a los produc- 
tos de frigorífico respecto de los cuales aquélla no existía, ri- 
giendo para los frutos que no se encontraran en igual condi- 
ción las tarifas generales del puerto: en el caso, las del referido 
articulo 54. 

Que esa interpretación se encuentra, además, abonada por 
dos razones también capitales: a) porque en presencia de los 
términos legales en que el señor Procurador General de la Na- 
ción había presentado la cuestión en su dictamen transcripto a 
fs. ICO, afirmando que el Gobierno "no podia acceder a lo so- 
iieitado por la C ompañía Swift de La Plata, sin incurrir en una 
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violación contractual y cu las consiguientes responsabilidades 
civiles, toda vez que eslá incapacitado |>ara conceder permisos 
de esa naturaleza sin ulitcuer previamente el acuerdo de la compa- 
ñia constructora y explotadora del Puerto del Rosario", el Po- 
der Ejecutivo, aunque reservanilti.se el derecho de fijar las ta- 
rifas de un modo definitivo de acuerdo con la Empresa del 
Puerti \ no podía al señalarlas l>ro visoriamente, como lo hizo, 
alterar o modificar lo propuesto por aquélla, le hahta fonnu- 
lado ya que ello haliria inquinado, aún dentro de la tesis, pre- 
conizada por el acerca de la interpretación que correspondía al 
art. M) del contrato en los considerandos 2* y 3 V , decidir contra 
la voluntad hicn expresada de !a empresa del Puerto y generar 
con ello las rcsjXJtlsabilidadeS civiles (Mir los perjuicios emer- 
gente* de la alteración; b) jx>rque si a los productos enumerados 
en el art. 54 del contrato se le aplicara como lo pretende Ja 
Compañía Swiíi la tarifa especial señalada en el decreto del 
año 1926* se habría incurrido en la violación del art. 5n del mis- 
mo que proliilte la aplicación de tarifas diferenciales. 

En sn mérito se revoca la sentencia apelada en la parte que 
ha podido ser materia del recurso y se declara que la tarifa es- 
pecial fijada i*>r el decreto tlel Poder Ejecutivo de 5 de Julio 
d<* no >e aplica a los productos enumerado-, en el art. 54 

del contrato y sus modificaciones. Xotifíqtíese y devuélvase re- 
poniéndose el 1*11*1 en el juzgado de origen. 

A. LíltKMEJO. — J. FlGUEROá AL- 

corta. — Roberto Rkpf.tto. — 
Antonio Sacar na. 
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Don Xitoliís PorfiUa (hijo), contra Américo Ghiqldi contra ca- 
lumnias r injurias. 

Sumario: l v l.a impugnación de ínconstitucionalidad derivada de 
supuestas restricciones al derecho fie publicar ideas por la 
prensa sin censura previa, carece de todo fundamento y apli- 
cación posible en un caso, en que a éste lo constituyen, pre- 
cisamente, publicaciones hechas sin trabas o limitaciones de 
ninguna especie que afecten la libertad de imprenta y el de- 
recho de publicidad que se invoca, garantía y derecho que, 
como todos, se ejercen de acuerdo con las leyes que sin al- 
terarlos reglamentan su ejercicio y amparan éste cuando es 
legitimo o le imponen las sanciones correspondientes cuando 
es criminal o abusivo. 

2* El articulo 32 de la Constitución, al disponer que no 
se dictarán leyes que restrinjan la libertad de imprenta, no 
ha querido amparar la impunidad de los delitos cometidos 
por medio de la prensa, sino reservar su represión en las 
provincias a sus propias legislaturas y al H. Congreso en 
la Capital y Territorios Nacionales ; y que admitida la fa- 
cultad de reprimirlos en las legislatura* locales, facultad que 
se ha ejercitado en la casi totalidad de las provincias, no 
podía desconocerse la misma aptitud íj potestad en las auto- 
ridades de la Capital 

* 

Caso : Lo explican las piezas siguientes : 



DICTAMEN DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Se encuentra publicado con la resolución de la Corte Su- 
prema del 10 de Junio de 1929. sobre procedencia del recurso 
extraordinario. 
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Huí-nos Airv>. J ni íi ■ 15 ilt- VJ29, 

Y fistos: . 

Para resolver el recurso extraordinario interpuesto contra 
sentencia la Cámara de Apelaciones en lo Criminal y Correc- 
cional 'le la Capital, cu el juicio seguido jwir don Nicolás l*or li- 
li" (lujot. contra don Amcrico Ghioldi, j>or calumnias e injurias. 

Y (."i iiisitkTaiK.li» : 

declarada la procedencia del recurso por auto <le ís r 11, 
\ habiéndose fundado en los arts, 14 y 32 de la Constitución, en 
cuanto c! primer» i eonsigra el derecho de publicar las ideas por 
la prensa sin censura previa, y el segundo prohibe al Congreso 
dictar leyes tpie restrinjan la libertad de imprenta o establezcan 
sobre ella la jurisdicción federal, |H>stulados de los que. como, 
ni aquella providencia se expresa, et apelante deduce que es in- 
constitucional el proceso instaurado, el fallo recurrido y las dis- 
posiciones legales en que dicha decisión se íimda, procede exa- 
minar las cuestiones federales planteadas, cutre las cuales no 
puede considerarse incluida a la prescripción, por tratarse de 
una defensa rute versa sobre puntos de hecho y de derecho co- 
untu, ajenas al recurso extraordinario que instituyen los arts. 14 
y 15 de la ley 48. <<" de ta U\v 4ü55 y 12 del Código de Procedi- 
mientos en lo Criminal. 

íjnc en cnanto a la impugnación de inconstitucionalidad de- 
rivada de supuestas restricciones al derecho de publicar ideas 
por la prensa sin censura previa, se advierte, desde Juego, que 
carece de todo fundamento y aplicación posible en el caso, toda 
vez que a éste lo constituyen precisamente publicaciones hechas 
sin trallas limitaciones tic ninguna especie que afecten la li- 
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hertad de imprenta y el derecho de publicidad que se invoca, ga- 
rantía y derecho que, como todos, se ejercen de acuerdo con las 
leves que sin alterarlos reglamentan su ejercicio y amparan éste 
cuando es legitimo o le imponen las sancionéis correspondientes 
cuando es criminal o abusivo. 

La doctrina y la jurisprudencia establecen a este respecto 
que, el principio de la titiertad del pensamiento y de la prensa, 
excluye el ejercicio del [mder restrictivo de la censura previa, 
pero en manera alguna exime de responsabilidad al abuso v al 
delito en que se incurra por este medio, esto es. mediante publi- 
caciones en las que la palabra impresa no se detiene en el uso 
legítimo de aquel derecho, incurriendo en excesos que las leyes 
definen como contrarios al mismo principio de libertad referido, 
al orden y al interés social. (Palios: tomo 119, pág. 231 y los 
allí citados). 

Que la invocación del art. 32 de ta Constitución se ha for- 
mulado en el sub judice para fundamentar la argumentación de 
que. otándole vedado al Congreso dictar leyes que restrinjan la 
likrtad de imprenta o establezcan sobre ella la jurisdicción fe- 
deral, se han vulnerado esas disposiciones constitucionales al so- 
meter a las sanciones del Código Penal, en la Capital y Territo- 
rios Nacionales, a los reos de delitos de injurias o calumnias 
cometidos por medio de la prensa. 

Esta articulación de inconstitucionalidad es igualmente inad- 
misible, y así se ha considerado y resuelto en casos análogos al 
presente, estableciéndose que el art. 32 citado, al disponer que 
no se dictarán leves que restrinjan la libertad de imprenta, no 
lia querido amparar la impunidad de los delitos cometidos por 
medio de la prensa, sino reservar su represión en las provincias 
a sus propias legislaciones y al H. Congreso en la Capital y 
Territorios Nacionales; y que admitida la facultad de reprimir- 
los en las legislaturas locales, facultad eme se ha ejercitado en 
la casi totalidad de las pruviucias, no ¡xidia desconocerse la mis- 
ma aptitud o potestad en las autoridades de la Capital. (Fallos: 
tomo 30, pág. 112; tomo 113, pág. 263; tomo 115, pág. 92). 
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Y asimismu se ha expresado en reiterada* decisiones de esta 
Corte, al lijar el alcance del referido art, 32, que si bien el Ho- 
norable Congreso no puede legislar sobre la prensa, "para toda 
la Nación", reglamentando el derecho de publicar ideas y repri- 
mir abusos posibles, porque esa facultad es privativa de las so- 
beranias locales, ejercita si facultades legales propias y exclusi- 
vas cuando legisla en el Código Henal sobre la prensa |mra la 
Capital y Territorios Nacionales (Constitución» art. 67, inc. 14 
y 2?), pues siendo tan expresa y ah-oluta la prohibición consti- 
tucional impuesta al Congreso Federal de dictar leyes para la 
Nación sobre libertad de imprenta, como es evidente la de su ju- 
risdicción exclusiva en la Capital y Territorios Nacionales, no 
es posible suponer que al dictar tales disposiciones el Congreso 
haya ejercitado como legislatura nacional facultades que le es- 
tán vedadas, sino t|ue ha desentonado como legislatura local 
funciones r|ue en tal carácter le están expresamente atribuidas. 
(Fallos: tomo 150. pág. 130 y otros). 

Por estos fundamentos y dé acuerdo con lo dictaminado por 
el señor Procurador General, se confirma la sentencia apelada en 
cnanto ha j>odido ser materia de! recurso. Xotifiquese y archí- 
vese, devolviéndose los autos venidos por via de informe al tri- 
bunal de procedencia con transcripción de la presente. 

A. Bermejo. — J. Fiuueroa Al- 
corta, — Roberto Repetto. — 
R. Guido Lavalle, — Antonio 
Sacaksa. 
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Don /osé Pérez, su sucesión, contra la Caja Xacionaí Be Jubila- 
ciones v Pensiones de Empicados Ferroviarios. 

Sumario : l v Puesta en tela de juicio la interpretación de varios 
artículos de. la ley 10,650, procede el recurso extraordinario 
contra una resolución contraria a los derechos invocados por 
la Caja Xacionaí de Jubilaciones y Pensiones de Kmpleados 
Ferroviarios. 

2* El precepto del art. 38 de la ley 10,650, no admite ex- 
cepciones no derivadas de la ley misma, ni interpretaciones 
ijuc destruyan su letra y aún su espíritu. 

3 V El derecho a jubilación por invalidez del empleado 
iiue fuera declarado física o iutelectualmente imposibilitado 
después de cinco años de servicios, pasa a sus deudos, en 
concepto de pensión proporcional, i>or el imperio de la ley, 
en la disposición citada. 

Caso \ Lo explican las piezas siguientes : 



SENTENCIA DE LA CÁMARA FEDEKAL DE APELACION 

Buenos Aires, Diciembre Jl úv 
Vistos y Considerando: 

Que consta de autos que José Pérez, que falleció en el ejer- 
cicio de su cargo de tuberculosis pulmonar, según el certificado 
médico de defunción (fs. 1), padecía de esa enfermedad como 
lo había comprobado el médico de la empresa a cuyo jiersonal 
pertenecía. 

Que el cuerpo médico de la caja informa a fs, 35 que la 
tuberculosis pulmonar es una enfermedad que la considera co- 
mo causa de incapacidad para el trabajo y a fs. 20 se han com- 
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pillado ocho años, «le >s meses y «Hez y seis días de servicios pres- 
tado-, por Pérez en el Ferrocarril Central Argentino. 

One. en consecuencia, Múllanse compro hados los requisitos 
exigidos por el ari. 20, inciso 1" de la ley 10.650. fiara que co- 
rresjionda la jubilación por invalidez. 

Oue de acuerdo con lo dispuesto en el art. SU de la ley ci- 
tada y habiendo justificado los -«dres del causante con la in- 
formación sumaria corriente a fs. 19 hallarse en las condiciones 
requerida* en el inciso 4 V del art. 39, procede acordarles la pen- 
sil m cnrresjxmdiente a la jubilación por invalidez de su hijo, 
Fallos de este tribunal en los casos Frnestn Caiine, 21 de Octu- 
bre de 1925; Carmelo Mayorca. 9 de Junio de 1928; Rosalía A. 
de Rodríguez. 24 fie Septiembre de 1920, y otros. 

Por estas consideraciones se revoca la resolución apelada y 
se acuerda a Francisco Pérez y Mercedes Rodríguez Yila de Pé- 
rez la pensión emergente de la jubilación por invalidez de José 
Pérez, debiendo la Caja practicar la liquidación de la misma con 
arreglo a la ley. Devuélvanse sin más trámite, — Marcelino Es- 
aihiiln. fi. . í. XttCítr Anchorcna, — J. V. Luna. 

FALLO PE l-A CORTE* SUPREMA <n 

Boeno* Áfáét, Jul». 15 d* 1929. 

Y Vistos: 

Coiisiderando ; 

Que tti nulos ha sido puesta en tela de juicio la interpreta- 
ción de vario-, artículos de la ley 10.650 y especialmente el 20, 
meiso 1". y dicha interpretación ha sido contraria a los derechos 
invocados por la Caja Nacional de Jubilaciones y Pensiones de 
Empleados Ferroviarios, bajo el punto de vista de los interer.es 
«pie leprest iUa, y de acuerdo con la jurisprudencia de esta Cor- 
te en numerosos casas análogos debe resolverse que está bien 
concedido el recurso extraordinario. 
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Que en cuanto al fondo del asunto, procede tener en cuenta 
que el art. 38 de la ley 10.650. declara que en los casos en que 
con arreglo a dicha ley haya derecho a gozar de jubilación y 
ocurra el fallecimiento del empleado u obrero, tendrán derecho 
a pedir pensión las personas que en él se enumeran. 

Que este precepto no admite excepciones no derivadas de la 
ley misma ni interpretaciones que destruyan su letra y aún mi 
espíritu, como seria la que sustenta la resolución de la Caja pri- 
vando el derecho de |x>nstón a los deudos beneficiados del em~ 
picado fallecido bajo el amparo del art. 30, inciso 1" a quien, 
como es natural, no le es aplicable la exigencia del art. 21. 

Que el derecho a jubilación por invalidez del empleado que 
fuera declarado física o intelectual mente imposibilitado después 
de cinco años de servicios, pasa a sus deudos, en concepto de 
pensión proporcional, por el imperio de la ley, en la disposición 
citada, y su fuerza obligatoria, en relación a la Caja, no puede 
desconocerse a pretexto de la corruptela que puede sobrevenir 
en su aplicación, óbice que sólo puede subsanarse con la enmienda 
necesaria a la legislación respectiva. 

Que la cuestión de saber si el empleado José Pérez se inu- 
tilizó durante el desempeño de su cargo, constituye una situa- 
ción de hecho tomada en consideración pir la Cámara v que n<> 
está por tal circunstancia sujeta a la revisión de esta Corte, en 
el recurso extraordinario concedido. 

Por estos fundamentos, oído el señor Procurador dineral, 
se confirma la sentencia ajelada en la parte que ha podido ser 
materia de la apelación. Xotifiquese y devuélvanse los autos. 

A, Bekmejq. — J, Fiul-eküa Ai.- 

COKTA. — KoBEKTO RePETTO. — 

R. Grmo Lavalle. — Antonio 
Sauahna. 

1 1 ) Con fdcha diez y siete de Julio la Corte Suprema dictó idéntica 
resolución i-n d juicio seguido IK , r doit Manuel Andrés UariUri, mi mi 
cisión, contra la Caja Nacional de Jubilaciones y J 'elisiones de Emplea* 
dos Ferroviarios, por la misma causa. 
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Don Marcelo AUenxandi contra Juan Manuel Marinee y otros, 
hre usurpación de patente de itwcneián. 

Sumario : l g Es improcedente el recurso de revisión previsto por 
el artículo 551 del Código de Procedimientos en lo Crimi- 
nal, fundado en que el tribunal de apelación ha dictado sen- 
tencia imponiendo multas cuando ya se encontraba pros- 
cripta la acción penal y en estas condiciones es evidente su 
improcedencia. 

2» No procede el recurso extraordinario del art. 14, ley 
4S, contra una sentencia dictada en un juíciu subre ususrpa 
ción de patente de invención, en que la única cuestión deba- 
tida ha sido la de saber si la mezcla inventada por el que- 
rellante constituía o no un producto industrial nuevo sus 
ceptiblc de caer bajo la protección acordada por el art. .i'' 
de la lev 111, esto r>, vina mera cuestión de hecho y técnica. 

Caso: Lo explica et siguiente; 
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Diicmis Aires, Julio 17 de t^2V. 

Y Vistos: 

Considerando : 

Que el recurro de revisión contra la sentencia pronunciada 
por la Cámara Federal de La Plata se ha fundado por el recu- 
rrente en lo dispuesto por los arts. IR y 4 de la ley 4055 y 551 
del Código de Procedimientos en lo Criminal y ha sido denegado 
por aquel tribunal. 

Que ninguno de los incisos del art. 551 del código citado 
enumera como causal susceptible de engendrar tal recurso el he- 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 



63 



cho invocado de que la Cámara haya dictado la sentencia impo- 
niendo multas cuando ya se encontraba prescripta la acción pe- 
nal y en estas condiciones es evidente su improcedencia. 

Por ello de conformidad con lo dictaminado por el señor 
Procurador General, se confirma el auU; de fs. 151 en la parte 
que deniega el susodicho recurso. 

Y considerando en cuanto al recurso extraordinario : 

Que la sentencia de 1* Instancia ha sentado la siguiente 
conclusión : "que. en consecuencia, no siendo la mezcla patentada 
por el señor Allemandi "un nueve producto industrial" ni "una 
nueva aplicación de medios conocidos" ni "un invento", en el 
sentido de estos conceptos cu la ley de patentes de invención, la 
doctrina y la jurisprudencia, el titulo respectivo en que se funda 
la querella cartee de eficacia i*ara deducir acción criminal con- 
tra los que exploten el producto patentado, debiendo rechazarse 
esta y anularse la patente concedida ..." 

Que, a su turno, la sentencia de ta Cámara Federal de La 
Plata revticando la anterior, ha expresado lo siguiente: "la prue- 
Ita de autos demuestra que tal producto es nuevo desde que no 
existe otra patente análoga acordada con anterioridad ni se cono- 
ce en el mercado otro que el del querellante y, últimamente, el 
que los querellados fabrican y ha motivado este juicio. Puede con- 
cluirse, por lo tanto, que la patente objetada como nula en de- 
fensa de la acusación deducida, es perfectamente válida porque 
proteje un nuevo producto industria! comprendido en el artículo 
primero de la ley de patentes." 

Que estas rran se ripc iones que reducen a términos concretos 
toda la substancia del pleito de acuerdo con lo alegado |>or las 
partes, muestran bien claramente que sólo se ha debatido en el la 
cuestión de saber si la mezcla inventada por el querellante cons- 
tituía o no un producto industrial nuevo susceptible de caer bajo 
la protección acordada por el art, 3 de la ley 111. esto es, una 
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me ni cuestión de hecho y técnica excluida del recurso extraordi- 
nario de puro derecho federal por el art. 14 de la ley 48. 

Hn mérito «le estas consideraciones y reproduciendo los fun- 
damentos de la sentencia dictada por el Tribuna! cu el juicio 
Juan S. Cnhella contra Juan Mantero y otros sobre usurpación 
ile patente de invención, nido el señor Procurador (¡eneral. se 
declara nial concedido el recurso, Notifii|uese y devuélvase, rr- 
t«m ¡endose el papel en el juzgado de origen, 

A. Bermejo. — J. Fícueroa Al- 
corta. ~- Robkkjo Kkpktto. 



Ihnut Mtiría juiuui Stn-tHo v t 'itíomi de .tífano ettitíra h f'ro- 
tñiteiü de Buenos Aires, por- cobro de pesos; sobre revoca- 
toria de un titilo. 

Sumario: l* Corresponde a la Corte Suprema por expresa dispo- 
sición constitucional, conocer originariamente de las de- 
mandas entre una provincia y sus propios vecinos cuando 
ésta* versen sobre puntos regidos por la Constitución Na- 
cional y por la* leyes del Congreso; a diferencia de lo que 
sucede cuando se trata de demandas entre las mismas liar- 
tes, regirlas por el derecho común, de las cuales no conoce 
originariamente sino i*>r apelación, según la* reglas «le ex- 
cepción que prescribe el Congreso. 

J" Corresponde a la justicia local la decisión de las cau- 
sas míe versen -obre aplicación de leves dictadas por una 
provincia en uso de sus facultades propias. 

i 

Caso: l.o explica el siguiente: 
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Buenos Aires, Julio 17 de 1929. 

Autos y Vistos: El pedido de revocatoria deducido por el 
representante de doña María Juana Savino y Dccona de Alfano 
en demanda interpuesta contra la Provincia de Buenos Aires, y 

Considerando : 

Que de acuerdo a lo solicitado en el escrito de demanda 
y lo que resulta fie los testimonios agregados, lo cjue se pretende 
en las presentes actuaciones es el cobro de una suma de dinero 
que, según se dice, ta Provincia de Buenos Aires adeuda a la 
señora Alfano (vecina de dicha provincial en concepto de la ex- 
propiación de un campo de su propiedad efectuada por el Poder 
Ejecutivo de la Provincia demandada en el año 1909, en cum- 
plimiento de una ley local que autorízala la referida expropia- 
ción para la construcción del Ferrocarril de 1.a Plata a Meri- 
diano V. 

Que corresponde a la C orte Suprema por expresa disposi- 
ción constitucional conocer originariamente de las demandas en- 
tre una provincia y sus propios vecinos cuando éstas versen so- 
bre puntos regidos |Hjr la Constitución Nacional y por las leyes 
del Congreso; a diferencia de lo que sucede cuando se trata de 
drmandas entre las mismas partes regidas por el derecho común, 
de las cuales no conoce originariamente sino por apelación, se- 
gún las reglas de excepción que prescrífic el Congreso. (Fallos: 
tomo 97. pág. 177, entre otros). 

Que de acuerdo a lo resuelto por este tribunal en casos aná- 
logos* corresponde a la justicia local la decisión de las causas 
que versen sobre la aplicación de leyes dictadas por una provin- 
cia en uso de facultades propias, doctrina del fallo, tomo 108, 
pág, .197 y tomo 111, pág. SS. 
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Qué en ti caso citado en el pedido de revocatoria, si bien 
el actor se avecindaba en la provincia que demandaba, la deman- 
da perseguía, la devolución (fe mu suma de dinero pagada a ta 
provincia por disposiciones de una ley local, cuya inconstitucio- 
nalidad se pedía por contrariar preceptos consagrados en la Cons- 
titución Nacional, lo que no ocurre en la especie siib lite. 

En su mérito se declara improcedente la revocatoria soli- 
citada, 

A. Bermejo. — j\ FtcuEROA Al- 
corta. — Roberto Repetto, — 
R. Guido La valle. — Antonio 
Saimkna. 

Nota; — Sv petlia revocatoria dd aiit" c|iic ordenaba se acreditara 
previamente la jurisdicción originaria de la Corte Suprema. 



i>oña Alicia Laryuia de Dari contra don i itlio Ihiri. sobre di- 
vorcio. Contienda de competencia. 

Sumario : I-' 1-11 conocimiento de \im demanda de divorcio co- 
rres] H»nde al juez del domicilio de Ins cónyuges (Código Ci- 
vil, articulo 261 ). 

2* Las disposiciones del Código Civil, según las cuales la 
mujer tiene el domicilio del marido y éste puede cambiar su 
domicilio de un lugar a otro, no pueden interpretarse con 
un criterio de latitud extrema que permita a éste ejercitar 
esje derecho a SU arbitrio, hasta impedir o menoscabar el co- 
rrelativo de la mujer para deducir contra el marido una ac- 
ción personal ante el juez del domicilio conyugal al tiempo 
dr la ínter posición de la demanda. 

Cajo: Lo explican las piezas siguientes: 
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DICTA H EN DEL PROCIRADGR CE N ERAL 

Buenos Aires, julio 6 de 1929. 

Suprema Oírte: 

l>ma Muría Alicia Larguía de Dar i, entabló contra su es- 
jkiso TulJio Dari juicio de divorcio ante el Juzgado de j* ins- 
tancia en lo Civil y Comercial del Rosario de Santa Fe, y solici- 
tó qucxlicha demanda fuera notificada al referido esposo en su 
residencin actual de la ciudad de Buenos Aires. 

Practicada esta diligencia, el demandado requirió del juez de 
primera instancia en lo Civil de la Capital de la Nación, promo- 
viera al del Rosario contienda de competencia por inhibitoria, a 
fin de que este último se se j arase del conocimiento de la causa 
en razón de corrcsjionder al juez de su domicilio, o sea el de la 
Capital Federal, intervenir en la misma. 

Entablada la inhibitoria y substanciado el respectivo inci- 
dente, ambos magistrados han mantenido su jurisdicción para en- 
tender en la demanda, planteándose así ta contienda de compe- 
tencia que a V*. % corresponde dirimir de acuerdo a lo dis- 
puesto en el art. 9* de la ley 4055. 

En los expedientes remitido!) la prueba producida es defi- 
ciente para acreditar cuál fué el último domicilio conyugal, ante- 
rior al abandono del hogar que se imputa al marido. 

En el expediente tramitado en la Capital de la Nación se ha 
acreditado en esta Capital dicho domicilio, con prueba testimo- 
nial y documentada, peto con relación a una época anterior a !a 
de la interposición de la demanda y a la fecha del airando referido. 

En cambio, las declaraciones ante el Juez de Rosario coinci- 
den en que los esposos Larguía-Dari y sus hijos vivían última- 
mente en la ciudad del Rosario, juntos con los padres de la acto- 
ra, sindo en cuya ciudad donde el señor Dari desempeñaba sus 
actividades comerciales. 
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J-u expuesto me induce a afirmar dé acuerdo con lo dis- 
puesto p >r el art. 261 tlel Código Civil y apoyado en la doctrinal 
do V". E. ( 152:342) ¡ue el Juez del Rosario es el competente pa- 
ra conocer etl la presente cansí de divorcio, toda vez que e> el juez 
del úlüiiiit domicilio de los cónyuges [«ir haber é>tos rendido 
allí y atender el marido sus negocios en la misma ciudad. 

Poco importa a tal fin el nuevo domicilio que éste haya in- 
tentado posteriormente crearse, ya que dicha circunstancia, por 
razones de elemental sentido jurídico, como lo ha dicho V. E. en 
el fallo citado, iiu podrá anular el derecho de la aetora para de- 
ducir contra el marido una acción personal ante el juez det clo- 
m ¡cilio conyugal al tiempo de la interposición de la demanda. 

Por lo expuesto, soy de opinión que corresponde dirimir la 
presente contienda en favor de la competencia del Juez del Rn- 

s&nc». 

florado A\ ¡.amia. 



TALLO OK LA CORTE SUPREM A 

Buenos Aires, Juliu 19 de 

Autos y Vistos: 

Los de contienda de competencia |)or inhibitoria trabada en- 
tre un juez de 1* instancia en lo Civil de esta Capital y otro de 
Igual clase de ta ciudad de Rosario de Santa Fe, para conocer en 
el juicio de divorcio promovido por doña María Alicia Larguia 
de Dari contra su esposo don Tul lio Dari. 

Y Considerando: 

«Jiie es de precepto ¡e^al expreso que el conocimiento de 
una demanda de divorcie» compete al juez del domicilio de los 
cónyuges (Código Civil, art. 261). y en consecuencia, corres- 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 



71 



punde determinar en la presente enmienda si el domicilio ora- 
yiiíifd está radicado en esta Capital o en la ciudad de Rosario, 
a los efectos de la acción entablada. 

Que, como se observa en el dictamen de ís. 05, expediente 
de la Capital, la pruclxt aqui rendida acredita en esta cittdad el 
domicilio de que se trata, peno referido a una época anterior a la 
del abandono del hogar por el demandado y a la fecha de Ínter- 
iMisiciúu de la demanda: en tanto que se desprende en forma ca- 
tegórica; por los antecedentes y testimonios acreditados por la 
parte aetora. que en diclias circunstancias los cónyuges y sus hi- 
jos vivían con el padre de la señora Larguia de Dar i. don Lo- 
renzo 1-irguia, en la ciudad de Rosario, donde el demandado 
ejercía el comerciu y lo ejerce aún y está actualmente radicado. 
>cgún lo afirman los testigos Sr. Somuza y Dru*. Cuitan y Caf- 
£ érala (fs. 25 a 27 vta., expediente del juzgado Civil y Comer- 
cial de Rosario). 

Que fie estos factores de prueba aparece concluyeme el he- 
cho de que la radicación domiciliaria real de los cónyuges a la 
fecha de la demanda, es en la ciudad de Rosario; y ante el su- 
puesto de que el demandado se hubiese postaridnriente domici- 
liado en esta Capital, cabe aplicar al sub judia* las consideracio- 
nes que expresa un fallo de esta Corte en un caso análogo al pre- 
sente, esto es, que si bien es exacto que la mujer tiene el domi- 
cilio del marido y que éste puede cambiar su domicilio de un lu- 
gar a otro (Cód. Civil, art. 90¿ inc. 9^ y art. 97), no es menos 
cierto que las disposiciones citadas no pueden interpretarse con 
un criterio de latitud extrema que permita at titular del derecho 
ejercitarlo a su arbitrio basta impedir o menoscabar el ejercicio 
de derechos correlativos, como es el de la mujer en casos como 
el de autos, para < [educir contra el marido una acción personal 
aute el juez del domicilio conyugal al tiempo de la interposición 
cíe la demanda. Si prosperara en el sub judia* la tesis de la inhi- 
bitoria, bastaría al marido para anular el derecho de !a acto ra. 
cambiar de residencia cada vez que fuese demandado por acción 
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de divorcio. Lo que es inadmisible por consideraciones de elemen- 
tal sentido jurídico, (Fallos: tomo 151, pág. 342), 

En su mérito, demostrado como está en autos que el domi- 
cilio conyugal estala constituido en Rosario de Santa Fe al de- 
ducirse la acción de divorcio de que se trata, y de acuerdo con lo 
dictaminado por el señor Procurador General, se declara que 
el juez competente jiara conocer en esta causa es el de 1* ins- 
tancia en lo Civil y Comercial de Rosario, a quien, en conse- 
cuencia, se remitirán los autos, avisándose al Juez de Ja Capital 
en ¡a furnia de estilo. Repóngase el papel 

A. Bermejo. — J. Figueroa Al- 
torta. — R. Guido Lavalle. — 
Antonio Sagarna. 



Fisco AWirHNf/ contra don Xorberto Enrique Fernández, sobre 
cobro de pesos. 

Su nutrió : 1.a expulsión de un alumno de la Escuela Naval Mili- 
tar por causa imputada, hace procedente el cumplimiento de 
¡a cláusula del contrato respectivo de abonar al Tesoro Na- 
cional "la suma que invierte en la educación del aprendiz 
en el raso de abandonar sin causa justificada el servicio an- 
tes del término del contrato." 

Cliso; Lo explican las piezas siguientes: 
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SENTENCIA DEL JUEZ FEDERAL 

Buenos Aires. Julio ¿U dt* 1928, 

Y Vistos: los promovido por el Fisco Xaeiomd contra Xor- 
berto F. Fernández, sobro col tro de [tesos. 

Y Considerando: 

1 ' Oue el Fisco deduce su acción fie ís. 11 contra el deman- 
dado jior si y en su carácter de representante legal de su hijo Ju- 
lio César, fundándose en que éste entró a la Escuela de Mecá- 
nicos de la Armada en Marzo l v de 1**1 Z y salió de baja de la 
Hscuela Xa val Militar el 22 de Febrero de 1923 y en virtud de 
lo míe >e desprende del contrato corriente a ís, (* y 7. liquidación 
de ís. 5 y lo dispuesto en el art. 1 107 de! C. Civil, solícita se 
condene ni demandado al pago de la cantidad de seis mil setecien- 
tos sesenta y nueve pesos con cincuenta ventavos moneda nacio- 
nal en concepto de indemnización de los gastos hechos por el Es- 
ta* lo con motivo de la permanencia del referido aspirante Fer- 
nández en ambas escuelas. Pide intereses y costas. 

Contesta la demanda Xorberto E. Fernández a fs, 27. ne- 
gando eme su hijo haya sido dado de.liaja por mala conducta y 
que por tal causa deba indemnizarse al Fisco la suma que se re- 
clama. Señala que en el contrato de fs. o no aparece la firma de 
su hijo y por consiguiente no se le puede obligar a cumplir la 
obligación de servir tres años en la Armada, a contar desde el 
egreso de la locuela de Mecánicos, admitiendo que a jiesar de 
ello, tal obligación estaña cumplida desde el momento que la Na- 
ción lo despidió, renunciando así a beneficiarse con los susodi- 
chos servicios del aspirante. 

Insiste en que no hulx> el ai ando no previsto en el contrato 
de fs. 6. sino que pasó el aspirante de la Escuela de Mecánicos 
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a la Xa val, y que, por otra parte, fué dado dr taja más de tres 
años después fie halicr presado de la primera citada, Pondera la 
excelente aplicación y conducta de su hijo, niega fl derecho del 
Pisco para demandar y hace presente que su hijo fué dado de 
baja SÍetldo mayor de edad, jior lo (pie ha cesado su represe-ma- 
rión tasada en la patria potestad. 

'Fermina solicitando se rechace la demanda con costas. 

2" Que reducido el asunto a sus verdaderas proporciones, se 
observa en autos que los instrumentos de fs. 6 y 7 se comple- 
mentan con los de fs. 61 y 5, de los que surge sin lunar a duda 
que ¡él demandado >e obligó a abonar al Hma la simia que se in- 
vierta en la educación de su hijo, en el caso de abandonar sin cau- 
sa justificada el servicio antes del termino del contrato, e> decir, 
antes de tres años de egresado de la Escuela de Mecánicos pri- 
mero y Naval después. 

MI contrato no ha podido cumplirse en toda su extensión, 
debido a que el aspirante Fernández, si bien no hizo ahandoiio del 
.servicio sin causa justificada, fué dado de baja por las razones 
que expresa el expedirme reservado 4¿ Pallo? 1 16, año 102$, soli- 
citado a fs. 00 vta. al Ministerio tle Marina y que se aírre£Ó a 
los autos a fs, 72 vía. 

La circunstancia fie haberse dispuesto la baja, a mérito de 
lo que ce ni tiene e>e expediente, hace encuadrar él caso dentro de 
lo dispuesto en rl art. 028 del C. Civil y Mis concordantes 629. 
625:; 505. inc. >, 512, 902, II 93. 1197. 1 198 fiel citado Código. 

En cuanto a la insinuación que formula el demandado a fs. 
JO de haber cesado su representación del menor en el momento 
dr la baja, de lo que parece se quisiera deducir una defensa de 
falta dr vínculo con el Fisco, es el caso de recordar, que en los 
contratos de autos el demandado se obligó personalmente en sit 
carácter de padre del aspirante, rigiendo de consiguiente los 
aris, 275, 110!. 11 03, 1198 y concordantes del Código Civil. 

Y. por último, cabe jxdter de relieve que el demandado nu 
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ha linfa j objeción en cnanto a los rubros que componen ta pla- 
nilía de fs. 5, sino al derecho de redamársele la cantidad a que 
asciende su importe. Art. 86. ley 50. 

Por las consideraciones que preceden, fallo: haciendo lugar 
a la demanda instaurada por el Fiscu Nacional contra Norherto 
E. Fernández, sobre cobro de la cantidad de seis mil setecientos 
sen ta y nueve pesos con cincuenta centavos moneda nacional, que 
deberá alionar el demandado con intereses estilo Banco de la 
Nación, a contar desde la nuti fricación de la demanda. Las cos- 
ts por su orden atenta la naturaleza de la cau**, Notifíijuese, re- 
lióngasc el sellado y oportunamente archívese, previa devolución 
del expediente agregado a fs. 72 vuelta y contrato fie fs. 61 a mi 
precedencia. 

Saúl M. lis cubar. 

SENTENCIA DE LA CÁMARA H-DERAL DE APELACION 

Booms Aires, Mayo 24 de 1'^, 

Vistos estos autos seguidos por el Fisco Nacional contra 
Norberto Enrique Fernández y su hijo Julio G Fernández, so* 
hre cobro de pesos ; y 

Considerando : 

(Jue en la expresión de agravios de fs. 74 se formulan ol>- 
servaciones que atañen a la nulidad de la sentencia sin que se 
haya deducido el recudo fwrttnente. Por ello, y no adoleciendo la 
sentencia recurrida de violación de la forma y solemnidad que las 
leyes presentan ni el procedimiento adolere de vicio alguno de 
Ups que por expresa disposición de derecho anulan las actuacio- 
nes (art. 233, ley 50), se la rechaza, 

Y respecto al fondo del asunto: que don Norherto Enrique 
Fernández, por los documentos de fs. 6. 7 y fil, se obligó a pa- 
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gar los gastos i¡uc se reclaman en estos autos en el caso tic ijiie 
mi hij<> J ulin t esar Fernández hiciera alian* limo del servicio an- 
te- de los tres años de la terminación del contrato, de acuerdo 
con el art. II del reglamento orgánico. 

íjhte está probado en Ins autos agregados 4. ís. llfi. año 
1923, que Julio César Fernández, revistando como atirante de 
ruar tu año de la Escuela Naval, cometió varios hechos indecoro- 
si», de los que hállase convicto y confeso, que exigieron su teja 
inmediata. 

Que esos hechos, más graves que el simple abandono del ser- 
vicio, importan un afinamiento voluntario del servicio, ya que 
el aspirante no pudo pretender ni lo pretendió permanecer un 
instante más en la Kscuela Naval con posterioridad al descuhri- 
ínieiito de su gravísima falta. 

l'ur ello, los fundamento» de !a srutencia apelada, y de 
acuerdo con la petición fiscal, se confirma la sentencia de fs, 76. 
en cuanto condena a ^orlierto Enrique Fernández a pagar la 
Mima de seis mi] setecientos sesenta y nueve pesos con cincuen- 
ta centavos moneda nacional, con sus intereses desde la notifi- 
cación de la demanda, y se la revoca respecto de las costas, las 
que se aplicarán al vencido. Repóngase las fojas en primera ins- 
tancia. — Marcelino liscaimla. — B. A. ¿Vasal* Anchorena, — 
A P, Luna, 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires Julhi 19 de 1929. 

Vistos : 

Considerando : 

(Juc está < leí (idamente comprobado en autos que el deman- 
dado, fiad re del alumno naval Julio César Fernández, se compro- 
metió a aleonar al Tesoro Nacional "la suma que invierta en la 
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i-ducación del aprendiz, e«t el caso de akmdonar sin causa justi- 
ficada el servicio antes del término del contrato" (fs. ó y 7j. 

(Jue está igualmente comprobado ( fs. 44 y sus referen- 
cias), que dicho alumno fué dado de baja de acuerdo con el re- 
glamento de la escuela naval, antes de liabcr cumplido el contra- 
ta de fs. 61, surgiendo, en consecuencia, la obligación contraída 
¡*or el actor, su padre, de acuerdo con lo prescripto en el articulo 
1197 del Código Civil (fs. 7). 

Que si bien Julio César Fernández no abandonó volunta- 
riamente el servicio, su expulsión tuvo lugar por causa que le 
fué imputada y no es admisible admitir en el presente juicio so- 
lí re si aquel la imputación se hizo de acuerdo con los hechos ocu- 
rridos y n>n rl reglamento aplicado, desde que esta aplicación es 
del resorte exclusivo de la autoridad de la escuela y esi>ccialmen- 
le guando se trata do establecimientos militares. 

Que en cuanto al monto de la demanda no se ha desconoci- 
do su importe en la contestación de í¿>. 27, siendo extemporá- 
neo cuanto sobre ello se haya dicho posterior mente, en razón de 
que dichas alegaciones se han producido después de trabada la 
litis. 

IV estos fundamentos y lew de la sentencia apelada de fs. 
92, se la confirma con costas, Notifiquese y devuélvanse, de- 
biendo reponerse el papel ante el juzgado de origen. 

A, Bermejo. — J. Fiqüerqa Al- 
corta, — R. Crino L avalle, — 
Antonio Sagakxa. 
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ScárameUa Hnos, contra la Provincia de Mendoza, por ineotis- 
titudcmatititid de la ky X* 903. 

Sumarió: V* l-a ley dé la Provincia de Mendoza, número 903, es 
incíjfuiiitm-iuiial, sólu i-n la parte, en que destina el 2.40 % 
del tributo ijul' tllu crea al ser vicio de la ley 810, declarada 
violatoria de la Constitución Xaeiunal j>or números»* fallos 
de la C orte Suprema. 

I' Para que una ley piuría mt tachada de expiatoria, es 
necesario que el impuesto <pte ella establece ahsnrva el va- 
W o una parte considerable del valor de la propiedad gra- 
yada e impida al contribuyente al resarcimiento del grava- 
metí tributario, en cuyas condiciones no se halla una con- 
tribución de emergencia que representa menos de un vigé- 
simo del precio medio de la materia ini|)onihle y que el in- 
dustrial recupera del consumidor elevando el precio del 
producto. 

Cusa: L.i explican las piezas siguientes: 
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bueno* Ain-s, Jnli» (SI de l«m 

Y Vistos; los seguidos por los señores Scaraniella Hn»s. 
contra la Provincia de Mendoza, sobre i ucntist i luc» maliciad de la 
ley X" '*í).í y su ri->|Krt¡vu decreto reblan un tarín y rejK-tición de 
impuestos, de los que resulta: 

y tte a ís. I y con el instrumento de poder que se acompaña, 
el representante de los actores demanda a la Provincia de Men- 
doza por devolución de la suma de Vinco mil seiscientos ochenta 
y nueve pesos con veintinueve centavos nacionales", payados ha- 
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jo protesta en concepto del impuesto creado por la ley loca] nú- 
mero 903, contribución tic emergencia de cincuenta centava por 
quintal métrico de uva que se cosechara en la provincia durante 
el año 192/, destinándose una parte del producido de dicho im- 
puesto al servicin de las ol «ligaciones emergentes de la ley nú- 
mero KIO. declarada inconstitucional por esta Corte, de tal mane- 
ra que la ley N v 903 al destinar el producido del impuesto al 
servicio de aquella ley, no hace sino reproducirla y adolece en 
consecuencia de la niisnia afectación de inconstitucional idad, 

One ta lev impugnada X'-' *Hi3, es además, ex|H>lialuria, pir- 
que recayó sobre Ja escasa producción de uva que pudo cose- 
charse después de la helada que destruyó la mayor ivirte de los 
viñedos de la provincia, aumentándose con el nuevo gravamen Jos 
demás que ya pesan sobre el mismo producto. 

( Míe funda la acción deducida en los arts. 14, 16, 28 y 31 
de la Constitución y en la jurisprudencia que cita ele esta Corte, 
y pide en consecuencia que se haga lugar a la demanda, orde- 
nándose la devolución de la suma expresada, con intereses y 
costas. 

Qlie coní crido traslado de la demanda, el representante de 
la provincia de Mendoza la contesta (ís. i£J), expresando, que 
antes de referirse a los argumentos en que los actores fundan la 
impugnación de inconstitucional idad de la ley 903, cree necesa- 
rio relacionar algunos antecedentes sobre el origen de dicha ley. 
y a tal propósito expone que, en efecto, como lo afirman los 
actores, la gran helada del mes de Noviembre de 1926 fué de- 
sastrosa i>ara todos los cultivos de la provincia demandada y es- 
pecialmente jiara las viñas, pero no importó la ruina ni mucho 
menos, para los bodegueros y viñateros, pues el mismo día del 
desastre el precio del vino pasó en las transacciones locales de 
22 a 32 centavos el litro, de manera que algunas bodegas, que 
cita, con stocks de 60 y de 90 mil bordalesas, aumentaron en un 
dia su capital, por el arte mágico del fenómeno atmosférico, en 
1.200.000 y 1.K00 ÍXK) pesos, y junto con el aumento de precio 
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cid vino, subió también el de la uva hasta el doble con relación 
al precio del año anterior, alcanzando un término medio de veinte 
pesos el quintal. 

Que en estas cont liciones, para muchos viñateros el sinistro 
resultó un gran negocio, la mayaría tío perdió nada y si bien al- 
gunos sufrieron perjuicios, raí realidad los verdaderos perjudi- 
cados fueron dos: vi consumidor y el Fisco, disminuyendo la 
rema de este último en un cincuenta ]ior ciento por lu menos, lo 
que significaba l;i imposibilidad de atender los gastos de la admi- 
niütracón y, |ior consiguiente, dejar a la provincia sin gobierno, 
>iu jueces. s|n legisladores, sin escuelas, etc., pues todo eso se 
cuntía en aquel Estado con los recursos que vienen de la tierra, 
«le la viña, del vino, y fué én esas extremas circunstancias y obe- 
deciendo a una necesidad imperiosa, ipie el gobierno y la legis- 
latura de Mendo/a ejercitaron el derecho de arbitrar los recur- 
sos indispensables por medio de un impuesto adicional y de 
emergencia, limitado en >u duración a un año. 

Que sosteniéndose jwir la demanda que la ley 903 es incons- 
titucional porque lo es la X v 81 que la primera reproduce al 
destinar una parte de sus fondos al servicio de aquélla, se hace 
untar que. la ley impugnada y su decreto reglamentario destinan 
al objeto indicado solo el 2.40 r /í del producido del impuesto, 
proporción tan mínima que indica que ello no ha importado ja- 
más la ¡dea de hacer revivir la ley Kl<>. que no existe cu realidad, 
s¡i iu subí solventar el déficit que queda de ta aplicación de la 
misma. 

Que tampoco c» expiatoria la ley impugnada, como se pre- 
tende en la demanda, pues el caso de los actores, y con lo* datos 
que ellos misinos consignan en el juicio que siguen sobre incous- 
titUCÍonaJidad de las leyes ríe Mendoza números 810 y 758, de- 
ninc-tra que ScaranieUa linos, cosecharon después de la helada 
algó más de la inilad de la producción norma! de sus viñedos, 
y COirtO el precio de plu/a fué mas del doble que el de los años 
anteriores, resulta evidente que se obtuvo como precio I" sufi- 
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cíente para compensar con ventaja la perdida j.nr déficit en la 
cantidad. 

Que de l<> e'x¡nie»io resulta la pritfgdtméia o -dm inusual Hi- 
la ley X" 003 y s lt ilirrt t.i reglamentario X" ?'»h y en consecuen- 
cia pide él rechazo de la demanda con costas, 

gtte abíerm la causa a prurito (fe, J_» vta.) y producida (a 
que espresa el emífieado ¡le h, 34; se presentó por hits actores 
el afecta «Ir fs, .ir* y agregando el dictamen del señor Evocara- 
dor General, se llamó autos para definitiva (fs. 42 j , 

Y Considerando : 

Qlic Imv antecedentes dé hecho ipjé se ínvcjcati ni la detrjan? 
da batí sido delifdaineiue demostrados, dejando estableado ta 
prueha dé autos que la Provincia .Ir Aleudo/a pereijttó por con- 
cepto de la coiurilwcióu impugnada to. suma que se demanda, v 
que esta fué (logada |tfir los actores bajo pn tiesta y expresa re- 
serva de derechos a n ría mar su devolución, por considerar la 
ley impositiva aplicada atentatoria a expresas garantías tíé la 

( bnstttuéíoil Xacfoiia], 

Qtie el reparo de iliáinstitudottaljdad opuesto por los autores a 
la ley X" 903 y .,i dectetn reglamentario X" 590, se finida en 
dos i.liMTvaetunes de dístiiU den, a saber*.: a) en que el pro- 
ducido del ííttpuésto se ha destinado, mire otros, al servicio de 
la ley X-' 810 ya declarada ¡ncousiiludoiial por >cnteucia de es- 
ta Corte; Id en rute díclip impuesto es expofiátoríu por razón 
de la> drcunslátieias en que fué creado, 

Que Ií> \ty impugnada y su ii^luuieniaeióu versan sobre dos 
impuestos adicionales y de emergencia, de régimen limitado al 
ano l'L'7 . fie dits cenia % \ litro de víim, rm comprendido en es- 
la litis, y de cincuenta centavos :d i puntal métriétj tfe uva, a|>lir 
candóse el piíoíliicitíü de e>to^ impuesto* en primer término. con 
afectación y privilegio especial, al servicio de intirreses y anu.ni- 
zacíón de los títulos autorizados por la ley X'-' 886, destinámioie 
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el remunero' a cuhrir ht> déíieii> calculados Mihre los recursos 
necesarios \Ktr.i al ende r !<'- gastos de administración del año 
]'*27 v ;t servido dé las leyes especiales números slü y s.54 du- 
rante el mismo año. La proporción en que dicho prq&tdda se 
distribuiría, asigna para la atención de ta ley S10 el 2.40 f /r (ley 
903, arts. 1" v 2": kteereto 590, ari.T'Y 

Que según M- advierte^ de los antecedentes relacionados, es 
l'-.r/osH deducir que ta primera objeción hii'ha a la ley en litigio 
no la alcanza en realidad sino en la |iroiHire¡ón limitada en que 
el producido dtel impuesto se ha destinado al servicio de la ley 
$10, toda vez que ^ h *r tal concepto solo esa parte del tributo se 
emplea con «ii objeto <| iie it< * es el de cintrar gastos de adiiunis* 
nación, o en inversiones y pagos de otra especie, que nú apare- 
cen objetados m esta can-a. SÍp es pues dudoso que del iiupues- 
tu de que se «rata, el J.44 1 % destinado al servicio de la lev X" SKI 
está comprendido en la tacha de ¡neonstitueionalidad de qüé c- 
ta adolece, puesto que íe han s>«l«» asignadas las mismas finalida- 
des; pero es igualmente indudable qtie no corresponde la misma 
afectación al resto del producido, destinado cuino está a oíros 
objetos, para cubrir gastos originados por determinadas exigen- 
cias de la administración pública, y respecto de los cuales no se 
ha liech<« ni podido hacerse eri el caso, cpma queda establecido] la 
observación relativa al destino n objeto determinante del im- 
puesto de referenda. Nada obsta, por lo demás, a la solución a 
ipii- conducen las precedentes consideraciones, pites no sería ajus- 
tada a la verdad y la justicia la declaratoria de invalide/, coüstt- 
tudottal en todas -us panes, de una h-y aíeciada sólo en atenúa 
de -u- cláusulas, si ésta, cotrio en el suh jitdfce, puede juzgarse 
aisladamente, con indi pendencia de las demás, tal cuino ha ocu- 
rrido en numerosos casoS que registra, la jurisprudencia de esla 
i'..rtt\ entre otTos, »l fallo del tome) lv, pág. 212 y los allí 
citad" ta. 

< tile argüida ile e\p«»1iaioria la ley que se controvierte! >' 
derivada esta impugnación de las circunstancias en que fué san- 
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einnad» el impuesto de que se tratan procede examinar y decidir 
e| punto refiriéndolo al debate de autos, del' que no resultan de- 
mostrados en forma alguna los caracteres del despojo con Ín¡- 
quidail y violencia que se atribuye a la imjHisieión aludida; y 
aún atenuando el (Concepto, en la hi|iótcsis de que se ha enten- 
dido asignarle solamente la calidad de confiscaturia, esa califi- 
cación seria asimismo infundada. 

Mu 1" relalivn a lus antecedentes circunstanciales que pre- 
cedicron a la ley en litigio y al carácter de emergencia del im- 
puesto creado ]Hir día, no hay enmienda de partes: se coincide 
en (pie una gran helada perjudicó considerablemente los viñe- 
dos, disminuyendo en la prn]mreión consiguiente la cosecha, y 
en que el gravamen fiscal se estableció en tales circunstancias, a 
las (¡ue se refieren los actores pan) atacar dicho gravamen y a 
las tpie se aeoje la parte demandada para justificarlo* 

Que así planteada la cuestión, 110 es ésta susceptible fie so- 
lución satisfactoria apreciando aisladamente las- situaciones en 
litigio, sino juzgándolas en conjunto, en su lógica correlación, y 
en ese sentido 110 es posible desconocer que si bien no pudiera 
considerarse aquél un nif tinento propicio respecto ikl contribu- 
yente para aumentar sus cargas fiscales, las que se arbitraron 
para salvar la consiguiente crisis económica tic la administración 
del Estado, no resultan por su naturaleza, sus términos y carac- 
teres cuantitativos, de pr< i| arciones tales (¡ue puedan tildarse 
con verdad como una expoliación o exacción con f ¡caloría, í'ara 
que esa lacha proceda, el impuesto ha de ahsorver el valor o una 
I jarte considerable del calor de la propiedad gravada, e impedir 
al contribuyente el resarcimiento del gravamen tributario, y tu» 
puede decirse que está en esas condiciones una contribución de 
emergencia que representa menos de un vigésini" del precio me- 
dio de la materia imponible y que el industrial recupera del con- 
sumidor elevando el precio del producto, como ha ocurrido en el 
cuso de antas. 

Por estos fundamentos, y oído el señor Procurador Ge- 
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m-ral, rio >e lince lugar a la acción deducida. >¡tui en lo que se 
refiere al J.40 $ de la Mima que se den unida y fgfre de acuerdo 
Cdn la ley N" l H'K? y su decreto re¡Jaini-uiario 5**0 se ha den- 
tinado para la atención de la U-y SU). del tiendo, en consecuencia. 
í:t Provincia de Mendoza, áevplver a los actores en d término 
de diez días, ta parte correspondióme del re f cride i impuesto, »i i 
intereses a t,'>tilt» de los n,iif colira el I lauco de la Nación, com- 
putados di-^de la notificación de la demanda. Las COStas t*»r su 
orden, atenta la naturaleza dr \;i> cueMiones debatidas y |Mir no 
haber prosperado la demanda en todas mi-* partes. Nóttfiquesc y 
repuesto el papel, afrefóívese, 

A. Bermejo. — J. Fim mw* \r- 

eoBTA, — R, GUIDO LaVaUÜL — 
A X TOMO SaUAKNA. 



Señorea Tarrada y Koopmamt, apciaudo tL- mw rísohteión de 

. hftulttu. 

Sumario; 1.a resolución dd Administrador de Aduana negando 
m- n aceptar la rectificación hecha a un maniíiésto sobre 
mercaderías transportadas j«ir un vapor, no tiene el carúc- 
i< i* de ptiuitOFÍü íjue menciona el art. U"«.i dt- las Ordenan- 
za^ dr \duaua jiara dar lu^ar ;d ocurso ante H Ju/gado l"c- 
üernl; en coiisecuenciá, no corresponde a la justicia federal 
el tmtocin nenio de un jmcio soltre nulificación de un inani- 
tiesto denegada l«ír la At luana. 

Caso: ÍJp o; plica n las piezas siguientes: 
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Al TCl IÍKL JIT-K KEIH-.KAL 

BhviWs Aires, X'nivmlin- 7 tU- 

Vistos y ConsidenuKlb: 

Que contó se expresa por t i Procurador Fiscal la resol n- 
eión dr fs. 20 vía., soHre ta improcedencia di* un pedido de recti- 
ficación, fiel i|tK' tío se hace derivar expresamente ningún pro- 
nunciamiento fjue se pueda considerar cuino una sanción prual. 

Que siendo a^ y mientras no se dicte resolución en ese sen- 
tid", un procede el recurso ante la justicia federal. 

Qíte, la incompetencia dé la justicia federal debe declararse 
en cualquier estado de la causa., 

I ** t ello se declara incompetente este juzgado para interve- 
nir en la presente causa y vuelvan los autos a la Aduana a sus 
efectos, con costas. Xotifíquese, rc|ióní>ase las fnjas. 

Miguel /,. Jitntm. 



SENTENCIA DE LA CÁMARA PRDKRAl. 1>E APELACIÓN 

Bummm Aiires, Ahil l'> tte I9ÍA 

Vistos y Considerando: 

O uno ln lia declarado este tribunal en el caso de Mae Cal!, 
Aliril 7 de PM'> y otros, la iterativa de la Aduana :il pedido do 
rectificación tiene carácter condenatorio, puesto que en tal hit na- 
ción se alionarían derechos sobre mercaderías no han sido 
inlroiliit'iilas, lo mu- constituye una verdadera sanción compren- 
dida en los preceptos del art. 1063 cJc las ordenanzas, 
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Por rilo, se revoca el autu recurridu de ís. *) ipie declara 
la incompetencia del juzgado |>ara intervenir t u la préseme causa 
y vuelvan éstas actuaciones a primera instancia, a sus efectos. — 
Roiloifo S. ferrep, - ■ híareclitto Escalada, - - />'. J, Xúzur An- 
eliotiiiiti. — J. !'. i. muí. — Jt>sc Marti*. 



UICTAMEN DEL «SOR PROCURADOR GENERAL 

liw-m» Aires, Julio 12 de 1929. 

Suprema Corté; 

IW los fundamentos de ta semencia *le primera instancia y 
consideraciones concordan les s. Venirlas jxtr el Ministerio lis- 
cal en cuanto demuestran que no existe la resolución condénate 
ria dé la Aduana qué puecta motivar el recurso ante la justicia 
federal a ipie se refieren estas actuaciones pido a V. E, revoque 
la sentencia de fs. .Í7 dictada pur ta Cámara Federal de Apela- 
ción de la Capital (te la Nación, declarando incompetente a la 
justicia federal [jara conocer en esta causa, 

¡i onmo A*. lAtnrtu. 
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Hítente Aires, Julio I 1 ) de 1929, 

Y \ ¡stos : 

Considerando: 

Qué ta resolución del Administrador de Aduana negándose 
a aceptar la rectificación hecha |Mir Torrada y Koopinann a su 
iiiamíieMn sobré mercaderías iransjxirtadas por el vapor "lía- 
den". nú licué el carácter de punitorio cpie menciona el art. lt»f>J 
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iltí las ( inlrnanzas de Aduana para dar fjtjgp* al ocurso aitte tí 
Juzgado Federal. 

< lite recién cuantía Eü Aduana haga la concreta aplicación (le 
1.» derechos ;i pagar y demá- sunemnes que ji«^Ue ^ertííüwite, 
M abrirá para lu> ihlWesádos tu oportunidad de intentar In- 
fernedlos legales en defensa de los derechos que crean comfWOi- 
metidos. 

Por ello se revi jen el fallí > recurrido y se confirma el de pri- 
mera instancia. Nulifiques* y devuélvanse. 

A. Bermejo. — J. Figleroa Al- 
corta, — R. Gutoo La valle. — 
Antonio Saoarna. 



Pctcrs Unos, contra d Poder Hjecntko de ta Pnnñmhi de Hue- 
llos Aires. Jnícin contencioso - a<lniinLttraÍ¡ye>- 

Sumario: l? Ia\ ley 3975. de 2*1 de Noviembre de l'JÍM), sobre 
marcas de fábrica, lia sido dictada en virtud de facultades in- 
discutiblemente nacionales (incisos 1J y 16 dél art. 67 de 1n 
Constitución), y su imperio en las provincias no puede ser 
enervado por disposiciones constitucionales, Urales ti regla 
mentarías de carácter local. (Art. 31 de la Constitución N t 
cional). 

2" Las provincias en ejercicio del poder de policía que h 
Corte Suprema ha reconocido invariablemente (Fallos: t.. 
mo 154. pág. 6). pueden dictar leyes y reglamentos prihi 
bitivos de la fabricación y venta de cicrtns artículos pof 
considerarlos contrarios a la salud, moralidad, etc.. pero no 
puede prohibir marcas o patentes nacionales que no arrjpa 
ran los productos prohibidos en la provincia, ponpu* así 
violaría normas y limites jurisdiccionales. 
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3» i;i art. U tli-l decreto del Poder Ejecutivo (le ta l'rovin- 
i de Buenos Aires, de 26 de Enero de 1921. que prohihc 
emplear m la designación de |¡os substitutos o equivalentes, 
lI mimbre de la substancia que se susbstituyé, es ineonsti- 
tucionah 

Ciisn : I.n explica» la:* pie/ a- sigttíéritcs: 



Hit T.Wlt'N DEL skÑoh PlCOCURAOOB CÍKNKÍtÁL 

Btícaoí Aires .1 ul i- ■ 17 «le l 1 '-* 1 *. 

Suprema Corte: 

í.:i sociedad I'eiers lluo>.. a favor de la cual el Gobierno de 
!;t Nación, p»r intermedio de la oficina re>|iect¡va de ['átenles 
de Invención y Marcas de Fabrica, de C'oincrcin y Agricultura, 
tiene expedido el título 'le marcas X" f »,5* t * une !;i autoriza pa- 
ra el «so exclusivo de la marca de CQtnewsib "A ¡en j ¡na"» con que 
distingue bebidas en general, im medicinales, alcohólicas a »o, 
alcohol, clase 23, se presentó a inscribir dicho titulo en la ofi- 
cina Química de la Provincia de Hítenos Aires, a los fines de 
la circulación comercial de productos lwajo el nombre referido. 

Dv acuerdo a lo informado jior dicha oficina, el Poder Kjc- 
eniivn de la l'rovincia dictó el decreto ilel 10 de Julio de 1924. 
prohibiendo la inscripción de la marca referida, fundándose lia- 
ra ello en lo que disponen los arts. 11, 12 y 13 del decreto regla- 
mentar in de. Jo de Huero de W21 . i ii" permite el empleo de 
palabra» p ¡«uedan inducir en error a los consumidores, toda vez 
«pie la venta de ajenjo está prohihido en el territorio de la pro- 
vincia. 

Iniciada demanda contencioso administrativa contra la pro- 
vincia para que se declare nulo el decreto respectivo de 10 de J li- 
li, i di I' '24 en ra/ón de que el iiiímiuj vulnera garantías dé ca- 
rácter federal conn- son las invocadas por iVu-rs llims. (un- 
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tfcwli* en ln existencia de un titulo nacional cuya eficacia se des- 
conoce en la provincia y substanciada la causa, lia sidu resucita 
declarándose la valide* del decreto impugnado. 

Dr lo precedentemente rdacionadp se deduce que en la 
causa se lia planteado o |»ort unamente el taso federal a que se re- 
ía re el art. 14 de !a ley 4S, ime acuerda para ante Y, K. el ro- 
eurso e\tranri|itiario de ablación que ha sido deducido pnr la 
parle aetora y acordado i>or la Suprema Corle de la provincia. 

El recurso, pues, es procedente y asi pido a % E. se sirva 
declararlo. 

En cuanto al fundo del misino: 

* 

1.a ley X" .W5 sobre marcas de fábrica, de comercio y de 
agricultura es nacional, rige cu la Capital Federal, provincias y 
territorios nacionales y en tal virtud las autoridades de cada pro- 
vincia están obligadas a conformarse a ella, no obstante cual- 
quier disposición en contrario que contengan las leyes o consti- 
tuciones provinciales (art. M de la Constitución Nacional!. 

Dicha ley ha sido, por otra isirte, dictada \**v el Congreso 
d* la Nación ejercitando facultades que le son propias y (pie le 
acuerda la misma Constitución (art. 67, incisos 16 y 

El ej ere icio de tales poderes y la expedieión de leyes sobre 
esa materia ha quedado Vedado a las provincias por el art. 108 
del citado estatuto constitucional. 

Teniendo la sociedad Peters Hilos, ttn título de marca ex- 
pelido a su favor por la compéleme amurillad nacional que la 
autoriza para el uso de la misma en todo el territorio de la Re- 
pública, es contrario al derecho federal que la ampara cualquier 
ley, decreto o acto gubernativo provincial qne impida o res- 
trinja, como en el caso de autos, el ejercicio de los derechos que 
acuerda dicho titulo. 

Lo contrario importaría introducir una anarquía legislativa 
en materia di- marcas de comercio, cuya reglamentación legal 
debe >er del resorte exclusivo del Gobierno general. 
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Ui expuesto me induce a afirmar que el decreto impugnado, 
t-u la forma que interpreta y aplica en este caso> la reglamenta- 
ción de la inserí] >eión de marea*, de tal trica en la provincia, vul- 
nera fas garantías f «letales preiiiÜí^áflaa y así pido a \ . E. se 
declararlo. 

Momio A'- Lamia, 



\ AL LO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, ¿tijfc 22 <k l''- H >. 

Y V-ístüs: 

Considerando ; 

fj t , c |m> recurrentes, señore> Petéis Unos., cesionarios de 
C;tr1t*s y Alberto Peters^í) titulara dé la marea de comercio 
"Ajenjina" para bebidas en general un medteinnales. alcohóli- 
cas p no. ajcottol cíase 23, por haberlo así resuelto el comisario 
nV I 'átenles de Inunción y Marcas (le Fábrica, tic, conformé a 
la ley nacional 3925 ele 23 de Noviembre de 1900 (fs. 56). 

picha ley ha sido dictada en virtud de facultades indiscu.i- 
1 .láñente nacionales (incisos \2 y 10 del art, 67 de la Constitu- 
ciótu y su impel id en las provincias no puede ser enervado px>r 
disposiciones constitucionales, legales o reglamentarias de carác- 
ter ¡orad íarl. 31 de la Constitución Nacional )», 

Que las provincias, en ejercicio del poder de policía que es- 
i.l Corte ba reconocido invariablemente (Tallos, tomo 154. pa- 
gina 6), pueden dictar leyes y reglamentos prohibitivos de la 
fabricación y venia de ciertos artículos por considerarlos con- 
traria a la salud, moralidad, ele. y. en consecuencia la deman- 
dada pudo prohibir la fabricación y venta dentro de su territo- 
rio del ajenjo y mis deri vados, pero no puede prohibir marcas 
o patentes nacionales que u<» amparan los productos prohibidos 
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en la provincia. parque a¡.i viola las normas y limites jurisdic- 
cionales. 

I «os impedimentos para i (turbar una marca de fábrica o d« 
comercio están fijados cu la misma ley nacional »(arts, 3t% 4" y 
■¡■ K entre t itos no se encuentra la circunstancia de qtte pueda in- 
ilucir en error al comerciante, industria] o consumidor sobre ta 
calidad del articulo mercado, y en consecuencia, las provincias 
no pueden crear a la ley. a titulo de reglamentación, exce^^ues 
o inq>edimentos más graves, anulando los títulos otorgados coii- 
forme a los preceptos de aquélla. 

Que, además, ta palabra "Ajenjo", de que se hace derivar 
la marca "A jen jiña" tío expresa únicamente la bebida alcohóli- 
cas prohibida por ley de la provincia de Buenos Aires, sino que 
originariamente significa una "planta perenne de la familia de 
las compuestas" y no habiéndose demostrado que la ley aludida 
prohiba la plantación, cultivo y tráfico de ese vegetal, aparece 
también, por este concepto, excesiva la interdicción de un nom- 
bre que no se refiere precisa y exclusivamente a la primera. 

Por lo expuesto y los fundamentos del señor Procurador Ge- 
neral se declara que la disposición objetada de la provincia de 
Buenos Aires, en cuanto prohibe el uso de la marca "Ajenjina" 
conforme al título nacional M 66.590. de los señores IVtcrs 
Unos, es inconstitucional y en tal sentido, se revoca el fallo ape- 
lado. Notifiquesc, repóngase el papel y devuélvanse los autos. 

A. Bermejo. — J. Figcekoa Al- 
corta. — R. Griuo I «avalle - 
Antonio Saga k na. 
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I-Al LOS DE LA CURTE SLTRE 11 A 



Jhut Msanml Cu fuño y Cía. contra el Gohicnto Naeiattaí, sobre 
dcvolntión tfc dinero. 

Sumario : Dado que los artículos- 12M. 312 y 352 de tes ®rdé- 
nauzas de Aduana contienen sanciones penates aplicables en 
aquellos distas en ijue me' liante una manií estación falsa o 
npiívoeada pueda perjudicarse la renta aduanera declarán- 
dose mercac lirias de una cantidad o calidad distinta de la 
Une resulta de su verificación, procede la devolución de lo 
pagado bajo protesta en concepto de derechos, en un caso 
tu «pie se ha aplicado y cobrado por una iner cadena une 
resultó no existir. 

Caso: Ijo éxpíicati las piezas siguientes: 



SENTENCIA DEL JCEZ FEDERAL 

Buenos Aires. Agosto 26 t\c l f >27. 

V Vistos: los promovidos por M. t'apurro y Oá. contra la 
Nación sobre devolución de una suma de dinero, 

Y Considerando: 

1* fjue Ja adora manifiesta en su demanda )s. 5; que el 
vapor 'Tlata»*, entrado a este puerto en 23 de Julio de 1924. 
trajo a su consignación tres cajones Z. '/.. Y.. N-' 500 2 que de- 
bían contener tejidos de seda, se^ún pedido de despacho pre- 
seulado a la V luana, resultando contener desperdicios en la ve- 

i ¡til-ación, i hstame lo cual la Adniiuisiraeión Nacional le 

( siglo el pago de los derechos aduaneros correspondientes a la 
mercadería pedida a despacho, cuyo pago realizó la adora bajo 
protesta. Invoca doctrina y antecedentes del poder administra- 
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a&r y solicita se condene a la Nación a devolverle la suma de seis 
mil seiscientos noventa ¡K'sos con diez centavos moneda nacional, 
importe de lo* derechos aduanen is exigidos, con intereses y 
costas. 

Contesta la demanda el señor Procurador Fiscal a fs, 27 y 
sostiene en síntesis que el reclamo lio puede prosperar en pre- 
sencia de lo dispuesto en los arts. 129, 312 y 352 do las Orde- 
nanzas de Aduana y COirio ese reclamo aparece en pugna cotí 
aquello* textos legales, ce >t responde y asi lo pide se rechace con 
costas la demanda. 

2» Que ambas partes están de acuerdo en el pedido de des- 
pacho de la mercadería en cuestión y en el resultado de verifica- 
ción del ijue se desprende su inexistencia en el momento de veri- 
ficarse el despacho y contenido de los cajones de referencia. 

Tal cosa surge, por lo demás, del expediente administrativo 
adjunto 52% G 1924. en el que consta que todo hace pensar en 
que la sustitución del contenido ha ocurrido en el puerto de orí- 
gen de las mercaderías, así como también consta haberse pagado 
la preindicada suma liajo protesta, fojas 9 y II. 

En estas condiciones y teniendo en cuenta lo resuelto en 
caso análogo por el propio Ministerio de Hacienda, según se 
advierte a fojas 36. entiende el suscripto que corresponde apli- 
car en esle caso, los fundamentos de la sentencia pronuncia por 
la t ámara Federal de la Capital en K> de Septiembre de 1926, 
cansa Aduana de la Capital v. Tomás Torrado, "Caceta del Fo- 
ro" N" 3351, a tines de declarar procedente la reclamación for- 
mulada en la demanda de fs. 5. 

A mayor abundamiento, cal* agregar, que son favorables 
a las pretensiones de la actora, los informes de la Aduana de la 
Capital y Contaduría General de la Nación y dietátnen del señor 
Procurador del Tesoro que obran cu el expediente administrati- 
vo agregado. 

Tur las consideraciones (pie preceden, fallo: declarando que 
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la Nación está obligada a devolver a ta acto» M. Capturo >■ Cía. 
la cantidad de sois mil seiscientos noventa pesos con diez centa- 
vos motlena nacional, indebidamente cobraos en concepto de de- 
rechos aduaneros sobre mercader ias inexistentes en el momento 
de verificarse su deSjpacho. Con intereses estilo Banco de la Na- 
ción a contar desdé la notificación de la demanda. Sin costas, 
atenta las modal idades de la cansa. Notifíguese, repóngase el 
sellado y oportunamente archívese el espediente; previa devolu- 
ción de los agregados a su procedencia, 

SmU M. E&itbár* 



SENTENCIA PE LA CÁMARA FEDERAL EN APELACION 

Bueno» Aires, Diciembre 21 de 1**27. 
Vistos y Considerando: 

Qüé lo resuelto i>or este tribunal en la causa de l omas To- 
rrad^ -Septiembre lü de 1926, que cita el señor juez *í quo en el 
fallo recurrido, es de aplicación al presente caso. 

Por ello y sus fundamentos se confirma la sentencia apela- 
da de fojas 51 de este juicio, promovido por M. Capurro y Cia. 
Contra la Nación. sobre devolución de una Minia de dinero. Re- 
pónganse las fojas en primera instancia. — L /'. Luna. — Mar- 
cctuto Escalada, — T. Arias. — H. A: Mm* AncUorcmi. - 
fosé Man- o, 

FALLO DE LA CORTE Sl'PREMA 

Bikinis Aires, Juiio 24 de 1929. 

V Vistos: los presentes autos seguidos por Capurro M. y 
Cía. contra la Nación sobre devolución de una suma de dinero. 
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V Considerando : 



(Juc según ápiíécfi de las constancias ríe autos, la sociedad 
adora pago kij" protestó a la Aduana de la Capital la suma de 
S fi/MUO % en concepto de derechos eurrcspaiulientes a una 
partida de mercadería de seda, según la manifestación hecha jwr 
los importadores no obstante haberse verificado que los envases 
eu que debía venir la mencionada mercadería, contenían "des- 
perdicios de arpillera y I visuras." 

Que reclamada la devolución de la mencionada suma y a pe- 
sar de los informes favorables de la Aduana de la Capital, de 
la Contaduría General fie ta Nación y del Procurador del Te- 
soru, la resolución administrativa fué contraria a los intereses 
de los actores. 

O ue los ans, 129, M2 y 352 de las Ordenanzas de Aduana, 
en que se funda el representante del Fisco al contestar la de- 
manda, contienen sanciones penales aplicables en aquellos casos 
en que mediante una manifestación falsa o equivocada pueda 
perjudicarse la renta aduanera declarándose mercaderías de una 
cantidad u calidad distinta de la que resulta de su verificación, 
lo que no ocurre en la especie sttb /íV. donde se aplican y se co- 
bran derechos por una mercadería que resultó uo existir. 

Por ello y los fundamentos concordantes de la sentencia 
apelada, se la confirma. Xotiíiquesc y devuélvanse, reponiéndose 
el papel en el juzgado de origen. 

A. lÍKHMKJO. — j. 1* lüt'KKOA At.- 
GORTA. — R. Gl'lDO L.VVAU.K. — 

A m omo Saoahna. 
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Don Manuel f *ossc en la queretia $effuKÍa en su contra por iu- 
fraccián a Ar ley 4101. sobre descanso dominical. 

Sumario: V : Debe considerarse definitiva íi los fines del recijrso 
exiraordínariu ítcl art. 14. ley 48» una resolución de un Jhz* 
gado C'«nTia-i'Hin] declarada irreainihle por ta Cámara res- 
ina iva. c(üé exigía v\ depósito previo de la multa ini] mt-sta 
en la sentencia condenatoria por infracción del art. 6 V de 
la ley 4661, impugnado como repugnante a los arts. 16 y 18 
de la Constitución, (Cuestión de procedimiento, pero de 
lal trascendencia, que a jiücüi del procesado k' coartaba la 
defensa cu los términos amplios que las leyes garantizan). 

i" La Constitución lio ha preceptuado, ni en su letra ni 
en su espíritu, la forzosa doble instancia en todos los jui- 
cios por lo fflie la> tefclriccii >uc> parciales o totales o las ]«i>- 
tériores al primer fallo, afectan los principios fundamenta- 
les (me el ari. HiO de la misma y las leyes números 48. 4055 
y otras tratan de tutelar. 

El principio de igualdad consagrado en el art. 10 de 
la Constitución consi>te cu míe no se establezcan excepcio- 
nes o privilegios mu- excluyan a unos de ln que se conceda 
a otros en iguales circunstancias. 

C'tüso: Lo explican las piezas siguientes. 



SENTENCIA DE Jtitit CORREtCIQWAL 

Buenos Aires, Uérm 1J de 

Vista e?ta querella X- 8/<jO. a la cual se encuentran acumu- 
ladas Ia> números 11..ÍSI y 14.036 seguidas por la representa- 
ción del Departamento Nacional del Trabajo contra don Ma- 
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nuel l'ossc. establecido con negocio de almacén en la calle San 
Juan X- .1594, por infracción a la ley 466 i. 

Considerando : 

Qtie las infracciones que se imputan al querellado Manuel 
Posse en los presentes autos se encuentran perfectamente com- 
prolmdas por las denuncias que respectivamente formulan los 
inspectores del Departamento Nacional del Trabajo r Julio M en- 
de* Muñoz, fs. 2; [.¿uidencio A. Giannone, fs. 7, y Adolfo Ar- 
gericli, fs. 20, corrolK>radas las dos primeras por las declaracio- 
nes de tos agentes de policía que intervinieron Carmelo D. Pas- 
cua, fs. 17, y Luis Perce, fs. 18. Que estas denuncias hacen ple- 
na prueba de las infracciones acusadas mientras no se demuestre 
la falsedad de las mismas, lo míe no sucede en el presente caso ; es 
de observar que en esta querella N* 11.381, el mismo querellado 
Posse reconoce bajo su firma la infracción que más tarde ante 
este juzgado niega. A ís, 14 el querellado Posse presentó su 
exposición por escrito, la que contiene su defensa, y pidió se ci- 
tara a declarar a los testigos Antonio Toperino y Santiago Cá- 
mara, los que resistivamente deponen a fs. 15 y 16; i»r estas 
declaraciones no se demuestra en forma alguna lo aseverado en 
las citadas denuncias de los inspectores del Departamento Na- 
cional del Trabajo, siendo estas declaraciones, además, .sospe- 
chosas de, parcialidad. En tales condiciones corresponde resolver 
la presente cuestión en la forma que lo tiene solicitado en la par- 
te querellante. 

Por ello y de acuerdo con el art. 6 V de la ley 4661, fallo: 
condenando a Manuel Posse por infracción a la ley referida» a 
pagar una multa de cien pesos moneda nacional en la causa nu- 
mero 8760, en razón de que cuando se cometió dicha infrac- 
ción, condenándosele igualmente en las querellas N» 11.381 y 
14.636, a pagar doscientos pesos moneda nacional en cada una 
de las querellas, en atención a la reincidencia de que da cuenta 
el certificado de fs. 30, siendo las costas a cargo det querellado, 
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y para el caso dé no oblar las maltas impuestas que en total as- 
' t-icrotett a al suma de quinientos pesos moneda nacional, deberá 
«ttiiptii él arreslo equivalente (fe treinta y siete díá*¿ Consentida 
a ejmttoriada que se* esta resomdon, archívese el expedienté. 
— Amtúuia l\ Obtíijatio. - í\tlte mi : . í. L^ifaym 



AUTO WÜ jt'ÉZ COBW^CeiOXAt 

Buenos Aires, Abril 6 de HB9i 

Disponiendo espresanieflte el art. 6» de la ley 4661 <pie en 
los íatlos i»«r infracciones a dicha ley 4(»<>l, son apelables previ., 
depósito de )a inulta ;< la cual ha sido condenado, no lia titear al 
recurso toterptiesto e intímese ni querellado Manuel Ptose dé 
cumplimiento ;* la resolución de i>- 33. Uaj0 apercibimiento de 
lo a u e hubiere lugar i-r derecho, Antonio V, ObUgado. 
Ame mi iyl, Lamudéym, 



DICTAMEN DEL SEÑuK rROCIRAUOK líESKRAl. 

Buenos Aires. Julio 12 ik- I92& 

Suprema l <«rtc : 

N,. aparece agregado á los autos el recurso e^traordttiirto 
tie apelación que ac dice mterjmesto en la Cántara de Apelaciones 
ni iu Criminal y Correccional de la Capital Federal, para ante 
esta Cor ti- Suprema. 

No olwtaute ello. 1"s antecedente* ai¡TCKados y la propia afir- 
mación del recurrente éorrteaii la impnicedcncia del recurso 
traído a \'. K. 

En efecto* I" qué id qperéllaílo Manuel Posse lia recurrido 
para ante esta Corté Suprema es una resolución de carácter 
procesal; oficio de ís, M>. dictada por la Cámara de Apelaciones» 
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en virtud de la cual se declara bien denegado un recurso, el de 
ís. 41. interpuesto contra una resolución de] señor Jue/. Corrcc- 
cinual. 

Ks >aliido ([lu- resoluciones de tal naturaleza son irrevisi- 
bles por esta Curte Suprema eti el recurso del art. 14 de la ley 4S. 

La resolución definitiva de primera instancia, resulta así 
ejecutoriada y ]wir ello inapelable. 

Ñ »v, pues, de opinión rpie corresponde rio hacer lugar al pré- 
senle recurso «le hecho pir ser extemporáneo. 

Ií tirana A*. Larrcta. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Iíiictiu-, Airi-s, Jtilin 24 i\v l^i 1 '. 

Y Vistos: La queja por denegarlo recurso extraordinario 
t\ut formula don Manuel Pnsse. comerciante de esta Capital, 
condenado por infracciones a la ley del descanso dominical: y 

Considerando: 

Que al pedir revocatoria o apelación en subsidio de la sen- 
tencia del Jnzgadq Correccional. i|tte lo condenaba a la pena de 
multa de (pimientos pesos por ¡legal despacho de bebidas alco- 
hólicas en dia domingo, delito del míe era reincidente, manifesiú, 
cu el otrosí del escrito de fs. 3f>. (pie para el caso de exigirse le 
el depósito previo de la multa que prescrilie el art, fi de la ley 
'KoS. impugnaba dicha cláusula como violan iría «le los arix H» y 
18 de la G institución Xacional míe garanten la igualdad ame 
la ley \ la inviolabilidad.de la defensa en juicio, ex] Hiñiendo \m 
fundamentos de su imputación en términos rpie pueden conside- 
rarse suficientes a los efectos del art. 15 de la ley 48. 

(¿tic habiendo negado el Juez Cnrreeional los n-cursos inter- 
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puestos, prerísapeuíe por no Henar la exigencia del déjwísíto prc- 
viii, materia dé la cfo&eftadón de inw»stit«cÍi«ialMÍaíl ( í>. 38¿ 
Pose recurrió de hecho ante lá Cámara <1<- Ai>etactones en ta 
Criminal y Correccional, la que declaró iinpniccdttltie la queja y 
bien degenadíi 1« »s recursos cíe nulidad y ablación, ís. 46; por 
lo cua!, el procesado se presentó en queja ante esta Cnrti- por 
denegación del recurso extraordiiiario del inciso 3? del an. 14 
de la ley 4& 

En presencia de los antecedentes mencionados, debe consi- 
derarse definitiva la resolución del Juzgado Correccional que exi- 
gía el depósito previo de la multa impuesta en la semencia cofa 
denatoria del mismo, pues su declaración en ambas iiiMaucias. 
«le irrecurriMe. daba carácter de firme a la condena e impidió 
que en la segunda instancia hubiera pronunciamiento sébr* fe 
procedencia o improcedencia del recurso extraordinario. 

Se trata, evidentemente, de una cuestión de procedimiento 
cotno advierte el. señor Procurador ( •eneral. pero de tal trascen* 
dencía, según lo entiende el procesado, que le coarta la defensa 
en los término* amplios que las leyes garantían, pues por una 
fórmula tic trámite, que no depende de su voluntad sitió de sus 
labilidades económicas, se le restringen las posteriores instan- 
cias, creándole, además, una desigualdad irritante con reverto 
a otros procesados que dispongan de bienes. 

En consecuencia, oído el señor Procurador (¡eneral, se de- 
clara que el caso está encuadrado en el inciso ¿" del art. U de 
la ley *bS y pri pedente el recurso. 

\* resolviendo sobre el fondo del asunto : 
<Jue las leyes procesales han consagrado, respecto del re- 
curso de apelación, las formas del efecto suspensivo y del efecto 
devolutivo (arts. 229*. 230, 2X1 del Procedimiento Civil, arts. 
504 505 v 507 del Procedimiento Criminal. Art. 6 y de la ley 
y otos), teniendo en cuenta la garantía de efectividad o conti- 
nuidad, según los casos, de las actuaciones y resoluciones judi- 
ciales, sin acepción o distinción de personas o de bienes. 
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Que es contrario ni orden general de las censas sostener, 
como la bita- el querellado, que el depósito preventivo cíe la re- 
dueida suma de la inulta, cofno recaudo necesario pura reeur ril- 
ante el Superior, importe restricción inconstitucional a mi libre 
«Mensa en juicio, cuando esa smeión punitona le fue impuesta 
en su carácter de propietario (le un ingirió de valor indudable- 
mente superior a esa sanción. Aún en el taso extraordinario de 
carecer de dinero, podría dar bienes en garantía ; y en el supuesto 
extremo de no tenerlos, consumirse en detención o prisión pre- 
ventiva, que invariablemente se lia declarado constitucional. 

(Jue por lo demás, la Constitución no lia preceptuado ni cu 
su letra ni en su espíritu, la forzosa doble instancia en todos los 
juicios, y así, las restricciones parciales o totales a las poste- 
riores al primer fallo, feo que ocurre cu varios juicios especiales 
o respecto de varias resoluciones que en los ordinarios causan 
agravio q estado, no afectan los principios fundamentales que el 
art. 100 de la Constitución, las leyes 48, 4055 y otras tratan de 
tutelar. 

í Jue conforme a la interpretación dada por esta Corte al 
principio de igualdad consagrado en el art. 16 de la Constitu- 
ción, este "consiste en que no se establezcan excepciones o pri- 
vilegios que excluyan a unos de lo que se conceda a otros en 
iguales circunstancias." Tomo 16, pág. 118; principio que no apa- 
rece transgredido en el snb lile. 

IW lo expuesto, se confirma la resolución «ecurrida en cuan- 
to ha sido materia riel recurro. Notifíqitese j archívese, re|!otiicn- 
tli.se el papel, devuélvase el expediente [raido por informe con 
transcripción de la presente, 

A. lit-RMKJÜ, — J. Fltil'KttOA Al- 

cohta. — R. Giino Lavallk. — 
Axtoxio Saoakna. 
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Dmt Santiago T )\tf y contra don . Ubcrto S\ Salontonc, por co- 
h'o f/r fíefot, sobre remisión Úc »'i e0e0$nte, 

Stitnono: L-is an"*ti« >i»e* de o mipeieiicia sólu pueden referirse a 
jtttCÍOS pendientes y no corresponden a los ya fenecidos. 

Cuso: Lo explican las piezas si^uifnu^ : 



SÉKttEKCÍA ni- 1, .H EZ DE P.\¡í 

JiihwMi, I lícii-mhri; 1" <Jc 1^27. 

\ 'Istp el informe del señor Fiscal itii hoc e informe del señor 
Agente KKeat de los Tribunales de la l* t "icmiscri^kctóii Judi- 
cial, doctor Diffíeri, y resultando cpie comn li>s nunihrados ex- 
presan no se acompañan los. recaudos legales y que prescrilu- la 
lev, omitiéndose el envío de la copia fiel dictamen fiscal |>ur par- 
le del j tu-/ cxhort;iute. lo que hace obligatorio la devolución del 
exhorto y sin diligenciarse Hágase así saber al señor Juez ex- 
hortantc qué se trata de un juicio de la competencia de este juz- 
gado, en razón del luyar del cumplimiento de las obligación, co- 
mo así también, <jue se trata de un juicio terminado por senten- 
cia (pie ha ] tasado en autoridad de cosa juzgada Por ello se re- 
suelve, mandar desglosar y devolver sin diligenciar el exhorto 
referido del que se dejará copia en autos y mandar proseguir el 
trámite de la ejecución. Juan (hjaittnt. — Ante mí: Ih'ni- 
sio A:* Jumo. 

FALLO HE EA CORTE SIFREMA 

¡íiiciws Aires Julin 24 <k 1029. 

Auto.- y Vistos: 

Los de contienda de competencia |>or inhibitoria trabada en- 
tre el Juez de l'az de la Sección 5* de esta C apital y el de igual 
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clase tíf¡ Johson, Departamento Vita, provincia de Santa Fe, pa- 
ra conocer en ?1 juicio seguido por don Santiago Trncy contra 
clon Alberto N. Salonionc. por cobro de pesoi 

Y Considerando : 

Que segp lo acreditan las actuaciones de los expedienta 
respetivos el exhorto del Juez, de ta Capital, promoviendo fe 
inhibitoria, se ha llevado a conocimiento del juez de la provin- 
cia (|S. 33 a 35, expediente de Johson) cuando ya éste había 
dictado en la cansa no sólo ta sentencia del juicio ordinario (ís, 
21 ). sinó la de trance y remate en el juicio de apremio (fs. 30). 

Qtte en tales Eondictónes no es necesario examinar si la eom- 
jwtencia en el sttb jmliiT habría cor rescindido al juez del domi- 
cilio riel demandad., o al del lugar de cumplimiento del contrato, 
pites no hay contienda en el caso, toda vez que, de adíenlo con 
la reiterada v constante jurisprudencia de esta Corte, las cues- 
tiones de otapetencía sólo pueden refererírsé a juicios pendien- 
tes v no comanden a los ya ícnccMos. cuyo conocimiento no 
puede ser materia de una cuestión de esta índole (Fallos: lomo 
151. púg. 69 y los allí citadus). 

Que por lo demás, atenta la manifestación del escrito de fs. 
50. exj>ediente citado, no habría tenido objeto dirimir en uno u 
otro mentido la contienda promovida respecto de una causa <|iie 
aparece concluida por convenio extrajudicial de partes, según lo 
afirma el actor sin contradicción del demandado. 

I'or ello, oidn el señor Procurador General, se declara que 
el juez de Johson. provincia de Santa Fé, no está obligado a re- 
mitir al de esta Capital el expediente del juicio materia de la 
requisitoria. En consecuencia, devuélvanse los autos correspon- 
dientes, a sus efectos, a los respectivos jueces. Repóngase el 
panel. 

A. HKkMKjo. — J. Fiiii KROA Al- 
corta. — R. Guijo L avalle. — 
Antonio S.víahxa, 
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l iujonfuo .Irmimr d<e%a Pktü contra ta i'roz'ineia de frítenos 
/Jov.í. sobre devolución de dinero e incousl it tic tonalidad de 
ta ley de mpimto ai capital en <jiro. 

Sumario: )■■' La facultad de legislar exclusivamente acordada al 
Congreso |xir el art. 67, inciso 27 de la Constitución Nacio- 
nal, no significa la de hacerlo respecto de todos los inmue- 
bles sino sólo en aquellos destinados a objetos de bien gene- 
ral y. en el caso, en cuanto aquellos objetos se relacionen 
con los intereses generales del Puerto de La Plata y los te- 
rrenos abarcados en su venta y los de sus habitantes. 

2* Con arreglo a estos principios consagrados por la Cons- 
titución, la ley de impuesto al comercio e industrias (lla- 
mado también al "capital en giro"), para el año 1924, de 
la Provincia de Buenos Aires, no es aplicable al Frigorífico 
Armour, situado dentro de la zona del Puerto de La Plata 
y i>ur ejiile, fuera de la jurisdicción territorial de dicha pro- 
vincia; y por tanto, también, libre de todo impuesto. En 
consecuencia, el pago efectuado por esa compañía es ilegal 
y. en virtud de haberse efectuado bajo protesta, debe repu- 
tarse justa su devolución, 

3 V Las disquisiciones de la Constitución Nacional son to- 
das ellas, la expresión de la soberanía del pueblo de la Na- 
ción manifestada |>or medio de los representantes de las pro- 
vincias cjtie delegaron en el gobierno federa! el poder nece- 
sario liara e! ejercicio de sus funciones y, por tanto, el pre- 
cepto del art. 67, inciso 27, no puede ser contrario a la áuto- 
uomia de los estados que c« incurrieron a su incorporación 
(art. 104 y preámbulo de la Constitución Nacional). 

4' La jurisdicción legislativa nacional en el Puerto de La 
Plata y su zona no nace de la cesión que la provincia de 
Hílenos Aires hizo, al efecto, a la Nación, sino del propio 
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ítnpcriü de la Constitución Xaeiimal. deMieeho <k' la ;*r Irjiri- * 
siciórt v eti virtud de uno de los poderes delegados en aque- 
lla, ( Véase el Sumario del fallo publicado en la pág, 312 del 
tumo 154. fallo cuya doctrina es de todo punto aplicable al 

] trL'Sl'lltL' ) . 

Caso: Eo explican las piezas sij^tíentes: 



DICTAMEN DF.L SEÑOR PROCL'RAIKtR OKNKRAL 

Buenos Aires. M¡i y«) 13 tk 

Suprema Corte: 

Don Aurelio Cagnoli cu representación del Prigori íico Ar- 
inour de La Plata, demanda a la Provincia de Unenos Aires. ><>- 
hre repetición de la Minia di doM'ieniris cuarenta mil euatro- 
cieutOS veintinueve |H'sos con diez cenia vos moneda nacional, pa- 
gada lajo protesta en conceptu tle impuesto al capital en giro P ,,r 
el año 1924 c intereses devengados a contar de la fecha de la 
demanda por considerar que tal impuesto no procede |ior estar 
dicho establecimiento dentro de la zona del l'ueiln de l-a Pia- 
la, tachando a la vez de inconstitucional ta ley provincial que lo 
creó. 

El representante de la provincia demandada niega ios he- 
chos en que se funda la litis. sosteniendo que no hay infracción 
a los artículos constitucionales invocados en la demanda, razón 
jmr la cual solicita su rechazo. 

El Frigorífico Armour se encuentra nhicado dentro de los 
límites fijados al puerto mencionado, que es de propiedad de la 
X ación, por compra que hizo al gobierno de la Provincia de 
Buenos Aires, según convenio de Agosto 29 de 1904. después Je 
llenados todos los requisitos legales exigidos para actos de c»ta 
naturaleza, ejerciendo desde entonces jurisdicción exclusiva en 
ese paraje. 
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Ésto míe es dél dominio |>ttl)t¡ct». e-tá expresamente o*n:a- 
•¿rado por la Constitución Nacional (art. í>7. trie, 17 j. al esta- 
blecer rjiu- corresponde ;tl Congreso "ejercer una legislación ex- 
clusiva en todo el tertitóriu de la Capital de la Nación y sobre 
(Os demás lucres adquiridos ¡m.c compra o cesión ni cuálípéra 
de hs provincias, para establecer fortalezas, arsenales, almace- 
nes u otros establecimientos de utilidad nacional," 

Adquirido el Puerto de La Plata por el gobiehio de la -Na- 
ción en el carácter de poder público, sin reservas de ninguna 
clase, mal puede el gobierno provincial pretender ejercitar actos 
de soberanía sobre un lugar que ya no le pertenece por lialrttrln 
i na j emulo, cobrando Ími»UestOs derivados di- una ley provincial 
que sólo puede aplicar dentro de sn jurisflicción territorial, sien* 
do asi (pie la jurisdicción jplítica, en estos casos, es iusepara'iíe 
de la propiedad a los fines determinados en la cláusula eonstitu 
cional transcripta. 

Por otra parte, está stilwistetite el decreto del í\ E. de Oc- 
títbrc o de 1919 (|ue declaró sometidos a su jurisdicción todos los 
establecimientos instalados dentro de la zona referida y mjetos, 
p.ir tal circunstancia, a las leve* impositivas nacionales. 

Pur estas consideraciones y las concordantes de los esen- 
tu, de demanda y alefato de la parte aetora. pido a V. K. se sir- 
va liacer lu^ar a la acción instaurada en lo referente a la devo- 
lución de la suma reclamada y oblada lsij-> protesta, en virtud de 
una ley provincial que no tiene imperio en el i taraje expresad-,, 
v que, por I" lantM, no procede la declaración de ¡ueonstiiuciniia- 
lidad pedida. 

íionu-lti A', f.ttrn-tj. 
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Kut-noa Aires, Jitlíu 2d ác Vi29. 

Vistos ; 

Resultando: 

Qttc a ís. 9 se presenta el procurador Aurelio & Cagnoli con 
poder suficiente del K rigor i f ico Aruiour de 1-a Plata, entablan- 
do demanda ordinaria contra la Provincia de Buenos Aires, a fin 
de que sea coíuíenadá a devolver la suma de $ 240.42^.10 %. 
pagada bajó protesta, que ha col irado a su mandante en concepto 
de impuesto al capital en giro ))or d año 1 ( >24. devolución que 
beberá efectuar cmi mas los intereses desde el dia de la deman- 
da, y las costas del juicio. Aeouqtaña la escritura de protesta. 

E\ Frigorífico Armour dice el actor, es una sociedad anó- 
nima argentina, cuya personería fué reconocida oportunamente 
pnr el Poder Ejecutivo de la Nación. En ejercicio de su negocio 
adquirió «na considerable extensión de terreno en el Puerto de 
I-a Plata y ba edificado en él «n establecimiento frigorífico de 
gran importancia. Ka Provincia cobra a la Compartía Armour, 
]K»r este hecho, el impuesto *'al comercio e industrias"', llamado, 
también "al capital en giro.»* "Mi ¡«irle sostiene, agrega el des- 
mandante, que el cobro de ese impuesto no es procedente y que 
es inconstitucional por dos razones fundamentales: a) porqué 
el establecimiento frigorífico se encuentra situado dentro de la 
zona del Puerto de La Plata y sujeto, en consecuencia, exclusi- 
vamente, a la jurisdicción de la Nación, de acuerdo con las dis- 
posiciones de las leyes nacionales y provinciales" aplicables al 
caso, h) La ley provincial en virtud de la que se cobra el impues- 
to aludido es también inconstitucional. 

Eh apoyo de la primera conclusión invoca el actor el art. 3\ 
Ene. 3' de la ley 48. la ley nacional fie 2 de Julio de 1882 que 
autorizó la construcción del Puerto fie La Plata y el convenio 
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respectivo 'I*' 23 «le Enero de 1683-, en el cual se dejó eonstaueta 
expresa de que las clausulas de ese contrato no afeetáfatui, en ma- 
nera albinia la jurisdicción, derechos y facultades que competen 
al gobierno tic la Nación y leyes del Congreso.— arts. 67. meisu 
] ■■ y 9 a de la Constitución Nacional y 2572 a 2575 del Código 
Civil. Cita igualmente la ley de Septiembre 'le 1 ( XM. amon- 
ta! i va dfc la adquisición por parte fie la Nación del Piieftú de I-i 
Plata "cotí todo* sus terrenos' e imtakeiotws¿ etc., y recítenla 
cuino i-i t 'Helia ley «r estableció que " d bechu tk * ,u ccsi '" )l1 
Puerto ii" supone el rceonoeimieuto como de propiedad privada 
de los le r cetms e instalaciones existentes en poder de particula- 
res, sitl lítalo legal, y p<«r el contrario la provincia transferirá 
a la Nación todos sus privilegios, derechos y acciones para ha- 
cerlos valer en la oportunidad, forma o modo <pte creyese conve- 
niente," Ku virtud de esta ley, el Poder Ejecutivo Nacional sus- 
cribió con el de la Provincia el contrato por el cual adquirió el 
Puerto y lo> terrenos adyacentes, haciíémlose esta enajenación 
r-in salvedad de íriíiguna clase. Kn coiwcueiicia. v practicarlas 
la* diligencias necesarias, de común acuerdo entre los gubicr- 
nos contratado* ím practico *■! deslinde d<- los teirrénos del Puer- 
¡■i \ la Nación entró, prácticamente, en el u>" de sus derechos, 
i preterido una Jurisdicción amplia y absoluta, como lo demues- 
tran la Uv *i5_', sobre zona franca; el decreto de de * hAUlire 
dt I** 19, afinnaiKlo la jurisdicción nacional, ">tra> resolítéiones 
administrativas dictadas con el misnio íin y casos de jurispru- 
dencia de Tribunales de La Hata en que se lia declarado 
mu- el Puerto de La Plata está sometido a la jurisdicción ex- 
dusiva del Gobierno di- la Nación. 

Con relación al punto h. de esta demanda, el actor impugna 
Jé iñcopstítudon^l la ley de impuesto, sttb tíh\ por cuanto en ella 
se delega en el Poder Ejecutivo ta facultad de fijar la tasa del 
-ravameii, facultad inalienable míe eorresi>ottde al Poder Legis- 
lativo, con arreglo a la Constituciones Nacional y provincial (art. 
33 .le la primera > 99 de la segunda y cita, de jurisprudencia 
de K. U.) 
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Q«e acreditada la jurisdicción ■ indinaría de esta Corte y 
cdithIo el traslado de ley, fué c< mi estada la demanda por la Pro- 
vincia p^r intermedio di* mi representan ti* legal Dr. I'arrv, quien 
a fs. 57 dice: "Kifgo que el t-Mableeimiento l'iigorífico Annmir 
se encuentre sujeto exclusivamente a la jurisdicción de la Na- 
ción. Niego (|iie la venta del puerto y de sus tierras adyacentes 
signifique la renuncia de la soberanía provincial. Niego que la 
lev 48 en su art. 3", inciso i 1 -* ]*-rmita interpretar que ta jurisdic- 
ción federal corre>|»onda siempre cuntido se trata de hecho* eo- 
metidos en los rios, Ulas y puertos argentinos, e invoco el tallo 
de V. E. en la contienda de competencia trabada en el proceso 
instruido enn motivo de un hecho cometido en el Tigre, Reco- 
nozco que la Cámara Civil 2* de La Plata ha dictado pronun- 
ciamientos favorables a la tesis del actor; pero opongo a esos fa- 
llos, pronunciamientos de la Cámara I a en sentido opuesto." In- 
vuca en favor de su tests los fallos de esta Corte del tomo í„ 
p%. 170: tomo 32. pág. 318; tomo ó9, pág. 9¡ tomo 111, pág. 17" 
y algunos de la Corte de los Estados Unidos, Sostiene que no 
hay infracción a los artículos de la Constitución Nacional cita- 
dos en la demanda, siendo de observar que las negativas y opi- 
niones expresadas, no están lasadas en otros fundamentos que 
aquellos que pudieran extraerse de la jurisprudencia citada. 

Con motivo del punto bj planteado en la demanda, el repre- 
sentante de la Provincia aduce las siguientes razones que se re- 
producen a la letra "El impuesto al comercio e industrias es 
constitucional (Jurisprudencia Argentina, tomo 6, pág, 539). El 
mismo actor reconoce que no puede invocar expresamente, como 
infringida, ninguna cláusula de la Constitución Nacional. Tam- 
poco existe violación de los ans. 1, 37 y 39, inciso 10 de la Cons- 
titución de la Provincia, ni es Y. E. el Tribunal encargado de- 
velar por el cumplimiento de las Constituciones provinciales. La 
disposición de la ley provincial impugnada en la demanda no sig- 
nifica una delegación de poderes, sino la atribución de la facultad 
de reglamentar una cuestión concreta dentro de limites miran* 
ipieable-. Dicha ley establece las bases ;t que debe sujetarse el 
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P. E, para proceder a la fijación de la ruma, de mndu que se 
trata de «na operación aritmética que ni manera alguna puede 
ser equqwirada a la sanción de norma* legales, desde que es solo 
una reglamentación del poder administrador con motivo del pre- 
cepto legislativo que estahlcce las Uises sobre ente del* Df< cederse. 

Termina pidiendo el rechazo de la demanda con costas. 

Qu a ís, 5V se abrió la causa a prueba, ají redándose la pro- 
ducida a ís. 250. Kl actor alegó >obre día a (s. 251 y producido 
el dictamen del >eünr Procurador (leñera! a ís. 2*2. se llania- 
rmi U» autos para de Unitiva a ís. 283 vía., y 

Considerando : 

One rmuo ¡* desprende de la demanda y dé la constela- 
ción, que se han transcripto o extractado en los resultando* pre- 
cedentes, la cuestión capital traída a resolución de esta Corte es 
la referente a la interpretación y alcance «leí art, fi", inciso 27 de 
la Constitución Nacional, en cuanto concierne a la situación 
creada al Puerto de Iaí l'lata y (ierras adyacentes, por la venta o 
cesión que de ellos hizo la Provincia a la Nación de acuerdo con 
la lev nacional 4436 y la provincial de 4 de Octubre tle IW4 
aprobatoria del contrato respective celebrado en 29 de Agostó 
de 1904 

fjue la Provincia, en el presente juicio, ha admitido como 
exactos todos los puntos de herbó aducidos por la parte arlora. 
asi como también los antecedentes de legislación y actos admi- 
nistrativos invocados por la misma, los cuáles demuestran la efec- 
tividad de la enajenación del puerto de la Provincia y de sus tie- 
rras y la ubicación del Frigorífico del caso, dentro de la zona 
vendida. La actora ha sostenido, en consecuencia, que el estahle- 
c i miento ipie representa o sea et Frigorífico Arnimir no se halla 
al alcance de la legislación impositiva de la provincia y, por con- 
siguiente del impuesto a la industria y comercio que >e le ha 
cobrado, pues su ubicación lo sujeta exclusivamente a la jnris- 



tJF. JUSTICIA DE LA NAClÚN 



dicción de la N'aeión de acuerdo con lia leves viernes, miuhcíóii 
legal qüe Ka desconocido, en el snb lite, el representante de la 
Provincia. 

Que en presencia de los antecedente* expuestos y la facultad 
atribuida al Congreso ile "ejercer una legislación exclusiva en 
todo el territorio ¡le la Capital de la Nación y sobre los (Jemas 
lugares adquiridos por compra ¡o cesión en cualquiera de las pro- 
vincias para establecer fortalezas, arsenales, almacenes u otros 
establecimientos de utilidad nacional", nu |iarece ]m isíl»!i- que el 
ejercicio de ;iqué!la pudiera dar lugar a discusiones jurídicas y 
aún a conflictos judiciales, pero sea por la circunstancia de (pu- 
la Nación adquirió et Puerto de l-i Hala ya en función con ca- 
rácter provincial o jnir tratarse, en el caso, de un estaliteeimien- 
to particular, el conflicto se ha producido y corresponde a la jus- 
ticia |H>r órgano de su más alto tribunal, decir al respecto la úl- 
tima palabra como intérprete final de la C onstitución y de lias 
leves nacionales, como la pronunció en casi» análogo relativo al 
puerto provincial de Santa Fe (Marconetti, Bogtíone y Cía. v. 
Municipalidad ) . 

La doctrina sentada cu ese caso es de lodo punto aplicable, 
al sub judia- y concreta, con brevedad, la conclusión a (pie llega 
esta Corte sobre el punto discutido. 1 >ijo el Tribunal en aquella 
oportunidad: Si de este estudio se arriara a la conclusión de que 
el Puerto de Sama Fe es nacional y con zona portuaria enclavada 
en terrenos sobre los cuales ejercita actualmente su dominio la 
Xación. la aplicación del art. 67. inciso 27, invocado por el ape- 
lante, seria de estricta justicia en virtud de su propio texto, del 
cual se desprende sin duda que. a diferencia de lo que ocurre 
en Estados Luidos, dentro de nuestras instituciones, no es indis- 
pensable la intervención de las legislaturas provinciales para que 
el Congreso ejerza el derecho de legislación exclusiva, sobre los 
lugares adquiridos, por cesión o compra, en cualquiera de las 
provincias ¡rara el establecimiento de fortalezas, arsenales, alma- 
cenes y otros establecimientos de Utilidad nacional, pues cuando 
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l;i Constitución ha querido que legislaturas den •>« consenti- 
miento para la cesión dé It-rritoii"-. lo ha dicho expresamente, 
como se consigna en ln* art>. ¿ y 13 (Const, L. l - art. 1, Sec- 
ción 8, art. 67, me. -". Chin. Nacional"!,.. "La disikísiéión 
del art. f»/. ¡Jie. 27. es lógica con el sistema de la tarta I-unda- 
nicmnl que lia proveído al (ioliicrno dé la Nación de las facul- 
tades indispensables i-ara bocer efectiva su autoridad, en todo el 
territorio de la ftepáfaíka, (femde del a de ejercerla en virtud dé 
la Constitución. ahí la implantación de la justicia federal, las 
atribuciones generales del Congreso. 1a> prcr rogativas del Presi- 
dente de la Re|iut»lica, cmiio comandante eii jefe de la* fuerzas 
de mar y tierra para distribuir la> tropas en cualquier punto del 
país, etc., etc. Si el P. H. <> el Congreso. hubiesen de esperar el 
consentimiento de las legislaturas provinciales \xini el ejercicio 
de tales facultades y las que de ellas se derivan, hltbiérase creado 
una intervención extraña y destructiva tíé aquellas y la Nación 
aparecería suliordinada a las provincias, para desenvolver sus 
planes generales de obras públicas, canales, ferrocarriles, arsena- 
les, campos de maniobras, toda vez que i»ara ello es necesiirio la 
adquisición del dominio de inmuebles. Se ba dicho ijue la facul- 
tad del Congreso para legislar exclusivamente sobre bienes raí- 
ces adquiridos en el territorio dé las provincias, para el estable- 
cimiento de Obras o instituciones de carácter nacional, importa 
un serio peligró pura U atitOrjOtnia de los estados, amenazado por 
un posible acaparamiento, sin fiscalización de su propiedad pú- 
blica o privada. Kn primer lugar puede ohscrvarsc a tal obje- 
ción que los legisladores del Congreso, proceden de tudas las 
provincias y es absurdo suponer en ellos un propósito tan des- 
leal, encubierto j^r un atan de progreso general. Por lo demás, 
fácilmente se percibe, que la facultad a que se refiere el inciso 
27, de que se trata, se relaciona con la compra o cesión de terre- 
nos indispensables para la construcción dé obras y, por tanto, li- 
mitada a las mismas. En segundo lugar, puede aducirse, que ma- 
yor peligro entrañaría, pof ese concepto, la facultad de expro- 
piar, según ley del Congreso, para lo cual no se preci>a confor- 
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midad de Jas legislaturas lítenles, derecho amplio que no se ha 
cíisciitklo, La facultad de legislar exetusivameme que se estudia, 
no significa la de f&miú respecto de todoa los inmuebles adqui- 
ridos por el Gobierno Nacional, sino sólo en aquellos destina- 
dos a objetos de bdén general, de manera que. dominio y jurisdic- 
ción mi son sit'ioprr conceptos equivalentes ni correlativos, pues 
liien puede existir uno sin la otra y vice- versa. (Fallos: tomo 
(03. pág. 403; taMb MI. pág. 179). 

''Que cem arreglo a estos principios resulta claro y no con- 
tradictorio el propósito de nuestra Constitución: se necesita el 
consentimiento de las Provincias para disponer de territtjrios si- 
tuados en ellas con destino a de smemli raciones jMjliticas (arts. 3 
y 13) : no se necesita. iKira la compra o cesión de aquellas cuan- 
do son destinados a objetos de carácter nacional y de bien púhli- 
co general." 

Qiie en eí presente caso, ním sustentando la opinión de que 
siempre se requiere el consentimiento de la legislatura para la ce- 
sión tí venta de territorios provinciales, no faltaría dicho requi- 
sito, va que él fué llenado |jor la ley local, ya citada que aprobó 
el respectivo contrato de venta del Puerto con lus terrenos que. 
figuran en el plano correspondiente que sirvió para efectuar la 
n| ternejón, siendo de observar que en dicha ley no se hace re- 
>er va alguna respecto a la jurisdicción que preténdese no cedida, 
salvedad que hubiera sido improcedente y en abierta contradic- 
ción con el precepto constitucional que se considera y que un- 
íanlo tío hubiera podido aceptarse, legalmente, por el Gobierno 
de la Nación. < Htsérvese también, que la venta no se ha limitado 
a las obras del l'uerto. propiamente dicho, sino que comprende 
en ellas los terrenos en que está ubicado el frigorífico de autos, 
(lecho que no se ha desconocido en esta causa, 

One el Poder Kjeeutivo de la Nación en resolución fecha 
Octubre o de PM*>. a raíz de un importante dictamen del señor 
Procurador General de la Nación. Dr. Malienxo. estableció en 
forma concreta: "«Jue transferido el Puerto de l-a Plata a la 
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Nación en virtud «1*1 cómanlo celebrado entre esta y ta Pmdn- 
cia d« tómaos ÁiréS, con IchIüs los terrenos corre>|Hmdientes bien 
delimitados, es indudable que dicho bien publico «lcstinn«ln a se- 
guí* siéndolo en igual concepto, debía pasar sin limitación algu- 
na de iwistliecióji, no sólo , M .r serlo asi necesario a los fines de 
la utilidad |iúbliea a que estaba destinado, sitio tántbien y espe- 
cialmente en virtud de lo eslábtók) en el art. 67 ya citado de la 
Constitución Nacional, que adjudica al Congreso la legislación 
en todo lugar adquirido vara fortalezas, arsenales, almacenes u 
nin-, .Mahlei-iinienn» di- titílidad nacional. (Juc. por otra pane, 
de admitir la tesis cotitraría^ rio existiría ra/ón en el convenio 
de traspaso di Puerto dé U Plata, en la forma que se bisó 
con la extensa zona de acción consumirme, si esta zona debiera 
quedar sometida a la jurisdicción provincial, pues en tal cas» 
hubiera sido suficiente míe la Nací*'»» adquiriese *úi sólo las obras 
jwrtuarias. ya que en el réslú nü tendría en lo süc^ivo mayor 
jurisdicción que la de un propietario partieiilar.** 

I'nr lo ÉátttO, declárase que los establecimientos instalados 
dentro de la zona del Puerto de 1.a Plata, se encuentran sometí; 
ilnv a la jurisdicción nacional. 

< lúe la extensión de la facultad atril mida al Congreso, en 
el sentida de la disposición en debate, fluye de la misma letra 
del inciso 17, que equqiara los poderes de legislación del GmigresO 
solíTC los lugares adquiridos por la Nación para fines de utilidad 
general, a 1"- que ejerce sobre lodo el territorio de la Capital de 
la Nación. to> cuales un pueden tliscutirse ni se han discutido 
eti -n carácter dé exéíuSiyos y al>st>lutos. Me modo míe djcljo al- 
cano- lo fija el Congreso y nada inris que d Congreso, ya que. 
ajino es sabido, la atribución de una facultad significa asimismo, 
t i otor¿mieiitO de otras necesarias para ponerla en movimiento. 

í )ue u«i cabe adniittr eu el caso, la concurrencia de atribu- 
ciones para legislar ejercidas por la Nación y las Provincias, \*\r 
cuanto ello importaría desnaturalizar el principio de la Constitu- 
ción que ha querido, expresamente, que el Congreso legisle, con 
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exclusión de torio otro jiotler legislativo, sobre los terrenos a que 
se refiere el art, 67. incluí i 27, 

Que no estando Limitada dicha atribución debe de concluirse 
que ella comprende todos los objetos que pueden ser materia de 
legislación del Congreso. i|iie se enumeran en ai piel artículo y 
cuyo sentido se aclara en el inciso 2K del mismo, y en cuantn 
aquellos objetos se relacionen con los intereses generales del 
Puerto de La Plata y los terrenos atareados en su venta y los 
de sus habitantes. 

Que con arreglo a estos principios consagrarlos |>or la Cons- 
titución Nacional, la jurisprudencia argentina y de los Estados 
t/nidos, y los autores ampliamente citados i>or la parte aetora, 
no cabe interpretar la ley de impuesto al comercio e industrias 
impugnada en autos, como aplicable al Frigorífico Armonr, toda 
vez que se ha evidenciado en autos que él se llalla situado fuera 
de la jurisdicción territorial de la Provincia y por tanto también 
lilire de todo impuesto local. I'or consiguiente, el pago efectuado 
¡jor aquella compañía es ilegal y. en virtud de haberse afectuario 
bajo protesta, debe reputarse justa su devolución, como lo ha 
resuelto esta Oírte en numerosos casos, en que se ha declarado 
la inconstitucionalidad de un impuesto local o de su aplicación. 
(Fallos: tomo 149. |>ág. 260 y otros). 

Que la cuestión que ha dado motivo a esta causa, es decir, 
la interpretación del art. 67, inciso 27 de la Constitución Nacio- 
nal, ha sido estudiada prolijamente |>or los Tribunales civiles de 
La Plata en ocasión de las execciones de incompetencia que 
opusieron el actor y otras compañías demandadas en juicio or- 
dinario. No obstante la naturaleza de la excejición, la Cámara 2* 
entró al fondo del asunto, siendo iliyim de anotar el fallo dictado 
en el caso Dirección ( ¡cuera! de Escuelas contra Frigorífico Ar- 
monr de La Plata, cobro de pesos, en el cual dictó el siguiente! 
pronunciamiento, con fundamento sólido en los votos de los ma- 
gistrados que lo suscriheu: "Que en el precedente acuerdo ha 
quedado establecido: que la excepción de incompetencia nj tuesta 
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por é ejecutado es procedente, nrt. í>7. roriso 27 de la Cflnstitu- 
etón Nacional, ley .le la Nación de 30 de Septiembre de WH y 
de ta Provincia de < .iciulire 4 del mismo año. Joaquín V. Gonzá- 
lez, Manual de la Go¿stitucí6h Arjg^ntína, unta 33, páginas 525 
y 4?|* Agustín de Yedia, Constitución Argentina. p$gs. 363, 
365j 367, 406, 407 y 410; Estrada. Derecho Constitucional, pá- 
gina 421 : Dictamen" del Pnicuradnr General de la Nación doctor 
[osé Nietas iatienzo, cíe Julio 15 de 19Í9; Fallo de la Cámara 
Fecfcral de Apelación de Paraná, de 28 de Diciembre de PKV : 
artículo 17 de la Sección Vi, primera i>arte de Ta Constitución 
de los Estadrw Cuidos de Norte América; Story. Comentario so- 
tire la Constitución^ traducción Calvo, páfí. 121, tomo 2^; Tiíía- 
ny. traducción Ouiroga N" 44S y Los fundamentos con- 

signados en los votos aludidos son concordantes con lo* que ex- 
, irt .,an 1.* considerando* que iufonnan el presente fallo. deNíen- 
dü a^re^arse las üpiniütiés citadas de nuestros coiistitucionalis- 
tas k del Dr. Montes de Oca en su conocida olira. 

QUe la jurisprudencia contraria, en la Provincia, se base 
principalmente, en que los estados flQ pueden desprenderse de 
>u solierama sobre izarte de sus territorios mediante ventas o 
a siónos al Gobierno Nacional, y en que el propio texto del ar- 
ticulo í)7. inciso 27, limita la legislación exclusiva a que se re- 
fiere, a las obras de utilidad nacional, y en cuanto sea necesaria 
para llevarlas a calió, y a su funcionamiento. Al primer argu- 
mentó proa-de -Servar <|ue las disposiciones de l a Constitución 
Nacional, son, tocias ellas, la expresión de la so!»erania del pue- 
blb de la Nación, manifestada |>or medio de los representantes 
de las Provincia;, que delegaron en el Gobierno federal el poder 
necesario para el ejercicio de sus funciones y que, )>or tanto, el 
precepto del art. &7, iue. 27, no puede ser contrario a la autono- 
mía di- los estados que concurrieron a su incoan iración (art. 104 
y preámbulo de la Constitución Nacional 1. Kn cuanto a la pre- 
tendida limitación de la faculta.! tle legislar exclusivamente, en 
el modo v forma dichos, ya se ha expresado que su extensión es 
la miMna que la ejercida por el Congreso sobre la Capital Fede- 
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r;il, y que 1 corresponde fijar su alcance. En cnnsc- 

aicuei«i . dquirió ele la Provincia, además fiel Pumo, 

los terrenos ai._. .lcs que rt¡ ■■♦ó útiU-s. no debe suponerse di- 
cha utilidad como referid* al interés privado de la Nación, smo 
en cuanto aquéllos muí convenientes para el mejor desenvolvi- 
miento de los intereses nacii niales o generales fiel país. Por lo 
demás, constituye un error pensar que la jurisdicción nacional, 
en el puerto y su zoun. nace de la cesión que la Provincia haga 
al efecto a la Nación, en virtud de ley expresa; nó. ella nace por 
imperio propio de la Ojiistilución Nacional, del hecho de la ad- 
quisición y en virtud de uno de los poderes delegados en aquélla. 

One tratándose de ta cuestión de poderes nacionales y pro- 
vinciales no hay que perder de vista, un solo momento, el hecho 
fundamental, de que la unidad nacional es el objetivo esencial de 
la Constitución y que minea puede ser atentatorio al régimen 
autónomo de las provincias, el ejercido legitimo por la Nación 
de las facultades que le han sido expresamente delegadas en aqué- 
lla, por más que éstas deban ejercitarse en el propio territorio 
de los Estados autónomos. 

Que con relación aí punto h de la demanda, su solución es 
innecesaria, dadas las condiciones a que se ha llegado en rela- 
ción al punto a), 

Por estos fundamentos, concordantes con los expresados 
por la adora en sus escritos de demanda y de alegato, y de con- 
formidad con lo dictaminado a fs. 232 por el señor Procurador 
General, se declara: que el impuesto cobrado al Frigorífico Ar- 
mour t -a Plata en las condiciones a que se refiere este litigio, 
es viotatnrio de la Constitución Nacional, y en consecuencia, la 
Provincia de Buenos Aires debe deve >l verle en el término de se- 
senta días la suma de doscientos cuarenta mil cuatrocientos vein- 
te y nueve pesos con diez centavos moneda nacional, (pie perci- 
bió en concepto de impuesto al capital en giro por el año 1924 
y sus intereses a estilo de los que cobra el Banco de la Nación. 
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coutadift desde el día de la nimíieaeióu de la demanda, sin cos- 
ta-, atento a la naturaleza de las cuestiones del >at idas. N'ottfique- 
se y repuesto ct jiapel archívese. 

A. IÍekmejo. - J, FuíIeboa Al- 

GORTA. — KoilERTO KeI'KTTO. — 

K. Gvtm I.avalu-. — Antonio 
SaííARNA, 



Dom Muría Gregaria C ciimt t/r sHbaya »'«" ¥wáW°* sobre 
lücüliaacióii r/r hijuelas. 

Sumario: Veas* el sumario del fallo publicado en el tonm 151, 
página 103, recaído eú una causa promovida sobre cuestio- 
nes que guardan estrecha analogía con la presente, y í|ue por 
].. misino k* súrt estrictamente aplicables. 

Casó: Lo explican las piezas siguientes: 



SENTENCIA UKI. JUJEÜ EN I.O CIVIL V COMERCIAL 

Mercedes, Agosto II de 1927. 

V Vistos : -Considerando ; 

1 (Jne que no existen en la ley S¡" disposiciones con- 

tradictorias ipie se opongan a la aplicación riel precepto conté- 
i liiln en el art. 16. inc. l P de la misma, en cuanta establece que 
"Jos valores se determinarán, en todos Ins casos, de acuerdo con 
la présenle ley y al momento de practicarse la liquidación." Es 
evidente qtte esta fláusula no estaliteee un impuesto "al mayor 
valor ', como se pretende en el escrito de fs. 115: se trata, sim- 
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nUmnur. de muí- el impuesto se UflU¡& Sobre una bstóé qp K 
Lp*)XÍme siquiera al valor real de la transmisión, ya que es no- 
torio que «i la mavoría cte las sucesiones ocurre lo euntrano. 
triunfando siempre la tendencia, Amaramente es^lieaMe, si se 
quiere del cumribuvcntc. a burlar el impuesto o abultar el mí- 
nimo posibfe Eii la" problemática hipóu>is qnc se plantea en el 
réfericlto escrito, se párte de h bus, de que el impuesto no baya 
«dd abonado en el momento opoítUtto, es decir, una de las situa- 
ciones nue tiende, precisamente, a evitar el precepto atacado. S, 
,1 correr <le tus años ha alterado ios valores míe fueron materia 
de la transmisión, cargue el contribuyente con las cousecueuoas 
d sil iiefjligtucia. Y cu cuanto a la. diferencias de la valuaemn 
oficial, a nadie se ucuha que ellas no traducen un camino efeefc- 
vo de valores, sino que ponen de manifiesto la distancia que me- 
diaba entre la realidad y la antigua valuación. 

& Ouc a juicio del proveyente. el art. 16, inc. 9» de la ley 
3003. «t il parte impugnada, no vulnera las garantías ypnnc»- 
pios consagrados en los arts. 4<. 16, 17. 31. 28, 106 y 104 de la 
Constitución Nacional Se trata de «n impuesto ff^®* 
btfj a ¿los aquellos que se encuentren cu igualdad de luum,- 
££& v es ésta una igualdad real, efectiva y concreta .me el 
iCler Legislativo ba lM >dido establecer, de eonfonmdad con a 
tribncioM.ivaiiva que le confiere el articu.o » » ■ £ 
la éíuéttti* de la provincia, y en virtud. Wg^.^ 
principios establecidos en tos articulo* 104 y LOS de la Con*. 

UKXi ÍS; P.>r «Uimo. par* disipar la duda que se h»i- 
nin ' tl s rito d ts. U5. al traerse a colación los famosos 
Z « Herbn, que fallaban contra e, emperno, qnc en tus 
¡Zj:: de la provincia de Unen. Aires. ~ 
,.„ „„ ci...rme porcentaje* y <|iic l»ra »« ™ r 

t£*¡& y****!' íuí - *■* , ' sci ' pi ""' s 

famosos jueces de Lterlín. ti . ... .... , es _ 

Por tanto, se desestiman las peticiones contenidas cu ,1 
critu de fs. m - V- ¿ Rivttrohi. - Ante un: 4 (^) 
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.un: uno i'h LA cámara 2» ni: Ai'Ki^t tnxi s 

Mercedes, a seis de AUril de mil novee¡eiUo> veintiocho ri-u- 
tlídos v\\ acuerdo ordinario los señores Jueces «le la hxina. (.-tá- 
mara _ M de Apelación del Departamento del Centro, doctores 
Rogelio A. t aso» y Angel j. lír;i(;n//.i, no itftervíméado el se- 
ñor Juez doctor Kmerio U. Tenreym. por encontrarse con licen- 
cia, se trajo ni despacho para pnmuctar amencia definitiva el 
juicio X' 1 12.í»4f. caraitlladb: "Al/aya (fe Vivanco. doña María 
Gregoria Celina, su protocolización" : y ^ procedtó a practicar 
la insacnlacióti prescfttwa por el art. l/.í de la Constitución y 300 
del Q de Procedunieiitos en 1«* Civil y Comercial, resultando de 
t-lla .¡tu- en la votación deltian los señores jueces observar el or- 
den siguiente, doctores lingaz/i y Casen. 

La Cámara planteó la> siguientes cuestiones : 

l* ¿ CorresfKtndc que el impuesto a ta trasmisión gratuita 
de í tienes, que ¿ébe alionar esta sueesión, se liquide enti forme al 
va ti >r asignad" por la nueva valuación a tus iumuehles qué com- 
prenden las hijuelas, cuya protocolización se solicita? 

2* Casu negativo: ¿esa liquidación delie realizarse de iWuer- 
do con la valuación fiscal que regia el año 1926, aumentada en 
un 40 ijor ciento ? 

.í 9 Mn su caso: ¿es inconstitucional la disposición del art. 16, 
UlC, 9 o de la ley X" ¿'.KM? 

*í ;fjué pronunciamiento corresponde dictar: 
A la primera cuestión el doctor liregazzi. dijo: 
I£I representante de la Dirección General de Escuelas, nh- 
jeia a fs. .112 la liquidación practicada a fs. 107 por el apodera 
do de la sucesión en cuanto al valor que le asigna a los Wwies 
silo?: en esta provincia, incluidos en lar* hijuelas, cuya protocoli- 
zación >' vlicitó y a tos fines del pago del impuesto correspon- 
diente. 
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Sostiene dicho funcionario que dclie lomarse cuino Irnse pa- 
ra la satisfacción de tal gravamen el precio atril .nulo a tales bie- 
nes ixir la revaluación que se ordenó ley de II de Juntó de 
1924, realizada posteriormente, y aprobada por decreto de 1K de 
Marz.. del añ.i próximo pasado; aún cuando el porcentaje de ese 
impueM.. déla sujetarse al que estabkcfc la ley de I92fi vigente 
en i época del acto que exteriorizó la trasmisión de esos bienes 
etí el territorio de la provincia, todo conforme a to establecido 
en el art. líi. inc. l > de ta ley respectiva X" 3903. 

Sin descorrer ta procedencia de la aplicación de esta dis- 
posición legal, ni cuestionar tamicen el vigor de la re valuación 
practicada, el apelante arguye que dicha tasa debe aplicarse so- 
bre los valores que la ley de W26 asonaba a los bienes suceso- 
rios, j urque lo contrario importaría gravar el "niayor valor'' de 
esos bienes, con respecto al que tenían cuando fueron trasmitidos. 
Pienso como el a qiw. que siendo terminante la disposición 
antes citarla de la ley 3903 en cuanto establece que "los valores se 
determinarán en todos los casos de acuerdo con la presente ley 
y al momento de practicarse la liquidación», y habiéndose apro- 
kido las operaciones de re val nación, es de acuerdo con los justi- 
precios jHir ella fijados que delw liquidarse el impuesto en cues- 
tión |>orquc los valores creados )*>r la ley de valuación de 1926 
han desaparecido, para dar lugar a la aplicación de la tasa que 
creó la ley del revalúo, sin que los efectos suspensivos de la mis- 
ma dispuesto por la ley del 14 de Marzo de P>27 alcanzasen a 
otra cosa que al pago de la 1' cuota de! impuesto de contribu- 
ción territorial y caminos, como lo dispone su art. l' f . 

Xo es el caso de desentrañar el verdadero espíritu o alean- 
ce de la prescrqKtón legal cuestionada, como lo quiere el inte- 
resado, cuvos térnunos ciaros y explícitos no se prestan a una 
doble interpretación, ni puede sostenerse con evito que ella este 
en contradicción con el demás articulado de la ley respectiva. 

F.l punto de vista en que Sí coloca el representante de la 
sucesión, de que sea el mayor valor experimentado por los bic- 
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tus. el (jíie v;t a gravara, se :i|mya en argumentos que impre- 
sionan a mi simple lectura. |»ero qm carecen Úí toda consistencia 
lógica y legal: ya que ese mayor valor sóhi puede ser producto 
del transcurso <lc 1*»s años y. lo que la ley tiene en mira precisa- 
mente, es que el impuesto se abone de inmetltato y no después 
de muchos añüs. porque en tal caso el contribuyente (Jefee c.i.^ar 
con las consecuencias propias de su desidia y falta de acatamien- 
to a tu ordenado. 

En el caso hipotético de un mayor valnr inmediato y apic- 
ciable. obedecería sin duda a factores múltiples que hubiesen ac- 
tuad" eil el desenvolvimiento económico y en el acercent amiento 
de la riqueza de una zona o /ona> determinadas, a cuya prospe- 
ridad hahia contribuido, -í n duda, la función tutelar y progre- 
siva del litado, tutifíicíariu inmediato del impuesto que se cues- 
tiona y Cuyo aumento sólo responderla a los indiscutibles l>enc- 
f icios recibido» ile [«arte de la comunidad, por el titular del de- 
recho trasmitid. i. y >in que tal circunstancia pueda alterar la le- 
gitimidad del tributo sancionado. 

l'..r lo i lemas, la diferencia de valores que acusan las recien- 
tes tasaciones, no importan una desproporción con respecto al 
valor efectivo de los bienes avaluados, desde que es un tildar 
común que los inmuebles en la provincia estaban tasados en años 
anteriores a precios irrisorios, muy por debajo de su valor real. 

Tratándose por último, de un impuesto cuyo fin es engro- 
su- lo* fundos destinados a la educación común, función vital del 
litado, a cuyo sostenimiento está afectada sn propia existencia 
seyúit el art. 5" de la Constitución Nacional, es propio orientar 
la- sohlCH>nes,,dc manera que aquel se liquide sobre la base que 
níáá se aproxime al valor efectivo de los bienes trasmitidos, ya 
tute ex ¡Me una invencible tendencia, cuando no a hurlar el im- 
puesto, a satisfacer la menor cantidad posible del nú>iu<>. 

Por estas consideraciones, vot«. en esta cuestión por la 
a firmal i va. 
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El señor Juez doctor Cáseo ?otó también i«>r la afirmativa 
a< luciendo las mismas razones. 

A la tercera cuestión. por ño cor^portdtr ocuparse de i:i J" 
átenlo el vwmr recaído en la l*. el doctor Hregazzi, dijo: 

Cuestiona la sucesión en forma subsidiaria la inconstitu- 
cional «dad del art. If», inc. 9* de la leí 390X para el caso de que 
tal precepto se dcclara>e aplicable a los fines del |iago del im- 
puesto a liquidarse, porque vulnera, dice, las garantías consa- 
gradas en los aru. 4». lo, 17. 2A t 31. 104 y 106 de la Constitu- 
ción Nacional, en cuanto establecen como principios básicos, que 
todos los habitantes del pais son iguales ante la ley. que la igual- 
dad es la Iwsc del impuesto y de las cargas públicas, y que la 
propiedad es inviolable. 

|a igualdad a que se refieren los preceptos consl nociona- 
les, no es una paridad a base férrea e inconmovible. i*m|ue aún 
cuando se cree un régimen legal de exección, si él tiene en mi- 
ra cierta dase de jiersonas que son tratadas de la misma manera, 
bajo circunstancias y condiciones análogas, no puede decirse que 
esté en colisión con tales principios o garantías, lisa igualdad 
consiste simplemente en (pie no se establezcan execciones o pri- 
vilegios que excluyan a unos de lo que se concede a otros en igual- 
dad de circunstancias ; cu una palabra, lo que fulminan tas nor- 
mas que la rigen, es la arbitrariedad o el espíritu de hostilidad 
a determinadas personas o clases. 

No es este el caso cuestionado, pues el gravamen que esta- 
blece la distHjsición que se impugna, que representa una creación 
legítima del derecho público inherente a la organización del Es- 
tado y i*ara la subsistencia de este, es de carácter uniforme y 
general y se aplica proporcional y equitativamente a todos aque- 
llos que se encuentran en igualdad de condiciones, igualdad que 
es real y efectiva, y que se ha podido reglamentar, como lo ex- 
presa el íí tjuv de conformidad Con el privilegio que le confiere 
al Poder Legislativo el art. 99. inciso l v de la Constitución de la 
provincia, y en virtud de los principios establecidos en los arts. 
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Hi4 y H>5 «Ir la Constitución Nacional: sin que con ello se aten- 
te tampoco contra el derecho de propiedad o se altere su substan- 
cia, porque eottio todos lo* consagrados i»or la Carta Fundamen- 
tal, no es ni absoluto ni ilimitado, ya que puede ser objeto de 
restrireinnes en *u goce, mediante las leyes comunes que regla- 
mentar] su ejercicio, y también están autorizadas dentro <lel si>- 
lema mipadúltú eatálfltecWoi mientras no se demuestre que im- 
portan para el contribuyente una verdadera expiación. 

Por estas consideraciones, voo» por la negativa en la cues- 
tión propuesta. 

El señor juca doctor Gaseo por las mismas razones votó 
también por la insaliva. 

A la cuarta cuestión el din-t<»r Bregazzi, dijo: 
Atento lo resuello al tratar la> precedentes cuestiones, cn- 
rresponde con firmar la resolución apelada de fs, 135, que deses- 
tima las peticiones contenidas etl el escrito de fs. tlS, debiendo 
la sucesión, en consecuencia, acreditar los valores asignados por 
la revaluación a lodos los bienes situados en la provincia, para 
el pago del impuesto respectivo ( art. 16. me. 9* de la ley 3903). 

Asi lo V< ilo. 

El señor Juez doctor tasco votó en el mismo sentido por 
iguales razones. 

Con lo que terminó H acto, que firman indos. — Cusco. — 
iirajazzi. — Ante mi : Murium* Étfvéfa 

SENTENCIA 

Mi'Ccetk?. Noviembre << <le IQ2& 

VistOS y Considerando: 
One en el acuerdo que precede ha quedado estableado: 
1" <Jue corrcsiHinde que el impuesto a la trasmisión gratuita 
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de bienes, que del* alonar esta sucesión, se liquide conforme ;il 
valor asignado por la nueva valuación de los inmueble* qm &M- 
prenden las hijuelas, cuya protmolización se solicita (fundamen- 
tos dados al votar la cuestión planteada; fs. 107 y 112: ley de 11 
tle Junio de 1924; ley de 1926, art. 16, inc. 9* de la ley N" 3903; 
ley del 14 de Mayo 'de 1927 y art. 5" de la Constitución Nacio- 
nal }. 

2" Oue »*> es inconstitucional la disposición del art. 1ó, in- 
cisa 9* de la ley 3903 ( fundamentos dados al votar la cuestión 
planteada: arts. 4*. 16, 17. 2K, 31, lO+, 105 y 106 de la Constitu- 
ción Nacional y art, 99, ine. l v de la Constitución de la pro- 
vincia J. 

3" Que corresponde confirmar la resolución apelada de fs. 
135. que* desestima las peticiones contenidas en el escrito de ís. 
115, debiendo la sucesión acreditar los valores asignad»* j H >r la 
re valuación a tO*l*s los bienes situados en la provincia para el 
pago del impuesto respectivo (art. 16, inc. 9" de la ley 3903). 

Por ello, y fundamentos consignados en el acuerdo que pre- 
cede, se confirma la resolución apelada de fs. 135, que desesti- 
ma las peticiones contenidas en el escrito de fs, 115, debiendo 
la sucesión alionar el impuesto a la trasmisión gratuita de bie- 
nes con arreglo a los valores asignado* |*or la re val nación a íi* 
bienes situados en ta provincia lari. 16, inc. 9" de la ley 3903 >. 
llágale saU-r y oportunamente devuélvase. — Rogelio £«W* 
- . í. J. Bregassi — Ante mi : Mario tío Ztirulut. 



DICTAMEN DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Butilos Aires Juli.. 10 tk 

Suprema Corte: 

Después de dictada la sentencia de fojas 173 de este juicio 
sobre protocolización seguido por doña Maria Gregoria G de Al- 
zaga Vivanco ante el Juzgado tle 1* Instancia en lo Civil y Co- 
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rnerd.il rfcl Departamento del Centro. I'mvincia de Buenos Ai- 
re*, ha dehidii mterixtnef el recurso «le ablación para ante V. & 
fundando la queja cuno It* determina expresamente el ;iri. 15 
ele la ley 48. 

Nn se ha Ikaado esta formalidad en el escrito de fs. 1«2. ni 
¡d que la |iarte interesada se Umita a la enuitciadéB del recurso 
que deduce y a la cita de las disposiciones legales en que 1» apo- 
ya, sin demostrar la relación directa e inmediata <|Ue pueda exis- 
tir entre el caso resuelto y las garantías federales que se supi- 
nen vulneradas. 

Hacerlo, como re-ulta de autus. antes tic la sentencia o en 
esta Oírte Suprema después ¡le la oportunidad legal precitada, es 
prematuro o extemporáneo a los íines de la procedencia de dicho 
recurso. 

Aunque así no fuera, la referida impn icedeucia seria tam- 
hii-n manifiesta ti da vez que. como el mismo recurrente lo afir- 
ma en su escrito de ís, 1SM, en la causa se discute la inaplieabi- 
lidad de un artículo de la ley X ' 3801» por ser inconciliable con 
otras disposiciones de la misma ley. 

Hilo, naturiamente, m» es materia federal que autorice la 
intervención de eMa Corte Suprema. 

I-a interpretación y aplicación que los trihuuales de ptoviti- 
cia hagan de >us propias leyes locales, está excluida de la revi- 
sión amoti/ndíL en el recurso creado pot el articulo 14 fie la ley 
numero 48. 

Xu veo. por otra parte, la inconstilueinnalidad de ipe se 
lacha a la referida ley cotilo que menoscaha el principio de igual- 
dad impositiva cread» i por la Constitución Nacional, ya que la 
aisjxisición impugnada es de carácter uniforme y general y se 
a|.lican por igual a lodos l<.s -pie si- encuentren en igltaldad de 
condiciones, como afirma en la sentencia apelada. 

iVr lo expuesto, creo que corresponde tleetarar mal conce- 
dido el recurso interpuesto para ante V. K. 
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F Al. 1.0 M- LA CORTE SI 'I' K K M A 

Botí*M Aire*. Julio 26 de 1939, 

V Vistos: 

l'or fas fundamenta clt^l precedente dictamen del señar 
1'roctirador General respecto del fondo del litigio, y reprudu- 
emula los emitidos por esta Corte cu el juicio "Don Pedro l >r- 
dnqui. su sucesión", publicado en el tomo !5K pág. 103 de su 
colección de tallos, enn motivo de cuestiones que guardan estre- 
chu analogía con la presente y que ]«>r lo mismo le son estricta- 
mente aplicable*, si- confirma la sentencia nielada eii la patte 
tjue ha ]M.dido ser materia del recurso. Xotitiquese y repuesto 
el papel archívese. 

i\, Bermejo. ■ J, fom^RoA Al- 
corta. Roberto Kepkttw. — 
K. Quino 1 .avalle, - Aniumm 
Sacar ka. 



Don Juan Tamos Angel Sorttli, solicita SU <\\rrpti¿n tfrf Sfrt4r 
vio militar. 

Sumario: l* Procede el recttrso extraordinario del art. 14, ley 
4S, en un caso en que si liien la sentencia recurrida decide el 
punto a favor de la exención sostenida por el conscripto, 
aquélla rechaza también la inteligencia atribuida al inc. h) 
del art. 6.Í de la ley 4707 |ior el Ministerio Fiscal, sostenien- 
do el derecho de hacer efectiva la ubicación del servicio 
militar impuesta por la Constitución en defensa de ésta y 
tle la Patria, cuya representación ejerce, a lodos los ciuda- 
danos que no se encuentran expresamente exceptuados. 



ta 



FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 



2? El inc. 1») del art. 63 de la ley 4707 debe ser ínur- 
preiado en_forma restrictiva y sólo comprende, por consi- 
guiente, ;il 1 li j • h legitimo o natural dé madre viuda, sui qae 
la exención pueda extenderse |»or analogía a ni ras siinaet.i- 
oes como es la de la madre abandonada |«»r él esposo. 

Coso : Iji explica el siyuienle. 



FALLO [>F. I-A CORTE SUPREMA 

Buenos Aires. Juliu X» <fc 1'^- 

V fistos: El recurio extraordinario interpuesto y denegado 
contra sentencia de la Cámara Fttfcrstl de Apelación de la Capi- 
tal en los auto* "Suri.li. Juan Turnas Angel; solicitando su ex- 
cepción mili lar" y. 

Considerando: 

Que el ciudadano don Juan Turnas Angel Soruti ha sosteni- 
do la^exeución del servicio militar fundailo tu la interpretación 
(|tte atribuye al art. (>3. inciso b) de la ley N v 4707. ai razón de 
ser hijo de madre abandonada. F.l señor Fiscal de 1* Instancia 
ha mantenido a su ttirnn la tesis de qitt la letra del artículo no 
comprende ese casi» entre los ípie taxativamente enumera. 

(Jue si bien la sentencia de ta Cámara Federal ha .decidid» 
el pimío en favor de la exención sostenida por el conscripto, ha 
rechazado también la inteligencia atribuida al inc. fe) del art. 63 
por el Ministerio Fiscal desde qué intervino en la causa soste- 
niendo el derecho de hacer efectiva la obligación del servicio mi- 
litar impuesta por la Constitución en defensa de ésta y de la 
Patria, cuya representación ejercita, a todos los ciudadanos que 
un se encuentran expresamente exceptuados (inciso i\ articulo 
14, ley 48). 
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En su mérito y de conformidad con lo dictaminado jxir el 
señor Procurador General, se declara procedente ¿I recurso, 

V considerando en cuanto a la cuestión federal por ser in- 
necesaria mayor substanciación: 

Que esta Corte ha resuelto reiteradamente que el toe 1») del 
art. 63 de la ley 4707 debe 'ser interpretado en íomia restrictiva 
y ijiie sólo comprende, por consiguiente, al hijo legítimo o natural 
de madre viuda sin que la exención pueda extenderse 1*«r ana- 
logia a otras situaciones o uno es la de la madre al>andonada l*ir 
el esposo. 

Por estos fundamentos se revoca la semencia en la parte que 
ha podido ser materia del recurso. Notifiques* y archívese, de- 
volviéndose los autos venidos como mejor informe con trans- 
cri[)ción de la presente y del dictamen del señor Procurador Ge- 
neral. 

A. BERMEJO. — J. FlÜUEHOA Al- 

cokta. — Roberto Kepetto. — 
Antonio Sacauna. 



Doña Zoila Sánchez de Bermejo contra la Caja Nacional de /«- 
bilaeiones y Pensiones de Empleados Ferroviarios. 

Sumario : El lieneficiario de la indemnización que acuerda el ar- 
tículo 46 de la ley 10.650. no tiene derecho a gestionar pen- 
sión fundada en la existencia de los mismos servicios que 
determinaron el otorgamiento de la referida indemnización. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 
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RESOLUCIÓN ÜK t.A TAJA FERROVIARIA 

Uueiios Aires, Kiwn» 23 de 1929. 

nuevamente estas actuaciones promovidas i^>r d.»ña 
Zoila Sanche/ -1c Uermcjo. con el propósito de acogerse a los 
U-iieíicÍ»s ile la yusión, con arreglo a las disposiciones de la 
ley 10650 v complementarias, e invitando para ello el carácter 
de viuda del ex empleado del Ferrocarril de Buenos Aires al 
Pacífico; dbrt Miguel Hermeju; com| colándose con la documen- 
taron aeompaña&i la personería invocada, así como también 
..tic el causante falleció el 4 de Abril de 1920, en cuya fecha ha- 
bía prestado ocho años, cinco meses y siete días de servicios. 
>egim asi se establece en el cómputo de fs. 64, 

n„,, adema*. fH.r la resolución de 2 de Agosto de 1924 
alegada a U. 37. se acontó a la postulante la indemntiaao» del 
art. 46 de la ley 10.050, je acuello a lo solicitado a ís. 16 y I' 1 
pTobarlü en autos: y 

Gonsiderando: 

Qité Mr Otra parle. COrhO te establece el art. 38. la pensión 
nnerge de la jubilación que disfruta a qtt* tenía <lereclio el 
causante; v acreditado ese derecho el beneficio tiene principio 
¿eMe la fecha del faUeeinuento del caúsame {aru 39 de la ley 
10.650 >. 

i »ue, p-.r eonsigüiente, y aiento a esta última sanción la eues- 
u„ n y ['uve >** suscita debe ser estudiada y resuelta en conformidad 
coi, !a> dis,«,siciones legales vigentes en la época en que se pro- 
dujo la muerte del causante. <Jue. sancionada la ley orgamca el 
30 de Abril de 1919. estipuló como condición para gozar de la 
jubilación por invalidé* que el empleado u obrero declarado fí- 
sica o imelectualmente incapaeiiado pata continuar en el desem- 
paño de su empleo o de otro compatible con su actividad habí- 
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ttial o su prqmración comproliada. tuviere por lo menos diez 
anos de servicios prestado, (Art, 20. iitc, V 1 , ley 10.050 >. 

Que contemplada la situación dej causante frente u esa dis- 
posición de la lev, se evidencia su falta de derecho a la jubilar 
tíóñ eñ virtud de no reunir las condiciones exigidas, ya que sus 
servicios sumaban W años. 5 meses. 7 dias. 

One la ley aclaratoria X v 11.074 al legislar sobre el derecho 
a pensión de los causadla bien tes de los empleados u obreros fa- 
llecidos en el ejercicio del cargo, impuso también como condi- 
ción esencial, la justificación de haber prestado el cansante más 
tic diez años de servicios. 

Pero es muy proliabk que el pedido formulado |x>r la pos- 
tulante se funde en la disposición del art. l v , inc. i) de la IcA' 
I L308, <jue al modificar el art. 20 de la ley 10.650 redujo a cin- 
co años el término indispensable para lograr la jubilación por 
invalidez; y <lc ser asi tampoco jiodna prosperar dicho pedido, 
porque esa ley fué dictada en Knero de 1924 y dado su carácter 
de "modificatoria", debe regir para el futuro y no puede ser 
aplicada con efecto retroactivo de acuerdo al principio consagra- 
do |Hir el art. 4 del C. Civil. 

Si bien es cierto que la íi?ctiia. Cámara Federal al decidir 
por vía de apelación en casos análogos al stth judies aplicó re- 
troactivamente la ley 11.308. jurisprudencia que por su reitera- 
ción fué adoptada por el Directorio, considerando «pie no cabía 
ningún recurso contra las resoluciones del trihunal; hoy, en pre- 
sencia de los fallos de la Corte Suprema fijando la interpreta- 
ción de dis|Hisiciones de la ley de Jubilaciones y Pensiones de 
Ferroviarios, |>ara cuyo conocimiento se ha declarado competen- 
te, entiende el Directorio de su del)er plantear nuevamente la 
cuestión en forma de llegar al más alto trihunal del país para 
que pueda fijar la interpretación de los preceptos legales que 
rigen el caso. 

POr estos fundamentos, atento lo dictaminado i>or la Aseso- 
ría Legal, lo aconsejado por la Comisión de Pensiones y de con- 
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formulad om lo acordado por el Directorio en su sesión del 18 
de CHcionftfe ppdo. 

Se resuelve: 

í* Desestimar por improcedente el pedido de pensión for- 
mulado |ht mm Zoila Sánchez de Bermejo en su carácter de 
viuda del ix empleado del Ferrocarril de Unenos Aires al Pa- 
cifico, don Miguel Bermejo. 

2» Notifupiesc v archtyese. 

/. Hrkw. 



SENTENCIA OF. LA CÁMARA FEPKKAI. UE APELACIÓN 

BWnos Aires Abril 24 de W>. 
Vistos y Considerando: • 

Según resulta del escrito de fs. 16. la recurrente solicitó en 
mi carácter de viuda de Miguel Bermejo, la indemnización a 
, t ue >e refiere el art. 46 de la ley 10.050. <|tte le fué concedida 
a fs. 37; y i»ereibió su importe como consta a fs. 40. 

De ello se infiere eme implícitamente renunció a otro l»enefi- 
cio y lialiieudn consentido la resolución de fs. 37. no pueden in- 
vocarse los servicios del causante que en ella se computaron, lia- 
ra lograr la pensión que ahora se gestiona. 

Por estos fundamentos y de acuerdo con lo resuelto ¡>or es- 
te triluinal en tos casos de Kichiardi y José liste ve M ¡ralles, fa- 
llados en < íctuhrc 26 de 1928 y Abril I* de 1929. respectivamen- 
te, se confirma la resolución arlada de fs. 72, t|ue deniega la 
pensión solicitada i*>r Zoila Sanche* de Bermejo. Devuélvanse 
sin más trámite. - Rudptfo S. Rérrér. - Marcelino Escalada.- 
fi. A, Xaaar Aixhurma. — /. P. Luna. — José Marcó. 
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DÍCTAME!* DEL .SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Ihiiíiws Aires Junki 5 de 1729. 

Suprema Corte: 

Se discute en las presentes actuaciones sobre |>ensión soli- 
citada de la Caja tic Jubilaciones y Pensiones <lc Km pl fados Fe- 
rroviarios por doña Zoila S. de Bermejo, si ésta» que es lieneíi- 
ciaria de la indemnización que le acuerda el art. 46 ele la ley 
10.650, en su carácter de viuda de Miguel liermejo, tiene dere- 
cho a gestionar pensión, fundada en la existencia de los mismos 
servicios que determinaron el otorgamiento de la referida in- 
demnización que ya lia percibido y cuyo monto ofrece devolver. 

Ha sido, así, materia de discusión la interpretación de dis- 
jiosiciones de la ley precitada, habiendo sido ta decisión final 
contraria al derecho invocado por el peticionante, fundado en di- 
cha ley. 

Existe, pues, el caso federal y de acuerdo con lo resuelto 
por V. E. en casos análogos, el recurso extraordinario de ape- 
lación deducido es procedente y ha sido bien concedido, atento 
lo disimesto por el art, 14 de la ley 48. 

En cuanto al fondo del asunto, entiendo, como la Cámara 
Federal, que la situación creada en el expediente y aceptada por 
la propia interesada a] gestionar y acogerse a los beneficios de 
la indemnización y percibirlos, es definitiva, impidiéndole una 
nueva gestión destinada a modificar dicha situación. 

Soy, por ello, de u] tildón que corresponde confirmar la sen- 
tencia apelada en la parte que ha podido ser materia del recurso. 

Horacio R. Larrcla. 
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Humus Aires, Julio 29 de 1VÍV. 

Vistos y Considerando: 

Por sitn fundamentos y Ir» dictaminado por el señor Procu- 
rador General, se confirma la sentencia recurrida. Xotifiquese. 
repóngase el jmpel y de vuélvanse los autos. 

Roberto Repetto. — K. (ii iuo La- 
valle, — Antonio Sagarna, 



ftirarttfl fí/iinro, Rcturso de amparo a la iibt'rtiul* 

Sumario : 1" Procede el recurso extraordinario del art. 14» ley 
4M, contra una resolución denegatoria del fuero ferleral. 

2> Los preceptos de los arts. 25 y 27 del Código de Pro- 
cedimientos en lo Criminal, en cuanto someten a nacionales 
y extranjeros a la jurisdicción local, no se hallan en pugna 
con las cláusulas de los arts. 67. incisos 11 y 27, 105. 14. 18 
y 28 de la Constitución. 

i v Los jueces federales sólo deben conocer de los delitos 
i|u<" uíeclen el orden nacional o i}ÍK se han cometido en alta 
mar o CU lugares donde el gobierno nacional ejerza autori- 
dad exclusiva. 

-t" Ll fuero creado ]*>r el art. 100 de la Constitución Na- 
cional se refiere a las causas «ue versen sobre acciones ci- 
viles y no a las (pie se promuevan |>ara corregir con penas 
la infracción de las leyes locales que ha dictado una pro- 
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viuda en materia de su exclusiva competencia, ni a las ac- 
ciones <|tic .se intenten contra las sentencias (|iie CU ellas 
recaigan. 

Cuso : Lo explican las piezas siguientes: 

■ 

ALTO DEL ) LE 7. FEDERAL 

Itucims Aires, Marzo IR de 1920. 

Autos, Vistos y Considerando : 

Que la justicia Federal en lo Criminal y Correccional inter- 
viene ^únicamente en los casos en f|tie ocurran hechos relaciona- 
dos con el tráfico ferroviario y no a los eme se refiere el presente 
recurso, «mío lo ha establecido la Suprema Corte de Justicia 
Nacional, 

Que en cuanto a la constitucioiialidad de la ley 48 a que se 
hace mención en el presente escrito, en virtud de que su aplica- 
ción ha sido constante en todos los tribunales federales, superio- 
res c inferiores de la República, lo que determina que dicha ley 
es perfectamente constitucional en cuanto a su aplicación en los 
casos por ella contemplados. 

Por estas consideraciones se mantiene la providencia de 
fs, 6 vía. y se concede el recurso de ablación interpuesto, de- 
biendo, en consecuencia, remitirse estas actuaciones a la Cámara 
Federal de la Capital en la forma de estilo. 

t Jatittts. 

SENTENCIA DE LA CÁMARA FEDERAL DE APELACIÓN 

Buenos Aires, Mayo 24 de 1929. 

Y Vistos : De acuerdo con lo sostenido y pedido por el Mi- 
nisterio Público en ambas instancias, se declara k incompetencia 
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de la Justicia Federal para comtcer en el presente recurso, con 
rostas, — Marcelino lisfúltída. — />. A. 'tíosar .iurhorciM. 
J. °. ¡.una. 



DICTAMEN DEL SF.ÑOH PROi l/RADOR GENERAL 

ItncfKiN Aires Julh 12 de 1929. 

Suprema Corte: 

Habiéndose denegad" a Ricardo I tone ve el fuero federal 
que invoca para el conocimiento del presente recurso que ha en- 
tablado ante el Juzgado Federal en lo Criminal y Correccional 
de la Capital de la Nación, resulta procedente ta apelación dedu- 
cida a fs. 15 para ante esta Corte Suprema. í mulada en el art. 14 
de la ley 48, toda vez que en autos ha quedado planteado un caso 
federal. 

Mu cuanto al fondo del nsunto, por las consideraciones adu- 
cidas por el Ministerio Fiscal, pido a V. E. con firme la sentencia 
recurrida de fs. 14 vta. en cuanto declara que el conocimiento 
de esta causa no corre>iiondc a la justicia federal. 

Horario R. Lamia. 



FALLO DE LA CORTE SI TREMA 

Buenos Aires, Julm 29 de 1929. 

Autos y Visto is : 
Considerando: 

Que habiéndose alegado la competencia de ta Justicia Fe- 
deral y siendo la resolución recaída denegatoria de dicho fuero 
en contra de lo alegado por el recurrente, es procedente el recur- 
so extraordinario (Fallos: tomo 1,10. pág. 135; tomo 152, pág. 
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344 ji y de acuerdo con li» expuesto y pedido |«ir el státor Pro- 
i nuli ir General asi se declara. 

Y considerando cu cuanto al fondo de la ctastiSw |*»r s*í 
innecesaria mayor substanciación: 

Ouc el ari. 25 del Código de Procedimientos en lo Criminal 
excluye de la eompct encía de los jueces federales de la Capital 
el conocimiento de todos los delitos comunes cometidos en la 
jurisdicción tic los tribunales ordinarios de la Capital por ciuda- 
danos o extranjeros, salvo los casos especialmente exceptuados 
por el derecho público interno o jwr los principio» del derecho 
internacional. 

Que, sin bacer distinción entre ciudadanos y extranjeros, 
el art 27 del Código de Procedimientos en lo Criminal comple- 
mentario del 25 en cuanto organiza la jurisdicción criminal, atri- 
buye el juzgamiento de las faltas y ton t ra venciones a las orde- 
nanzas iuunic¡i>aies o de policía a las respectivas administracio- 
nes cuando la |»ena no exceda de un mes de arresto o de cien 
pesos de multa y a los jueces correecit males en caso contrario. 
(Art. 28, inc. L* del mismo Código J. 

Que tales preceptos en cuanto someten a nacionales y esc* 
tranjeros a ta jurisdicción local, no se hallan en pugna con las 
dispjsiciones constitucionales invocadas i>or el recurrente, pues 
como lo ha declarado esta Corte en decisiones reiteradas f Fa- 
llos: tomn 1 19, pág. 161 ; tomo 134, pág. 82: tomo 152. pág. 344 ) 
"no obstante la generalidad de los términos de los arts. 67, me. 
17, 94 y 100 de la Constitución Nacional que disponen que el 
Poder Judicial de la Nación, en los casos regidos por leyes na- 
cionales y otras fuera de los Códigos, será ejercido por una Cor- 
te Suprema de Justicia y por los demás tribunales inferiores c|ue 
el Congreso estable/xa. aquéllos han sido siempre entendidos en 
la República v en los Estados Unidos, cuya Constitución es la 
fuente reconocida de los mismos, en el sentido de que ni se opo- 
nian a exclusiones completas de los tribunales federales en ca*o 
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de no exigir los projiósitos une lo> ¡n forman l M>r ,íl *«*a>a im- 
portancia civil o pena! de dichos* casos, u otros ntOtíltoS, ni a la 
investidura de jaMicción ett distintas autoridades con recurso 
liara los tribu indo referidos." 

Oue rain- recordar, asimismo, la pegja sentada por esta Corte, 
«ir. lucida de preceptos legislativos, de la doctrina y de la jnri>- 
prudencia: "Los jueces federales sólo ctóien conocer de los de- 
litos que afecten vi urden nacional o fljae se han cometido en alta 
mar »* en lugares donde el gobierno nacional ejerza autoridad 
exclusiva {ley N" 50. art. 3". ley 48, arts. 20 a 23 del Código de 
IWedimientos en lo Criininal: Kallns: tomo 1, pags. 40 y 170: 
tomo 75. iihk -US ; Kent jnrisp. of the L\ S.. 14 «I. ]>ágs. 438 
y 44.Í; Smry. párrafo 177d)". Kl caso de autos no está cuni- 
I «rendido en la regla. 

Que el fuero creado p«.r el art. 100 de la Constitución Fe- 
deral para las cansas entre un ciudadano extranjero y un ar- 
gentino, se refiere a aquellas que versen sobre acciones civiles. 
SégTOi SC declara en los art» 1* y 2> de la ley sobre CünuWtencia 
de los tribunales fie la Nación: esto es, sobre derechos nacidos 
de estjpttláción o contrato, ¡tó a tas causas que se promuevan 
para corregir con penas la infracción de las leyes locales que ba 
dictado una provincia en materia de su exclusiva competencia, 
ni a las accione? que se intenten contra las sentencias que en ella* 
recaigan, de las cuales no podría conocerse sin someter a juicio 
tas procedimientos de autoridades independientes de los poderes 
de la Nación y que no les deban cuenta del uso que hacen de sus 
atril iliciones pecualiares. Tumo 7. pág. .173. 

Cuando la disposición comentada dice "causas que se su.s- 
citeil»', se ha referido indudablemente a las civiles. Esta es la 
inteligencia propia del lenguaje usado, pues un delito no engen- 
dra >iuó exeepaqnaln%entc una causa que se suscite entre victima 
v victimario, pues aquella se ahre o se sigue, con independencia 
dé la voluntad e intereses de la %*lctima y sólo en nombre de la 
saciedad ofendida. Las cansas civiles sí. se suscitan entre dos 
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personas dueñas de sus acciones y derecho entre «mimes se es- 
tablece una 'controversia* *. jialalwa ésta usada en la Constitu- 
ción tic tos listados Unidos, fie la cual es copia, casi literal, la 
nuestra, en la parte que se discute. 

tjw conviene tener presente que la pretensión de extender 
ta jurisdicción federal a las causis criminales ha sido exteriori- 
zada en un proyecto latrocinado |nu* el Ministro. Dr. Drago, en 
y míe el Congreso respondió cou el silencio a semejante ini- 
ciativa. Dicha reforma nu es viable sino se reforma la Gmstitu- 
ción y nu se «wrcibe la necesidad de hacerlo ya que la justicia lo- 
cal, presenta garantías suficientes de seriedad y competencia en 
tudas las Provincias argentinas. "La ley de 1*63. ha interpretado 
fielmente la Constitución cuando ha limitado esa jurisdicción 
(federal) a las causas civiles, sistema que nu puede ser alterado 
sino por la misma Constitución. Esta es también la conclusión 
a que llegaron los Estados Cuidos, donde se consideró inconsti- 
tucional la idea de extender la jurisdicción federal a loa críme- 
nes comunes..." (Agustín de Vedia. Soberanía y Justicia. Híle- 
nos Aires 1 <XW l . 

En su mérito, de conformidad con lo dictaminado por el 
señor l'rocurydnr General y i*»r los fundamentos de la sentencia 
apelada, se la confirma. Nolifíquese y devuélvase, reponiéndose 
el papel. 

A. liKHMEJO. — KOBKKTO lÍKPKTTO. 

— K. Gi ino Eavau.k. — Anto- 
nio S.\(.AK\.\. 
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Íh>n Entiquv /■. í usares y doña L\\rmeu Catufos de (asares 
(jw.-í henderos > , eontra la "nn'ineiü de Butttos Aires, sobfá 
imniislttueitmaüdad del impuesto a la ¡temida. 

Sumario; 1" l>e acuerdo con t-] inciso 4* del articule» 12 y el 14 
4 U u \vy 4S. es indispensable jara considerar legalmente 
l>roduci<la la prórroga de jurisdicción, la existencia de un 
¡Avila a «le un juicio deducido o contestado ante un Juez a 
un tribunal de provincia. 

Las diligencias relativas a la pmtoci Giración He las hi- 
juelas no comportan p«r sí solas una situación equivalente 
;i la deducción de una demanda o a su contestación, dado 
que la prórroga fie jurisfliceión presupone una inanif estación 
de voluntad derivada del actor" o del demainlado en el sen- 
tido de una opción. 

Caso; La explican las piezas siguientes: 



UltTÁMLS DEL PHW't RAPOR f.F.NERAL 

BueiK» Aires. Mayo 11 de 19.29. 

Suprema Corte : 

[)nti Juan M. Pintos cu representación de los herederos de 
d<>n Enrique F, C asares y ítófia Carmen Campos de Casares, de- 
manda a la Provincia de Buenos Aires, por devolución de diez y 
nueve mil veintiún i*-m>s con sesenta y cinco centavos moneda 
nacional pagada baj" protesta i>or concepto de impuesto a la he- 
rencia, 

Kl representante de la Provincia al contestar, a fs. 22 el 
ira>ladn «pie le ítiera conferido, opone. como defensa previa. la 
excepción de falta de jurisdicción tic V. E. para conocer en la 
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causa, por cuantn "los actores sometieron a decisión tic los tri- 
bunales <lc la Provincia la misma cuestión t|iie hoy vienen a plan- 
tear ante V. E." "Así resulta, me, é juicio de protocolización 
que tramitó en l-a Plata." 

Entiende ver en ello una renuncia de ta sucesión a demandar 
ante esta Corte Suprema, o muí lo ha hecho, a dicha provincia, 
por repetición de lo pagado indebidamente, alegando la ineons- 
titucionalidad del referido impuesto sucesorio. 

No |>articipo de esta opinión. El fuero local no ha podido 
prorrogarse en actuaciones que no causan instancia a ese fin, 
como son las de la tramitación del exhorto a que se refieren loa 
testimonios presentados por la actora. donde necesariamente de- 
be alionarse el impuesto sucesorio. 

La Provincia, por su parte, no ha comprobado sus afirma- 
ciones relativas a la prórroga de jurisdicción. Se ha limitado, en 
cuanto al fondo del asunto a reconocer la efectividad del cobro 
hecho, respecto a cuyo monto ha formulado observaciones que 
han sido aceptadas i>or los actores. 

La discusión, pues, ha quedado reducida a la exeqiriún de 
incompetencia articulada. 

Lo expuesto me induce a afirmar que, no existiendo pró- 
rroga de la jurisdicción provincial jMir |Kirlc de la sucesión, V. K. 
es competente [«ira conocer en la présenle causa que ésta ha 
deducido contra la Provincia de Huenos Aires. 

Horacio R. ¡Mrrdtu 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Iludios Aires, Julio 29 de 

Y Vistos; Este juicio seguido por los herederos de Enrique 
V, y Carmen Campos de Casares contra la Provincia de Buenos 
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Aires SObTÍ ine^nstitucionalidad del impuesto a la> herencias, del 
cual resulta: 

( Míe a fs. 4 comparece don Juan M. 1'intos en rcftreseirtft? 
eión de los señores Julio Kfftncisco Casares Campos, Linriquc 
Roque Casareis Camoo*, |»'r si y en su carácter de tutor de! me- 
nor Gaspar Antonio Casares Campos, y de tas señaras Julieta Su- 
Mina Casares CamjXía de Crquisía y María Lucrecia Casares 
Campos de l'rqui/a, demandando a la Provincia de Buenos Ai- 
res jK«r devolución de la Mima de diez y mu-ve mil {«-sos con se- 
senta y cinco centavos moneda nacional ( IM.000,65 1 cim más 
tos' intereses a estilo de l<*s que cobra el tianco de la Nación des- 
de la fecha de la notificación de la ilemanda y además costos y 
costas ÜeJ juicio. 

Une fundando su iiedidu expresa ipie el juicio sucesorio 
de don Hurique F, Casares y dona Carmen Campos de Casares, 
padres de sus mandantes, fué tramitado en esta Capital, donde se 
dictó la declaratoria de herederos y practicóse la j»ar lición y co- 
mí i la mayoría de los bienes se haltalian situados en la Provincia 
de Unenos Aires, solicitóse la protocolización de amias ante el 
juzgado a cargo del Dr. Raúl Ignacio Ferrando, de la ciudad de 
La Plata, la cuál fué ordenada en el registro del escribano don 
Ramón Blanco. 

Qüe requerida la intervención de la Dirección General de 
Escuelas liara que practicara la liquidación del impuesto a las 
herencias, fué presentada la que transcribe, cuyo importe as- 
ciende a la suma de $ 41.62175. Tal liquidación fué objetada |>or 
los herederos al evacuar mi traslado sosteniendo que sólo esta- 
ban ohtitóáctos al pago de la suma de veintidós mil quinientos se- 
tenta v nueve pesos eon noventa centavos, 

( Hie a ís. 107 del espediente sobre protocolización está 
agregado un recibo del Manco de la Provincia de Bucos Aires, 
de La Mata, por valor de 42.552.*». pagados por sus comiten- 
tes de acuerdo con lo exigido jior la Dirección de Escuelas; la 
diferencia de S ( '3U5 centavos que se nota entre la suma paga- 
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da y la liquidación res^-etiva corresponde a intereses desde el 
día de la liquidación hasta la fecha cu que se hiai el pagfc, 

Que éste se hizo hajo protesta, dejpaosfi a salvo los de- 
rechos de los herederos p*n¡ repetir de la Dirección do locue- 
las la suma pagada de más con sus respectivos intereses. 

Que el fiindaiuentn |>ara pedir la devolución se halla en que 
es inconstitucional el art. 37. inc. 7- de la ley de sellos o vr res- 
pondiente al año 1925, no sólo por su falta de equidad, sinó 
también pirque viola el principio di- igualdad como ya lo tiene 
declarado esta Corte, entre otros, en el juicio seguid., por Juan 
y José Drysdale contra ta Provincia demamlada. 

Que acreditada la jurisdicción originaria de esta Corte co- 
rrióse" traslado ele. la demanda a fs. Í3 vía., él que fué evacua- 
do a fs. 22 per el doctor Roberto l'arry en tos términos siguien- 
tes: í» (Jue los actores optaron )>or la jurisdicción provincial y 
no les está permitido aUindnnar la reclamación que allí entabla- 
ron y promover un nuevo juicio ante esta Corte. < »poue, por con- 
siguiente, como defensa previa, la excepción de falta de juris- 
dicción y pide que al dictarse sentencia se haga lugar a ella, con 
costas, ^ Que t>ara el * o de que no procediera esta defensa 
acepta la apiieabilidad de la escala del 2 c /c de acuerdo con lo sos- 
tenido en la demanda, pero salvando errores de la liquidación 
presentada |>or los actores, afirma que la suma a restituir sería 
siriamente de (5 18.212.S4) diez y ocho mil doscientos doce péSOS 
etin ochenta y cuatro centavos moneda nacional. 

Que corrido traslado de la exección de incompetencia fué 
entestado a fs. 25. pidiendo su rechazo con cestas. A fs. 29 se 
abrió la causa a prueba, produciéndose la que expresa el ccriiti- 
cado del actuario de fs. 4*. Solo los actores alegaron suhre su 
mérito a fs. 50, llamándose autos a fs. 54 vta. 

i 

Y Considerando: 

Que como se infiere de la precedente relación de la causa 
el representante de la Provincia de Buenos Aires basa la excep- 
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chjii de falta de jurisdicción de esta Curie en la circunstancia de 
que los adores ya pFonjovieron b cuestión de incoristítüctenali? 
ilad en el juicio líe protocolización tramitado ante las autoridades 
judiciales de la Ciudad de fsa l'lata y h&Hm prorrogado al ha- 
cerío la jurisdicción Metal sometiendo a la decisión de lus lr¡- 
butudes de la Provincia ta misma cuestión que hoy viene a plan- 
tear ante esta Cotte, 

Oue de acuerdo con el iue. 4" del art. 12 y el 14 de la ley 
4S, era indispensable |«ira considerar legalmente producida la 
prórroga de jurisdicción, la existencia de un pleito o de un juicio 
deducido ü contestado ante un juez o trilmnal de Provincia; 

<Jue la |»ntel a rendida ]Hir los actores demuestra que ellos 
uo lian promovido ninguna demanda ctmtra la provincia de Une- 
nos Aires ante los jueces de ésta sobre el punto que es objeto 
de discusión en esta causa: y tantico que hayan contestado de* 
maiula alguna deducida i* ,r aquel Estado contra ello*. Y siendo 
asi. es evidente que no existirían términos hábiles para que les 
fuera aplicable el ¡tic. 4" del art. 12. 

Qtté las diligencias relativas a la protocol i nación de las hi- 
juelas no comportan por si solas una situación equivalente a la 
deducción de una demanda o a sil contestación. Desde luego, 
I ..M pie siendo la protocolización una diligencia judicial impues- 
ta por la legislación local, a fin de obtener la incorporación a 
un registro provincial de documentos y escrituras que ya revisten 
esa condición, excluye por eso mismo la idea tic controversia o 
litigio inherente a las demandas judiciales. ]a prórroga juris- 
diccional presupone una manifestación de voluntad derivada del 
actor o del demandado en el sentido de una opción y la proto- 
colización es por su naturaleza obligatoria, lo cual torna impo- 
sible toda libre elección. 

Que el hecho de que la protocolización se use t>or la pro- 
vincia demandada como medio cíe i»ercepción del impuesto a las 
herencias, no le quita su carácter, cuando, como en el Casi» de 
antes, las observaciones presentadas por los adores a la liqnt- 
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dación formulada ¡mr el presentante de la Dirección de Es- 
cuelas no han sido consideradas i^r los jueces y el |»ago se lia 
realizado coníortne a los términos de aquélla liajo protesta. I.a 
exeejieiim de incompetencia delie, pues, ser rechazada como lo 
aconseja e] señor Procurador General. 

Une en cuanto a la repetición, la Provincia de Hítenos Ai- 
res ha expresado su conformidad para tute se devuelva a los ac- 
tores ].i suma de $ 18.2I2..X4 centavos moneda nacional en lugar 
de la reclamada por aquéllos y éstos a su turno han aceptado esa 
cantidad con el fin de evitar ta priKhtceión de prvtelia. Véase 
ís. 22 y fs. 25. 

En su mérito y de conformidad con lo dictaminado y pedi- 
do |M>r el señor Procurador Genera], no se hace lugar a la ex- 
cepcion ele incompetencia y se declara que la Provincia de Hue- 
llos Aires está obligada a ¡Migar a los actores, dentro del plazo 
de treinta dias, la suma de diez v ocho mil doscientos doce pesos 
COW ochenta y cuatro centavos moneda nacional, con sus intereses 
désele la notificación de la demanda, l-as costas en el orden cau- 
sado atento el resultado del juicio. Noli tupiese y repuesto el pa- 
pel archívese. 

A. Bermejo. — Roberto Repbtto. 
— K. (ir mu I, avalle. — Anto- 
nio Sagahna. 



f¡. Hi-nán y Cía., arfando */c una tc$&l&im¡ de Aduana 

Sumario; \ v l^is disposiciones de los artículos 129 y .152 de las 
< írdenaíizas de Aduana presumen siempre la entrada de 
"artículos", (dijetos de valor económico que i n ir emir o dolo 
se manifiesten en cantidad, clase y calidad diferentes de los 
realmente constatados en la revisión, pero no de cosas sin 
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ningún valor apreciahle, lo que no es materia de derechos 
dé importación. 

La circunstancia de estar asegurarla la mercadería no 
está prevista en las leyes coma tase de imi>osie¡ón fiscal a 
falla de entrada «le la mercadería asegurada. 

Cuso : Lo explican las piezas siguientes : 



SENTENCIA DEL JUEZ FEDERAL 

Bwttos Aires. N<nkmlinf íi de 19.28. 
Vistos y Omsideraudo: 

<Jue en e! presente caso se trata de una sustitución de mer- 
cadería por objetos sin valor. 

t me no tulliéndose comprobado en autos <|ue. como lo afir- 
,„;, eí interesad^ la sustitución haya sido efectuada fuera de la 
jurisdicción del ,>aís. del* entenderse que la mercadena estala 
sometida al régimen aduanero argentino para uno de cuyos puer- 
tos venia consignada. 

Qvw, además, se^un consta a fs. . .. y lo afirma el recurreu- 
tr la mercadería estaka asegurada y no puede alegarse la per- 
«litta d*1 val-r de la misma como circunstancia excluyeme de las 
r,s ( K>nsal,¡lidade.s contraidas { *>r el hecho de la manifestación y 
oían estal>lecidas en los arts. 352 a 356 de las Ordenanlms. 
|N,r ello se confirma la resolución administrativa de fs. 10 
Vía que ordena a II. Horran y t ía. el inmediato retiro a plaza 
del Imito «le míe se trata, previo |iago de los derechos, servicios, 
éfc , míe la misma adeudare y con arreglo a la declaración origi- 
nariamente comprometida, con costas. Nolitiquese, repóngase las 

fojas v devuélvase. 
' ' Miguel /.. Jitui tts. 
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SENTENCIA DE LA CÁMARA FEDERAL DE aFELACIÓK 

Ruchos Aires, Abril 24 de 1920. 

Vnstos y Considerando ; 

La firma U. 1 Ierran y Cía. solicitó por copia de depósito 
K> 25,330. e] despacho de un cajón con 84 vestidos de seda para 
señora, adornados o no, con un peso tatito de cuarenta y cuatro 
kilos, llegado en el vajHir "Principe di t'dine", procedente fie 
Genova. 

Exigido por la Aduana el pago de los derechos correspon- 
dientes a la mercadería manifestada con arreglo a lo dispuesto 
en los arts. 1 29 y 352 de las < )rdenanzas, la f irnia documentante 
se negó a ello alegando tratarse de mercadería que no había en- 
trado al país, pues al efectuarse la verificación se comprobó que 
dicho cajón contenía en lugar de vestidos, piedras, cajas vacías 
y paja, todo sin valor alguno (fs. 4 y 9 vta.) 

El cajón fué recibido |M>r la Aduana en malas condiciones 
y con un peso suprior al asignado en el documento respectivo, 
de lo que resulta que no pudo cambiar su contenido después de 
ser embarcado en el puerto de origen y, en consecuencia, intrn- 
ducirse la mercadería a plaza. 

Siendo asi no es de aplicación lo decidido por este Tribunal 
en la causa que se cita de Tomás Torrado (Septiembre 10 de 
192C), pues tanto en ese caso como en el de Castellanos y Sosa, 
resuelto administrativamente, los cajones habían sido recibidos 
por la Aduana en perfectas condiciones, con sus precintos, bro- 
ches y sunchos intactos, y coincidiendo d jn-sn bruto del cajón con 
el que traia marcado de origen, y en esa situación no existiendo 
la posibilidad de que la mercadería hubiese sido introducida al 
país, no correspondía el |>ago de derechos. 

Por ello y sus concordantes, se confirma, con costas, la srn- 
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leticia apelada ele fs. 39 de esta causa de Aduana seguida por B. 
Herrán v Lia. Devuélvase, jfafetfr -V. rWr. .l/nrrrftiw 
/iW.h/«i" - /í. .4. Násar Ate&éte**. - * / -"""- " 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

BtMrtOW Aires, Julio di* 

Vistos y Considerando: 

( hit- no hay constancia en autos, ni el « </'"' afirma <|ue ta 
haya de la etrttátla eti é twús de los artículos a que se refiere 
el 'doenmcntu de ís. 3. contenidos en el cajón C. V- mmsportadu 
cu el vai«.r "Principe d'Üttmc", procedente de (iéuova* docu- 
mentado |H,r Herrán y Cía. y que. descarado "en malas condi- 
ciones" (fs. 4). resuitü con piedras, pajas y otros objetos 3U1 
valor El tercer considerando de la C ámara Federal dice sola- 
mente que el cajón "pudo cambiar su contenido después de ser 
embreado en el puerto de origen y. en consecuencia, introducir- 
se la mercadería en plaza" ( ís. 50 1. i*rn el enunciado de esa po- 
sibilidad no es la afirmación judicial de la maniobra sospechada 
que eonstituiria un raso de fraude aduanero. 

O,,,. n , etn secuencia, la aplicación analógica de los arls. 129 
v 3¿2 de las 1 trdenatuas de Aduana. Uise de las resoluciones su- 
cesiv^nerite ocurridas o recurridas, no se ajustan a la letra m al 
espíritu que informa esas dis|H.siciones. pues ella se presume 
siempre la entrada de ■ artículos", qfóétOS de valor económico 
míe por error doto se maniiestarou en cantidad, clases y cali- 
dad diferentes de las realmente constatadas en la revisión. f*ro 
no de cosas sin ningún valor apreciare. In .pie no es mater.a de 
derechos de imi>ortaeióu. 

i fue la circunstancia de estar asegurada ta mercadería en 
ciicMión. en el lugar de origen o de carga, estimada ,>or el señor 
[ue? Pederá! eti abono de su fallo confirmatorio de la resolución 
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aduanera í ís. M)), no está prevista en las leyes como 1>ase de 
tni[HisÍción fiscal a falta (ie entrada de la mercadería asegurada. 
Si esa carga se hubiera perdido en el viaje f>or cualquier acci- 
dente fie la navegación misma o de hechos de tus pasajeru* o tri- 
¡Hilantes el seguro habría tenido eficacia y, sin emhargu, nu 
ludiría de ruchos de iin pt ir t ación a cobrar. 

Qiie la doctrina fine el tribunal íí quo aplicó al caso Torra- 
do que mencionan los recurrentes y la misma Cámara, es la jus- 
ta y aplicable al stih Htr. en cuanto las deficiencias mencionadas 
en el envase, en este caso, sin concretarse, no son el proceso de 
ley por supuesta introducción clandestina de mercadería que pu- 
diera difirenciarlo del aludido caso Torrado y otros similares. 

Por lo expuesto lo resuelto por esta Corte en el caso Cazu- 
rro y Cía. fallado en 24 de los corrientes, sobre devolución de su- 
mas legadas en concepto de derechos aduaneros y oido el señor 
Procurador General, se revoca la resolución recurrida y se de- 
clara (Hic Herrán y Cia. no son pasibles de ninguna sanción, por 
no hal>cr entrado al país los artículos que manifestaron en el do- 
cumento de fs. 3. Nutifiquese, repóngase, devuélvanse los autos. 

A. RP.MMKJO. — lioilF.RTO RkPKTTO. 

— H. Guido Lavalli:. — Anto- 
nio S.\<;akn.\. 



/'*»«<# FramrUiui (. oquin (sus herederos), Cpütm b Pravittcia 
de Bunios Aires, sohre ¡neoustiíudomlidad del impuesto a 
ta herencia. 

Sumario; Un poder otorgado fiara tramitar y recoger mu suce- 
sión no es bastante para intervenir cu un juicio en que se 
demanda la inconstitucional ¡dad de una ley fie la Provincia 
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de Buenos Aires y la devolución de impuesto abonado por 
aplicación de 0b* ley. (Ari. 1**18. Código Civil), 

Caso: l^i explica el siguiente: 



FALLO DF. LA CORTE Sl'PRRMA 

Buenos Air**. Jnlin -» de 1929. 

Vistos y Cnnsittenindo: 

Que el mandato en virtud del cual se ha iniciado esta acción, 
ha sido otorgado jwr los interesados, con et solo objeto de tra- 
mitar v recoger la sucesión de duna Kraueelina C<Kptin í véase 
ís. Z) y las facultades conferidas se refieren única y exclusiva- 
mente a intervenir en la tramitación del juicio sucesorio respec- 
tivo y en todos los negocios en los cuales pudiera tener derecho 
la causante. 

Que según lo establece el art, 1918 del C. Civil, el mandato 
especial para ciertos actos de una naturaleza determinada no pue- 
de extendere a otn>s actos análogos, aunque éstos pudieran con- 
siderarse como consecuencia natural de los rpte el mandante ha 
encargado hacer. 

Tor ello se hace lugar a la excepción de falta de personería 
opuesta a fs. 46. con costas, y habiéndose presentado a ís. 48 
IKKlcr especial, ratificando el escrito de demanda, corres]* rnde 
jK>r tanto, que la Provincia demandada proceda a contestar dere- 
chamente la acción en el término de ley. Hágase saber y retén- 
gase el papel. 

A. Hkhmkjo. — Roberto Repetto. 
— R. Glido La valle, — Anto- 
nio Saoarna. 
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Doña Mafia Anadia Tellcrta de Hasaldúa y alna contra ta Fro- 
vincia de Humos Aires, sobre ÍntOHStUticiona8éad de? im- 
puesto a la herencia. 

Sumaria:, No cstamlu comprendida en la protesta Formulada al 
[Hi^ar el impuesto a la herencia establecido en la Provincia 
tle Buenos Aires, la cuestión relativa a saber sí jvara la Hc- 
terminación fie la tasa aplicable han de tomarse solamente 
los valores correspondientes a las hijuelas existentes dentro 
del territorio de la Provincia o si han de computarse, tam- 
bién, las que se encuentran en otra jurisdicción, ni habien- 
do sido presentalla dicha cuestión en la demanda tajo la faz 
de ser tal procedimiento contrario a alguna de las garantías 
aseguradas jior ta Constitución Nacional, ella no puede stT 
decidida |H»r la Corte Suprema en un juicio eu que procede, 
en lo fundamental, por razón de la materia, la jurisdicción 
originaria de ésta, (Se trataba de decidir sobre la legalidad 
u ilegalidad de la interpretación atribuida a la ley provin- 
cial por la Dirección de Escuelas, cuestión librada por com- 
pleto a los funcionarios de ta justicia local). 

Caso: Lo explican las ptezás siguientes: 



DICTAMEN DEL SEÑOR PROCURADOR UENERAL 

Piittvs Aires, Mayo ¿I dé l#29. 

Suprema Corte : 

Don Carlos Scbatz, cu representación de doña Marta Ama- 
lia Telleria de Basaldúa, Angela y María Alejandrina Tcllcría 
demanda a la Provincia de Dueños Aires, por devolución de la 
suma de ocho mil trescientos cincuenta y tres pesos con cincuen- 
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ta centavos moneda nacional y >u- intereses, abonados, según 
ellas; indebidamente en eoneepto «le impuestos a la trasmisión 
gratuita de bienes, de acuerdo cotí las pffeseJ¡|ífeKmiai de la ley vi- 
gente di- dicha provincia, sobre pajwl sellado, en virtud de la cual 
la liquidación de limpue-to se ha verificado tomando en cuenta, 
al aplicar ta tasa, ito al monto de eada hijuela. sin al total del 
acervo hereditario. 

Sostienen los actores que el gravamen cuyo pago se les lia 
exigido y que «itós Ütíí veriíieado tajo protesta, según consta 
de auto-* e* violaiorio del principio de igualdad ínt| Misil iva que 
(girante el art. lo tu í:t Constitución Nacional. 

a Provincia contestó la demanda recomiendo la existen- 
cia di los hechos artktilados. 

I,a cuestión, pues, de dencho planteada en ta presente de- 
manda no difiere fie la resuelta por esta Corte con fecha 18 de 
Noviembre de 1<>J7 en la cansa seguida contra la misma provin- 
cia de Humos Aires |n»r don Juan II. lirysdale ! % C N. 149: 
417). 

V. K. declaró en ella la inconstitucional idad del impuesto 
aplicad". 

l)e acuerdo con duba sentencia, soy de opinión une corres- 
ponde mantener, aplicándola en el caso de autos, la referida doc- 
trina de V, E. 

Hprado f\'. Litnrtit. 



FAII.O LA CORTE St PREMA 

Bucles Aires, Julio 29 de 

V Vistos: Kste juicio seguida por doña Marta Amalia le* 
Hería de lía-aldúa y otra- contra la fWincia de Buenos Aires 
s,,hre inconstilucionalidad del. impttesio a la herencia, del cual 
resulta : 
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f >ue a ís. i conqiarece don <. arlos Schal/ en representación 
de doña María Amalia tclkria -i»" KasaMiía. Alíjela y Marín 
Alejandrina Tclleria. demandando a la Provincia de Humos Ai- 
res y pidiendo se la condene a restituir la simia «le pesos 8.3 W. 50 
moneda nacional nm sus intereses y las costas del juicio, 

( Míe al hacerse la protocolización de las declaratorias de he- 
reden ts di- los padres de sus mandantes en la Provincia de Une- 
nos Aires alionaron en virtud de la liquidación practicada ñor la 
Dirección fie Escuelas la suma di- $ N.707. Inj» protesta y re- 
>ci va de derechos, fundándola ni qfte el impuesto dehe liquidarse 
y pagarse sobre cada hijuela y no sobre el monto total de los 
bienes. 

Que de ése modo plann-amu la iueonsiitucionalidad del ar- 
tículo".^ incisn 7 tfc la ley c¡u¿ regia el año 1<>20. ya resuelta 
por la Curte ¡én el caso DrysdaU' contra la Provincia di- Hítenos 
Aires. 

Que con arreglo a ese criterio la reducción s^bre la suma 
pagada delie ser de la mitad y iHir consiguiente la Provincia debe 
devolver .*ho mil trescientos cincuenta y tres pesos con cin- 
cuenta ecntavos moneda nacional en o m junto. 

One corrido traslado de la demanda, fué evacuado a ís. 14 
por et Or. Roberto Parry reo) nociendo la verdad (le los luchos 
articulados ¡jór los actores, asi como la aptkabilidad al presente 
caso de la jurisprudencia invocada por ellos y exponiendo: 

Que los peticionantes incurre en flus ^fftío, pues pretenden 
que se ks devuelva más de lo que corresjionde : i*ara ello aplican 
la escala det 2 Jt pretendiendo excluir i*ra la formación de cada 
hijuela los bienes situados en otras jurisdicciones. 

Que esa pretensión no puede prosperar porque no es posible: 
limitar el caudal de la hijuela a los bienes que se adjudique en 
la Provincia de Buenos Aires. Cuándo la ky toma en crmsklera- 
ción el monto de la hijuela para fijar la escala. ii" viola el prin- 
cipio de la igualdad impositiva ni excede los limiles de su juris- 
dicción para la aplicación del impuesto. 
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* Htv ijb es |Hisibk* excluir los bienes simados futra de la 
Provincia para la détenuinaeión de la importancia Je cada hijue- 
la, ya que ello se prestaría a eludir el impuesto, como ocurriría 
ett el caso «le que se adjudicaran, como parte de gananciales, to- 
dos los bienes situados en la Provincia, 

i Hu- sieñdd la lujuela de cada hijo de $ 101. 000 la escala 
aplicable 13 la del 2.50 fe y no la del 2 % que pretenden; loa 
actores. 

QÜe, en consecuencia, pide se dicte sentencia declarando que 
b Provincia debe devolver la suma de ($ 7.420,38 centavos) . 
SÍelé mil cual rocíenlos veinte i*sos con treinta y ocho centavos 
mpiiedá hácibnal y rechazando la demanda en cuanto excede la 
expresada suma con costas a los actores, 

< >ue a fs. 17 vta. recibióse la causa a úntela, producién- 
dose la que expresa el certificado de fs. 41 a fs, 43, alegan m 
sqhrc mi mérito los actores y a ís. 51 vta. se llamó t>ara defi- 
u ¡ti va. 

V Considerando: 

Que la cuestión relativa a salier si para la determinación de 
la tasa nplicabk- han de minarse solamente los valores eorres- 
|h. lidien tes a la hijuela existentes dentro del territorio ríe la Pro- 
vincia o si han de computarse también los que se encuentren en 
otra jurisdicción, no puede ser decidida por esta Corte cu esta 
causa. I.a protesta y reserva de derechos formulada |M»r los acto- 
res en el momento de actuar la liquidación practicada por la Di- 
rección tic Ksctielas de la Provincia, háse limitado "a lo que se 
pague deniás por mala aplicación de la ley. pues el impuesto debe 
liquidarse sobre cada hijuela y no sobre el monto total de los 
bienes." 

Que como se desprende de los términos expresos de !a pro- 
testa, ¿sta hacia exclusiva referencia a la situación contemplada 
l>or el inc. 7 del art. X7 y según el cual la tasa se determina!» 
tomando CÓlitb antecedente el valor tittal de los bienes transmití- 
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dos flora luego aplicarla sobre cada una de las hijuelas. La cues- 
tión actual que consiste en deducir la tasa del monto de cada hi- 
juela computando en el valor de ésta no sólo el de los ¡tienes si- 
tuado* dentro de la Provincia, sino también el de los que se 
encuentran en otras jurisdicciones, se hallalia fuera de Ja pro- 
testa. 

<Jue tal cuestión, que como queda expresado, no fué com- 
prendida en la protesta, tanqioco lia sido presentada en la de- 
manda bajo la faz de ser tal procedimiento contrario a alguna 
de las garantió* aseguradas p>>r la Constitución Nacional. 

Que siendo asi y tratándose de una causa en que procede 
sobre lo fundamental la jurisdicción originaria de esta Corte por 
razón de la materia, no ludria ésta decidir sobre la legalidad o ile- 
galidad de la interpretación atribuida a la ley l»r la Dirección 
de Escuelas, cuestión ésta librada ixir completo a los funciona- 
rios de la justicia local Fallos: tomo 153, pág. 214 y tomo 152 
página 268. 

Que habiéndose reconocido por la Provincia de Buenus Ai- 
res la aplicahilidad al presente caso de la jurisprudencia sentada 
por esta Corte en el juicio seguido por los herederos de la su- 
cesión Drysdale y su obligación consiguiente de restituir la can- 
tidad de siete mil cuatrocientos veinte pesos con treinta y ocho 
centavos moneda nacional en lugar tle la reclamada, so!o jw>r 
aquella cantidad defte hacerse lugar a la demanda. 

Kn su mérito se declara que la Provincia de Buenos Aires 
debe restituir a los actores en el plazo de veinte días la cantidad 
de siete mil cuatrocientos veinte pesos con treinta y i>cho centa- 
vos mi Hieda nacional con sus intereses desde la fecha de la noti- 
ficación de la demanda, sin costas, atento el resultado del juicio. 
Notifique.se y repuesto el papel archívese. 

A. JÍKHMEJO. — ROBKRTO RErETTO. 

— K. Ge ido Lavalle. — Anto- 
nio Saoarna. 
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!h>m\ huitfhi \ ' tt iti ht l : amiml>s y utms unitrtt h Própiwk 4f 
Bueno* Aires, pvr iMmtáttu&tineffitiéd dti impuesto a m 
herencia, 

Smuarb: 1" Habiéndose sostenido en la demanda míe la ¡nler- 
pretaeióu dada al art. 23 de la ley de sellos de la Provincia 
d« Buenos Aires* po r las autoridades de este listad" al con* 
giderar a la hija política como extraña a los efectos del iwijfo 
del impuesto, era contraria a los artículos 345 y 363 del Có- 
digo Civil por cuanto impórtala modificar, desconocer o 
contrariar sus disposiciones referentes al parentesco, la com- 
petencia de la Corte Suprema para conocer de esa cuestión 
es evidente dado que ella a í celaría los principios consagra- 
do- |*ir los artículos 67, inciso 11, 108 y 31 de la ley fun- 
damental. 

2" La imputación que de conformidad con lo dispuesto por 
el art. 363 del Código Civil se hace en los grados de liaren- 
tesco, sólo es aplicable cuando ge trata de los efectos seña- 
lados i«ir la ley al de afinidad, como se infiere de lo dis- 
puesto ]Kir el art, 362, y tratándose de esta especie de parcii- 
tesco iu) existen más efectos «inalados dentro del Código 
•pie la uldi^ación alimentaria (art. 368), imi>cdimcnto j>ára 
el matrimonio (art. 9», inciso 3". ley fie matrimonio) e in- 
capacidad del escribano para redactar el testamento de la 
persona con quien tcnj:a esa clase de parentesco (art. 3653) 
a pata ser testigo en las condiciones del art. 3702. 

4' No íigU. ramio entre los efectos acordado:, |>or el tó- 
digo a la-. |ier>ona* vinculadas por el parentesco de afini- 
dad derecho hereditario alguno, mal puede decirse tpte el 
art. 2Í3 de la ley de sello:, <k la Provincia de Buenos Aires 
o la interpretacióti dada a ese artículo por las autoridades 
de la misma al considerar a la hija i^ihiea como extraña en 
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la liquidación del impuesto correspondiente a su legado, ha- 
yan modificado, alterado o desconocida el grado que por 
analogía le corresponde al lado de su esposo premuerto. 

Citso: Lo explican las piezas siguientes: 

DICTAMEN L>n. SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

liiH-iius Aires, May t* H úv 

Suprema Corte: 

No encuentro razón alguna míe pueda invocarse para apar- 
tar a V\ K. del conin-ii» liento de nulas las cuestiones míe lian sitio 
(Hoinovidas en esta demanda que doña Jacinta < iareía* l*Vrnáu- 
de* y otros han iniciado contra la Provincia de liuenos Aires 
sobre iueonstitueionalidad del impuesto a las herencias, máxime 
cuando la misma provincia, al contestar la demanda a ís, 40, ha 
sometido tales cuestiones a decisión de esta Corte Suprema. 

Ja circunstancia de que uno de los punios controvertirlos 
delw resolverse por interpretación y aplicación de disposiciones 
del Código Civil, una excluye la jurisdicción de % K. en ese 
punto, como es obvio, tuda vez que asi lo exige ta naturaleza 
de la presente causa, cuya tramitación corresponde a la juris- 
dicción originaria y exclusiva de V. EL 

Xo es aceptable sostener que tal jurisdicción quede res- 
tringida cuando se trate de la aplicación incidental en la eau>a 
de leyes comunes. 

Soy ivr ello de opinión que a V, V.. corresponde dictar sen- 
tencia de acuerdo a los términos en que ha quedado trabada la 
iid.i antt estallo. 

Horario R. ÍMirt tu. 
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buowa Aires. Jnlm 31 de 1029. 

Y Vistos: listas actuaciones seguidas ]mr doña Jacinta (Jar- 
cia Fernández y afros contra la Provincia de Buenos Aires so- 
bre incotistitueionalidad del impuesto a las herencias del cual 
resulta : 

Que a Es. 3 comparece itun Leo|xtIdo S. Pereyra en repre- 
sentación de doña Jacinta García Fernández, dé doña Angélica 
Crdinarrain de García Fernández jpof si y sus hijos menores, de 
don Ricardo Alberto García Fernández, tamhicn por derecho 
propio y en representación de su hijo menor demandando a la 
Provincia de Buenos Aires jior repetición de la suma de pesos 
40.J32.J1 moñuda nacional y pidiendo se le condene a su pago 
con intereses y costas. 

Que el juicio testamentario de doña Jacinta García de Gar- 
cía Fernández fué tramitado en esta Capital y a los efectos de 
la inscripción del testamento en el Registro de la Propiedad de la 
Provincia demandada y con relación a los bienes existentes en 
ella los herederos de la señora de García Fernández se presenta- 
ron ante las autoridades judiciales fie aquel estado, a fin de ob- 
tener la protocolización del testamento la cual fué ordenada pre- 
vio pago liajo protesta de la suma de $ 98.553.37 a que ascendía 
la liquidación verificada jKir el representante de !a Dirección Ge- 
neral de Kscuelas. 

Que ta forma de liquidar el impuesto aplicando el art. 39, 
inc. ?? de las leyes de sellos de 1925 y 1926. cuya mconstitucio- 
nalidad sostiene de acuerdo con la jurisprudencia sentarla |H>r 
esta Corte en cas<«* recientes, los lleva a reclamar la devolución 
de la suma de $ 27.196.32 centavos moneda nacional, que es la 
que pni|Hircionatmente corresponde, teniendo en cuenta la suma 
total pagada y el valor de las hijuelas fie cada uno de los here- 
den.- actores en el presente juicio. 
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(Jik\ a la suma anterior debe agregarse lo que resulte del 
furli" dC haberse considerado a doña Angélica l'rdinarrain de 
García Fernández como extraña a los efectos de la determinación 
de la ta mi, siendo que la ley de fondo que regla y legisla sobre 
las relaciones de t*arentesco la ha colocado, como hija política, 
dentro de lo dispuesto jwr el art. 345 del Código Civil. V en es- 
te concepto a la suma anteriormente expresada debe agregarse 
la de $ «.490.44. 

Oue. Dor último, reclaman en concepto de intereses y de 
daños y perjuicios, computados desde el dia del pago bajo pro- 
testa, la suma de 4.639,55 moneda nacional. 

Corrido traslado de la demanda a fs. 26, fué evacuado a fs. 
40 por el Dr. Rolierto Parry, exponiendo: 

Oue su mrte está conforme en devolver a los actores él 
excedente que se les hubiera cobrado acatando usi la jurispru- 
dencia de esta Corte. 

(Jue en la demanda se incurre en algunos errores aritméti- 
cos, siendo el más grave el de colocar a una hija política en la 
misma situación de otra legítima, aplicándole la tasa del 2.50 % 
cuando la que corresiionde. a titulo de extraña, es la del IH.50 c /c. 

(Jue de conformidad con la liquidación contenida en el es- 
crito de contestación, manifiesta que la demanda sólo debe pros- 
ear hasta el iin|>oric de 27.459.40 centavos moneda nacional, 
pidiendo el rechazo de toda otra [K-tición. 

Que los intereses deben alionarse desde el día de la notifi- 
cación de la demanda y las costas declararse a car^o de los acto- 
res |»ur existir plus pi'titio, 

t.íue hallándose conformes las partes en que se llamara 
autus jmra definitiva a mérito de lo exptusin en sns escritos de 
f s . 44 y fs. 51, así se hizo a ís. 52 vta. 

Y Considerando: 
Oue la Provincia de Buenos Aires ha admitido de acuerdo 
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itJii la jurisprudencia sentada i»or esta Corte que "el impuesto 

ilrtie liquidarse «j¿ún el monto «le cada hijuela ]Mir ser violatoria 
de la Constitución N'acional la disposición de la lev de sellos pro- 
vincial 4 ue establecía que regiría ta escala correspondiente al 
mtmto total de ta herencia." 

(Jue, o mío consecuencia, la Provincia demandada ha recono- 
cido que lus actores tienen derecho para reclamar la devolución 
de la suma de veinte y siete mil cuatrocientos cincuenta y nueve 
i>rsih con cuarenta centavos moneda nacional (27.459.-W)) y és- 
tus se han conformado con ella. 

Qúe de acuerdo con lo resueltu en casos iguales jK>r esta 
Corte, lus intereses de la suma a*i fijada deben comenzar a co- 
rrer desile el día de la notificación de la demanda y no desde 
aquel en une tuvo lugar la protesta, pues ésta no |>uede producir 
el efecto de constituir en inora a la Provincia. 

Que en la presente causa, al ladu de las objeciones de ca- 
rácter constitucional presentadas a la valí* tez del art. 39, inc. 7 
úe ta ley de sellos de ka Provincia de Huellos Aires, se formula 
la ríe que la interpretación atril mida al art. 2.1 de la misma \»>r 
la-* autoridades de aquel Kstadu ttU|X)rta modificar, desconocer 
contrariar el contenido de lo* arts. ¿45 y 363 del Código Civil 
referentes al parentesco. 

(Jue. la competencia de esta Corte para conocer también 
sobre esta segunda cuestión, es evidente, pues si, como se sos- 
tiene, la interpretación dada a la lev local es contraria a las dis- 
puMciuncs del Códiyo Civil, existe, (*tr eso mismo, una cuestión 
que es come, la primera, de especie constitucional, puesto que 
afectaría los principáis consagrados |>or los arts. 67. ¡ne. 11. IOS 
y .íl de la ley funda mental. 

Queí ru estas condiciones, la competencia de la Corte en 
razón ríe la materia existe acerca de los dos puntos comprendi- 
dos en la ftfh >in que sea de aplicación al presente litigio el an- 
tecedente de jurisprudencia constituido por el juicio \\ . H. Mu- 
llir y Cía. contra la Provincia de Rueños Airo, fallado por esta 
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Gorte el 28 de Nuviemhre de 1928. pues en éste se trataba de 
una cuestión de mera interpretación de la ley local que no nacía 
de cau-a civil y. |>or consiguiente, un había fuero por razón fie 
las personas, ni sé había planteado, tampoco, directamente, la 
iiio mslittR'ii malidad de la U-y aplicada, lo cual, a su vez. deter- 
niinaha la falta de fuero p«r razón de la materia. 

Que en til demanda se ha sostenido que el impuc-tu cobrado 
a doña Angélica Urdinarrain do García Fernández interpretan - 
do el art. 2¿ de la ley de sellos es contrario a lo dispuesto por 
los arts. 34| y 3#3 del Código c ivil en razón dé que s^ün és- 
tos aquélla es pariente de la causante en primer grado en (ttiéa 
recta de-eendente y, como tal. debe pagar con arreglo a la tasa 
dd 2.5o ' ' f fi¡ luyar de la que se le lia cobrado, reptttandolá 
extraña. 

< >ue Ja expresada dona Angélica contrajo matrimonio culi 
el doctor Eduardo García Fernández, quien falleció con anterio- 
ridad a la muerte de su sefiont madre doña Jacinta García de 
García Fernández. Esta, en su testamento, legó el remanente del 
quinto en parlen .dicuotas a su hijo Juan Manual Garcia Fer- 
nández, a su hija política d«.ña Angélica Urdinarrain de García 
Fernández" y a su nieto K ¡cardo Alherto Garcia Fernández. Fu 
presencia de tales hechos la cuestión dehatida consiste en saber 
si la ley de sello* de la Provincia de Humus Aires ha modificado 
u alterado (I¡s¡«»síciones del Código Civil al considerar a la hija 
política como extraña a los efectos del pago del impuesto pir el 
mencionad! t legad* >. 

Qué, desde luego, y de conformidad con lo dispuesto por 
el art" ¿63 del Código Civil, la nuera es pariente por afinidad 
de la causante, hallándose, a mi respecto, en el mismo grado 
tpie se hubiera encontrado su marido si viviese. Pero esta com- 
putación qw se hace por analogía suponiéndose que los dos 
cónyuges forman una sola persona, sólo es aplicable cuando se 
trata de los efectos señalados por ta ley al |>arentesco por afini- 
dad como se infiere de lo dispuesto por el art. 362 al decir '"los 
grados de parentesco según la computación establecida en este 
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titulo (se refiere tanto al de afinidad omin al de con^an^uitifáM i 
ri^en pora lodos los efectos dedarados en las leyes de éste 
Código . . ." 

Que tTatáfldóSé de está especie «le parentesco no existen 
más efectos señaladla dentro del Código i pie la ohl ilación ali- 
mentaria iart. 368), ifopedímentó ¡jara el matrimonio (art. ( P, 
¡ttó. 8*4 ley de matrimonio) e incapacidad del cseriltano para re- 
dactar el testamento «le la persona con i[iiieii tenga esa clase de 
parentesco (art. .VóJ), o para ser tesii^u en las condiciones del 
art. 3/02. El derecho de recoger los l.iencs tmr sucesión no exis- 
te entre afines, 

(Jne ni» figurando entre los efectos acordados por el Códi- 
go a las personas vi neniadas por el parentesco «le afinidad dere- 
cho hereditario albino, mal puede decirse que el art. 2.Í «le la ley 
de sellos de la Provincia de Buenos Aires o la interpretación da- 
da a ese articulo por las autoridades «le la misma al considerar 
a doña \nt;éia-a corno extraña en la liquidación de timpueslo co- 
rrespondiente a su legado, huyan modificado, alterado u descono- 
cido el ^rado que por analogía le corresponde al lado de sn es- 
poso pr entuerto, pon pie ese grado sólo del «a ser resalado piu- 
la' U-i-dación local conforme a los arts. M y t*7, inciso 11 de la 
Constitución Nacional, si el derecho de suceder a la suegra hu- 
lera sido fino de los efectos señalados p«>r el t odito Civil al 
parentesco por afinidad. 

Eli 511 mérito y de conformidad con lo dictaminado ]M>r el 
-emir Procurador General se declara «pie la Provincia de Hítenos 
Aire- debe restituir a 'os actores dentro del plazo de veinte días 
la suma de veinte y siete mil cuatrocientos cincuenta y nueve pe- 
sos con cuarenta centavos moneda nacional con sus intereses des- 
líe el día de la notificación de la demanda. Las costas por SU or- 
d- n atento el resultado del juicio. Xmifiquese, repóngase el íapel 
y archívese. 

A. Iíi-.kmkjo. — Roberto Rkpktto. 

— R. GlHPO L AVALLE. — A X TO- 
MO S.\i ¡AUNA. 
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X c ) T A S 

(/mi fecfia í« de Julio di- V>-h la Corte Suprema di: COH- 
íormidad con Id <l¡ct:uiiinai1« > ¡ht v\ Himr Procurador (ieuerat. 
declaró improcedente la i|ueja deducida \»>r don José perfiátidej! 
Ferrapeira ni autos om don Adusto Sehavvrs, sobre nulidad de 
atente, en razón de halterse interpuesto dicha coteja, fuera del 
término que determina el art. 2M de la lev nacional X" 50. 



Kn la misma fecha tío se hizo lugar a la queja deducida por 
José Coscardo y oirfis, en la cansíi seguida en 511 contra |«»r in- 
fracción a la ley 40í)7, sobre juegos prohibidos, en razón <le re- 
sultar de la propia exposición del recurrente que ta cuestión 
dt lia! iila bahía sido resuelta aplicándose para éfid, circunstancias 
de hecho y prueba ajenas al recurso extraordinario de puf© de- 
recho federal, que autoriza el art. 14 de la ley X" 48; agregán- 
dose, además, t|iie para la procedencia del recurso intentado, no 
bastaba la simple invocación de cláusulas constitucionales, pues 
es indispensable (pie la solución de la causa dependa «le la inter- 
pretación que a esas cláusulas se de. 



Kn la causa criminal seguida de oficio contra Luis < fcatnpo, 
Tomás I Jupón o ]>upó e Ismael (iallo, jior el delito de homicidio 
perpetrado en la persona de Fulgencio IJaez, en < ieneral Acha. 
jurisdicción del Territorio Nacional de la Pampa Central, el 
Juez Letrado de dicho territorio úitló la causa condenando a los 
procesados a la pena ele reclusión perpetúa, costas y accesorias 
légale? (art. 80, inciso 2". 45. 12 y 2 1 ) del Código Penal) : sen- 
tencia ípie fué continuada en todas sus partes, en cuanto a los 
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proeesattós 1 >mm y 1 i:il,n >" 1:1 modifico respecto a la péna im- 
puesta a Üúpwi, la qué fijó én vétete años de reclusión, acceso^ 
rías y costas. Elevados toa autos ™ apelación a la Corte Supre- 
ma, el tribunal con techa 3 de julio de V&K confirmo, a su vi/. 
Ja sentencia apelada en lo prmeijxii, y ta m- ..litio'» en cuanto a la 
pena impuesta a Pupón, a quien aplicó la dé prisión perpetua. 



* 

En tres del mismo* de conformidad cotí I*- dictaniiñado por 
v\ señor Procurador General >»n se hizo lugar a la aneja dedu- 
cida por el Ferrocarril del Sud en autos con doñá Btufia San- 
che* de Wémándcü e hijos útáxm, Sófcre daños y perjuicios, 
dado < m la sentencia apelada de h laman. KediTal di- T.a Pla- 
ta había decidido la causa \»* Rutones de tyrt* y prueba que 
delernuníta la responsabilidad de ta empresa en un accidente 
ferroviari(,i ocurrido en un paso a nivel, no existiendo. pues el 
caso federal qué pudiera motivar la totorvención de la Corte Su- 
prema en el recurso extrcwrdinarfo d#Í#do. 



Con fecha doce no se hizo lugar n la queja deducida por don 
Enrique Argericn en autos con "Barata y Savio", apelando de 
«ha resolución de Aduana, en nwón de que la sentencia arlada 
pronunciada por la Cámara Pederá! .!«■ la Capital se había ln.n- 
tdb a' resolver ia causa por raaones de Hecho y pruelm, con pres- 
cíndeucia íle toda cuestión de derecho, y no existir, tampoco, el 
caso ícderal que pudiera justificar la auetación cxtraordÍTiarw 
que solire cuestiones de puro derecho fedefalj aenerda el art, 14 
tt(; la !-•> 48, siendo también notorio* qué la> <le hecho y prtíeha 
mencionadas, no pueden détértninar mi procedencia. 



Kn la misma fecha, de cónfónnidad con jó dictaminado i>or 
i! señor Procurador Genera^ se declaro improcedente la queja 
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clt-.liKÍchi )K.r don I [urnbérto C. limiíanti, en autos con doña M&- 
ria I. Monasterio, sobre divorcio, en razón de que la resolución 
apetecía que denegaba «ti recurso de apelación interpuesto («ra 
ante ta Corte Suprema, se encontraba ejecutoriada, en virtud 
de haber vencido el término de tres días (pie a lal efecto acuerda 
el art. 2.^1 de ta tey 50. sobre procedimientos federales. 



En la misma feclia se declaró mal concedido por b Cámara 
Federal de Apelación de la Capital el recurso deducido por Al- 
berto Gasalis, en la causa seguida en su contra, \*tr infracción 
al an. 2* de la lev 11.386. sobre enrolamiento general, dado que 
la sentencia di* segunda instancia al reproducir los fundamentos 
de la prii ñera, había resuello el cas» por razones de hecho, al 
considerar "une la causal alegada se encontraba omtproliada [*>r 
SU preseiilación al juzgado antea del plazo fijado por la ley", 
circunstancia que p»ne a. la sentencia recurrida tuna del al- 
cance del recurso extraordinario de puro derecho federal. 



Mn la misma fecha se declaró improcedente la queja dedu- 
cida pur don líoris l.inur, en los autos ''BoíxmIqs. José, su 
tjtt¡el¿a*\ en ra/ón de que l;i rejsóludón recurrida, dictada por el 
Juez <le 1" fnstancia en I» Civil y Comercial de Santiago del Es- 
tero, se hallaba consentida por haber vencido el término de cin- 
co días, que a tal fin acuerda el art. 30S de la ley N« 50 sobre 
procedimientos federales. 



Kn la misma fecha no se hizo lu^ar a la i|Ueja deducida por 
di »n Carlos J. I^irlíiíue cu autos cuu el fnder Ejecutivo de la 
Provincia de Buenos Aires, juicio comencioso-administrativo. 
p..r aparecer de la propia exposición del recurrente míe la rt 
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solución apelada de la Suprema Oírte de Justicia de dicha pro- 
vinefc, habla resuelto ta cuestión debatida, apreciando pura ello 
puntas de hecho y prueba, tendientes ;i demostrar si el interesa- 
do ciH^i mió m no un decreto del P. É. de dicho ttstado. lo que 
es ajeno ;i1 recurso extraordinario di* puní derecho federal que 
autoriza el art. 14 de la ley 48. 



En la raisir ta fecha se declaró ¡nipruc- dente la queja dedu- 
cida por Jti>é María Rtjíbál, apelando de una íesojucióil de la 
Cámara «le Api daciones en lo Criminal y Correccional de la Ca- 
I iit;il. por un aparecer ríe la exiKi-óeióu del recurrente, que éste 
hubiese interpuesto recurso alguno para ■'" ur la Corte Suprema. 
i|iie le hubiera sido denegado, ni se trataba. nmipien, de ninguno 
de Ims casos contempladas en el arl. 14 de la ley 4S y art. 3'-' de 
la ley 4055. 



Kn la mi-ma feclfci no se hizo lügar al pedido de reconside- 
ración de. la resolución dietada p"r la Curte Suprema (ver urna 
de 2S de Junio ultimo), en la ti«e)a deducidla por don f.uis Seavn 
en autos con la Sociedad Anónima C< 'tp< «ración Financiera líc- 
cotifltttstaj sobre desaíojaniientoi |M'r resultar dé loa antecedientes 
acritftpanados l'" r 1 '1 IJffOP'O recurrente, que é^te UO dedujo para 
ante la Corte Suprema el recurso extraordinario «le la sentencia 
definitiva. que cu el caso, !•> era la del Juez de I" Instancia, 
atento lo cute drajíoneti las leyes procesales de la provincia de 
Buenos Aires, sino tle la (esolueién del Tribunal de alzada., «pu- 
se limitaUi a declarar bien denegada una apelación deducida pa- 
ra ante dicho tribunal. 



F.u diez y spete del misuin y de conformidad con lo dicta- 
minado por el Iwm dor Gerterati lio se hujo lugar a la queja 
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deducida jii ir doña Dolores Silva Cnlnu-íro, en los nttli>s 
"Joaquina Sánchez de Bohillu y Amalia Sanchas de Cuque, SU 
concurso civil", en razón de un hatiersc ci]iu[iUilt> al eniahlar el 
recurso con Ki eMalileeido en el art. 15 de la ley 4K. pues, .se 
lialiía omitido cuáles eran las disjmsietones del Código Civil en 
que se fuiulaki la invalidez cid art. 7 $7 del Códido de Procedi- 
mientos. 



Eu la misma fecha no se hizo lu^ar a ta queja deducida por 
di iña .Maria Luisa Ramos de Al ves, eu Ins tutos ** Liberato Can- 

* ' 

eilieri. contra Félix S. Guiña/ñ, sobre desatojo", j kji ih> tratarse 
de alguno de los casos previ sU» en Ins arts, 14 de la lev y 6 V 
de la X* 405. 



En la mi Mita fecha mi se hi/n hijear a tas quejas deducidas 
l-nr <lim Aniunin (ittliérrez Fernández en autns con don Caye- 
tano Barí incalió y don Ernesto Esleyer. snhre cohru de alqui- 
leres, por ihi aparecer de las exposiciones del recurrente, que 
este hubiera planteado en el pleito, ■ > sea. din anterioridad a la 
sentencia de última instancia dentro de la jurisdicción local, al- 
guna «le las cuestiniics federales que pueda autorizar el rt curso 
extraordinario para ante la Corte Suprema, erni arreglo al art. 14 
de la ley 4S, 



F.n la misil ia /echa no se hi/n lugar a la queja deducida pof 
el jx-nadn Ernesto C. Sacclietli. solicitando revisión de su pro* 
ceso* en razón de no aparecer de ta propia exposíciún del recu- 
rrente, que éste huliie.se interpuesto |«ira ante la Curte Supre- 
ma, recurso alguno que le huhiera sido denegado; a lo <p r -e 
agregaba, que la cuestión del «ti ida hahía sido resuelta por el tri- 
bunal de alzada, aplicando c interpretando para el caso disjm- 
sícioues contenidas en el Código Penal. 
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Kn veintidós del mismo ge declaró im|micecletíte la queja 
deducida por doña María li. de Pongerard en á«K» con la Caja 
Nacional <Ie Jubilaciones y Pensiones dé Empleados Ferroviarios, 
sohrc pensión, | »>r nt> aparecer de la propia exposición de la re- 
enrrenu*. que en la cuestión debatitía se tratase de alguna de la> 
• [iie determina <■! art 14 de la ley 48. 



Kn veintiséis dél mismo no se l»izi> Ínjj*r a la queja deduci* 
da ptr pumif linos, en autos con I .dieran i Hnos.» sobria consíí- 
í lición de trilnmal arbitral, de cttiiforteídad con lo dictaminado 
por el sentir Procurador General y en razón de no haberse lk- 
nadt) los extremos que preceptúa el art. 15 de la ley X v 48; 
agregándose, además, que tampoco aparecía cu los autos contro- 
vertida la inteligencia de lo> preceptos constitucionales y legales 
que garanten al extranjero el fuero federal, sinó que se había 
entendido por el juez <r (/tro, que era insuficiente la prtieba ren- 
dida para detuostrnr la nacionalidad ar-úida ¡«ir lus demandados, 
v ello está fuera de 1«> áteatices del recurso que preceptúan los 
arts. 14 de la ley 48 y & de la M>55. 



En la misma EccHa y de conformidad con lo dictaminado 
por eí Procurador General, no se hfeo lugar a la queja deducida 
por Antonio Severtno en la causa -t—uiOa en su contra, por mal- 
versación de c ándalo piíhltcoá, en raion de im haberse cumplido 
por el recurrente con l"s requisitos establecidos en el art. 15 de 
Li ley 4S y la res. >1 m i mi apelada, mi babía resuelto punto alguno 
de din clio federal; pues se limitaba a la interpretación y aplica- 
ción de disposiciones del Código de Procedimientos fin 1*' Cri- 
minal. 



Goii fecha veituinueve no *c hizo luijar a la queja deducida 
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por don José Crosta un ñuto* con tlmi Andrés Lucio, salir; des- 
aJojamiento, ]k>t aparear de l;i propia exposición dd rcnirren- 
te, que las cuestiones planteadas en el pleito habían sido resucitas 
aplicándose v interpretándose disposiciones de derecho común, 
lo míe es ajeno al recurso extraordinaria, de acuerdo con lo que 
establece el art. 15 de la ley 4S. 



Hn la misma fecha no se hizo lugar a la queja deducida jior 
don Virgilio A. Lasca, en los amos "(human \Y. K., su quiebra, 
Incidente sobre recusación", recurriendo de una medida disci- 
plinaria, pnr desprenderse fa propia exposición del recurrente, 
qtte la Cámara de Apelan un es en lo Comercial de la Capital le 
había aplicado un arresto contó prescri¡>ción disciplinaria, y eli- 
día resolución es ajena al recurso extraordinario, ya que para 
d!t> el tribunal n qtw no hizo sinó aplicar disposiciones de una 
ley -local; agregándose, además, con respecto al art. 1K de la 
Constitución .Nacional invocado, que dicha clausula no guardaba 
con la cuestión debatida la rebelón directa e inmediata coniu lo 
estíge d art. 15 de la ley AK 



En ta misma fecha ap >e hizo lugar a la queja deducida jmr 
don [u-li\ BürgOS (su sucesión), incidente sobre intervención de 
tos colaterales, por aparecer de la exposición de los recurrentes, 
que la cuestión debatida en las instancias ordinarias de la causa 
.se re< lucia a determinar su situación en el pleito y si ellos eran 
parte en el misino, atento et vinculo que invocaban como herma- 
nos y sobrinas carnales riel causante; de donde resulta míe se tra- 
taba de una cuestión regida por el derecho común, y la resolu- 
ción apelada del tribunal de alzada, se habia limitado a decidir 
el punto aplicando e interpretando disposiciones contenidas en el 
Código Civil, que no pueden autorizar el recurso extraordinario 
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de puto derecho federal, de acuerdo a lo míe disponen el art. 15 
di- la ley 48 y la constante jurisprudencia del triliunnl. aún cuan- 
do la interpretación del Irilmnal n íjuo asignada :i los artfcufoS 
del Código citado. íurra equivocada, cuno lo sostenían los re- 
currentes. 



pon Antonio Mujnaco muta la Caja Naaoiié tk JubUticiúW 
v Pensiones J<* BmpÜvtfns FArrowarws, 'soptf jnhihinón. 

Stiiítiirio: V' í"i introvertida la inteligéñeiá de la ley n:ieU*>t:il nu- 
mero IO.050 con falló contrario al derecho fundado en di- 
cha ley, procede el recurso estmortlinario del :irt. 14. ley 4X. 

2* El art. 24 de la ley HM.5n no exige renuncia expresa 
;il cómputo ulterinr d<- los servicios indenmjzados, smfi 
<iue, t«ir el contraria, e> a esa ¡nilenmi/:Lci.'ni ]Hir deyólüción 
de aportes D la que hay que renunciar catódicamente para 
tener derecho a la acumulación de servicios en el caso de 
reingreso, 

Caso'. I.<> explican las ptésas siguientesíí 



KKsOLrtlMN HE LA l\\J.\ FKKRftVIAKI \ 

Bttcnas Aire*, Juliu 17 ñe 

\iqu ipic el c\ empleado del Ferrocarril de lineóos Aires 
al Pacifico, don Antonio Monaco, solicita acogerse a los bene- 
í icios de la jubilación por invalide*, atento las probanzas acumu- 
ladas, dé las ,¡ue resulta: 

l * Que el peticionante presto servicios eii la referida em- 
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presa desde el 24 de Mazo de 1902 hasta el 24 de Enero de 1922, 
en que fué declarado enante ]«ir enfermedad. 

2» Oue el reeurrenie optó por la indemnización del art, 24 
ile la lev lO.íoO al ser declarado cesante el 24 de Knero de 1922, 
obteniendo la devoJución de los aportes efectuados para el fondo 
de jubilaciones y ilusione* desde Junio de l'*16 hasta la fecha 
ya expresada, según así se comprueba por el expediente agre- 
gado a estas actuaciones, y 

Considerando: 

Que de conformidad con lo estatuido en el segundo apar- 
tado del art. 24 de la ley 10.o5Ü, la opción por la indemnización 
en él establecida, produce la caducidad del derecho al cómputo 
de los servicios anteriores a la devolución de los aportes; situa- 
ción que tiene un carácter definitivo desde que ninguna disqwsi- 
cic'iu de la ley autoriza la restitución de las sumas devueltas. 

Une. por consiguiente, los servicios que el recurrente pres- 
tó durante el lapso de tiempo ya consignado no pueden ser admi- 
tidus a los fines de la pasividad y como los prestados anterior- 
mente no alcanzan al minina un de cinco años requeridos \*>r el 
art. 20 de la ley 10.650, carece de derecho al beneficio que re- 
clama, 

Por eslns fundamentos de acuerdo con lo dictaminado piu- 
la Asesoría Legal, lo aconsejado pur la Comisión de Jubilacio- 
nes y de conformidad con lo acordado por el Directorio cu su 
sesión del 24 del corriente, se resuelve: 

I" Desestimar por improcedente el pedido de jubilación pOf 
invalidez formulad" por el ex empleado del Ferrocarril de Une- 
nos Aires al l'aciíico, don Aun mío Mignaco. 

2 1 -' Xotiííquese al interesado y previo conocimiento de la 
Asesoría Legal y de la Contaduría, archívese. 

/. Rrivio. 
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SENTENCIA !>F. LA CÁMARA KKDKKAL Mí APKLA&Oli 

Buenos Aires Octubre 2h de litó». 

Por sus fundamento?, <c confirma la resolución apelada de 
í-, 5S «me deniega );l jubilación ihjt invalide:* sóliritada por An- 
iifjiio Mignaco, Devuélvanse >in máé trámite. — Mmrt'Uuo ks~ 
citfiidá, — & -í. iVírsffr .luchorm.t. - - /. F< — M*»- 
i». — Ródpífo v. FvtM 



FALLO UE LA CÜRTK SCI'HEM A 

Buenos Aírest, Julio 31 de l'tó'J. 

Vi-tos y Considerando: 

One en el presente juicio (1c don Antonio Mignaco contra la 
Caja ek- Jubííacjpiies y Pensiones de Obrero* Ferroviaria, jwr 
jubilacíóii, el pronunciamiento adverso de la Caja, que el tribunal 
(I qtu* confiniin por sos fundamentos, se I«ni en la opción une 
Mignaco hizo, al ser declarado cesante en el Ferrocarril del Pa- 
cífico-, por la devolución de sus aportes a la Caja desde Junio 
de 1916 hasta Enero de l°22. lo que conforme al art. 24 de la 
lev HWcf. produce caducidá del derecho a la jubilación por esos 
mismos servicios (fs. 58), 

Que cu tal concepto, se ha controvertido la inteligencia de 
Una Ky nacional con fallo contrario al derecho que el obrero 
invoca 'fundado en dicha ley. inciso art. 14, ley 48. por lo 
que el recurso extraordinario ante i>ta Corte es procedente, y asi 
se de-clara, y eucout ramios el expediente én secretaria autos y a 
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la oficina a los ícelos del art. W fie la ley 4055. Seíiálaiisr los 
días lunes y vi, rnes o el siguiente dia hábil si alguno de ¡unidlos 
no lo fuere para notificaciones en secretaría. Hágase salwr. 

A. Bskmbjo. — J. Ft©UE*oÁ Al- 
corta. — R. Gt'llio 1 .avalle. — 

A.VTONlo SAtiAkNA. 



I AÍ.LU DE LA CORTE SUPREMA 

Unenos Aires, A^isIk 2 de 1929. 

VfctOS y Considerando: 

Que no hay constancias en autos de la irresponsabilidad de 
Antonio Mígnaco, obrero ferroviario, por enajenación mental u 
jMir cualquier otra causa, a la época en qíw solicitó y percibió la 
indemitizaciún que. por su cese en el servicio, le corresponda de 
conformidad al art. 24 de la ley 10.650. 

Que. en consecuencia, esa solicitud y percepción de la su- 
ma debida en el concepto indicado, implica renuncia al cómputo 
ulterior de lo> servicios indemnizados, -i se produce el reingreso 
al trabajo ferroviario (.art. ¿4. secunda parte). 

Que la citada disposición no exige la renuncia expresa al 
cómputo ulterior de los .servicios indemnizados, sino que, por el 
contrario, es a esa indemnización \*>r devolución de aportes a la 
que hay que renunciar categóricamente pata tener derecho a la 
acumulación de servicios en el caso de reingreso. Lo dice con 
claridad la ley: "Cuando en este caso (en el de cesantía por eco- 
nomía o no requerirse sus servicios) el empicado u obrero optase 
por renuncia a la indemnización y reingresara posteriormente..." 

One los servicios acreditados por el recurrente, fuera de los 
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que motivaron la indemnización sólo alcanzan a dos años, tris 
meses y nueve días f f s. 56), tiempo íiiMifieiente para ta Jubila- 
ción fjuc* se pretende por invalide/, sea conforme a la ley Í0;65O, 
art. i", inc. \" q sea, con forme a ta más favt>ralile N> I J.30S, in- 
ciso ij, an. \% 

Por ello se O'iiíiriua. Hadase saber y «le vuélvanse l«s auto*. 

Roberto &j$sttq¿ - É, Guipo La- 
vai.le. — Amonio Saoarna. 



,S'< r¡^r.*.f SfíirüHictla $na$. cmitra ta Prewnem tlr Manioca, sobre 
ffámtsiUtüibniilítiaH dé ku h'yes númertís fS$ y 810 y 
tfecrettís n \gh un*- nía rio* . 

Sumaria', Las disjptásjctoiics de las leyes 75S y SK) í*obrc vinos ) 
contrarían las garantías establecidas en Ion aris. 14, 16, 2K 
y .11 de la (/mLshtueión Naeiotial. (Fallos: lomo 140. pá^i- 
nú- 154 y 156; torito 141. p&p 5 y tomo 14J, p% lühj. 

( iiw; Lo explican las piezas -i-jim-ntcs : 



III i TA M EN DEL PROCURADOR ( ¡EN ERAL 

litnchnn Aivis. I >¡L*k-mhrt j 15 de I oJK. 

Snpreuia forte: 

Los Sres. Searaniella lino*., representados ]Hir el prm*. tirador 
kamoii Vial, entablan demanda contra la Provincia de -Men- 
doza ¡jor imnswítncionalidad de la^ leves provinciales números 
7SS y N|<> y -ii" respectivos dtrretus reglamentarios y repetición 
de la surtía de »e>> mil trescientos Cuarenta pesos con treinta y 
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un centavos moneda nacional, pagada indebidamente en virtud tic 
las mismas, acción que fundan en los antecedentes de hecha y 
de derecho que e\|>onen. invocando al efecto lus aris. 14. lt>. 28 
y n de la Constitución Xacioiial. 

Al contestar el traslado conferido, el representante de la de- 
mandada manifiesta que se remite a la prueba que incumbe pre- 
sentar a la actora en apoyo de su derecho, y en lo que respeta 
a las leves ¡inpiijí nadas que se allana a la declaración de inconsti- 
tucional ¡dad pedida, de acuerdo con diversos fallos dictados por 
V. 1L en casos similares. 

En efecto. Y. K. ha declarado en su jurisprudencia (tumo 
139. |i¡if!. 3fi2: loiwi 140. pág, W y oin.s K la inconstiiucinnalidad 
de ambas Uves por tratarse de tributos que no tenían por objeto 
atender gastos de ta administración pública, doctrina aplicable a 
la cuestión planteada en este nuevo juicio que corresponde dilu- 
cidar de acuerdo erm el mismo principio sustentado por Y. K. en 
los casos anteriores mencionados en el segundo considerado del 
citado fallo inserto en el lomo 140. 

Siendo esto asi. me refiero a dicha jurisprudencia que ha 
tratado ya ampliamente la materia que motiva esta litis; y tenien- 
do en cuenta los términos en que lia sido contestada la demanda 
y la proel «i producida por la parte actora. pido a V. fe. se sirva 
aceptarla declarando inconstitucionales, a los efectos de este jui- 
cio, las leyes impugnadas. \mr contrariar las cláusulas enunciadas 
de la Constitución Nacional 



FALLO DE LA CORTE SUPHKMA 

Buenos Aires, Agosto 2 di- 1929, 

Y Vistos: Los seguidos por los señores Scaramella Unos, 
contra la Provincia de Mendoza, por devolución de impuestos, 
de los que resulta : 
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Qlie a R 4 y cotí lós documentos precedentemente agrega- 
dos, el representante de los actores se fu >r k anión !•. Vial, dv» 
mauda a la Provincia de Mendoza por inconstitudonaUdael de 
las leyes mimen*:, 758 y SIO y su> respevtnos d< i-r< Lo-, re^lanu u- 
tarios, como asimismo por repetición de los pagos hechos en vir- 
tud de ¡a> mí-ma>. que asri^den a la Mima tota! de diea mil 
achí . i» ;ntbs dncuenta iksos, noventa y ><•!> centavos itacumales, 
intereses y costas, habiéndose hecho los pagos de referencia bajo 
las correspondientes protestas. 

Que rl producido iít-1 impuesto creado por la ley 75S sé des- 
tina a oíros objetos que t! de cortear gastos de la administración 
pública, pues dicha ley se limita a repn)dueir la ley anterior nú- 
mero 70S, declarada inconstitucional por crear im monopolio de 
> '.i 'pi, imponer el ¿seguro oficial contra el granizo y las heladas, 
restringir la libertad dé industrias, aplicar gravámenes en miras 
il intereses gremiales, fomentar monop líos y atentar, en fin, 
ei ra h íibeitnd del trabajo, iodo ello en pugna con tas decla- 
raciones y derecho» ,f uiidámentales consagrados por la Consti- 
tución. 

Que las mismas observaciones proceden respecto al impues- 
ln pagado por exigencias de la ley $10, la que en realidad im- 
].>i'ta la aplicación, aunque en menor escala, de la ley 759, y 
adolece en consecuencia, de la misuia iheonstitueionafidad, por 
ser inconciliable con la*- uarautias primarias de libertad comer- 
ciaJ j di igualdad como liase del impuesto y de la¡> cargas públi- 
cas, antecedentes en mérito de ios cuáles se pide que sean decla- 
radas inconstitucionales las leyes referidas y >u r^lamern ación 
\ se provea la restitución a tos actores de la suma demasiada, 
intereses y costas. 

Que cortíetitio traslado de la demanda, e! representante de la 

Provincia de Mendoza la contesta (ts. 20), expresando, (pie por 
no haU-r recibido del gobierno que representa lo> antecedentes 
relacionado* con esta litis, se encuentra imposibilitado para des- 
conocer ni reconocer la veracidad de les luchos articulados en la 
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demanda, y en consecuencia se remite n ]:i prueba que al respecto 
deberá rendir la parle adora cu la secuela u|mniuia fiel juicio; y 
en cuanto a ta* leyes impugnadas fio hiconstitneionalidad. mani- 
fiesta que como ial declaratoria de íaconstátucionalidiicl tía sido 
formulada cu diversos fallí k-- de este irilmtsul, su parir *e allana 
a tal declaratoria por cuanto o tiene rejKirns legales < ¡ i n.- aducir 
en su defensa, solicitando, a mérito de lo expuesto, que se tenga 
\stít n mt estada la demanda, y eü Caso de f|tie la artera u*» común»' 
I a re la exactitud de sus afirmaciones, iuv se haga lugar a la ac- 
ción insumida. 

Que abierta la causa a prueba ( ís. 21 vía.) y producida la 
que acredita vi certificado de is. 8.1, se presentó |xir la |>arte ac- 
tura el alegato de is. 85. ><■ agregó vi dictamen ile í>. 'Xt del se- 
ñor E*roatfadO( General y se llamó autos para definitiva i í*. l H ¡. 

Y Considerando: 

Que los antecedentes de hecho 'inv se invocan en la deman- 
da kan sido debidamente demostrados, dejando establecido Ja 
prueba de autos que la Provincia de Mendoza percibió por con- 
cepto de los impuestos impugnada las sumas que st -- dvtnandaii. 
y fjnv éstas fueron pagadas por los adores hajtt protesta y t \ - 
presa reserva de derechos a reclamar su devolución, pur consi- 
derar las leyes impositivas aplicadas atentatoria* a expresas Lia- 
ran tias de la Constitución N'acional. 

tjue demandada en el caso la incOttStitticionaiidad de la-* 
leyes 758 y Sin. aparte de qtie los términos de la contestación 
de la demanda autorizarían a declarar desde luego el reconoci- 
miento del derecho de los adores, procede nu obstante establecer 
que a este respecto el presente litigio únanla completa analogía 
¡ior la materia que lo con m huye, por las cuestiones que en él se 
plantean y lus antecedentes que te dan origen, con los diversos 
casos resueltos por esta ("une en caucas seguidas rom ra la mis- 
ma proyEpcia demandada, pur restitución de sumas de dinero 
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provenientes fie li>s mistura impuestos, declarados inconstitucio- 
nales en aquellos casos i»* fundamentos y consideraciones que 
siendo innecesario transcribir íu extenso, se dan aijui i*ir repro- 
ducidas atenta sji pertinente aplicación al suh jmfiee. i Fallos: to- 
111- ► 128; páíí- 435; lóniq 131. pág. 219; tonto US. p;'^. .UO: tu* 
nn> l.R pát;. ¿58: tomo 140. pá^'s. 154 y ItVi; tomo 141. p%. 5: 
tumo 142. pág. 106; tomo 14"', pág, /7|. 

Ppr és*ó(s fundamentos y los del dictamen del señor Procu- 
rador General y las que consigan ¡os fallos antes citados, se de- 
clara que las disposiciones de las leyes de la Provincia di Men- 
doza números 75S y 810 impugnadas en esta cansa, contrarían 
la> -aramias eáiíábletídaií en lo.* arts. 14, 16, 28 >• |1 de la r-.ii> 
lit (tetón. 

En consecuencia, la Provincia de .Mendoza debe devolver a 
lo> actores en él termino de diez días ta cantidad demandada de 
ákz mil ochocientos cincuenta pesns. novmta y seis centavas 
nacionales, con sns interés-, a i-tilo de míe cohra el Raneó 
de la Nación, contados desde la fecha de notificación de la de- 
manda, con Costas. N'otifi'piese y repue>hi el papel archívese, 

Kohkkto Kkwítto. — K. Gcino La- 
VALLE, A MdMo SacíAUNA. 



Sumario msfntíito á Kimrdtí Btmcva, por %'lMdó» de la orde- 
maira puluuil de Cérrc&ores de Hoteles. 

Sumarió: 1- Procede el recurso extraordinario del art. 14. ley 
4S. cuando ta causa lia sido rottelta en contra de los dere- 
chos fundados en Ja Constitución Nacional y lian sido cum- 
plida* las fundiciones exigidas pnr el art. 15 de la expre- 
sada ley. 
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> 1.a aplicación de los preceptos de los arts. 27 y del 
Código de Procedimientos en lo Criminal, comprende tam- 
bién a los extranjeros i*n maulo a los delitos y a las faltas 
qtüe puedan cometer, quienes no gozan <lcJ privilegio del fue- 
ro federal* que sólo existe respecto de las causas civiles na- 
cidas de estipulación ■> contrato. 

3» 1.a jurisdicción ;itr¡ Luida por la ley N v 2S7.Í a la jus- 
ticia nacional, es sólo jiarn conocer fie los delitos une com- 
prometan la seguridad y tráfico ferroviario y no respecto de 
aquellos carentes de ese carácter. 

4* Corresponde a la justicia local el conocimiento de un 
Mitnario instruido jwir el ejercicio del oficio de Corredor de 
Hotel ni la Estación Retiro, sin llenar las formalidades del 
caso. 

p Cuando ti l'i.der Ejecutivo es llamado a ejercer sus 
poderes reglamentarios en materia de policía de seguridad 
a mérito de una ley que lo ha autorizado para ello, lo hace, 
no en virtud de una delegación de atribuciones legislativas, 
sino a título de una facultad propia consagrada por el art. Xíi, 
inciso 2? de la Constitución y cuya mayor o menor exten- 
sión «jueda determinada por el u>o <|uc de la misma facultad 
haya lucho el Poder Legislativo. 

L\uu>: La explican las piezas siguientes: 



RESOLUCION DÉEL JEFE lil-l POLICIA 

Buenos Aires. I'Yhrem K tic 192*1. 

Vi-tos el i ►recente suma rio instruido p>r el señor hi! ¡comisa- 
rio ríe la sección Puerto Nuevo de Policía, y resultando de las 
constancias del mismo que el día de la fecha a las 9.30 el em- 
pleado ile la División de Investigaciones, don Carlos (¡. Alíanri 
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a hi Hígada de mí rreu de pajeros; en la estación Retiro de! Fe- 
rroiarril al Pacífico, detuvo al su jet.» Ricardo líonevn por sori 
prenderlo éjéréie*ai et ofíieío de Corredor de ííotel sin llenar 
[as formalidades del easo¿ y |>or 1.» teñid ni contravención, por 
|,, que lo condujo a la comi saíía, de lo que obtuvo como testigo 
a Vieenn- 1 -avena, quien no compareció a declarar, ijue rl acu- 
sado se negó il presta* declaración. 

Que si tiini tío ha sido posible obtener el comparendo del 
tc-;ii^o v que 60 ^ mayor íle casos las personas reíjüerjdaS 
cetmo tale* en contravenciones, no comparecen por rio darles a 
esfiag tallas su verdadera importancia, se llene en cuenta la ma- 
nifestación afirmativa del testigo al dar sit mtiftm fü ag«»** 
interventor. 

Que, por otra parte, d acusado Hotievo fué sorprendido en 
inlraíctoá p'«r el empleado Altaro, quien a>i lo rnanifíesta en mi 
declaración de fs, 1 vuelta. 

Que Bóttevo en la oficina no riego I" imputación ni la des- 
virtuó, limitándose a negarse a declarar siendo, además, reití- 
ddente el inculpado; pues con fecha 28 del mes de Enero últi- 
mo fué castigado jior haber incurrido en la miMna falta. 

Qué teniendo en cuenta (pie ta rejjb mentación sobre corre- 
dores de hotel ha sido dictada con el íin de terminar crni los 
abusos que cometían los falsos corredores que eran en su ma- 
yoría délmeueñtcs que aprovechando el poco conocimiento que 
de la ciudad poseían algunos viajeros, los hacían víctimas «le sus 
. fechorías llevándolos a comercio> puco serios, donde eran des- 
pajados de su- dineros y prenda- y es necesario evitar «pie sean 
burlados los sanos propósitos de la misma. 

Y considerando suficiente mérito para castigar a 1< ¡cardo 
llotievo. de acuerdo con lo prescrtpto en él art. 11. inciso \* del 
reglan tentó de corredores dé hotel, et Jefe de Policía de ¿cnerdo 
con las facultades que le son propias, resuelve : 

Aplicar a Ricardo Bonevo cincuenta pesos moneda nació- 
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nal ele multa o cu su defecto quince días de arroto, que deberá 
cumplir en la Aira ir lia dt Contra venturos. 

Vuelva a la comisaría de su precedencia para su cumpli- 
miento, fecho archívese. t 

Graneros. 



SENTENCIA HE JUEZ CORRKCCIOXAJ. 

Buenos Aires. Marzo 4 de I9¡2ft 

V Vistos: Siendo terminante la disposición del an. 30 del 
Código de l'rocedimiemos Criminales, en cuanto a la jurisdic- 
ción del .suscripto para entender en las presentes actuaciones, 
así se declara, y estando ajustada la resolución de fs. 10 que 
aplica a Ricardo Honevo cincuenta pesos de multa o en su de- 
licio quince dias de arn-slo por violación a las disposiciones fe- 
glamentarias en ellas citadas, se confirma la misma. Xotifiquesfi 
y devuélvase a sti procedencia. — I'. Ortcya. — Ante mi: f, 
Márquez, 

DICTAMEN DEL PROCURADOR «EN ERAL 

líui'iws Aires, Julio 6 de 

Suprema Cóííc: 

IJcsiiuOs de dictada la sentencia de fs. 19 yta. de este su- 
mario seguido contra Ricardo Bonevo, snhro violación de una 
ordenanza policial, ha debido interponerse el recurso de apela- 
ción para ante V. E. como lo determina expresamente el art. 15 
de la ley 4K. 

No se lia llenado esta formalidad en el escrito de fs. 30, en 
el que el interesado se limita' a la mera enunciación de! recurso 
que deduce y de las disposiciones legales i" uue lo apoya. 
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1 lai/erlo, como resulla di* autos, antes o en esta Corte Su- 
prema, después de ta oportunidad legal precitada, es prematuro 
ii extemporáneo a los fines de la procedencia de dicho reeur>o. 

Soy |>or dl<» di- opinión míe ha >¡d<i hícn denegada para an- 
te V*. E, la apelación interpuesta y así pido se declare, 

florada A\ (¿afreta. 



PALLO DE LA COiTE Sl'PRENf A 

Ikietms Aires. Agosto 2 de Í9|0. 

Autos y \'¡>tos : 
Considerando : 

Que el recurrente en su escrito de fs. 2o ha cumplido las 
condiciones exigidas por el art. 15 de la ley 4S, siendo adeaiás de 
ot -servar que la ettesrióii federal planteada por el en la causa lia 
sido resuelta cii d mira de los derecho* fundado-, en la Omsti- 
i uñón Nacional, 

Por ello se cíc-cíara prnc«-deiite la ipicja. 
Y considerando en cuanto a la cuestión federal por ser in- 
luconria tnavor snhstaueiaeióu : 

í.Jue el >u/í¡aiui«'ni" de las faltas 6 roiitravi ncioues a las or- 
denanza- nmnieipak- o de policía corresponde respectivamente a 
cada una de estas administ raciones cuando la pena no excede de 
Uii mes de arresto o cien pesos di* umita, oni apelación ante los 
jnece-, correccioiiales en caso contrario. Art>. 27 y 2S del Códí- 
!4n de Procedimientos t, "riinínales. 

< *w en mi aplicación tal precepto comprende tamhién a tos 
rxtraiijeros en cuanto a h»< delitos y a las faltas que pueda ti cih 
meter, pues cu tal caso y por las ra/.ones expuestas en la senten- 
cia dictada con íéclia 29 de Julio último en el juicio promovido 
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por el mismo lionevo ante la jurisdicción líadtrtial» íiqnc-llos no 
gozan dd privilegio del fuero federal í\m sofa existe respecto 
de las cansas civiles o nandas «le estipulación o contrato. 

Qm la jurisdicción atribuida por la ley X" 2873 a la justicia 
nacional es sólo para en>noeer de los delitos que comprometan la 
>egnridad y irá tiro ferroviario y no respecto ile aquellos caren- 
tes de esc carácter, pjics, como lo lia declarado esta Curte, "las 
vías de los ferrocarriles nacionales «y lo mismn cal* decir de 
las estaciones, i»»r el hedí» de serlo no lian dejado de estar some- 
tidas a las jurisdicciones locales respectivas sin sujeción especial 
ptr tal concepto a la soberanía excluyeme de la Nación. Falles: 
tomo 141. pág, 338). 

Que no estantío vi lucho une motiva esta cansa, alema su 
naturaleza y carácter, comprendida entre las disp»Mciiim*.s iM 
;tn. 81 y siguientes de la ley 2873. su juzgamiento corresponde 
a la justicia local, conforme al recordada att. 27 del Código de 
] 'roeedimienios Criminales. 

< hw tampoco han sido descomidas en el caso las yaraniias 
reconocidas por los arls. 14. 17, 18. VI 28 y 67 de la Constitu- 
ción Nacional, desde <|ue por una prte l»»s derechos de trabajar 
y de ejercer toda iiulnstria licita se hallan sujetos a las leyes 
míe reglamenten su ejercicio íarts, 14 y 67. inciso 28 de la t ous- 
Htución) y por oirá, pormie la autoridad policial de la Capital al 
establecer las condiciones de ejercicio de una actividad como la 
profesada por el feCttrrente con fines de protección para las per- 
.-i »nas que viajan en los trenes, usa de un derecho une le lia sido 
reconocida por el recordado art. 27, pues por éste el Congreso 
a la vez t|tie ha creado la coni|ietcncia de la policía le ha autoriza- 
do liara dictar las ordenanzas o regla mentad mies generales nece- 
sarias a la existencia de ta seguridad y hieiiesiar general. 

Q\xv las levo sobre policía de segurkfad y adm ilustrativa 
proceden |>or vía dé disposiciones generales, pues por previsor 
que sea el legislador le será imposible diciar reglas aplicantes a 
la diversidad de circunstancias y de fundiciones y aún cuando 
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lo intentara snn tan distintos lo> aspectos y contornos parí ¡cil- 
la re> (¡uc aquella.'» pueden Trinar en la práctica uno es indi&peri- 
>aMf la concesión rfe facultades o atribuciones Cuyo ejerdeig debe 
quedar al arbitrio razonable de lias funcionarios ijm* tiene)] a su 
cargo el ejercicio de los poderes de jw ílicia. 

< Jur cuando el I'. K. es llamado a ejercer sus poderes regla- 
mentarios en materia de policía de seguridad a mérito de una ley 
i|ue lo ha autorizado para ello, lo lace no en virtud de una dele- 
gación fie atribuciones legislativas, m'iio a titulo de una facultad 
1 Tniiía consagrada |»or el art. S>i, íne. 2 de fa Constitución y cuya 
mayor o menor extensión i[tn'da determinada t " ir el uso ijtn; de 
la mi-ma facultad haya hecho el Poder Legislativo, Tomo UN. 
pagina -\M,K 

( hie la cuestión de saber si el Kdicto kceianiewtrtrio lrt mu- 
dido establecer sanciones punitoriltó construidas * H, r arrean o 
multa no existe e« el caso, desde i|Ue el att. 27 del t "ódt^o de 
Procedimientos en lo Criminal ha atribuido expresamente al I', 
i"., o al Jefe de Policía el derecho de aplicar multas dentro del 
máximum que en ti mismo se señala. 

Que la garantía consagrada por el art. lSde la Constitución 
m cuanto t">r élía se exi^c para la validez de una sanción de ca- 
rácter penal, la existencia de mu ley anterior ha sido también 
observadla en el caso, pues - , siendo el retjlainento policial una con- 
secuencia >k la auti «ri/ación legislativa contunda en el recordado 
art. 27, es evidente que la prohibición y la pena señalada en amtcl 
era tan obligatoria para los habitantes como la ley iuÍMna. sien- 
do además ríe observar rute la infracción fué cometida después 
de encontrare en vitftr el susodicho edicto, 

Kn su niérito se confirma lá sentencia apelada en la luirte 
mu* ha pihlído >er materia ild recurso. Notifiques? y devuélvase. 

¡tailttro Remoto. — R. firmo Ka- 
valle, — A.vtosío Sacar xa. 
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Don Juan Canuda, interpone recurso de amparo a la libertad. 
Recurso de h relio. 

Sumario: \ - La privación por parte de la Policía de la Capital cil- 
la libreta de fírofoiintal de corredor de huid. en ejercicio 
de facultad^ preventivas y omm sanción a tas reiterarlas 
infracciones, no importa «mi restríerfoti indebida a la tilier- 
tad de tralsijn, sino, por el contrario, «na garantía a las per- 
sonas <pie ítfigan a esta Capital. Lijo la protección de sus 
autoridades. 

2" Las leyes dictadas por el Honorable Congreso |«ra 
reglamentar las liltcrtadcs garantidas pi«r la Constitución, 
íacttllan a las distintas reparticiones de la Nación para emi- 
tir reglamentos a fin de facilitar y hacer efeetívas aquellas 
garantías dentro de la convivencia social. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 

lí!t TÁMES DEL t'ROCt IRADO» GENERAL 

BtíeüM Aires, Jtitin 17 <k- 1W, 

Suprema Corle: 

El recurso de apelación deducido a fs. 28 de las actuaciones 
seguidas por Juan Caraccía ante el Juzgado de Instrucción en lo 
Crimina! de la Nación. ínter] umicndo el nr tirso de amparo a la 
liliertad, no acrece fundado como lo exige A arl. 15 de la ley 
4S, demostrando la relación directa e inmediata <|itc pueda exis- 
tir entre el caso resuelto y la garantía federal que se supone 
vulnerada. 

K1 interesado se limita a ta mera ínter] osicion del recurso. 
A«tu|ue, posteriormente, ante esta Corte Suprema ha pre- 
tendido cumplir el preindieado re* ¡uí sita del art. 15, ello no pne- 
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de mejorar la situación legal fie su recurso, toda vez (jue, co- 
mo lii ha ileclararlíi Y. K. uuifoiTncmente; la oportunidad elegida 
jara fundarlo es extemporánea. 

Soy. | M .r éUo, <le opinión que corresponde declarar bien de- 
negado dicho n curso fie ís. 2K. interpuesto pata ásiftt esta Corte 
Suprema, 

Horacio h\ Lumia. 



FALLO DE LA CORTE SUFREM A 

ButtttS Aires. Agosto 2 fie Mtóft 

Autos y Vistos; 

I 't ir |i i> fundamentos fiel dictamen del señor Procurador Ce- 
ntral, i|tie precede, y consideiíaiido; además, que el hecho de (pu- 
la Policía haya privado al recurrente de su libreta profesional 
de corredor de hotel, eu ejercicio de facultad*** preventivas y co- 
mo sanción a la* reiteradas infracciones de que instruye el in- 
forme de ís, U. no importa uua restricción indebida a la liber- 
tad de trabajo, sirio, por el contrario, una garatuia a las persoims 
que Iteran a esta Capital, lia jo la protección de sus autoridades. 

«Juc t;is facultades de la Policía la autorizan, en razón de la 
naturaleza de sus funciones preventivas, para dictar reglamenta- 
ciones en los servicios públicos, sin la* cuales no seria posible 
SU exitencia ordenada y eficaz, como asimismo para asegurar la 
honestidad y buena conducta fie las personas que se dedican a 
las actividades derivadas de aquellos en sus relaciones con la 
j M <\ ilación. 

■ One la reglamentación dictada poí la Policía, según el edie- 
to agregada a los autos, rio significa, en consecuencia, un avance 
sobre las garantías constitucionales, sino una precaución para 
que todos los habitantes puedan gozar fie aquéllas, dentro del m 
orí leu social establecido. 
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Que si bien es el H. Congreso de la Xación la autoridad 
competente, jvara reglamentar las libertades garantidas, no puede 
desconocerse que las leves dictadas en stt virtud, pueden facultar 
a las distintas reparticiones de la Xaeiún para emitir reglamen- 
tos a fin de facilitar y hacer efectivas acuellas garantías dentro 
de la convivencia social, como se desprende de las funciones cuco- 
mendadas a la Policía y a la Muuieiaplidad por el art. 27 del 
Código de Procedimientos en lo Criminal. 

(Jue la reglament ación que restriuje. aparentemente, el de- 
recho de algunos para ¡iürantir el de todos, mi puede conside- 
rarse en principio como agraviante de la Constitución, pues esto 
importaría negar los altos fines que los constituyentes se propu- 
sieron, al ordenarla, decretarla y establecerla. 

Que, por último, las resoluciones de la Jefatura de Policía, 
dentro del procedimiento sobre faltas, mi son de carácter defini- 
tivo toda vez que ellas son apelables para ante el Jue?. Correc- 
cional f arts. 585 y siguiente del C. de Procedimientos ), y en autos 
mi consta que se haya usado de este recurso. 

Por esto, y tos fundamentos del fallo dictado en la fecha, 
en el caso lioñevo Ricardo sobre el mismo asunto, se declara 
improcedente la queja interpuesta. Notifiquese y archívese, pre- 
via devolución del principal a la Cámara de origen, con trans- 
cr i] tetón de la presente. 

Roberto Üfei'Krrn. — K. Orino 1.a- 
vai.i.k. -- Amonio Sa<¡arn*a. 



Pon Curios Gangotti (sus heredóos), contra la Pkomicta de 
Hítenos . ¡¡res, sohre tneonslitntionalidad del impuesto u ht 
herencia. Excepción de falta de personería. 

Snmm&i Cu juicio en que se demanda ta inconsiitucionalidad 
de una ley de la Provincia de Buenos Aires y la devolución 
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de impuesto abonado ]nir aplicación de dicha ley. no es un 
incidente c!r un juicio sucesorio y, cu consauencia, su tra- 
mitación requiere cu el apoderado facultades expresas. 

■ v 

Caso: i." explica el siguiente: 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

íinvtms Aire?. Arosio 2 «k- Í 1J - J - 

\ * i M i ^ y Conskleraudo: 

Que el jn n|tT conferido ( ís, 1 a 4). por dona Rufina * ¡au- 
goiti y .Vberasturi a favor del doctor l.uis Méndez Calzada y que 
éste sustituye al doctor Fernando Méndez Calzada y al señor 
Rolierto Oscar Dolre. lo ha sido para que conjunta, se] ararla o 
alternativamente intervengan en los juicios sucesorios de sus 
sentires padre** 

Que ert el presente juicio se demanda la inconstitucional ¡dad 
de una ley de la Provincia de iluen.w Aires y la devolución del 
im[iuesto alionado por aplicación de dicha ley. 

Que no se puede considerar que la présenle acción constitu- 
ya un*" inciden te de los referidos juicios sucesorios desde que ver- 
sa Sóhre un trihuto que recae exclusivamente sohre los sucesores. 

Que debiendo circun.scrihirse el maudatnrio en los límites 
de «¡"mandato (art. 1905. Código Civil), es incuestionable que 
!a promoción de lili juicio ccfflnó el presente, ajeno a la natura- 
le/a de las funciones que competen al apoderado para la trami- 
tación de nn juicio sucesorio, requiere facultades expresas que en 
tas escrituras de fs. 1 a 4 no han sido conferidas al mandatario. 

( >ue respecto del poder de fs. o a otorgado por doña ( irc- 
Éoria Gangohi y Alte-asturi al señor Baldomero íiorosaltel y que 
este sustituye a favor del señor Roberto < >scar Dolce, cabe obser- 
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var: que si bien d referido t>oder atttnriza al señor GurosaLel 
para intervenir ' 4 cn todos los juicios y asuntos que pactan intere- 
sarla por cualquier titulo <• conccpi"". no se encuentra en él in- 
cluida la facultad de sustituir. 

gjue en consecuencia es de aplicación al presente lo que esta 
Curte licué ya resuelto en casos similares, ( Fallos: lomo 107. pa* 
groa 455. Exigente letra (\ $9 241 de 192$>, 

Por ello, se hace lugar a la excqición de falta de personería 
opuesta a ts. 28 ]»>r el represéntame de la provincia demandada, 
con costas. Hágase salier y repóngase el papel. 

KíWKRTO KePKTTO. - R. (lllIKí U\- 

VALLE. — Antón jo Sauarna. 



¡ion Julio F.. Figiitroñ contra don José Muría Hritos, sobw 
desalojo. 

Sumario: No es definitiva a los fines del recurso extraordinario 
del artículo 14, ley 48, una resolución pronunciada en un 
juicio tle desatojo ya concluido, no haciéndose lugar a ludi- 
dos íor ululados por el que se dice propietario, sobre domi- 
nio y posesión, y dejándose a salvo a éste los derechos l*ara 
discutir su dominio, ejercitando la acción corresjxmdiente. 

i 

Ofso: Lo explican las piezas siguientes: 

DICTAMEN DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Buenos ÜK Ju'«> 24 < lc l9 - 1 

.Suprema Corte: 

Ante el Juzgado de Paz de 4" Sección de la ciudad de Tu- 
cumáu, don Julio \L Figucroa. en represei nación de su esjjosa, 
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demandó n don Josí María BHtps, por desalojo. Ta) l 'ra exclusi- 
vamente el objeto del litigio, 

Substanciada la causa, el demandado fué condenado a dc- 
volver éj inmueble redamado, ejecutándose la sentencia y po- 
niéndose, efi consecuencia, al actor en ixísesión del referido in- 
mueble. 

Terminado asi el procedimiento, se presenta don l'edro Ig- 
nacio Luna diciéndose propietario de la finca desalojada y reela- 
mando en ese carácter, de la sentencia dictada por cuanto la 
inicua U-if'iialia mi- derteho- de dominio y posesión. 

Et juíígado, cuya resolución fué confirmada por el Supe- 
rior, nu hizo lu^ar a los pedidos formulados en ra/ón de (pie 
Luna no bahía inlervenidq en el litijgtOj, j>or lo gue éste ha recu- 
rrido ¡jara ante esta Curte Suprima, habiéndose acordado la ape- 
lación extraordinaria <|iic legisla el art, 14 de la ley 4K. 

No resulla de autos acreditada en Luna la calidad de loca- 
tario ni la de ocupante de la caví (tal se infiere del acta ele fs. 7 
vta. y aclaratoria de ís. Id vía. >, como para une pueda sostener 
qiie la sentencia de desalojo sé ejecutó contra él sin haber sido 
oído ni vencido cu juicio. 

Ln tal virtud, en el juicio ordinario de desalojo ya concluido, 
no ha podido resolverse sobre fa propiedad del inmueble y es 
por ello ajustada a derecho la sentencia de i>. ,\2 que deja 
a salvo los derechos de Lima para discutir *n dominio ejercitan- 
do la acción que corresponda. 

Tal resolución itq es como se ve definitiva y por ello la mis- 
ma resulta irrecitrrililc para aule esta Corle Suprema por la vía 
e\i r;u trdinaria invocada, 

Tampoco lo i s |M.r razones de hecho y prueba- relativas a la 
situación jurídica de Luna en esta causa, se ha declarado su falta 
de derecho para intervenir en la misina. 

No hay asi cuestión federal, habiendo sido, |Kvr tanto, mal 
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concedido, en mi Opinión, él recurso deducido para ante esta Cor- 
te Suprema y asi pido a V. E. se sirva declarar]». 

Horado R. ÍAirrcta. 

PALLO DE LA CORTK SL'PKKMA 

» 

Buchos Aires, Agostó 5 de 1»29. 

Alttos v \*i>tnsl 

IW los fundamentos Contenióos en el precedente dictamen 
del señor Procurador f'icneral, que establece los hechos y la apre- 
dación exacta cíe los mismos con a r reí;] o a las constancias de 
autos, se declara no haber lugar al recurso y en consecuencia mal 
concedido el que se dedujo a fs. 34 |«ira ante est;i Corte. Xo- 
tiíiquese y repuesto el papel, devuélvanse. 

Ronr.RTo Iíki'kttü, — K, Gi iiHi La- 
vallé. — Antonio Sauakxa, 



Don Indalecio laqmmlo contra cí Ven-ocurrit Central 
tino, sobre <ievolttc'u>n de ffetes. 

Sumario: La Corte Suprema ha resuelto expresamente, que la 
suma fijada como limite a la Justicia de. Paz en caso de con- 
currencia de jurisdicciones, es la de quintemos [lesos mone- 
da nacional, considerando, sin duda, que las leyes deben 
referirse a la moneda corriente. (Fallos; tomo 92. pSg. 75 
cutre «Uros). 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 
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DICTAMEN DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires* Jnli*- -4 <lc l'O», 

Suprema Corte: 

Kn |ji préseme demanda deducida ante el Juzgado de Paz 
de Bartolomé Mitre. IV., viñeta de Unenos Aires, por <Iim ¡tu t;i- 
lecio Izquierdo contra la empresa del Ferrocarril t "nitral Ar- 
p -i ii i ni), por oiI>ru d? pesos, la demandada ha wtvocádo él fuero 
federal el que. habiéndole sido denegado ha motivado el recurso 
extraordinaria de apelaeión true en los términos del at% 14 de la 
\v\ 48, se trae a conociente» de Y. !■:. 

Kl valor nu"it¡onado en autos excede de los quinientos pe- 
sos moneda nacional a que se refiere el art. 1" de la ley i} 27, >v- 
-thi la i nTer |»retnci<'>n dada por % E. a dicho articulo. ;d con- 
firmar, ]mr mis fundamentos, la sentencia del señ<»r Juez Fede- 
ral en la causa que se registra en el auno ''2. página 17,v 

Queda por ello sustraída la causa del conocimiento de la 
justicia de pa/. tuda ve/, que. i*ir razones de la distinta vecindad 
de las partes, procede en este juicio la intervención de la justi- 
cia federal «art. 2*. inciso >■• de la ley 4S y S, G X. 131 : 5). 

Snv |*.r ello de opinión que eorrcspuide revocar la senten- 
cia apelada de ís. S4 \ta. eti !a parte que ha pulid» ser materia 
del recursOi 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

lUu-ii'-s Aires. Agosto 5 de 

Vistos ; 

Gonsiderando : 

Que dbn Indalecio t^ttterdp demandó a la empresa del Fe- 
rrocarril Central Argentino por devolución de fletes, cuyo im- 
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|Mirtf se íij.'i un la surtía de mil ptjsqa moneda nacional, ¡mu' el 
seítóí Juez de Taz de Kartoloiné Mitre. 

Que la demandada, opuso la excepción de irtjp^|*etciicia 
de jurisdicción cmi fundamento en ej art. 1" de la ley l >27 y en 
razón del monto de la suma demandada, invocándose la juris- 
dicción federal. 

íjue la excei tetón fué definitivamente denegada ¡w>r aiHu de 
fs. X4. circunstancia tpic liare viable el recurso extraordinario ttt- 
ur puesto, 

Ouc el inferior liasa su fallí» en (pie ta suma de quinientos 
pesos fuertes a que se refiere la ley ''27 es superior a la de mil 
ijtio expresa la demanda, teiiiendu en euenta para ello la cmiiva- 
lriieia de aquella moneda con (a nacional corriente. 

Que esta Curie ha resuelto expresamente (pie la suma fi- 
jada como limite a la Justicia de \Hu en caso de concurrencia de 
jurisdicciones, es ia de (j-iiiitientos pesos moneda nacional, con- 
siderando sin duda, croe las leyes deben referirse a ta moneda 
corriente. ( Fallos: (nmo 92, pág. 175 entre otros). 

Que no habiéndose desconocido eu el fallo traído en recurso 
la distinta vecindad alegada jtor la denvandada, con-espoude de- 
clarar jMtr este mérito y con arreglo a los arts. 100 de la Cons- 
titución y 2*-', inc. 2* cíe la ley 4tí. (pie el conocimiento de la causa 
corresponde a la justicia federal. 

Por esto, de acuerdo con lo dictaminado por el señor Pro- 
curador General y lo expuesto en el escrito de fs. 19, se revoca 
la sentencia de fs, .S4 vta. Xotiíiqeuse y devuélvase previa re- 
posición del papel: 

kom-KTo Rkpi'.tto. - ■ K. ' ¡i-iu© í-\- 

VAI.I.K. — A.VTOXIO SaOAKXA. 
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DM Ritmm P&l fóittra H l'mrincia </■• Mendos*, sobre cobro 
dt- pesos. 

SutJUirio: l "tía contestación :i la demanda en que se expresa que 
\»*t m> haber recibido de su poderdante los antecedentes re- 
lacionados con la litis, se encuentra en la imposibilidad lia- 
ra reconocer ni desconocer la veracidad dtr los hechos ar- 
fcícúladÓS i»t el aeii.r, no ajusta a las presen^icnies lega- 
les de los an>. 85 y 86 di- l:i ley 50, y puede ser estimada 
conio una confesión de ios hechos en que se funda la de- 
mauda, cuando, como en el caso, éstos si* ajustan a la docu- 
j mutación oficial inv«narla «■ acompañada por el demandante. 

Caso: l.ii éxpliea <t siguiente: 

I AI.Lü I>E LA CORTE SUPKBMA 

lint nos Aires, AgOStO 5 (k 1''*^- 

Vistos: 

Estos autos seguidos ]¡or Ramón Pol contra ta Provincia de 
Mendoza por Cobro fie la suma de catorce mil quinientos nueve 
pesos-con cincnenia centavo» moneda nacional, prov^íienté ésta 
de suministros de forraje a la Policía de aquel estada y 

Considerando: 

Qtie ta demanda respectiva presentada a fs. 107 por el pro- 
enradur Kniiliann Lorca, con \nnWr listante del actor y acom- 
pañando los jmttfíeatiyos del crédito, fué contestada, en forma 
eva-iva, por el ¡-represéntame ele ta Provincia, doctor Dalmiro 
Uiau a £|. 1 35, expresando que no habiendo recibido del 
lüerno los antecedentes relacionados con esta litis, se encuentra 
en la iniposiíitHdad para reconocer ni desconocer la veracidad de 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN' 



los hirhi» articulad- p">r la contraria en la demanda, jnir lo cnal 
debe atenerse al resultado de \n prueba de los Hechos. reserván- 
dose la consideración de! derecho invocado para cuando lkytte 
el momento de altear. 

Q»e*es evidente que esta contestación no sé ajusta a las 
prescrípeiones'de los aris. 85 y Sf* de la ley 50 y que; como lt ► ha 
declarado esta Corle en repetidos fallos, ella puede mt otiniada 
como una confesión de los hechos en que se funda la demanda 
cuando, cpnw en el caso, éstus se ajustan a la documentación 
oficial invocada o acompañada |mr el actor. 

Que, asimismo, la parte aetora ha justificad" ] llenamente, 
con las constancias del respetivo expediente administrativo agre- 
gado el hecho de los suministros que se invocan y la conformi- 
dad con ellos, otorgada por los funcionarios corres) m pudientes, co- 
mo también el monto del crédito reclamado (ís. 145 a fs, ló4). 

Que en cnanto a los intereses de dicho crédito sólo se dehen 
desde la intcr|K'lacióu judicial, pues en la cxtrajudieial que cons- 
ta a fs. 71, se solicitó, jior vta administrativa, que la suma del 
crédito gestionado le fuera "alionada, o cu su defecto documen- 
tada", lográndose por el acreedor esta última exigencia, en 9 de 
Fehrero ele 1924. Luego la demora en la j tre sen t ación de esta de- 
manda hasta el primero de Fehrero de 1928 no es imputable a la 
demandada . toda vez que el actor continuó en sü gestión adm ilus- 
trativa hasta mucho después del reconocimiento de su crédito, y 
a fin de conseguir su pago, que en momento alguno le fué des- 
conocido. 

Que a mayor abundamiento debe observarse que no obstante 
lo dicho, en el escrito de responde, la ]*arte demandada, se abs- 
tuvo de alegar sobre la proel na, dejando así. en pié todas las 
afirmaciones de hecho y de derecho expresadas en la demanda. 

Por estos fundamentos, se declara que la Provincia de Men- 
doza debe abonar a don llamón Pol la suma de catorce mil qui- 
nientos nueve pesos con cincuenta centavos moneda nacional, 
dentro riel término de treinta dias, con más los intereses a estilo 
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de los que col ira el Báco de la Nación, desde la notificación de la 
demanda, y las cusías del juicio. Xotiíii|Wse y archívese previa 
reposición del i»apet. 

Roberto Rkpetto. — K. Guíoo J-a- 
valle. — Antonio Sauarna. 



lh>ti Jttun Kní/t/tfy contra el Cohicnut Xttdowl. sohr rccotioa- 
micuto tic ticnrlto a jubilación civil, 

Sitnutrio: 1" IÁ ley 11 JOB nu se refiere, en cuanto a la opción 
entre las leyes 434U y I0.o50 al pasado, sino al futuro. 

2" C uando al inciso n del art. 1" de la ley 11.30» mencio- 
iiíl a 1. »s empleados y obreros que se enconiraUiu en servicia 
n la fecha de la sanción de la ley 10.650. no se refiere al ser- 
vino de Ferrocarriles del Kstado p Empresas de Puertos o 
depósitos solamente, sino a cualquiera de las man i f$s lacró- 
nos del trabajó (nielado |*>r las leyes de asistencia, núme- 
ros 10.650, 11.074, 11.173 y 11. 308. 

$9 Después de la ley 11.308 se entiende que si los em- 
picados i) ohrero> a que se refiere el art. 50 de ta ley 10.650. 
son de los comprendidos en su arl. 1*. inciso ai deben optar. 

y en cas niso, quedan mi jet os al re-imen tic jubilación, 

pensión e indemnización ferroviaria y que los otros emplea- 
dos u obreros civiles comunes del Instado, no tienen tal de- 
rechu y beneficio, 

4*> Los actos de las reparticiones públicas relacionados con 
|.i condición, deberes y derecbos de empleado, realizados 
con perfecto conocimiento de éste, no son actos de ter- 
ceros que pueda él considerar como res inter trtüos «fflfa 

59 Xi Ja ley 10.650 ni ta 11.308 han hecho el distingo en- 
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tre empleados y funcionarios. comprendiendo a tintos los 
i|itt- presten servicios peonan entes. (Art. 2", inciso 1"). 

Cuso: Lo explican las pie/as siguientes: 



SF-NTENCIA DEL JIE3! FEDERAL 

Buenos Aires, Diciembre 1" (1c 1928. 

Y V istos : Los promovidos \k>t Juan Kaggio contra la Na- 
cióti, sobre reconocimiento de derecho a jubilación civil. 

Y Considerando : 

l» Que el actor manifiesta en su demanda de fs. 1 haber 
pertenecido como empleado de la empresa del Ferrocarril del 
Sud f desde Junio 30 de 1880 hasta Agosto 18 de 1919, y desde 
el día siguiente de esta fecha en adelante, ingresó a la Adminis- 
tración de los Ferrocarriles del listado. 

Kxpone que en Fuero fíe 1924 entró a regir la ley 11.308, 
modificatoria de la ley 10.650, y en ese misum año inició las ges- 
tiones de jubilación civil que solicitó en los comienzos de 192?, 
siéndole denegada por la Caja Nacional de Jubilaciones y Pen- 
siones Civiles en 28 de Julio de ese año, sobre la que recayó de- 
creto confirmatorio del P. E. 

Verifica nn examen de las leyes 4349, 10.050 y 11-308 y 
antecedentes par lamentar ios de esta última ; alude a un fallo de 
la Cámara Federal de la Capital, sostiene en mérito de esas re- 
flexiones, su indiscutible derecho para conseguir jubilación ci- 
vil por su carácter de empleado del Estado sujeto al régimen de 
la ley 4349. dado que la ley 10.650 lo faculta ¡ara que se le 
computen los servicios prestados en empresas ferroviarias parti- 
culares y termina solicitando se condene a la Nación a reconocer- 
le la susodicha jubilación' cvü q^ie delx? liquidársele desde el dia 
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en qüé tffijó el servicio, con mis intereses, reintejí raudo :i la Caja 
Ferroviaria lo que esta haya abonado indebidamente hasta el 
momento de la transferencia. Pwte costas. 

Contesta la demanda al señor Procurador Kiscal a fs. 1K, ma- 
nifestando que el ador pretende ampararse a los U ncí icios de 
la ley 4349 después de haber obtenido jubilación ferroviaria. 

MI actor, agrega la contestación, carece de derecho pata pre- 
tender to que se propone, e ¡nvoea la Nación para jitsti ííear la 
uegatiVa adtmmstrati*a o solicitar el rechazo de la demanda, 
cuanto expuso el señor Procurador General de la Nación en el 
relamo tlel actor Cuyo jwr til lente ex|>edienie se acompaña. 

Tran-crtU- el Procurador Fiscal ese dictamen y termina so- 
licita ni lo se rc-diace la demanda entablada, con costa, s 

2" ( )ne anah/ada la litis ttmtiSttttio y escrito de fs, 23 y 25. 
entiende el Juzgado que en rigor se trata de resolver un punto 
de derecho, vale di-cir. -i el actor se encuentra o no en aptitud de 
obtener la jubilación civil que |>ersigue. 

Comparte él Stiseritttb él mor lo de encarar el asunto sub jttdi- 
,v p,.r el señor Procurador (ieueral de la Nación étt su dictamen 
lecha Noviembre 12 de 1925, corriente a fs. .15 del ex|K*dieute 
administrativo agregado^ sirviendo las reflexiones de dicho dic- 
tamen de fundamento a la presente sentencia. 

■ 

I Mee asi : 

*í.a Junta de Administración de la Caja Nacional de Jubila- 
dones y Pcrtskines Civiles ha denegado jubilación civil a don 
Juan Ixaggio ¡»<>r considerarlo excluido del régimen de la ley nú- 
mero 4349. 

"Los servidos comprobados a favor del interesado son los 
Siguiruies: en el l-crroearri) del Sud. desde el 30 de Junio de 
1880 hasta el 10 de Agosto de 1919; en los ferrocarriles del Es- 
tado, desde el 20 de Agosto de 1919 hasta el 25 de Noviembre 
di- P>24 (constancias de fs. 14 y f>. 24,. 
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"El apoderado fiel señor Raggi» alega que éste no tiene nada 
que ver con la ley N« 10,650. pirque se trata de un funcionario 
y que o uno tal no le comprenden las discreciones de dicha ley, 
que se refieren solamente a empleados y obreros. 

"Kn cambió, sostiene que está comprendido en la ley X" 4.U9 
y que por lo tanto no estala obligado a hacer la opción estableci- 
da por la ley X» 10.650. 

Si así fuera, desde ya podría decirse que el señor Raggio 
no tiene derecho a jubilación :dguna" Infectivamente: si él no 
estuviera comprendido en las disposiciones de la ley 10.650, no 
podría, pnr la ley N? 4349. obtener jubilación ya que los servicios 
admitidos por la última de las leyes nom! iradas serían sólo Uis 
que desempeñó en los FF. CC. de! Estado desde Agosto de 1919 
hasta Noviembre de 1924, cuyo total sería insuficiente de acuer- 
do con lo que dispone dicha ley 4349 en su art. 18 modificado 
iwir el art. 1" de la ley 6007. Precisamente, es la ley 10.650 
la que en virtud de lo dispuesto en el art. 50 permite la computa- 
ción de los servicios que el señor Uaggío prestó en el Ferrocarril 
del Sud. los cuales no |iodrian computarse ]>or el solo imperio de 
la ley W 4349. 

Almra liien: el art. 52 de la ley S?« 10.650, modificado por 
el inc. r) del art. l v de la ley N» 11.308. dice: "I. os empleados y 
obreros de la Nación sujetos al régimen fie la ley 4.149. compren- 
didos en las dispsíctortes de la 10.650. que se encontraban en ser- 
vicio a la fecha de la sanción tic la última, se considerará que 
optan por los l>cncf icios de ésta si en el término de seis meses 
no declaran expresamente y ]>or escrito ante la Dirección de los 
Ferrocarriles del listado, su opción por la primera. 

El interesado no ha hecho la opción de que habla la dispo- 
sición transcripta, ni hubiera podido hacerla, porque no está com- 
prendido en dicha disixisición, ya que cuando se sancionó la ley 
10.650. 30 de Abril de 1919. era todavía empleado del Ferroca- 
rril del Sud. 

IV las cnnsideracioiies que preceden, fallo: rechazando la 
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demanda uiMaurada por Juan R:iki^í« » cinara la Nación, snbre re- 
eotuiciiñiento de derecho a gozar de jubilación civil rígida por 
la ley 4.H9. Cuitas por su orden atonta la naturaleza de la causa. 
Notífiquese. repóngase el sellado y oportunamente archívese, 
previa dcvnlueión del expediente administrativo K. <>?(,. 
agredido a la Laja Nacional de Jubilaciones y Pensiones de Em- 
pleados y I (hreros Ferroviarios. 

Stiúí M. EscobqK 



SENTENCIA DI LA CÁMARA FEOEKAL 

Buenos Aire* Julio pj tic 192?, 
V<M<»s y Giti-iidiTaiicki : 

< Jtte a la fecha cu que se promulgó la ley 10.650, Mayo 15 
de Í9Í9¿ Raggio ü/b era empleado civil sino íerruvi.-irio, como 
que fué empleado del F. C. del Sud hasta el 10 de Agosto de 
ese afín, v cunto tal quedó comprendido en tas dis|H liciones de 
la preeítada ley fttflt. 2\ inc. |% 

Km Agosto JO de 1919 ingresó en los FF. CC. del Estado, 
dnnde pentianeció hasta Noviembre 25 de V>14: y estando en el 
desempeño del cargo de jefe general de Tráfico, se sancionó la 
ley 11.308, vigente desde et 16 de Enero de 1924, 

Esta ley. en su ari. I". me. r> modifica el art. 52 de la lev 
lí l.o50 y establece que "Loé empleados y obreros de la Nación 
mi jilos al régimen di- la ley 4340. comprendidos en las dispn,i- 
cíones de la ley 10.650, que se encontraltan en servicio a la fecha 
di- la sanción de la última se considerará que optan por los k- 
nef icios de ésta, si en el término de seis meses no declaran ex- 
priMinunte y por escrito ante la Dirección de los FF. CC. del 
Estado, su opción jxtr la primera." 

Kaggio, un optó por la ley -4.?+' dentro -leí pfctíO establecí- 
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tío v, en consecuencia, quedó incluido en el régimen de la ley 
de jubilaciones y pensiones de empleados y obrero.»; ferroviarios. 

üs de notar, además, que los descuentos de su sueldo in- 
gresan a la Caja Ferroviaria y se practican de acuerdo con el 
art. 9\ ine. 2" de la ley 10.650, es decir, el 5 ^ «>" rc míl pesos, 
y no de conformidad con el art. 4', ine. 1" de la ley 4.149, pues, si 
así fuera, debió aportar el 5 $ sobre la totalidad de su sueldo 
de pesos 1.4O0, 

El argumento «leí actor de que no puede considerársele in- 
cluído en el rey unen íle la ley 10.650 porque no lia sido em- 
pleado Sino funcionario de los Ferrocarriles del Estado, de acuer- 
do a la ley (y 57. cauce de fundamento porque la ley 11. 308 no 
hace tal distinción y usa el término "empleado" en sentido ge- 
nérico. 

Es igualmente improcedente lo suMettido por Raggio. de que 
tuviera derecho adquirido a la jubilación, a la fecha de la san- 
ción de la ley llJUtf; puesto que esta ley que le acordó el de- 
recho de computar los servicios ferroviarios ante la Caja Civil, 
le imponía a la vez la obligación de optar por una u otra Caja: 
V con ittSgto a ello y a su propia voluntad, su situación» quedó 
claramente definida como adherente a la Caja Ferroviaria, pri- 
mero al optar feriplíc tatúente por elía (según se ha dicho) y des- 
pués, al consentir que sus aportes se efectuaran a la misma, y 
final mente, al solicitar, obtener y recibir su jubilación ferrovia- 
ria. Además, conforme a lo dispuesto en el art. 44 de la ley nú- 
mero 10j650, su derecho a otra jubilación ha quedado extinguido. 

l\ir estas cousideraciones y concordantes se confirma la sen- 
tencia apelada de fs. 28, que rechaza la demanda instaurada por 
luán Raggio contra la Nación sobre reconocimiento de su dere- 
cho a gozar de jubilación civil. Costas por su orden. — Marce- 
lino Ekátútis. — B. .'I. -Vasar Auehorena. — /. /'. 
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PALLO HE LA CORTE SfPREMA 

ÍUiciio* Aires, Agosto 5 <k' l**- 1 ). 

Vistos y Considerando: 

Otu- el recurrente don Juan Raggio trabajó corno empleado 
ferroviario |>erni:inentc en !a empresa del Fcrnx'arril del Snd 
desde el 30 de junio «U- IK^J lia -ta é 18 de Agosto de 1910; y. 
renunciando este puesto, entró a formar parte de los Ferroca- 
rriles del Estado, efe 19 del mes y año precedentemente indica- 
dos ( IS. , . )■ 

Ks indudable, ni consecuencia, que rio se liaüaki sujeto al 
régimen de la ley X" 4349 de Jubilaciones y í Yusiones Civiles 
cuando sé sancionó la ley X*-* 10/óU de Jubilaciones y Pensiones 
Ferroviarias en 30 de Abril de Í919i y. por lo tanto, no pudo 
liaerr entonces la opción que preceptúa el inciso r> del art, 1* de 
la ley X v 11.308» ¡jorque este dice: "Los empleados y utreros 
de la Nación sujetos al régimen de la lev $349, comprendidos 
ni las disposiciones de la ley 10.650 eme se euei miraban en ser- 
vicio, a la fecha de la sanción de la última, se considerará que op- 
tan j»or los beneficios tfe ésta si en el término de seis meses no 
declaran expresamente y pT estrilo, ante la Dirección de los 
Ferrocarriles del listado, su opción pnr la primera," 

IVn>. qpmo resulta claramente del inciso transcripto, la ley 
(1,308 rtó *e refiere, en aiauto a la opción cntce las leyes núme- 
ros y 10.650, aj pasado sino al futuro "se considerará que 
tipian (no rjue optaron i si en el término de seis meses no declaran 
expresamente. . .". es decir, seis meses después de entrar én Vi- 
gencia ta ley 1 LA»*, pues a contar desde la 10.650 habría» trans- 
currido no seis meses, sinó cuatro años y ocho meses. 

Que la incoriioraeióu de los empleados y obreros de los Fe- 
i*i ■ carriles del Instado, ti- mismo que los de las Empresas de 
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Puertos y Depósitos de ta República, vi régimen de jubilación, 
pensión e indemnización ferruvuma. según precepto del inciso 
a> del art. l v de la ley 11,308, determinó ta necesidad de reblar 
la situación dte los mismos durante el tiempo ínter cu rre nte entre 
el 30 de AÍiril de 1919 y el 7 de Diciembre de 1923, en que se 
hallaron sujetos a la ley de jubilaciones y pensiones civiles, a los 
efectos de la acumulación de servicios y unificación del régimen 
de las cajas respectivas. Se dejó a los interesados la ojicióii por 
la ley 4349 o por la 10.650, porque ambas tienen ventajas e in- 
convenientes, derechos y obligaciones más o menos amplias. Ksos 
empleados y obreros son tos aludidos en la primera parte del in- 
ciso t)> del art. 1", de la ley 1L308. cuando dice: "Los emplea- 
dos y obreros sujetos al régimen de la ley 434*', comprendidos 
en las disposiciones de la 10.650", comprendidos ahora por la 
modificación introducida por el inciso a). 

Cuando el recordado inciso r) menciona a los empleados y 
obreros "(pie se encontraban en servicio a ta fecha de la sanción 
de ta ley 10.650. no se refiere al servicio de ferrocarriles del lis- 
tado o impresas de Puertos o Depósitos solamente, sino a cual- 
quiera de las manifestaciones dil trabajo tutelado j.or las leyes 
de asistencia números 10.650, 11.074, 11.17.1 y 11.308. Xo lo 
dice expresamente la ley, ni es lógico inducir de sus términos y 
de su espíritu tal sentido de restricción, fjué principio de justi- 
cia o de equidad jmdria fundar el distingo entre el empleado u 
obrero al servicio de los ferrocarriles del Kstado antes del 
30 de Abril de 1919 y el que ingresó a ellos recién el V* de Mayo 
del mismo año? La ley, con fines de henefteiu, ría efecto retro- 
activo a sus preceptos comprensivos de una nueva categoría de 
empleados y obreros ferroviarios o asimilados y les da derecho 
de opción, sin que esto pueda considerarse una coerción injusta, 
sino jHir el contrario una más amplia libertad y oportunidad. 

La referencia que el recurrente hace al art. 50 de la ley mi- 
tuero 10.650 pretendiendo que, por su imperio, sin necesidad de 
opción, los servicios que prestó en la empresa del Ferrocarril 
Sud hasta el 18 de Agosto de 19VK debían serle computados a los 
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efectos de la jubilación coran eflctpleado civil de la ley 4349, es 
ineficaz porque, después de la ley 11.308 se entiende que si esns 
empleados u obreros son de los comprendidos en su art. I», in- 
ciso a) deban optar y. en caso omiso, querían sujetos al redimen 
de jtiliihriim. pensión e indemnización ferroviaria y que los otros 
empleadas u obreros civiles comunes del listado, no tiene tal 
derecho y beneficio. 

Que se presume en el señor Kaggi» el m •metimiento a la ley 
10.630 desde que. como consta en el expediente administrativo y 
el lo confiesa t fs, 4X y iha. de jubilación», aceptó que lus des- 
cuentos de sus haberes *e hicieran solamente sobre la cantidad 
de mil ilesos conforme al inciso 2» del art. 9 de la ley citada des- 
de el año 1921 y tío sobre su sueldo Irttegró, como dispone el 
inciso í« del art. 4" <le la ley 4349. La replica del recurrente a 
e>;i conclusión del tribunal ir tfiut carece de eficacia, pues los ac- 
tos de las reparticiones públicas relacionadas con su condición, 
sus ludieres y sus derechos de empleado, realizados con su per- 
fecto conocimiento, no son actos de terceros respecto de los cíta- 
le pueda él considerarse reí Ínter allios acta. Su solo es inadmi- 
sible en principio, que el recurrente pretendiera jubilarse edil 
aportes inferiores a los de la ley y consiguiente injusto recaigo 
sobre el apune crni que l"> demás empleados forman la Caja, que 
es COiinm garantía, sinu que el ;trt. 918 y concordantes fiel Códi- 
Civil, dan a su Silencio el carácter de confunnidad cotí el des? 
mentí» y el destino del mismo. 

One ni la ley HMóO ni la 11*30$ ban hecho el distingo en- 
tre empleados y funcionarios, comprendiendo a Indos los que 
prestito servicias permanentes (art. 2", inciso 1") y por elU. y las 
consideraciones pertinentes de la Caja de jubilaciones y Pensio- 
nes Civiles ile Julio 2» de 1923 (fs. 25 yta,) del expediente ad- 
ministrativo, carecen de trascendencia los argumentos del recu- 
reníe a base de su argüid» carácter de funcionario. 

tjue. finalmente^ en Junio 30 de 1926, el representante de 
Kaggio se conf orinó con la jubilación ferroviaria que le habían 
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acordado (fs. 52 del expediente administrativo) y si bien es 
cierto que ocluí días después, el mismo interesado manifestó ji 
la Caja Ferroviaria que se rcservaki el derecho a reclamar del 
Gobierno Nacional la jubilación civil (U. $(*). deiw advertirse: 
a) Qfiüé dicha Caja no tiene jurisdicción para conservar un de- 
recho contra otra institución de régimen y administración propia 
y autónoma; b) íjue Raggio está gozando de la jubilación fe- 
rroviaria y ni las leves que la reglamentan, ni la 4349; (ti otra ley 
aplicable, consagran el derecho de aceptación y beneficio con 
carácter condicional de la> jubilaciones que ellas acuerdan. 

Por ello y concordantes del fallo apelado, se confirma en 
cnanto lia podido ser materia del recurso. Notifiques? y devuél- 
vase. Remugase el [Kipcl. 

HOHF.KTO RePETTO. K. Q&IPQ I-A- 
VALLE. — ■ Antonio Saoarna. 



¡hnt Francisco Vticselüni conten el OoHcrno Xocional, sobre co- 
bro de pesos. 

Sumario: l-i herida con muerte consecutiva, de un capataz de 
cuadrilla de Correos y Telégrafos, trabajando en el servicio 
causada por un obrero de su dependencia, constituye un ac- 
cidente del trabajo indemnizable por el patrón, el Kstado 
Xaeioiia!. 

Caso: I.o explican tas pie/as siguientes: 

SENTENCIA DEL JUEZ FEDERAL 

La riain, FeBfcro 8 «le 

Y \'i>tos: estos autos seguidos por don Francisco L'des- 
chínt. contra el Kstado Argentino, sobre cobro de pesos, de cuyo 
estudio resulta: 
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Primero: Oue en el carácter de derccho-halticnie de >x\ hijo 
Sera fin Ucíeschini, fallecido a consecuencia de un accidente del 
trabajo, promueve esta acción que funda cu los siguientes lu- 
chos y cou-ideraciones legales: ai «pie su citado hijo era torero 
dependiente de la administración de Correos y Telegrama y ira- 
ka jaba *onm capataz de cuadrilla instalada en d jo nido de San 
Martín, cuando ni Ht propia carpa donde habitaba y prestaba 
su- servidos, fué ni hundo por mi peón apellidado Kalcón. de 
I.-- que ile él dependían directamente, et día 2'' de Abril último, a 
las sirte cuarentá y cinco liaras, a raíz de una orden cpie por ai piel 
le íuera fiada a este último, scgfiri restilia de la propia confesión 
del victimario en el sumario criminal levantado con tal motivo; 
lit i|ue í;i orden impartida a balcón, fué la de desalojar la carpa 
f|ue oru|Kilia per halier sido suspendido en él trabajó, lo que 1c 
indujo a éste ;i pedir a IMesehmi explicaciones y cunto de las 
palahrns cambiadas "te diera rabia", extrajo un revolver y des- 
cerrajó sobre el capataz los cinco liros míe te causaron la muerte 
inmediata: e) mu* el hecho ocurrió durante las horas de trabajo^ 
con motivo y en ejercicio de su ocupaciiWi : que ganak'i mi sueldo 
mensual de ciento ochenta pesos y se oeupaki en los t ra Ha jos de 
instalaciones lele^ráf icas que i-numera en el inc. 7" del art. 2 1 -' de 
la ley 9088» m> habiendo incurrido en ninguna de la* circunstan- 
cias eximentes *te responsabilidad para el patrón y las actuacio- 
nes judiciales radicadas en el Juzgado del Crimen a !a- que se 
remite, serán, en cualquier caso, ja mejor comprobación de ta 
expuesto; d l que la indemnización que demanda de acuerdo con 
el ari. S'\ inc. a>> fie la ley citada, consiste en el jiagn de los gastos 
del entierro más una suma igual al salario total de los últimos mil 
dias de trabajo porque el extinto >e cncotilralia al servicio del 
IvMado desde hacia doce y medio años; e) qué la forma ile pago 
(le esa indemnización no es otra i|ue la que determina la *lts] h isi- 
ción última citada jiorquc el patrón no ha llenarlo cu este caso 
el requisito del dcpi'»¡m que el art. 9» le impone; que dicha ne- 
gligencia ha hecho necesaria la presente acción y es tlél caso el pa- 
go de la suma total en efectivo más sus intereses y costas; que. 
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jwr consiguiente, m> debe hacerse d depósito 'le ln indemnización 
en la &*ja para invertir su importe en títulos como lo ílctcmiiiia 
el íirl. ( > porque éste sólo es aplicable cuando los patrulles eutu- 
plen con esa disposición inmediatamente de ocurrido el ¡tenden- 
te: que |q contrarío seria repugnante al art. 14 de l:i <?onstÍttl- 
Ctótl qtt© dispone que todos los habitantes de la Xaeión tienen de- 
recho a usar y disponer de su propiedad ; í | qtté el expolíente es 
de avanzada edad y crítica salud y que en la fecha del accidente 
vivía bajo d «irn ílc lil víctima que se to prestaba con el pro- 
ducto de su trabajo. Termina pidiendo se condene al demandad** 
al pagi de la suma de seis mil pesos moneda nacional, sus inte- 
reses y costas. 

Secundo. <>ue de acuerdo cutí lo dispuesto en el art. 2$ de 
ta ley %S8. se corrió trasladn de ta demanda, convwándose al 
efecto a las partes a juicio verbal para que se contestara y se pro- 
dujeran las pruebas que hicieran al derecho de cada una. 

Tercero. Une en ese acto, el Estado, representad» por el se- 
ñor IV. .curador Kiseal. contesta la acción exponiendo: que es 
improcedente porque et deceso del obrero Seraíin L'deschíni no 
se lia producido como consecuencia de un accidente del trabajo 
sino a base de un incidente personal extraño por completo a tas 
funciones que desempéñate por lo que en orden a lo dispuesto 
en el art. 1" de la ley «X*W y del decreto reglamentario, el Ins- 
tado 110 puede ser responsabilizado por las consecuencias del in- 
cidente personal que cansó la muerte del obrero, por lo que pide 
el rechazo de la acción con costas. 

Cuarto. Que no ofreciéndose pruela iior las partes, se lla- 
mó autos para definitiva, después ríe lo cual el infrascripto, para 
mejor proveer, mandó traer copia de la sentencia recaída en el 
juicio criminal incoado a raíz del hecho Ikisc de este juicio, y 

Considerando: 

I, Qtte de acuerdo con lo que prescribe el art. 85 di- la ley 
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nacional de procedimiento, ti demandado deberá confesar o ne- 
gar los hechos cstaMecidos en t;i demanda, y sti sitt-iuic» u su-* 
respuestas evasivas podrán estimarse como confesión de tos he- 
chos a que se refiere. 

I. a contestación a la demanda dada de ftéuetífó cotí rt de- 
creto del l'oder Kjceutivo di* ís. I'», se ha limitado a afirmar que 
ti hecho generador di- la misma, no puede considerarse accidente 
del trafjajo porque él fué el fruto de una incidencia personal I -lie- 
go flefoe tenerse |mt cierto, de acuerdo con la disposición lejpil 
transcripta, que el incidente se produjo en horas de t ra! ajo cunio 
se reconoce en el decreto de ís. ]<* y con motivo de la orden dada 
por el capataz al peón ¡iara (pie éste desalojara la carpa que ocu- 
paba por haber sido suspendido del trabajo; que el actor era sus- 
tentado por el causante y que éste ganaba ciento ochenta pesos 
molí L-da nacional mensuales, habiendo prestado m i victos a la 
repartición tic Correos durante doce y medio años. También de- 
be darse por acreditado el parentesco invocado con las partidas 
de matrimonio y nacimiento de ís. 1 y 4, 

II. *_>ue ame lodo debe dejarse mentado que el trabajo a que 
estaba dedicada la victima, inhalaciones telegráficas, esté ÜlcHÚ- 
do entre los que ampara la ley '"'SS en su art. 2", inc. 7", y art. 7' ! , 
ine. 5S de su decreto reglamentario. 

Ilí. tjue el punto fundamental a resolver por el infrascripto 
í>e circunscribe a determinar si el incidente que dio ]ior resultado 
la muerte de Serafín Udcscuíni, es o no accidente del traliajo. 

F.s indudable que él escapa a lo> casos ordinarios y corrien- 
tes que se producen ya con lo> elementos o tnaquinarias inani- 
mada- qué se emplean en la labor o por otras causas análogas, 
por esto es que se plantea ta cuestión de si los incidentes perso- 
nales que se originen entre obreros durante las horas del tralta- 
jo, deben o no considerarse accidente amparado jwjr ta ley 

Xo es la primera vez ([tic se somete al juicio de los tribuna- 
les, casos como el de autos, K| infrascripto precisamente resolvió 

v 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 



20» 



ha' tiios un caso análogo (Agustina tíareia (tu Rodríguez y 
■"rignriíieo Anglo Sud Americano Meat O" Lid., so- 
liiv /ación de accidente del trabajo ( 12 tic Abril de 1926) 

en el qtn se analizó minuciosamente los antecedentes liase de la 
ley ciuida y jurisprudencia de nuestros tribunales y extranjeros, 
para arribar a la conclusión de que hechos de la índole del que 
me ocupa, debía eotisíd erarse accidente del trabajo y hoy, en es- 
ta ocasión me afirmo y consolido nú juicio, en presencia de este* 
nuevo hedió* 

En efecto, el espíritu de la ley no ha sido otro eme el de 
garantizar a los obreros que se emplean en los tralwjos especifi- 
cados en la misma y su decreto reglamentario, ta seguridad de su 
integridad per st mal durante las horas de Iraltajo. De ahí que se 
modifique fundamental mente nuestro derecho común, en el sen- 
tido de atribuir la culpa del hecho al patrón en lugar del obre- 
ro, como regla general, y t>or consiguiente la inversión de la prue- 
ba, de ahí que se limite a una cantidad exigua, la resjionsahiiidad 
del patrón pata tos casos de accidente con el fin de que ya pueda 
sobrellevar sin mayores contingencias las pérdidas que resulten 
de esos contratiempo^ industriales. 

Hl desenvolvimiento de una industria, tío está sólo en el 
fuueionamietuo de las maquinarias, y los accidentes que ampara 
la lev, no son solamente los que ocasionan aquellas durante su 
marcha. Existen otros factores que son causas de accidentes de 
trabajo: la caída de un andamio, el golpe recibir lo por el de.qvreu- 
dñruento de mía pared en construcción, la enfermedad adquirida 
durante varios años de trabajo, como el saturnismo, la peste bu- 
bónica y muchos otros expresados en el art. 7 y del decreto regla- 
mentario de ta ley 'JbHtf. que ha consagrado la jurisprudencia co- 
mo casos de accidentes de trakijo y [wr consecuencia indemniza- 
lites a cargrj del patrón. 

Kl hombre, corno la maquinaria, e* movido jior la acción del 
mismo u "tro hombre, Kn esie último caso, este elemento huma- 
no es una pieza del engranaje de la industria en que trabaja, 
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y cuando en las hura- de t ral ai jo, y cu» ocasión y motivo del 
mismo, esa pieza humana se desala y acomete al director, debe 
considerarse que el damnificado recibe el daño del engranaje 
que estaba amargado de dirigir y por coiimkiiüiUv a ear»u del 
¡nir-ún debe estar la satisfacción de lá reparación de tal daño. 

■ 

Én el cn>.i ] irísente, se dice en la demanda, no contradicha, 
que Serafín IMcschinh era capta* de cuadrilla dependiente de 
la I Hreccló» General de Correos y Telégrafos, y que en tal cali- 
dad, ordenó al peón halcón que desalojara la carpa que ocupaba 
en virtud de esiar suspendido en el trabajo; orden que impulso 
a éste a pedir explicaciones a l'desehiui y después de Üti catnbíü 
■ le pala liras, descargó el revólver de que estala munido, produ- 
ciéndole la muerte en la propia cama en que aún permanecía 
L'drsehiiu, se«;ún resulta del testimonio de la sentencia que con- 
denó al matador a veinte años de reclusión. Xo puede dudarse 
de que la discusión que «fió motivo a la actitud du Falcó», no 
Juera relacionada con el trabajo, pues habiendo sido >u>pe»didn 
en su ocupación la perinaneucia de éste en el campamento era ¡u- 
i .Vr .Ui. y |.ur consiguiente, el capataz requirió su de-aloja* 
mieto. 

I Uro cásu análogo al presente, fué resuelto \tor el juez de 
b (.ni! de la Capital Federal; doctor Basaviibaso, estableciendo 
que es accidente del traUajo indemni/aide el ocurrido a un jefe 
de estación, acesiuado por un obrero como venganza a raíz de 
mi acto ile servicio, Kl hecho, se relata en el fallo, diciendo; "don 
Crescendo Kuiz Cófta desempeñaba el puesto de jefe de empal- 
me Santa Ke en los Ferrocarriles del Estado y el día 11 de Ju- 
nio de 1918, un turno de cambista* encabezado?, por el capataz. 
Tierini se ue^ó a turnar servicio dando |H>r motivo no habérseles 
pro visto «le impermeables. Rufa Coria íleunnció el hecho a la po- 
lieía y a la- autoridades de la empresa y a raíz de un sumario 
¡nst ruítlo pcir éstos, l'ieriui fué separado del servicio el lí de 
Minio de 19ÍS y al día siguiente en circunstancias en que Ruiz 
Coria concurría a lomar servicio fué agredido |«»r aquél, quien 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 



211 



le sepultó un' puñal en la espalda, falleciendo de resultas de la 
herida." 

Como se vé; él de autos guarda una ¿,ran semejanza con el 
citado, que Eüé confirmado por la Excma. Cámara de Apela- 
ciones. 

IV. Oiic resucito el punto \m (puesto eti sriitidb afirmativo, 
déla- lijarse la indemnización une cormponáÉ al causahahú-nte 
actor. 

Él art, Sí de la ley dice que tendrán derecho a la indemni- 
zación los ascendientes siempre qtte a la fecha del accidente vi- 
van bajo el amjwro y el trahajo de la victima. lisie lurhn 
afirmado en la demanda y no negado en la contestación, dchc 
darse por cierto de acuerdo con el art. Síi fie la lev nacional de 
procedimientos y art. 91 9 del Código Civil, asi como iguahucu- 
tc ijue el causante llevaba doce y medio años de servicio en la Ad- 
ministrado de Correos y féíégraíos y que su sueldo era de 
ciento ochenta pesos moneda nacional mensuales. 

La misma disposición establece «pie en caso de uuterte del 
ohrcro el patrón queda obligado a sufragar los gastos del entie- 
rro que no deberán exceder de cien pesos y además a indemnizar 
a la familia de ta victima con una suma igual al salario total de 
los últimos mil días de trahajo. pero minea mayor de seis mil 
pesos. 

Ks justamente lo que corresponde en el caso de autos, ya 
que los ciento ochenta pesos mensuales corresponden a un jornal 
de sets pesos diarios que, multiplicado por mil. cía la suma má- 
xima establecida i»or la ley. 

V. Que por lo que hace al depósito >' entrega de esta canti- 
dad que pretende ta demanda, atacando de inconstitucional idad el 
art. 9" de la ley 'JfjSS. en cuanto dispone que la indemnización 
del te depositarse en la Caja Nacional de Jubilaciones y Pensio- 
nes para que. in virtiendo su importe en títulos de crédito de la 
Nación, entregua mensualmente a los intetresados las rentas 
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(pie a dios corresponda, es improcedente. Kn efecto: el art. 14 
de la CoriStít lición, entre los derechos que reconoce a indos los 
habitantes del país, está el de usar y disponer de su propiedad ¡ 
pero e>ta rejja m> es al w iluta ya ipte el principio del articulo 
sujeta el ejercicio de tales derechos a las leyes que los réja- 
nteme n. V asi, la especial 9688, que modifica I uudamentalmente 
el derecho común establecido en el Código Civil, b hace tan solo 
para aquellos que quieran acogerse a sus Itcneticios : puesto «pie. 
si un Jes coiivit ne el derecho y procedimiento que ella les concede, 
timen expedita ru acción para seguir la acción común que en CSC 
caso n< 1 se not tífica (art. 17 i. De manera que, el obl**0 su 
causa-habiente que Of>te por el derecho de la ley, licué que so- 
meierse a sus disposiciones que son de carácter previsor desde que 
tienden a solventar, de-de el primer momento del accidente, si- 
tuaciones aflictiva* producidas por el mismo y durante el tiempo 
prudencial para que el damnificado o sus causa-ha! úei 11 es puedan 
encontrar otro medio de vida. Ks hien sabido (pie el valor y pro- 
ducto de una persona no se sustituye ton la insignificante suma 
de seis, mil pesos que fija la ley como máxima indemn «ación y 
que los intereses ele ésta no alcanzarán nunca al itfnpürte del sa- 
lario «Ud obrero, lo que demuestra que 00 es el Eiil tfe la ley in- 
demnizar totalmente el daño causado i*>r el accidente, sino repa- 
rar de inmediato las primeras necesidades. 

VI. <Jue es iiidudahle que cuando el patrón no deposita en la 
faja Nacional de Jubilaciones y I "elisiones la indemnización en el 
término fijado por el art ÍÚ6 del decreto reglamentario, la repa- 
ración del daño no puede hacerse de inmediato, frustrándose así 
los propósitos .que se tuvieron en vi-ia al sancionar la ley. Piro 
esta negligencia puede remediarse aunque tardíamente obligan- 
do al patrón a satisfacer al obrero ü a su causa-I sabiente el im- 
porte de los mtereM > que hubiere devengado el capital desde el 
■ lía en qué incurrió en mora, o sea después de los treinta días fie 
ocurrido él aedtíeriíe que tija el art. 106 citado para efectuar el 
deposito. 
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Por las consideraciones que preceden y definitivamente juz- 
gando, fallo: declarando (art. 7<\ ley *J52) que la Nación debe 
depositar en la Caja de Jubilaciones y Tensiones Civiles a la 
urden del act-.r ta snma de seis ntil pesos moneda nacional, a 
los efectos determinados en el aít <1e la ley 96S8; a pa-ar en 
efectivo la Minia de cien pesos para sufragar los gastos de ciittt- 
rro. y al snma míe resulte de la liquidación que deberá hacerse en 
concepto de renta de los títulos de crédito nacional desde el 2íi 
de Mavo próximo pasado hasta el dia del dimito, todo lo que 
ileU-rá' cumplirse dentn. de veinte días de ejecutoriada la pre- 
sente, y las costas del juicio. 

A'. ./. (^ijnictiwóii. 



ÜEXTRNUA UE LA CVMAKA FEDEttAL EN' APELACION 

U pte*. Abril 10 & &&k 
V Vistos: El recurso de ablación interpuesto por el Minis- 
terio Fí>eal contra la sentencia de fs. 32. dictada i*»r el señor 
Juez Federal de La Hata en la causa seguida por Francisco Ules- 
chini contra el Estado Argentino [mr cobro «le pesos. 

I\ir sus fundamentos se confirma, con costas, la sentencia 
apelada en lo que bn sido materia de recurso. Notifiques* y de- 
vuélvase. — T. Hcttci. — Arturo ¡,. M&r&MW? ~ /f - 
Edwgaray, 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

■ 

Hm'Dos A iros. Agosto 5 <íc 

Vistos y Considerando: 

Que Serafín V'deschini. capataz de cuadrilla de Correos y 
Telégrafos de la Nación, t ral ajando en el servicio, en el partido 
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«le San Martin, fué herido con muerte consecutiva. por el obre- 
ro Celestino Raleón «Ir >ti dependencia purque, cu ejercicio de 
sus funciones, le Ordenó el desalojamiento de la carpa que ocú- 
pala, pues había sido suspendido en et empleo. 

tjue tilo constituye un accidente de trata jo, indemnijtable 
por e! patrón, Kstado Nacional, pues las medidas cpie determina- 
ron la reacción vengativa de l ; alcón las lomó solaineh t . con mo- 
tivo del tratajo y por esa sola circunstancia y en ese exclusivo 
carácter, fué herido. Kl art. 1" de la ley 968$ es de estricta apli- 
cación. 

Tur ello y los tutu lamemos del fallo de primera instancia 
que el de segunda da por reproducidos, se confirma en ñutas mis 
partes. N'otitiquese y devuélvase. 

l\oia:nio líiii'f/no. — K. t.ii^n«> I.a- 
vai.i.k. — Amonio Sauarna. 



Dmt José Murñi Corroí (su smcsiétt). Contienda rfr tompcteiuria 

Sumario; l v Kn lo* casos en que el domicilio del causante sea al* 
tcmativo dentro de ambas jurisdicciones, para determinarlo 
a los eíeclos de establecer cuál juez es el competente para 
conocer del juicio sucesorio, debe primar el del lugar en 
donde aquél teüiá la familia o el principal establecimiento, 
(Arts, 93 y "4 del Gódígn Civil i. 

3' Kl connpto de familia dclve referirse a la legítima |*>r 
fundamentales razones de moral, en cuyo espíritu está ta- 
sada nuestra legislación civil. 

í\¡so: Lo explican las piezas siguientes: 
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DICTAMEN HKL 1'HfH'L'KADClK (¡KXKKAl- 

Buenos Aires, Agosto í de 

Suprema Curie: 

Entre el Juez de 1" Instancia en lo Cftffl de 'a GapHaJ 'le lá 
Nación y el dé iiiual clase *ie La Plata, se lia tratado cuestión tle 
competencia para conocer eti el juicio de sucesión de don José 
Ataría Correa, fallecido dé síncope cardiaco, en I -antis, provin- 
cia <le tíñenos Aires, d 3 de < Jctuhre de l*>2ó. 

Atiierta su sucesión en la Capital de la Kepúhltca :1 rupiiri- 
miento tle su esposa e hijos legítimos, se presentó pocos días 
después anu- el Juez de La Plata una persona invocando el ca- 
rácter de hija natural del cansante y sol ¡citando la iniciación ante 
esa jurisdicción, de su juicio testamentario. 

El diferente domicilio que se atribuye a Correa en ta época 
. de su fallecimiento es lo que ha determinado la presente contien- 
da de competencia que se di va a esta Corte Suprema jara su 
resolución, atento lo dispuesto en el art. <» de la ley 4055. 

No resulta de autos claramente establecido cuát fué el do- 
micilio de Correa. La prueba al respecto es contradictoria 

Pero una consideración de orden lepd me inclina a sosuner 
que lo fué en esta Capital de la Xación. 

En efecto. stuHiniendu que la residencia del caus'intc hubie- 
ra sido alternativa, es evidente que la muerte lo sorprendió, mes- 
uradamente, en I -antis, st'ffún se desprende de autos y lo corrí >- 
hora la natural/a de la enfermedad de que falleció. 

El art. 93 del C. Civil resuelve el punto controvertido al 
establecer que en caso de habitación alternativa en diferentes 
lugares, el domicilio es el lugar de «ule se ten^a la familia prin- 
C i pal eslablecimienti i. 

Y la residencia de la familia legitima del causante se ha 
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acreditado que lo fué en la Capital de la Nación, donde el cau- 
sante tenia el centro principal «le sus actividades, toda vez «pe 
en ella tramitaba actuaciones judiciales, y parte importante de 
sus bienes lo formaban |trSehoa y acciones adquiridos en tales 
litigios. 

Lq dicho permite afirmar que el conocimiento de su suce- 
sión correst mude al Juez de la Capital Federal, j>or ser el de su 
último domicilio, alentó lo dispuesto por el art. del Código 
Civil. 

En tal sentido soy de opinión que debe dirimirle la presente 
contienda. 

Horaria A.', lámela.- 



Y MAJO UE LA CORTE SCTRKMA 

Buenos Aires. Agosta y de I 1 '-**- 

Autos y Vistos; 

Los fíe contienda de competencia promovida ]** inhibitoria 
entre el Juez de í* Instancia de La Mata en lo Civil y Comercial 
y el de ¡guál clásé de la Capital Kcderal. para entender en el ini- 
cio sucesorio de don José Marta Correa, y 

Considerando: 

One de las acl naciones de prueba, producidas ante los jue- 
ces entendientes, resulta que el causante, si bien talleció en la 
Provincia de Buenos Aires, partido de Avellaneda', éfi el cual 
residía 1 11 compañía de una bija natural ejerciendo eu aquél su 
derecho di- voto, habitaba igualmente en esta ciud;ul con familia 
legitima, como se acreditó en los autos de la respectiva sucesión. 

Q«e en presencia de esta situación contradictoria, debe su- 
ponerse que el domicilio del cansante era alternativo, dentro de 
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ambas jurisdicciones y en ese caso la ley y la jurisprudencia apli- 
cable, han establecido que debe primar para determinarlo el lu- 
gar donde aquél tenia la familia q el principal establecimiento. 
(Arts. .Í2S4, «».? y ( '+ del Código Civil Fallos: tomo 122, i>ág. 61 
y otros)- 

(Jue el concepto de familia debe referirse a la legitima por 
fundamentales razones de moral, en cuyo espíritu está tasada 
toda nuestra legislación civil. 

Por ello y de conformidad con lo dictaminado por el señor 
Procurador General, se declara juez connótente i«ira conocer en 
el juicio sucesorio de don José María Correa, al de 1* Instancia 
de esta Capital, a quien se remitirán los autos, batiéndose conocer 
,)or oficia esta resolución al señor Juez de La Plata. Repóngase 
el papel. 

J. FlGrKKOA Ai.corta. — Roiierto 
Rkpetto. — R. Guno Lavalle. 
— Amonio Sa<;,\kna. 



¡ton Adrián ti A Busto contra A Gobierno Nacional, sobre reco- 
nodmivnto de tos écrttkos acortiados por (a ley N v 1 1 .268. 

Sumario: í* La ley 11.268 no se propuso instituir a los de la 
Justicia Federal en tribunales de revisión [>ennanente de 
las resoluciones del Poder Ejecutivo en los casos de promo- 
ciones denegadas a los jefes y oficiales partic i pautes en los 
movimientos revolucionarios que dicha ley menciona, sub- 
ven ¡endo. así, los principios de las leyes orgánicas del ejér- 
cito y de la armada que dan a esa función un carácter ad- 
ministrativo (Cap. IV de la ley N* 465fi y titulo II, ley 
%75) y violando flagran temen te el principio constitucional 
de igualdad 
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>•■ Si^i'in resulta de la letra y fiel csftíritu de la ley aludi- 
da, KsgJantóotado el decreto de 19 de Enero de l l >24, 
i-1 ascenso allí ordenado se refiere a los jefes y oficiales ex 
revolucionarios que, \**t .serlo y sólo jwir esa causa, no Ilu- 
dieran sido ascendidos en la oportunidad inmediata a los 
suero* aludidos, "y respeto de los cuales hubiese propues- 
ta .» iniciativa oficial de promoctjpll eompn.kada." 

3» Los juicios favorables nuc el oficial recurrente ha me- 
rendó de altos y prestigiosos jefes de la armada, le honran, 
sin duda, pero no son "la propuesta o iniciativa oficial" de 
ascenso que requiere el art. 4* de la ley invocada. (Ver l«*s 
sumarios de Ins Fallos, tomos 101. |>ág. 254; 148. i»ag, 157 
y 149. i%. 175 > 

Cuyo: Lo explican las piezas siguiente*'": 



SENTENCIA DFi. Jl'Eil FEDERAL 

Hhciims Arres, Junio Hi di- VJSi. 

Y Vistos: los promovióos por Adrián del Busto contra la 
Nación sobre reconocimiento de los derechos acordados por la 
ley ti. 2l& 

Y Considerando: 

1" Que el actor manifiesta en su demanda de ís. 6 que fué 
objeto de sucesivas postergaciones en su carrera de marino, que 
le privaron de ascensos en sus oporl unidades, determinando que 
cuando se retiró rio lo fuera con el grado de teniente de fragata 
éíi que débía revistar, sino con el de alférez de navio. 

Señala que fué ascendido a guardia marina el 21 de Mayo 
de 1XS7. a alférez de fragata el 30 de Diciembre de lKf>l y a 
alférez ríe ¿avío el IX de Enero de 1K95. en cuyo grado se le 
m.itumi. Iia>tá que >e retir.» el *> de Noviembre de t 4 H)5. 
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Expresa que debió ser ascendido durante este último lapso 
de tiempo, pues sus aptitudes, conducta y corrección lo hacían 
merecedor de ello y tai cosa atestiguan diversos jefes y oficiales 
de la armada. En su mérito deja entablada demanda contra la 
Nación a fines de que se le acuerden los beneficios de la ley 
ILiíkS concediéndosele el ascenso a uniente de fragata y se le 
liquiden los sueldos que como tal le corresponden desde la pro- 
mulgación de dicha ley. Solicita se dicte sentencia en ese sen- 
lido, con costas e invoca un dictamen favorable a su respeto ex- 
pedido por el señor Procurador General de la Xación. 

Contesta la demanda ti sen. ir Procurador Pical, a fs. 13, 
expresando que no le son aplicables al actor las dispos ie i on es del 
art. +■ de la ley 11. JOS y decreto reglan unitario desde que a pe- 
tar de la condición invocada por el actor de participante en la 
revolución de Julio de 1890, fué ascendido con posterioridad a 
aquella en Diciembre 30 de 1891 a alférez de f ratita y en Enero 
18 de 189 5 a alférez de navio y en cuanto a la postergación in- 
terior a esa fecha no ha podido otwdecer a su carácter de revolu- 
cionario de 1890, 

Además, agrega el señor Procurador Fiscal, el actor no pue- 
de invocar bailarse dentro del art. 4* de la ley 11.2(38, pues no ha 
sido propuesto para el ascenso ni ha habido iniciativa oficial de 
promoción comprobada. 

Se remite al dictamen desfavorable al actor del señor Audi- 
tor General de Guerra y Marina recaido en las correspondientes 
gestiones administrativas y solicita se rechace la demanda, con 
costas. 

>■' ÍJne al decidir el suscrito la presente causa, tiene en cuen- 
ta que eT actor formuló de propia voluntad su solicitud de retiro 
en Octubre 13 de 1905. que le fué acordada por decreto del P. 
E. lecha Noviembre 29 del mismo añu. 

En lunto 18 de 1924 pide acogerse a los beneficios que 
acuerda la ley 11.208 en su art. 4< y expresa que se ludia «mi- 
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prendido en ella, jmr haber lomado parle cu el movimiento re- 
voluciouario de 1890 y haber sido postergado Bal su cari era. 

Después <le la tramitación de esc pedido, se dicta el decreto 
del I'. K. ficha Noviembre 10 de 1925 que deniega 1» solicitado 
|mr d actor v obtenida la venia leu ¡-latí va del ca.sn. interpone su 
demanda de fs. 6. 

Pe la /í/i> trabada y demás constancias de autos se despren- 
de claramente que si bien el actur paiiieijió como oficial de ma- 
rina revoíttC tona rio en el movimiento de Julio de 1890. fué as- 
cendido en Diciembre 30 de 1891 al tirado de alférez de navio, 
de lo qnc se infiere sin mayor esfuerzo, que el carácter de ofi- 
cial revolucionario, rm le impidió obtener dos ascensos con pos- 
terioridad a )a citada revolución de Julio de 1890. 

La lev 11.268 no tiene aplicación, a juicio del suscrito al 
caso del actor. 

En efecto, el señor senador Tormo, autor del proyecto de 
ley respetivo presentado al H. Senado en Septiembre 15 de 
1921. establecía que el art. 3* de su proyecto que *el P. E. acor- 
dará el ascenso al grado inmediato superior a los señores jefes 
v oficiales del ejército y armada actúa luiente en situación de 
retiro que no hubiesen sido ascendidos en su oportunidad por 
causas de orden político, a pesar de haberse llenado las condicio- 
nes requeridas 1*><" las leyes militares de la época. . ." 

Al í undar su proyecto dijo une "tiende a corregir un olvido 
injustificado, al mismo tiempo que una palmaria injusticia de que 
es victima un pequeño número de jefes y oficiales del ejército 
y armada, ipúenes ]K»r haber tomado i>arte activa en los aconte- 
cimientos políticos desde la revolución de 1890, han sido poster- 
gados o pasaron al retiro, fueron dados de baja se les dificultó 
mi reincorporación o han fallecido dejando a stts familias en la 
orfandad y en la miseria..." 

Expresó también refiriéndose a la revolución de 1890 que 
un mes después de los comí ates de Julio de esc afín, se sanciono 
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una ley fie amnistía, en cuyo artículo segundo, se declaraba : "el 
derecho a pensión no se perderá porgue los causantes hubiesen 
muerto al servicio de la revolución del 20 de Julio [«Ido.", y 
agregó ; "muchos de los oficiales reincorporados en esa oportu- 
nidad, recuperaron bien pronto el ascenso perdido. En cambio 
los comprometida en los sucesos políticos de 189.1 fueron am- 
nistiados por la ley 4939, el 12 de Julio de 1906, es decir, trece 
años después, facultando a] R E. para reincorporar al ejército 
cuando lo crea oportuno a los jefes y oficiales dados de l»aja 
comprendidos en el articulo anterior. Estos y aún los que no lia- 
bían sidu dados de Itaja aunque fueron prisioneros en el Ushuaia, 
bajo la custodia de la escuadra, com ¡miaron en actividad militar 
en condiciones desventajosas, siendo iwstcrgados dos o tres veces 
a pesar ele hal>er llenado todas las condiciones requerid^; para 
el acenso." 

La comisión de guerra del H. Senado, compuesta de los se- 
ñores senadores Ayknr Augier, Vidal y del Valle, descebó ese 
proyecto, dando al artículo tercero del mismo la redacción que 
acrece en el art. 4 V de la ley 11.268. 

Informó ej señor senador Vidal, sesión de Septiembre 29 de 
1922. quien dijo que: "lo excesivo de las gracias que aquel pro- 
yecto otorga, llevaría a desnaturalizar lo que debe ser y lo que 
justifica esia ley. que no puede tener más alcance que una inte- 
gra aplicación fíe amnistía general. . . y que no puede convertir- 
se nunca en una ley de premio." 

Sancionado así por el H. Senado, pasó el proyecto en revi- 
sión a la H, Cámara de Diputados, la que no introdujo modifi- 
cación a ese articulo, prestándole luego su sanción el 11. Senado, 
con lo que se convirtió en ley N* 11.268; el susodicho proyecto. 

De lo que se deja expuesto, resulta claramente que el es- 
píritu que presidio a la concepción y sanción de esa ley, no es 
otro que. el de acordar un ascenso al grado inmediato superior 
a los jefes y oficiales del ejército y armada, en retiro, que no 
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hubiesen podido ascender en su oportunidad en viriml de haber 
pn rt tcij*íiílrj activamente en los movimientos revolucionarios de 
1890, 1893 y 1905. 

(¿Ótieuerda el criterio aludido, con el que inspiro ni proyecto 
de lev sometido a b cóttéideraciún del H. Congreso por el l\ K. 
en Diciembre 14 de l'>22. en el que se establecía en su artículo 
tercero, que los jefes, oficíales y asimilados en actividad o reti- 
radtts. que por su intervención en los acontecimientos revolucio- 
narios de 1 XI. 1893 y 1 ( "Q5, no hubiesen obtenido el ascenso 
que lé éotréspofiftisti quedaron proinwidos al grado inmediato 
superior. 

Kl actor un está pues comprendido dentro de lo dispuesto 
p..r el art. 4 V de la ley M.2ú8, desde que si bien participó en el 
movimiento revolucionario de 1890, fué ascendido en de Di- 
ciembre de 1891 a alférez de fragata y en Enero 18 de 1895 a 
alfért-z de navio, y por lo dennis no ha invocado, ni justificado, 
que tomara participación en las revoluciones de 1893 y 1905. 

Ouiere decir entonces que respecto del actor no rige el su- 
sodicho art, 4" de la ley 1 1,2<>8. pues no acrece en amos demos- 
trado en ninguna forma que no hubiera obtenido los ascensos que 
señála le comprendían, después que fué promovido a alférez de 
navio, en razón de ser revolucionario de 18'íJ y de 1905. toda 
vez que a raíz de 1K90 consiguió dos ascensos, lo que cierta- 
mente distó mucho de haber sido postergado en su carrera por 
la causa antedicha. 

Entiende el suscrito que no tiene \**r (pié entrar a examinar 
la conducta adoptada por el 1*. E. en otros casos y con las refle- 
xione^ que anteceden piensa haber solucionado esta causa, sin 
tener que hacerse cargo del por qué no fué ascendido el actor 
después ile 18*'5. pues no se ha demandado a la Xaeión sino en 
Lose a lo preceptuado en la ley 11.26$ siendo del caso recordar 
que t í art, 13 de la ley 50 no exige que la sentencia examine ro- 
llos los argumentos alegados en apoyo de las acciones deducidas 
en el Juicio*, pues es deber de los jueces decidir los pleitos se- 
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gi'm la intención formal de tas ¡Kiries y la verdad protiada cu 
autos, prescindiendo de los ápices del derecho, Suprema Oírte, 
romo 90, \ú<¿. 236 y tomo 11*». pág, 31. 

t\>r las consideraciones que preceden, fallo: rechazando la 
demanda interpuesta ]ior Adrián del Husto contra la Nación, pa- 
ra que se le acuerde el ascenso a teniente de fragata de acuerdo 
con la ley 11.268 y para que se le liquiden lus sueldos que como 
tal le correspondieran desde la promulgacídn de dicha ley. 

Sin costas, atenta la nal n raleza y novedad de la causa. Xo- 
tiíiqucse, re] toncase el sellado y oportunamente archívese el ex- 
pedíente prévía devolución a su pnK-edeneia de los agregados sin 
acumularse indicados a fs. 35. 

Saúl M. ¡i.trobar. 



SENTENCIA DE LA CÁMARA FEDERAL EN APELACION 

Buenos Aires, Mayo 10 de ly¿9, 

Y Vistos: Por sus fundamentos, se confirma la sentencia 
apelada de fs. 49 que rechaza ta demanda interpuesta por Adrián 
del Busto contra la Xacióu. pira que se le acuerde el ascenso a 
teniente de fragata de acuerdo con la ley 11.208 y como también, 
para que se le liquiden los sueldos que como tal le corres] windic- 
ran desde ta promulgación de la mencionada ley. — Mitrcrlíuo 
EscultidíT. — fí. X tizar Aiwhorcna. — J. P. Luna. — Jas¿ 
Marcó, 

FALLO DE LA CORTE SL'PKEMA 

[Uicnus Aires, A«ust«> \Z de 1929. 
Vistos y Considerando: 

Que la ley N° II. 208 a cuyo amparo se solicita el ascenso 
del alférez de navio, en retiro, don Adrián del Husto, no se pro- 
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puso instituir a los de la justicia federal en tribunales de revi- 
sión permanente de las resoluciones del Poder Ejecutivo en los 
casos de promociones denegadas a los jefes y oficíales partici- 
pante* en los movimientos revolucionarios que dicha ley mencio- 
na; suhverticiulo, así, los principios de las leyes orgánicas del 
ejército v dr la armada que dan a esa función un carácter admi- 
nistrativo I cap. IV de la ley X" 4K5ó y título ti, ley 9675) y 
violando flagran tómente el principio constitucional de igualdad, 
desde que las postergaciones de lo* jefes y oficiales no rcvoluciu- 
nario> carecerían del derecho de acudir a la justicia civil paía 
obtener la fépaiticioii que creyeren justa en los mencionados casos 
de ascenso* di-nevados o postergados. 

One según resulta «le la letra y del espíritu del art. 4*-' de la 
Léy aludida, reglamentad. ) )>or el decreto de 10 de Enero de 1924. 
el ascenso allí ordenado se refiere a los jefes y oficiales ex revo- 
itiéionarios que; |tor serlo, y sólo por esa causa, no hubieran si- 
do ascendidos en la oportunidad inmediata a los sucesos aludidos. 
*"v respeto de los cuales. KÜUiese propuesta o iniciativa oficial 
de promoción comprobida" : circunstancias rpie no comprende 
al oficial (leí Bttóto porque, con interioridad a la revolución de 
2o de Julio de IWO. única en que intervino, fué dos veces ns- 
cendido; en M) de Diciembre de 1891 y en 18 de Knero de 1895, 
y no se ha piolado que durante el periodo de argüida injusta 
postergación, se produjera ninguna propuesta ti iniciativa de as- 
edian |»»r parte de los tribunales de clasificación rpie instituyen 
l:is leyes militar es. o iH.r otra autoridad facultada para tal fin. 
driiiro ni fuera «le la organización naval militar. Los juicios 
favorables que el oficial recurrente ha merecido de altos y pres- 
tigiosos jefes de la armada, le honran, sin duda, pero no son 
'la propuesta o iniciativa oficial" de ascenso que requiere el art. 
A'" de la lev invocada y. a mayor ahundamiento. cade afirmar que 
ÍRrttpOCO tienen alcance administrativo, ni menos judicial para 
descalificar, rectificar o abrir. opqrtun ¡dad de revisión del juicio 
del Presidente de la Nación, quien otorgando o denegando pro- 
mociones militares ejercita facultades privativas que le conce- 
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den los incisos 15. 10 y 17 del art. de la Constitución Nacional 
y los art*. 40 de la ley N* 4856, 73 y 78 de la ley fcí* 9675. 

Que esta Corte en varios casos traídos a su cdnodmícnto potr 
diversos conceptos referentes a h organización, ;idm ilustración y 
justicia mili lar. ha decidido que las leyes <jue la reglamentan, 
dictadas ]>or el Congreso fie la Nación, en USO de la facultad 
que le concede el art, 67, inciso 23 de la Constitución Nacional, 
■"¡uní creado un organismo especial con mis leyes de fondo f de 
í ónna, fundado en la necesidad de colocar al ejercito y ta ar- 
mada en una situación diferente a Iris demás partes del mecanis- 
mo gubernamental, ya por sn composición, ya por las realas que 
deben gobernarlo." i Fallos : tomo 101, ¡ág. 354) ; mtc el Pre- 
sidente de la República time facultades para nombrar, trasladar, 
remover y destituir oficiales y jetes militares, con la sola ex- 
cepción de tos jefes superiores: para aprobar, observar, desapro- 
bar o reformar sentencias de los tribunales militares ( I "al los: to- 
mo 15K, pág. I?': I 4 *'- VW- *ÍSí» t<Ml " róttóorjrje con 1a 
jurisprudencia federal de los Estarlos Unidos de Norte América 
que en dichos fallos se eita. Kn consecuencia, mas indudable es 
la facultad de conceller o negar ascensos y promociones milita- 
res, aún en la aplicación de leyes especiales como la (pie es invo- 
cada en el s;ib Hte, rpte no |iodrian desarticular el organismo es- 
pecial, excepcional del ejército y la armada, atribuyendo a los tri- 
bunales civiles el conocimiento de detalles y circuí iMa ñeras téc- 
nicas que pueden influir en el progreso, postergación o elimina- 
ción de un oficial o jefe. 

t'or ello y concordantes de la sentencia a] telada, se la con- 
firma en cuanto ha podido ser materia del presente recurso. 
Xotiíiqtvese. repóngase el papel y devuélvanse los autos. 

1. FlGL'EROA ALCORTA, — ROBERTO 
Rkpktto. — R. Orino I .avalle.. 
— Antonio Sagarna. 
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Doña Clemetttiim Dttptty de Tromoni cmUra Ki Prmnncúx ift 
Buenos Aires* sobre m oRStitucioHattdad del impuesto u la 
¡i. remiit. ' 

Sumario : V l-t jurisprudencia de la Corte Suprema i Patios: lo- 
mo 14*J. pág, 417 í. soto ha decidid-. <\w el inciso /• dd ar- 
ticulo A7 «le la ley de impuesto a las he*e«e*as es incoustitu- 
cional iti cuanto pnr él se desconocía el principio de igual- 
dád respecto de toda hipótesis en que el porcentaje se de- 
rivase dd valor total de los bienes transmitidos, peto sin an- 
ticipar juicio alquil" sobre la validez n nulidad constitucio- 
nal de los procedimientos consistentes: ai en derivar ta ta- 
sa dd valor de la hijuela de cada heredero, ampie ésta se 
hallara constituida de bienes simados en la provincia y fue- 
ra de ella, aplicándola. luegOí al valor de los bienes ubicado 
tn la provincia y. W) en derivar el p< rcentaje sólo del valor 
de los bienes existentes dentro de la jurisdicción provincial 
para aplicarla a r*o* mismos bienes, sin qií)S M sitjttiera se 
haya insinuado d punto capital alrededor del cual gira el 
presente litigio, esto es. si la provincia tiene o no el dere- 
cho de computar el valor de los bienes situados fuera de su 
jurisdicción, aunque formen parte integrante de las hijuelas. 

2" 1.a cuestión relativa a sabir >i únicamente han de to- 
marse como antecedente de la tasa los bienes de la hijuela 
situados en la provincia o los comprendidos en aquélla aun- 
que >e hallen fuera de su jurisdicción, es ajena, en este ca- 
so, a la competencia de la Corte Suprema. (Interpretación 
lisa y llana de la ley IbCál que la t'nrie Suprema im puede 
hacer sino en las causas civiles o derivadas de estipulación 
u contrato, caso que no es el del impuesto i. 

Cflú»! I. o explican las pie/as siguientes: 
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DTCTÁMKN DEt PROCI RAIM1K t.F.NF.K/W. 

liuciius Ains, Mayo 21 ik- IV Jí. 

Suprema Lurte; 

Dona Clementina i-:. Dupuy de Troncón i demanda a la Pro- 
vincia de Buenos Aire* por devolución de la suma (fe cinco mil 
novecientos sententa y siete pesos con cincuenta y nueve centa- 
vos moneda nacional y sus intenses, a b o na fe fl .según ella, inde 
Indamente en concepto de Impuestos a la transmisión gratuita 
de litenes. de acuerdo con las prescri|)CÍoues de la lev vidente en 
dicha provincia sol .re papel sellado, en virtud de la cual ta liqui- 
dación del impuesto se ha verificado tomando en cuenta, al apli- 
car la tasa progresiva, no el monto de cada hijuela, sinó el acervo 
hereditario. 

Sostiene la actora que el gravamen cuyo pago se le ha exi- 
gido y f|ue ella ha ventilado tajo protesta, según consta de autos, 
es violatorio del principio de la igualdad impositiva que garante 
el art. 16 de la Constitución Xaiconal. 

1.a Provincia contestó la demanda reconociendo la existen- 
cia de los hechos articulados, pero sostuvo la inaplicaliilidnd del 
derecho invíícado. 

y¡ cuestión, pues, de derecho ^anteada en la presente de- 
manda no difiere de la resuelta por i-sia l orie Suprma c»n fe- 
cha 1K de Noviembre de 19J7. en la causa seguida contra la mis- 
ma Provincia de Unenos Aires, por don Juan 11. Drysdale (S. 
C X. 149: 417). 

V. K. declaró en ella la mconst Racionalidad del impuesto 
aplicado. 

l)c acuerdo con dicha sentencia, soy de opinión que corres- 
ponde mantener, aplicándola al caso de autos, la referida doc- 
trina de V. E. 

Horado A\ Lamín. 
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KAI.I.O DE LA CORTE SITUE M A 

[íin(hi> Airen. As<psi>> 12 tlf l'L' 1 '. 

Y Vistos: el presente juicio ¡■rguido por doña (kineniina 
Dnpuv de Troneuni contra la Provincia de l!urim> Aire- so- 
bre mcoiist i me tonalidad de ta ley dé impuesto a las herencias tic 
lo* cuales resulta : 

Que a fs, A comparece duii Alberto linear en re|iresetmi- 
cióll de la acmra. promoviendo demanda finura la Provincia de 
Buenos Aires, a íin de que se le condene a devolver la suma de 
cinco mil novecientos setenta y siete pesos nm cincuenta y nueve 
centavo* moneda nacional con más mis intereses y las distas si 
hubiere otxjftíción. La expresada fatuidad fué satisfecha por sii 
mandante en calidad de heredera del esposo don Juan l ¡amista 
Troncoiii en concepto de impuesto a las succiones en ta pro- 
vincia demandada, 

Que al hacerse la protoe t mzación de las hijuelas en la ciudad 
de La Plata. !a Dirección di* kscuelas praelifó mía liquidación en 
concepto de mr^úesto a interés que ascendía a la suma de diez 
v nueve mil ciento ochenta y cinco pesos con (Hez y nueve cen- 
tavos moneda nacional. Al verificar él depósito de esta cantidad, 
se dije» más o menos lo siguiente: "efectuamos el pago coi) ex- 
presa reserva i le nuestros derechos para reclamar tu qué >e paga 
demás |>or mala aplicación de la ley. pues el impuesto debe liqui- 
darse y pagará* -obre cada hijuela y nó sobre el monto total de 
]o> bienes." 

Que la protesta itta dirigida contra la aplicación del me. 7 V 
del art. ,í7 de la lev de 192$, inciso que prescrihia que se aplicase 
el tanto por ciento de la escala al monto total de los bienes del 
Causante en vez de aplicar el lauto por ciento correspondiente al 
monto de la hijuela en la provincia, como ha sido decaído por 
la Corte, entre otros, en el juicio seguido por Drysdale contra 
la demandada cuyas argumentaciones reproduce. 
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Que de acuerdo con la liquidación mencionada se cobró a su 
representada el S sobre la suma de 21 2.X53.Ó2. siendo que tra- 
tándose do una herencia inferior a 300.000 $ la escala que debía 
aplicarse entre esposos era de 5.50 %. Existe, pues, una diferen- 
cia de 5,321.33 en cuanto al impuesto y de 656.29 en cuanto a 
bis intereses, lo que representa la suma total redamada de pi- 
sos 5.977 ¿9 moneda nacional. 

Que acreditada la jurisdicción originaria de esta Corte, fs. 6 
vta.. corrióse traslado de la demanda, el cual fué evacuado a 
fs. 14 por el Dr. Kolierto Parry en nombre de !a Provincia de 
líuenos Aires, esponiendo: 

ÍJue reconoce los bechos aniculados en la demanda, pero 
niega la apücabilidad a! presente caso de la jurisprudencia invo- 
cada por la actora y pide, en consecuencia, su rechazo, con costas. 

íjue es, en efecto, la primera vez que se pretende impugnar 
la con stil uc ¡finalidad de la ley de impuesto a la transmisión pa- 
tulla de bienes que rige en la Provincia de líuenos Aires, fun- 
dándose en que no corresponde la aplicación de la escala i»or hi- 
juela cuando ésta se halla formada por bienes situados en dis- 
tintas jurisdicciones. Cuando la ley toma en consideración los 
bienes que constituyen la hijuela i«ira fijar la escala, no viola el 
principio de la igualdad inquisitiva, ni excede los límites do su 
jurisdicción para la aplicación del impuesto. 

Oue. nu es |»osihle excluir los bienes situados í itera de la ju- 
risdicción provincial para la formación del monto hereditario, ya 
que ello se prestaría a eludir el impuesto. Solo los bienes ubica- 
dos en la provincia son los qti'* han alonado el impuesto a la Iras- 
misión gratuita de bienes; pero a los efectos de determinar la 
escala aplicable, la ley diseñe que se tenga en cuenta exclusiva- 
mente el valor de cada hijuela, la cual está formada \mr la to- 
talidad de bienes a cada heredero adjudicados. Por tanto, la hi- 
juela de la aetof& en su carácter de heredi-ra única, la forma 
la totalidad de los bienes que constituyen el acervo hereditario 
y mi procede la exclusión de los bienes situados en la Capital 
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Federal ni <jue ta escala se establezca conforme a los bienes si- 
mad"?' en la Provincia únicamente. 

Une. jxir último, en el présenle caso la señora Dupuy de 
Trónconi es la heredera única tic su esjioso y un corresponde, 
por lo tanto, modificar la escala de aplicación, ponan- es una e 
indivisible. 

Que abierta la causa a pruet*a ís. 16 vta.. se produjo la míe 
expresa el certificado de fs. .19, alevínelo sobre su mérito solo 
la parle adora ís. 4D¡ A fs. 48 vtn. se llamó autos, para semencia. 

V Considerando: 

One como aparecí di- la precedente relación de la causa, la 
actora invocando en su favor la inconstitucional i dad del inc. 7 
del art, 37 de la ley sobre trasmisión gratuita de bienes de la 
Provincia de I Sueños Aires declarada ya por esta Corte en va- 
rios juicios anteriores, reclama la devolución de la suma de cinco 
mil novecientos setenta y siete pesos con cincuenta y nueve cen- 
tavos moneda nacional pagada demás ka jo protesta. 

Que el examen de la liquidación del impuesto sucesorio 
practicado en su memento por la Dirección de Escuelas de la Pro- 
vincia demuestra en efecto tjue la lasa aplicable se obtuvo en 
función fiel rea miado inc. 7" del art. 37 de la suma de 5%.396.05 p 
valor total de los bienes del acervo. Se extrajo así un |>oicent;ije 
de S f / r (jile fué aplicado sobre la cantidad fie 212.S53.d2, im- 
] nirie de los bienes situados en jurisdicción de la Provincia de 
Unenos Aires. 

One la jurisprudencia invocada de esta Curte snlo lia deci- 
dido (¡ue es inconstitucional el recordado me' 7* del art. 37, en 
cuanto por él se desconocía el principio de igualdad respecto de 
tinta hijiótcsis en ¡pie el pnreetiiajo se derivase del valor total 
de t«is bienes trasmitidos, |wro sin anticijtar juicio alguno sobre 
ta valide* o nulidad constitucional de los procedimientos consis- 
tentes: ai en derivar la ia.-a del valor de la hijuela de cada he- 
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reden i aunque ésta se hallara constituida de bienes situados en 
la provincia v fuera de ella, aplicándola luego, al valor de tos 
bienes ubicados en la provincia y b) en derivar el porcentaje 
sólo del valor de los bienes existentes dentro de la jurisdicción 
provincial [«ira aplicarla a esos mismos bienes. 

Que en el caso de autos debido a la circunstancia de que la 
actnra es la Única heredera de su esposo, el valor total de tos bie- 
nes sucesorios representa, a la vez, el valor de la hijuela y. coli- 
sión inminente, la tasa aplicada, inconstitucional como derivada 
del valor total de los bienes sucesorios, puede, sin embargo, ser 
ajustable a la ley local según la interpretación que los tribunales 
y autoridades de las provincias den al punto de salier si dese- 
chada la primera solución cabe la .le (pie aquélla se obtenga del 
valor de la hijuela. 

Ouc no sólo eu las sentencias anteriores de la Corte sobre la 
ineoustitucionalidad del uic. 7* del art. 37 no fué puesta en tela 
de juicio la cuestión de saber si la tasa t^dia o nú derivar» del 
valor de_ las hijuelas, sino que ni siquiera quedó insinuado el 
punto capital alrededor de lo cual gira el presente litigio, esto 
es. si la provincia tiene o nú el derecho de computar el valor 
de tos bienes situados fuera de su jurisdicción aunque formen 
parte integrante de las hijuelas. 

Que en estas condiciones e s evidente que la demanda fifi 
pucd¡T prosperar. Desde luego, ^rque aquélla y la protesta se 
han referido, exclusivamente, a los principios sentados por esta 
Corte en el caso Drysdale y ellos carecen de toda aplicación a 
este juicio a causa de hallarse comprendidos en una sola hijuela 
la totalidad de los bienes sucesorios. Y después jorque la cues- 
tión relativa a sal»er si únicamente han de tomarse atino ante- 
cedente de la tasa los bienes de la hijeula situados en la pro- 
vincia o los comprendidos en aquélla, aunque se hallen fuera de 
gu jurisdicción, es ajena en este caso a la compU-ncia del 1 n- 
huiial. desde que. por una parte se trataría de la interpretación 
lisa y llana de ta lev local (pie esta Corte no puede hacer sino en 
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cansí*, civiles 1 1 derivadas de estipulación o contrato, caso que 
no éá finta 11 unte ti drl itnpueMo. .Miiller v. Provincia de Hue- 
ni» Aires; y, |mr otra no ha sido alegada en la demanda la in- 
constiuicionalidad de las dis|msícíuues de la ley Ktcal en cuyo 
mérito >e hubiera arribado a la interpretación de que la Pro- 
vincia puede deducir la lasa añn del valor de los bietie> situados 
fuera de su jurisdicción. 

I'".n -n inéritít. oidii el >ciVr Procurador General, se absuél- 
ve a ta Provincia de Píllenos Aires de la demanda, entablada, l-is 
coatas en el urden causado atenta la naturaleza de la cuestión 
definida. Notiflquese y repuesto el papel archívese. 

J. I "if¡r¡ K(i.\ ALCORTA. — ROHEKtO 
RkPETTO. - - R; (ir IOH [.AVALLE. 

— Antonio S.u;.\k\.\. 



Ihut Anlon'u* Torr*s \siWi\(um i. contra la Coja Xatiotial de Ju- 
biíiíciottrs y Petmoes ¡& Empleados &m¿fótfaé, sóbm 

ilusión. 

S:ttst>,;> ii>: I h- l.'.> dí-posicione^ combinada* de las leyes %53 y 
10.650 fart>, 3? y -20. inciso (»), se deduce <|ue la jubila- 
ción por invalidez se acuerda al empleado n obren i que en 
la techa de su cesantía Justifique haber prestado diez años 
de ser v idus, sin que modifique esta doctrina la circunstan- 
cia de que posteriormente la ley 1 redujera a cinco años 
e-e tiempo (atando ya el obrero no se hallalm en el trabajo). 

C\t.<f. hñ explican las piezas siguiente*: 
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RESOLUCIÓN PE I-A CAJA FERROVIARIA 

Buenos Aires, Diciembre 27 de 1928. 

Visto que clima Antonia Mesa de Torres, solicita acogerse 
a tói beneficios tic la pensión, en su carácter de viuda del ex em- 
pleado del Ferrocarril di- Buenos Aires al Pacífico, don Aiitonin 
Torres: atento las certificaciones producidas y demás documeu- 
los acompañados, de Ims míe resulla comprulwulo que el causante 
prestó servicios hasta el 28 de Mayo de 1916 y falleció el 27 de 
Mayo de 1920, sin reunir en esa fecha las condiciones exigidas 
por la ley para acreditar el derecho a la jubilación ordinaria o 
de retiro voluntario. 

V Considerando s 

One sancionada la ley 10.650 el 30 de Ahril de 1919, estipu- 
ló como condición |>ara gozar de la jubilación por invalidez, que 
el empleado n obrero declarado física o inteleetnalnienle inca- 
pacitado para continuar en el desempeño de su empleo o de otro 
compatible con su actividad habitual o sn preparación compila- 
da, tiivú-ra |H»r lo menos diez años de ervícios prestado ( art. 20. 
inc. P de la ley 10,650). 

One contemplada la situación del causante frente a esa dis- 
pnsición de la ley, se evidencia su falta tic derecho a la jubila- 
ción en virtud de no retiñir las condiciones exigidas, ya que sus 
servicios swnakm 7 añtw y 4 meses, 

One la lev aclaratoria X'-' 11,074. al legislar sobre el dere- 
cho a pensión de los causa- habientes de los empleados u obreros 
fallecidos en el ejercicio del cargo, impuso también cómo condi- 
ción esencial la justificación de hahersc prestado por el causante 
más de diez años de servicios. 

Oue, jxtr consiguiente, y prnltado como está cine el cansante 
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no minia las condiciones «Ir ley |>ara ser jubilado conforme a los 
preceptos de la misma, es natural ente sus deudos no estén ampa- 
rados |xir la legislación de jubilaciones de ferroviarios. 

Por estos fundamentos» atento lo dictaminado por la Ase- 
sarla Legal, lo aconsejado por la comisión de pensiones y de con- 
formidad con lo acordado por el directorio en su sesión del del 
corriente, se resuelve: 

I" Xo hacer al pedido de pensión formulado por doña An- 
tonia Mesa de Torres, en su carácter de viuda del ex empleado 
¿el Ferrocarril de Huenns Aires al Pacífico, don Antonio Torres. 

2» Previa notificación á la interesada, archívese. 

/. I trivio. 



SENTENCIA DE LA CAMAMA I'F.IÍKKAL l>E APELACION 

Buenos Ain-. Mayn 17 rite 192$, 

Visto y Considerando: 

f )ue según resulta de los ¡uíonues de la empresa de fs. fi y 
del Hospital Melchor Homero de ís, 10. 1<> y 24. el causante se 
hallaba física e intelectualmente inca) vacilado para continuar en 
el ejercicio de su empleo, habiendo prestado en el Ferrocarril 
de ¿líenos Aires al Pacifico 7 años y 4 meses de servicios, según 
el cómputo practicado por la Contaduría de la Caja. 

Por consiguiente cuando ingresó al Hospital Melchor Ro- 
mero el 3' de Mayo de 1*>1 6¡ se encontraba en las condiciones 
requeridas por el art. 20, inciso I* de la ley 10.650. 

Disponiendo el art. 3K de la ley 10.650 míe "en los mismos 
casos en cjue con arreglo a esta ley haya derecho a gozar de ju- 
bilación y ocurra el t'allecimieuio del emplearlo ti ohrcro, ten- 
drán derecho a pedir pensión en ta proporción y condiciones es- 
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tableadas en este capítulo, la viuda, etc. . la solicitud formu- 
lada i»or Antonia Mesa de Torres es procedente. 

Por estas condiciones y de acuerdo con lo resucite» por este 
tribunal en casos análogos, se revoca la sentencia apelada de ís. 
30, y se acuerda a Antonia Mesa de Torres, la pensión equiva- 
lente a la jubilación por invalidez de Antonio Torres, debiendo 
la Caja practicar la liquidación de la misma con arreglo a la ley. 
Devuélvanse sin mas trámite — Marcelino Escalada. — H. 4? 
.Vasar Aiicharcna, — /, P; Luna. 



DICTAMEN DEL SEÑOR PROCl'RADOR CiKSERAL 

Buenos A iros. Alisto .1 Ac 1929. 

Suprema Corte: 

Itl la presente causa sobre pensión solicitada a ta Caja Na- 
cional de Jubilaciones y Pensiones de Empleados F erro viar ios, 
por doña ? ítonia Mesa de Torres, lia sido materia de discusión 
la interpretación de disposiciones contenidas en las leyes resisti- 
vas números 10.650 y 1 1.308, habiendo sido la decisión final 
contraria a lo sostenido i>or la Caja, fundada en elidías leyes. 

Existe, asi, el caso federal y de acuerdo con lo resuello por 
V. \i. en casos análogos, el recurso extraordinario de ablación 
deducido procede, atento lo dispuesto por el art. 14 de la ley 48. 

lia sido, pues, en mi opinión, bieií concedido y así pido a 
V. K. se sirva declararlo. 

En cuanto" al fondo del asunto V*. É. lia declarado ya en el 
caso de Atilio Susim» resuelto con fecha 7 de Junio ppdo.. míe 
las disiKisieioncs de la ley 11.308 no comprende a los que habían 
dejado de ser empleados con anterioridad a la fecha de su san- 
ción, declarando de aplicación al caso el principio del art. 3* del 
Código Civil, según el cual las leyes disponen para el futuro. 
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no tienen efecto retroactivo ni pueden alterar derechos adqui- 
ridos. 

Ahora hien. consta en autos que el cánsame dejó et servi- 
cio el M de Marzo de l'-UO, Kn ta] vi nuil la interesada no pue- 
de imocar a su favor la modificación introducida por e! art. 2í>. 
inciso 1" de la ley 10,650 por el art. 1". inc. ii de la K-y 11.308 
que reduce de diez a cinco años el tiempo mínimo de servicios 
exigidos para u ' ,H ' r derecho al ln-neficio que reclama en est;is 
actuaciones. 

Soy, por ell... de opinión que corresponde revocar la S£n- 
leueia apelada en la j«irt t - que ha podido ser materia del recurso. 

Horacio A*. Larreta. 



FALLO DÉ LA CORTE SUPREMA m 

Buenos Aire*. A^ism 12 de 

Y Vistos: 

Considerando : 

Que el esposo de la s< •licitante, don Antonio Torres, prestó 
servicios en el l-ermcarril (le líueitos Aires al Pacífico hasta el 
_'S de Mayi» de Í9\6 y falleció el 27 de Mayo de 1920 alcanzando 
sus servicios a siete años y cuatro meses. 

(Jne en la fecha de abandono del servicia ( 2S de Mayo de 
l'»!fn por el cansante, regían la- leyes *>o53 y 10.050. fie cuyas 
di-posiciones combinadas íarts. 3 y 20, inc. 1'' ). se deduce que 
la j ululación |Nir invalidez se acordatra al empleado u obren • que 
de-pnes de diez años de servicios íuer:i declarado física o imelee- 

ujatmeme uwp^ibitiia4p! 

One. consiguientemente, y siendo indispensable en la fe* 
cha de la eesatuía justificar diez años fie servicios para obtener 
la jubilación por invalidez, el obrero Torres (pie sólo había tra- 
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bajado hasta la enfermedad la silida espontánea 7 años y 4 
meses, catéela de todo derecho luirá ini] «trarla. 

fjuc la circunstancia de i|tic posteriormente hi ley 1 1 .JOS 
redujera a ¿tttcp ¿Ü^S el tiempo necesario ¡«ra obtener la jubi- 
lácíóti aludida {cuando ya el obrero no se hallaba en el i raba ju) 
iiu modifica la solución. pon|iie en i*l silencio de la ley U.3G8 
sobre el punto delie decidirse cute ella disimile para lo futuro y 
lio tiene eíceiii retroactivo ÉOtlíornic a lo dispuesto por el ait, 3 
del Codito Civil. 

< luí-, no reuniendo el caúsame, las condiciones de ley pira 
ser j til ii latín, sus deudos carecen de dcrccli" a la pensión. 

Mn su mérito de conformidad con ln dictaminado |Hir el se- 
ñor Procurador t ¿enera! y por los fundamentos de la resolución 
de la Caja, se revoca la sentencia de la Cámara Federal de la 
Capital. N*oiiíit[tiese y devuélvase. 

J. Fn¿ri:no.\ Auokt.v — Kojuckto 
Ki.fKTTo. — K. Ginpo LaVAU-K. 
— Antonio Sai;ar.\.\. 

(1) Ku ta misma ñcha ta Oírle Suprema se pronunció en Iru.i1 scii- 
tiilti en la causa si'uuiila por <Vii >>sé I'ireyra o mi ra la Laja Xciciotul 
de Jubilaciones y Peskines <k Kiiipleailos Kcrroviarüis. *>lirc jubiladúu 
(Ktr m validez. 



Don Ln':s BaiÉwi en los mitos "Mercedes l' rizar de ! : unc$ v 
otro contra el íf. Consejo de irrigación de la ''rovincht de 
Mendosa." Recurso contencioso administrativo. 

Samano: Véase el del fallo de S de < tclubrc de 1*>28. publicado 
en el tomo 153, página 5. 

Caso; Lo explican las piezas siguientes: 
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DICTAMEN DEL *E*OR PRÓCURADOR CKNKKAI. 

Bucms Aires, Julio U de 19*>. 

Suprema Corte: 

De los antecedentes acompañados y fie la propia ex[>osic¡ón 
que lince el interesólo a ís. t del présenle recurso de hecho se 
deduce que la cuestión íme motiva fué sometida a esta Corte Su- 
refiere a la que con anterioridad fué sometida a esta Corte Su- 
prema y resuelta él H de Octubre de 1928 (15.1. pág, 5). 

V, K. declaró In improcedencia del recurso traído. lis lo 
que corresponde, en mi opinión, declarar en el presente caso. 

Tal es mi dictamen. 

floran o A'. ÍMncta, 



FALLO 1>E LA CORTE Sl l'RüMA 

iTutims Aires, Agosto 12 dé tS^O. 

Autos y" Yistus : 
O msiderando : 

(jue según aparece de la precei lente exposición del a|ie!anle 
de liueho v de tos recaudus venidos como mejor informe, el caso 
ile autos ver>a sobre la misma materia y guarda completa ana- 
lot-ia pnr la cuestión promovida y los antecedentes (pie le dan 
origen con el resuelto |Mtr esta Corte en S de Octubre de 1928, 
en el recurso de hecho deducido por "Mercedes Urizar de Funes 
y otros en autos con el H. Consejo de Irrigación sobre recurso 
contencioso administrar! vn y de inconstitucional ¡dad", prove- 
nid in- de concesiones de agua, declarado improcedente en aquel 
caso, por ínndainentos y consideraciones que siendo innecesario 
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transcrihir iti extenso se dan aquí t>or reproducidos en atención 
a su pertinente aplicación al tnh judkc. 

Kn SU mérito y de acuerdo con lo dictaminado por el señor 
Procurador General, asi se declara. Nulifiquen y archívese, i>re- 
via repo>ieión del papel. 

j. Fiüuesioa Alojkta. — Roberto 
Rki'ktto. — U. (iniH) L/tvALfcr. 
— Amonio Saca una. 



Do» TobiM- Cajamriltc, apelando Je tm móluciSn J>- ddmim 

Sumario: Nu constituye sentencia definitiva a los fines del re- 
curso extraordinario, una resolución que sólo resuelve una 
cuestión relativa al procedimiento que del>e seguirse, cuan- 
do, como en el caso, el valor atribuido a las mercaderías )>or 
un vista tle Aduana no esté de acuerdo con el certificado del 
resumo cónsul argentino, sin (pie se haya desconocido a 
la Aduana el derecho que le acuerda el art. U4 de sus or- 
denanzas ("ley K10). 

Oiso: explican las pie&s sijgofcttléS: 



DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL 

Buenos *m, Juli.. 24 de 10, 

Suprema i "(irte : 

Kn las présenles actuaciones .seguidas ante la justicia fede- 
ral dé la Capital de la Nación, en las que Toliias Cajamville a|x- 
la de una resolución dictada por la Administración de Aduana, 
se lia denegado a ésta el derecho que invoca fie efectuar, fundada 
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en el art. 134 de ta ley SU), la compra de las mercaderías cuyo 
valor considera bajo, 

Aparece asi discutida la interpretación y aplicación de !a re- 
feríela diü|H>s¡ción de una ley espuria 1 y per ello, procedente, el 
nvurs.i acordado ¡>or el art. 14 de la ley 48. inda vez *[tie el casti 
federal ha micdado debidamente plantead» en h causa, t Ipino. 
[uir tanto. i|tte ;ii|itél lia sido laeu concedido para ante \". K. 

En éiiairto ni fondo del ínuhh: 

l'ur las consideraciones aducida* por el Ministerio Fiscal, 
concordantes con la resolución de Aduana de is. .i iltl espediente 
agregado; pido a V. K. revoque la sentencia recurrida de is. 23, 
manteniendo en h»da> mis partes bi referida restitución adminis- 
trativa. Con cosías. 



FAttO 1>E LA CORTK SUPREMA 

Buenos Aires; Agosto 12 de 19291 

Vistos : 

Cnusideraudo : 

' hu- si bien la ley 1 UNI n» ha derogado el articulo 134 de 
las ( Irdeuanzas de Aduana, g«* autoriza a ésta para adquirir |H.r 
cuenta del lew ir» nacional las mercaderías cuyo valor declarado 
considere bajo, dicha autorización, ha sido reglamentada por el 
decreto de ¿7 de junio de l'MS (arts. d y 7\, dentro de los lími- 
tes «le la incumbencia del Poder Ejecutivo, pites a. piel sólo es- 
tatuye sobre procedimientos para ejercitar aquella facultad. 

< : Míe debiendo considerarse dicho decreto cuino parte i me- 
drante de la ley. en cuanto a su fuerza obligatoria, la resolución 
apelada no cmisiiinye una sentencia definitiva por cuanto sólo 
resuelve una cuestión relativa al procedimiento que debe seguir- 
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m.\ cuantío, un i»i eu el caso, el valor atribuid" a las mercadería*. 
l»or un vista de Aduana no esté de acuerdo con el certificado del 
respectivo cónsul argentino sin uní' se haya desconocido a la 
Aduana el derechd que Ir acuerda el art. U4 (te >u- ordenanza^ 
Mey 810». 

Por esto declárase mal concedido a fojas ¿5 vía, el recurso 
tsirciurdinario interpuesto. Xot ifiquot- y devuélvase. Hgfe 
xieióu del papel ¡míe el inferior. 

J. Klt.l KKOA Al.COKTA. koHKKTo 

Kkpktto. K, (it rno I..\v.\i,i.k. 

A.NtOM" S.\!,.\HN.\. 



rCtrWQfttleS <l*i iishttto cu tiuhts vott ios señores Lo, .t finos., 
sobre cabra Je ftesox. Neeui'so de hesito. 

Suuuirio: No procede d recurso ordinario de ablación auinri/a- 
clo por el art. 3*, inciso 1" de la ley 4055, en las anisas con- 
tra la Administración de los Ferrocarriles del filado |jor 
devolución de fletes. ( 1 .a Xación no es pane directa en eso-» 
juicios). 

Caso: Lo explican la> pie/as siguientes: 



DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL 

Riieims Aires. Agoéta 7 tír 1929. 

Suprema Corte : 

Se sostiene (pie la Xación es parte, en su carácter de perso- 
na jurídica, en la presente causa i|ue López Mtios m^ik-ii contra 
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(os Fci rocarrito *M l-'>ta«li. sobré déyokicfón de fjggía i»>r re- 
tan lo cu el íran-i y en ul vi r un!, se ha deducido pfcra ante 
e-ta lurte Sw^reraít el rec«r«» ordinario de ni**tati.m autoriza- 
da !K.r el art. ,í". ¡tic, ¡> & la ley 4.055. el (¡tte ta üiifo fenegfílo 
por la Cámara Federal He Ablación (le la Capital de la Nació,,. 

La Nación no es parte airéela en los tí&m. & W 
Vinca la AdnunÍ>t ración General de los Ferrocarriles de) Kstn- 
,1o ES la doctrina di V. K. en cansa resuella el 17 de Mirem 
de 1 ( J2S (150: i/4t. 

La disposición letfd citada gof la 1 sirte demandada no es, 
¡tSj, ittvocable J»ra traer ta eau-a a conocimiento de ¥, E. 

Soy, por cito, de opmtí&n ifó* el reeur-, referido ha sí|o 
liten denegado para ante esta Corte Sutpretn*, 



Búéí*ví Aires ágOsW M tf* 

A o tu- y Vi -tos: 

|',,r los fundamentos del fallo recurrido, los del dictamen 
del *eñor Procurador (¡ctieral v la jurisprudencia constante de e>- 
U, t one (Hallo.-: huno 102, pají- í<»«° l3s - » AJ: lMm " 
150, pag. i/4), se declara hien denegado el recurso. Hágase 
saber y archívese, devolviéndose los auto- venidos (je* vía ele in- 
forme con iranscri|»ción de la presente. 

i, rtGt'EKOA Alcorta. — R, finiio 
Lavau-e. — Axtoxío Saoakn.v 

(1 í K» la misma ¿edta =* ilklú Wéntfcl re*.luriun en h *¡f&jj&£ 
por l.'s Ferro^rnk, de) &t*do en atttns con Aui l.u<Uic Landrlem. 
p..r íiítial motivo. 
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Büim María Lápés di* Htmat y viro, tottím don José Stggmra, 
sabrr dafos y perjuicios por mmmfittimenh ti»- coiitráto. 
Contunda de ci>iuf*\-tt-iiaa. 

Sumario : Kl juez competente para conocer cu lo* pleitos ni míe 
se ejercí Util acciones |»ersonales, cfflwa preferencia al del do- 
inícilín del demandado, es el tlel lugar convenid» explícita 
q inipliciianieiue por ka¿ partes jara el cumplimiento tlel 
contrato, cualesquiera míe sean las prestaciones «¡ue se de- 
manden, ya prhtei|>ak's o accesoria». 

Ciíso: Lo explican las piezas siguientes; 



DICTAMEN DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAI- 

Hunos Aires, Julio 29 de 1V2*J. 

Suprema Corte: 

Si lijen es verdad míe José Seggiaro tiene su dumicilio en la 
Capital de la Nación, donde se le ha notificado la demanda que 
ante Itis trihuitales locales <le San Juan le sigue doña María L. 
de Uernal y otro, sobre daños y perjuicios por incuTupliniiento de 
un contrato, no es menos cierto que la sola circunstancia del do- 
micilio enunciada, no es suficiente |jara determinar la jurisdic- 
ción comiK-teute ante la cual delia tramitarse la causa. 

En efecto, la acción deducida se l>asa eti la existencia de un 
contrato (el de fs. 21 del expediente de San Juani. suscripto en 
dicha provincia, con obligaciones a ejecutarse en la misma, según 
se desprende de la propia naturaleza de la obligación referente a 
la explotación de leña de un campe» ubicado en dicha provincia, 
con principa» de ejecución eu la misma, como lo son los i^agos 
allí efectuados y que ha determinado el otorgamiento de los pa- 
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ga*és agregada de fa, 3 a 21). suscriptos en la mUma provincia 
ilc San |uan. 

Tod» clin cMá demorando <|»t'. sí bien «e trata del ejereici«. 
de tma acción personal, sin qüe *e liaya desistí mío expresamente. 
ln K ar para la ejecución del contrato, este resulta implieitanientc 
lijado ivjr la naturaleza misma de la convención, cualquiera (pie 
sean las precaciones (JIM se demanden, ya principales, ya acce- 
soriáSi cotilo 1ó tiene n>iielm u ni iurnu mente V. K. toda vez <[iie la 
materia de este litigio del>e. necesariamente, rcíerioe a la inter- 
pretación y cumplimiento fiel contrato preindicado. 

Así U, dignen tos arKVilS. 747. 74S, 1212 y m «WWSor- 
Mtet dH Código Civil. K». 1»>r uira parte, la doctrina invaria- 
ble de esta Corte Snpmtta I S. C N* í#í |$ y doetrina all. 
citada > 

Suv por eJlp di- OpitíiÓn que la contienda dé coin|Htenci :i 
traída a decisión de V, K. entablada entre el Juez de Tercia 
Nominación eti 1- Civil, G.mereial y Minas de San Juan, y el 
de l" Infancia en lo Civil de la Capital de la Nación, para CQnO- 
cer en la referida causa, debe dirimirá en favor de la cmui-clcn- 
eia del Juez de San Juan 

Ta! es mi dictamen. 

Horario A'. ÍMrr. tu. 



FALLO DE LA CORTE Sl'PREMA 

IUh-»* Ahvs A«n*n. 14 <k l'if. 



Amos y Visto*: 



Los de contienda de competencia i«»r inhibitoria trátala en- 
tre un juez de 1* Instancia en lo C ivil de esta Capital y otra cíe 
3» Nominación en lo Civil, Comercial y Minas de la ciudad di- 
San luán, para conocer en el juicio seguido pir doña María L. 
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de llernal y don Miguel Ik-rnal o mira don José Seggíam. spfáe 
daños y pcrjuicíon ¡xir incumplimiento de un contrato, 

Y Considerando: 

Que es un hecho demostrado en autos medíame el documen- 
to de H, 21. expediente de San Juan, que existe como punto lun- 
<laiiK'ntal de la ZíVíV un o nitrato de compra-venta celebrado entre 
]o> actores y el demandado, antecedente de que Jos primeros de- 
rivan la precedencia de la jurisdicción a que se acogen, contra 
la tesis del segundo i|iie ¡nvix"i el fuero de su domicilio por tra- 
tarse de una acción personal. 

Que si hien el contrato de referencia no establece en térmi- 
nos expresos el tugar de cumplimiento de las estipulaciones con- 
venidas, es evidente que ello surge en forma implícita de la na- 
turaleza tic las mismas, así como de hechos y circunstancias que 
concurren a demostrar que el lugar de cumplimiento del contra- 
to no puede hal*r sido otro que aquel donde fué celebrado y 
suscrito por las | «artes, donde éstas estaban domiciliadas y don- 
de el convenio ha unido principio de ejecución |X>r los pagos 
liedlos por los actores al demandado, directamente o a los en- 
dosatarios de los documentos agregados de fs. 3 a 20 de los autos. 
El cambio posterior del domicilio del vendedor, no modifica la si- 
tuación jurídica que deriva del contrato, situación regida i>or la 
disposición «leí Código Civil que prescribe que el lugar del cuín- 
plimi''nln de los cont ratos que en dios no estuviere designado, 
u no lu indicare la naturaleza de la obligación, es aquel en que 
l-1 contrato fué hecho, si fuere el domicilio del deudor, aunque 
después mudare de domicilio o falleciere (C. Civil, art. 1212», 

Que en estas condiciones, es de pertinente aplicación al sub 
judie e la jurisprudencia constante y reiterada de esta Corte, se- 
gún la cual el juez competente para conocer en los pleitos en 
que se ejercitan acciones personales, con preferencia al del do- 
micilio del demandado, es el del lugar convenido explícita o im- 
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plkiiamniie ]»>r las liarles i»ara d cumplimiento del contrato, 
cualesquiera qtíe sean Ina precaciones <|uc se demanden, prin- 
Ctpales o accesoria-* ( Kallos: toro» 14S, )>a^. _'5 y 5S : trnuo 
págs, \ «Jlo v lo*, allí citados i. 

Pnr rilo \ de i'onfi trinidad con lo dictaminado |»»r el M-ftor 
Procurador t ¡enera!, declara f jiu- el juez competente para eil- 
u i )• Ut t-n el presente init'in est el de lo Civil, Comercial y Minas di- 
la afielad de San Juan a nnien se remitirán |o^ autos |n.r mu í - 
medio de la Cámara rrs|iectiva, a visando-*' al dr esia t apila! en 
la forma de ts#*, &epcfrií*ase el papel. 

| l ; h.i hko\ \i.i-oiiiA. R. Guiuo 
I .avau.k. - Antonio Saoarna, 



/'<-.: t.uittcrnit) "thMitii», J ■ /*'. v 'A»v>.. ( R // ./• See&W -". 

cóitsttlta iifiTfa *rV Ai ¡ut, rfin tiu ii'w ti*- dctfrmitadas rftspi* 
siamés </c Ai /cv 1 1 3Xí>. jci>/>rr enrolaiwcuto gcucrol. 

Smmnio; N'n constituye caso contencioso que autorice la imcr- 
vcueióu de la justicia federal, la consulta por uu Jefe de Re- 
j-tsiro t i vi! al Juez «le Sección acerca de la interpretación 
de disposiciones de la ley sobre enrolanncnt.. general 

(Entrega de duplicados de libretas). 

(iisn: l.o explican las pie/as sijji líenles*: 



Al'TO |)Ef. J tí É Z F F I *F, R A I . 

Une Aires. Ma>n 14 tk |y¿9. 

N*> tratándose de una cuestión contenciosa, devuelva se. 

JttlttHS. 



DE JUSTICIA DE LA NAl íÓN 



247 



Mi.vrr-sviA iu: M *ám.\ma ikukrai. hk .\pRr..\riox 

Buenos Alises, Jtilfo 17 Av WXK 

V \ i^tci> : 

IV o'iiíormúlafl cotí li> dictaminado p>r el señor l J rmuiad*ir 
t ¡enera! de Cámara, ¡te emi firma el átate apeladu de is. 4 de estas 
aeiuaeioue> | >n tu n»v idas j*>r ( iuillermo Pasman. Jete ck'l Kcgis- 
tro C ivil de la Sección 2', soltre entrega cíe dm.il irados de libre- 
tas dt- enrolamiento expedidas p&f el Distrito Militar N" a 
l*"ranri>LM Értttstci l*aIaz/.o y {francisco José (lucen. Devuélvase. 
- Rodolfo S. í'i nrr. — Marcelino Escotada. ■- !. f 1 . Luna. — 
/?, ,-f. Xazar . i m horma. 



DICTAMEN OKI. SEÑOR PROltRAlKlR GENERAL 

Bueiitu Ain-s Agosto M de. 

Suprema (orte: 

No constituve iavi omtencioMt mu- autorice la intervención 
dt* la justicia federal, la consulta que en estas actuaciones for- 
mula un pfé fie Registro Civil al Jncj de Sección acerca de la 
iuteroretación di- deter minadas dispnsíeinnes de la ley llJSo. 
Mfhrr rnn>lamiento general. 

Ks. [Ktr étl^ en mi i niiiii«"»t>. ajustada a dereclm la M-nn-neia 
dt' '.» que asi Id declara y cuya confirmación solicito, en la 
parte que ha potlKk) ^er materia del recurso. 

]¡nraci,t R. f. anchi. 
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aitvs. Agosta 19 de l*S9; 

Antt y VífitOS : 

pf.r lo* fuiid.-imenli» del dictamen 'Id señor IVw'i trasto* 
(jenera) y < acuerdo cotí lo que dispone et : »rt. de ' a f*3f 
•>e confirma la semencia apelada en la |iarte «¡tu- lia jtodidn 8W 
niairria del recurro, Xotiftíjuesc y devuelva-e al Tribunal de stt 
precedencia. 

RobekTo Rkpktto. \<. Gctiw La 
vali.l. Amonio S.voakna. 



Ricarda ttoncvo. t$#bew on-ptis. Rncursv rftf JuvAíj. 

Sunwrh: 1" Cumplida la filial i«ta<1 fundamental del iiuerflictn 
de habeos corpUS y «Id esefítO de demanda, n sea la libertad 
di- la persona detenida, la causa no da lugar a prommeia- 
ntienlo de otro urden a pretexto de halicr el recurrente plan- 
teado cuestiones de carácter constitucional que sólo podria 
hacer el propio damnificado mediante las acciones pertinen- 
tes que derivasen de los hechos ocurridos. 

2» La misión mas delicada de la justicia de la Nación es 
la de saiwr mantenerse dentro de la órbita de su jurisdicción, 
sin menoscabar las funciones que ¡tKUrtibeu a los otros pode - 
res o jurisdicciones. 

.í" Si bien el art. 622 del Código de Procedimientos en lo 
Criminal admite la representación de una persona detenida, 
pnr otra cualquiera, esta excepción sñln puede entenderse 
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que subsiste etl tanto se mantenga la detención < Ic aquélla y 
al solo objeto de obtener 5U libertad, y que cesa, una vez 
obtenida ésta. 

Cosío,; I." explican las pie/a* siguientes: 

DICTAMEN UPX PROCURADOR GENERAL 

Buenos iVirn. Aiiostn •> t(c Vi*>. 

Suprema Corte: 

I,a $$elaeión de fs. 17 del presente recurso de habeos cor pus ^ 
interpuesto a favor de Ricardo ílonevo. en la furnia en «me ha 
sido deducida, no mine, para su procedencia, ninguno de los re- 
quisitos exigidos ]mr los arts. 14 y 15 de la ley 48. 

Por otra parte, eojiio acertadamente se afirma en la senten- 
cia de fs. 13, el caso judicial lia desaparecido eou la libertad re- 
cobrada por d detenido, careciendo, por ello, de interés práctico 
una rt ■solución al respecto de esta Curte Suprema, que tampoco 
puede darla eon carácter abstracto. 

Opino, |tor ett<>. que el recurso deducido hn sido bien dene- 
gado |ior la Cámara de Apelaciones cu lo Criminal y Correccio- 
nal de la Capital de la Xación. 

11 (mían R. Larrettk 



FALLO ÜK LA CORTK SLFRF.MA 

lt«niris Aires. Aijosto J1 <!•. I 1 '- 1 ''. 

Autos y Vistos: 
Considerando ; 

Une según resulta del expediente principa! agregado sin 
acumular. \.ngel Pañi promovió cu fecha S de Febrero del co- 
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rricntc año el recurso de amparo de la libertad, sustanciado en 
aquél, en iavur de Ricardo Bonevo, detenido en la sulicomisaría 
<k' I'uerto Xuevii t'-'ii violación, según se dice, de determinadas 
garantías con^titudonate*. Él tterito resistivo fué presentado 
ante el Juez del Crimen de la Capital docte r García Rams. a las 
quince > cincuenta horas de dicho día, retaliándose en igual fe- 
cha él informe del caso. El nueve a las once y cincuenta y cinco 
h,.ras el jefe de l'olicía informó {fs. 3)> que d detenido Bonevo 
había recobrado su litvcrtad a las diez y nueve y veinticinco del 
mismo día de su detención, previo pago de la multa correspon- 
diente a la contravención. 

Que habiéndose limitado el e-scrito de demanda (fs. 1), en 
su i>etitorio primordial, a solicitar la inmediata libertad de Bo- 
nevo, finalidad fundamental del interdicto de habeos cor pus (art. 
u.U del Código de l Wedtmieiitos en lo Criminal no hay duda 
que su objeto se halla cumplido, en virtud de las circunstancias 
expresadas no dando, en su mérito, lugar la causa a pronuncia- 
miento tle otro orden a pretexto de hal>er d recurrente planteado 
cuestionen de orden constitucional que sólo podría hacer valer el 
propio damnificado mediante las accione* pertinentes que deri- 
vasen de los hechos ocurridos, como lo ha dicho la Cámara a fs. 13 
y fluye de la disposición contenida en el art» 640 del Código 
citado. 

Que la misión más delicada de la justicia de la Nación es 
la de saberse mantener dentro de la órbita de su jurisdicción, 
sin mennscaljar las funciones que incum1>en a los otros poderes 
o jurisdicciones, toda v« que es el judicial d llamado por la 
ley t*™ sostener la observancia de la Constitución Nacional, 
y de ahí que un avance de este poder menoscal»audo las facul- 
tades de los demás revestiría la mayor gravedad para la armo- 
nía constitucional y d orden público. Es por esto que esta Corte 
ha mantenido en su constante jurisprudencia el cumplimiento 
estricto de las exigencias de las leyes de fondo y íurma para 
entrar a conocer eu el recurso extraordinario. 
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Qltte. cahe *-n i'i niM-cuencia <>l servar, en el Caso íte aun», 
(jiie -vi feaéfi el art. t,12 (Código citado) admite la representación 
de una persona detenida, jmr otra cualquiera. e>ta ^ts$«SÓn só- 
]u puede entenderse i|iit' subsiste en tanto se mantenga la deten- 
ción de atpiélla y al si sin ulijeiu de nlnetier mi libertad, y ipie ce>a 
una ve/, obtenida ésta, ya *\w es evidente que también lia cesido 
!a razón de str de semejante liberalidad. conclu>ión cpic lleva ne- 
cesariamente, a considerar, runn no interpuesto el recurro dedu- 
i 'u\n por l 'ani a iV 17, 

l'nr estos fundamentos y 1* • dictaminado por el señor JVo- 
ciuador i rencral. se declara bien denegado el recurro exiraordinn 
riii y e(l consecuencia faipif pedente la ( pie ja de autos, \*oníi* píe- 
se y archiveM-. previa reposición del papel, devolviéndose t i prin- 
cipal ce ni transcripción de la présenle. 

kow.kio Kkh i m. K. (ii jiHi 
v.u.i.k. - A n ionio S.\<;ahna. 



f>nn Perfecto ftittfáftfltes Kutnttuo i su ntnrontitma iif </Mvr 
tfnn's). 

Sumario : I" keMilta planteada um suficiente claridad la cues- 
tión íe<ler;it. a los e ícelos del recurso extraordinario ilel ar- 
líeutn 14. ley 4K. en un caso en que el reenrrente. a! inter- 
ponerlo, da como reproducir los los fundamentos del escrito 
inicial del juicio en el rpie expresa clara y categóricamente la 
violación que, en su concepto, ¡ni|x>rtaliaii los arts, ó" y 9 ! 
de la ley 41 5f>, a los artículos 14 y Ifi de la Constitución, ni 
cnanto éstos garanten ta libertad de ejercer el comercio y la 
igualdad ante la ley. 

¿" Kl comerciante (pie según propia manifestación no ha 
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tenido ningún iuci inveniente legal para el ejercida del o>- 
mércto y no señala ningún acto de autoridad rpn* k- causara 
ctitorpednitento e< sus actividades de tal. un puede alujar 
que la-* i!isiKi!.icii»ne» die los arts. <">" y 9 a de la ley (fe rundirás 
están «n pugna om «l art. M (te la Constitución. 

3? La exigencia de los arls. 0" y 9» de la ley 415". de la 
nial riaila mercantil para conceller el Une (ido de la coflyo- 
cat uria de airreerlnrco, nci e- remignaute al principio de igual- 
dad • | ii4- consagra el articulo ln de la Constitución. 

4" !,<■ «|ih* la Constitución Nacional ha previsto y orde- 
nado como indi >pen sal ilc es la legislación especial de la han- 
carrota, falencia <> ijinefara (arfe inc. 11). 

5 lf Ni aún referido es|tec talmente el procedimiento del Ti- 
rito II del Libro IV del Código de Comercio, es procedente 
la tadia de desigualdad inconstitucional que o)Hrtie el recu- 
r«té a la exigencia indisijcusahle de la matricula, porque día 
>e imi>f>ne a todos los comerciantes en igualdad de eirenus- 
huidas. 

N'o hay posible igualdad para el im|»erio 'le la ley. entre 
mi infractor y quien leahnete la cumple, y es por eso que a 
];i omisión confesada por el recurrente y que ítñ'pfiñá con- 
duela desigual respecto de los comerciantes regulares la ley 
de qúMiras Ití apfiCa una -andón simplemente privativa de 
un heneíicio de excepción. 

lí.íf»: l.ii explican la- piezas siguientes : 
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m:\tim la j*j i .h ez he iomkki m 

mievm A ins, M<tr*o 13 de 
Autos v V'tsiiís; V Consecrando : 

Pruveyindo íi lo solicitado 9 ís .í; Se presenta don ÍVr- 

íeeto Jiodriguez kaiidmo solicitando convocatoria de acreedores. 
Maui fiesta que tu» está inscripto en ta matricula di' los comer- 
ciantes, pem i|in> iiu obstante esa circunstancia y lo preceptuad" 
]h>r tos arts. 0? y 9» de la ley de quiebras, su pedido es procedente, 
pues reúne la ralidad üc comerciante, y pirque aquellas disposi- 
ciones que exigen la matrícula como condición indispensable pora 
.-"licitar el concordato, están en pugna con los principios que 
sancionan los arls. 14 y 16 de la Constitución Nacuma!. 

Que las medidas preventivas de la quiebra, vale decir, el con- 
cordato y al adjudicación de bienes son privativas ríe Jos comer- 
ciantes matriculados, conforme a Ins art- fV y 9* de la ley citada 
y 26 del C. de C. 

"l'A pronunciamiento preventivo es un beneficio que no pue- 
de ni (IcIr- extenderse a toda clase de comerciantes, debiendo re- 
servarse para los que proceden de buena íe. cumplen todas las 
obligaciones ^rescriptas jn»r las leyes y se presenten al tribunal en 
condiciones tale», rjue importen una garantía para la ordenada 
marcha del juicio 1 ( Martin y Herrera, "La convocatoria de acree- 
dores y la Quiebra en el derecha argentino", tomo í. pág, 44, nú- 
mero !5, hi fine"). Que tos derechos y principios consagrados 
|X»r lus arts, 14 y 16 de la Constitución Nacional, están sujetos 
a las leyes que reglamenten su ejercicio, según asi lo dispone et 
primero de dichos artículos. 

Que la exigencia de ta matrícula pira la exigencia del con- 
cordato, que se ajusta a los postulados de la doctrina y es común 
a casi todas tas legislaciones sohre la materia, no está en pugna 
cotí ninguno de los principios y garantías que i n voca el recurren- 
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ti-, y sólo constitt^e una re K lanient;tciñn del ejerdcio dé tea mi- 
mo*: conin l<> lia resuelto el preVeyeiStfc y continuado Ja Kxma. 
támara, en d éasd <l«e rehira "< i. «*Í E&roF .1*1 29 He N"- 
vimilire de P»25. pjg. 2S2. 

í\,r clin, y oído el stftoí \yrnu- Fi-eal, resuelto; no liaa-r 
lugar al pedido de convocatoria df «ctccdtifiís (te .pie instruya el 
eSCftÍQ de tv 3 Consentido n ejecutoriado «ine >ea el presente 
auto, archívense, debiendo previamente e) peinante; reponer 
laá fojas j «lidíente^ dentro de tercer.. dia lujo apereiln miente 
de multa y ejecución <art. 2a de la ley 412*,. Kotíf#e Sampa- 
v„. Santo S Ftitá Ante mi ! A ¿£. 



M-MLM l \ W MI CÁ«*** l'í ArT.I ACloNKS KS M3 COMISCA!. 

Bu«noj Aire*. JilH" H <W l'»-'- 

Y Vi>1.'>: 

1-nr mis fundamento* y los del dictamen que antecede del 
seftof Fiscal, >e confirma el auto apelado de fs. 2o y devuélvase 
previa reposición. (Art. 2.Í, ley 412Si. — GmtsMeÉ fófetiM 
ntíffída, Utléüdcz. *nt« mi: //mwí» lioiufu.-t. 

l At.T.n 1H t. \ OIRTE Sl l'KKM \. 

Unen.* Airo. Ak-»s|m ¿3 de 

Vistos y Oni>iilt'iandii ; 

Une al interponer apelación para ante esta Corte, del fallí» 
de & Cámara de Apelaciones ni lo Comercial de la Capital, tme 
h! dentro el derecho a pedir convocatoria de acreedores, el actor 
Perfecto Kodri-ne/ Kaudino manifiesta : "Que cneuntrándo>e 
MMiipn-ndido el caso planteado en mi escrito de autos ( f s. 3). 
v» lo dispuesto en el art. 14 (le la ley H* 48 y el art. & de M '''>' 
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4t).v» ( fs. Mu ; e* iltxir. da nnim reproducido* íundaíiu*iilu> 
de ese escrito inicial en ivcaitito 'Id rwui*S*i extraordinaria por- 
que en d e\prr>ó clara y categóricamente la violación que, en su 
concepto, impórtala»! lo> art*. rv* y l *" de la ley 415i>, a los ariv 
14 y 16 de la Constitución Nacional, en cuanto estos garanten la 
libertad ik- ejercí r d omu nii. y la igualdad ante la lev, derechos 
y j-arantias i¡ue. su pretexto de reglamentación, im puede el fl 
Congrego alterar; y como los Fallos di primera y segunda ins- 
tancia l fs. J<> y ,Ui, m- limitan ;i rebatir MlpUotas contra- 
dicción y transgresión acusadas para mantener d imperio de la 
ley comercial, uniere decir que rl ea*o federal aparece platinado 
culi suficiente claridad |Mirque el fundamento del reeuteso tk\ wi re- 
ce tic autos y tiene una relación direcla e inmediata cutí la cues- 
tióu plantear ta y resuelta por d tribunal, de cuya sentencia se 
recurre (art. 15 de la ley 48 j. l J ur eso )<. ha concedido el a qua 
y tal decisión t fs. .Vi vta.) es cor recia. 

One de la propia ex]tn-ición del señor Rodríguez Kandiuo 
(fs. 3i, surge cjtie él tu» ha tenido ningún inconveniente de ca- 
rácter legal ]mra el ejercicio dd comercio según la cláusula per- 
tinente del ari. 14 de la Constitución que invoca; afirma que es 
comerciante desde el añ«> 1<>24 y no señala ningún acto dé auto- 
ridad • | ii v le causara entorpecimiento en ta consagración ríe sus 
actividades a ejercer, de cuenta propia, actos de comercio hacien- 
do de el tu su profesión habitual (art. I" del Código de Comer* 
cu*), no obstante confesar que infringió tas normas reglamenta- 
rias de la profesión mercantil estajéenlas ©H resguardo de la 
seguridad, celeridad y crédito que la caracterizan, pues, si no se 
matriculó. faiu]>octi ha podido llevar lilmis ruhricados y ralla- 
dos, ni registrar los documentos pertinentes en el Registro Pú- 
blico de Comercio, Libro I. nuil.. I. cap. MI y titulo IT. capitulo* 
I. II y III del Código dt* Comercio. 

One tani|Ktc«i es eficaz la invocación al principio de igualdad 
consagrado en el art. 16 de la Constitución )>ara invalidar lo> 
arts. 6" y 9" de ta ley 4156, en cnanto exigen la matricula nier- 
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cantil tara conceder el beneüao de la invocatoria & acreedores 
^occdiintéiite pr.-do encaminado a evitar el éstríctó de la quie- 
Urá en los casos tle cesación de dsjíos de un comerciante correcto. 
Desde luego, lo que ia Constítíidéa Nadonai fea previsto y or- 
denado cnüb KídísMilsátiIe es la legislación especial «le la banca- 
rrota n falencia ,. quiebra (art. 67, iuC U) > d recurrente fto 
ha demostrado une ,'1 preciso ritmen de la ^ > 

siguieritcs de la lev 4150). le baya tildo denegro ó apbcado 
ifiMUitativaraeitic o cotí «guftttó respecto .U- los qtie, encon- 
trándose ni las mismas eotíditíone*. mhii.H-n las mismas aplica- 
dones lefeaíes. conforme a la interpretación irrvarfcble ¡¡tte este 
Con.- ha dado a la invocada cláusula eoiistftudrm ¡ dallos: **> 
m. . 153, página 6f ). 

i tue ni a«" refcrtlo r M H-cialnium* al iirwedíiniento -leí Étimo 
11 ca libro IV .Id Código de ComcrciOí m pruébente la taclia 
• Ir desigualdad inconstitucional mu opone el recurrente a la exi- 
genda mdtsnensabie de la matricula, porque ella se impone a to- 
dos los comerciantes en igualdad dfc circunstancias: "nnposd.d.- 
dad de cumplir con Sus oÉ^dones colnerdalCS ^ y responde a 
la necesidad de recaudos auldnie..> para qttC los acreedores pue- 
dan -obre esa base, en primer tenni.m. .tufarle el beneficio de! 
o.ncordato o asumir la, responsabilidades de la "Adjudicación 
de bienes" (títulos IV > V i, hay l>OBtt»le ^uaWíid PW» d im- 
perio dé la l. v, entre mi infractor y quien lealmeute la auuple y 
es por eso que a b -misión confesada por MíSgues Rnndinp y 
<¡p» importa eructa tlesigtml respecto de los comerciantes re* 
géum, la ley de i|ttiehra> le aplica una -andón simplemente pri- 
vativa 'le nn beneficio de cxeeivión. 

Poí lo expuesto y oído el señor Procurador General, se con- 
tinua la resolución recurrida en cuanto ha pulido ser materia 
del recurso, fágase saber. Pevudvanse los autos previa redi- 
ción. 

Roberto ki:t>tuTO. — R. Ot nx» í-a- 

VAl.r.).. — Antón JO S\nARN.\. 
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Don Üámtjso Xüñcz y otros , ir rf juicio .uynido por el Fisco ttc 
la Froz-ineiu ,ie Hacnos .tires contra ta sucesión tic Joña 
.im'cettt Ana Correa tic Xúiicz, sobre cobro ile pesos. Recur- 
so de hecho. 

Smnario: í? Procede el Wttifsü extraordinario del articulu 14, 
1*7 48, contra una resolución denegatoria de la exce|/cióu de 
incompetencia de los tribunales de la Provincia de Buenos 
Aires, fundada en ($ím¡ el conocimiento «leí juicio corresponde 
a los jueces *1t* la Capital a mérito de lo depuesto en el 
inciso 4'-' del art. .12H4, mte fija la jurisdicción y eonijjeten- 
cia de lo> mi sinos («ira lodtos las acciones personales que 
contra la sucesión se intenten, y míe, en Consecuencia, de 
acuerdo con el an. 31 íle la Constitución National son invá- 
lidas las disposiciones procésale?, de arpie! la provincia. 

2" La circunstancia de tratarse de un juicio ejecutivo y 
existir en el régimen procesal de la provincia ejecutante el 
trámite ulterior del juicio ordinario sobre el mismo asunto 
(art, 511 del Código de Procedimientos de la Provincia de 
Buenos Aires;, no enerva el curso del caso federal, por tra- 
tarse de una cuestión de incompetencia cuya resolución tiene 
carácter definitivo según la jurisprudencia de la Corte Su- 
prema. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 

DICTAMEN OKI. PROCURAOOB GENERAL 

finen..* Aires. AgOSU) 21 <le tffc». 

Si] trema Corte: 

V. E. interpretando el alcance atribuido al art, .12X4. inciso 
4" del Código Civil, relativo a la jurisdicción en materia de su- 
cesiones, ha establecido reiteradamente cpie lo.s juicios t>or cobro 
de impuesto* fiscales corresponden a ta jurisdicción del juez 
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am« t^m se tramite el ¡Meto universal de sucesión del deudor 
de tales impuesta I Ni' É8 y jurisprudtmia a!« Citada*- 

Invocando la exprés disposición legal. a>i int€Epre^Ui, I* 
sucesión efe doña Amata Correa de NÚ,V/ ha d,>eut.du ante 
el lúe/ de I* Instancia en I.. Civil > ^«rtereal de U I lata, en 
la causa qué por cobro de impuestos k "¡#* « ^ ,k ' '* l l>rn * 
viuda «ue la referida demanda debía tramitarse ante el Ju*ga- 
cto en Ú Civil de la < apital de la Kacion, donde esta radicado 
el juicio de síteesíou de ta deudora. 

I á sentencia definitiva dictada en la causa ha establecto^ 
en virtud de lo depuesto pór los artv 16 y inciso 1" de la 
Constitución dé la Provincia y ars. 2 y 3 # la ley de aprenm» 
, n ^und.. termino de f.. "4 vtt.). <n* el conocitmen to 
de h causa compete a los tríbnttaje. locales de la Provine* ríe 
litum» Aires. 

Ha habido, como se ve. denegación de un derecho fundado 
en una lev nad«mat, dándose preierente aplkaéióu, ni eontra de 
«•lia, a disposiciones c^hsMli«:ionaííís s lentes de carácter pm- 
* ineial. 

H caso federal ha .juedado a>i planteado (a*t 14 de la ley 
m v procede el recurrí extraordinario de apelación deducido 
para ante V. K-. indebidaiiunte. en mi oimjiátt» denegado por el 
tribunal ajelado, a Cs. 1 

Fu cuanto al fondo del apunto me remito a la doctrina de 
V t¡ precitada, que fija vma regla de jurisdicción contentaren 
una disposición le M al de carácter nacional emo lo es el C .kIhí» 
( ivil ley suprema de la Nación, a cuyas i>rescrÍ|WÍone-s están om> 
m fá a conformarse las aut.iri.ladt-> pt^vineiales, uo onstantC 
cualquier <lis,K,sieüm en contrario , t ue omu-u^a la ley o eoustun- 
eiones locales- (Ari. 31 rk la Constitución Nacional i. 

Soy i«>r ello, de opinión, míe corresponde revocar la sen- 
tencia aijada en la paite que ha podido se. materia del recurso. 

ilprüch R. 1-iHTi'ta, 
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CALLO IH LA COKTE SIPREMA 

Rúenos Aires, At;«.>>,, 2u He l'ijy. 

Aul""'. y Vi-I o- : 
Considerando: 

Qwc dixlf primera iústatíeiá, liecha la citación de remate en 
el juicio ejecutivo di- la Provincia tic Huenos Aires contra Ja su- 
cesión efe doña Auiccta Correa de Xúñe*. por colín» de pe*i«. 
proveniente de impuestos fisvale> adeudado-, el recurrente opuso 
ta excepción de incompetencia de Jurisdicción, fundado en míe, 
natúndtiM- ante la j u>i ni:i ordinaria <le ésta Capital el juicio sii- 
cesorjó aludido, él áit. M¡>4. inciso 4 del Codito c ivil fija la ju- 
risdSccióti y competencia tle ésia ¡«ira ti «las las acciones perso- 
nales cjue contra dicha sucesión se intenten : y i|tte, en conse- 
cuencia, i]e acuerdo con el an. M de la Cbnsiitnción Nacional .son 
inválidas la* dísjjesíetones procesales de la provincia ejecutante 
en cuanto, contrariando aquel precepto del Cmltgti Civil, fijan 
su propia jurisdicción lart, 5 del Código de IWedimientos Ci- 
viles de ta Provincia de Buenos Aires (art. 3* de la fey de apre- 
mio fie 6 de Septiembre de 1**1 f» de la misma i, f-. 14$ y 170 de 
tos autos principales. 

(Jtie las resoluciones de primera y segunda instancia recaí- 
das en esa articulación (te los ejecutados, ha sido contraria a la 
mi mi la. sosteniendo-e la competencia de los minútale., de la pro- 
vincia, conforme a los preceptos mencionados, de sus leyes loca- 
les de procedimiento (fs. 157 y luí j. 

Que, en tal concepto, es indudable la existencia y oportuno 
planteamiento del caso federal conforme al art. M de la Cons- 
titueiúu Nacional y arts. 14, inc. >' y art. 15 de la ley N" 4«. 1.a 
circunstancia de tratarse de juicio ejecutivo y existir en el re- 
pinen procesal de ta provincia ejecutante el tramite ulterior del 
juicio ordinario Sobre el misino asunto íart. 511 del Código tic 
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Procíífiirtientps¡ de la Provincia de (Sítenos Vires), m enerva el 
curso del caso fletad por tratarse de una cuestión de focom|e- 
tencia cuya resolucióB tiene eárácte* definitivo, segwa fe forte, 
prudeiteia de ésta Corte * Palios: romo 142; jiáf. 37; tonm IM. 
página 224 i. 

Por lo expuesto y eotu-oidanie- íuudnmemus del diezmen 
del señor IWurador General, se declara justa la queja y nial 
denegado el reéürso extraordinario. \' encontrfotdose el exi*- 
«tieiiu- en secretaria mitin y a la uticina a 1"- efectos del art. tí 
de la lev 4053. Señálaiw jos (lias limes y viernes o el siéntenle 
.lia hal.il si alguno de a-piellos no tn fuera |«ir« notificaciones en 
secretaria. Bájase saber y re|wnRase el íwpcl. 

|. I'ltü KKOA Al.tOKIA. K0ÍE»TO 

REPrrm lí. lirtiHi I.wii.li-.. 

— Antonio Sauauxa. 



yorí ri»/»ro Jr /»íw¿ for saldo de suministros r interesas. 

Sumario: Siendo el listado General una persona jurídica sujeta 
en sus relacione* convencionales, a los preceptos de la legis- 
lación civil. Miando contraía en dicho carácter le comprenden 
la.- ol .libaciones del deudor común especificólas en los arts. 
508 v fKW fk-l ( Vidi^o de la materia. ( Interese- i. 



Caso: !.o explican la> piezas ^tientes: 
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SENTENCIA IlKL JUEZ FEDERAL 

Buenos Aires* \'m iembre 3i di- 

V Vistos: Ins prnmrjvjdo- por Hnrlrnrek. I'ntski- y Cía. f i m- 
ira la Nación. >• >1 »ri- cobro de pesto por -aklo de MimimVlms e 

illUTCSfS. 

V Con>idenmdo; 

1" f Un- la acmru manifiesta ett su demanda che ís, 12, haber 
Miiuiuwradn tiK-liaiilr licitación | -ul.lu .1. una cantidad de leña de 
quebracho tipo campana, ¡i l;t Colonia Nacional de Alienados en 
1925, y a pesar de diversas uestiuiics no ha conseguido cobrar el 
importe de esa lena que asciende a la caiuida dde veintiún mil 
quinientos sesenta y un pesos con sesenta y tres centavos moneda 
nacional. Señala míe sus continuos redamos y jicdidos adminis- 
trativos no han dad" resultado, por !•» míe acude a la jusiieia in- 
vocando varios articulo* de los Códigos Civil y de Comercio, a 
fin ile fjue se condene a la Nación al |>ago de la expresada 
ma. o>n intereses a partir de! día de ta reclamación de pago lu- 
cha ante el t\ E. con fecha Mayo 12 de 192ó y las costas del 

- 

j uick ». 

Contesta la demanda el señor IWurador Fiscal a fs. .?(), 
reconociendo que la Nación adeuda la suma redamada, respecto 
de la cual el I'. K. ha solicitado un crédito extraordinario al H. 
Congreso, a íiues ele solventarla. 

En cuanto a los intereses, sostiene t|ue no procede su exi- 
gencia, dfóíle que en el pliego de condiciones respectivo, no se esti- 
puló su pago y no existe mora, pues no ha mediado requer ¡mien- 
to judicial, sino desde la demanda de fs, 12, por lo cual ésta no 
dehe prosperar en !a forma propuesta respeto a los intereses. 

Termina solicitando se rechace la demanda en lo que res- 
peeia a los intereses y costas que reclama. 



FALLOS UF I V CORTE PTPRFMA 



2" < Míe en cuanto a lo principal, c>io e*», >*»l>rc et capital 
adeudado |«>r la Nación a la aclara, nndws paltjes están de aeuer- 
d« en la precedencia de la demanda y m> raU? mayor reflexión 
acerca del punto. 

Kn 1m relative ;i iiiUTcM-» ><ilieitado> la aclara. ¡ajlire 
(fkflfj i-apiial. a contar desde el n om riinifiH.. exirajudicial. u 
cha May.» 12 de P3- ( ver í>. I 1 »»., caU- Inier prívenle. t¡ue h 
Nación ha procedido en este easw eíi ^n eftraétef de persona fu 
l id ira y lia crlrl.rade cení ratos, a lo*. <|iu- eil (iriucífiíri le Son apli- 
cables las dispiskioiies «hd Código Civil. 

Vienta la redacción del escrito dt- t>. 19, puede relatarse sin 
e>íuer/e que él significa la Ínter* velación o rcuuerimieiUn extra- 
judíeial d«- C|tte se ncAipa H art. S09! del Código Civil. A partir 
de esa fecha (ta este CStóo, la Nación Ni incurrido en mora, y 
]Ktr lo tanto dt-i-i- l«is intereses respectivos contemplados 
ari 508 dt* ese Código. 

Ui drcuit-iancia de tratarse de la Nación y l.i necc-idad di- 
ésta de llenar divergís trámites para el pago* no puede cohones- 
tar su defensa «le no pagar intereses, teda vm que "el deudor 
no se lilx-ra de la> consecuencias tle la m» >ra. demostrando rpie sin 
su culpa no fe fué posible cumplir con la obligación : sóln por 
excepción se concede esto, *í probase tgue la ttnjXJsibUiíbid pro- 
venia (fe caso fortuito (i fuer/a ntayor. I-a buena le y el enlejío 
puestos por e] deudor en e! cumplimiento, no lo liberan de lo> 
daños ocasionados por la inejecución, pues .Ir admitirse seme- 
jante teoría, seria lanzarnos en un M-millen» de pleitos. ,.'* M;i- 
chado. tomo 2. pág. 163 a W*7. 

Por lo demás, cabe recordar respecto .i este punte de los 
intereses libratorios, la jurisprudencia sentada i>or ta Suprema 
Curte, de la (pie +v infiere la obligación n eargtí dr la Nación 
de satisfacerlos en el case sith j'm/iVr. Tumo 12, pág. 111 : tOíttO 

16, j% 282; temo 2.1, pág. f#é{ tomo nag. tonto 60, 
pág, 51 : tome 66> p% 41. ' te. etc. 



HE jrsTKIA DE LA SA.CIÓV 



.1" ( >iu- ;l mayor ;il mudamiento conviene recordar míe el sus- 
cripto sentenció cún ficha ( Jeiuhrc (> de t*J27, un caso (|ue guar- 
da profunda analogía con el présenle, siendo confirmada esa sen- 
tencia par mis fundamentos ]>or la Cámara Kedcral en Noviembre 
25 de m' año y por la Suprema Corte tu Septiembre 2* de 1^* 
Ver caso Sütoftx* ». Nación, "l ¡aceta del I-oro" minien» Aí»75 
v .*>8X 

4" Que en 1» relativo ;i las costas de este juicio. rorrcsi»>nde 
declarar sean abonadas jMir >u orden, a mérito de que la Xa- 
ción no ha pn cedido con malicia h temeridad para con la nctora 
ha reconocido si esfuerzo so deuda éfi lo principal y ha tféfh 
asistirle .Uiwlm |«ra impugnar él pago tte los intéíeaés mora- 
torias, 

1W las considrraeione* míe preceden, fallo: declarando mu* 
la Nación debe abonar a la parte adora Hartcnerk. l'roske y l ta. 
la cantidad reclamada de veintiún mil quinientos sesenta y mi p> 
so* con sesenta y tres cenia vus moneda nacional, con intereses 
estilo Maneo de la Xaeioii a contar desde el día 12 de Mayo de 
hasta el momento del pago. Cosías por su orden. Xotiíí- 
«píese, rt | Mingase el sellado y oportunamente archívese. 

Su ti! M. f:Mt>hti>\ 
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Piitos Aires, )«nw 19 'lt* HtíS. 

V fistos.: 

Siendo arreglada a derecho Sa sentencia apelada de fs. 39 y 
conforme con lo decidido por la Corte Suprema y i>or esta Cá- 
mara en los juicios seguidos pin- Saj>oriti Pedro y MtbftJ contra 
la Nación; Arboties .Manuel contra la Nación; Sociedad Anóni- 
ma Lactaria Argentina San Vicente contra la Xación: IH Xalale 
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y Cía., contra la Hmm > "tros, fallados tti Novumhrc 26 de 
1928, se la cunfirma en !■■ principal y se ta roma en cuanto a 
las costa*, imponiéndose las de amias infancias a ti demandada. 
Devuélvanse y rriH'mjrasi* ¡a> ¡ojas en primera instancia. — tfo- 
itoJln S, t-'rrnr. — Marcdino tiscotatta, - />'. .í- .Vu^ir . í«- 
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Visto* : 

(. 'mi ^derruid" ; 

Que el Poder Kjmilivo, |*ir medio d* su representante legal, 
ha reconocido a f>, 30 ser deudor de la suma demandada, negán- 
dose únicamente a reconocer la obligación de satisfacer tns inte 
reses resjH-ciivos para lo cual alega que ellos no han sido pactados 
y fjue, en consecuencia, sólo se dehen desde la interpelación ju- 
dicial. 

Que como lo demuestran la? sentencias de primera y se- 
gundn instancia, siendo el estado genera! una persona jurídica 
sujeta en sus relaciones convencionales a los preceptos de la le- 
gÍ9laci6tl civil, cuando contrata en dicho carácter, le comprenden 
las óhtigaci«nn's del deudor común especificadas en los arts. 508 
y §&} del Código de la materia. 

l'nr r*n> \ mi> fundamento*, -e e< infirma la setncucia ape- 
lada de í>. 5<» eti lo principal y se revoca en cuanto a las costas 
que deben alonarse i«*r su orden en razón de la naturaleza de la 
causa. Notifiquen y devuélvanse, del.iendo reponerse el papel 
ante el inferior. 

1. FlGUEROA AlcoRTA. — ROBEKTO 

Rf.pktto. — k. Crino Lavau.f . 
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Frigorífico .intfiir. tif f.ii 'Vií/.i. contra ta Provincia de Buenas 
. tires, sobre tlefolnehut tic dinero e ¡iteottstititcioittilidad de 
¡o ley ai eapitaJ cu ffiro, . f'i lnnitoriti de la sentencia que se 
registra ,it la púti. 1<»7 del frésente tomo. 

FALLO I.A íiirtf MTRr\1 1 

JJiirtios Aires, Ati-M" 26 i\v l'J_"» 

Autos j \ ísicMi : 
Considerando: 

Qwe como se deprendí de los propios términos fluí nrece- 
dente escrito de aclaratoria, ta parte de la Provincia no lia dé* 
conocido que el Frigorífico se encuentre simado en la zona del 
[«tuno, ha hiendo negado solamente míe dicho estahleei miento se 
halle sujeto, exclusivamente a la jurisdicción nacional. 

Que la cuestión | llameada y resuelta jHir esta Corle es la 
"referente a la interpretación y alcance del art. 67. inciso 27 tle 
la Constitución Nacional en cuanto rounente a la situación crea- 
da íil Puerto de La Plata y tierras adyacentes |>or la venta o ce- 
sión t|ue de ellas Huu la Provincia a la Nación resolviéndose 
(jue. dado d sitio en que ota ubicado el Frijón f ico. dentro de la 
zona |«irtuar¡a, aquel queda exento <|e la jurisdicción provincial. 

Que. por tanto, las ex pies ¡unes "terrenos abarcados en mi 
venta", "tam vendida"' u ni ra cualquiera semejante, se refieren 
lógicamente a los terrenos comprendida en dicha zona, sin que 
pueda atril mi r seles el significado tic que todos aquellos ¡tusaron 
a ser de propiedad particular de la Xación. ya que es evidente 
que la sentencia dictada en estos autos versa sobre una cuestión 
de jurisdicción y no de dominio. 

Que aun cuando la rectificación del error material, que se 
dice cometido en el fallo, no interesa a la Provincia, pues cu caso 



KAt.l-OS DF- I.A fORTE M/FREMA 



Oe ser ai ( uv! riertó rio variaría el íondo del pniimneiamiem.. 
fundado en razones de ordm foFfecltóñaJ, se ackmn loa coti- 
zó* reclamados eO la íorma expresada. H%ise ialier. repón- 
»a>e 1*1 sellado. 

| Hu.lKKHA \UOKTA. RoWaÉTO 
KlCFKTTO. K. < il l¡*> I.-WAI i I , 

\\roxio Sa»;vk\.\. 



f)M JafiniO «/ (r*»M .WíiMirt/ snhrr mrro 

pesos. 

S'iMfo: \ »0S eí«&>» 4cl reeUíáo autorizado OOf d inciso 2°. 
artículo .V de la ley del* entenderse que tos ílr 
M uc haWa este arriado sofl N deíM*N i*>r el art I" de la 
lev 1130, y para determinar, a los fi"e* de anuella dispost- 
c i" ( -,„ U^il" .i una nhHfración u valor disputado excede do 
cineo mi) pesos, delw n.nvertirse el oto a pa^fel ÍM redu- 
cirse a <>>■•> la> Obligaciones a p>t*Í inoneda. 

C'itóeM Lo explica el Miníenle: 



I Mío H1 l.\ < f>KTI- Si mM \ 

, * Vistos: 

VA rectttao tfdinariu de apelación mu-rpue^o por el Procu- 
rador del Tesoro contra sentencia fie la Cámara Federal .le Ape- 
lación íle la Capital i" el inicio Manido i*>r don Jacmtoi Mxto 
¿artía entra el Ó^etilO de la tó&J sobre cnh*. de pesos. 

V Considerando : 
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«_>mc la demanda >e ha deducido ]*>r cobro dé tó soma de 
dos mil eifelrocientoa cuarenta pesos 0*0 sellado >i su eqsm^.- 
lente vii moneda nacional, y la sentencia apelada, corasí la que 
t-lla coníinwa declaran, l.-i obligación de Ja demandada al pago de 
lu suma referida. 

í hie según la reiterada jurisprudencia con ([tic esta Corté lia 
fijado ta interpretación y alcance del recurso autorizarlo por el 
itic 2" art. 3* de ia ley 4055. debe entenderse une los peíjOS He 
¡pie habla este articulo son los de i millos ]>or c! art. I" tle la ley 
X' J 1U0. y que. para cWenninWF, a los íines de la disposición le- 
gal citada, si w faetón o valor disputado excede de cinco 
mil ]n-s(,s. m uel*c convertirse el oro a papel ni reducirse a nr» 
las obligaciones a papel moneda. (Fallos: tomo <>7, pág. 2¡*> \ to- 
mo 'AS, pag. .VM: tomo 105. pág. 356: tomo K>i. pág. 414: n>- 
mo 115. pag. .175. entre otras). 

Kn su mérito, y no excediendo de cinco mil |TC¡so« el valor 
controvertido en autos, el recurso ordinario intentado es hnpro- 
cedrnte, lia sido en consecuencia mal concedido, y así se declara. 
Notiíiijucse y repuesto el papel de vuelvan se al tribunal de pro- 
cedencia. 

[, FutUEROA AtCORTA. - KoüKfttH 
lii:r>r:TTO. - R. GtrtDO I.avai.u'. 
— Antonio Saoakna. 
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En la iltnwntla entablada |»-r don L.uis Jofff Oanwell cóii- 
tra la IWiiicia ele Buenos Aires, sot»r^ devolución de dinero 
|K-rviKvlo en ciKQceitto de írnintesto a la hetetteía, la Oírte- Su- 
prema con techa 2 .i.- Vgo#0 tfe Í9$S>, atento 1" exjHiesto y soli- 
citado i*t las (mrttes en sé¡ resistivos escritas dé d^mñda y 
contestación* \ la inaiii legación « U- e. informidad de la-> mi-ma» 
htrli.i con interioridad, resolvió !a t " l,,,,:i declarado (jifé (a 
provincia detnáridáíB* del* ileyólver al actor en el pla^b de treinta 
días, b «lina de dos mi! setecientos veiitíitfes i*-s<>s en noventa 
v (ieho cetifávo^ moneda ipdotiat de curso legal, con más sus 
intereses al estilo dé l< >s que cohra el l lauco de ln Nación Argen- 
tina, de-de la í celia de la notificación de la demanda, ordenando 
que las costas se alionasen en el orden causado* aténtO IOS térmi- 
nos en «pie se traía» [a Hijs. 



Hit ta misma Fecha Oírte Suprema de conformidad con 
b, expuesto y pedido j«.r el señor l'n viñador llenera!, na hi/o 
lugar a la queja deducida por don octavio Bravo en autos con 
dou Ramón IVralta. solite ejercicio ilegal de la al .oficia, en razón 
dé míe la resolución de un irilmnat provincial que interpretando 
v aplicando sil propia l«r> lOCSij «le organización de los tribunales, 
ckclaraiia la bcoriii*atíÍn¡idad qué existe entré el ejercicio del car- 

gí, de Director del Ke^etro de la I Vopiedad y de la profesión 
de aludid", no | jodia constituir en manera aígtUia, Wt caso tede- 
ral que autorice la intervención dé fe O.rte Suprema en el re* 
curso creado por el ari. I \ de la W Mi y, adunas, por no liahcr- 
cumplí. lo Cíi la apelación deducida, ninguno .le lo- requisito* 
exifjiilos por el art, 15 tlé la rilada ley. 



1>E Jl'STIClA DE I.A NACIÓN 



J'ii la misma fecha y i m >r l<<s fundameuios del dictamen del 
M'ñni' IWurador General rio s* ftwo tugar a la queja deducida 
|i<ir don Alejandro I í« «l^li.t; cu autos con Hermán l'íeiffer sohre 
cobro de pesos, dado i\w la resolución di' la Cámara de A lala- 
ciones en ln ( omcrci.il de la Capital «le la Nación. se la-ala en 
cuestiones di- hecho, míe un pueden -er revisadas jm ir la Curte 
Suprema en el recutsn del ;irt. 14 de la ley 48, como era la de 
haberse denegado el fuero federal invocado por el demandad" 
fundado en su calidad de extranjero, p«'r falla d*- prueba de tal 
nacionalidad, 

■ ■ ■ i 

Ett la misma fecha y de conformidad eou lo dictaminado 
|»or el señor l'rucurador (icncral, >e declaró nial concedido ¡xir 
la Cámara 1* de Apelaciones en lo Civil de la Capital, el recurso 
extraordinario deducido \**r don Francisco Kaziu contra la Mli- 
niciiatidud de la Capital. ]>or repetición de impuesto, en razón 
de no Saberse llenado los requisitos determinados expresamente 
]H>r el ari, 15 de la ley 48. pues, el interesado se limitaba a la 
mera enunciación del recurso míe deducia, sin precisar, siquiera, 
su carácter ni mencionar las disjtosie iones leudes en que ln 
a poya ha. 



En ja misma fecha y \n>r los fundamentos del dictamen del 
señor Procurador, se declaró mal concedido, igualmente, por la 
Cámara 1* de apelaciones en ln Civil de la Capital, el recurso 
deducido por la Western Tclegrapf Cía. contra la Municipalidad 
de la Capital .por cobro de |»esos, en razón de no reunir los re- 
quisitos que eNÍ«v el art. 15 de la ley .V' 48. pues, además de no 
fundarse la queja, ni siquiera se menciónala expresamente, co- 
rno lo requiere la jurisprudencia del Tribunal, la disposición le- 
jíal en que amparara dicho recurso, lo que impórtala deducir el 
ordinario de apelación acordado \**r el art. 3 V de la ley 4055. 
improcedente en asuntos de la naturaleza de! que motivó el liti- 
gio. (Tomo 118. página 37.Í). 
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En la misiiia fecha no se hím lugar a la queja 4^« ci *¡* 
l*ir ihm K. Kfasjn ÍóíjbI tu autos o. n doña ¿Xlígetó S. de Si- 
inonetti, sobre t1e^t<»jainíeiito, por aparecer de la propia exposi- 
ción fie! recurrente y de los recaudos aCírtupafiadus cottío mejor 
informe, que I» cuestión detenida y n-Mu-lci era la relativa a m> 
her >¡ el (téthanílafítt adeudaki <■ no el alniiik-r motivo del juicio, 
todo lo euai fe ajeno al recurro extraordinari.. ya que se trátate! 
ile puntos de liedlo y de prttelia, 



Kn cinco del mismo ii" -e lñz<* nt|{ar a la queja deducida i«>v 
Marcelino ftugatlo en la anisa Mjgtfthi en su o mira por infrac- 
ción a la k> ¿61, en razón -te que la apetaciótt déttólia m 
reunía los requisitos exigido* por el an. 15 tle la ley -l*. 
tu prócedeiicia del recurso extrartwiuianb que aciterila el art. H 
de la ley citada. 



En ta misma íeelui n» >e hizo Iti^ar. ile conformidad con lo 
dictaniittatlo por el sentir rmenrador (letu-ral. a la queja dedu- 
cicía rwr doña Rídélia Amalia Merma de líuiz en autos con d..n 
Cariné^ Vidal sobre tercería excluyente tfe doniinio y recou- 
venciói por reiuvidicaeión. en razón de que los fundamentos de 
la sentencia recurrida de ta Cámara en I" Criminal y Gorreíctonal 
de Safttiago del Estero, eran de derechn eouiutt, ¿peg» se había 
lunitádti a resolver la causa aplicando c< interpretando d|Spsi- 
ciones del Código Civil, y por lauto ¡rrevisihles por la Corte 
Suprema en el recurso extraordinario de apelación creado por el 
art. 1-1 de la ley % pw cuatito ii" constituían cíicstiones fede- 
rales. I Art. 15 de la mienta ley). 



Ku siete .ki misino no s L . Ui/.o lu^ar a la queja deducida j*w 
«Ion Francisseo Vimereatti. en n®w coin don Jtsaqwln Keuegas 
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(su sucesión i. y doña Dolores lieuegas. sobre interdicto de re- 
cobrar, |M>r aparecer de la propia exposición del recurrente y de 
los autos venidos | h ir vía de informe, que la resolución apelada 
dictada por la Cámara Federal de Apelación del Rosario, se ha- 
in.¡ limitado a dividir la cuestión deliatida interpretando |)UtttOS 
de hecho, de derecho común y prueba, ajenos al recurso extraor- 
. diuario qué autoriza el art. 14 de la ley 4S y, además, porque loa 
arts. 7 y 17 de la Constitución Nacional, invocados }»or el rerm 
r rente, no guarda! >an con la cuestión debatida la relación di recia 
e inmrdiiua exigida jtor el art. 15 di- la filada K-y. 



En la misma fecha no se hizo lugar a la queja deducida jh pi- 
dón Aurelio Fernandez Mitrante en los auto; "Antonio M, Lynch 
Contra Roberto II. C. Martin, sobre desalojo", por acrecer de 
la propia exposición del ajotante y ele lus recaudos acompañado^, 
ce uno mejor informe, que el recurso i mentado para ante la Corle 
Suprema era el de mconstitiirionalidad e inaplicaliilidad de doc- 
trina legal de acuerdo con el art, 336 y siguientes del Código de 
Procedimientos de la Capital, por hal térsele denegado aquél, y 
además, porque el recurso de iuconsl i me tonalidad que reglan u n - 
ta el art. 340 y demás que comprende el título VI I del expresado 
código, es improcedente }Kira ante él trilmnal. con arreglo a lo 
reiteradamente resuelto, (Fallos: tomo l2Q t página 32. entre 
oíros ). 



Fu nueve del misino tm se hi/o fugar a ta queja deducida 
]>or don Juan Calderón Malés en autos con el Ferrocarril l'ue- 
uos Aires al Pacífico, sobre indemnización di acciilente. por no 
resultar de la exposición del recurrente, que éste hubiese inter- 
puesto ¡ara ante la Corre Suprema, recurso alguno que le hubiera 
sido denegado. 
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Kn diez v nueve del mi sin* i no se h¡». Uipir a la queja dc- 
ducida iM>r don Uum1>erto C Bontanti. ni autos con doña María 
Ignavia M<>tia>ti*rii >, m»I>r¡ avérdoi incidente sobre visitas a un;, 
menor, en ra/ñu dé que la resolución recurrida 11.. m ta senten- 
cia deñniiiva a c|ué sé reitere d ari. 14 ite la ley 48. pues dicha 
n-M.lunñ» i«arali/al>a los priu-edimirnios basta tanto el interesado 
cumpliera una intimación qxm se Fe W lltvlln - W> funda- 
mento era «le derecho civil 



Kn te m»m ÍW\® v (te conformidad Cofl I" dictaminada 
,„.!■ é¡ señor ]Wura<1.»r tieneral. no se hizo lugar a la queja 
deducida pur don lost- Uz/.adru en l»s auto. Joaquín Vilella. 
hijo, contra la Compañía Sud Americana de Ibtleles de llano., 
.ubre consignación, en ra/ón de tratarse «le una resolución m- 
tcrl.Kiit.iria. toda ve* que al vencido te quedal* por dicho ante», 
el derecho de ejercitar la* accione* |*riú icoles en la forma y 
ame ttém corrc>i«.ndirra; atí ruándose, además. que el caso no 
m- encoiilxaha emnprendid.. cu los términos del art. 14 de la ley 
48, que ant-ri/a el recurso extraordinario de apelación Rftffl 
ante la Corte Suprema. 

■ 

ÍW la miMua tedia no Sé hi/o lugar a la queja deducida 
don 1-udnro Cisneros. hijo, en lo. autos "Francisco José Hu./ 
I ( W/ hu juicio de insania", ablande, de una resolución disci- 
«InWk m ra/ón de tratarse de la interpretación de dispnsieto- 
L de una lev procesal de orden bical, ajena, por consónenle. 
al ,ecur>o exiraonlinari.. de puro derecho federal que autor./a 
el art 14 de la lev 48 y, además, porque con respeto a los arts. 
1/ v 1S de la Constitución, cuva inobservancia so alegalxi, cabía 
..bservar que dichas cláusulas no gúardakm con las cuesttunes 
debatida* la rebelón directa e inmediata que determina el art. 1? 
de la citada ley 48- 
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En la misma fecha se dt^cluró improcedente la (¡tieja dedu- 
cida |)or don Julio Moreno en Im autos "Betular, J.. hijo, su 
quiehia"*. tu razón de que la interpretación dada por los tribu- 
nales de provincia a las disposiciones del Código de Comercio 
no pueden dar origen al recurso extraordinario. (Art. 15, ley 48>. 



Con fecha veintiuno no se hizo lug»T a la queja deducida 
por don Francisco lian me en autos con don Domingo Dagno. 
solire nulidad de marca, jK»r los fundamentos del dictamen del 
señor Procurador General, y a mérito de que la resolución re- 
currida dictada por la Cámara Federal de Ablación de la Capi- 
tal, se hahí a limitado a resolver el caso |nir razones exclusivas 
de hecho y pruclia relacionadas con la similitud entre dos mar- 
cas; fundamentos que no admiten revisión en el recurso fie puro 
derecho íedral creado por el art. 14 de la ley 4X. 



Fu la misma fecha no se lu/u lugar a la queja deducida |>or 
don Santiago Silverio Páez en autos con la Cuja Nacional dq 
Jubilaciones y Tensiones de Empleados Ferroviarios, sobre jubi- 
lación, en virtud de que la resolución apelada de la Cámara Fe- 
deral de la Capital, se había limitado a declarar improcedente ui\ 
recurso de apelación. jior haber sido interpuesto fuera de tér- 
mino, y además. jiorque tales resoluciones de carácter procosa! 
no admiten revisión en el recurso de derecho federal creado ]>or 
el art. 14 de la ley X 1 4K 



En veintitrés del mismo no se hizo lugar a la queja deducida 
por don I.eo|>o1do Hnííi en autos con el Ha neo Comercial (te 1.a 
Plata, stjhre cobro ejecutivo de pesos, en razón de no estar com- 
prendido el caso, en los términos del art. 14 de la ley 4H, pues, 
se trata ki de una (resolución interine uto ría que se refería a la 
forma de liquidar el crédito cuyo cobro se demandaba y ;l cuyo 
|Kigo había sido condenado el deudor. 
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( un mm veintiocho no se l¿o 1.«ar » »^ ida 
„ ¿i inicio CrilUrtM Rossi. s.J»re rtvtiíkuciOfl ífc Wm • 
,-.r resultar fc la ^ -luición del recurran,. ,uc las 
i.„us vbuU.Hla, v anchas en el litigo hahjan 
p^^ÉKtet P0i H brecho común, y las depones realas 

'e 1 tal a Lr P mm y aplicar 2 

m €&S Civil v en él de I Wl¡niie,H..s # la I rovrneia < 
T «ciiníátó rébteS »1 «té domicilio del ocurrente; todo 

eU(J ^ al recurso extraordinario, atent.» ternum* de Ims 
anv 14 v 1? «le la ley N" $& 



m«eMiá v m&w •*>■ ****** tmm^m 



pensión. 



™.: I" De acnenlo con lo dispuesto en el hicim. 3- 4 1 a 

ticyio 47 «le la lev 11MÓU el derecho a la pens.oti se M 
Mía t¿ Ulm o hermanas solteras desde M ne cpntíít#tl ma- 
Irimnniu. sin tfUí ni ife la U'tra ni efe la disensiou ,>arlamen- 
lafia ,le la citada lev .» sus similares se ítédÜpi h readmn- 
,idón del derecho perdid,». W vinde/.. divorc. o almidono. 

k [jys iüe^S téfc en b* caso> de sileneio u obscuridad 
c „ ItLS leves pueden recurrir a !a c,uidad. custumhrc, leve* 
.nálM-a/u principios generales. {M. W fc I» 
d&uum. B; l» y 17 del Coligo Civil), 

i 

CVftf»: l-o explica» la> |to ^mientes: 
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KK SOLUCIÓN DK LA CAJA FERROVIARIA 

Hítalos Aires, Ajiust» 10 Ié jÍ£É 

Visto «pie duna Adela Villalln de Seotti. |K»r sí y i>or sus 
fiijies menores doña María An^élicii. doña lieatriz Adela y don 
Armando Antonio Seotti. solícita tensión con arralo a las dis- 
posiciones de la ley 10.650 y sus coi nplciiiont arias, invticando |>ara 
ello su calidad de hija legitima y nietos. res|)eciivaniente. del ex 
empleado del ferrocarril Oeste de Huenos Aires, don Eulogio 
S. Vidalita, y 

L"i msiderando: 

ejue la lev de jubilaciones y pensiones de ferroviarios. >ólo 
ampara a las "hijas solteras'' de los empleados u obren is com- 
prendidos ett su régimen, según así resulta di- la dis|iosición del 
art. 47, inciso .V', <jiie expresamente declara extinguido el de- 
recho a la pensión i*ira las hijas desde i|Ue contraigan matri- 
monio. 

One. i>or consiguiente, y siendo la recur rente de estado viu- 
da, su sil nación lio está amparada \*tr disposición alguna de la 
ley. 

Que con respecto a la petición nuc formula para sus hijos, 
es también improcedente, desde utíe ninguna disposición legal es- 
tablece el derecho a |!ensión y «ira los nietos del causante. 

Por estos fundamentos, alentó lo dictaminado |>ur la Aseso- 
ría Legal y lo aconsejad» imr ta Comisión de Pensiones y de 
coníormidíHl con lo acordado por el Directorio en su sesión del 
M de Julio ppdo. 

Se resuelve; 



I" Desestimar el pedido de pensión formulado «tor doña 
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Adela Villallw (te Seotti por sí y en representacum de. sus hijos 
menores dona María Angélica. doña ltcairíz Adela y don Ar- 
mando Antonio Seotti. en ¿1 carácter do hija legítima v nietos, 
¿esfjectivatnente, del ex empleado de! l'VrriHariril < *este de Bue- 
nos Aires, don Élitogio S. Yillallw. 

*' Xotiíii píese a la interesada y tomen conocimiento Aseso- 
ría fcegaí v <.'. Hilador ia, íeclm archívele. 

J. íirirh*. 



SKNTKNi l\ I A CÁMAttA KEDF.KAl. DE APELACIÓN 

Km-iv* A iri s, Mayo J4 de Í«¡¡». 

Virfus y Considerando: 

y¡ ley acuerda el Ijenefíeio de pensión a las hijas solteras 
del empleado ferroviario y d¡s|nmc que ese derecho se extingue 
desde que cdlStmij^n matrimonio. (Art. 47. inciso 3". ley nú- 
niero 1O.ró0>. 

to qwe lia querido la ley en esas disiKisieiones. es el evitar 
el desamoro de mía hija de¡ empleado mientras no tenga quien 
I Hieda siil» venir a sus necesidades. 

Kn el caso de tratarse de una luja viuda, es manifiesto que 
eMa hállase en la misma situación de desamparo míe la Hija sol- 
iera ; y esta situación se agrava, si la hija, además de ser viuda, 
en la ipoéá del fallecimiento de su padre, tiene a su cargo el sos- 
tení miento de sus hijos menores de edad, como ocurre en el caso 
Sith juítkr, 

El caso de Dulttl que cita la Caja no es* igual al presente. 
Eh aquel la hija era casada cuando ocurrió el fallecimiento del 
padre, mientras que en el stib /itótóte era viuda, 

por ello, interpretando la ley de acuerdo a su espíritu y m 
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consideración a la ét|¿Síktíi se revoca la resolución de la Caja 
efe fs. t? y cu con>eeueiicia se hace tildar a la pensión solicitada 
por Adela Villallia de Scolli. Devuélvale. — Uinrslitio lismfa- 
tla. - - H. . J. .Yiisiw Anchorcm* -- I- /•«"<'. 



imTAMKV M-U. l'Kii< ntAlwiK ol-M.KAI. 

!'.tK*ii>is Airrs. ÁgttSto 21 «Ir íiÜÜSS 

Suprema (. < trie : 

* 

Kn la j «rebute causa sobre ]>cnsón solicitada por doña Ade- 
la V ¡llalla de Seoiti a la Caja Nacional de Jubilaciones y ten- 
siones de Kmpleados 1* erro viar ios. ha sido materia de disensión 
la interpretación de los arts. 38 y 47 de la ley respectiva núme- 
ro 10ASO. habiendo sido la decisión final contraria al derecho 
invocado por la Caja, fundado en dicha ley. 

Existe así el caso federal y de acuerdo con lo resuelto por 
V. E. en casos caloyos, el recurso extraordinario de apelación 
deducido procede atento lo dispuesto jtnr el art. 14 de la ley 4K„ 

l ia sido, pues, en mi opinión, bien concedido y así pido a 
V. K. se sirva declararlo. 

Kn cuanto al fondo fiel asunto adhiero a la tesis sostenida 
por (a Caja Ferroviaria, ti nía vez que las disposicirwies legales 
preindicadas expresamente determinan (pie el derecho a gozar 
de una pensión se extingue ¡vira las hijas desde el momento en 
f|uc contraigan matrimonio. Es decir, el caso de atitos. 

No cal»e ( en mi opinión, otra interpretación, ni |ior analogía. 

El estado de viudez de la peticionante no puede modificar 
su situación legal cualquiera que sea la época «1 que el mismo 
se haya producido. 

Soy por ello de opinión que corresponde revocar, en la jar- 
te cpie lia podido ser materia del recurso, la sentencia de la Cá- 



2T8 



FALLOS DE LA CORTE SCPREMA 



mará Federal de AiiclactíHi de la C apital, de fs, 29, que acuerda 
la pensión solicitada, 

Jt unido A\ f.nttrt,i. 



l Al-i/i IH: LA CORTK SI TKHM \ 

1¡mii..s Aires, Sti.tkiiihri' 2 tk 102<I. 
\ ¡sto„ y t i Hisii U-ramlit: 

Ota- la acción de doña Knloyia ViHalla de Scotti, viuda de 
Antonio Cayetano Scotti c hija de Kulogin Sebastián VÍHalba, 
iniciada en 20 de Abril de Í$®& ante la Caja Nacional de Jubi- 
laciones y IVnsione* di Kmpleado* y Obreros Ferroviarios (fs. 
9). tiende a obtener la pensión ferroviaria que cree eorrespon- 
derle |tonjuc sn padre era obrero dé esc servicio cuando murió 
en 25 de Septiembre de 1**14 í fs, o y 8 1 y Huía derecho a ju- 
bilación, pues amaine & aetora contrajo matrimonio ante* del 
deceso de su padre (ís. 3>. es también cierto que quedó viuda 
en 1909 (fs. 5), por lo que delie ser equi| anula a las bijas sol- 
teras (fs. 9 y 12 vía.) La Caja desestimó la pretensión fundán- 
dose en el inciso & del art. 47 de la ley X" 10.650 (fs. 15), iie> 
rti la Cámara Federal de Apeteció» iAÜ la Capital revocó la reso- 
lución aludida e hizo liqiar al pedid» de pensión, eq ni parando la 
hija vimla a la soltera "inurpretaudo kl ley de acuerdo a su es- 
pirito y eh cl Moderación a la equidad", porque "k» que ha que- 
rido la ley en esas disposiciones fine, .V del art. 47 ). es el evitar 
el desamparo de una bija del empleado mientras 110 teiifía quien 
pueda subvenir a sus necesidades" ( ís. 29). 

íjue la lev 10/i5». en el precepto mencionado dice (pie el 
derecho a |K'usión se extingue: Para las hijas o hermanas sol- 
teras desde que contraigan matrimonio ', sin que ni de la letra, 
ni de la d¡>eusión j»ar lamentaría de la citada ley o sus similares 
se deduzca la readquisieióu del derecho perdido \mr viudez o di- 
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vorcio o almidono, situaciones similares bajo el punió de vista 
en que se sitúa el fallo recurrido. Si -lia- la ley que el derech.v 
a ta pensión se extingue "desde que contratan matrimonio , sin 
lijarle Mío "ü condición a esa caducidad, no es i*>sdile que 
lo. jüeces se sn^tituvan al legislador inv ( >eando la equidad, ni 
siquiera un concepto 'pmé " # eUvatla JUS ~ 

licia enriela. porque ello está fuera de su* atributos y solo m 
tos casos de silencio u obscuridad, ruede recurrir a la equidad, 
costumbre, leves análogas o principios generales <art 100 de la 
Gmstiuieión/arts. 15. 16 v \7 del Código Civil >. ¡MU* de esta 
Corte en lo. casos |nan Antonio tiript*». IWurador hiseal cen- 
tra Montero Martin, entre utros. solicitando exección del ser- 
vicio militar. 

Oue. a mavor al mudan liento, cabe a^re^ir que doña Knlo- 
m m\am de mm «o ha sostenido en m presentación de fs. 9, 
ni en la ratificación de f*. 12 vta. que ella fuera indigente y 
viniera en la casa o tojo el amparo de su i«dre y aunque en el 
escrito de seguida instancia imputa al pronunciamiento de la 
Caja "olvido de ciertos deberes .naturales contraído i>ara con los 
seres que viven a expensa de un jefe de familia nue. como tal. 
asumía la res, .onsal.it ¡dad de ella, honrándola con el trabajo fe- 
cundo de buen ferroviario" < fs. la verdad CH que no hay 
ninguna constancia, en autos, de esa situación aflictiva y que la 
recurrente ha vivido desde fMg hasta iy28. es decir, desde la 
muerte de su JKidrc hasta el reclamo de pensión, sin aquel ant- 
jiaro i|ue arguye conio esencial para su existencia. 

(% ln expuesto si* revoca el fallo recurridn en cuanto lia 
podido ser materia del recurso y se declara firme a la de la Ca- 
ja de Jubilaciones y Pensiones. Hádase saln-r y devuélvanse los 

J. KlliUEKQA ALCOkTA. — ROHKRTO 

Ui; perro. — R. (o'ioo La valle 
- Antonio Sagahna. 
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lhiu ( arlos Gttiih'rnto (¡iifi-ita ($U siH tsit'nt), tontra ta Caja Xti- 
aotiitl tic íubihcimws y I'msioncs tk limpU-adas 7'Vrww- 
y'w.<. $afrn- pensión. 

Snmarh: 1* Procede el reem>ii extfiiordiÁítrjp del ;irt kuli> 14. 
ley 4S. cuntido habiendo sido puesta en Éelil de juicio la in- 
terpretación <k* varios artículos de la ley IO/>50. la senten- 
cia recurrida lia sido contraria a los derechos invocados pol- 
la Caja Nacional de Jubilaciones y Pensiones «le Empleados 
ferroviarios, bajo el inmti> ríe vista de los intereses que re- 
presenta. 

¿* El precepto del art. .W de la ley 10,650 niic declara que 
vu los casos en que con arreglo a dicha ley haya derecho a 
(íoitar ríe la jubilación y ocurra él fallecimiento del emplea- 
do u obrero, tendrán derecho a i>edir (misión las personas 
que en él se enumeran, no admite execciones no derivadas 
de la ley misma, ni interpretaciones que derruyan su letra 
y aún su espíritu. 

CW": explican las pit-zas siguiente 1 *: 



SENTENCIA DE LA CÁMARA FEDERAL HE APELACIÓN 

Rlienus Airt-s. Jniiin ]|) de i'LN. 

\ i-tos y t'oiisidcraud" : 

CoiiMn di- autos que don t arlos <¡, (iigena había prestado 
>er vicios en el Fern carril al Pacifico filtrante ñ ajim, l > meses y 
10 días 25 i. 

El Dcjiarlaiiiciito Nacional de Higiene y los señores médi- 
cos cíe los tribunales iu forman que desde el 25 de Abril de 1927, 
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fecha cu que el cansante dejó dfe concurrir a su empleado, se ha- 
liaba imposibilitado pára Ésén^Ér su puesto u »tro cual- 
quiera. 

tícurrido el deceso de (¡¡guia ti 2 tle Mayo de 19¿7, eorres- 
(kiikIc establecer que 1c asislia derecho a la jubilación |»nr invalí- 
«le/, a que se refiere el art. 20, irte, l" de (a ley X" 10.650 y que 
estaba en término jwra gestionarla, i Art. 21 i. 

Por otra parte, con la información corriente a í*. 1 y si- 
gÜIeiites, se ha ctini|»ri>la<to que ta subsistencia ríe la madre del 
causante, se hállala exclusivamente a cargo de aquél {art. 39, 
inciso 4 V , ley citada). 

Por estas consideraciones, se revoca la resolución arlada 
a fs. 38 y se acuerda a doña Isabel Gigeiia la ilusión equivalente 
a la jubilación por invalidez tle su hijo Carlos Guillermo, de- 
biendo la Caja practicar la liquidación de la misma con arreglo 
a la ley. Devuélvase sin más trámite. — Murt fHiio Izsthula. — 
lt. .1. Xttcar Anyhoraiu, — /. Urna. 
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Hiiothis Aires, Septiembre 4 de 19**. 

Y Visto*: 

Considerando : 

Que en autos ha sido puesta en tela fie juicio la interpreta- 
ción de varios artículos de la ley 10.650. y especialmente el 30, 
inciso 1". y dicha semencia ha sido contraria a los der*hos in- 
vocados ]xrt la Caja Nacional de jubilaciones y Pensiones tle Em- 
pleados Ferroviarios, l>ajo el punto de vista de los intereses que 
rcpres'.m*. y de acuerdo con la jurisprudencia de esta Corte en 
numeróos casos análogos, debe resolverse que está mal dene- 
gado el recurso extraordinario. 
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One en cuanto ul fondo del asunto, procede (sa*f *P caec^ 
.pie eíart. <k- ta ley N" lítf.50 declara «pie en los casos en míe 
con arreglo a diclia ley haya derecho a gozar de la jubilación y 
OCflita el fallecimiento de! empleado u obrero, tendrán derecho a 
pedir pensión las personas que en él >e enumeran. 

f>ue este preeipto no adniiw ixcepci.nu> no derivadas de 
la ky~ misma, rli interpretaciones que destruyan su letra y aún 
S U v>|>iriin, eorníJ SCfiá fe quí MMruta la resolución di- la taja 
privando del derecho de pen>ióti a lo* deink» U-nefk¡ario> del 
empleado fallecido bajo el amparo iU 1 an. M peto ' » 'l" kn 
11 nim i-s natural no (e es aplicable la rienda del an. _'l 

(ha- el derecho a jubilación bor invalide* del empleado que 
Euera declarado .íwiea o inteleeuialmcute imposibilitado después 
«le cinco años de servicio-, pasa a mi- deudos, en concento de 
pensión proporcional, i«>r el imperio de la ley. en la disposi- 
ción citada v mi íiier/a obligatoria, en relación a la Caja, no 
puede descolarse a pretexto de la corruptela que puede sobre- 
venir en mi aplicación, óbice que sólo puede subsanar** con la 
enmienda necesaria a la legislación reactiva. 

(Jue la cuestión de Saber si el empleado Carlos Guillermo 
( ;%cna >c inutilizó Airante el desempeño de su cargo, constitu- 
ye una situación de hecho lomada en consideración |>or la t a- 
niara, v que oo está. ,N.r tal circunstancia, sujeta a la rev.su.n 
tte t*i»rte, eií el recurso extraordinario denegado. 

f*m. estiis fundamento-, oído el señor Procurador General. 
M - confirma la >entcneia arlada en la luirte que lia oodidn M 
m: „eria del recurso. Nmifiquest y archívese, devolviéndose los 
amos venidos como .m-jor iniornie cm iranseripción de la pre- 
sente al tribunal (fe origen. 

| l'H.l KKOA AMORTA, - HüHKRTO 

Nvi-ktto. R. Gnim Lavallk 
Amonio SamaRXÁ, 



F>E JUSTICIA P* I.A NACIÓN 



Hcrfítattoí. fúfrw (pirra cfirutim (te prsas, Rratrsa ifr 
fnclw. 

Smtíario: \\. UiMa la >ímple invocación de cláiiMitas conMñn- 
clónales para la procedencia del recurso extraordinario; 
ra ello es necesario que exista entre las garaúnas eon>tiiu- 
cñ males alegadas y la cuestión del at ida la relación directa 
e inmediata que determina el art. 15 de la lev N v 48. <lr mo- 
do que "ta resolución del |>1eiu» dependa de la interpreta- 
ción que a dichas cláusulas se dé." 

fWc: Lo explica t-1 siguiente : 
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Iítkk^s Aires SejMwmhrc 4 úc U*í. 

Aut^s y ViM'is : 
Considerandu : 

Que según se desprende de la exposición presentada por el 
apelante de hecho, en la ejecución seguida i*>r o .tiro di honora- 
rios originado ]*>r un Mida de quiebra en que el recurrente 
actuó como contador, agirte de que la semencia no reúne los 
requisitos del art. 14. ya que no es definitiva, ta decisión del tri- 
bunal se limita á interpretar cuestiones regidas por el dereclm 
común, extrañas. por consiguiente, al recurso extraordinario de 
puro derecho federal que antoriata el citado articulo 14 de la ley 
número 48. 

<Jue en cnanto at art. 17 de la Constitución, cuya inobser- 
vancia se alega, caite agregar que no basta ta simple invocación 
de cláusulas constitucionales para la procedencia del recurso in- 
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tentado; i-Uii es necesario <|Uf exista entre las garantías con»* 
litucit mates alegadas y la cuestión dckitida la relación directa 
e inmediata que determina ©1 íirt. 15 de la lev N" 4K. de ffimtii 
que "la reN.»tuein del pleito deluda fie la internretación que a 
dieba> cláusulas se fié". tm¿ l«> tient- declarado esta Corte en 
coiim aul e ] ur i >ru< leticia 

Qite t i caso mcuctoiuidn ]«»r el intensado qne "se reg|stt^ 
«i t i tntnn *>. 143 de la "Gaceta del Foro", no guarda éoií 
i l wh Be ninguna analogía: aquí, en >nl»tancia. \a que se nrc- 
lende es une- se declare si el acreedor t|iie solicita la quiebra debe 
ti iii) |«a^ar el honorario del contador y en el citad" "4¡eiicsirtli. 
Arinco, cnin ra 1 Vanen de la Nación", el tribunal resolvió admi- 
tiendo el rveursn extraordinario (¿01 100 Gnist. Nacional), to- 
da vez que invocado d fuero federal flor el Banco de la Na- 
ción le fué denegado; y. decidió, \*x ultimo, que el Jne/ que 
inu reino en el juico de quiebra era H confíeteme para entender 
en el nleho \t*>r cobro tle honorarios. 

En sn mérito, se declara mi haber lugar al recurso deducr 
tío Nntiíiquese y archívese, 

| |-h;i kh"A Ai.cohta. K. < ¡ni"» 
Lavai.i.k. Antonio Sacar na. 



.fose Bachükr tmitm dan ¡u-tirrito 7 . Casado, snfor mh» 
tfr pems. ttrntrnt cyiraanftmirw. 

Sumaria: Ks improcedente el recurso extraordinario del art. 14. 
ley IX. ppntra tina resolución qne no hace lugar al jiedido 
de que un cmttiirgn M>bre el haber mensual de nn retirado 
de la Armada continúe sobre la | tensión que dejara éste 
|Hir haber fallecido. 

( asa : ÍjO explican ln** piezas Mguteuto : 
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p 

■ 

SílTA M K N |»KI. I'KIH l HAIKik t ¡K M KK Al. 

Airo-,, Au.xitt _*K rlc IV2V. 

Suprema Corte: 

Deducida demanda p< *r cubro ejecutivo tic j tesos ante el 
juzgado de Comercio dr la Capital de la Nación contra don l*Y- 
derico T. C Ma Üfy ÍCIit don José Itacliítler obtuvo etiitargo del 

del haber mensual <U* <[tie aquél disfrútalo cu su >i 
de miro fie la Armada Nacional. 

i 

Anotado el iintarjpi en el Ministerio respetivo, 
este, posteriormente, al juzgado la imposibilidad de seguir .ha- 
efectivn por cuanto ti titular del derecho había ía- 

L A acreedor sostuvo que el eml^rgo debía mantenerse sobre 
la pensión que dejara el causante. 

El Juzgado, |Mir resolución confirmada |»or la Cámara de 
. Viciaciones en 1u Comercial, atento la comunicación referida del 
tallccimiento del deudor, no hiw» tugar al pedido. 

Creo (|iie en ello no puede existir cuestión federal alguna 
jue autorice la inteqiosición para ante esta Corte Suprema del 
recurso extraordinario de apelación acordad» y»*r el art. 14 de 
la lev 48. 

'Jna ra/óii de hecho ha determinado la loralización de estas 
actuaciones y el acreedor pitdrá ejercitar sns derechos si, even- 
tualmente, se abre la sucesión del causante y existen lienef icios 
de dicha pensión, 

Es allí donde deltcrá hacer valer sus derechos planteando, 
en su caso, la cuestión federal que ahora promueve acerca del 
derecho que la ley 8* 9511 le acuerda, frente a las dis]iosieíoncs 
de la ley X" 4707. 

Tal discusión es j>or el momento prematura, l-o expuesto me 
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induce a afirmar que el recurso deducido en estas actuaciones 
contra la referida resolución. para ante esta Corte Suprema, es 
improcedente y lia sido mal concedido. 
Tal es mi dictamen. 

Honidn K. Larrea. 
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Rítenos Aires. Seirtíembri: 4 dt¡ l 4 í- K >. 

V Vistos: 
* 

JW los fundamenta del precedente dictamen del señor Pro- 
curador íleneraU que cstahlece los hechos y la apreciación Ictfd 
tic lo* mismos con nvrv^ a las conduelas de autos, su declara 
„„ liaU-r lunar al reeur>o y en consecuencia mal concedido el 
qüe se dedujo a fojas 23 l*ra ante esta Corte. Notifujuese y de- 
vuélvale, previa reposición del |«pel. 

f. FWUKKOA AlAOKTA. — ROBERTO 

Kehi-tto. — K Guipo Lavalli: 

— AXTOSiO SVÍAKNA. 



l)¿a Luis B!i -.vinf/ OToimor en h* mm ftp* Ul <™ 1 haas (stt 
iiitmM)Á C'onatrso civil. AVnir.™ ik ¡nrhth 

Smffltoi P N'o procede el recurso extraordinario del articulo 
14. ley 4S. contra una resi tinción de una Cámara de Abla- 
ciones en lo C i vil de la Capital, que se limita a resolver cuál 
de los dos jueces de la misma jurisdicción civil. anuW tam- 
icen del último domicilio del causante, del* seguir inten- 
díendó en el inicio sucesorio de éste. 
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>■' La garantía del art. 1« de la Constitución que dispone 
que ningún habitante ] Hiede ser sacado de sus jueces natu- 
rales, sólo se refiere a magistrados que no formen jara- 
del podir judicial, de antemano determinados |«tr la ley an- 
tes del hecho <jue motiva la respectiva causa. 

Casa: Lo explican la.v piezas siguientes: 



Ante un Jugado en lo Ovil fie la Capital de la Nación se 
inició el concurso ile acreedores de don José María lina/. 

Durante la tramitación del misino el expresado linas falleció, 
quedando ahierta su sucesión ante otro juzgado de igual clase y 
jurisdicción de la Capital, decretándose, a su vez. el concurso de 
dicha sucesión. 

Por entender los interesados que esa duplicidad de concur- 
sos, con sus resistivos síndicos, afectal* el refutar desenvolvi- 
miento de la liquidación de los l>ienes. promovieron cuestión que 
fué resuelta en definitiva ]Hjr la Cámara I* de Apelaciones en lo 
Civil, ordenando la acumulación de amlias causas y su tramita- 
ción ante el Juez que conocía en el concurso; en contra de lo 
sostenido ]*>r el acreedor que prcmiueve el presente recurso y 
reclama la intervención del juez de la sucesión. 

Tal resolución ha sido apelada para ante V, % ]mr dicho 
acreedor invocando el art. 14 de la ley 4*. .habiéndosele denegado 
el recurso. 

La denegación estimo que es ajustada a derecho. 

En efecto: ni como enmienda de competencia, ni como re- 
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curso extraordinario de apclacióm o.rrts^mde a la Corte Su- 
prima conocer en CSfa causa. 

1 o primer... rjOíflUS el caso no está eojni.remli.liv entre los «nte 
enumera el art. <• di 1» ley 405?. U cuestión de con, (H-t encía que 
ha ihkIÍ.I» existir entre los dos jueces que ejercen una misma ju- 
riMlieción. lia quedado resuella ]h ir el Único minina! de abla- 
ción que les es cotnún y que esta legalmente habilitado )«ua ello 
(art. 6, ley 7.055 (.-, 

l'n lo que resista al rceursn extraordinario entiendo que 
la decisión de tul Tribunal Suprior local, estableciendo cuál de 
(Jo? jueces de idéntica jurisdicción es el comitente para congel- 
en una cansa, no puede motivar un caso federal que autorice la 
hiU-rpo>ieiim del recurso que acuerda el art. 14 de la ley 48 ci- 
lado. 

Máxime eti el ea*b de autos en que tanto el concurso civil 
eajurj jmsieriormente. la sucesión concursada del cansante, se han 
abierto ante la misma jurisdicción civil del domicilio del falle- 
cido en el primer caso, v del último domicilio del difunto, en el 
segundo en los términos del art. 32X4 del Go%¡ Civil, juris- 
dicción que es una v única a tos fines legales prcindicados, aun- 
que, i*>r razones de tumo o de conveniencia procesal, acrezca 
■jereitada i>or distintos magistrados. 

Por lo expuesto soy de opinión que el recurso deducido 
jtóíá ante esta Corle Suprema ha sido bien denegado y asi pulo 
a V. II, >e sirva declararlo. 

* llonuto tf. LarnUi, 
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BneiVM Aires Scpíi-mlire 4 de Vjfáb* 

,%HU*s y Vistos: 
í me la resolución recurrida de la Cámara 1* de Apelacio- 
nes ,7 limita a resolver cuál de dos jueces de la misma jnrisdie- 
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fiñii civil, ambos también del último domicilio del causante, de- 
be seguir entendiendo en e! juicio sucesorio (k* é^te, razón esta 
tjue desvirtúa la argumentación (tasada en i|tie atjuella resolución, 
pudiera vulnerar el ari. 32K4 del Código Civil haciendo prevale- 
cer, en el caso. dis|>osíeión de carácter bical con mengua del 
art. 31 de la Constitución Nacional, 

One tam^ico. puede argumentarse con la violación del ar- 
tículo IX. en cuanto dispone tme ningún habitante puede ser sa- 
cado de sus jueces naturales, por cuanto esta garantía sólo se re- 
fiere a magistrados tpie no formen parte del injder judicial, de 
antemano determinados i>or la ley ante* del hecho eme motiva la 
respectiva causa, circunstancia <|tie con evidencia no puede ale- 
garse en el Juez designado por la t ámara. (Palios: tomo 114. 
jiágina K 1 » y otros). 

Tor esto y de acuerdo con ln dictaminado (>or el señor Pro- 
curador General se declara impriiecdenle la <tucja deducida. No- 
li Tupiese v archívese previa reposición del |iajK*l, devolviéndose 
los autos venidos |>or vía de informe con transcripción de la 
presente y del dictamen de referencia. 

- 

|. KltiUKkUA AUORTA. — - UoBERTU 
KlU'KTTU. — K. GllDO I.AVAM.K 

— Antonio Sacar n.\. 

ih En U misma techa ge dinó hIcuiícel nsulmión vu é rentrso ilr 
htchu dttlucktu |x»r ik.ii Uris Ktynat O'l.mur en U>s ¡tutus J">¿ «feria 
Imaz (su *ue«iAnl." Cohourwi civil. 
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Ihma Suru Doncci Úe Cook eotttrü h t>r<n>tmiu de Su» Jtuut, 
sobre it f*riit icit tic f 

Sumario: V Nuestra Carta Fundamental en sus artículos 4, 17 
v O?, consagra la RMpna de c|fíNc s»l» el Congreso impune 
¡as cimlrilniriimcs nacionales, y esta* dis|>osic¡ones han de 
entender.*- o «ni» hmuitaMe> igualmente iara los go- 

biernos de provincia, con referencia a las propias legisla- 
turas toda ve/ pe tos estados |>articularc* delwn ile confor- 
mar sus instituciones a los principios de la Constitución Na- 
cional, expresa o viruialnicnte contenidos en ella. (Art. % 
M. 33 y Hh tte la Constitución Nacional).. 

>■■ C»n arregla a las prescribiónos menciona Jas, en -la 
l'mvincia de San fuan W hacerse efectivos Otras 

gestos tocáks «pie fe creados |*.r las leyes u ordenan- 
zas del (Uisma carácter, sin .pie sea i»osible al Poder hje- 
eUÜVü establecer otros o extender los existentes a distintos 
Objetos qW Ü» expresamente prevista en acuellas leyes. 

t v- V ninguna autoridad republicana le es ciado invucar 
fí m p ttóiiü escámales ,»an justificar el ejercicio de 
mi* funcione* mas allá #1 poc&t M"e se les ha conferido. 

4 El ém& retroactivo de la ley no cabe aplicarse a una 
Mutación definiiivamc-ute creada al amparo de la Kgislacióu. 

5- |.í, no retroaeiívidad de la ley. si bien es un principi» 
de mm precepto legislativo, ad.piiere carácter cnstituciu- 
nal cuando la aplicación de la nueva ley priva a algún habí- 
tente de la Nación de algún derecho incorporado a *u patn- 
iu< mi», en cuyo cas» aquel principio se confunde con la ga- 
rantía relativa a la inviolabilidad de la propiedad. 

& El decreto del Poder Ejecutivo de la Provincia de San 
Juan, de .11 de Marzo de 1<>>5 en su art. 5" y en cuanto crea 
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1111 impuesto nuevo, es violatnrio del régimen representativo 
republicano garantido por la Constitución Nacional y de los 
principios consagrados en sus arts. 4, 5, 17, 31, $3 y 10G y 
la aplicación de la ley 21 X, art, 5, a la actora. en el caso, es 
igualmente violaioria del art. 17. 

Citio ; \jn explican las piezas siguientes: 



GENERAL 

Jlm-m** Aires, Febrero 1" de 



l-a señora Sara Doncel de Omk Cfltalila formal demanda 
contra la 1'roviucia «lt* San Juan |*>r repetición de la suma de 
cuarenta y seis <mil c mi ni en tos pesos moneda uaciunal |>agacla in- 
debidamente liajo protesta por patentes y multas impuestas en 
virtud de supuestas infracciones míe se dicen cometidas por la 
actora como "agente o corredor de préstamos' 1 , desde el año 1924 
a [927, infracciones «pie se baceu derivar del decreto de fecha 
31 de .Marzo de 1925 ipie. con juntamente con las resoluciones 
administrativas a que hace referencia, tacha de inconstitueiona- 
lídad por las consideraciones que fundamentan el escrito inicial, 
invocando al efecto, los arts. t4, 16 y 17 y Otros de la Constitu- 
ción Nacional. 

# 

El representante de la provincia demandada, don Juan F. 
Sánchez ( fs. 20). sostiene la omstiluebnalidad del decreto y 
resoluciones impugnadas, pues tanto el gravamen como las mul- 
tas, según dice fignrakin en las leyes provinciales de patentes 
correspondientes a Ioh años mencionados en la demanda, con- 
cretándose dicho decreto a reglamentar especia i mente un control 
*'a los efectos de asegurar el cobro de la patente a los presta- 
mistas", lo que justifica el rerhnzo (pie solicita de la acción 
instaurada 
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Caín observar que no tsüplé en ¡Mitos ningún ejemplar de 
las leyes de ¡tatemes que se- invocan, circuí istancía que. tía que- 
dado subsanada con el eousenti miento tácito de las partes, dado 
los términos eu que quedo t rilada la litis contfstaho, sin o¡*>ner- 
se ninguna observación a ellas "i ;i las cláusulas que figuran 
irán seriólas. 

1.a actnra lia sustenido durante la secuela del juicio que lio 
era acreedora a la sanción impuesta a«rmini>tralivaiuente. lucia 
vez que no estala obligada por las leyes videntes anteriores a 
la X" JIM. a mullirse de una patente que no le correspondía. 

Esta ley fué sancionada el Mi de líieiembre de \92h y entró 
eri vigOt en 1°27. Ka actora ha eomproliadn en estos autos que 
o ni posterioridad al decreto impugnado y a la sanción de la ley 
X- 218, tío haliía intervenido en ninguna negociación como pres- 
tamista; y este hecho, no contradicho de contrario con prueba 
satisfactoria, detnnestra que las exacciones impuestas adminis- 
trativamente han Sttlb dictadas arbitrariamente sin cansa justi- 
ficada, |h»i* no lialwr ley que la-* autorizara. 

Kn el caso que se registra en el tomo 137, pagina 47. de sus 
tallos, Y. K. lia dejado sentado el principio de que. en virtud de 
una ley nueva, no puede "arrebatarse o alterarse un derecho pá- 
triinonial adquirid» al amparo de una legislación anterior", co- 
rroUirandu asi. la jurisprudencia que sobre el particular aparece 
ingerta en vi lomo 127. pátfnia 47 y oíros. Lo contrario únpor- 
laria desconocer prescripciones espala del Código Civil (art. 
Í*) f al determinar qíte fes leyes disponen para lo futuro y no 
tienen ¿fectu retroactivo, sin poder §hÍ$oétt alterar los derechos 
ya adquiridos* 

Sieudtr ello asi, con mas ra/un deU- aplicarse este principio 
a un simple decreto del l'odei Ejecutivo, que so prtexto de una 
reglamentación inadecuada que no alcanza! ia' a las Operaciones que 
realizaki ta demandante jtor tló comprenderle la ley de intentes 
respectiva en el rubro "Agentes o corrió lores de préstamos, des- 
cuentos y corredores de sueldos' . contrariaba las ¡garantías (fe 
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los articulo* 14 y 17 de la Constitución Nacional invocados cu la 
demanda. 

Por estas consideraciones, y teniendo ni nimia la doctrina 
que surge de la jurisprudencia vitada. corresponde declarar in- 
constitucional, a los efectos i!e este juicio, el decreto del IV K. 
provincial de Marzo 31 fie I9§S y lis decisiones eoníiseatorias de 
la Dirección (kneral de Rentas y Ministerio de Hacienda y I »hras 
l'úlilkas que llevan. n-s|Hxtivair."'«te 1;;., fechas 12 de Jtítio y 17 
fie Octubre de P27. 

Sirva.se V. K. asi rrsolvcrlo. 
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UiK'ii»* Aires. ¿eiHiunhro r» de W. 

Vistos: 

Resulta : 

(¿uc a ís. 11 se presenta doña Sara Doncel de Cook enta- 
hlando demanda contra la Provincia de San Juan por rcixücióti 
de la simia de cuarenta y seis mil quientos tiesos moneda nacio- 
nal, con intereses desde la fecha del pago indebido con más las 
costas del juicio. Acompaña los recibía correspondientes y la 
protesta del caso. Kxpone la actora : que |>or ley de 18 de Fe- 
brero de 1925. fué melificada la de patentes en el rubro "Alíen- 
les o corredores de prestamos, descuentos y corredores de suel- 
dos" elevando su ¡m|x>rte de quinientos a cinco mil pesos mone- 
da nacional. Que en 31 de Mar/o del mismo año. el P. E. de la 
Provincia, a pretexto de reglamentar aquella ■disposición legal, 
dictó un decreto reglamentando, en realidad, las operaciones, de 
préstamos de dinero, sobre las que no existía ley alguna. "Se 
exigía en aquél, diversos requisitos ilegales y se establecía que 
quien no se ajustare a sns exigencias debería muñirse de la jki- 
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tente ilc cinco mil peso> establecida por la ley de 1S de Febrero de 
1"25, artículo 5'\" 

*A la sa/.ón tenia colocados ni préstamo* :„'arani izados con 
hipotecas, continua la adora; algunos fondos a interés corriente 
v presentándoosme la qptiritttitifaiil dé efectuar mr;»- offcrá$0|íe«í 
líate di- -onien mu- a la n¿; ta mentación ik-j-al. ni ra/ón de que 
no había escrik-nio ijtu- offcr|pise la pertinente escritura, sino ni 
Lilis eoiidieiom s ; cU- manera que tu nins-ún momento si- me exi- 
gid la patente q*ie ¡legal nu-nu- se í i jal ta por «lidio decnW "K! 
30 de I >icieinhrc de V*2fi se sancionó la ley que lleva el mitneni 
21 X, | ir ir la qne se exigió fiar intervención a ta Contaduría frene- 
ral fie la Provincia, eti toda uprrución «le préstamo, se limito la 
tasa del interés y se fijó la jfaf€ítfce de cinco mil pesos* saneinna- 
da iHir la ley ele Febrero de 1925 a "toda persona (|ite efectué 
más de dos operaciones" de las dichas : (ari. 5"»" 

"Siendo imposible, por el rendimiento del capital qne tenia 
destinado a tales operaciones, soportar semejatile patente, siis- 
pcndílas totalmente." la demándame qne raí ohstantc es- 

tas circunstancias, el fisco provincial le ha expido el ]iaj;o de 
la pa trute creada por la ley de Diciembre de 1926 qne jjrava di- 
rectamente al prestamista, aplicándosele con multa, por los años 
1924, a P'27. inclusive, siendo eme no habia efectuado operación 
albina, kijo la videncia de aquella ky. La Dirección de Rentas 
lio atendió Jo- reclamos de la actora y resolvió cobrarle, |>0t di- 
chos años la suma de cuarenta y seis mil pesos, descompuesta en 
la siguiente ¡orina : Año 1924. patente $ 580* multa $ 1.000. 
Año V->25. patente 5.000, multa 10.000. Año 1926. | átenle 5.000. 
milita 10.000, Año 1^27. jSaíente 5.000. multa 10.000, l'or pa- 
tentes 15.500. Por multas ,í 1.000. Añaile la actora fundando su 
derecha: "1.a exigencia de que lie %ii|o objeto i*or parte del P. K. 
de la Provincia demandada, es evidentemente ilegal i*>r cnanto 
la ky de patentes no me obligaba durante los años 1924 a l^Jii 
y la 218 ii<> j>odía aplicárseme, desde el momento que no he rea- 
lizado mngítttá de las operaciones que determinan el gravamen, 
hajn mí vigencia.'* "I .os decretos del I*. F. de M de Marzo de 
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l<>>5. de la Uireeciou tlt-neral de Rentas <lc 1~ de J"'«* (1 « 19 - 7 
v del Ministerio de Hacienda de 17 de Oc«re de este misil,», 
año. moví aáanás wpfítito a Tí* Óitwtitución Nacional por 
violutorios del derecho di projncdad <|uc ella ampara. Impone 
| a Constitución a la, Provincias (an. 5".. la í..rina representa- 
tiva republicana Üe jljí dii» riu>, de acuerdo ^cili l*H* pMcipitOSí de- 
elaraciouo v -aramia, de la misma; ÜlNM» W ^™» ti/:i » 
ciudadanía «i» les má ex^Uta contribución alguna, smo ,»or $». 
posición legislad: en concordancia establece el art. <l«e ua- 
die será rdfedb a lo efUe la ley i*b manda. P»r el art. 17 se pre- 
cisa está pUÍtia «leí dereeln. de propiedad .le que nadie podra 
íer privado sino en virtud de ley." "Pues bien, continúa la ado- 
ra el popí He .pie redamo >c me ha exigido >in ley : durante los 
tóítos t93* a 1<>2<- n„ ha existido en la Provincia ley que me 
obligara al tstgé de fíente (ÍW los dichos pre.tam-.s efectuado, 
ul nmparn de la ley civil viente: y la ley 2IS. aplicada respecn. 
del año aemal. .... me aÑB^O* lampo." i*.r hal.er cesad» mi. 
referidas negociac iones, v la ley nu dísp&íti! *mo |Kira lo tuturo 
por principí... v poí el clan, v intergi versal >le texto cnrresp me- 
diente articulo §<' Afirma, envida, la demanda que la ley -1* 
al establecer la patente impugnada es igualmente inconstitucional. 
pm« «sta por su monto constituye un dcs,>ojo. y traba la l.bertad 
íte comercio, en violación ríe los arts. 14. U. y 17 de la Coust.- 
tnción Nacional. 

Después de algunas otras considerad. mes concordantes con 
las inscriptas. e,i cuyo apoyo se cita jurisprudencia de esta 
Corte, v He invocar los art,. 792 y 7<>4 -leí Obligo Civil en cuanto 
al derecho de repetición, la actora termina solicitando se haga 
lugar a la demanda. 

Evacuado el traslado correspondiente, la Provincia de San 
Juan a ís. 20 i*>r intermedio de su representante legal, don Juan 
P Sanche/, cótl personería acreditada en autos, manifiesta: Que 
con motivo de la denuncia .le don Andrés Ouiroga contra la de- 
mandante, como infractora a la ley de patentes. ,«>r realizar ope- 
raciones de crédito a un interés mayor al fijad» por ley. el Ke- 
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gistrn General tte Propiedad informó sobre acudías operaciones, 
detallándolas cmi nombres, fechas, plazo e interés convenido co- 
inii se expresa en el escrito de responde, exfiedientc administra- 
tivo N' 3X81 letra !>.. año 1Q27. Constatada la infracción, conti- 
núa, la Dirección de Rentas. aplicando la ley ele intentes, dictó 
resolución condenatoria, ron firmada jtor el Ministro de Hacien- 
da en 17 de ( H-ttthrc ele 1927. por tratarse de violación a la ley 
de (tatemes en el rubro, "Agentes o corredores de | iré st amos, des- 
cítenlos y compradores de sueldos" (art. 22, letra A, leyenda 
agentes, comisionistas o comerciantes viajantes, ley de 1924). 

lis un error. afirma la demandada, lo sostenido |Kir la aeM- 
ra cuando dice, que el pago de <jm* se reclama, se le ha exigido 
sin ley: "el gravamen y la multa están saneiunados en las leyes 
provinciales de pítente* de los años 1°24 a 1927." "Se contunde, 
agrega, lo que es reglamentario con lo impeditivo y de fondo, 
pues se hace ajtareeer como que el gravamen lo sacioiió el I 1 . K. 
jH>r decretfHde 31 de Mar ¿o de 192? que reglamenta especial- 
mente un contri jI a los efectos de asegurar el cobro <le la iwüentc 
a los prestamistas.." Si se sostiene que lo de agentes o corredor 
de préstamo no alcanza al prestador que no tiene agencia ni co- 
rretea, no sólo se contraría el espíritu de la ley qite es el de 
establecer un impuesto prohibitivo, no eoufiseatnrio. para enín- 
l»atir al qtte presta aislada y encubiertamente, imponiendo condi- 
ciones excesivas, obligándolos a asociarse y a formar una insti- 
tución cíe créditos, lo qtte tornaría prácticamente |iosible la vigi- 
lancia y el control riel listado." 

Se ataca de inconstituciunal al decreto, como si él crease 
la (intente, como si invadiese facultades privativas de la Legisla- 
tura, cuando lo único que hace es reglamentar la ley de patentes 
en el rubro de bis agentes y corredores de préstamos. \jt hace 
¡mr separado y no en el decreto general reglamentario de toda 
la lev de patentes, |mr la sencilla razón de que ésta sanciona gra- 
vámenes fiscales con la excepción exclusiva, de la patente a los 
prestamistas, que es de otra clase, liste impuesto no es fiscal 
sino ríe moralidad pública, de saneamiento del crédito, tendiendo 
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ti suprimir los excesos fio la usura <pic Imsca ciertas formas apa- 
rentemente lícitas, \*>t medio tU-1 sistema de los o nitratos de hi- 
potecaíf, prenda, ctc. M 

El art. 75 de la ley de patentes de l l *J4 faculta al IV E. para 
reglamentarla, de acuerdo cena el art, 107 de la Coustilueión pro- 
viucial. 

"Hago presente a V'. E,. continúa la demandada. <nie aún 
en el caso de fjue se creyese, 1« que sería un error, que la señora 
de Cook no está comprendida entre los agentes 8 corredores de 
préstamos siempre fe serían aplicables las siguientes dis^sicio- 
ues ; arts. 47 a f>7. inc. 4" que consideran su caso, de infracción 
el 6H, qtte trata de la multa, el 73, que crea el derecho a denunciar, 
etc., v el 74, míe prohnV al I\ E, perdonar las multas en que 
incurran los infractores (ley de patentes l'»24k 

IX'Mpués de alalinas c* «n sideraciones destinadas :i justificar 
el impuesto impugnado ijiie sóU> tiende a comliatir la usura y a 
moralizar Ion préstamos, y de sostener que tales fines no pueden 
ser contrarios a la Constitución Nacional, termina el represen- 
tante de San Juan solicitando et rechazo de la demanda, con 
costas. 

Abierta la causa a pruelia y agregada la producida, a ís. 7S. 
las partes presentaron los alegatos respectivos a ís. M y 93 y el 
señor Procurador General dictaminó a fs. 103. llamándose los 
autos ]Kira definitiva a fs, 104 vta., y 

Considerando : 

fjue entre lo> principios generales que predominan en el 
i ¿gimen rq>rcsentativo republicano de gobierno, ninguno existe 
más esencial a su naturaleza y objeto, que la facultad atribuida 
a los representantes del pueblo i>ara crear las contribuciones ne- 
cesarias i»ara la existencia del estado. Nada exterioriza más la 
posesión de la plena solierania que el ejercicio de aquella facul- 
tad, ya que ta libre disposición de lo propio, tanto en lo parti- 
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cular como m I" |*Uin,. c> el ras K » mí* salienttc de la libertad 
civil Tódas las consmucioitc> *c ajustan ;i este régimen, entre- 
^ando a U.S G-dü^o, .. legislaturas eMe privilegio exelusivn. 
pues cerno ensena O.oley. "m todo estado sobci^O c? po¡iér le- 
gislativo ts él depositario de la mayor -urna de l^rkr y e*. a la 
v l7 , al representante má- inmediato de la sot.eratúa." 

Xm-tra t ana, en mi> arts. 4, 17 y ® f tonara la máxima 
de que solí, é] í -nuruM, inlptáie orntrilmciones naoonales. y 
fisias dicciones, ni virtud ,lc 1.. -.internamente expuesto . IwB 
de entenderse como lase* inmuialilcs igualmente i«ara los pilm-r- 

„us ,U- provrock con mmmto * !** PW« legrar** 

vi/ mu- ln, ctado> participa d.-lun di- conformar sus institu- 
ción** ■ los i*ct>tüs de la Caiu#uciñu Nacional, expresa «. vir- 
ilmente orntenidns en rila. I $tgft¡ K *í ^ >' H1í> <U ' ,íl 1 ,ms " 
títueióti Nacional >. 

Oh,- con arrezo a la* prescripciones mencionadas* ni la 
Provincia de San luán nú ptó^l hacerse efe#ro* otitis im- 
puestos leales mu- los creados por las leyes u ordenanzas del 
mismo carácter, sin M iie «í " l K " ,ro> - " 

extender los exigentes a distintos ni 'jet®* q»e los expresamente 
previstos en aquellas leyes. Kl pode* jara reglamentarlas se re- 
fiere únicamente a la facultad de dictar norma* para su mejor 
ejecución, per.» im eal.e admitir que lmjn este pretexto puckin 
alterarlas en su espíritu aplicarse más allá de su propósito 
expreso, tua prerrogativa semejante, consentida, en el \\ &, 
ini,Hiriaria la destruecan de la división de poderes y pbT tanto 
del sistema republicano representativo. 

i )ue las coligancias de autus revelan, sin dejar lugar a du- 
das, que a la adora se le ha aplicado y cobrado un impuesto 
sin fundamento k-al. inexistente en ley alguna anterior a su 
cobro y sólo cread*-. ,*>r extensión, en un decreto del IWer 
KieCUtiVo. 

Kn efecto, examinando las leyes de puentes que han re- 
tido en la Provincia, desde 1^24 luuta l'l'f-, se observa que en 
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los años y ! l >25. no existe impuesto alguno "a toda i»er- 
soita «jiK* efectúe operaciones tic préstamo", el míe ajiarm', co- 
mo nuevo, en la ley efe 30 de Diciembre de fecha indica- 
tiva de i|iu* tal gravamen m'Jo rige jura 192", Es cierto que en 
ti dtvreto del I 1 . I!, de M ile Marzo de P>25. o ni motivo de re- 
glamentar el ;irt. 1". ine. 1 % letta A. titulo "Agentes comisio- 
nistas o comerciante* viajante*" en su art. 5". ley de patentes, se 
declara comprendida en dicho mitro n toda persona míe efectúe 
operaciones de préstamo en dinero, pero ^e pcreilie claramente 
que esa declaración e* inusitada y violatoria de los términos de 
la ley. que *e ha referido sola y expresamente a los ' Agentes 
<• corredores de préstamos, descuentos y compradores fie suel- 
dos", edificación ésta en que no se halla comprendida la per- 
sona que opera con su propio dinero. La extensión hecha i>or é 
J*. g¡.. está fuera de sus facultades reglamentarias y usurpa, a 
todas luces, atribuciones puramente legislativas, como se en* 
tendió en la misma Provincia ele San Juan, al convertir en ley 
el decreto de la referencia í ley N v 218. art. 5 V L Es cierto tam- 
bién que el P. E. al f mular ai piel decreto, invoca su origen de- 
mocrático y los altos proj>ósilos de combatir la usura, al abrigo 
de la cual "se han producido despojos inicuos y llevado la in- 
tranquilidad a muchos hogares de trabajo, de orden y de \w. . 
pero no lo es menos que estas invocaciones, cuando no concuer- 
dan con los hechos, pierden su importancia, convirtiéndose en 
avanzadas abstracciones que no inspiran respeto. Lo esencial, 
es que cada mío de los ^nleres públicos se desenvuelva lojo mi 
régimen legal y sin ultnqwsar los límites precisados dentro de 
la liase de su institución. Esta Corte, en oportunidad semejante, 
al caso présenle, dijo: 'Los ahos fines de saneamiento s»eiat 
aún refiriéndose al loable empeño de combatir la usura como 
uno de los males más abominables q lte pueda sufrir una colecti- 
vidad, no autorizan, sin embargo, el quebrantamiento de princi- 
pios orgánicos y leyes fundamentales del \kl\s y menos si la 
transgresión emana de los fwderes del Estado, cuando se arbi- 
tran, en nombre del bien público pináceas económico- financie- 



300 FATUOS OE m í'ORTK si prema 

ras elatM.radas al margen de las instituciones, . . (Mos: lomo 
UK. pág. 80). 

A ninguna autoridad republicana k es rindo íítvoeir origen 
11 destino excepcionales pura justificar el ejercicio de sus Funcio- 
na más alia del [»*dcr <|tie se te ha eouí crido, pues "toda dispo- 
sición <i reglamento emanado di- cualquier departamento o di 
algún empleado, «pie extralimite las facultades <|tu- k- confiere 
la l/unstitución. o 4 jue esté un n|iosictón con alguna «le Iris dis- 
posiciones 6 reglas ni illa establecidas, es completamente nulo" 
fCootey. Derecho GJ«tsf« l>ág. 20, Trad. Carne. Kd. IVuser. 

gue lio impuesto* y multan cuya devolución se solicita \mr 
la actora. no le son lef^inétttC cxigihles i»or dos razones de or- 
den fundamental: I" porque ios eorrespotulientes a 1924; 25 y 
2f.. sótl la consecuencia de un yravatnen creado i«>r decreto, co- 
mo se ha visto; y > por cuaulo la lev de 30 tic Diciembre de 
] f, 2o, un detie regir cu el caso para actos ejecutados antes de su 
videncia, pues, como lo ha resuelto esta Corle, el efecto retro- 
activo de la ley no cabe aplicarse a una ¡situación definitivamente 
ereada al amparo de la legislación procedente, Eft el caso actual, 
como se desprende de autos, la adora hizo operad. mes de prés- 
tamos en épicas en mu- ésias no estaban gravadas, con impuesto 
especial de patentes al prestamista, y cesó de afcctuarlos en pre- 
sencia ile la patente creada \»*t ley. \ Ver planilla (pie acompaña 
la demandada, fs. IS i. 1.a no retroactividad de ta ley. si Tiicu es 
mi principio de mero precepto legislativo, adquiere carácter cons- 
titucional cuando la aplicación de la nueva ley priva ¡I un habi- 
tante de la Nación de íiígfitt derecho ineoqiorado a su patrimo- 
nio en cuyo casci aquel principie se confunde con la garantía 
relativa a la inviolabilidad de la propiedad, teniendo fen cuenta 
t m e-ta palahra "comprende todos los intereses apreciadles que 
un hombre pueda poseer f itera de -i mismo, fuera de su vida y 
de su liUriad" I Fallos: lomo 137. pág. 47 y *H. su doctrina). 
* fue no es dudoso que en el caso la adora ha sido privada. 
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sin sentencia ni ky de una parte de su |>atrímonio. en virtud ex- 
clusivamente de mía resolución ilel Poder Ejecutivo que crcú un 
impuesto estíecial a pretexto de reglamentar la de intentes, o a 
mérito de una ley m hoc. la número 21 8, que adoptó el mismo 
impuesto a partir del año V)27, sin que de sus términos se hi- 
riera que el legislador pretendió darle efecto retroactivo, para ope- 
raciones realizarlas con anterioridad a >u vigencia, 

íjue. bajo Ins conceptos expuestos, corresponde declarar 
que el decreto de Manto M de 1"25 en su art. §> y en cuanto 
criii un impuesto nuevo. c> violatoriu del régimen representativo 
repnMicaiin garantido |Hir la Constitución Nacional y de los prin- 
cipios consagrados en sus arts. 4. 5. 17. .11. X\ y l<Jn y que la 
aplicación de la ley 218. art. 5". a la actora. t u ti caso, es i^iial- 
nieiile violatoria del ari, 17. 

Qiie Instan los considerandos precedentes, ¡«ira evidenciar 
el dereClio de la demandante ya fpie los hechos en que ésta se 
funda no han sido desconocidos, estando asimismo justificados 
¡ior la rli aumentación agregada. 

(Jue. en consecuencia, las resoluciones administrativas im- 
pugnadas dictadas a mérito de la ley y el decretó que se declaran 
violatorios de la Constitución, adolecen del mismo defecto fun- 
damental y les alcanza por tanto, aquella declaración. 

Por oto* fundamentos ele acuerdo con lo dictaminado a 
ís. 103 por el señor Procurador General y los concordantes ex- 
puestos |*>r la adora en su alefato de fs. S.í, se hace lugar a la 
demanda, declarándose que la Provincia de San Juan está 0v- 
gada a devolver a doña Sara Doncel fie L'ook la suma de cua- 
renta y seis mil quinientos pesos moneda nacional, indebidamen- 
te cobrados \xir impuesto de patente y multa por los años 1924 
a 1927, con más los intetreses a estilo de los que cobra el Kanco 
de la Nación, computados desde la notificación de la demanda y. 
dentro del término de treinta dias di- notificada la presente, sin 
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costas, atento a la naíuraíeza de las cuestiones 
í'kjuese y archives» previa rq^isición fiel jwtpel. 



A. Bermejo. — J Figleroa Al- 
corta. — Roberto Refetto. — 
R, Grino La VALLÉ. — Antonio 
Saoaksa. 



lUm Lotruso Umirí y ohw omtni ht "rm-wiiü </e ¡tijuy. 

Sumario: 1" 1.a cl-íl juzgada sólo puede alegarse cuando e#$je 
las misma* paru>. por la misma cosa c ¡mocándose et mis- 
mo derecho, se renueva mía contienda ñidiei:d fenecida |>or 
sentencia, 

p No haliiendose «puesto la exce|RÍ»n *le defecto legal 
vn él modo de proponer la demanda, tu» hay óbice Jurídico a 
i[iie se acumulen la acción reí vindicatoria como prineiiKil y 
],i ¿te daños y perjuicios como accesoria, en los términos ipic 
1u hace la i»arie activa. 

.V* Kn el antiguo IVni y >us dei>etHlencias no luiUi «tro 
propietario territorial efectivo que el tuca y tas comunida- 
des indígenas del régimen incásico, como las invitadas por 
Ins actores. sólo tenían. sohre «na tercera isirte, una espe- 
cíe ile Oomiiiio útil o usufructo: 0o ese dominio no era. 
como no lo fué durante et periodo proeoloiiiaL el del de- 
recho romano, ni el de las leyes de finidas, ni el <let Códi- 
go t'ívíl Argentino íart. 2506 y SU nota). 

m Kn el dominio del Estado, no sólo eminente sinó tam- 
bién efectivo, público y privado, sucedió la Nación ^tjgeu- 
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tina íí Es}>aña y, subsidiariamente, las provincias a la Na- 
ció», conforme a los principios tic la Organizad^ Consti- 
tuckmal. según lo reconoció i art. 1" de la ley N fl 28 de ti 
de Septiembre de 1H62: lo expresan Elizalde. Yétez Sárs- 
field. Rawson y otros senadores en la discusión de dicha 
ley, 1). «le S. pág. 22^ y siguientes y lo ha consagrado la 
jurisprudencia de la Corte Suprema en los fallos que se 
registran en los tomos 113. paj?. 204; 142. pág. 224, con- 
cordantes con el de 1877. 

fe Hn el régimen incásico, para gozar del dominio útil o 
del usufructo sobre las, tierras que a las comunidades o de- 
parramentOS se les asignaban g reconocían, eran requisitos 
esenciales el haber nacido y estar domiciliado en ellas. 

C(* Kit nuestro régimen civil no se reconoce otra prupie- 
dad comunaria míe la que se constituye [*>r coivir;ito t i*>r 
actos de última voluntad o por precepto legal (arts. 2675 
del Código Civil), y ninguna ley ha consagrado esa condi- 
ción en las tierras litigadas. 

p Las comunidades indígenas invocadas en la demanda 
no tienen personería jurídica para actuar en juicio, porque 
no son fie existencia necesaria ni de existencia posible, aten- 
to los claros preceptos del libro V>, sección I', título I del 
Código Civil: y su existencia legal anterior a la vigencia 
de éste debió ser consagrada y acomodada a sus normas 
fundamentales. 

I-i provincia de Jujuy es propietaria de las tierras 
cuestionadas no por usurpación, sinó \k>v derecho provenien- 
te de la Nación y ésta de España; y. en consecuencia, pudo 
enajenarlas, arrendarlas q retenerlas en su poder, con ex- 
clusión de los actores. 

9* El Pinler Judicial Argentino carece de potestad y com- 
petencia en casos de pura equidad, salvo lo que pueda entrar 
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como elemento interpretativo, no de cviitraiKisicían legal. 
«1 sus pronunciamientos. Articulo 100 de la Constitución 
Nacional. 

Cuso : Ln explica el siguientes 
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I.ucikis Aires, Stnttitmhre <J d* |y¿*>- 

V Vistos: tos tk-1 juicio entablado por Lorenzo Cmari y otros 
que *e dicen nativos «ie los pueblos de Cochinoca y Casabmdu 
de l:i Provincia de Jujuy contra la Provincia mencionada, corno 
]K-rsoua jurídica reivindicación de tierras de esas inflacio- 
nes» etc. 

Resulta : 

Don Amadeo I.ioni y don Juan P. (¿¿iiiez. invocando la re- 
proemaeión legalmente acreditada de vecinos de U» pueblos de 
Abra Pampa, de Jujuy. y de Rosario de Urma. tíe la i'rovin- 
cía de Salta. *e presentan ante esta Corte y manifiestan: que 
>»ts mandantes, argentinos unos, chilenos y U. livianos otros, son 
poseedores territoriales en las provincias de Jujuy y Salta, de las 
qütí han sido desiMijados \W actos de |wrlictilares y de autori- 
dades: v concretándose i*jr ahora en este juicio platean 'como 
acción inicial" la reivindicatoría «pie "comprende los territorios 
de Cochinoca y tasabindo y veinte teguas a la redonda de sus 
pueblos conterráneos" que "son tierras de origen", contra la Pro- 
vincia de Jujuy. detentadora de los mismos. 

A sus cunf érenles les asiste el derecho 4|iie surge de: 1* 
Articulo 101 de la Carta Magna del Kstado; artículos 2-7. ¡n- 
cisci 1* de la ley M« 27 de 15 de Octubre de l«n2; art. 1 in ftm' 
de la ley N" 4¿; articulo 2 de la ley N« 4035: 2" Artículos 2756 
y 2758 del Código Civil concordante con el 24*2 del mismo, re- 
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tes a la reivindicatoría o al petitorio; 3f> La i>osesii'm que 
tienen t-ftvtivíi sumum fossi'sio. tradicional contemplada en el 
sin. -MKV> ilil Código Civil, ta cual les es disputada violentamen- 
te: no es la ilfl inciso 1" del art. M42; es It-yiiinin por voluntad 
v a titulo de dueño. 

[ais actores plantean, cunm accesorio de su acción prinri- 
1«al, la de daños y perjuicios. 

Después de una exposición del prohluna indígena, sin re- 
solver aún. de los títulos cjue i sas razas aborígenes *M Norte 
Argentino tienen a la consideración, gratitud y justicia nacional, 
arguyen <|ne en e! régimen incásico a que Cochinoca, Casal "indo, 
Jlumahuaca. etc., estuvieron somelidos ]*tr conquista de los >e- 
íiores del Talumtinsuyu. las comunidades indígenas eran las pro- 
pietarias del suelo que |Kihlaliau y culi i valían; que cuando Es- 
paña conquistó, colonizó y goln-mó las tierras sometidas al Im- 
perio de los Incas, respetó y consagró en íIís|his¡c iones varin> ese 
dominio eimuniario y, en cambio no existe, dicen, "ninguna cé- 
dula real, nj ordenanza, ni auto, ni j anida, ni ley fie indias que 
] insieran en duda ese derecho de propiedad de los indios enco- 
mendados, ni de los que w fuesen ecotueudados y que tienen 1» 
suyo." 

l.as encomiendas "no -jomprcudiuu el suelo que es de los in- 
dios, por eso la 1.. 17» til. % lili. 6 K, de t. mandan que los euco- 
menden>s no tengan estancias ni en los linderos de las encomien- 
das : la 19 prohilie crear ceñios; la 25 ausentarse ile la residencia 
de su encomienda: la .W residan en su distrito y ordenanzas de 
Don Kelijie II. Don Carlos II. Don Felipe III mandan que a H*s 
indios se les cuide, ampare, conserven sus ganadbs y tranquilidad 
í/r sus tiema y^-^ 

Citan varias leyes de la Recopilación de ludias en que se 
manda respetar a los indios én h propiedad tic sus lianis, por 
lo que sostienen que esa posesión, esa propiedad aborigen no ha 
\w\u\a suponer el dominio directo de la Corona como lo pre- 
tende Solórrano, citado por Vclez Sársfield en la Éata al articulo 
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2340 dÜ Código Civil. \ |>or eso lío lia pocilio éxisÉu* **1 argüido 
derecho tic reversión a los |>aises i ndq<ind izados tic España por-- 
que nq lo puede haber fie Jo ajeno. Por la Asamblea Solxrra- 
na ele 1 Kl .1. cu 12 de Mam» declara "que es su voluntad que se 
les lu*:< J " teii^a :i los mencionados indios ppf hombres infecta- 
mente libres en latinidad de derechos ü todos los demás ciuda- 
dadanos" : y las leyes jujeña* de 1 y 1S40 reconocen ese de- 
recho de indios y de su* comunidades a las tierras que 
jMisriail. 

L.is actores no pueden ser |ierjudicados por el fallo de esta 
Suprema Corte ile IS/7. en el pleito de la Provincia de Jujuy 

t tra los sucesores de lampero, sobre las mismas tierras de 

O^hínoc» y Casabittdí). |>orqiie no fuerou j>arte en el mismo y 
así esc pleito y sentencia es. a su respecté m ÚtiW alias acta, 
citando cu apovo de su tesis la autoridad fie tratadistas como Da- 
llo/, tomo 42.* 1" parte, pájg. 354; Planiol. tomo \'\ pág. 113: 
íialtdfí Laemmueric. toMo III. i*á# íó8 y Potbier üupin. 

derecho eminente, «ti verano, se ejercita» se feoS» en fun- 
ción allí dónde rio haya un dominio conocido y demostrable (art. 
J.U2 C. Civil ív caso tjue no es el de autos, pues no se trata 
de tierras sin dueño y dos i>oseedons. dos propietarios no pue- 
Un actuar al mismo üemjio \»* t- ' 

''fia Provincia de Jujuy no actúa en la emergencia de estas 
(ierras ewn» poder público, pues jamás promovió el interés ge- 
neral, entectivo. haciendo "concesiones, delirando la colonixa- 
ción. la |Hi|,lación. sino soto como persona jurídica que maneja 
intereses privados; vende, remata, transa. Por eso cu tal carác- 
ter se la demanda i tV 11 a 32j. 

^eriornunte amplían la demanda comprendiendo a la 
Nación v a la IVovíncia de Salta í f s. 41). l>er«> declarada im- 
procedente la jurisdicción ordinaria de la Corte, conforme al 
dictamen del señor Procurador General ( ís, M% 4fi y 47 vta.) ; 
M . presenta so lamente el sentir Amadeo lieoni con la representa- 
ción de Arturo Calleja, Pedro C. Rojas, Rosa Ramírez y Vicente 
Calisaya, limitando la demanda a la Provincia de Jujuy (fs. 5.1). 
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3 n Acreditólas las personerías y ta jurisdicción, se dió el 
traslado de ley. presentándose, eii nombre de Jujuy, el Dr. David 
o'Connor. quien contesta derechamente la demanda, nu obs- 
laute la contradicción uue resulta de acumular la acción real de 
reivindicación (art. 27>S C. Civil h i|itc corres|Hmdia. no contra 
ej litado de Jujuy, sino contra los iwinieulares que a nombre 
ptÉpíí detenían las lierras euestio nadas. Con la acción personal 
de danos y perjuicios acaso fundada' en el ari. 277** <lel misnui 

código. 

0]MHie las exceiiciones de prescripción y falla de acción, f lin- 
dada lauto en la inexistencia del derecho cuino en la carencia de 
titulo hereditario de 1i»s acudes. Ksta última es también de ca- 
rácter perentorio y afecta al fundo del asunto. (Fallos: tnniti 2n, 

147; iimut 2K. D%, 9$¡ tomo 30. 2ntf ; umm l»K pági- 
na 373; tomo 130, |Já& 405 S. C. X.t 

En el InijHTÜj Incásico, se^ún lo expresan líanos Arana, 
(¡amlaso de la Vega, Prescott y horente, no existía propiedad 
individual territorial y de existir, los actores tendrían eme probar 
el carácter hereditario de los primeros ¡«(Madores de las tierras 
que reivindican, sobre todo después del fallo de 21 de Abril de 
I¡s77 itt re Jujuy v. Campero (S, C N\, ti>mo 39, pág. 299; S. 
C. lí. A., tomo 2, pátj. K9j. 

Conforme a los principios y preceptos expresos del dere- 
cho colonial español tanifiucti tienen los actores el derecho que 
invocan, pues conforme lo enseñan Sutórzatio, Política Indiana, 
libro VI. cap. X 11 X" 1, 3 y 23. y Hovadilla " Política", tomo 1, 
jiájr. 543 N 4 -' 52 y siguientes, y lo establece la ley 14, título 12, li- 
bro 4, Recopilación de Indias, las tierras, i»aslos, montes y aguas 
públicas eran todas del Rey "como anteriormente eran de los In- 
cas del Perú" ; y el régimen de las "encomiendas** y de los "re- 
iwirtimientns", solo dió a encomenderos el beneficio o- dominio 
útil de indios y tierras, conservando la monarquía el dominio di- 
recto (S. C. X., toino VK pájí- ; tomo 107. yág. 63 torno 117. 
página 2f>K;. 
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Producida la jpi(fo>endeneia, la» nueva» naciones americanas 
>e omstituveron en smesoras naturales y directas del jKitrimo- 
RlO real fS. í\ B, fe Éoitio 4. pátf 58$) y conforme a nuestro 
raimen constitucional y le^al. Ia> provincias liciu'" é| dominio 
de todas las tierra* ante» se pBEOtt^í|ti eotóo de la Corona 
ti que M'J tenían "tro dueño particular (art. I '. ley 28 de 28r»2) : 
Sarmiento. "O. mentará a la (. ".mstilueión Argentina»», páginas 
171 y 17*': Krias y \ éle* Sársíield. I). de S. riel Senado Nacional, 
año YWK pags. 623 y o7*. C i mi, art. 2.142. inciso 1". S. C Sí* 
lomo 142. página 244. 

Ton forme a esos antecedente* y al fallo di 1W7. Jujny tte- 
i¡f plmá dominio y jurisdicción -«.Iw fnehinoea. í asolando y 
2t' leguas a la redunda. 

No tienten tanijjoteti indio* ningún otro titulo cohfotrae a 
la lalación viente attíéa del C. Cjvil i % C tomo %. i*&> 
giilá 2 1 '! : tonto p$g, 2 Í * , » Í : de haber tenido, en álg&l mo- 
mento el dominio, ¡o habrían |K*rdido por abdii-tiioii b almidono, 
¡in«Hiciéud"*e ri iiKt»r|Hiracüin al litado (ley 14. ionio 12. lili. 4 
lí de i . art. 2.U2. in¿ 1.1. 1 i vil. art. t, lev 2Kt. 

Los indígena?, de Jujuy reconocieron siempre el «lominio fis~ 
tal de lujuv sobre las tierra» ahora discutidas como consta en 
el Juicio contra Campero, después de cuyo fallo .el Cobterno de- 
mandado enajenó casi todos esos terrenos, eontra cuyos propie- 
tarios del lio promoverse esta demanda. 

Todo, los término- prekrijíÍQS de 10, 30 y Mi Hp^> 
excedidos. 

IHde finalmente que -e rechace la demanda l>or falta de de- 
recho en los actores, y. subsidiariamente, si hts otras defensas 
mi prosperasen, declarar prescripta la acción. 

4" Abierta la catt^t a prueba \ ís. 94 f. las panes presentaron 
la <me convenía a sus pretensiones y alegaron solire su mérito 
llamándose autos p¿a definitiva e informando in voce el letrado 
de la actnra en fecha 1" de Julio del corneóle año, con lo que 
quedó la causa en estado de sentencia: y 
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Considerando : 

Primero* Versando este pleito snbre las mismas tierras «pie 
determinaron la eomien# ™ trt ' & l'^tviiicia de Jujuy. i»or una 
parte, v los sucesores (k duii Femando Camero y** la otra, so- 
bre wiviiKlicacwMi. fallad» en Abril 21 «le 1H77 en favor fie la 
primera, con declaración de perteneccrle tu propiedad dichas 
tierras (exilíeme agregado cuino pruel«. a pedido «le la dc- 
mandada en estos autos <ís. 255 y siguientes) es. no obstante, 
indudable, cuno lo sostiene e-I actor. <ptc pleito y fallí t no afectan 
a sus representados pirque no fueron parte en el aludido juicio, 
que resulta, asi. ns utttr itltos acta a sn respecto, Hit |>er juicio 
del examen v apreciación «pie corres|íonda de alonas piezas de 
la causa, invocadas por las partes para afirmar O negar, respec- 
tivamente, el recoiHK-iiniento de loa comuneros de Cochinoca y 
Casabindo de ta calidad de propiedad fiscal de las tierras rei- 
vindicadas. I-a cosa juzgada solo puede alegarse cuando entre las 
mismas |iartes. por la misma cosa e invocándose el misino detv- 
clu». se renueva una contienda judicial fenecida i*>r sentencia fir- 
me. Fallos: ton*, tío, pág. 220; tomo 122, pág. 32S. 

Segundo. Xo habiéndose opuesto la exección de defecto le- 
gal en el nimio de pro|«mer la demanda I es presamente la renun- 
cia el represéntame de Jujuy .ís. M) procede la declaración de 
í,uc no hav óbice jurídico a «pie se acumulen la acción reivindica- 
toría como prirtcipal y la de daños y |»er juicios como accesoria, 
en los términos 411c lo hace la parte aetora. pues ello se armoniza 
con lo que preceptúan los arts. 275* y 2779 del Código Civil y 
art. 74 del Código «le Procedimientos en materia Civil y Co- 
mercial de la Cayilal Federal, ya que. siendo única la jurisdic- 
ción de esta Corte, conforme a lo preceptuado en el art. 101 fie 
la Constitución Nacional (art. 7 de la ley 27. art. V «le la ley 4K> 
la diversa naturaleza de dichas acciones, real la una y [.ersonal 
h otra, no íes da carácter de contradictorias ni empecen la con- 
tinuidad jK>r los mismos trámites ( |( árraf«>s l* y .V del recordado 
art, 74 del Procedimiento I. 
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Tercero. Los actores fundan mi derecho, en primer término. 
i*n el régimen institucional, del lm]>erio Incásico, denominad" 
por los ¡tlmrigencs ,, Taliwai«tiiMiyu". "L iiiil.nl lctr;ir«|¿jpiWíÍ *, al 
nucí pertenecían io> j metilos de t'oelunuca, Hiintahuaea. tasabindo 
y otitis de la Provincia de I tijuy, iuciirjiorados |M»r conquista cu 
tiempos de Tit|w lti]vmki t Markham "Los Incas del l'crú", pá- 
gina 163), cuyos habitantes vivían en comunidades, con propie- 
dad común de las (ierras ele población, cultivo y pastoreo, Ksa 
"propiedad eomtmaria", como la llaman los actores, habría sido 
reconocida y consagraba \*>r LsjKiña al realizar la conquista y 
colonización, por [;l Xncióu Argentina al i W -clamar su indei»eii- 
delicia c iniciar su organización o institucional y |*>r la Provin- 
cia de Jújuy por leves y decretos. 

Xo se | Hiede discriminar con precisión el verdadero régimen 
de vinculación del hombre con la tierra en el Inun-rio Incaico, 
ni afirmar que él fué uniforme tu toda su Vasta extensión, inte- 
grado por c piislas progresivas de pueblos de razas y culturas 

diversas: ¿\ "Ayllu" t|uc >c supone ser ta célula original, fué 
alternativamente de liase consanguínea, gentilicia, trittal y agra- 
ria: y la relación fiel indio con la tierra, excluidas las dos terce- 
ras partes asignadas al culto y al inca, -obre las que ningún de- 
recho lenian aquéllo*, la definen los autores más prestigiosos 
como una especie de o >nuiiiismo de aldea en el dominio. Util, di- 
verso en sus formas en cnanto a la planta habitada, a la marca 
arable y al campo de pastoreo, delineándose, al íiu, una más 
acentuada vinculación individual, o por lo menos familiar, en 
cuanto a la casa y a la Dorctón arable: pefi) jamás hubo "pro- 
piedad" en el sentido que las leves romanas. española* y argen- 
tinas tuvieron Memprc. "Xn fué. pues, propietaria la comunidad 
de las tierras de la marea arable, dice el Dr. Carlos Yaldéz tic 
la Torre, erudito universitario peruano, y de los pastos y liosqucs, 
éoíhó Markhan y Currow aseguran: muy al contrario, "era sim- 
ple usufructuaria, reduciéndose la actividad individual a liene- 
ficiar detenuinada parcela o "tnpu.»» Asi, pues, la propiedad hi- 
ínueblf. tál como se con>idera en el derecho mndnno, no existió: 
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estalw desprovista ele lo* caracteres jnridfctis de este derecho: 
absoluto, exclusivo v perpetuo." "El raimen efe la propiedad éfr 
rante los Incas" v "MI AyltT, en H revista "Mercurio I Wno . 
número* tic Septiembre y Noviembre de 1**20. .Kl citado autor 
futida mis conclusiones en los datos sumim.tradu, ñor lo* mas 
reputados cronistas como tu/a de Lf.ni, Polo de OntU-panK 
Pedro Sanm-.no de Gaml.oa. Keruando de Montesinos. Juan (te 
tletan/os. Juan de Matieiizo, Fernando de Samilláu. fray (.ero- 
nimo de ÚMm v Zamora y Juan jgqgli del Hoyo: y esta de 
acuerdo cm las autorizadas omclttsit.ni> de Manuel \ ícente \ i- 
llarán. jurisconsulto eminente, ex rector de la diversidad de 
| i,i, a en su trabajo "Condición le^al <k las o.mtuudades de in- 
dianas", Lima 1907: de íiermán Le^iua y Martínez, ex presi- 
dente de la t orte Suprema de Justicia del Perú, en carta de Ju- 
lio 22 de 1018 al Dr. Fi. Husiamante Cisueros; este autor en su 
tesis "Condición jurídica de las comunidades de indianas en el 
1W\ Lima año 1918. pág- 30 i* f*M y 31 ; Vnleareel. "Del Ayl u 
al Imperé Lima 1925. cap. IL y el mismo autor en "De la 
vtda iufcaika". Lima 1926. pag, 91 a 95: Bautista Saavedra emi- 
nente jurUconsnW" v sociólogo U.liviano. en W Ayllii 
1913, quien cita al Padre Acorta (ver patf. ltt y siguientes), bl 
se advierte tpie |*>r el sistema de Mitimaes, a los efectos de la 
unificación de la vida del Talmantinsuyu. el inca trausjK.rtaki 
frecuentemente grandes núcleos de ^Macioues de extremo a ex- 
ireino del imperio y nuc el re^rtn y asignación de pírcelas cul- 
tivables era txHódieacameiite renovado en su nombre, se con- 
dnve en la parte .Iciuaiulada. y los reputados autores (pie cita, 
,,„; no hübo en el antiguo Perú y >us depeiulencias otro propie- 
tario territorial efectivo míe el inca y une las comunidades de 
indígenas, como las que son invocadas \nr los actores, solo te- 
nían, sobre una terrera parte, una especie de dominio mil o de 
usufructo. Coiií. Tesar Antonio Liarte. "Historia ecoinpmica 
del Perú". 1920. págs. 9 y 10. 

Cuarto. Que la conquista y colonización hispánica, en la le- 
ira de sus leyes, cédulas, ordenanzas, etc.. contempló favorable- 
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mente la condición jurídica de lo> indios de América, ii bien la 
realidad, rectificando a la distaneia. jHtr las condiciones del tne- 
dio y la iueapaeidad de i'apitaiK-- y fiiiiciotiari»* para comprender 
y traducir en hechos los elevados pri ¡j hit-íios de un marcas y ase- 
sores, un res] h >iu lió a la monumental legislación. MI titulo XM del 
libro IV y t<<il<> el libro VI de la " Recopilación cite las leyes de 
ludias" tienen preceptos claros y categóricos que definen y pro- 
tejen el dominio iumuehU- de los indios. ;isi individual como co- 
mí mario. I**n efecto, las leve* XVII. X \M 1 1 . XIX y XX del 
Libro Cuarto, mencionan tierras, abitas. acequias que a los in- 
dios pertenecieren, las que del mi ser respetadas y que las comu- 
nidades sean admitidas a composición swilire tierras, nm prefe- 
rencia a lus colonizadores españoles; y tas leves XXII, XXIII. 
XX Vil, XXX del Libro Se>cto. ratifican esos conceptos men- 
cionando "sus lu-redades", la "* venta de su> bienes raices y mue- 
bles", y los indios que muriesen sin dejar herederos o sucesores 
en sus bienes, los que pasarau a la- comunidad basta el alivio y 
pftgO de los tributos que les correspondiesen. iVro ese dominio 
rio es, como no lo era durante el periodo prccolnnial, el del de- 
recho romano, ni de las leyes de jiartida, ni del Código Civil Ar- 
gentino (flirt. 251X! y nota al mismo) : las restricciones impuestas 
]Hir la Real Cédula de 24 de Adusto dt- 154T» al trato y contrato 
de íds veeiuns y pobladores del Uío de la Plata con los indios; 
el otorgamiento a Juan ( >níz de /árale de tierras, repartimien- 
tos»», etc. (Cédulas de II de Muero de 1570j ; la prohibición de 
sil ir de sus comunidades o repartimientos su pena de pérdida de 
ln tieíicius: la condición resolutoria del cultivo de la tierra ma- 
se "adj w tiiaba" ; la nota X" 14 de las "Instrucciones del Rey al 
presidente l'edro Ramírez de guiñones, de la Reíd Audiencia de 
Charcas sobre lo que se ha fie hacer en ella y su distrito", de 16 
de Agosto de 15o.í. en donde se dice: "Y pirque por un capitulo 
de las nuevas leyes está pmveydo y (bandado que 110 haya ni se 
consienta hacer tras|üis<j de pueblos de indios ni por via de venta, 
ni compra, ni donación ni por otro titulo ni causa ni dekvjo de 
cualquier color míe sea. verlo ets y mandarlo eis guardar, cum- 
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|itir y ejecutar corno en él *e contiene" tl-evillicr, "La Audiencia 
de gtaíqisf, tomo I , pájr. 57". Publicaciones de la lüblioteca del 
Congreso Argentino) : la Cana tliál Virrey i"raiui>eo de Tblecío 
a! Rey de K*|iaña de X de Febrero de 1780. donde le dice que el 
principal problema del gobierno era dar asiento a la tierra, lo 
tpie entiendo yo-n respeto de !<". yndios o respecto fie lits es- 
pañoks fpie en nombre y pitra vuestra majestad la poseen". íLe- 
vtllier. "(¡nU-ruantc* del IVnV», tomo 3* páj;. 3$l) : la exigencia 
de "Composición" aún en las comunidades indianas, qué quiere 
decir el derecho a obtener 1 mnificaeión y legalización de posesio- 
nes no adjudicadas por el Key, mediante pago de ciertas sumas 
y posesión de diez o más años (lo «pie rio ha ocurrido o no se 
pftfcbÓ en el caso de autos t ; lodo ello, demuestra que a los dichos 
indios se les adjudicaba reconocía sólo el dominio útil, que 
es decir, "el derecho de i*rcibir Lodos los íruttis ríe una cosa bajo 
alguna prestación t* tributo que se paga al (pie conserva en ella el 
dominio directo; tal es el dominio que tiene el vasallo o eufiteu- 
la en la heredad tpu- ha tomado o feudo o eiifiteiisis" ( Kscri- 
S¿). LCn el caso cuestionado, los indios de Cochinoca y Casahindo 
(Migaban tributo realmente feudal, al marqués de Ya vi. enco- 
mendero, representante del Rey. quien tenia el dominio directo, 
como lo dice el fallo, de esta Corte de 1877, en el juicio de Jujuy 
contra Campero, penúltimo considerando; como lo expresa Veto 
Sársíicld en el Senado el año D. de S„ paj*. 2.W; y como 

■ expresa y reiteradamente lo reconocen los mismos coinuuarios ;i 
fs. 17, 17 vta.. 1S. 18 vía.. 21 vía, y 72 «leí aludido juicio. Véase 
la citada obra de Liarte, pág. 22 a 25, 

Ouinlo. Ouc en ese dominio del listado, no sólo eminente 
sino también efectivo, púhlico y privado, sucedió la Nación Ar- 
gentina a Kspaña y. sulisidiariamenle. las provincias a la Nación, 
conforme a los principios de la organización Constitucional, se- 
gún lo reconoció el art. 1" de la ley N v 2& de 13 de Octubre de 
IKTíI: lo expresan Klizalde, Vékv Sársfielrl. Rawson y otros 
senadores en la disensión de dicha ley O. ríe S.. pag. 22*J y si- 
guientes y lo ha consagrado la jurisprudencia de esta Corte en lo* 
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fájlos que se registran ep tos tomos 113. p%: H-. l^íí- 
concordantes o ni el de X$?7. 

J tijuy ha sido, pues, i«tr em. secuencia de lo expuesto, la 
propietaria .le las tierna de Vasal rindo y loehiuoea y fue en 
virtud de ese derecho de dominio, recoi*.cUlo. no creado, por la 
ley nacional N'- JS, que la H, Junta General Constituyente san- 
ciono la ley provincial de 7 de Mayo de IM5. invocada por los 
actores como m fuera un precepto constitucional vidente, cm- 
íésorjd del derecho .pie iriyoqui* y enyo art. í* establece: "Se 
prohilie tiHia venta y enajenación de sitio* y terrenos riertétte* 
tientes a las comunidades de lo> indígenas de los departamentos 
de la Compreliensión de esta provincia" íGmipilactón de leyes y 
decretos de la Provincia de J tijuy desde hasta 1SK4. Regis- 
tro oficial, pág. 17 h No es un reconocimiento de propiedad cu 
favor de los indígenas, es mía medida de reserva como es í re- 
cuente en materia de tierras pública: y si la 1'rovincia de J ti- 
juy se abstenía por manifestación de v.berania. de vender esa* 
tierras es i>orque, en principio, se reconocía con ta facultad de 
íiacérto, pues .le otra manera entendido, tal estatutn sería ¡noti- 
cioso v jactancioso, renunciando el Estado a i1¡s|Wiikt de lo ajeno. 
Tan es asi que el art. 2" de dicha ley dispone: "Su administra- 
ción, adjudicación o reparto se arreglará por una ley al efecto." 
í%r oirá parte. corresponde anotar y considerar tute esa ley no 
es constitucional, como pretenden los actores, haciendo derivar 
ese carácter del de la Asamblea Constituyente que la sancionó; 
no fué incorporad. i al Ksiatuto iMiiidantcutal de Jujtty de enton- 
ces ni a los interiores : las tentativas de legislación tuitiva .nu- 
los tinürtips actores mencionan. prueUm que los preceptos de H$i> 
no se consideraron subsistentes y eficaces; fué. como las que 
dictan mi Otros juntas, asambleas o confesos similares a la é|*>ea 
tle la organización, nacionales y provinciales, producto del carác- 
ter promiscuo de las mismas: Constituyente, legislativo y basta 
d, doral. Ka Tonstitución aclual úé Jnjuy nada dice, implícita o 
es pl umamente, sobre tal prohibición de venta y por eso la ley de 
i\ de \bri! dé l#EJ ha ihmIí.Ii* preceptuar aclarando, no doro- 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 



315 



-jando la de que "las tierras dejadas |Kir disposiciones rn- 
les a las antiguas comunidades di* los pueltlos dé Casabmdn y 
Cnchinoea, qm &uj declarado propiedad de la provincia, |>or 
sentencia de la Corte Suprema, se reservan en el dominio de la 
provincia," Es fleeir, como la de 1835. sustrae de la enajena- 
ción esas i ierras, porque tal cosa significa en el léxico común y 
cu el jurídico, el verUi reservar. Posteriormente Jnjuy modificó 
su actitud, sacando a remate las tierras aludidas (decreto de 
Ksa ley, pues, de 1880, la sentencia de 1877 que ella re- 
cuerda, los decretos posteriores, las enajenaciones y arrendamien- 
tos a muchos de los mismos comunarios, definen clara y preci- 
samente la cuestión jurídica que se ha sometido a esta Corte, tan- 
to más cuanto que esos indigeuns compradores o arrendatarios 
no salvaron fot protesta en forma y ante la indeclinable juris- 
dicción provincial, su pretendido derecho de dominio. 

Sexto. Que, conforme a lo resuelto a fs. 49 vía. y 56, «SÜ 
demanda m- re;itiza solamente a nombre de Arturo Calleja y don 
Pedro Rojas, chilenos, vecinos de la provincia de Salta, y de 
don Rosa Martínez y don Vicente Calisaya, Ixdivianos, vecinos 
de la Puna í internigatorin y declaraciones para acreditar el fue- 
ro fs. 42 a +4. (Escrito de fs. 53) y ello demuestra la ineficacia 
de la misma |K«r contrariar las lases jnridico-mmómico-sociales 
(pie la sustentan, pues dichos actores ni ]>or el nacimiento, ni |>or 
el domicilio pueden considerarse como miemhros de las comuni- 
dades indígenas de Casaltindo y Cochinuca, requisitos esenciales 
en el régimen incaico tanto como en el hispano colonial, para 
gozar del dominio útil o del usufructo sobre las tierras que a las 
comunidades o re|>art amentos se les asiguatau o reconocían: la 
vida y el tralwijo en común detenu¡nal»au la común y solidaria 
vinculación agraria. Independientemente de esa causa, Calleja, 
Rojas, Ramírez y Calisaya, no han presentado ningún título tras- 
lativo o sucesorio a las tierras reivindicadas. 

Séptimo. De lo expuesto se desprende que los mandantes 
del señor Léoni carecen de acción por falta de derecho, pues no 
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tienen, o no Tian aportado a tos autos, titulo ni dominio indivi- 
ílual de i>orctón o pQttfmm determinadas del territorio que vt'v 
vindican: por rio haW demostrado vinculación solidaria cofi la* 
comunidades que dicen representar: porque estas no tuvieron 
nunca otro derecho agrario f0 el de dominio ñül (art. -fttol del 
Código tí vil i ; y también, porque ui nuestro régimen civil no se 
reconoce otra propiedad conumaria que la míe se ctmsMttye póf 
contrato, por Setos di' útinia voluntad, o ]*ir precepto legal (art. 
2o75 del Cortijo Civil» y ninguna ley lia consagrado esa condi- 
ción en Jas tierras litigada*. El espíritu de nuestra legislación 
e^ contrario a la indivisión forzosa y |>ermanente larts. 
>WS y 2ff*4 concordantes con los JóU y Jo 14 dd misino 

Código. (COitf. «iouzález Joaquín V. "Manual de la Constitución 
números I V> y 1.30). Carteen, pues, de acción para reivindicar 
(art. 2758 Código Civil). 

( leiavo. Tampoco las invocadas comunidades de indigenas 
tienen personería jurídica [>ara actuar ni juicio | jorque no son 
ni de existencia necesaria ni de existencia i*>sible atentos los 
daros preceptos dd libro 1". sección K titulo I del Código Civil; 
y SU existencia legal anterior a la vigencia de éste. debió ser 
consagrada y acordada a sus normas fundamentales. Aun en los 
plises donde esa organización comunaria fué ta Iwse de casi toda 
la vida nacional pneolombiana y que por su arraigo en las cos- 
tumbres se mantuvo durante la Colonia y aún en la independen- 
cia, como el Perú, se lia desconocido su existencia legal pol- 
los más altos tribunales > asi, en sentencia de la Suprema Corle 
de dicho ]KÚs de <■ de Didembre de l l >17. se resolvió: "Qm\ 
por lo tanto, si las comunidades debieron desaparecer por la adop- 
ción del sistema constitucional independiente, después de las 
leves citadas (decretos dictatoriales de K de Abril de iS¿4 y 4 
d." Abril de 1MJ5 y ley de M de Marzo de 1*2S, q«e entregaban 
al flommin individual, previa designación de medida y deslinde, 
las (ierras de comunidad) no cal* aceptar mi legal existencia: 
que no siendo derogables las leyes por las costumbres ni por el 
desús- i (art, 1" de nuestro Código CivÜl. carece de valor et lie- 
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cho tic haberse tolerado Ja infracción constitucional con [n-r juicio 
de todos, pues mientra:, unos ¡jocos medran, et conjunto ra en 
atraso y constantemente se producen funestas contiendas." lisa 
conclusión judicial aturde mu la* opiniones de jurisconsulto* co- 
mo 1. c^uía Martínez, Vallarán, lielaimde y Lavalte. determinó 
en la Constitución |*eniana de l°d'*, et art. 41. (|iie reconoce, la 
personería de esas comunidades declarando imprescriptibles sus 
bienes pero, |H»r no tener la nuestra un precepto semejante, 
aquella sentencia es perfectamente aplicable i nuestro easu. 

Noveno. (Míe. atenía,-, las ci inclusiones a tpte se llega en los 
precedentes considerandos, carece de objeto el estudio y pronun- 
ciamiento sobrO la prescripción, adquisitiva y lilieraloria, plantea- 
da en carácter subsidiario |M>r la representación de la demandada; 
Jujttv e* pn ipiuaría de la> tii rras cuestionadas no |Kir usucapión 
sino |Hir derecho proveniente fie la Nación y ésta de España; y. 
en consecuencia, pudú enajenarla- , arrendarlas u retenerla* en 
su poder, con exclusión de los actores. 

JM'eitno. <Juk' las vehementes y reiteradas invocaciones que 
lus actores hacen a esta Corte de la injusticia que según ellos 
pretenden agravia a los seculares pobladores indígenas, heroicos 
defensores de la patria, honestos factores de su progreso, con ta 
tlesposesióu de sus tierras, hogares y tiienes, no es indiferente a 
la ideas y sentimientos del Tribunal, pero no está en el radio 
de sus facultades, marcado jn>r la Constitución y las leyes, |Hiner- 
1c remedio; pues, a diferencia de la Suprema Corte Federal de 
Estados L indos mu. según la sección II del art. J de la Cons- 
titución extiende su jurisdicción "a todos los casos en derecho y 
equidad" conforme al "Votumon law" a la tradición inglesa fSto- 
ry. tomo II. i>ag*. 321 a ; j-imbm "Le Convcrnement fie* 
Jnges. ele."* pág. Ití y siguientes i. el l'oder Judicial Argentino 
carece de potestad y eom|>cteneia en casos de pura equidad, salvo 
la que pueda entrar como elemento interpretativo, no de eontra- 
posieion legal, en sus pronunciamientos fart. 100 de la Constitu- 
ción Nacional i. Es esta Tina f tuición de Gpbierno, en la emer- 
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geneia y (Wr c-m fiarse eo la reparación qw fe$ agravios rea,C!í 
que se .denuncian. Gemirán por intermedio de los correntón- 
i lie nta órganos institucionales. El ejemplo citad.» del Perú y las 
onerosas iniciativas de legación y administración <pte Ia¡i l ,ar ~ 
tes lian mencionado lijan la norma y la vía. 

iW I6 : 4$l>iie*ui se alwiielvc de la demanda a la Provincia 
de Jujuy. Sin eoMas atinu. a la naturaleza de las cuestiones 
dtkititlítV .Notifiquen y reftiesttí el jaipel, archívese. 

a. hkhmkjo. — j. tsmmm Al *- 

íOlíTA. —~ Robkrto Kkpetto, — 

U. (jl ilMl I..U\U.K. — AmoXHJ 
S.\OAK\A. 



ACLARATORIA 



|itt«»3 Aires, SuinitinUrc i" de l'J- N J. 

Visto* el recurso <lc acia ración y ratificación formulado 
por don Amadeo Leoiii, invocando representación de lorenzo 
tluari y oin»> contra la Provincia <le Jnjuy por reivindicación y 
(íañns y perjuicios contra «enuncia definitiva de esta Corte lili 
9 del mes y año en curso; y 

Considerando : 

Oue Lútém tluari no es parte en este juicio porqup, i»or 
mito Tirme de fs. 4<í vta.. se declaró a su res^-eto la improceden- 
cia del fuero de esta Corte y a raíz del mismo el pleito quedo 
trabado a exclusivo nombre de Calleja. Rojas. Kamirez y Cali- 
saya (fs. 56), 

(Jue eti el fallo de que se recurre se han estudiado y resuel- 
la todas tas cuestione* lantti de lucho como de derecho plantea- 
das por las partes. 
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Ouc ;il rtehazarsr la demanda, en totalidad, se comprenden 
no solamente Ins pucMos de í'asahindo y Cuchis «a. sinu también 
las veinte leguas alrededor de los mismos tal emvi se pedia en 
ja demanda. 

Que es extraño al recurso interpuesto el intento de la actora 
de renovar el licítate sobre interpretación y aplicación de leyes, 
doctrinas y jurisprudencia luchas ]Hir el Tribunal n1 fallar el 
asunto (art. 2X2. ley X" 50), 

Por ello no ha lugar a la aclaratoria solicitada, Nuri f Mátese 
y repóngase el papel. 

A. Bkkmejo. — J. Fitifi-kOA Al- 
rüRTA, — R. (¡rruu LaVaLLB. — 
Antonio SaííaRNA. 



Ihm Ignacio fctnfttjrrc en antas céto el Wo4$* lljetutivo de la 
¡'nn'im itt íft* Ilut aos .lires. sobre cobro de pisos, tíecitmo 
tfe hecho. 

Sumario: No procede el recurso extraordinario del artículo 14, 
ley -Wí, en un caso en que si bien desde la iniciación de ¡a 
demanda el recurrente invocó a su favor disposici' n.s de 
la C onstitución Nacional, la dilucidación de la causa demos- 
tró que aquéllas no guardan relación con las cuestiones de 
hecho y de derecho planteadas y resueltas en la sentencia 
apelada, motivo |»nr el cual, en ésta sólo se adujeron razone» 
de procedimiento y de legislación común, suficientes, por sí 
solas, jxira fundamentar el pronunciamiento. 

Oufl : Ijo explican las piezas siguientes : 
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DICTAMEN* UEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Birewa Aires. Agi>sto 22 (fe í*m> 

Suprema Curtí*: 

Ul Constitución Nacional en su ari. 17 garante la inviolabi- 
lidad de la impiedad, estableciendo que solí» razone* efe utilidad 
pJJiliea pueden determinar su expropiación, a la que es previa 
la corres'* >ndemu- indemnización. 

petp no ha establecido la cláusula constitucional precitada 
[iis condiciones. Cormas y deinás circunstancias quf delien cum- 
plirle en toda exprojmicwm. 

Elio es materia fie kgislactón ronnin ü Uval reservada a las 
provincias. 

hmrpreiando y a^ieMp tales dis|>osicioncs de earácter 
onmiii. ¿amo -ion las del Código Civil y ..tras * le carácter local 
relativas a i-x prop ¡ación y procedimientos, la Cámara 2* de Ab- 
laciones en lo Civil de fcsi Mata ha resuelto ta prest-ule causa 
seguida por Ignacio Isfaguirn* contra la Provincia de Buenos At- 
res. jHir cobro tle pesos, 

Xo hay en la sentencia resuelto puutu alguno sobre derecho 
federal míe pueda motivar el recurso extraordinario de apelación 
míe, invocando el art. 14 de la ley 48. se lia deducido contra 
ella páfa antto esta Corte Suprema. 

En efecto, aplicando con la jurisdicción que le es propia, 
las leyes referidas, la Cámara ha decidido sobre el pago de inti- 
ri>rs iwir una expropiación resuelta en otro exi>edieme, sobre la 
fecha desde la cual detien computarse los mismo*, y sobre la 
oportunidad en que tal discusión ha podido formularse, todo 
c lt interpretando el alcance di la sentencia dictada en el referi- 
do juicio de expropiación. 

Como se ve. la materia de la causa no está comprendida en 
los términos del art. 14 de 1n ley 48. a 
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Soy i*ir filo de opinión f|iie el recurso interpuesto para an- 
te esta Corte SÜprema lia .sido liieu denegado y así pido a V. E, 
se sirva declararlo. 

Horario A\ Larrcta. 
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Kiit'ims Aires. Septiembre M «fe l l >2y. 

Autos y Vistos : 

(Juc si hicn es cierto qw el recurrente, desde la iniciación 
tle la demanda lia invocado en su favor, disposiciones de la Cons- 
titución Nacional . la dilucidación «le la causa, ha demostrado que 
aquellas no guardan relación con las cuestiones dé hecho y de 
derecho planteadas y resueltas en la sentencia apelada, motivo 
]Nir el nial, en ésta, sólo se aducen rascones de procedimiento y 
de legislación común, suficientes. jH»r si solas, para fundar el 
pronunciamiento que, por dichas cireunMnneias escapa, a las ju- 
risdicción de esta Corte, en el recurso extraordinario intentado, 
como lo ha resuelto la constante jurisprudencia, interpretando 
la ley respectiva (arts. 14 y 15, ley 48). 

One en consecuencia y )>or los fundamentos del precedente 
dictamen del señor procurador t ¡enera I. que establece los he- 
chos y la apreciación exacta de los mismos con arreglo a las cons- 
tancias de autos, se declara no lialier lugar al recurso, y por con- 
siguiente liieu denegado el que se dedujo a ís, lün jwira ante esta 
Corte. N'otifíquese y archívese, previa reiH»sición tlel papel, de- 
volviéndose los autos venidos como mejor informe con transcrip- 
ción de la presente y del dictamen de referencia al tribunal de 
origen. 

A. Bkrmfjo. — J. Fio no a Al- 
corta. — Roberto Kkpktto. — 
R. Guido Lavallk. — Antonio 
Sa«;arna. 
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jmiu Salt r HUÍ. pi fu musa M¡nwht eu ,üí evntm. $&* el supuesto 
delito de defraudación, Recurso de hecho. 

Sumario : No proiÉ*4é el recurso extraordinario del articulo 14. 
ley ÍNS» cintra 1111:1 n ■>* 'lución «pn- monoce y acuerda él 
privilegio del futro federal, 

ÉMtf: Im explica el siguiente: 



FALLO l»E LA CORTE .SUPREMA 

Wwm.s Air. *. Si-ptii-mliiv 13 *k- l"-' 1 *. 

Amos y Ví-m^ el recurso de hecho por apelación Ane- 
gada micrpúci r don Juan Soler Mili en el proéeso «pie *' 

le sij*U¿ J»f sjlptftíálsp tótto de defraudación, y 

O nisiderando: 

( hu- <l recarM. SC inter^ue contra la resolución dictada p->r 
|n rániara Mérál de Apelación de kWrio que. re cucando en 
pane el auto de primera instancia, reeha/a ta excepción de iu- 
eiHiifeieneia de la justicia federal Opuesta por el rccnrreMc. 

Que é ítft. 14. im-, 3» Ú$ la ley X ' y a% 6* de la ley 
tóS, soto atttortean el rmirso de agüita para ante la Corte 
Suprema. dJHa* sctitetieiás definitiva, "cuando la imeli¡íeueia 
de aigttiiá clausula de la ' onsñtueiou o un tratado o ley del Con- 
greso" o tina comisión ejercida en numhre de ta autoridad na- 
cional. :t sitl<> cuestionada v la decisión sea entura la valide,: 
del mulo, derecho, privilegio t . exewciótl qué se funda cu dicha 
cláusula y si a materia del litigio" 

QüC para la procedencia dt dicho recurso es necesario qtt* 
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se haya debatido cu el pleito una cuestión federal y <|ue la deci- 
*ión haya sido contraria al derecho fundado en la Constitución, 
tratado o ley nacional invttcados. 

Que en ti caso, el tribunal ante el cual se ha del ut ido una 
cuestión federal, lia consagrado la supremacía del precepto le^aí 
ti autoridad nacional. 

í _>ue el privilegio del fuero federal ha sitio reconocido y acor- 
dadu en d presente juicio, por lo o¡ue resulla improcedente para 
ante esta Corte el recurro extraordinario autorkado i*ir el art. 14 
de la ley N" 4X y « «le la ley X ■ 4055. y la constante jurispni- 
dencia detesta Offi& (l*allo>: tomo 147. pág. 147. entre otros). 

En su mérito se declara no haber liujar al recurso deducido. 
Xotifinuese y archívese. 

A. ItKKMKJO. — J. FlOt l KOA Al- 

cokta. — R. GriDo La valle. — 
Antonio Sacar n a. 



Don Tomás V. Muiiarzo f¿* sitfisitht t . Contienda de compe- 
tencia, 

Sninurh: 1" Si liten es cieno «me la partida de defunción no tie- 
ne por objeto legal señalar el domicilio del fallecido, sino 
solo hacer constar el deceso, no es menos eierlo que debe 
aceptarse como pruelia coadyúvame de otros antecedentes 
con los que guarda concordancia respecto a la determina- 
ción del domicilio, como ocurre en el caso, t 

2" Sin desconocer la circunstancia de que ln prueba sobre 
él domicilio en la Capital proviene de testigos calificados, 
ea forzoso, sin emlsirgo, reconocer que esa demostración 
cede ante la evidencia de la manifestación implícita, y aún 
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explícita, del autor de ta sucesión, que radica su domicilio 
en la Estación Sevignc. donde ocurrió el fallccin liento. 

3? l-i atracción asignada al juicio universal de sucesión 
o <lc concurso no procede cuando se trata de causas con- 
cluidas c incidencias de liquidación de las mi>mas «> a jui- 
cio* que se encuentran cu instancia de apelación. 

íksai Lo explican las piezas siguientes; 



DICTAMEN DEL SEÑOk PROCURADOR O ti NF.RAL 

Suprema Corte: 

J)rm reinas Victoriano Maiicnzo talleció el M) de junio de 
*142S. t-n la lalación Si-vigilé, l'artido de Dolores. Provincia de 
Hueniis Aires, y su sucesión fué aliierla J'ur herederos en la 
Capital de la Nación y p$ uu acreedor en Iíi ciudad de 1 Mores 
atribuyendo al causante los magistrados que conocen en las res- 
istivas causas, su último domicilio dentro de la jurisdicción 
que les es propia. 

Hilo ha determinado la contienda de competencia que se 
trae a resolución de V. K. en virtud de lo dispuesto por el art, 9 
ríe la ley 4Ü5& 

La pruela testimonial rendida al respecto cu los ex lu- 
dientes para acreditar cuál fué el último domicilio del causante. 
e> deficiente y contradictoria. 

En cuanto a la documental acompaflaefa, los informes de 
los (laucos de ís. 7d y 77 agregados a los autos de la Capital, 
nada añaden jara justificar en Ja misma dicho domicilio, el uno 
porque es impreciso en cuanto a las fechas, y el otro, porque al 
precisarlas, se refiere a los años y 1924. añadiendo, por el 
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contrario, que el año 1025 figuraba Matienzo ¿Mi domicilio en 

DolorCS. 

Kn cambio la circunstaniea de halwr fallecido el cansante en 
dicho Partido de Dolores, de tener en la provincia sus bienes in- 
muebles denunciados y el hecho de la tramitación en la misma de 
acciones judiciales en las que era izarle demandada, lleva a la 
conclusión de que su último domicilio conocido lo ha tenido en 
la referida Estación Sevigné. donde falleció (CráligD Civil, arts. 
92. m y 9S). 

t'orrolmra esta afirmación en forma terminante, en mi opi- 
nión, la propia manifestación del a| moderado del causante, quien 
dice ser, el preincTicado. el domicilio de éste, afirmación heclia 
laicos dias antes del fallecimiento de Ma lienzo a fs.~ 17 del ex- 
ilíente de la provincia agregado N'-' 12.47o, al contestar la de- 
manda aceptando la jurisdicción del juez de la causa. 

l¿\ circunstancia denunciada por los herederos de tener el 
causante, por razones de salud, residencia alternativa en Córdo- 
ba, Sevigné y la Capital Federal, no modifica lo precedentemente 
afirmado sino acreditan, ama no lo han hecho, en cuál de esas 
residencias tenía establecido su domicilio y cuál fué éste a la 
fecha fie su fallecimiento. 

ikierminando el art. 3284 del Código Civil que la jurisdic- 
ción sobre la sucesión corresponde a los jueces del lugar del úl- 
timo domicilio clel difunto y comproliado que éste ha sido en 
Sevigné, soy de opinión cpie corresponde dirimir la presente 
contienda en favor de la competencia ilel Juez de 1* Instancia 
en lo Civil y Comercial del l)q>artamento Sud de la Provincia 
de Ituenos Aires. 

Horario R. I.anrta. 
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FALLO DE TA CORTE St TREMA 

■ 

BttttkM &ÍWfí Sviitu'inhr^ l'i de !"-*>. 

Aun»- y Vistos-: 

Lii^ de «intíeíida Üc etw^&tei i*"* intát&orla trailla 
entre un lúe/ de ínstatték en to C idl de 'vM Ot|>Ual y otro 
de igti¿ clase á5 lá ^ii><.Í:^t cíe Operes Provincia de Hueii«.s Ai- 
n-. }<ira conocer en d juicio Mict -orio jfe don Tomas V. Mu 
titn/o. 

Y Considerando: 

i hir fienvada la onttn.versia Üfe estas actuaciones de <|M* un*, 
y otró de ios funcionario* til contienda Sé om.-idrrn. respectiva 
píente, ti Juez tld faga* del último domicilio del cansante» pe6r 

cede ri'M.lvrr la eiu-siiñ» v Ii,lUw,,la i""!*»» 11 *-' tl v-xameii < de la 
] >rud.n é¿ autos. míe establecerá cotí más o menos precisión cual 
ha sitio vn definitiva ia última radicación domiciliaria de ípe 
traía. 

(Jue del anal i éofiÍt"a*atíÍVO de dicha j>ruet.a resulta une 
la testimonia] rendida tu anihas jurisdicciones acredita res|.eetiva- 
imiitL- ni cada uiin de días el nUtrní» domicilio dd Jr riiy'iu. de- 
biendo en consecuencia, eori-iderar>e ese íundameino comproba- 
torio étí relación cmi "!ra> circunstancias jjgfte tó confirmen " 
pretÍfiqMen¿ 

Otu- la | .rucha instrumental cqnstsiente en los informes de 
do* Bancos de esto Capital, no es eorroliorante de las declamcio- 
ties testimoniales respectivas, not atanio. como se observa en el 
dictamen de ís. 14. se hace en esa información referencia a fe- 
chas relativamente distantes a la del fallecimiento. 

< me consta, entretanto, que el autor de la sucesión talleció 
éfl la Estación Scvitfiié. jurisdicción de Dolores. expresando la 
l»artitla de dt función a^rei«ada en autos que eslaki domiciliado 
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donde falleció: y >i bien es cierto qtfc; de |fu*t# cdji &! juris- 
prudencia de t-ú CoFfcí, el instrumento público referido no tie- 
ne por objuo |c K al señalar el domicilio del fallecido SÍRQ solo 
hacer constar el deceso. (FalWi tumi» 44. pfe *>7: jomo 136. 
pa- 2||'i tumo 144. 2¿FJc, ító «a menos cierto *|uc del* 
aceptarse como proel «i ctwlytivairte de t&tá* antecedentes ctm 
los que suarda cona>TdanCl« respecto a ];i determinación cid 
domicilio* coapo ocurre éti el caso. 

i inte -in desconocer l;i cireuustanica ele- que la prueba sohre 
el (l^feiiíó eit la Capital proviene de testigos calificados, es 
forzoso, siu éstíhárgo, trcoiHK-er qta$ PfW demostración cede ame 
la evidencia de la manifestación implícita, y aún explícita* del 
autor de la sucesión, que radica su <$mnieiliu en la l itación Se- 
visite. donde ocurrió el fallecimiento. V los autos sucesorios éé 
hilado de ta Provincia se han a^re^ido. en eñeto, los c|ue soli- 
citara ¿1 Juez de la Capital, que versan sobre varias demandas 
deducida*, contra el causante ante aquella jurisdicem. y no solo 
en niilgtlttO Üe **iB juicios aparece opuesta exección a una que 
desconozca M decline la competencia jurisdiccional de aquel }\m- 
.rado. sin., que. e.t la causa V IÍ 470 sobre rendición de cuentas 
y cobro «le frutos, el ajMideradu de Malienzo. al contestar un tras- 
ladre, expresa que su representa! lo es es^iñol y esta domiciliado 
en Sevitcné, cuartel |;Üf del l'artido de DolOrtó, declaración que 
se íoffmfa dias antes de ocurrir el fallecimiento de que 

se trata. 

i Ku por lo demás, los expedientes objeto de la requisitoria 
tío habrían podido acumularse al sucesorio. ,»orqnr según lo acre- 
ditan los autos res-tfetivo**» se refieren a causas concluidas i in- 
cidencias de liquidación «le las mismas, o a juicios que se encuen- 
tran en instancia .le apelación, casos ambos en que no prinrede la 
atracción asonada al juicio universal de sucesión o de concurso, 
(l-allos; lotno 100. pág. 274: Mino H9. pág. 338. entre otros m. 

(»ue debiendo deducirse de lo que queda expuesto que el 
causante de esta sucesión se bailaba domiciliado en Sevigné. 
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Partido fio Dolores, Provincia de liuenos Aires, a la época de mi 
fallecimiento. e> evídiéfW* f i ,n " ^ v : t t * l|rrt ' lt c,m * a y ^ cons- 
tante iiirj>|»rn(U'i]t ia i|f esta l urte t(od. C ivil, arts. 89» 90i inc 
1(1) y : ley N M ^27. art. Fallo*: tomo |iáj¡s. 4A. 
39$ y los alli citados t.; e* a los jueces de l)oWes a «piicnc* 
compete eí conocimiento del presente juicio sucesorio, puesto «pie 
la jurisdicción sohn la sucesión o ira s^hkU- a ios jueces tic! út- 
t íi i ir i domicilio del causante. 

■ 

Fu su mérito y de conformidad o n lo dictaminado por el 
j-eñor Procurador Metiera!, se declani «pie el Juez Ci uní tétente 
i'ii ti caso i> el de !«■ ti vil ile Dolores, provincia de Huellos Aires, 
a quien >e remitirán I..- autos avisártelos ;il de esta t a^ital en la 

í urina de e-lilo. Kr|MHii;;i-r el papel, 

J, l-ti.i i:koa Aicorta. - R. liriim 
Lwai.i.i:. Antonio Saoahna. 

, 



ihm Í itU litigo íurn tj. ttfHtímm s " i}> '' ^ íls0 * t»<'"'«'" (í .v 
tt\*ioitt'*\ ContHthfit di- tomfifcndtt tuu/ttín'tt.- 

Sumario: No corresponde a la justicia íederal el conocimiento 
de delito» í lesiones y ní»uso de autoridad ). atribuidos a auto- 
ridades indicíales. f|tie se dicen cotueiidos entre las estaciones 
Xi'ini / y Kivadavia (Capital), mientras viajaba la víctima, 
nu particular, en un tren del l : errocarril Central Argentino. 
(Los delito tampoco estaban encaminados a entorpecer la 
>es;uridad y el tráfico ferroviario 1 . 

Caso: l.o explican la> pie/as siguientes: 
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Carrera :i la Justicia, se lialiri» cometido dentro del tren M f*> 
rn»carril Central Argentino, ni el trayecto dfi la mzéfw 
davina Retim. corresponde ^Hender en el tíreseme al señor Juez 
Federal en lo Criminal, mffití Miguel U Jímtus. conforme a fo 
dispuesto en el an. ¿8 del Código de Procedimientos en lo Cri- 
minal. Kn consecuencia militase al nombrado magistrado, sin 
más trámite, sirviéndose el presente de atenía nota. — Avelfom' 
ihi ftucrgo, Ante mí i /:. Sosa. 



Resultando, prima Un ir, míe el ludio denunciad, i >e ludiría 
cometido en un tren, entre pasajeros y n.» contra los empleados 
de la empresa ferroviaria, de servicio, y no afectando por lo 
tanto la seguridad del tráfico, único caso en que tiene interven- 
ción la justicia federal, declárase incompetente el infrascripto lia- 
ra entender en la presente causa. debiendo devolverse al señor 
Juez de Instrucción, haciéndose salier cpie. en caso de insistir en 
su incomiHtencia. se sirva elevar las actuaciones a la Supren» 
Oírte de (usticia para míe dirima la contienda. Notifiques* al 
Si ñor IWurador Fiscal. 



AtTC) DEL JI EZ FEDERAL 




Autos y Vistos : 



Jtinttu. 
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DICTAMEN OIÍL SEÑOR l'Rf KTHAIK1R GENERAL 

Cucttns AÍrr¡¡. Sfptífiuhrr t\v 19$. 

Suprima Corte: 

A $ffir ;t I»r* lérniinos di* tu denuncia «i* 1 i*. I* c! delito de que 
se traía y -¡ta- ha motivajfe la presente contienda di- annpetem-wi 
¡unitiva entre d Juez Federal y el áe hismaeión en lu Criini- 
ttal de la Capital de Ja Xatum, consistiría en el almsu de autori- 
dad y les» me* e- miel ido en mi tmi de paceros, por empleados 
de la P&icta dé la Capital, dvtíttti del territorio de la misma, en 
ocasión ríe proceder a !:i detineión del pasajero Litis I »if-u Ca- 
rrera. 

S táfch omi.- m \% de la imputación de un délftrj nmuin 
cuyo juzgamiento e-nopetc a la insiieia local di- !a Capital. 

N.. puede nicklificár esta conclusión la circunstancia de ha- 
Iutm- cometido el mi-ni" m un tWWfy * " niaveh:t. toda vez que 
dtclHJ dfcKtfti na atVetn la -caridad y el tráfico ferroviario como 
1 ara míe. m I*» términos de tos art-. S<> y *1 di* la ley so- 
Ure fern-carrile* nacionales y - . íHcísb 1" dfe la ley -K corres- 
ponda mi jiizt-aintemo a la justicia federal. 

S--\ per din de opinión míe corresponde diriiuir la presente 
tuniieiída en favor de la competencia del sefi.tr Juez de Instruc- 
ción tu li. Criminal. 

■ 

j -ALLO ltK LA CORTE M'I'RKM A 

DttdKiS Aires Srjuii'iiiftrt' IH tk- Y)2*K 

Aun", y V¡mo>: 

liüi (fe contienda negativa de competencia trahada entre un 
luez de Instrucción dt* e>t:i Capilal y nn Juez Federal de la 
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misma, respecto al mioeiiniem.. de un (Mito que >c dice eomelido 
vix un tren de p&#3$ ifr&f íl(1 ,a K'vadavia (I". 

C (*. Vi :i esta ciudad. 

Y Considerando: 

< hu- M'-iin se desprende de la exposición del denunciante, 
éste m- diee victima de lesione* y «foiSÓ de autoridad atribuidos 
a empleados |*»Hcialcs de e-la tapial, quiotes lu liabrian dete- 
LÜdo 3 maltratad., entre las estaciones NÚñez y Rivadavía mien- 
tras viajaki en Ufi tren del Urn carril mencionado, 

f)m de ^tps ;interer|ente> tío regidla que los delitos <|UC se 
denuncian eMi-n por al^ñn concepto n.nq .rendida entre los qiiv 
enumera en sus diverso* ÍÉK <?1 afl. de la ley 4S. ni se di- 
cen eonietÍ«lo> por empleados p agente* de la I mpresa ferrovia- 
ria aludida, i* contra los mismos, como tampoco que estuviesen 
encainiÍTaílb» a perjuilkar (i cnton-ceer la seguridad y el tráfico 
íerroviarío. v por confuiente dichos delito no pueden conside- 
rarse reídos en el can. por la ley «enera! de ferrocarriles ( li- 
ndo Y. cap. t. ley fe? 2*7 A I y determinaren consecuencia la pro- 
cedencia de la jurisdicción federal. 

fine entretanto, y >CK'ún qiu'da dicho, los supuestos hechos 
delictivos se afirma que fueron cometido* en el territorio de es- 
ta Qtrjttal se atrilntyen a empleados Riciales de l'uerto Nuevo, 
v *e trata de delitos comunes, factores todos que concurren a es- 
laUccer la procedencia en el í»*> Htf del fuero comím local de 
la t'apitaL 

1W dio. y de conformidad con lo diclannuailo por el señor 
Procurador ( ieueral. se declara que el Juez competente para co- 
11( >cer en esta causa es el de Instrucción en lo C riminal de esta 
Lapiial. a quien ni consecuencia >e remitirán bis autos, avisán- 
dose al Jue/ Federal en la forma de estilo. 

I. FinrKkOA AuOKTA. — SMl 

Kki-ktto. - R. Grtno Lwau.i: 
— Antonio Sa<;ak.va. 
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Ih>H I 't-nttmi Morón n>ittra tu i'mrim'ut de Sttíi Jiuut. sofar rv- 
p n ¡t'nt. 

Snnutt hi: l> El criterio |¡M-al de avaluación a los efecto* del |*a 
g$ de la eoiitrilnirión territorial, 11» puede fijar el justo pre- 
iir. que entra, o mi'» liase cardinal, en la indemnización rjuu 
mencionan el art. 17 -le la O institución Winiial y el ar- 
ticulo 2511 <lel CUm Civil. 

2" \ai tramitación establecida )«ira las causa* de expropia- 
1 ion es -.lunaria y vertía!, y no e- necesaria en ella la Ínter* 
vención *U* alionado*, -viéndolo la de peritos. 

3" l<as costar- ipie >e declaran a earjjo del expropiante en 
el caso del art. 18 fie la ley de la materia, son las n latí vas 
:i lo> tramito necesarios, esto es. a las cintas de afinación 
y honorario de pcríkw. 

( ,;>-.: Lu explica el ^nieute: 
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Riten.* Aires. Septiembre. IS de ! 4 '-^. 

Y Vistos: el juicio seguido por ilifii Ventura Morón, vecino 
de la Capital l'Vderal o «tura la Provincia de San Juan pnr e*- 
projviaciüñ, de cuyas constancias 

Ktstilfa ; 

Mué don Manuel Lóix/ Anaya se presenta, en representa- 
ción del señor .Morón, manifestando <jue éste es propietario dt 
un fundo situado en el I H-pnr lamento I )esaniiiaradi i de ta Pro- 
vincia de San Juan, con la forma. medidas lineales por cada fren- 
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le v linderos que expresa; con superficie «le 53.11d.oO metros 
cuadrados: easa-halmación. Uidej;a, corral, huerta, plantaciones 
de vinas de especies varias y jardines- Por ley provincial de 30 
de Noviembre de se autorizó al í\ K. a expropiar, con des- 
tino al "Parque de Mayo* entre otras propiedades, la que deja 
indicada: en 24 de Knero de 1927. finiendo en ejecución es*i ley. 
il ("oliii-rno dispuso que se expropiaran 52A3H metros cuadrado* 
del fundo aludido, la ocupación provisional de Ins mismos y el 
depÓMto de cuaretua mil DfS&S como precio, Humando como crite- 
rio de avaluación el del Fisco para el pago de la contribución di- 
recta; el 29 de Agosto del mismo año se tomó la posesión. Sos- 
tiene el actor que. habiéndose «Knquido todo el fundo, a ]iesar del 
decreto de 24 de Enero que limitaki ia extensión a expropiar, 
debe indemnizársele por aquella totalidad; y manifiesta discon- 
tinuidad con el precio asignado ptór el expropiante jiorque él 
H0 es el real de la (ierra (art. ¿51 1 del i nd. Civil ) : |torque nun- 
ca el precio de indemnización puede ser inferior :i1 que le costó 
al propietario expropiado. (Sup. Corte, tomo 20. |»á«. 421 r : i«>r- 
qne la* avaluaciones para el pago de la contribución directa M 
detlen tenerse en cuenta |«ira la fijación del precio de indemni- 
zación (Sup. Orne, tomo 31, p¡£& 407) : y i*>rquc el avalúo com- 
putado |H,r el Colmrno es posterior a la ley de expropiación y 
hecho tendenciosamente pata rebajar su valor efectivo en bCBé- 
fieio del mismo expropiante. Estima que la justa mdmuizaeión 
del art. 2511 del Código Civil, es decir, el innwte del valor real 
de la cosa v el del ih-tíuícío directo que al propietario cansa la ex- 
propiación, comparados los precios pagados |x»r terrenos simi- 
lares, alcanza a cuatr. cientos veinticuatro mil novecientos ctia- 
renta v cuatro ilesos cott cincuenta centavos moneda nacional 
con más los intereses y las costas conforme a la jurisprudencia y 
al art. 18 de la ley 189. 

La competencia de la Corte surge de la circunstancia de ser 
demandada una provincia j>or un vecino de la Capital, eutápa- 
rado a vecino de otra provincia \x>r la ley 146.Í; cita el art. 101 
de la Constitución y el art. 1". inciso de la ley 4K. aunque 
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sostiene que. al limitar esta a las cansas civiles la jurisdicción ori- 
gihariá de ta Corte, transgrede- rest rigiéndolo, e) amplio precepto 
rriitsiitueti nal y el ari. c t ui- tija Hfe limites rr-Janu ntario* de 
las leyes: y para cohonestar su tesis cita la disensión parlamen- 
taria de la ley 4S í ís. 1S y si^uieitUM. 

Acreditado el ím-r» y declarada la competencia de la Crie, 
resolución de ís. vía. y auio d¡e ís. ! aru * eotf^rie* 

mn a la audiencia del art. é de (a lev 1S«> ik 51 i, en cuya 
..pnrtunidad el actor reprodujo la demanda : y la provincia ¡fe 
>nn Juan representada p..r don Juan . Sanctuv. reiteran*! M a W 
vez. los eOOeeptoá del BÉñtñí de ís. 4o, es decir, sostiene que en 
ti títrtlb del -eñ^r \"eninrr: Morón hay >eíiales de una simula- 
ción flü venta a mi favor ¡iara que ta verdadera propinaría. dOfiá 
Marta ^hegaráy pfencéi l auda pudiera eludir la jurisdicción 
de ItiN tribunales provinciales f Ir San Juan; que. de todos modo*, 
rl propietario que aceptó la avaluación de mi fundo eit cuarenta 
mil ilesos a 1i>- efecto» del fiagO de la contribución directa, «0 
purde pretender ahora una cantidad tan exagerada fSOroií la * im- 
pide por indemnización, tanto menos enante que. destinada esa 
tierra a una obra de -;iluhridad. comodidad y ornato público que 
a todos Viene íieia. cada cual debe contribuir a que el fisco sufra 
el menor ivenryo rjosultfe¿ que poco antes de ia tran.-ícreneia al 
señor MorÓtti la señora de I .anda dió autorización [jara la venta 
del fíen altera expropiado pnr una -urna muy inferior a la que 
se demanda del < ¡ahirttMi fKde reclia/o de la demanda en Sitó tfr- 
mirtos en que lia sido planteada y que SC declare jn-:a iudemui- 
aación la ¡ijada por el Gowierno. Aml.as rjartes piden patela. 

( Uir. dicha prueba >e produjo, con excepción di k informa- 
tíva y documental que la demandada pretendió diferente de la 
solicitada cu la audiencia pivmcueiotiada. y a que refiere el 
üüto di* ola forte de f». 266, Habiendo dictaminado los peri* 
tos avaluadoro Rogetfb Boero i ís. *M > y Saúl lí. Flores ( ís. 
(32), en términos de notoria discordia, se nombró, de oficio, al 
perito inquiero Juan Jor-v Cbfjetíb t ís, 2Mh 0^1 Se expide a 
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í>. 305. quedando t:i causa en estado tic sentencia en &g0#o 26 
del año en curso í fs. 310 1. 

* 

V Considerando: 

( Mk- n« i*1 auto de ís. al par que se dectiftó fe» competen- 
cia de esta forte por tratarse de cansa civil entre ftfl vecino de 
la Cabial Federal v una prov«* (arts. 100 y 101 de la l.mw- 
limción y art. V de ¡a lev y ley S« art. l"t. W ##10 
[amliiúi <U t delate la simulación mencionada. pcn. no legalmen- 
te planteada por el representante de San Juan y menos demos! ra- 
da tu el curso del ¡nieto, 

|P, conforme al decreto del Poder Ejecutivo de San Juan 
H 2| de infero dej<>27. la indemni/acum que 1 ,or CiiU ' j l,in,t 
d. he asi^na^c al ací>r es la correspondiente a cincuenta y dos mil 
lreM¡enn>s treinta y wko metros cuadrados. pue> >i 0|W{>S más 
extensión, aún dentro <ÍeJ máximum qite aiiu .rizal ki la ley de 30 
de Noviembre de 1923, se habrá cometido nn abuso <■ un error, 
ctiv- remedí- Ie«a! lia de perseguirse por la vía y los proeedi- 
miuans pcrtie.umes. Por lo demás, el perilolereero señor t o- 
lieflo explica el origen de la diferencia (fs. 305 vía.) 

( )uc el criterio Écü de avaluación a íes electos del pago 
de la~eo,ur¡1meión territorial no puede lijar el justo precio que 
entra, como liase cardinal, en la indemnización que menctonan el 
art. 17 de la L niiMiuició" Nacional y el art. 2511 «leí Código Ci- 
vil porque «lícita avaluación es un acto de autoridad, unilakral, 
aunque se pigá al particular íntOTsado y ello no se inedia con el 
propósito de reintegrar al expropiado en su patrnnnnio con los 
recaudos v garantías que los preceptos mencionad.» y los de la 
lev especial X" W establecen jara cmisaj^rar la mayor justicia 
pósil.le. m la doctrina del fallo de esta Corte inserto cu el tomo 
\\ pa". 307. (|tie el actor cita, y que nunca fué rectificado. Me- 
nos acatable es ese criterio fiscal sí. como se arguyo en la de- 
manda no fue rectificado por la liarle demandada y sur^e de ia 
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escritura de compra- venta de fs. 5 en el certificado de fs, 7 vta.. 
la avaluación discutida si* hizo om posterioridad a h ley de 
oue ordenó la esepropiaeión. pues, entt mees, es lógico presumir 
una i itu-iii'ii tríada des valorización nafa disminuir el importe de la 
Cantidad a indemnizar, cutí propósito de alivio del Estado, lauda- 
ble siempre <pu* im ¡.e cause injusto agravio a los derechos fun- 
damentales reconocido», ni ir la CouMituerón. Y hasl:i <el misniu 
perito propuesto por la provincia demandada llega a una esti- 
mación niiii'li'i uta,» alta t f>. 'M). 

* Jñe el criterio de avaluación adoptado |»or i*l perito ter- 
rero señor Copel lo ( fs. M)? i, es más equitativo, mejor se analiza 
etl *-u riiciamcu lo* factures (|Ue conlrihuyetl a lijar el justo prc- 
cifi del bien • ib jet o de la expropiación, teniendo t u cuenta 1a> irati- 
sacciones amulares; ta verttajosa ubicación d<e áíjüél; el estado en 
i|ue m< i'tieuutmlian la> mejoras a ta éjMica de la ocupación según 
la- euustaticias de autos. Su conclusión -obre el precio unitario 
delK . >io embargo* seir rectificado, pues no es posible olvidar qite 
la .«Ura pública, anterior a la expropiación y a i|ne el terreno del 
señor Morón está dezmado, ejerció sin duda, un sensible in- 
flujo valorizante: i|tie w 1M2.1, época de la ley de expropiación, 
cotizaron e! futido a un precio inferior, mi -ó)o para el pago de 
la contribución direeia, sino también a tas electos del ci míralo 
particular de compra-vema i fs. 5 vta. y 7 vía. I Si el análisis de 
ventas de tierra-» inmediatas y en épocas próxima-*, descontado?, 
utiii que utru casu de excepción, le da S ?,¿7 por metro cuadrado 
ocino precio inri lio, él debe -«er aceptado. 

< Hie. en euaniu a las costas, ningún motivo especial exisle 
para modificar el crilerto i|iu\ invariablemente, desde 1^'^, ha 
informado los fallos de esta C orte y ipie se expresa en la senten- 
cia <lel señor Juez. Federal de Kosvirio, doctor \velino Kerreira. 
confirmado por sus fundamento* u<mio 7, pg : , 10$, cansa L.) 
f a- ¡impliaeioiies iftie las partes lian dado al debate en et ¿nfr 
jmtkf* no sun de la naturaleza del juicio de la ley \" 189*, cuyo 
an . i v exige el procedimiento veri al. sumario y a liase de 
la prueba pericial lo* jueces fijen la jusla indemnización. 
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Por lo expuesto ¡je resuelve: que la Provincia di- San Juan 
* ééi* (tasar a don \ entura Morón dentro de diez días de notifi- 
cada la presente, en concepto de indemnización por los cincuenta 
y dos mil trescientos treinta y ocho metros cuadrados que le ex- 
propió, a razón fie cinco tiesos y treinta y siete centavos por me- 
tro cuadrado, mas cinco mil pesos |Kir las mejoras de dicho te- 
rreno, la cantidad total de doscientos ochenta y seis mil cincuen- 
ta y cinco pesos con seis centavos moneda nacional : los intere- 
so solire la diferencia entre esa suma y los cuarenta mil ])esos 
depositado, de-di é 'lia de la ocupación y las cotas consistentes 
en tu honorarios de los peritos y gastos de actuación. Xotifi- 
qutse el papd y archívese. 

J. lM(ilKko.\ AlXOKTA. — RoUKKTO 

Rrimítto. — R. ílrnxt Lavaluí 
— Antonio Saüakna, 



/j(fV Kosm, criminal , í ohh*¡. estafa. Cotltteittla de compo 

Sumario: La preeminencia acontada a ta justicia de la Capital y 
la correlativa restricción impuesta a las justicias ordinarias 
provinciales Uri. p del Código de Procedimiento en lo Cri- 
minal de la Capital r. coiihí consecuencia de la complejidad 
de nuestra forma federativa de ¡{ohienio. son por su pro- 
pia naturaleza, tic estricta interpretación, y refiriéndose só- 
lo. al ligamiento de los delitos, no dehe entenderse que 
afecte la jurisdicción de los jueces que deben conocer en 
sañudo término para llevar a calió todas aquellas diligencias 
tjue conceptúen necesarias para reunir y conservar los ele- 
mentos de juicio que servirán otiortunatnente (tara el proee- 
samiemo de los reos, y que luirían desaparecer o alterarse 
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o ni |íerjuicin de I:t kurna administración tic la justicia >inn 
se proveyese a ellas deide el primer momento. 

2 i; n qmw o»n<* ti de auto- cu t,ui- aparecen di>o>rdau- 
cías >»Wv aptfeatíén de preceptos meramente formales cu- 
mio soíi t-l art. & del Códi^« de I Wedimkntos en lo Cri- 
minal «k la Ca| iíiíiI y determinadas dispoJiiftM M tifáW 
C.mÜííii de la prnvmeia éé Santa l ; c. es evidente é pseNuni- 
r ,!,, de la kv rtktótEi por ti feolifreSt) m ejercicin de facul- 
tades propias y a la «pie tas autoridades dé cada f^vititía 
están ..l.liyáda* a omí< amarse, fio atajante éialq^ di>p-»si- 
i-jón , n coilírarío conten^ las leyes ■ • cbMtüeuin^ 
provinciales t Constitución, ait>. M y u7 , inciso II : F#os< 
tomo 151. 45: toifW 152 pa^ o_>>. máxime si *» tr;ua 
como tu el mb jmluc de hacer efectiva la cláusma sali- 
da tfel art. * ¡le la Constitución relativa a la uUi-aeiun n- 
eipmea de extradición cutre las |*ovnicias : por le qtte, 
remienda de nn iuea dg instrucción de ^tásela ptot otro di 
ígliaí clase í!e la Capiíal IVdcral la extradición de un proce- 
sado, corresponde nue auuél proceda a la entrega del 
sad» a éste, reservando el proceso incoado mi s« jiu i>dn- 
ciófl para j inseguirlo cu la debida opirt unidad. Art M del 
Código citado de la Capital. 

t U&% k« explican las pie/as luientes: 



me-' nmi.n <>i-:r. t-koi r k aik.k oknkkai. 

¡ÍCTllus Ain-s. Si-tHinitl.rt' 9 lk- I"-'". 

Suprema Corte: 

Ktilre el (ta/ de Instrucción de la Capital de la Nación y 
<■! de ¡¿«al clase del Rosario de Santa Fe, se ha tratado cuestión 
acerca del derecho mu*, para juagar tu primer término al pro- 
cesada) par estata Luis liazas ü íd$ Tamlnirini. se atribuyen di- 



I 
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tho& ¡gwgirtrr.diis en razón de K* proceso?, tme simultáneamente 
se lian abierto y se trani"an jmr 1o> distintos diliti» imputarle is 
ante sus r^K^iivas Jurisdicciones. 

¡.a naturale/a de la cuestión hace que, ni lós términos tic] 
ai r. 9" de la ley 4055. corresponda a V. K. dirimir la controversia. 

Ku cuanto al Fondo Úé) asunta, es tic estricta aplicación al ea- 
mí de aillos, para resolverlo, la t lísj n tsicióti contenida mi el arl. .V* 
.le l;i ley nacional de proeelimienins en lo crin íi nal, <pte c I ice : 
**IiÜ el taso ríe i|ite uno o mas delito?, pertenecieren a la jurisdic- 
cióii originaria de la Capital o de los Territorio 1 - Nacionales y 
■ ■tro u iitrus. :i la jurisdicción provincial, juzipirán primeramente 
En> tribunales de la Capital." 

Las razones en virtu<i de t;i> cuales debe istar^e a lo pres- 
eripio en la re) t rida r lis] « i>K*ídtü legab han sido tlatlas por V. K. 
en la causa rjue se registra en el lomo I4S: JÍ17. estableciéndose 
<|iie la preeminencia acordada a la justicia tic la Capital y la C0 
rrelativa restricción impuesta a las justicias provinciales es tina 
consecuencia de la o m)] hIíhI de nuestra forma federativa de 
*¿ol tierno. Muido, por su propia nal n raleza, de estricta interpre- 
tación; habiéndose visto obligado el Ct ingreso tic la dación a 
determinar el orden de juzgamiento de las respectivas irt fraccio- 
nes a la ley. a fin de dar solución uniforme a las contiendas ijne 
se produzcan en caso., de la naturaleza del presente. 

Soy. i Mir ello, de opinión ijite ai Juez de Instrucción de la 
Capital le corresponde juzgar en primer término al acusado Ro- 
za- o Tamburiim 

Horacio A', iMt-rcUi. 

■ 

FALLO DE LA COK 1 f. SL PRF.MA 

|ímii"> Aires, Septiembre J.í tle 1**2**, 

ÁUtOs y V istos; 

I.i» (le contienda de eom|K-teneia trabada entre mi Juez de 
Instrucción en lo Criminal de esta Capital y otro de clase 

■ 

■ 
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de Rosario de Sama i ; e. respecto a la facultad de jülgar m [*r¡- 
nur término al procesadlo «M,r estafa Luis Hoza* o Luis Tam- 
Uuríni, etc., V*. 

Y Considerando; 

■ 

Que sefiún consta de las actuaciones elevadas a (ÜP de 
esta Corte, la controversia del caso versa exclusivamente sobre la 
prioridad !|ttc se atribuyen uim y otro de los jueces en contienda 
para jwm al encausado por delitos «le la misma^siiecie cometi- 
do* en mis re*|>cctiva< jurisdicciones. Kl sujeto de que >e trata 
está procesado antr el Juez de Instrucción de la Capital ¡wr de- 
litos de estafa que aparecen cometidos en esta jurisdicción te- 
rritorial, y a la vez se le procesa en l<tos:irio. donde e-tá detenido, 
|M,r tm delito de !a misma clase que se dice perpetrado alli. I'.n 
e>ta filiación, el Jueü de la invocando el arl. 39 del Có- 

digo de IWediniirnms ni lo < riminal. titira oficio con los recau- 
dos t|él easw solicitando del Juez de Rosario la extradición del 
reo, a lo que "«> W Hácé luyar por considerar el Juez requerido 
que 1;. disposición te-íil invocada por el exhortare está en pugna 
eon determinadas dis|«i>tci<mes cié! Código de I Wedimiento.s 
cu lo Criminal de la Provincia, la que >e lia reservado la j*>- 
lestad de intervenir por nwdio de sus magistrados en mda 
transgresión que se eotneia dentro de SU territorio. 

Que según qm«la de manifiesto, el Juez. requirenle no ha 
pretendido que el Jucí exhortado se iuhtha «le entender ni el 
proceso que instruye contra el encausado, limitándose n pedir la 
extradición del mismo, en ejercicio de la íacultad que le confie- 
re la citada disposición legal al rsiahloVer que en el caso tfe Que 
tmo o más dtelítos pertenecieren a la jurisdicción ordinaria de 
la Capital o de los n-rntorins nacionales y otro u otros a la ju- 
ris<¡iccióii pr..\tt.icial. ju/tfiráii primeramente los irilmnak- de 
la Capital. Carece, pues, de valor y de aplicación al caso, la ar- 
gumentación derivada de la potestad jurisdiccional a que se acor- 
rí lúe/ de líosario, ia que no h ha sido dt seouocida ni objetada 
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y que «Iclterá ponerse en ejercicio en la oportunidad legalmente 
establecida, sin desmedro o nicnosealio de- tas facultades constitu- 
cionales reservadas que se invocan. 

Que acerca de estas objeciones, ya formuladas en algún 
casi» análogo al presente, esta Corte lia fijado el alcance y la 
razón de ser de la precedencia en el orden de los juicios estable- 
cida |K»r ley del Congreso para unos tribunales con relación a 
Otros, como una consecuencia precisamente del principio de la 
autonomía jurisdiccional consagrado por la Constitución (arts. 
07, inciso 11 y art. 104 1, principio incompatible con la unidad 
procesal que de otra manera seria necesario adoptar i>ara el casi» 
de t (ditos cometidos en distintas provincias o en una o más pro- 
vincias y en h Capital (Faltos: tomo 14K. pág. 317), y sin que, 
como queda dicho, esa preeminencia afecte al carácter territo- 
rial e improrrogable de la jurisdicción criminal y a tas leyes que 
la rigen. 

One \híy lo demás en casos como el de autos en que ac- 
recen discordancias sobre aplicación de preceptos meramente for- 
males, és evidente el predominio de la ley dictada i*>r el Con- 
greso en ejercicio de facultades propias y a la que las autoridades 
de cada provincia están obligadas a conformarse no obstante 
cualquiera disposición en contrario que contengan tas leyes o cons- 
tituciones provinciales ( Constitución arts. 31 y (>7. ínc. 11 citado: 
Fallos: tomo 151. pág. 45; tomo 152, pág. 02). máxime si se 
trata como en el sitb juíike, de hacer efectiva la cláusula segunda 
del art. S fie la Constitución relativa a la obligación recíproca de 
la extradición entre las provincias, y que este Tribunal lia de- 
clarado que no consagra una reciprocidad convencional subordi- 
nada a la observancia O al incumplimiento de una de las partes» 
sino una obligación constitucional preceptiva e ineludible, que im- 
l*irta en cierto como una limitación a las soberanías locales, 
impuesta ]*)t intetreses superiores de justicia y seguridad social, 
y que habrá de cumplirse siempre mediante el ejercicio de los 
resortes legales correspondientes. (Fallos: tomo 141. pág, 420, 
entre otros). 



342 FALLOS DE r.A COKTE SUPREMA 

Kn m mérito, y de acuerdo con lo dictaminado por el señor 
l'mciirador la-ncraí. -r declara 411** rl Juez de libarlo «Ww pro- 
ceder a (a enirespi *lvl pi^saíki al Juei de esta Capital, reser- 
vando aquél el proa'*" incoado ni su jitrwlíeeióh para prop- 
-tiirlo en lit.dfl.ida oportunidad. En consecuencia, remítanse lo* 
aun,* al juez di [11-tnuxioii dr t>in lapual y alísese al & igual 
obse tíe feosaríb, l'ruviut ia de Sama IV. en la í"niia de l-míIo 
y a mi* ricen». 

I. pnaKKtM Al.rokíA. Homero 



$(ttÚM»i Cmw «^a/n, .7 Ferrocarril tcttlral A?#&iiim 
whr? cobre í/i /v-vitA-, B:vccpnmi rfí fmompvtmcia, 

Üuw.irio ; La CoHe Suprema Ir. resuello cxpre-amcnte que la 
-nina l ijada como limite a a Ju-aicia de l J a* en cas*» de con- 
currencia de juriHliceior.e*. es ta (fe íptriíe«t0S pesos mo- 
neda nacional. rou>idcnmd<'. *tn duda, que las leve* del mi 
referir-e a la moneda ocrimlt, I Kfíjlos: U«y> 9& 
entre nimsi. 

( L<. cspliigtn la. pit-/a> ^uieiitejí ; ■ y 



DICTAMEN 1*1. SEÑOR PROLTBAnOR r.KNERAI. 

(frenas Aire?, S^ietraSr* t ,J 3e l"-*" 

■ 

Suprema Corte; 

¡2fi la pre&ine demanda deducida ante el Juzgado de IV 
de Hanoi, mié Mitre, ^fovSiiétá de liuenos Aires, por don Salo- 
món l'aram contra la emprima del l-Yrroearril tYiUral AW®$m 
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por cubro de pesris; ( 1a demandada ha invocado el ftjérg federal, 
d que. habiéndole aleló dañado, ha motivado el recurso ex 
CttW&inariii de apelación que. en los términos del art. 14 de la 
ley 4S. trac a conbctmtento de V. K. 

Kl valí ir cuestionado rti anuís cmih' dt' h>s quiniento* pe 
su, moneda iWCMinal a que se refiere el un. I" de la ley ^27, se- 
yiin la interpretación dada por V. E* u dielm articulo al eonf li - 
mar, por mis fundamentos, la semencia del »euor Juez Federal 
en la dató íhíc se rqgfctra en el tomo $2; pá& OS y. reciente- 
nu lite, al revivir CQll 3 de Agosto ppdo., el juicio segui- 

do contra t;: minina empresa demandada por don Indalecio 1/ 
qnierdo, t 

(hieda por ello substraída ta cansa del eonoeiuucnin de la 
Justicia de l'a/. tuda vez que. |«»r razone* de la distima vecin- 
dad de las nurte^, pr&Nte en este ras*» la intervención de la jus- 
ticia federal (art, >\ itte. 2* dé la ley núm. 4S y S C. X. Ul 

S,v por ello de opinión que corresponde revocar la semencia 
apelada de K 77 en la jarle que lia WÜfo ¡HW materia del 
recurso, i 

llorado R. t Mmté. 
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tu 



lUinc- -\irvs Sr|*klllí** U ég \ 1 >¿ 1 >- 



Mitm y Vistos : 



IW los fundamentos del precedente dictamen del señor l'ro- 
curador General. cp¡ establece los hechos y la apreciación ve- 
rídica de los mismos con arreglo a las constancias de autos y, 
las concordantes del juicio seguido contra la misma empresa por 
don Indalecio Izquierdo recientemente resuelto por esta Corte, 
con Fecha 5 de Agosto ppdo.. se revoca la sentencia arlada de 
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i>. 77 en la ¡«ríe que lia jMKÜdci +rr materia del ricura i. \**>tiíi- 
i[ii<:v:, repóngase y devuélvase. 

J, |'*)<;i | K*t.\ \t.UH<|.V. kílllERFFO 
HkI'ETTO. — K. I í I 1 1 M J |„\VAf.l.K. 

— A ntox j i > S.v;akn.\. 
til Ea la misma fetha tlfció idéntica ñ-softi^idn vn ta excepción 

le ¡ttttmtpctfm'ia t!i<!ui'itta ni la i;hi>ji SCgUÍ(|a l*>r -aWí-s Alísalas. 
Galana > Cía. er*titra « I Fcrr. carril Central Ar^ciilin.i, s»bre tlañ.is y 
pcrjitH Íi - 



Señar Wwteta v Cm. r«iMf»ii . Mi>!fo I. (üirrcUm, súfift* f'"f»ro 
ti,* pt sos. ( 'ontit'tufa itr emnfietiMciü, 



Sumaria ; Las cttcstioiie* sobre couipeteneía sólo 

m* a jitfctas iwidkntes y tío compri mi» n a los ya fenecidos, 

ima euoüón dt im;i unióle. tAl | .roüBüVcrsc la ¡ulñljitnria. 
, d jwteto bahía terminado por s**t*mcfo «fe fcaaee y réntale, 
y viiKiidn d bien ni Milita pálilica). 

Caso: b> pxiíltcan las ptaeo* siguientes: 



BueiKts Aire-. Seiitkuihre t« «le l*'2". 

Sujironia Curte: 

Al promoverse ¡mu* d Juez <1e t* Instancia en lo Civil de 
la Capital «le ta Xnción. el 14 de Diciembre <lc 1928. cuestión de 
cxmipeteucia j«»r inhibitoria al Juez de l 1 * Infancia tu lo Civil 
di- 1.a Plata en il juicio Manido por Mórotla y Cí;i. emura Adol- 
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fo I. < ¡armón, o i|itien resulte propietario de un imnnehlc trin- 
cado en Florencio Várela. soUre cobro de a í trinados, la expresa- 
da cansa habia quedado concluida p.»r sentencia definitiva y. 
ejecutada esta, habíase vendido en remate públie» al inmueble 
referid". 

Cómo se ve. si* trata de una inhibitoria promoviila en un 




concluido. 



Y e> d-K trina uniforme de Y, E. mu- las cm-tiunes de com- 
petencia sólo puede referirse a las causas en tram ilación. 

>ny por eíl» ríe opinión (pie la si miel a la a decisión de V. M 
en estas actuaciones lia éáo promovida e x ten n*>ránea mente. 

Horado A\ Ijirrrt t ¡. 



FALLO PH T.A l'ORTK St'HRF.MA 

huiii.- Atn-. Sctrtiemlife 27 de l^J. 

Él 

Amos y Visto*; 

Los de contiendn de competencia pur inhibitoria tratada 
entre un Juez de t" Instancia en h> l'icil de esta Capital y otro 
de ta misma clase de La Plata, para conocer en el juicio cjecuti- 
vn >e»nido ante éste pi>r los señares Mórtola y Qíi, contra don 
Adolfo I. Garretón. sobre cobro de afirmados, 

Y Considerando: 

Que eoilio >e hace notar en et dictamen de Í>. 52, de aetter- 
do con lo ijue al reSüjgctO acreditan las actuaciones del juicio 
ejecutivo instaurado ante el Juez de La Plata, al promoverse la 
inhibitoria, dicho juicio habia terminado p-.r sentencia de trance 
y remate ( í>. Ai vía., expediente de La Piala), la míe, adunas y 
previas las formalidades legales correspondientes ha tenido eje- 
cución por ta venia en remate público del inmueble aludida { ív 
f>7 vta. y S4 vía., expediente citado j. 
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Oik- cu estas o iliciones, la mlul.imria tnrnmla.ía p# el 
lin.*7ltr la Capital, un es prt.certcnte. Hila waz que las cuestiones 
sobre eqnipulLticia *>lo pne-leu referir» a juicios pendientes y 
,u. «miprcnuen a los ya fenecidos, cuyo cu.iocimm.Ui i», puede, 
en consecuencia, ser materia de una envión de esta mdofe, de 
acuerdo con la enlistante juri-prudencia <fc Corte, (, tallos: 
tÓWO 151. pa-. fi*J y IOS M eiladosl. 

m éU* v emitnnne con te expuesto por el >efmr l'roeura- 
i]..r General. >e declara míe el jtu* .le U IMata im lM¡i nMifia- 
,ln a remitir al Juez, exhórtame los autos materia de la entienda. 

su mérito devuélvanse los nbrad.* «^respondientes a los 
respeeíivos juefees. agregárt#í* al <fe U Plata testimonio (té J¡i 
ftfescnte y «leí cliciaiiicu 'le referencia. Repóngase el popel 

A Iíkkmi-.j». — J. I'*h;l-i:w»a Al- 

CORTA. — KollCÍTO Ukpbtw — 
R. GUltK> LA VALLE. — Antonio 
Saoakxa. 



Sumario- i.:.- cuestiones de entni>cicue¡a isojo pueden referee 
a juicios pendiente*, y no emprenden a !.»•> ya ícuectdos. 
cuy» cunociinicnt.» «O puede, en coilseeueiieia. se* malina 
ile muí cuestión clr está htíloie. 



Cuta.: ¡Ja explican la> pie/as «¡guíenles : 
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Btwno- Aires. Septiembre U de 



Suprema Corte: 



Ame ti Juzgado ite 1" Instancia cu lo Civil y Comercial tic 
Santa Fe. «Ion Carmelo P. Fiedrabucna, adqui rente en remate 
público fie tinos terrenos veiulidos en la quiebra "CrespCi y Ar- 
bcleche" que tramita ante el Juzgado de Comercio de la Capital 
de la Nación, inició demanda contra dicha quiebra por rescisión 
tle esa venta y ta notificó al síndico liquidador de la misma, en 
Mayo tte'1920 ( fs, 25fi a fs. 299, autos de la quiebra). 

Este solicitó del Juez tle la Capital se promoviera cuestión 
tle competencia por inhibitoria, cuyo pcf tirio quedó paralizado 
hasta Septiembre de fecha mi que, la Cámara en lo Co- 

mercial de la Capital hizo lu^ar :i la inhibitoria disponiendo, en 
consecuencia el juez, dar fior trabada la contienda, lo que hizo 
saber al He Santa Fe en Diciembre de l'>JS. 

Mientras lanío, ame este magistrado hablase proseguido la 
can>a míe motiva la inhibitoria, la .pie habla quedado resuella 
por sentencia definitiva tle secunda instancia en Septiembre ríe 
l')J7. setfún constancia t^re^adas a las actuaciones remitidas 
l H .r el Juez de Sania Fe. 

Como se ve, al promoverse la inhibtoria la causa hacía más 
de un año que había quedado concluida en Santa Fe, 

Fs doctrina con ¿orine de V. F. que las comiendas de com~ 
|Kteueia delieu referirse a juicios en tramitación y nú a los que 
han quedado terminados por sentencia definitiva. 

Fu tal Virtud soy de opinión que la cuestión promovida por 
el Juez de Comercio tle la Capital de la Nación es improcedente 
y carece de objeto. 

Así pido ;i V. l£. se sirva declararlo. 

I forado K. Lamía. 
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FALLO DF LA < OKTE 

Buenos Aires. Septiembre 2" de P>*>. 

Autos y Vistos: 

l.its <1c contienda *U- competencia por inhihit* »ria t ral sida 
entre un Juez en ln Civil y Comercial de Santa Fe y mn. fie lo 
Comercial de esta Capital pura conocer en t i juicio seguido ante 
el primero por don Carmelo I\ Piedrabuena entra el concurso 
de Crespo y Arln-leche, sobre rescisión de un eoturalo de com- 
pra-venta de inmuebles. 

Y Considerando : 

Que como se hace cotfetar en el dictamen de É& 7fa de aeucr- 
iln con lo que al respecto acreditan las actuaciones del juicio ins- 
taurado ante el Juez de Santa Fe. al promoverse la inhibitoria 
dicho juicio haltia terminado t*>r sentencia definitiva. 

<>ue en estas roudicintu-s. la inhibitoria formulada por el 
Tucst de la Capital, no es procedente, toda vez ipie las cuestiones 
Mil «re coini»eteiitia sólo pueden referirse a juicios pendientes y 
n.r comprenden a los ya fenecidos, cuyo conocimiento no puede, 
en cot^ecuencia, ser materia de una cuestión de esta índole, de 
acuerdo con la constante jurisprudencia de esta Corle. {Fallos: 
tomo 151. y I*'* alíi ci latios), 

|W ello y conforme con lo expuesto por el Señor Procu- 
ra, lor General, se declara que el Juez de Santa Fe no está obli- 
gado a remitir al Juez exhortante los autos materia de la con- 
tienda. Kn sn mériLo, devuélvanse los obrados correspondientes 
a lo> respectivos jueces, agregándose al de la Capital testimo- 
nio de la presente y del dictamen de referencia. Repóngase el 

A. liEHMEJO. — J. FlOl KKOA Al.- 
COKTA. — KOHKKIO Klil'ETTO. — 

R. Crino Lavalle. — Aktoxio 
Saoahxa. 
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Comptiñiit Hispano .ImcrnaiM de ÍUcchUidad contra ti Gobier- 
na XticioiHtl ¡sobre cobra d<e pesos* 

Sumario: Véase el fallo publicado en fa f%0B 12 del 
tomo, aplicable al préseme. 

Ciíso: Lo explican las 



SEN'TENiIA DEL JVE7. FEDERAL 

líurif» Aires, Jntin 24 de l'J>H. 

Y Vistos; [jos promovitlos ix>r la Compañía Híspano Ame- 
ricana efe Klectricidad cmiira ta Nación, sobre col.ro <le m 
devolución di* derechos de puerto. P 

Y Considerando : 

] f Hu- la aetura nía ni fiedla tu mi demanda di? ís. 19 que 
tiene inhalada tina usina al borde del Dock Snd, donde recibe 
de ln* liaren* de ultramar grande* cantidades de combustibles. Kx- 
presa que la ley 2346 establece en su arr, S'-' que los derechos de 
puerto que se cobren en el canal, correspi mderán por mitad al 
i loliierun y a los concesionarios ; los de muelle, almacenaje y eslin- 
gaje ,H<rtvnwran ;t b empresa y de acuerdo con ese texto la 
adora y su antecesora han entendido siempre «me los derechos 
de almacenaje y eslingaje correspondían a la compañía del Dock 
Snd y ii» al Fiseo Nacional. FVro. la Aduana que había aceptado 
ese procedimiento, comenzó en 1917 a exigir ul pago del eslin- 
gaje y a i»csar de sus gestiones. Ta actora ti ice halierse visto obli- 
gada a efectuar esos pagos al Gobierno, lajo protesta. 

Señala que promedió reclamación administrativo y que el 
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Invoca la ley 2340, ajudc al criterio contradictorio del I'. E. 
en materia del cobro y exoneración dél pu^o de eslingaje, cita 
una -enu-neia del süscfi|pí<íi stábfe el tema y luego <$e otra* rcíle- 
.\ iones solicita se haga lugar a Sa demanda por devolución di- >e- 
s,enta y seis mil setecientos cuatro |íteít¡» con ocHenta centavos 
oro sellado o su equivalencia en moneda nacional de curso legal 
con intereses y costas. 

. Contesta la demanda el señor Procurador híseal a í>. 32 
sosteniendo míe sin desconocer el derecho <|iic el an. K'. ley 
acuerda a la Compañía I)i>ck Sud. entiende (|Ue lo jabado por la 
actora al Fi$C0 en concepto de eslingaje, lo lia sido legítimamente 
tn virtud de re- "Iliciones dictadas y fundadas en los arts. 4" y 1 1 
de la ley 11 .2-1*. concórdame* con el jf» y 10 de la ley 49#i f|iu- 
di lindan el dol4e carácter cíe -ervicio e impuesto i[ue reviste el 
eslingaje. 

Agrega míe la ley 2M> ha concedido al Dock Sud derecho 
para cobrar el eslingaje como tasa retributiva de los servicios 
ime presta con sus elementos profjios, pero no, cumulo no los 
presta v >i la acto ra ha despachado el cíirhóu con sus elementos 
sin utilizar lo> del tWk Sud. éste no ha podido cobrarle nada 
a título de impuesto, que saíto el Estado tiene indiscutible facul- 
tad legal y constitucional para cobrar, y que no le es permitido 
ceder o transí cnr. 

Solicita finalmente ke rechace la di manda Cüll costas. 

2" tjue atenía la forma eu que se traln - » la "lilis oonicsiatio", 
puede decirse míe la eue>tióh a resolver en este pleito es de puro 
déreehti. toda vez tme no se ha hecho olijcióu a las suma- alo- 
nadas pur la actora a la Nación materia da la demand.a 

So-tiene la actora <|uc eti virtud de lo establecido en ti arl. 8" 
tic la ley 2.Í40 t i eslingaje corresponde percibirlo a la cmpre»a 
del Dock Sud. mientras que la Nación replica que a ella v no al 
Dock Sud le corresponde percibirlo en mérito de lo dispuesto 
cu las leyes 4928 y II. 248 míe aclaran ti verdadero alcance del 
;irriki mencionado precepto legal. 
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En el juicio seguido por él É&o Nacional contra la Gota* 
pañia l>nek Stkl Súhtt cobro «le pisos en concepto del cincuenta 
,Kir ritiilfi de derechos de permanencia, la demandada reconvine» 
ppr cobro dd im¡N.rU' total de los derechos de eslingaje cobrado 
¡según decía, arbitrariamente por el fisco a constelaciones de 
mercaderías definí arca, las en el Efedt Sud J«"¡" 30 de 

1**10. 

Al resolver dicha cau<a en Agosto $i de 1£§& dijo H 
>UM-ri|ilo teNtualnunte lo >ij>uieule: 

"Oue la Compañía del Dock Sud en su reconvención lia in- 
cluido el imppfte ¿tal «te derechos <le eslingaje cobrados, se* 
tnm tila, arbitrariamente ptír el KWo, consignaciones de mer- 
cadería dísemkireadiis en el Dock Sud basta Junio M) de I91'A 
cuy monto se establecerá en este juicio » i-n expediente adminis- 
trativo." 

"i.-, pericia de fs. ISO y fija en sesenta y siete mil cien- 
to setenta 0CSOS con veinte y siete centavos moneda nacional, equi- 
valentes a veintmiu rve mil ^úiei«ÓS cincuenta y cuatro pesos con 
noventa v dos centavos oro sellado el imjx>rlc del eslingaje per- 
cibido pór el I-ímtu desde IW hasta Diciembre 31 de W\. 

Dicho lo que antecede. corresponde manifestar que atenta 
la naturaleza de esta compleja causa, debe decidirse en sentido 
negativo la cuestión propuesta por el sefor Procurador Mseal 
relacionada con el cumplimiento dd requisito contenido en el 
art. I* de la lev $>52 a <ppi de la compañía, pues el Fisco ;d 
contestar la reconvención sostuvo que no podía pn^perar en 
cuanto al rslin-aje por nú haberse- reclamado previamente esos 
derecho* al P. |- 5 9f<e éste los hubiera d.m-ado. 

Asesaba la sentencia que ta eoini>añia del U.ck Sud "ha 
pndido ^antear su reconvención en cuanto al importe del es- 
lingaje que a ella sola atribuye en su totalidad el art. 8? de la 
ley 334& pues el Dock Sud ha ju^iíicado en autos haber hecho 
dé continuo reclamos al respecto, se^'m se observa a Is. 104. 
127. Í2Si 130, m. t* v ¡39 cu cuyas piezas se advierten de- 



cretos <k! f\ K. que reconoce» el derecho ild Dt>ck Sml a i^rciliir 
íntegramente tos derechos de eslingaje (le los vapores rjiu- efec- 
túan f»|>e racione* en su* muelles/* 

1.a n ícrida .sentencia fiel suscripto fué continuada cu < fetjf- 
Itrc J7 fie l ( )2-t por la t. .amara Federal de ta Capital en esta parte, 
sin reserva ni salvedad de ninguna especie, pues encontró arre- 
gláflo a derecho manto se ílejá transcripto anteriormente t véase 
"(Jama del l'Y.pr m'iineros 2231 y 25Sl>h 

IV lo expuesto se desprende sin tildar a dudas que lanío el 
.<i*ci ipti* corno la l amara reíleral clt- la C apital entienden que el 
an. S" tle la ley ¿34o atribuye en su totalidad los derechos de 
eslingaje <|iie m- cobren en el canal del Dock Sud a esta eompa- 
ñia y no a la Nación. 

.v- Oue haciéndose earyo el MUK'ripto itel argumento hecho 
por el señor l'roeurador Fiscal acerca de «pie los arts. 5" y 10 
de la ley 4''2S y 4" y II de la ley 1 1.246, aclaran el verdadero 
alcance del an. K'-' de la ley 2.l4í>, estima ipii- ií» debe olvidarse 
jrjue el propio IV K. lia reconocido media mv decretos i|uc el Dock 
Sud tiene derecho a percibir íntegramente los de eslingaje y por 
otra partL* debe Ciinvi tltf^c en tpn- la ley 4*'2S y reblan elj 

.eslingaje a abonarse en 1?<- aduanas de la líepúMiea, cuando ta> 
nu readeria* (|iu- se ietrodu/can del exterior al país, pasen por 
lo.- depósitos fiscales, oetiptu sff$ plazoletas y |K'fuKnu7c.in p 
un en los almacenes aduanero-» por ra/ón del deposito ** despacho 
directo. Iia^ai* tt>o o no de peone» fiscales, pero tale- leyes no 
rigen ni pueden hacerte? en el rateo; contemplado por la ley 2340. 
cuyas prescripciones no han modificado, ni. dentado, cu virtud 
de tratarse de una ley de carácter contractual mcdi:inte ía Ci¿tj 
la Nación se desprendió dclihe (adámeme de la percepción tle un 
iitipüesto o de un derecho, valí- decir, acontó una concesión tem- 
poral de privilegio para que se construyera un eanat mi jeto a pres. 
tactono, 1 une f icios y sacrificios recíprocos (an. o/, iuc. lo t'ons- 
títución Nacional), 

l«as leyes 4 L >2S y 11.248 tip tienen aplicación eii este caso 
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toda vez que la Nación delego en la Compañía Dock Sud sus atri- 
lmcicmr^ en mérito cíe la ley 2346, cuyo art. i>" pugna con 
ai]uellas. e< perfectamente compatiíík y tan tú es. cnic como ya 
queda dicho, i«l 1\ K. ha reconocido en forma categórica ti de- 
recho ild ÉfeéJí Siul sohrc el particular. 

Oimv por lo fetllJW He validez el argumento cuna nulo en 
la contestación a la demanda y surge sin es fuer/o de cuanto 
precede que la Nación no se encuentra asistida He derecho para 
- timbar la devolución de las cantidades r< clamadas en la de- 
manda y jugada* ron reserva de repetición ante la- exigencias 
administrativas. 

4-- Oue por lo demás, al hacerse 00 4 mm$fa rk * l,trn 
argumento fie la demandada, corriente a fs, M vía., acerca de la 
iniposihiiidail en que se encuentra la Nación para ceder n trans- 
ferir su facultad ile jtercihir impuestos, abluís si ra necesario 
maniatar i|tte es principio inconcuso en materia de derecho nú- 
bim administrativo «pie el Kstado puede acordar en virtud de 
una ley la conexión de una ol>ra púhliea mediante, un contrato 
cu que el cmpri^rio de la filara se comprometa a realzarla, fa- 
cultándoselo a percibir un derecho o retrilmción a cuantos utili- 
ero dicha obra pública. 

Tal es el caso Contemplado ymr la ley 2,Wk debiendo tWar- 

darse v tk ' <Hmi,;t 1:1 k '- v 4m 

señor Procurador Fiscal, la Nación ha sancionado diversas leve* 
en las que acordaba a los concesionarios de oh ras púhlica- la la- 
cuhad de percibir en totalidad o en >n mayor parte, con intervuii- 
eión del 1*. K. o no para fijar su nvituo, derecho?, de tramito, 
muelles, almacenaje, depósito, eslingaje, etc., sea que se tratara 
de canales o de puertos (véase entre oirás, ley hMO canal entre 
1 Paraná < mazi) y rio Carabelas: ley ¿MO puerto de ÍJueipién: 
ley Jírfil puerto enmenia! Halda Manca. Arroyo Nazista: ley 
2695* canal IW Lara y Quilmes a dársena SikL Capital: ley 
canal Concordia a Salto tinmde: ley 3*&> puerto del Ro- 
sario; ley 4**1 puerto San Lilas y muelle Carmen 'de Patacones; 
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ley 5ÍH1 puerto rio Paraná 11 muy; lev 5122 puerto laguna San 
1 Viro rio Paraná; ley 5574 puerto comercial arroyo Pareja; ley 
fi017 puerto V illa Constitución. 

Lo expresado en dichas leyes demuestra que antes y después 
de pn-nuiluarM- la ley 4»>2í*. la Nación ha mlidt» y transferid.. 
mi íacnltad de jiercib«C los impuestos aludidos a las empresas 
concesionarias, cotí lo ({Be se qiiit:i eficacia a to argumentado a 
í>. vuelta. ' 

IK- eonMjjtiienU*. >i la Nación se deprendió por la ley J.Ufi 
di- mi pmter de peftfe l$i¡ derechos de cslintfije, es evidente 
¿ps? nos ios piulo eohrar a la actjiru ciiaU^piieni sea el carácter 
que m- les quiera atrihuir. is fleeir. il de mtvícío que no le prestó 
o él i minies lo cfite transfirió al IWk Sud en su totalidad. 

He la> reflexiones vertidas se sigile que Cll cnanto fueren 
p, ninente los arls. W. |É| ^ 111>7 - 11<ÍS > ««w^in- 
ie> del t*ódío Civil -pueden reyir en el presente aMiniu. 

v i rti lo que concierne a1 nnxVimenlo relativo a tjue. m la 
autora .|r>^t. lió el earUm o ni su* propios elemento^ nada de- 
ludria hal.iT payado al Dock Sttd en concept» de e^linyaje. que 
formula la Nación al contestar la demanda, fuerza e> señalar 
que i:tl rimmstaneia eoiistilliye para la Nación "re* inier alios" 
y í¿ puede modificar la Mtunción estudiada, ni suministrarle 
fundamento pani el enhru del derecho ile eslingaje, míe está 
visto no le pertenece en .-te casi». 

Por jai ei.usidcíaciuncs que preceden, fallo: declarando que 
h Nación dehe devolver a la suciedad actora Comjiauia llis|»- 
Mm \Etnricaiia de Klectrieidad la cantidad reclamada en la de- 
manda é .Msetila y seis mil setecientos cuatro ]icsos con ochenta 
centavos ..m mellado o mi equivalente en moneda nacional curso 
Ic-al i nr ¡el ti. lamente Cohrada en coiieeplo de eslinga je. Con inte- 
nse- otilo Manco de la Nación a contar desde la nulificación 
ile la demanda. fc'oMas por su urden atenta la naturaleza y no- 
vedad «U la can-a "Ínter partes. " XotiíiqucM. re| «Hilase el se- 
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Hüo y o|Mirtiim. nenie archívese previa *lfv«lttcióii «le 1'^ ante- 
cedentes administritivus agregado» a stt procidencia. 

&td? .1/. /í.míi/w. 



SENTEXCIA I>E LA '"AMARA t'EUKRAL DE 



[tasín* Aires Julm 29 <li 19& 



Vistos y Oms-idcrantl- 



Ks cuestión que no imcresa para la solución de este pleito la 
mmm a si la ÜMnpama del l>->ek í ul tenía o no derecho -le 

müeUeS en los casító en que "» le hubiese restad-, los servicios 
correspondientes. 

Hasta averiguar si ¡il Kiseu le asiste ese dertHio. 

Kn razón de 1*. establecido en el art. # # la fe uúm. ¿14<> 
del* concluirse que el Risco dada puede percibir p.r n melle, al- 
macenaje v eslilla je dentro de la zona de concesión dei IXiek 
Sud, c^m-*. se ha declarado por la Suprema lurte. 12 de Ju'io 
del corriente año y i>or esta Cámara en el juicio del Fisco N"a- 
cional contra la mencionada compañía. 

Por elK se confirma sin cortas la sentencia apelada que de- 
clara míe la Nación del>e devolver a la sociedad actura Ctmii«iib 
Ilísikw. Americana de Klectrieidad la cantidad de sesenta y seis 
mil setecientos cuatro flesos con cébenla centavos oro sellado. 
L-piivaleule a ciento cincuenta y un mil «pimientos noventa y 
nueve pesos con nóvenla y nueve centavos moneda nacional que 
se reclama en la demanda. indehi- lamen te cobrados en concepto 
de eslingaje; con intereses estilo Banco de la Nación a contar 
desde la notificación de la demanda. — Rodolfo S, Pcrrcr. — 
Marrdkto ¡iscahulo. — & $ A"í-fr Anchorwo. — i. 
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> DÉ LA CORTÍ SUPREMA 

Kucttos Aires. Septiembre 27 1^. 
Autos y Vistos: 

Por Iíw fundamentos itc la sentencia ai «Hada y las conclusio- 
nes asentadas j"»r este tribunal en el juicio reciente resuelto cotí 
fecha \2 de Julio del corriente año seguido por el Fisco Nacional 
contra la Gmnmñia Dock Sud de Hítenos Aires Limitada so- 
bre cobro de pÉSOfc conclusiones fpie se dan aejuí [** rqicoihiri- 
das en su {¡artineute aplicación al suh judia 1 , se confirma la sen- 
tencia arlada. Xoiiíimiese y devuelvan* ¡it tribunal fie prece- 
dencia donde >e repondrá el |9gg& 

A. HkKMKJO. — J. FlGUEROA Al.- 
CORTA. — KoriKHTO Klíl'KTTO. 

R, Gi'inn Lavali.k. — t Axtoxio 
Saiiakxa. 







/>tor Mtimtti GoncttiH MtiA-ftlu recurre de hecho cu ífí$ ituíos sú- 
b?Ú amparo tic reunión. 

Sumaria: ) ' Ivs irrevisible |ji »r la Corte Suprema |>or la vía del 
rtcur.-o extraordinario del art. 14, ley 4S, un;i decÍ*iou de U 
Cámara ftÉ AiH'iaciones en lo Criminal y Correccional de la 
Capital (|iu* declara <jtu\ sien<lo api i cable», las disposiciones 
del Código de Procedimientos en lo Criminal relativas al re- 
curso de tial'cas tarpus, dentro de la letra y del espíritu en 
que st- hallan concebidas, sólo a I** casos de pérdida de la 
lilwrtad individual, sin une sea licito extenderlas a otr<«s su- 
puestos en nuc esta última no concurrí-, carece fie jurisdie- 



ción para com>cer de la enmienda, ya que ésta escaparía a 
la comi*tcncÍa que le lia sido estrictamente atrilmida I*or 
las leves que organizan la que le corres|>ondc; sin que apa- 
rezca* en la causa que tal interpretación de las áfepwfeio- 
nes del expresado í ódigo sohre el twlws rorf>us hayan 
sido impugnadas de inconstituciimalklad. 

2> Es indistwnsatilc que las acciones o los recursos lla- 
mados a hacer efectiva la «aramia de los derechos garanti- 
zados i»or la Constitución, se ejerciten en el modo y dentro 
de !o* términos señalados |*ir las leyes de forma que son 
de orden y. por lo tanto, de estricta oliscrvaneia. 

É? Las resoluciones de) Jefe de Policía, cuando descono- 
cen derechos fundados en la Constitución o en leyes nació* 
nales y son definitivas, dan lunar al recurso extraordinario 
directamente para ante la C orte Suprema, dentro del ternu- 
no que fija el art. 208 de la ley 50. sin que sea óhke para 
Ja procedencia de dicho recurso, que el fallo recurrido haya 
sido pronunciad» en un juicio contencicíso-admínistrativo, 
desde qué en tales pronunciamientos como en cualesquiera 
utros dictados en juicios de distinta naturaleza, imcde ha- 
larse desconocido las garantías o derechos de carácter fe- 
deral que ese recurso se propone salvaguardar en los casos 
de los tres incisos del art. 14 de la ley N 1 48. 

f'tijfí»: I." explican las pie/as siguientes : 



DICTAMEN DEI- SENO* PROCURADOR tiENF.RAL 

Biimilis Aires. Julio 24 <k- 1929- 

Suprema Corte: 



El recurso de ablación deilucido a fs. VJ de los presentes 
autos en los que Manuel González Maseda denuncia ante el Jiu- 
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«;hpi del Crimen di- la Capital de la Xaeión. la violación del ar 
líenlo 14 |e la Constitución Nacional, cnmeiida al denegár- 
sete al l\irti«|iv Social isla lndeiiendieiuc el díTeeho «le nal izar 
itn acto púMico en una de las callo de esta ciudad, no mine las 
remusiios que jppjjgg el ari. 15 «le la ley 4*. para su procedencia. 

En efecto, además de tío fundarse la <|tieja omm lo pres- 
erihe el filada articulo, no se- menciona siguiera, como lo retpiie- 
re la do« trina de V. K.. expresamente, la disfKisieíón leyal iu.lt, 
ampara dicho :mirs», lo nur importa deducir el i mlinario <le 
a| ¡elación acordada i«»r «I art, M de la lev 4.055, tmpn pedente eu 
antas de la naturaleza del •ait- motiva estas actuaciones j S. 1*. \\ 
US: ;*74 v otros). 

No puede salvar ola omisión el hecho de cumplir las exi- 
gencias, ilcl art. 15 referido, recién ante ésta Corte Suprema, 
al recurrir áe hecho, poreju*, como tamhiéu lo tiene declarado 
\ '. % uniformemente, tío es esa la oportunidad lcfíal para fun- 
dar el recurso. 

Dicho turidanit rilo es exteui|N naneo ; debió pr«i|xmerl«> ante 
el tribunal apelado. 

1.a resolución de éste, denegando el recurso es, por ello, en 
mi opinión, aj lisiada a derecho y así pido a V. K. se sirva de- 
clararlo. 

- Horaria A'. t.twUt. 

FALLO I>K LA CORTE SI TREMA 

Ihien»* Aires. Septiembre 27 úe P>*J. 

Autos y VÍMOs : 

El r«eiu>o ile hecho deducid" por dou Manuel í ¡onzale/ 
Nt aseda en los autos sobre amparo al derecho de reunión, en 
yifffiú ríe halarte sido denegada la apelación extraordinaria «je* 
. «lucida cotí ira la sentencia i|e fs. Uj dictada \**r la Exina. Cuma- 
ra dr \pe1aeionc> en lo i Viminal y Correccional de la Capital, y 



1 ( m la resolución iiNwía |K.r l1 siñor Jefe ,1c l'ohm de- 
(tógg^él pcí^feo ÉÉÉ i«*r el 1'artido Socialista Inde,^- 
diente parri rc;.li/ar mu manifestación pul*** ha W*» " lt,t,vu 
pam qué ti secretario di aquél. #n Manuel 0««Si$SÍ Maeeda. 
.se mésente a la justicia ordinaria tte la l apital con el fiu «1»' 
mst mt «É flt> 'Uniainln. sé deje sin o itrio el «lien» policial 
«. cuarilo im^rta desconocer el -U rtvI.H fie reunión jíaranti/ado 
r »or ta Constitución 



***** H |,u/ ,k * lv ,,Míir,ci:i n,mt> ,;i iam:iru ' k ' 

\,K-1ao/.ms «i ÍO Criminal y Correccional de la Capital, han Ue- 
Mdívfl la tttiéM¡N) & que fes disposieiMiies <lel Código de I ru- 
enlimiemos en 1" Criminal relativa* al recurso «le futhus 
t ,tu> m el interpuesto en el sitb jiuVuc sólo son iül$; élitro 
dr h letra v fiel espíritu en que se hallan concebidas a h.s casos 
Me pérdida de la libertad individual, sin que sea lícito exieiidtf las 
;i otros supuestos en que esta última circunstancia m eoucttrre. 
v con .i-uUni.menle. han declarado, en el íond... quC carecen de 
jmisdiceión para ern-rer de la contienda, ya i t uc esta escarria 
a (i competencia que les ha sido estrietan.etm- atrilauda las 
leyes qne organizan la qtte les com-s|>oii«!e. 

$ flut- de esla resolución se interpuso ante la susodicha 
Cámara él recurso extraordinario autorizado \*>r el arl. 14 de la 
ley 4S. el que fue. denegado ¡ y es a mérito de la apelación de 
hecho eonira aquella denegación que comande a esta l orie de- 
cidir, en primer término, si se encuentran reunidos en el COSO 
los requisitos señalados por el art. 14 citado y |>or la jurispru- 
dencia api ie : .Ue, |»ara la admisión del níerido recurso extraor- 
dinario. 

4-t i Mié se advierte, desde luego, qne la Cámara del Cri- 
men para arriar a la conclusión de que carece de «rtui**uncia 
'¿m nver la resolución H¡e¡at aludida, ha examinado e iuter- 



FALLOS DE LA CCttTE SUFRE M A 



1 trilito 1a> disf«»sieioiit> del Código di* l'nicrdin lientos en lo 
Crimina), e-i decir, presepios «Ir di recluí oumin sin relación me- 
diata •! it uediata con principios de l;t ( on>uiueioii, leyes nacio- 
nales u halados, de^de i j tic tti * se afirma cu la catwi 1 1 111 ' ;i 
cisión f|tu- I Militara el concepto de 1 "■■ ari>. (-17 y -iiruienies del 
í 6o%p de Prücwlmiiefttoí» ré^éio«ítiÍ©s ». «alusivamente, a ta 
privación de la lihcriad iKTsotial ordenada ptir niiien no e-iuvti w 
facultad*, jí^fa di». >cria repugnante :t !n CoiMiliició» ■ ■ j las 
levi> nacionales, 

5" Que, la circunstancia de halarse aireado en el litigio el 
doconoc ¡míenlo de una garantía constitucional representada por 
el derecho de reunión, nú envuelve una cuestión federal res|>ecto 
d* I pimío de derecho conn'm resuelto, our. como une !a dicho, se 
nfi<re a la incompetencia a la falla de juri>dieeii'<u de los iri- 
Uunalcs de la Capital para cottoeer de la cuesti/m en la fornn 
tn f |iif l<si lia si.ln planteada. No hay HtttglWft relación directa 
mino lo requiere el art. 15 de fe I* y eitire el supuesto desco- 
nocimiento del derecho dr reunión y la decisión del irilmnal por 
, ta cual declara míe la* disposiciones, relativa* al recurso de 
lu'J-.a* corpm un pectén invucarse cuno medio d« oUencr el 
amparo di- arpie!. 

ír (Jue la í'atnara n <¡uo ejerce facultades piftjwj**, excluyen- 
Ies lie lodo <»tru poder, ¿s sol tirana en la interpretación de las 
disposiciones 1( ti¡ih - í¡ne ha aplicado en el caso y <us decisiones, 
irn-vi^ihU s por tMa Cone. tienen la fuerza dctintiíva <|ue les 
dan los arts. 0. me II v 27 de la Constitución y il arl. 15 de 
h\ lev 4S. Kntrriantn, SÍ este Trilmual ahriera el recurso extraor- 
dinario no podtui llegar a formular declaración eficaz alguna 
•»nl»re el dereelto de reunión, sin jíc visar previamente la interpre- 
laeión dada |tÑp>r la Cantara une le ha servido de antecedente, vale 
di-rir. hahría e\tciKlitÍ6 propia jtiri>diccii'»n en dtsinedrii de la 
j;n istiieciou liual. 

( luí la decisión de la Cámara u«« comporia la ¡>jii-i-.*ui ucia 
di mié el deniho de reutllótl yaranti/atlo («tr la Cun-imuión se 
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uuiirnirr sin la proteeeíi'm dcliida. sino. simpluninlr, qur ta via 
legal druida cara nUrtirr la rtretividad ele rsa garantía, no rstá 
autorizada por la* fc$m del tmkft Mi hm&&&- '« l "nti-ncia 
en recur^» ha nsurltu que el amparo del derecho de reunión 

niativas a la proteirión «le fo fcfl&á tíWW. > *P« W 
dr panilla nialipurr dreiMÓo de esta C Wie acerca fiel derecho de 
reunión nuc sr dice desconocido en el caso, súKp teiictt& el valor 
de una declaración abstracta y teórica, sin ninguna influencia sstif 
l»n el restíHadti del jníei^, ássite nur. tnmu >c lia dicho, n» te 
o dado melificar el fundament» del derecho coimin. cpw sus- 
tmta la M-uu-ncia. I'allo*: tmiwt 7 1 '. pág. -4- : l$& 
1..1110 4 '7. pag. -ÍH : i»">" tíM - I*'»- - M >' 



f jiif la protección 
Constitución corresponde, sin 
es 

mados a 



ili-recnos garami/.auo* \X*t ' n 
en último termino a esta 
o los recursos 11a- 
a esos derechos, se ejerciten 




cu el modo y dentro de los términos «.flabelos las leyes de 
forma tpe m.h de orden púMieo y. I"' r to umtn - ,u " tslritta " h - 
sirvancia- V* ¡Mi la resolución del Jefe de iVilicía de la Capital 
denegando á pernizo pata una reunión púMien. recaída en ges- 
tiones aduiíiii» Nativas previa* ordenada-* iior los decretos de 
1W2 y l.^/K y míe. en Hado casn. im lian sid» objetados ni des- 
cohik-ÚIms. om^itnyó una resolución definitiva dentro del orden 
local después dr producida la derogación M la ley N v 70*'. cuyo 
art. 11 concedía un recurso ante ct Jne/. IVderal. Además de de- 
finitiva esa resolución involucrada lina cue-tión írdrral tlrsdr 
,pu se .iMifnia pie Hla vulmralta el .Irnvlin dé muntVn aspi- 
rado pQt diwrsas disposiciones de la Consiiimión N*avi«inal y b 
decisión linSia sidn ojutraria a la ííaianlia invntada. Kl rccursi* 
txira.»rdinari ( . en tales conuidones É# niLUrto bs csiííiinias 
dd art. 14 dr la ley 4S y dehió. en otiisivurtida, tlwlueira? di- 
rectatnentc de la rt-solueiiVn poluial para ante b Tom- dentro flrl 
tiM(niti« P (pie lija él art. >m dr la Iry M* 5í>. 1-is ri'soliicíonrs del 
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|et> de Policía, ha dicho este Trilmnal. cuando desconocen, de- 
rech..s.iundadns e» la Constitución Nacional » ett leyes naciona- 
les y son definitiva-, dan recurro extraon linar io auic esta Curte, 
rallos: mino 110. V á-. 11: 107. póg. 25?; 107. 2f.3 y. lia 
agf^áílo. pe ■ «¿W&éP éfe 1*>ra la pCoieedtól $ÜÉP 
rüetípso ia cSmtrtstancia de que vi fall» recurrido haya sido pro- 
nuncia, lu ni m] inkin contencioso administrativo, desde i|iic etl 
tale* promincianmiitu. ' 11 cualquiera *^ is «» 

juicio* de distinta naturale/a, puede hal<er>c desconocido las 
garantías o derecho* de carácter federal que «* * l' n '- 

[X^e ^ilva^tardar en lus cas. de lo* tres iuci** -Id ari. 14 de 
ta ley N*- 4S. PaUfey faftV;» 1$, fete - 5M - ll4 * w * 7íl 
pagiiia 351. 

i V < > IU , durante el tiempo trameurrido en actuaciones ciró- 
nramcute encaminadas, ha vencidn eéj év&W el termin.» le-al & 
r no- días para interpoiu-r directamente fie la re>olueioit .til Jete 
d* Policía e! recurso extraordinario: observación t\w viene a su- 
ministrar &m h coutraprueki de míe W (W^ F 
aln.ra. invalidado CttÜW se llalla p.r iiii|*rin de normas procesi- 
k< dv cipfrtúuk'iii.. iucludiUlc. contra la sentencia de ta t ámara 
de la Capital, que m reMimcn no hace «.tra cosa sectil queda 
dicho, que ratificar y eorroh.rar e) carácter de resolución defi- 
nitiva .1* utro del orticti 1. ktlI que reveja la dcne^al. iria dicta- la 
] M ir el jeíe" de l'nlicía. 

Mu mi mérito, de acuerdo con lo ¡jedido |mr el señor l'ro 
curador Central, se declara improcedente la queja. Xotiiíqticsc 
y repuesto el flfcpel archiven, devolviéndose los autos remitid, .s 
¡«.r vía de iníorine con transcripción de la pn>entc. 

\. r.KKMKJO. J. Klra'LHOA Al.- 

oikta. Kn disidencia: (¡n- 
txí Lavau.k, — Kn disidencia: 
Antonio SaííAHNA, 
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DISIDENCIA : 

Autos > Vistos: 

K) iít?fHpo de Üe*átD deducido por don Manuel Con/ale* Ma- 
ceda eti los autos sohrc amparo al dtreclm de reunión, en virtud 
de halierle sido denegada la ablación extraordinaria deducida 
contra í¡i semencia de fe Ib dictada por la Kxma. Cámara efe 
Apelaciones en lo Crimina) y.CiiifÉCCfcmal Se la Capital, y 

Considerando; 

Ouc aun cuantío esta &m Suprema ha refirmado, en rc 
íjjeiiie" fallo, su jurisprudencia constante <le exigir todos los re- 
quisitas de íorma pitra la apertura del recurso extraordinario 
y se evidencia que en el rcsjK-clivo escrito de apelación de fs. 19 
u<> se han observado aquéllos, cabe la admisión del recurso ex- 
ceiKionaL cuando, ccmuo en el presente caso, se trata de un asumo 
de púlilica notoriedad. que viene golpeando las puertas de la jus- 
ticia desde hace iimn>» sin que llaya podido obtener la solución 
definitiva | tersan it la, no obstante <|tie, coltóó se percibe clara- 
mente fiel contenido de la causa, ésta m* reitere al ejercido de 
un derecho reclamado \*>t é Partido Socialista Independiente, 
(¡ue ¡nvnca preceptos constitueionales que dice violados, i»»r la 
Policía de ta Capital, al denegar, ésta, |ienniso |iíira celebrar 
una reunión púhlica solicitada |*>r aquél. 

Une |a> consideraciones expresadas son tanto más justicie- 
ras, cuanto la propia Corte Snprema. al resolver, jnh iueompe- 
tvneh de la jurisdicción federal idéntica cuestión a la planteada 
en el .tith file, dijo que esta circunstancia, no excluye su conoci- 
miento "pues esta (la Corte), como intérprete final de las deei- 
sioms de los Tribunales de l-slado y de los de la Capital Ki-de- 
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ral. « encuentra facultada por los arts. 100. 101 y 31 de la Cons- 
titución tiara o«iwr |Hir medio del recurso extraordinario de las 
sentencias deíiuitivas de cualquier Tribunal Juzgado de la Re- 
pública, ciue rtsuilva una cuestión federal en contra de derechos 
invocados ame ellos, al amparo de la Constitución, de las leyes 
nacionales propiamente dichas o de lo* tratados o ni las naciones 
rxtran jeras." 

.\\. fuera juMo til Ugnilativo pues, que una vez preparada la 
vía (te e-te reeur>o. bajo los auspicios del considerando trans- 
cripto, aquella sea cerrada por óbices de procedimiento que, en 
el paso presente, un son sustanciales ni indispensables. 

Que en relación :i ta sentencia de la Cámara del Crimen 
iraida en a[>elaeión cxtraoi diñaría, reúne los mmisitt-s que la 
hacen susceptible del n medio 1e¡¿al deducido, ya que ella es de- 
finitiva v su decisión imijorta el desconocimiento de un derecho 
fundado en clausula* eonMitueiotiales que se han hecho valer, 
tari. 14. ley 4Ni. 

( lúe no nliMa. en consecuencia, para dar eur**o a e>ta queja, 
ti hecho de que la >entencia de la Cámara se halle fundada, por 
aplicación de leyes de carácter local, atando estas leyes rcfíla- 
nuuun. ú i>retéitdi>e que reglamentan, el ejercicio de derechos 
quv afectan a la Constitución Nacional, conm son mdtis aquello* 
que se refieren a las ¡¿aramia» individuales. Kn eso* casos, el 
proeedimienlo para hacer efectivo su ejercicio, se confunde COI1 
la esencia misma de las libertades garantidas, fula m *[ w ne " 
-adas éstas aunque sea pin* raimes de forma, resulta desconocí- 
da una garantía federal. De lo contrario como lo ha dicho esta 
Cajete "la efcefividtdad de las garantías constitucionales quedaría 
librada al arbitrio de las leyes procesales, contra lo dtspitcstO por 
rl un. M de la C.mstúueióu. . . " (Fallos: lomo 100. pág. 70}. 

Que la extensión dada al interdicto de MttÉ rvrpiu:. (Hir 
el recurrente, denegada por la Cámara a <jiu> interpretando leyes 
lócale-. e> asttttta que contempla, asimismo, materia constitucio- 
nal, coiim que dicho interdicto tiene profundo arraigo en las 
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instituciones libres y en preceptos fundamentales de nuestra Car- 
ta, jamás desconocidos. De modo que las reglamentaciones pro- 
vinciales, a su respecto, si bien permitidas, no lo ponen ínera 
del alcance de la ínter] iretacíim final de esta Corti'. cuya f un- 
ción primordial es "sostener la observancia de la Constitución 
prescindiendo de PkUi disposición de cualquiera de los otros po- 
dores nacionales que esté en ojwisieión con ella." 

Chic si bien es cierto que el recurso extraordinario pudo y 
debió ser deducido directamente |>ara ante esl¡i Curte, de la 
resolución definitiva del Jefe de Policía denegando, en el cas*, 
y con el objeto solicitado, el derecho de reunión, es igualmente 
cierto, que Habiéndose intentado la acción de autos por el camino 
judicial del tonpafo directo de! derecho, que se dice violad», ese 
camino queda abierto, para todos las recursos ordinarios y ex- 
traordinarios que las leyes de fondo y forma admiten según sea 
la naturaleza del juicio. Va se ha dicho que el presente versa, 
netamente, sobre cuestiones de índole federal, resueltas en contra 
de garantías individuales invocadas. n|xm unamente y que han 
dado margen a fallos en í* y en 2" instancia en que aún cuando no 
se hace lugar al recurso de huhatJt farpas, por interpretación "de 
todas las disposiciones contenidas en el título IV. sección % Li- 
bro IV del Código de Procedimientos en lo Criminal", se almrda 
el estudio riel fondo de la cansa "colocando la cuestión en el te- 
rreno más favorable", para el recurrente, y como se ha expre- 
sado tanto aquéllas como ésta constituyen materia que puede 
afectar la Constitución y el derecho fundado en ella (art. W>. 
Kn electo, no solo la |>arte actora ha planteado, sino que el tri- 
bunal a quo ha planteado también y aún resuelto, en el Éaíto re- 
currido, dos cuestiones que importante decisión directa o indi- 
recta. ]x-ro categórica y restrictiva sobre el derecho de reunión 
y su correlativa garantía de amparo, cuya integridad se reclama 
en estos autos: a) cuando reconoce el IV K. o a sus subordinados 
la facultad de reglamentar restrictivamente y hasta prohibir las 
reuniones populares ni la* calles o plazas públicas y M cuantío 
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declara inaplR-alile el recurso judicial de amparo. i*;ira hacer 
r firmo aquel derecho. 

I*or rstii^ fundamento*, oido el ÉéftÓt IWurador (.¡enera!. 
>e declara mal denegado ti recurso extraordinario. 

R. tit imi L.wai.lk. 



PISIDEXCIA 

tim-nos Aires Scpticmhrí 27 *\v 
Vistos v lou-iderando : 

"V 

tjue el señor (¡ou/ákz M aceda, en representación dtl Parti- 
da Socialista lnde| tendiente, al apelar del fallo de ta Cámara de lo 
Criminal y Correccional, confirmatorio det fie I* Instancia. i|ti*- 
desestima el recurso de amparo a la libertad de reunió!» contra 
la resolución del Poder Kjeeutivo que la prohibió en el caso, 
dice: "Qtté considerando no arreglada a derecho la sentencia re- 
caida en este recurso y procediendo la apelación pitra ante la 
Suprema forte en razón de la naturaleza de la cuestión del cuida. 
Íritcri)6li# dkíiQ recurso extraordinario" (ís. V)i ; y la Cámara, 
al nr-ái M io, analiza rl art. 14 de la ley 48. entendiendo que es 
el tácitamente invocado por el recurrente. Xo es, entonces, el 
caso <|e aplicar la jurisprudencia de esta Corte, .según ta cual, 
no esjíeciíicándosc la naturaleza de una apdlación interpuesta 
para ante ella, dehe entenderse que es la ordinaria que prese ri lie 
él ¡firf. 4' de la rilada ley 48. (Fallos: tomo IOS. itátf. 4n1 ; tomo 
US, páe.. I4J: iotni> 11S. pág. ¿73 k 

<Jue es cierta la observación del señor Procurador Cieneral 
referente al incumplimiento por parte del señur González Ma- 
seda dt- lns requinto* p rescriptos por el aru 15 de la ley de -5 de 
Agosto de 1 Sí i,í sofiFC jnrisdicrión y cnmjK-tencia de los Trilui- 
nales Nacionales, porque m é escrito de apelación no se especi- 
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fica la rclaci.m .liwta e imnuliata que tettga la resolución re- 
currida con las cuestiones tic validez tic ios artículos de la Cons- 
titución Nacional que se SMfpíei violados o desconocido* por la 
misma: pra cabe observar que cí invariable rijíur con 0i esta 
Corte ha exigido el cumplimiento de ese precepto ( Fallas: tomo 
21. fWíg. t#¡ l ' nm ' ^ ílind:i cn e1 caTi * ctt ' r cxwix-M.mal 

del recurso y en la necesidad de evitar que. con simples citas o 
Ínv(K"iciones constitucionales, leales, de tratados o actos de auto- 
ridades nacionales, se subvirtiera el orden jurisdiec.onal común 
en cuanto al fuero, jerarquías e instancias. Se (.resume que las 
instituciones de provincias, las leyes y actos de autoridades na- 
cionales, se ajustan a las normas fundamentales que mencionan 
los arís. 5. 31, í>7, 86, W y 108 de la Constitución Nacional y 
que los fallos de la justicia se encuadran en esa misma norma 
de armonía, correlación y jerarquía institucional ; >\ fiara que 
esa presunción ceda o sea objeto de revisión pút esta Corte, 
supremo intérprete, necesario es eme en el recurso extraordina- 
rio se demuestre "la relación directa e inmediata" que existe en- 
tre el casn resuelto y aquellas normas nacionales o hueruaeioiiales 
que se aojuve fueron trans^edidas ; j>ero. cuando, como en el 
caso de autós, el proceso todo desde su iniciación, tanto en el 
delate sobre el fondo del asunto como en la incidencia sobre com- 
petencia, que esta Corte conoció y resolvió (tomo 154. uag. 5. 
Febrero 25 del año en curso), se ha planteado, discutido y en 
l«rte resuelto el punto referente a la violación del derecho de 
reunión garantido por nuestra Carta Fundamental, no es justo 
hacer primar la letra de un precepto reglamentario Mjhre la esen- 
cia misma del litigio i*ira privar a los habitantes qitt se creen 
lesionados, del alto v definitivo pronunciamiento que autorizan 
el art. 100 de la Constitución, el art. 14 de la ley 48 y el art. 6 
de la N" 4(155. tanto más cuanto que en el recordado fallo so- 
bre competencia, en este mismo asunto, ta Corte, en su último 
considerando, recordado por el recurrente. Iiace referencia a su 
intervención ulterior: 



368 



FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 



Om- la Cámara de Apelaciones en lo Criminal y Correecio- 
jjal, rumiando -ti denegación del Mp*Sb extraordianrio ( ís. 20 
<lel expediente apegado), dice: "Uuc en el presente asunto la 
resolución apelada sí hien ha berilo n tVreucia subsidiaria a las 
úvnltndt- ain^kwcioi^tcs tfe) !'<«Ut Kjeeulivo. sTlíása prinei- 
1 mímente m principio* o conceptos jurídicos de orden general y 
en la-v dignaciones del Código de I Y» Molimiento-, en 1* • Crimi- 
nal t\v la Capital. 

"(Jue diefta resolución no desconoce el derecho de reunión 
>tiii» mu- i liria ra la inexistencia de las condiciones formales m- 
dispensáttles para el ejercían de la potestad judicial con relación 
al mismo"; y cita en stt abüftO, jurisprudencia de esta Corle, IV- 
ro, como t;t- leve- reglamentarias no pueden alterar ti espíritu 
de los principio^, garantías y derechos fundamentaba (ari. M 
de la Coiistuticiód , y de se irata precisamente en d asunto 
aomeiido a la justicia por el Partido Socialista Independiente, es 
lógico que la Corte del** conocer en el mtMiio por la vía de! re- 
curso extra» n'dinario. 

* 

{Jue nú solo la parte adora ha planteada sinó ime el tri- 
bunal >t tfita también ha planteado y resneli.. (los cuestiones, ni 
el fallo recurrid", míe importan pronuiieiamientu. directo e indi- 
recl-'. preeategorico y restrictivo, sobre el denrho de reunión y 
Sil correlativa garantía de amparo cuya integridad se reclamó tu 
estos autos; a* cuando reconoce al l'oder Kjceutivo el derecho 
de reglamentar restrictivamente y hasta prohibir las re-uniones 
populares (antepenúltimo y penúltimo considerando, i-, 17} : y 
l.i cuando di-clara inaplicable el recurso de tt#beas curf-iut en 
amparo de ese denrho de reunión | ís. 16 y K» vía. y final de la 
ís. 17 J. Si se advierte nuevamente <|ue. conforme a los arts. 14. 
2S v So, inciso 2" de la Constitución que el derecho reglamenta- 
rio nunca alcanza a la alteración y menos a la supresión; qttfe la 
inteligencia dada al felfa» torpus puede importar restricción a 
m espíritu de amparo ron forme a la letra o al espíritu de la Cotts- 
ttluctoni se comprende ijne. venia Icranu nte. hay en autos; una 
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cuestión federal encuadrada en eí un. 14 de la ley 4tf, reglamen- 
tario del principio o msagrado en el art. KM) de (a Constitución 
Nacional aún mundo la C ámara ta <¡uo diga que m* desconoce vi 
derecho de reunión y que los preceptos de derecho común bastan 
para fundar cj rechazo del recurso mtcrpucst.i contra la resolu- 
ción administrativa que da nacitnic uio a estáis autos. 

hirece evidente ijuc el criierio fundamental fíe la Corle Ar- 
gentina como de la de Estados Unidos, ha sido que: planteada 
claramente por mi litigante una cuestión federal, es decir, invo- 
cado nn derecho como ampurado por la Constitución Nacional, 
un H alado, etc. no hasta que el tribunal de provincia, tte la Ca- 
pital o Federal, se desentienda de illa o )c niegue fíicacia, invo- 
cando disposiciones de derecho común cotilo suficientes para re- 
snhrr la cuestión, siempre que el efecto sea desconocer o inva- 
lidar el flircchn reclamado. Kn ea>os tales, la Corte conocerá 
por vía di- recurso extraordinario para decidir rila, como inter- 
prete final de la Constitucióiu *i. en efecto. Instaba la ley co- 
mún; lo que" nalnralmente, rto puede ser declarado a hase solo 
de lo nne expresen el Juez, o Cámara recurridos, por respeta- 
Mes, une Mis pronunciamientos sean, desde fine ningún tribunal, 
y menos el Supremo de nuestras instituciones puede delegar la 
facultad y la obligación de examinar directamente un asunto que 
se le h míete como afectando principios que él debe resguardar 
kiji» su exclusiva responsabilidad. En el fallo registrado en el 
tomo 35. pág. M)2. causa XWtíl. esta Corte declaró: "Que 
píira la procedencia del recurso creado por el art. 14 de la loy 
sobre jurisdicción y coiii|K teucia de los Tribunales Nacionales, no 
es indispensable que la sentencia misma de ipic se apela contenga 
decisiones contra la validez de leyes, derechos, autoridades o co- 
misiones a que se refiere bastando según lo> términos de ese 
articulo, que en el pleito se haya puesto en cuestión, que la de- 
cisión haya sido contra su validez y que la sentencia apelada sea 
final: porque el objeto constitucional del recurso ante la Corte 
Suprema, en protección de la validez de esas leyes, decretos, auto- 
ridades o comisiones mudaría frustrado sino fuera aplicable a 
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ía sentencia qtte, aunque sin resnlvcr sobre el fcttftlo d°l asunto 
íMiue fin al |jU í te » eti que Se ha «Ueidido entura su validen y tal 
decisión queda subsistente : 1" que determina la eumpeuneia 'le 
la Corte vara conocer «leí recurrí, es ta naturaleza fiel cas», n.. 
la sentencia misma apelada, résped.» de ía cual ><«l" exige la ley 
que u n-a carácter de definitiva/" Kse mteUmmfo esta ratifi- 
cado m el mlíuíkIó del faílo del toitio ( >7. pte 2ÍI. itó* so *fr 

ce: i. a circunstancia ¿a ÍHD haberse ápot^lb «le contrario, ni 
lomad., «ai considiiíacíaii |xií te sentencia de |»rinu-ra ni de se- 
gunda instam-i:- el articulo constitucional SlÜÍ «en el íii* 
/f/t- la cuestión fué o introvertida por el Miuíslerin Fiscal v piu- 
la sentencia recurrida», n*» quita Ü la rtoiojitd^n apelada el qtte 
ella sea contraria al dereetin qíte se lia querido hacer valer fun- 
dado en dicho articulo" : efl el fallo «leí fuño Ittl. «Iñude se dijo 
¿lie "la efectividad tte la- garantid constitucionales tuiedaria 
Ítl»rada al arfótrtü dé las leyes procesales, entura 1- p dispuesto en 
el un. M de la i oiislituvinn. si se rechazara el recurso extra ir- 
dímrio (jorque el falte nu sí pronunreió ssnbre la alegada inenns- 
tituc» maliciad «le una ley y m* kW> exclusivamente ni las furnias 
y m en la> caicas del aCto inalena del pleito" i KC trataba de 
una detención alinda «te ¡legal 1 ; y en el íaltn «leí lomo 14S. pa- 
gina 1\X euaiidu afirma, penúltima considerando, "que no ohst^i 
a la concesión de dicho recurso la circunstancia de que el tri- 
bunal <í qw se haya fundado, para desconocer el alcance que el 
iKi.ir atribuía al fallo invocado, en disposiciones de la ley eotmin. 
ileMle que ni el casi, parlívular de que se Mata basta que un se 
acuerde al jíróniiiieiainienUi judicial la misma le y crédito y los 
misinos CÍéetiiS coniM [m USO y ley le corresponde ante lo* tri- 
luiríais y aiiloi -idade* líunde íué dictadn para que 'pude vulne- 
rada la garantía consagrada por el art / ' de la Lonstiiiiciñn." Kn 
las castis T^l.y v. t nkb«.„r" U*i V. S. I5,r y "Cíii^o % C 
y, Illinois" 200 l\ S, 5M la Suprema Corte de los listados Uni- 
dos expresó el misino concepto t con iisfil. 1.a Suprema Corle 
Federal v >n Iminlicción F. xtraordiuaria". edición Suciedad fie 
\Ui4a«U Etltti>res M , 66, 7<> y 71 l : y este parece m l J 
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pensamiento de Marshalt y de Slory «jue lo cita eNiminando la 
Sección XXV dtl Aeio jndiciario. pues «liec: "J*a Oiestíoií es 
saber si t'l caso emana tío una ley de los listados l' nidos, 
apelantes ¡-ostienen «jue no. porque diversas cuestiones pueden so- 
hrevciiir en él que dependan de l«*s principio* generales del dere- 
cho. i;n «lo arto alguno del Congreso. Sí esto fuera suficiente 
p;ira aparar un caso do la jurisdicemu «le las Cortes i*e«lerales. 
casi lodo caso sería separad", aunque envolviese la interpretación 
de una 1c v y «na eláu-ula de la Constitución veí érenle a un aMiu- 
lu de importancia vilai y expresado en los términos más precisos, 
seria interpretad*» do modo que casi nada Minificase, Ajionas hay 
un caso, cada una di- cuyas partes dependa (cxehisivameiite ) 
de la Constitución, las leyes o los tratados de Estados l'uidos" 
(enní. Story Tuder Judicial ilo 1«ís litados Cuidos "versión es- 
ciñóla «lo £m$m Ym? 100 - v *¡íí»«'* ,l ' l ' s >- 

<Juo la circunstancia «le fundar U ,í í¡iw su pronunciamiento 
en la interprctaei.m y aplicación «lo tas disp«isiei«mes pr« ténsales 
referentes al interdicto áe faiiVr/.v cor pus. invocado p«>r extensión 
]Hir el aettir, no ixeluye el eoni (cimiento de la Corte por la vía 
extraordinaria, desde que se trata de salicr si isa interpretación 
es restrictiva y lesiva del derecho fundamental de reunión, es de- 
cir, si la lev formal o su inuligetieia están ineursos en los excesos 
reglamentarios tjue prohilion los arts. IU y ,íl «le la Constitución 
Nacional y el art. 14 de la ley 4«S. Esta. Corle ha entendido, 
abriendo el rccurs«> extraordinario, en varios casos «le habivs t ar- 
pus resueltos por autoridades nacionales y provinciales. porque 
en ellos, la interpretación «lo las leyes, también naci* males y pro- 
vinciales, ajiareeia observada como e«miraria a los principas «lo- 
reclins y garantías fundamentales <le la Constitución Nacional 
(eotif. Mliés lomo 100, pág. 70; tomo 117. ífe tom«» 144. 
pág. 391 j. \>i crnim se declaró, en el secundo de los casos men- 
cionad«fS, míe la garantía de la libertad personal que es función 
formal del interdicto de littlu tis rurpits. alcanza al derecho de li- 
bre tránsito tkl art. 14. puede declarar t|tte osa hmiitlla procesal 
es la única que ampara la libertad de reunión que e?i en defi- 
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nima. la de líUrt- tramito y aviación transitoria : con \p cual 
se excluye la lacha de res..htción íiuif ici^sa a la que abriera el 
recurso. 

Mm\ ni síntesis que eu el pésente caso sé cuestiona es 
>a1wr*si. argüida de inconstitucional una medida de & |«>ltcia de 
la Capital, annriue sea tftóbMi p"r ti MinUm del Interior. <U- 1". 
cual liav emisiaueia .Uncía irrita. prófeeij((Í0 alebrar una 
rémm ¿1 aírp lit.re y desplazado el fuero ieiler.n1 i«r 

M-meiu ia íle está Orne qüc declaraba el caso «le jurisdieaón üríí*- 
mida, rechazada la acción ñor esta justicia local, por fundamen- 
tos t| iu algunos se refieren al fe nulo misino 'leí a-amio y otro* 
a -ii competencia y jurisdicción. pUMe nü este Tribunal Sti- 
preum i\aniínar el raso por meítté del recurro extraordinario, 
para dát et pronunciamiento di -íiniiivn formal, íté i:il matura 
i,tie el actor btííéíiga la sanción que :> *n invocado den-cho corres- 
ponda por el ór-au.. al que la Constitución ha conferido esa alta 
jjoíeitiid Entre la qtiejy en examen, la acción que "fitina ottw 
autos y ta resolución de que * recurre, catóte la relación directa 
t- ti une' lima que rxi«e el art. 15 de la ley 4.S, 

|».,r lo expuesm y oí% él nenrir IV, curador General se de- 
clara insta la queja y procedente al recurso extraordinari". y 

C"ii>idennid... en cuanto al fundo del asunto |n.r im ser ne- 
cesaria mayor Mih-taneíaeión : 

( \w la ínter] irelaeióu (jada 1 ¡fflKT I" Cámara de A] elaciones en 
¡o Crimina!, ^iiíirinamlo el falló dé) señor Jne/ del Crimen, al 
interdicto de &é C^r^íiS no lesiona el derecho constitucional 
de reunión, ni menoscaba la garantía judicial de su ejercicio efe 
di- -que existen "tros remedios legales contra quienes incurran 
eíl transgresiones a ese principio consagrado en los arls. 14. ¿2 
última párté y .U de la Constitución Nacional. 

( )ur el trilmua! y el medio aptos para revisar, enervar y 
anular una resolución como la policial que ha determinado la ac- 
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tivtdad querellante fiel Partido Socialista Independióme, en el 
casii i|iu- ella fuera violatoria fie los derechos y garantías fie la 
Constitución Nacional, como se pretende, mh esta Corte y el 
recurso extraordinario interpuesto directamente ante la Policía, 
conforme a lo preceptuado el art. 14 de la ley 4K. ;irt. 6 V ríe 
la ley 4055 y fallo del tomo ll.V pág. W&i 

Oue. en efecto, derogado el an. 11 de la ley 70*1 por el ar- 
ticulo 305 del Código Penal, las u-solncíone* de la Jefatura de 
Policía, referentes al ejerciciti ttcJ dercelio de reunión, tienen ca- 
rácter ele fie finit ivas desde que im existe ley que establezca re- 
curso de apelación ordinaria, contra ellas, ante otros jueces (conf, 
fallo del tomo 117, pág. 26,1 citado anteriormente. iispit (»'» r/f. 
cao. II N" 7: "Jurisprudencia Argentina", ionio 26. ano P>27, 
pág. 440. (imia del Dr. Alvo), 

Oue, en coti>eciiLncia. y siendo este el sentido del fallo de 
25 de Kiiero del año en curso, en el incidente sobre fuero f ederal. 
en su último considerando que el recurrente cita, im puede esta 
Corte pronunciarse sobre la justicia o injusticia de la prohibi- 
ción policial, entrando fuera fie tiempo y forma, en el examen 
ile la facultad reglamentaria tlel derecho de reunión ixir jarte del 
Poder Kjecutivo. Las leyes adjetivas y su interpretación en el 
suh liti- no implican inenoscalm, desmedro o inefectividad de los 
principios esenciales invocados, sino que la cuestión del>e ser 
adecuadamente planteada ante ej Juez, en el término y en la for- 
ma que se han establecido como los más convenientes (tara la de- 
blda realidad del derecho en función. 

Por ello, se confirma. Hádase salier y devuélvanse los autos 
venidos |«>r vía de informe con testimonio certificado del presen- 
te que se archivará. 

Antonio Saoarna. 
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de 0itm y ¿fisiones. Rmirso de hecho. 

Sumovio: \ IOS ^e*fOfi tt la ,k 1:1 1,Ur ° l " Í*f 

ció qttt menciona el art. 18 de lá Constitución, nn es suli- 
eientc nne se Ik-ni- la fórmula «le la defensa tm W pm* 
einio de ofíciOj aún cuando este sea inicli^nte. diligente y 
reel..; pero *i p»r iir-li-cnoa del rt cúrrente su (lefctJSOÍ 
particular no fm- notificado de su non.hraiiiienio. la san- 
ción de m lú&Bgencfo conforme al art. I» del «te 
IWnlinmnlM. «t materia criminal, es inob^líl^JJór la 
(Surte Suprema pff «O S«T violatoria del , prii 
defensa. 

t Lo explican la- pesas ¡^íentés: 



DICTAMEN DEL PROCURADO* CRN ERAL 

Raenoa Aire*. S«frtkraStó* I 4 ,lt ,< '* í - 

La Cámara Tercera de A|ietnciniies en lo Criminal y Co- 
mcional -le 1.a IHata. e», la cansí sesuda centra Cipriano \ a/- 
,,,uv aluw. «le "Tinas y lesiones a Alisto C. Rodríguez, lia 
establecido en su sentencia de ís. 70 <|uc el defensor de H>res 
designado |M.r el procesad» al prestar declaración indagatoria, ha 
iiuervniído en la causa eil razón de que 4 defensor aprtieular, 
prppttMü |H»ierionnente. un había aceptado el cargo ni cns- 
mWb má&fa é cuyas diligencias no >v había OCtt^ío el 
acusa/I., no obstante hallarse en libertad provisoria. 

CopO se vt. la no intervención en la causa del defensor par- 
ticular no lia sido motivada por razones de hecho dentro del pro- 
cedimiento de que informa la resolución indicada de ís. 70. 

Elfo ti., puede constituir cuestión federal que autorice la 
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interposición del recurso acordado por el art 14 tío la ley 4K 
Itwla ve?, 4 [iio ti caso resuelto nn encuadra en la enumeración 
contenida en la referida disposición legal. 

Aunque a*i un llura. no pudría sostenerse que ha habido 
supresión i* límiiación de la defensa en juicio, ya que el acusado 
ha estad*» representado en el mismo ]M»r el defensor de pobres, 
del juzgado y se lia encontrado en eondieionés de h;icer valer 
[ÍOT intermedio ile él del que, a lío ser la negligencia que se le 
¡nípula*, pudo tialier designado, sus derechos ampliamente. 

Soy por tilo de opinión ijia- la ablación tleducitla contra la 
expresada semencia de fs. 70 es improcedente, y ha sido en 
conseaienei;i. Ucn denegada para ante V. K. 

Ilttrüt io H, Lmn'tn. 

FALLO DE LA CORTE St'HtF.M A 

Humos Aires. Septiembre «Ir IWJ. 

Vista la queja de Cipriano Vázquez por apelación extraor- 
dinaria denegada por la Cámara $• de Apelaciones en lo Cri- 
minal de la Provincia de Unenos Aires, cuntra la sentencia de 
la misma que lo contiena i*»r abuso fie armas y lesiones: y 

Considerando : 

One el recurrente funda su queja en la circunstancia de 
que. a pesar fie hatier nombrado |>or su defensor al Dr. Kdgartln 
Migue/ (fs. 44), tic los autos principales venidos por vía de 
informe, y halársele tenido por tal previa aceptación del cargo, 
no se notificó de tal nombramiento al dicho letrado ni se le dió 
intervención en la cansa, continuando la defensa el funcionario 
oficial sin producir las alegaciones y pruebas que convenia a la 
justicia tic su causa. 

gtte es evidente el derecho fie quien ocurre ante la justicia 
comí» actor o demandado, querellante o acusado, jwra elegir la 
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persona que. llenando las condiciono legato», produzca en su 
nombre los alegatos y pruebas pertinentes a los fines de |»ner 
ile manifiesto el tlrrccho .|tie le a-isle. conforme :| la garantía 
¿C Ta libre defensa en juieio qite menciona el art. IX de la Cons- 
titución Nacional: y. en ese sentido, las leyes y justicia locales 
tanto como las nacionales «1el.cn armonizar sus preceptos e inter- 
pretación $m ajustarse a los preceptos de tos arts, 28 y fl <fc la 
Caria Fundamental. X.. es suficiente que se llene la fórmula de 
la defendí en un latrocinio de oficio, aún cuando este sea 
inteligente, diligente y recto, porque solamente la parte interesa- 
da es la dueña de las condiciones en c|«e. dentro de las normas 
reglamentaria*, deben -* r alepattos y próvidos sus derechos, tanto 
más cuando estos sean, como en el juicio criminal los esenciales, 
de vida, libertad y Hoimr. 

4Vn. en el ¿¿8 lite, él procesado Vázquez no sniimiistró a la 
jii>tícia los medios de hacer llegar al defensor nombrado, doctor 
Miglléz. t ; i ""lificaciún de tal nombramiento, pirque en el es- 
crito de ts. 44 no se mciicina el domicilio ñel mismo y. en conse- 
cuencia, la sanción a tal negligencia, conforme al art. í* del Có- 
digo de Procedimientos en materia criminal, es iuobsrrvable p>r 
esm forte pirque, en verdad, no viola el principio misino de 
la libre defensa y las ra/.nnes aducidas pir la Cámara 'I enera 
(ís. 70,. son Suficientes para fundamentar, en lo pertinente, el 
tallo contra el cual se ha intentado el recurso del ari. 14 de fa 
l,y 4S. (Conf. tallos de esta C orte Suprema, tomo 121. pagina 
.V>>: tomo 123, pá-. 25.1: lonm 134, ingina 242; tomo 134. pá- 
gina 3oSk 

l'or l.i expuesto y de acuerdo con lo aconsejado por el señor 
l'rocurador General, se declara lneti denegado el recurso. Xot> 
íi. píese y archtvoe. devolviéndose lo* auli»s venidos como in- 
forme ron transcri|üión de la presente. 

A. Bermejo. — J. Fioi-eroa AL- 
CORTA. -- RoUCK'lo HliH-"l TO, 

K. GftiKt Kw.M.t.K. - Antonio 
Sai ¿aun a. 
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Don Mitríauo Mahtiua t tmiru h\ f'roriiuht rfr litttn- /fiVw. sobrv 

Sumario: l v Para la procedencia tic luda acción judicial es in- 
dispensalik- la existencia de un derecho que baya sido di- 
recta y efectivamente desconocido o denegado jtor aquel de 
quien pretende su reparación, y hechos que afecten el 



2 V Corresponde el rechazo de una demanda por reivindi- 
cación de un bien raíz que se halla en (josesión del mismo 
actor, según propia manifestación, y respecto del cual, de- 
clara, asimismo, no haber sitio atacado i>ur el demandado, 
por acto alguno (pie sea contrario a su derecho. 



FALi.0 DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aire*. Seplíiiubn: .10 de 

* 

V V istos: los de este juicio seguido por don Mariano Ma- 
laina contra la Provincia de Kntre Ríos, de lo que resulta: 

Que a tojas 4 se presenta el procurador don Pablo Piífano 
en representación del señor Mariano Malaiua, con suficiente jier- 
soneria y manifiesta: "Que viene a demandar al ¡íobiemo de la 
Provincia dé Entre Rio», pura t j m . recbnozca el derecho de mi 
mandante a la propiedad de una fracción de tierra compuesta de 
>7W> hectáreas, que forma izarte del lote N v 1 de la isla Ciirnzú 
C hali, situada en el río Paraná, distrito de Tacuaras. Departa- 
mento de La Paz, de esa provincia." 

Funda la jurisdicción originaria de esta Corte Suprema en 
el an, 10 de la lev 4S de 14 de Septiembre de 1863. en virtud 
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« * 

de ser el actor vecino tí*; la Capital de la Pr^viticia de I Sueños 
Aires. 

Coit n fi i'L-iu iíi á los luchos ni une a|Miv;i >u demanda, dice 
m i- sucesor de don Florencio Aridos feti e¡ derecho (Je pro$&&d 
de la ¡sta Cuni/,ú Chali, míe adquirió en compra del Kohierno 
de la Provincia de Km «i Ríos cm fecha .50 de Ahril de con 
ron una CXtensidn medida de 15.1S0 hectáreas, A.yre^i .|UC el 
señor Aridos vendió la referida isla a los señores Juan S. Kou- 
eau. Cari..* M. Murrencio. IVaneiscn García Cortina e IsaIr-Iíiio 
t anaverio, KsM:Tdu> últimos a su vez transfirieron la mitad (p 
a di,* o.mspoudia a don Carlos Villarino. t|uiell la vendió a 
doíl Carlos (iareh Cortina, antecesor inmediatu del actor. 

MaiiiíieM» má> adelante (lite al dí\idirse d condominio re- 
sultante <fc las transacciones enunciadas, iué designad.. judteial- 
metne el inquiero Juan líeité Reyi.aic para practicar la mensura 
comsi*mdiente t .jite dió una existencia de ¿0.752 hectáreas, o 
sea un sohranle ele 5572 hectáreas sohre la extensión que deter^ 
minaha la escritura de venta urinaria, cuyo Arante se dividió 
por |Kirlets iguales entre ambos propietarios. 

Atrilmvu esta diferencia al hecho de i|tie atando se desuno 
;t l agrimeniiir' señor Matti $M practicar la mensura de la pro- 
piedad con motivo de la compra di- Aridos, se le dieron insiruc- 
citioes de excluir de la medición los senos y anexidades de la 
isla, une se^íiu la escritura respectiva de venta ímnm trans- 
feridos ;il señor Arigos. 

Deduce el actor de estos hechos 411c el sobrante h:illado no 
yüvdc e. moderarse como fiscal, desde inte tal sohranle está com- 
prendido en las anexidades vendidas por el gobierno sin medu- 
sé, y a^rc^a míe [pt claro y terminante tfité sea ese derecho, el 
gobierno de Édtré Ríos se ha negado a reconocerlo eiü ¿ti decre- 
lu dictado 01» nmlivn de la presentación de don Alfredo Milia- 
vaca. en el que se atrihuye la propiedad de ese sobrante, soste- 
niendo cühtO ¿rigen de la mayor extensión los acrece»lamieut«is 
t jitt |H)r aluvión ha experimentado la i>la. 
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Aduce que aún en este caso también estaría comprendida la 
venta cutre las anexidades mencionadas, desde que ninguna re- 
serva ta* hizo sobre acreccnianiientns ulteriores, ni pudría hacer- 
se desde que se ignórala la extrusión de lo medido. 

Cita en su los arts. 1 1 ( >S, 260í», JnOX y 2<AV del 

Código Civil y algunos fallos de esia Corte Suprema y pide se 
declare que la propi'^bd de la> 27.SO hectáreas enr< mi radas co- 
mo excedente en el luir iú..*. 1 de ja Ma de Cnnmt Chalí, le 
eorres|M«ide exclusivamente a su mandante; se condene a la 
Provincia de Kntrc Kío^ a escriturar ese sobrante, hoy que puede 
precisarle su extensión, como consecuencia de halterios vendido 
antes im precie amenté en forma de anexidades- 
Corrido el traslado de ley» la Provincia de Lntrc Ríos con- 
testa la demanda por intermedio de don Ernesto R. (¡regosi, 
quien desconoce los hechos y el derecho invocados en la misma, 
y después ele referirse al desistimiento que de su pedido hiciera 
el señor Miliavaca ofreciendo, adquirir el sobrante, relata las 
constancias del cx]>cdieiite respectivo, cf»n la siguiente conside- 
ración : que reproduce las contenidas en el decreto de 8 de No- 
viembre de 1927 en que se desconoció la gestión administrativa 
del Sr. Miliavaca iniciada con el objeto mismo que la presente 
causa. Dice ía demandada a fs, 14: MCn el considerando ili de 
tse decreto se exprtsa. que el gobierno vendió en el año la 
superficie que arrojase la mensura que entonces practicara el agri- 
mensor señor Matti. Y que las anexidades que se transfieren y 
que reza aquella escritura, no son ni pueden ser otras que las que 
la isla o sea la superficie vendida habia tenido en la fecha y épo- 
ca de la redacción de la escritura; y en el considerando IV se 
agrega que si la isla ha sufrido acrecentamientos después de la 
fecha de la venta, no puede el gobierno otorgar título tle propie- 
dad por el acrecentamiento, |iorque si pudiera halíer acrecido 
pafa s ns dueños, estos se hacen propietarios en virtud y |ior im- 
perio de la ley que sin más trámite así lo consagra y sin otra for- 
malidad y l«tr último en el V y VI se recuerda que según el ar- 
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tículo 2606 del Código Ovil, lo* acrecentamientos, de tierras que 
uvüh-ii 1i »s terrenos confíname- con las riberas de los rio* nave- 
gábíes» pertenecen al Krtadu y cinc acá si- iraia de tierras h tr- 
inadas por aluviones, que confinau ctm lo* ríos Paraná y Para- 
naciiu llénárido cmno consecuencia y ele acuerda con prevedentes 
&l cíisps análogos a la resolución negativa de lo solicitado." Se 
hace resaltar así inferno la emuradiceión del ador i$ké promueve 
la acción para que se 1c reconozca el derecho a la pn piedad de 
una íraceióti de tierra compilóla (le hectáreas "y más ade- 
lante- aclara que se trata de un juicio de escrituración/' lia .sos- 
unido la demandada que el derecho invocado pOif el actor es 
inaplicable al caso, pues "para redamar ti omrgamicnhj de una 
escritura en <pe se transfiera el dominio. que es el nbjeto de ta 
presente demanda, luiliiera sido necesario que se exhibirá el ins- 
trumento publico o privado de contrato en que constara que la 
Provineia había contraído tai obligación, y en el caso sttb $f, tal 
documento, según las informaciones que se me lian dado no exis- 
te, ni en forma privada, ni en forma pública." Lo único zurrido 
,s que al venderse a Arigo, en 30 de Abril de \mi. el terreno 
de isla con la su] W ticte medida <lc quince mil ciento ochenta hec- 
táreas se expresó que ésta comprendía las anexidades no siendo 
posible interpretar que esta locución, anexidades, importe una 
obligación de venta de otra fracción. 

Después de otras consideraciones, tendientes a demostrar la 
¡mproL-ednieia de ta demanda por razones de hecho derivadas 
de la superticic determinada con que se enajenó la isla, concluye 
la contestación solicitando su rechazo cotí costas. 

Que recibida la causa a prueba a ís. 25 vta. y agregada la 
producida, la- panes alegaron a fs, ?4 y ís. §fj f llamándose los 
nulos para definitiva a ($. 5S vta.. y 

Considerando; 

Mué el objeto de la presente demanda es obtener del gobierno 
de la Provoineia de Entre Ríos el reconocimiento al actor de la 
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¡wopíedíKl fie una fracción de tierra de 2786 hectáreas, ubicada 
dentro de la isla ( nruzú Chati, vendida ésta en 1888 a «Jp Flo- 
rencio Arigos, de quien aquel es sucesor particular, fracción que 
apareció cotí exceso de superficie t*n doble cantidad, por diferen- 
cia eniri- la mensura primitiva > ta practicada últimamente por 
el ingeniero Rene" Reina íé. Ku virtud de este antecedente pre- 
tende tme ta fwovíttetó le esorttítre él respectivo sobrante. 

Oui* para ta procedencia de inda acción judicial es indispen- 
sable ta existencia de un derecho que haya sido directa y efecto» 
vameiitr desconocido o denegado |Hir aquel de quien se pretende 
mi reparación, y liedlos que afecten el mencionado derecho. 

Que. entretanto, en el íhí» f/í¿, iu> se ha hecho referencia 
a acto alguno del gobierno provincial que sea prácticamente ad- 
verso al pretendido derecho invocado, ya que todo lo que se ha 
dicho al respecto se refiere a un asunto administrativo, seme- 
jante al de autos promovido por el señor Miliavaea, a nombre 
propio, y resuelto en forma negativa. 

i Jue así se desprenile de la prueba producida, consistente al 
ricen», en tas actuáronles agregadas con la siguiente carátula: 
"Miliavaea Alfredo T., íoíiciia titulo a un tibiante de isla situa- 
do en Distrito Tacuaras del Departamento de 1.a Paz." 

Que es de observar que lo actuado en ese expediente es con- 
tradictorio y («ir tanto, en caso de ser aplicable al actor un le 
íavoreceria ya que el señor Miliavaea, a fi 43 dijo: vengo a de- 
sistir, por el momento, del pedido sobre escrituración en propie- 
dad del sobrante hallada y requiero, al mismo tiempo que dicho 
sobrante me sea enajenado como tal ron base unitaria del precio 
de su adquisición por el primer comprador Arigos, agregando 
que dicha soli» ilud importa reconocer el derecho del Kxmo. Go- 
bierno. 

Oue además la posición jurídica en que se coloca el propio 
actor es incongruente, pues |>or una parte sostiene que el pre- 
tendido sobrante esta incluido en la venta y escritura a Arigo*. 
y por otra solicita se le escriture nuevamente. 
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giíé asimismo, el actor alega mtc siendo él sobrante Éetfi* 
pMo, rtMiltadti <k- aumento <\v nipcríkie \wr aluvión, ilícito 
amnentu le corropoiule por imperio <le la ley. cuyas disposicio- 
nes t iia. y 110 olisiante. insiste en tjue él go^ettió le esérifure ta 
i|iir te perleueeeria, a este ultimo título, 

(Jnv no haliiendo si^o atacatlu el demandante por acm ^Igt*- 
nr. du ipiliiemo que sea directamente contrario a su derecho, des- 
de míe ai|iivl misino afirma Hallara en posesión del terreno, él 
o sus antecesores desde Ms\ S vta. de la .demanda» es in- 
dudable que la acción de amos es innocua e ittiprocetkitte. 

i'or estfts fundamentos sr rechaza la demanda, sin cintas, 
iri .ueueióu a la namrale/a de ta causa. Notií imítese y archívese 
previa rqto-iciún del pape], devolviéndose los ai; recado*. 

J. FlC.UKkOA ALCOBTA. — RüUlíkTO 

Rkputto. — R. Girino La valle. 



Señares .1. "inf y Ow, r»S$& Ch,uli. ¿ohrr wlim de 

Contmtátí de compcii^ria. 

Sumario : lis Juez eompi tente para conocer t u los pleito en que 
se ejercitan acciones personales, el del tugar convelíalo ex- 
plícita o impliei lamente por tas parte* liara el cumplimiento 
del contrato, cítales* pucra que sean las prestaciones que se 
demanden, principales o accesorias. 

Caso: Lo explican tas pieza* sí^uuntes: 
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DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL 

tíxKtm Airvs. Svpiuiiihtv ,>u ik- 

Suprema Corte: 

I,a demanda qtjj.u ante el Juzgado 'Ir P$Ss de la Sección 16 ij? 
la Capital de la Nación ha deducido A. f *¡ni y ("ta., centra Assan 
Chadi, importa el ejercicio de tina acción personal, habiéndose' 
comprobado míe d demandado tiene sn domicilio en I .olería 
( Provincia de I turnos Aires). 

Sobre estos punto* hay acuerdo entre el Juez referido y el 
de igJtal clase de LoU-ria con quien se ha trabado ta presente 
contienda de competencia |«ira conocer mi esta causa. 

I >ada la naturaleza ile la acción, cobro de pesos provenieti- 
le de suministro de mercaderías, corres] n»nderia a este último 
i licito conocimiento sitio fuera que las | sirtes han fijado expresa- 
mente tugar para el cumplimiento del contrato «le compra-venia 
qt}C se ejectila. 

Tal se infiere ile la* afirmaciones contenidas en las cartas 
Miseriptas pQT el deudor, presentidas ]ior et actor, y en las qne 
aquél DÍrecc efectuar et pago en el domicilio del seguido, es de- 
cir, en la Capital de la Nación. 

La intención de tas partes contratantes queda asi al respec- 
to definida en los leonino- del art. 2tS. inciso 4" del Código de 
i't unercío. 

Y , designado implícita o exptíeilameulc el luyar del cumpli- 
h ñen (o de un contrato, corresponde, al Juez de ese lugar conocer 
en la causa (pie con tal motivo ^e promueve. 

I'ur ello, soy de opinión que la presente contienda delie diri- 
mirse en favor de la competencia del Juez de Paz de la Capital 
de la Nación. 

Hoiut it) R, l Atrita. 
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

BiMims Ain-s, Scptunthre 3ü clt- 

Autos > Vistos : 

Los de contienda die eníttpetencia i>or inhibitoria trabada entre 
un Juez tic Paz de esta Capital y otro de igual clase de Lut>eria, 
Provincia dr Buenos Aire*, jxira conocer cu la demanda deduci- 
da ante H primern por \. I'ini y Cía. contra Assau Chadi. |W 
* cobro de peso*. 

Y Considerando: 

Que no se ha controvertido ép las incidencias di- la enmienda 
la naturaU/a do la acción promovida, míe es |iersonat, y asi re- 
sulta aceptado por ambas jiíirU^ al acogerse a la respectiva ju- 
risdicción <jue iuvocání 

Cjue los documentos en <|tie el aclur funda su demanda I íao- 
tura di- is. 1 y cartas de fs. 28 a M expediente de la Ca|Htal(. 
acreditan la existencia de un contrato eOmerfciaJ míe se hizo i>or 
correspondencia, y si bien no se estableció expresamente el lugar 
del cumplimiento deja obligación del demandado, éste aparece 
prometiendo enviar en breves dias el diñen» importe de su deuda, 
antecedente (pie constituye, con los retpier i intentos del acreedor, 
la mejor explicación de la intención fie las partes at celebrar el 
contrato, según lo establece el art. 21 8, inc. fiel t odigo de 
Comercio. 

(Jue es de jurisprudencia constante y reiterada fie esta Corte 
qué el juez competente para conocer en los pleitos en que se 
ejercitan acciones personales, es el del lugar convenido explícita 
o implícitamente \»*r las partes ]wira el cumplimiento del contra- 
to, cualcsimicta «pie sean las prestaciones que se demandan, prin- 
cipales o accesorias. (Código Civil, art, 1212 y correlativos: Có- 
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digo de Procedimientos A k Capital, an, 4'; ley 32. tit. 2. par- 
tida >: Mosíí tomo 14K. paginas 25 y 5*: tomo 14*). páginas 
1,12 y 3t6 y los allí citados). 

Éti su mérito y de acuerdo con lo dictaminado |«»r el señor 
Procurador General, se declara que el Juez competente para co- 
nocer en el suh jtuiur es el de Paz «le esta Capital, a quien e>i 
eim>ecueiK'ia se remitirán los autos, avisándose al de 1. ollería en 
la forma de estilo. Repóngase el papel. 

|. KlCt KKOA AUOKTA. — RoRKKTO 

Rkpktto. — R. QtJWQ 1-avau.k. 
— Antonio Sagarna, 



¡hm Alberto Gottsáfes m ttís tnttos J mires de Miro. Pmtám* 



Sumario : Hii el supuesto caso de conflicto entre los artículos 46 
v 716 del Código tle Procedimientos de la Provincia de Hue- 
nos Aires, ron los art*. 1K69, PHU, l«05. P>24 y 1945 del 
Códígu Civil, procedería la aplicación de las de carácter lo- 
cal, a mérito de lo preceptuado por el art. I.S70. inciso 6 V 
del mismo Código Ovil. 

- 

Cuso: l.o t'Npliran las picáis siguientes : 



DICTAMEN* t>l-X I*ROCl RAt)OH fT,F.SF.RAI. 

Buenos Aires. Septiembre 25 112* 

Suprema Corle: 

A ís. 60 se lia pedido se declare inconstitucionales los ar- 
tículos 46 y 716 del Código tle Procedimientos de la Provincia 
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tic Ulieñps Aires, aplicados en l;t síÉisa para unificar la repre- 
sentación <le !a> partís hueresadasi 

Kl ñuto dictado |Htr los irilmnalcs unlmarins. ha dicho V. K. 
i'J4: 20j obligando a lite |«irtes a actuar hajo una representa- 
ción única, no autoriza el f&mm a la Corte Suprema. No sxw 
sinónimo* agrega V. I",, ni i\$ ígsal impotencia en el derecho 
procesal ta dfel.#sa ui juicio, declarada inviolable por la Cons- 
titución y la representación de las pcr*oitas i$*e actúan en él. 

A los íine-v tic la procedencia del recurso no liasta, para elt<«, 
haberse invocado ¡-aramia* de orden federal. 

Soy, |Mir taulo. de opinión tpic rl mismo ha sido hiru deiu- 
(jpptfó a k '■'» vta. para ante esta Corte Suprema. 

Horútió h'. l-urirtti. 

FALLO T>t LA rO»tE SUPREMA 

líiir»* Aires, St-pricrobrt Sí Se ÍSft 

Aillos y Vistos : 

Los del presente recurso tic ludio, |jpr denegación del ex- 
traordinario deducido pof Geraftlo Colazo eti representación de 
don All»erto (¡on/ale/, en ¡ih autos ^ratulaííos "Juárez de Miro 
Franci-ca. -u sucesión, concurso civil": j 

t "i imitícTaiitlo : 

tjuc t «[ recurrente ha impugnado de ¡nconsiitueíonaüdad los 
art-, 4ó y 7 1'», en cnanto esíos tUspOJtcn, respectivamente, la uni- 
ficación de la representación en juicio, cuando fuesen varins los 
actores las. pejrsojraS demandadas, y cuauílo sean varios los 
deudores que se oponen a la formación del concurso civil, im- 
pugnación ¡«asada en «pie dichas deposiciones son contrarias a los 
aris. ÉSfiffi 1S tífc& i'tól'.y Í9É tí Código í "i vil. 
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Que aún cuando hubiere discrepancias, en la materia, emu- 
la legislación ele finido y la de procedimientos, debe tenerse pré- 
seme, t¡ue en el conflicto de las dos leyes, procedería la aplica- 
ción de las de carácter local por cuanto el art. 1S70, iiviso 6« 
del mismo Código Civil, declara que las procuraciones judiciales 
se rigen por éste, en todo lo que no se opinión a las reglas del 
Código de Procedimientos, cuya interpretación por los tribunales 
provinciales, está fuera de la jurisdicción de esta Corle. 

Que es evidente, en consecuencia, que el pretendido caso fe- 
deral no se ha prodilcido. en relación al caso tle autos. 

Por estos fundamentos y los concordantes del dictamen del 
señor Procurador General, se declara improcedente esta queja. 
Xoiifiquese. devuélvanse los principales con transcripción * le la 
presente, archivándose estas actuaciones, previa reposición del 
papel. 

1. FlOllíROA Al. CORTA. — RoiU-KTO 

Rki'Ktto. — R. Grino Lavai.lk. 
- -- Antonio Saoarna. 



X O T A S 

Con fecha cuatro de Septiembre de mil novecientos veinti- 
nueve, no se hizo lugar a la queja deducida ]H>r el Banco Hipo- 
tecario Nacional en autos con don Matías lí. Sturiza (su suce- 
sión J, sobre ejecución hipotecaria, por aparecer tic los autos 
venidos por via de informe, que la resolución dictada por la Su- 
prema Corte de Justicia tle la Provincia de Buenos Aires, se 
había limitado, en el caso, al decidir el punto controvertido, a 
declarar impri»cedeiUes los recursos «le inconstitucionalidad e ina- 
piicaiiilidad de ley. deducidos para ante la misma, interpretando 
y aplicando disecciones contenidas en la Constitución de dicha 
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provincia y preceptos procesales de una I*íy lt>cal, ti* » nhscrvada 
como contraria a la ley fundamental, lo que es ajeno al recurso 
extraordinario de puro derecho federa! qitie autoriza el an. 14 
de la ley IX. 



I .ii omv de! mismo la Corte Suprema de conformidad jmi 
lo dictaminado ]«* el kefio* Procurador (reuerah no hizo lu^ir 
a la queja deducida por don Nicolás l'arodi en autos con don 
\rturo Suárez Pinto, sol «re indemnización di- daños y per jui- 
cios. |mr ¡i| crecer de la propia exposición del recurrente y del 
informe de la Cámara Federal ile Ablación de ta Capital, qui- 
la catwi había síctó resuelta aplicando é interpretándose jara el 
caso, preceptos de derecho común y de una ley procesal, ajenos, 
por ConsÍg«jent< al rmir^o extraordinario que aulori/a el art. 14 
di- la ley 



(fqri fecha once de Septiemhn- de mil novecientos vciulinuc- 
ve fué o ni firmada |*>r la Corle Suprema, la sentencia pniiuin- 
eiada por la t ámara Federal de Ablución de La Plata, la que 
confirmó, a mi ve*, ía dictada rjQÜ el Juez Letrado del Territo- 
rio Nacional de Santa Cruz, que condenó al procesado Juan 
(iay Morem». a sufrir la |R'iia de catorce años de prisión, acceso- 
rias legales y costas, como autor del delito de homicidio t>er|ie- 
trado en la pegona de su. cuñada Victoria Oyar/ún de «iay, el 
dia T> de Noviembre «le PÜti, en la capital del expresado te- 
rritorio. 



l-'.u la causa criminal seguida contra Pedro Lela, como autor 
del ilelito de homicidio perpetrado en la persona del contramaes- 
tre Antonio Bartolomeo, en ej Resguardo del Puerto de fiahia 
Blanca, el dia X de Julio de P>2ó, el Juez Kedcral de dicha ciu- 
dad talló la cau>a condenando al procesado a sufrir la \wm de 
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diez y seis años y seis meses de reclusión con las accesorias del 
art. Í2 del Código Penal y las costas del juicio, MÉ H nv - 
fué confirmada por sus fundamentos i*>r la Cámara Federal de 
Apelac óti de Iji Mata. Klevados los autos en ablación a la Cor- 
te Supieron, el tribunal con fecha 11 de Septiembre de 1929, con- 
finé cu lo principil la sentencia recurrida y la modifico en 
cuanto a la clase de pena impuesta, declarando qtW ésta del ña 
ser prisión en vez de reclusión. 



Hn la misma fecha no se hizo lu«ar a la queja deducida po* 
Ramón Fartas y Flores, en la causa seguida en stt contra, |)or 
homicidio, |>or resultar de los antecedentes expuestos y clel in- 
forme acomj tañado, que la decisión motivo de la queja no re- 
vestía el carácter de sentencia definitiva, exigencia del art. 14. 
ley *S, y que solo se tnitalia de cuestiones de Invito y pnielia re- 
gidas j :< >r leyes procesales, extrañas, \kít consiguiente, al recurso 
extraordinario cíe puro derecho federal, de acuerdo con la citada 
dísj**icióit lejjal y reiterada jurisprudencia del tribunal. 



Con fecha diez y seis y ile conformidad con lo dictamina- 
do por el señor. I Wurador Heueral. no se hizo lugar a la queja 
deducida por don Je*ús l.ói**z (su sucesión) en autos con la Ca- 
ja Nacional de Jubilaciones y Pensiones de Empleados Ferrovia- 
rios, sobre pensión, en razón de que la resolución dictada por 
la Cámara Federal de Apelación de la Capital, se había limitado 
a declarar bien denegado un recurso interpuesto para ante la 
misma, es decir, cuestiones de carácter procesa) ajenas, |wr con- 
siguiente, al recurso extraordinario, de acuerdo con lo que dis- 
pone el art. 14 de la ley W 48. 
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Kn la misma fecha no « hizo liHínr al recurso extraordina- 
rio dédtíéídó don Alfredo ( huera en autos nm la Provincia 
de Salla, sobre reivindicación, tu razón de que la resultuión ;i] k-- 
lada. éá S^périÓr Tríiiüiial de Justicia de «Licha provincia, se 
había limitado a declarar insuficiente la pmba rendida. jn*r el 
recurrente a fin de comprobar su nacionalidad extranjera, es 
decir, puntos de Invito y pruelia ajenos |*ir consiguiente, al re- 
curso intentado tk acuerdo con lo «|ue dispone el m, 14 de la 

lev número 4*. 
¡ . 



En la miMna fecha y de conformidad con lo dictaminado por 
el señor Procurador General, no se hizo lunar a la <|ueja dedu- 
cida, ]M*T doña iKlia K. tíaigorri tu autos con la Compañía dé 
Construcciones Modernas, sobre saldo de precio de la compra- 
venta de una propiedad, en razón de que la decisión recurrida 
tk la Cámara 1" de Apelaciones en lo Civil de la Capital, se 
había limitado a declarar, confirmando jxir sus fundamentos la 
resi tinción del Juez, a qito, insuficiente la.pruclja rendida por el 
interesado, a fin <le enniproltar la distinta nacionalidad de las 
partís, es decir, resolvió la cuestión d< 1 Mil ida apreciando jwira 
ello puntos de hecho y prueba ajenos al recurso intentado de 
aCUfcrdo con lo que dispone el att 14 de ta ley 48. 



Ku diez y ocho del misino se declaró improcedente la queja 
deducida i*or don ¡Socolas l'arodi en autos con doña Josefina 
Colmena de lint tino. sobre cobro ejecutivo de pesos, por apa- 
recer de la propia exposición del recurrente, que ta resolución 
apelada se había limitado a declarar improcedente una excepción 
de incompetencia de jurisdicción, apreciando para ello puntos de 
Ueclui, pruelwi y de derecho común, extraños al recurso extraor- 
dinario de puro derecho federal í Arts. 14 y 15, ley 48). 
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Kn 1;l causa criminal seguida contra José <íago Percyra. 
|Mir el delito de homicidio jierpíSm^ **» la persona tic Keli|ie 
"crcym. en Comodoro Rivadavia, Territorio Nacional del Chu- 
hul, el día 17 ilo Knero de 1 1 >2H. el Juez I Airada de dicho terri- 
torio falló la cansa, condenando al procesado a sufrir la pem de 
quince años de prisión, accesorias legales y costas, sentencia que 
fué confirmada por la Cámara Federal <lv Apelación de Lá Pla- 
ta, en cnanto a la responsabilidad del procesado, y la reformó 
res|iecto a la pena, la que redujo a doce años. Elevados los autos 
en apelación a ta Corte Suprema, el trihunal con fecha IN de Sep- 
tiembre de 1929. confirmó, a su vez. la sentencia recurrida. 



Con fecha veinte y de conformidad COÍl lo dictaniinado jior 
el señor Prtwnrador íieneral, no se hizo lugar a la queja dedu- 
cida por los señores Al. A. líossi y Cia.. ablando de una reso- 
lución de Aduana, en razón dé que lo que en la causa se tratalja 
de computar era >i el interesado rectificó su propia manifesta- 
ción con anterioridad a la denuncia, y si el telegrama por medio 
del cual se llevó a efecto dicha rectificación, reunía las condi- 
ciones requeridas para demostrar la gestión referida, es decir, 
omttos de hecho y proel» ajenos al recurso extraordinario de pu- 
ro derechn federal de acuerdo con lo que disponen el art. 14 de 
la ley X" 4S y la reiterada jurisprudencia fiel trilmnal. 



Ku la misma fecha y de acuerdo con lo dictaminado jior el 
Procurador Oneral. rio se hizo lugar a la queja deducida por la 
Sociedad Anónima Ital» Argentina de Seguros Generales en los 
autos "Margarita Cuello de l-ozzi contra (maman y Sánchez y 
el referido Instituto. Sobre indemnización por accidente del tra- 
ljajo, por aparecer de los aut**s principales venidos por via de 
informe, que la cuestión debatida era la relativa a salwr si el de- 



382 



FALLOS DE LA COuTE SUPREMA 



pfcftb habia sido efectuado i>**r la C ompañía Aseguradora en los 
términos de la k*y %HS. siendo ella resuelta por aplicación de dis- 
l>o*icioms de una ley procesal de orden local (arts. S7 y 8.14, Có- 
digo ile Procedimientos de la Provincia de Twunián). lo que es 
extraño al recurso extraordinario del art. 14 de la ley 4H. 



Eti la misma techa y por lo* ínndamentns del dictamen del 
Procurador General, no se hizo lugar a ta queja deducida por 
don Pablo Crausaz ( sucesión K en autos con doña Angela Z. de 
pebre, sobre entrega de unos terrenos, por cuanto las raimes 
ni virlml de las cuates el Superior Trilutnal de Justicia de la 
Provincia de Entre Ríos no había tomado en cuenta la cuestión 
t'rdcral que se decía promovida jxir el recurrente, sobre ejecu- 
ción di- sentencia, habían sido dadas |>or el tribunal referido al 
decidir la causa, estableciendo la inoportunidad de dicha cues- 
tinn. en atención a que todas las providencias que podían moti- 
varla habían quedado ejecutoriadas en los términos de las leyes 
de procedimiento locales, lo que no admite decisión cu el re- 
curso creado |mr el art. 14 de la ley 48, para ante la Corte Su- 
jirema: agregándose, además, que la resolución apelada no en» 
la sentencia definitiva a que alude, el art, 14 citado, ya que ésta 
fué dictada anteriormente en la causa, refiriéndose la incidencia 
actual a los trámites de la ejecución de aquella sentencia. 



En la misma fecha y de conformidad con lo dictaminado 
por el señor Procurador General, no se hizo lugar a la queja 
deducida por Pedro Molasco Yak-muela, en el incidente sobre 
levantamiento de interdicciones del mismo, en razón de que la 
sentencia recurrida de la Cámara en lo Comercial y Criminal 
de Mendoza, se había limitado a denegar a un apoderado el de- 
rechii de intervenir en una causa criminal, jior ser insuficiente 



DE JUSTICIA DE Í.A NACION 



393 



su mandato: habiéndose llegado a tal conclusión jK.r interpre- 
tación y aplicación de disposiciones dé derecho común que no 
admití a revisión en él recurso creado iw»r el art. 14 de la ley 48. 



Kn la misma fecha v de conformidad con lo dictaminado 
por él señor Procurador (¡cneral. se declaró mal concedido por 
la Corte Suprema de Justicia de ta Provincia de Tueumán. el 
recurso e\traor<liuarin deducido por los señores Simón linos, 
en autos coit la Municipalidad «le Tueumán. sobre cobro de pe- 
sos,, en ra/.óu de que las cuestiones de liceho declaradas en el 
falto nvurrido, no pueden ser modificadas en la instancia 
traünliuaria. como tampoco puede revisarse la interpretación y 
aplicación de disposiciones de derecho común (art. 15. ley 48) 
y. además, por m» esistir cuestión federal albina que pudiera 
motivar la intervención del tribunal. 



Kn la nrisrna fecha v de conformidad con lo dictamiiutdu 
ixir el señor Procurador t ¡enera!, no se hizo lugar a la queja 
deducida jmr doña Josefa S. de Gutiérrez, apelando de una re- 
solución de Aduana, en razón fie que lo que en la causa se trá- 
tala de comprobar era si el interesado rectificó su propia maui- 
í estación con anteriori<lad a la denuncia, y si el telegrama i«»r 
medio del cual h; llevó a efecto dicha rectificación, retmia las 
condiciones requeridas i^tra demostrar la gestión referida, es 
decir, puntos de hecho y prueba ajenos al recurso extraordinario 
de puro derecho federal» de acuerdo con lo que <lis|>onen el ar- 
tículo 14 de la ley N* 48 y la reiterada jurisprudencia del tri- 
1 nina!. 



Kn la misma fecha no se hizo lugar a la queja deducida 
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por Waldo < hiiriiyn, ajelando de una resolución ele la i uru* de 
lusiiria de la Provincia de San Juan. por los fundamentos del 
dictamen ítél señor Procurador < ¡eneral y cu razón ríe que la 
resolución recurrida sólo contenía ¡renunciamientos sobre pun- 
ios cíe derecho enmón y procesal, írrevisíbles por el tribunal en 
la instancia extraordinaria del artículo 14 de In ley 4S. y no ha- 
IterM* cumplido nm lo* réquiem* exigidos \im éJ art. 15 de la 
ley citada. P»da «es que. a tos fines de la procedente del recurso 
extraordinario, es insuficiente la vaga referencia a cuestiones de 
.míen constitucional, pues, fcs menester determinarlas expresa- 
mente, (ieinoistrántlo el fundamento de la queja y la relación di- 
uvia e inmediata que exisla entre el caso resuelto y las garan- 
tías federales qü'C se su|jotieiÍ vulnerada-», en condiciones tales 
■ pie el tribuna) afielad' > quede informal lo a los fines de arurdar 
o denegar la apelación. 



Con fecha veintitrés no se hizo lugar al rcctir*» deducido 
|hh don Luis Rumano contra la Caja Nacional de Jubilaciones y 
I 'elisiones de Kmplcad<>s Ferroviarios, sobre jubilación, por los 
funítanieuios del dictamen del señor Procurador General, y en 
ra^ón «le que la resolución apelada de la 'amara Federal de ¿V'pfc 
lación de la Capital, era inapelable para ante la Corle Suprema, 
ilado que sóln decidía un pumo di- procedimiento al declarar bien 
denegado un recurso que para ame la misma se liabia deducido, 
i \rtictilo 14. ley 4X], 



Kn la misma fecha y ele enníormidad con lo iliclamiuado por 
el señor Procurador (iencnil. no se hizo lugar a la queja deduci- 
da por don Francisco J.ivvkin en autos c<»n la Sociedad A nómina 
"El Truts Joyero", solire uso indebido de enseña comercial, en 
razón de que la nsi tinción reeurrida SC habia limitado a decidir el 
litigio por maníes de liedlo y prueba relativas a la similitud entre 
dos denominaciones comerciales usadas |«>r las partes y al uso 
anterior 'le una tlfi ellas. 
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Eii la misma ÉÉS gf <' : "u>roeedente ta p&fa dedu- * 
ciiia por don aüá&ittto r * con doña Manuela lib- 

rara, viuda de Martín '®mm „ !,l,nri " reivindicación, jwr 

tío aparecer d« la propia expwiicioi, del rceurrcnu, míe se tra- 
tara ele afilio ife tes casos previstos fii el art. 14 de la k-y -4*. 



J'.n la minina lecha S€ "declaró impr< medente, la i|iu ja dedu- 
cida por don Ignacio Cahanovich en autos Wtí cloíl Celestino 
Calante. so^ftE MfQ d¿ un emita» hipotecario, en razón ck» lio 
aparecer de la exposición del recurrente trui si- hubiera úuer- 
pttesto para ame ki t'.^rtt- Suprema. &mtm áJjgttóQ qp fe bu- 




ha Compañía Americana de Ui/ y Tracción demandó anu- 
la C urte Suprema de Justicia de la Nación, a ta I Envínela de üi 
Uinja, por cobro de la suma de tíos mil novecientos cincuenta y 
nueve pesos moneda nacional, provenientes de servicios extraor- 
dinarios de maquinas y alumbrado público suministrado en los 
años 1^24 a 1927, con intereses y costas. Contestando el tras- 
lado nmírrido. el re] presentante de la Provincia, reo -noció, a su 
vez. los hechos manifestados por el ador, como asimismo su 
derecho al cobro de la expresada suma, pero que en virtud fiel 
reconocimiento Uso y llano del crédito gestionado, tanto ]H>r la 
vía administrativa como judicial, solicitaki se eximiera a su par- 
le de las eolias. La Corte Suprima, con fecha .10 de Septiembre 
de W. falló la causa haciendo lunar a la demanda, declaran 
do que la Provincia está obligada a pagar a la Compañía ac- 
tora, la suma reclamada, cort más los intereso a estilo de los 
que cobra el Banco de la Nación, desde la fecha (te la notifica- 
ción ilc la demanda, dentro del plazo de diez días, sin costas. 
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¡hm Folcittín Pi zzitt contra ta Caja Xadomtí de Jubiiacioncs y 
Peitswim Hmph\ulos Fcrrorhiríos. tohr? jubilación. 

Sumaria z De la chira redacción del art. Jft tic la ley 10.650. se 
desprenden, sin csíncr/.o, las siguientes consecuencias: a) 
qiié en la economía de la ley 10.650 sólo se ti miau eti men- 
ta los servicios efectivos; j¿) que doscientos cincuenta días 
de tralia jp efectivo. cuando éste es a jornal, equivalen a un 
ttño de servicio*, y c > que el día de trabajo efectivo se euin- 
] h nit- de oclm lioras de labor: por consiguiente, de acuerdo 
oni dicha disqw isieión ít^al, el computo de ■servicios, debe 
hacerse dividiendo el inum-m total de días de trabajo por 
doscientos cincuenta. 

CíMf»: L" explican la> pie/as siguientes: 



RKSOi rctÓN OK l-A CAJA I- KHKOVI ARIA 

Bih'Hí-s A¡o.s Dtnifiuhrt' 18 *U* 1928, 

Vistas estas actuaciones, átenlo el computo formulado por la 
Contaduría a fs. 16, lo dictaminado |rt>r la Asesoría Lej^al, lo 
aconsejado por la Comisión de jubilaciones y de conformidad 
cutí ln acordado por el Directorio en scmóit del 13 de Xnvictn- 
lire p|*lo. 

Se resuelve: 

1 ■ Acordar al empleado del Ferrocarril Central de Buenos 
Aire-, don Valentín Puzzut, la jubilación ordinaria, con un ha- 
ber mensual de ciento treinta pesos con siete centavos t$ I.ÍÜ.07 
moneda nacional i . 
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>* iVijí.ir esta jubilación íteáde el «lía t\m- d In-iu ■íieiarin dejv 
di* prestar servicios. 

3* Xntifíqnese al ¡nieR-sado y. previa justificación tic la fe- 
cha de caución dé servicios, pitóte a Contato a stts demás efec- 
to. Fecho archívese. 

.'. firtviQt 

• • 

SENTENCIA DE LA CÁMARA KKlJl.KAL l)K APELACIÓN 

Muchos Aire*. Jiiti» 3 tlf 

- 

V Vistos: 

Por las consideraciones aducidas por este tribunal etl el caso 
dr Airu-tin Ifaldmti. tallado en 31 de Diciembre de l°-íí\ se re* 
viK."t la resolución de ís, 17 en la jarte que lia sida materia del 
recurso y se dispone qit| el promedio de sueldos a míe se refiere 
el art. \7 se obtenga toma ti di» como lase años de 300 días ■» 2.400 
horas de eoniormidad erm el arfc 10 del recreto reglamentario. 
Devuélvase sin más trámite. — Rodolfo S. lumr. — -Margino 
Escalada, — f¡. M Xasar . ttn hnrciui. — J. L&tím 

DICTAMEN DEL PROCl' RAlíOK GENERAL 

líntnoí Aires. Si-jHfi-Tiibrr 25 ik- V>¿>. 

Suprema Corte: 

lín la presente causa sobre jubilación ele Valentín IV/./.ul so- 
licitada de la Caja Nacional dé jubilaciones y PetiMones Ferro- 
viarias, lia sido materia de discusión la interpretación de dispo- 
siciones contenidas en la ley 10.650, Itabiendo sitio la decisión 
final contraria al derecho invocado |>or el inficionante fundado 
en dicha lev. 
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ExíStf así el caso federal y de acuerdo con lo resuelto |mr 
V. 1-:. en caíste análogas, it recurro extraordinario de jpÉgp&I 
deducido procede atento Id dispuesto ¡mr el art. 14 de la ley 4É 

lia -i, lo, \íiw>. en mi opinión biein concc^Wo y asi (Mito a 
V- I'- se ftür^ declararlo 

Kn manto ni fondo- del asunto. adhiero a la tesis sustentada 
¡H»t la l aja Kt -rruviaría. toda vez une rila se ajuüta la doctrina 
d« esta l orte Suprema, consignada en taltal causa sobre jubila- 
ción ile Agustín líaldnni. roncha con feelia 10 fie Julio .Id afín 
efl CUfáO, 

Soy puf eílo di- opinión cjttje corresponde revocar la senten- 
cia apelada cti la parte ime lia jjrJílitlQ mt materia del recurso. 

florado h 1 . Lttrrtta. 

■9 

FALLO DE U CORTE SUPREMA 

lincims Ain>s. (íftuhrc J de 

Y Vistos; 

Considerando: 

ytt£ el an. 17 de la lev HMÓO dispone «jiiv el monto de la 
jubilación ordinaria se calculará con relación al i>r« «medio de los 
Muidos percibidos durante "los cinco últimos años tic servicios" 
v. -¡ |>k-n, la ley no ha fie finido en ninguno de mis preceptos lo 
que constituye el sueldo, ha expresado en cambio lo que dehe 
entender-e por ;iño de ver vicio cuando la retribución del i ral tajo 
ha sido total o |mrcialiuenle a jornal, diciendo que se continuará 
"un año de servicios j.K*r cada doscientos anatema días de tra- 
bajo efectivo v s\ hubiese stító por hora se dividirá |mr ocho el 
número de horas ¡vira establecer él m'uiKTo <le días de trabajo 
electivo." 

Une la determinación del año de servició hecha pi>r la ley 
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acerca cíe esta clase ríe obreros impone la solución Ü •!"<■ ha lle- 
gado la laja, pues ésta no habría |M»Hi<lo sin yrpararse ile mi 
texto, computar el año a razón tfci trescientos días o dos mil cua- 
trocientas horas. cuando ai|uélla lo prescribe a dnseieiiio* cin- 
cuenta día* o dos mil tunas. 

ÍJue seria manifiesta la itieoiiMenrmia en (|itc se incurriría 
si después de aceptado por ei propio tütéfa el étitití&f de 
eieutos cincuenta ilias o de las dos mi! limas. con el fin de eom- 
I Hitar d luiii|«i en cnanto 1c es favorable, se pretendiera recha- 
zarlo rcsiM-cín de la determinación del halier jubilatorio en cnan- 
to comí m uta un;i disminución eft su jubilación. 

One el ari. 10 del decreto de 21 de Agosto de !Ml<) es ftH 
^lamentarlo del art. 9 y se reitere como ai «rece claramente de 
su letra, a los descuentos del 5 c /t y del S '; establecidos |ior los 
incisos 2? y 5" del citado articulo y no al caso contemplado en el 
art. 17 que tiene dentro de la misma ley (art. 2h), la definición 
de uno fie los concepto», usados por él. 

( lúe, por lo i lemas, no existe óbice JejgiÜ alguno paíú (pie >e 
cmiilee un criterio esi>eeial cuando se trata de la formación «leí 
fondo de la t aja y otro distinto para la determi nación del haber 
jubilatorio* 

t&ti >u mérito y de conformidad con lo resuelto ]H}T este iri- 
buual il ; allo>; lomo fc5Q, pág, 3X2. entre otros), y li* dictanii- 
nado por el señor IWurador (¿eneral. se revira la sentencia aje- 
lada m la parte que ha podido ser materia del recurso, declaran- 
do;*- íirnu la resolución de ta Caja. Xoti Tupiese y i le vuélvanse. 

A. llEMMKJO. — kOHKBTO Kl-eKTTO. 

— \i. Grino Lavalu-:. --- Anto- 
nio SaüAKNA. 
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¡ha! J()a*¡Mtí Í0iw tonina h @qM Wcmiüü de ZhMWiWc/ y 
I\-nsitttu\i f/r limplauios l'mofUm'os. sohr ¡uhtktaÓH. 

Sinnürío; No rxisie en la lev Í1..WH precepto albino expreso dd 
cual Sea i h i>i1iU- inferir la consecuencia de 41»' el l>eneficio 
acordado coniprr n«la tainbií É a los que ya 111 1 1 ral >a jan en 1;^ 
empresas incurj tarabas a la fecha de su sanción. La rum- 
actividad que admite la cláusula tercera del inciso a-, de 
la misma ky. >e refiere a los servicios anteriores, pero siem- 
pre que mm invocados pnr obreros o empleados actuales 
con exclusión tic los que ya no figuraban en los cuadros de 
!a ejriprésa en el momento de sancionarse la ley. La situa- 
ción de excepción establecida en favor de lo> obreros y em- 
pleados que no SMS encontral ian en servicio actual. u<> se re 
feria a ló¿¡ dé actividades afines o»n las ferroviarias que fue- 
ron poMerionncute ittcortiorados par la ley I L¿ÜN. (Se tra- 
tnlia de 1111 obrero que presto servicios en el Mercado Cen- 
tral de l'"rutos|. 

CVwcíi I.o explican la- piezas siguientes: 



KrSOLt llON liE LA CAJA I- T.KROVI ARIA 

llui'iKJü Aires, Octuhri- i tic I^J. 

\ i-.!-» <pe don Joaquín Jaime solicita acogerse a la jubila- 
ción jior retiro voluntario de acuerdo toa el art. 22 de la ley 
IOjSSO, mvitcaudo como fundamento la prestación de 14 años. .1 
inést y 1 día de >ervicios y contar una edad mayor tk cincuenta * 
años, ainitu tas certiíieaciones producidas de las que resulta 
eijjtmrolxtdo que el preséntame cesó en su empko el 10 de Ke- 
hrero (le V)>4 < ís. 14) y se presentó a la taja en demanda del • 
U-m-ficio d 12 de Uieieinbre de 1927 < fs. 4i. y 
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Considerando: 

Que el presente caso ofrece dos cuestiones a resolver: |<\ si 
ti recurrente ha estado amparado i^r la legislación áe jubila- 
ciones y ¡tensiones f!e ferroviarios y. 2" y se lia ojterado la pres- 
critH-ióii ele sus derechos, 

<¿ne con respecto a la primera cuestión, es de observar que 
el postulante cesó en el servicio bajó el im|>erto de la ley lO.fiSO. 
«endo a la sazón empleado del Mercado Central fie Frutos, em- 
presa extraña al régimen de esa legislación, de acuerdo a la 
enumeración taxativa del art. 2*', inc. I" de la misma; motivo 
por el cual no sufrió en sus sueldos los descuentos para el fondo 
de la Caja. 

<Jue la circunstancia de que el Mercado Central de Frutos 
fuera incorporada al régimen de la Caja i»>r la reforma de Ene- 
ro 15 de 1924 (ley 11.308). no puede mollificar la situación 
del postulante, porque tratándose de una lev modificatoria, san- 
cionada sin efecto retroactivo, sólo puede regir para el futuro y 
comprende única y exclusivamente al ]>crsoiial de las entidades 
cpie a la fecha de la reforma se eneontral«n en servicio activo. 

Tal criterio está fundado no sólo en el principio de inter- 
pretación tle las leyes, sitio también en una cuestión de carácter 
económico, del une no puede prescindirse en una legislación de 
esta naturaleza, y 4111- se refiere a las obligaciones que corres- 
ixmden a la empresa y al |»ersonal. las que sólo tienen principio 
a partir de la fecha de vigencia de la reforma por no haberse 
esti|Milado su aplicación retroactiva. 

Todos estos antecedentes demuestran en forma inequívoca 
que el recurrente 110 ha estado amparado por la legislación de 
jubilaciones y ¡tensiones : 1 V porque no fué comprendido en las 
dispt liciones de la ley 10.650 y 2>. ¡jorque al dictarse la ley I1.30K 
no era ya empleado de la emi*rcsa incorporada al régimen de la 
Caja ]M>r dicha ley. 

Admitiendo hipotéticamente tpie Jaime hubiera estado cun> 
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prendido en el régimen jubilatorio de la ley I0.ó50. la circuns- 
tancia de haber reclamado sus derechos 7 años. 10 meses y 13 
citas después de halier entrado en vigor esa ley. liaría aplicable 
la tíisposídori del art. 34 de la misma, según la cual el derecho 
pitra pedir jubilación se extingue a los cinco años a contar desde 
el día que dejó el servicie»." 

Sin embargo, la Exma. Cámara Federal al pronunciarse por 
vía de apelación en casos análogos al présenle ha sostenido la 
din-trina de ipie tratándose de empresas incornarailas al régimen 
de la Caja en Enero de 1-024. la prescripción del art. 34 debía 
o «otarse a partir de dicha fecha; y si Ijien las decisiones del 
tribunal de apelación al comprender entre los beneficiarios de la 
fey a servidores de empresas de dei>ósilo que dejaron el servicio 
con antrioridad a la reforma de la ley I1.30K, importa aplicar a 
las nuevas entidades incordiadas las di Adiciones nlniactivas 
-de la ley originaria, que fueron de 'carácter circiinsiancial ; ter- 
minaron su efecto al cumplirse los cinco años fie vigor de la ley 
que las consagró y no pueden ser revisadas sino |tor sanción ex- 
presa del H. Congreso de la Nación. 

|W lo «lemas. e*a interpretación permitiría la subsistencia 
di- d iliciones transitorias y t*xce|>cii males |wra ser aplicadas en 
el futuro a toda reforma que pueda introduciré a la ley y que 
se traduzca en la incorporación de nuevas entidades, principio 
esle en pugna con los que rigen ta interpretación de las leyes y 
que entraña un evidente peligro para la economía «Y la Insti- 
tución. 

Por estos fundamentos, no obstante lo dictaminado por la 
Asesoría Legal, atento lo aconsejado pot la Comisión de Jubila- 
ciones y de conformidad con lo acordado por el Directorio en su 
sesión del 7 de Agosto pilo., 

Se resuelve: 

í» IX-sestimar jiOC improcedente el pedido de jubilación ]n>r 
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retiro voluntario formulado |n>r don Joaquín Jaime, cae empléa- 
la del Mercado Central «le Frutos. 

2* Previa notificación ¡il ttiteresado. ttiim-ii ci mneimiento 
Asesoría Leiía! y Contaduría y ¿echa archívese. 

/. Hrh'io. 

SKNTKM t \ lili LA lÁMAKA FEMÍHAL l*£ APELACIÓN 

BueHOa Aires, Mayo 17 de 
Vist(*s y Considerando: 

"> • 
Oite el art. 1", inciso a) de la ley 1 1 ha modificada tfl 
art. 2" de la ley 10.650; eslahlee : ndo qué i|iKilan comprendidos 
en sus disi>osieiones, los empleados y obreros del Mercado Cen- 
tral de Frutos. * 

Xa puede ser óhice a la jubilación reclamada la circunstan- 
cia fie que Jaime dejara de pertenecer al Mercado Central de 
Frutos el 10 tle Febrero de 1**20. porque |«>r disposición expre- 
sa de la ley lart. 2*M "el Directorio de la Caja deberá computar 
lodos los servicios anteriores a la videncia de la misma' ; falhts 
de este Tritmnal : Luis Iriharen, Agosto 7 de 1925 Juan M. Ri- 
vas, Septiembre 2 de 1925; Esteban A. Horró, Octubre 30 de 
1925, etc. 

I'fir consiguiente, hallándose los servicios invocados inclui- 
dos en el régimen de la Caja en virtiul (fe las mmuíicacioncs de 
la ley orgánica sancionada ]>or la ley 1 1.-30*. el termino del art, M 
de ta ley 10.050, del* contarse desde que el recurrente pudo de- 
mandar, o sea, desde la promulgación de la citada ley 11. .108 y t 
asi se declnra: Caso: Juan Canessa, fallado en 15 de Junio de 
1928. 

Por estas consideraciones y de acuerdo con lo resuelto por 
esta Cámara en los casos fie Atilio Siisini, Vicente Kizzo y Nico- 



404 FALLOS DE LA COSTE SUWMA 

lás Malaspina. fallados en Fe1w.ro 6 de 1929, Marzo 30 de 1929 
y Abril l v de 1929, rcs|»cci¡vainenlc. se revoca la resolución ape- 
lada de fs. 18 y, en consecuencia, vuelvan estos autos sin más 
trámite a la Caja t>ara qti* se substancie y decida la solicitud de 
jubilación formulada |)or Joaquín Jaime. — Marcelino Escata- 
tfa. — /í. Á. ÁTtteor . i^Hore^ — I. t\ Luna. — José Marcó, 

DICTAMEN DEL SEÑOR PROCURADO* CE SER AL 

BucOOS Aire», Srplicmhrc 25 tic 1929. 

Suprema Corte: 

* lin la presente causa sobre jubilación solicitada a la Caja 
Nacional de Jubilaciones y l Yusiones de Empleados Ferrovia- 
rios j>or Joaquín Jaime, lia sido materia de discusión la interpre- 
tación de disposiciones contenida* en las leyes respectivas nú- 
meros 10.650 y II. Habiendo sido la decisión final, contraria 
a lo sostenido por la Caja, fundada en dichas leyes. 

Existe asi el caso federal y, de acuerdo con lo resuelto por 
\\ E. en cansas análogas, el recurso extraordinario de ablación 
deducido procede atento lo dispuesto en el art. 14 de la ley +8, 

Ha sido, pues, en mi opinión bien concedido y así pido a 
Y. E, se sirva declararlo, 

En cnanto al fondo del asunto Ha sido tratado éste por la 
Corte Sut trema y decidido en causa análoga que se registra en 
el tomo 15 -k iwííí- .155. declarando; la improcedencia de ta jubila- 
ción solicitada, en razón de que en Ja ley 1 1,308 no existe precep- 
to alguno expreso del cual sea posible inferir la consecuencia 
de que el beneficio acordado comprende también a los que ya no 
trabajan en las empresas incorporadas a la fecha de su sanción. 

Pop elío soy de opinión que corresponde revocar la senten- 
cia de fs. 32 en la parte que ha podido ser materia del recurso. 

Horacio A\ Larn ta, 



JUSTICIA Dft LA ITACIÓM 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

■v 

p 

Bucihis Aires, Octubre - ck- IV¿9. 

Y Vistos: este juicio seguido \**t don Joaquín Jaime contra 
la Caja de Jubilaciones Ferroviarias venido en apelación por re- 
curso extraordinario, 

Y Considerando: 

Que se trata en el caso de un obrero que prestó servicios en 
el Mercado Central de Frutos, alwndoiiámMos easi cuatro años 
ames de dictarse la ley 11,-30». que incorporó a! régimen de la 
ley 10.650 aquel establecimiento. 

Que esta Corle lia resuello ya que tales obreros no pueden 
acogerse a la jubilación por las razones expuestas en la sentencia 
publicada en el tomo 154, 355. cuyo contenido es de estricta 
aplicación al caso de autos. 

En su mérito v de conformidad con lo dictaminado por el 
señor ('roturador General se revoca la sentencia apelada cu la 
parte que ha podido ser materia del recurso. Molifiqúese y de- 
vuélvanse. 

Á; HkRMKJO. — ROHEKTO UkFKTTO, 

— R. Giiüo La valle. — Anto- 
nio Sacar na. 



■ 
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Ihm Luis k. SaftiHdUu contra ta t'rtwimia de San litan, sofar 
cobro de pesos. 

Sumario : La diligencia de «na reiteración de una orden de mi- 
I sirgo decretada eonjra una provincia intervenida, dct>c prac- 
ticarse directamente con el interventor j>or intermedio del 
Juez Federal respectivo. 

Caso: Lo explica el siguiente: 



HES01ATCI0Ñ IHC LA CURTK M.'1'KKMA 

Buenos Airrs Octubre 4 dé Vffl. 

Vistos y Considerando: 

Oue según resulta de estos autos seguidos por don Luis K. 
Jacfpielin contra la Provincia de San Juan, sobre cobro de |>esw>s 
{ títulos), la orden de embargo decretada \*>r esta forte con te- 
cha 10 de Diciembre de 1928 del impuesto de un centavo al litro 
de vino, ipte de acuyrdo con la cláusula (>". inciso al del empres- 
tito de res|ioiule como garantía de <licho empréstito, íué de- 
jada sin efecto por decreto de íeeha 2 de Enero del corriente 
año. dictado por el señor Interventor Nacional y observando el 
tribunal (pie la reiteración de dicha urden de emlsirgo no ha |iclo 
diligenciada con intervención directa del íuncionario aludido, 
sino por intermedio del Tesoro General de la Provincia (diligen- 
cia de fojas 44 vuelta), líbrese oíicio con tran-criivión de la pre- 
sente resolución al señor Juez Federa! de San Juan para que por 
•tu intermedio se notifique al señor Interventor o a <mien lo reem- 
place, la reiteración del embarco referido, la (|uc deberá ser 
cumplida por quien oirresptmda fiajp apercibimiento de qíie si así 
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tío *sc hiciere esta Corte lomará las medidas |«rtinentes al ca.su 
dentro de las disposiciones legales que rie;t:n la materia. Repon- 

jrilSf l l Jh-IIK-'I. 

A. Bermejo. — J. FinuKROA Ai.- 
cokta. — Roberto Repetto. — 
R. Guido Lavalle. 



Don Faustino Da Rosa (su concurso civil), contra la Provincia 
de T uemnán. sobre indemnización de daños y perjuicios. 
Excepción de fatta de personalidad en ct demandante. 

Sumario: Estantío legalizado en forma el documento invocadn 
por el síndico para acreditar su |)ersoiieria como apodera- 
do del actor, y resuftaudo «leí mismo hallarse facultado pa- 
ra iniciar la acción instaurada, corresixinde el rechazo de 
la excepción de falta de )jersonería en el mismo que auto- 
riza el art. 73 de la ley 50, fundada en defectos de forma 
en que le fué conferida la autorización, a estar a la letra 
y al espíritu del art. 737 del Código de Comercio. Articulo 
T ¡ de la Constitución Nacional. 

Coso : I» explica el siguientr : 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Ains, Octulirt- 4 de W29. 

Y Vistos: Ui exección de falta de |K.rsuna1idad opuesta 
]H>r el representante de la Provincia de Tucuntán en el juicio que 
le signe el Síndico del concurso Da liosa, opuesta como artículo 
de previo y esfjevial pronunciamiento. (Art, 57, X" 50), y 

Considerando ; 
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€$m como *e desprende dei testimonio fie fojas 1, e| Síndi- 
co del cctiteíitso civil formad» a L)a RtJSJÍ Faustino, ha sitio 
autorizado, si^ún se lince confiar en el auto dictad» i*>r el Juez 
tle Comercio, a iniciar a nombre de los acreedores la presente de- 
manda contra la Provincia de Tucumán, 

Que las observaciones hechas \*>r el representante tío la 
provincia. se refieren a la forma en tino la referida autorización 
fné conferida y pitra llegar a ta conclusión une se pretende se 
haría indispensable pritraif a considerar si de acuerdo con ta le- 
tra y el espíritu de la ley tle la materia (art. 737 del Código de 
Procedimientos de la Capital), la autorización debió ser otor- 
gada |>or la juina tle acreedores o. como itcttrre en el sub jUdtCC, 
solicitada |Kir un núcleo de acreedores directamente al Juex ac- 
tuante y coucetlitla |*>r éste. 

<Jne en esta situación, teniendo presente lo fpie establece 
el arl"/ v tle la Constitución Nacional, "los actos públicos y pro- 
cedimiento judiciales de una provincia go$ári de entera fe en 
las demás . Ib único pertinente en el caso sería verificar 
si el documento que invoca el Sindico, agredido a fs. 1 y si- 
guienics. se encuentra legalizado en forma y faculta al mismo 
(«ira iniciar la acción instaurada. 

Oue esta situación ya ha sido contemplada y es en virtud 
del examen del thieumeiito aludido qué se tuvo jjor jarte al 
Síhclíeo y se corrió ai traslado de la demanda por el auto tle 
ís. ti) vuelta. 

■ En sn mérito, se declara improcedente la excepción opues- 
ta. Con costas, y habiéndose contestado la demanda, autos. Re- 
póngase el papel, 

A. BERMEJO. — J. FltU'líKOA %- 
CORTA, - - KfWKKTO RkPKTTO. — 
AXVONIO SaOAKNA. 
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Ihm José Mario lumujia coittra la Provincia de Son Juan, so- 
bre cobro de pesos. lÍA-ccpiión de falta de personería en et 
apoderado dd actor. 

Sumario : Tratándose de la promoción de una causa de jurisdic- 
ción originaria debe entenderse «ue la inscripción requeri- 
da por la ley \0$9ñ para ejercer la rq>resentación en jui- 
cio, se refiere a la matrícula llevada por la Corte Suprema 
bajo las condiciones establecidas en el art. 3 tf , inciso 4 V 
de la expresada ley. 

Ctfso: Lo explica el siguiente: 

FALLO DE LA CORTE SUFBElf A 

$Mhos Aires, Octubre 7 de 1929. 

Y Vistos: estos autos seguidos por don José María Fe- 
rrugia contra la Provincia de San Juan, y 

Considerando: 

Que la cuestión planteada jmr el representante de ta Pro- 
vincia a fs. 108 vta., tachando !a personería del procurador del 
actor, don Pedro Yalenzuela» en cuanto éste no se halla inscrip- 
to en la matricula eorrrspondientc. es previa a toda otra, 

Que i»or disposición de la ley 10.9% dicho requisito es 
indispensable para ejercer la representación en juicio (art. l v . 
inciso 2*). 

Que tratándose <le la promoción de una causa de jurisdic- 
ción originaría, como la presente, del>e entenderse que la ins- 
cripción requerida se refiere a la matrícula llevada por esta Cor- 
te Suprema. l«ijo las condiciones establecidas en ta citada ley, 
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art, ,V\ inciso 4". toda vez íjite nó se trata iW la prosecución de 
un jnit in ya iniciado mi la jurisdicción de la respectiva provin- 
cia, eti cuyo casi» listaría con la inscripción en las niairíciilas 
líbales, según dispone el art. ?\ atinado É< 

Que ti certificad» de fojas 46 vía., expedido por el seerc- 
tarin de esta Corle, in forma que dicho señor Valenzuclu no se 
encuentra inscripto cu la matricula de procurador de esta Corle. 

I'nr esto y oído el séSbf Procurador General, se resuelve 
mi dar curso a ta presente demanda. Notifíqoese y archívese, 
previa reposición del pápél. 

A. Hi;«MHjo. — J. Fkuekoa Al- 
corta. — Roberto Refetto. — 
R. Grioo L avalle. — Antonio 
Sa<;.\rna. 



íhm Benjamín Yautomo contra h Compañía Hispano Anu ñ- 
catM de Electricidad, ¿obre hicorntitueionaintad ie leyes y 
cobro He pesos. 

Sumario: t> Cuestionada la omstitucionalidad del un. 5K de la 
ley 11.110. procede el recurso extraordinario tlel ari. 14. 
lev 4S. contra la dcciíión favorable a dicha cláusula. 

2* Kl gasto íjiif la Compañía HiS|»aiio Americana del 
Klectricidad col ira. como suplementario, conforme a lo i lis- 
puesto en el art, 58 de la ley 11.110 y a la aprobación de la 
tarifa p»r la Municipalidad, no es repugnante al art. 4 V 
de la Constitución Nacional. 

.í" KI impuesto difírn- tlel servicio en que aquél va al 
fondo general con que >e atienden los gastos de la Adminis- 
tración sin que explícita o implícitamente se omdicione el 
monto fie lo pagado ]>or la caniidnirl de servicio público (|iie 
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f] eontrit»iryi-nle reenV, mientras -juc en las tasas lo cobra- 
do delte |*mpi >rcionarsc. en principio, a la cantidad y cali- 
dad tiil servicio prestada y al costo de realización dei esc 

servicio. 

4" Tampoco es repugnante la referida ley 1L110 al ar- 
ticulo 16 de la Ottistitiivión Nacional, pues no hay viola- 
ción del principio cíe igitaklad otaiuido en dicho preeepo, 
<k-sik* tjue a todos los consumidores de energía eléctrica la 
eoiniKiííía demandada les cobra el suplemento de un cen- 
tavo, es decir, tjue "en condicioni-s análogas se ¡m!»oue 
contriliución o retribución idéntica." 

■ 

Cuso: Lr, explican las piezas siguientes; 



SKNTKSl'IA l>IX ALI A UH. 

BiKiios Aires. Febrero 27 <W 1W9. 
Y Vistos: estos autos de tos i|uc resulta: 

Que a ís. 6 se presenta don í Jcnjamín Yantorno. entalthm- 
dn demanda contra la Cnmpaíua Hispano Americana de Elec- 
tricidad, liara <|tie se le condene a devolver la cantidad de Un 
peso con diez y siete centavos moneda nacional míe a i>esar de 
mis protestas, le exigió, como lo pruelwn t..s mÜH.s agregados 
o sea seis centavos de contribución flgf» proveer al fondo de jn- 
liihición de obreros y empleados de ciertas compañías jwirt ¡cil- 
iares a inte se refiere la ley 11.110, más un pesé 1 cotí tliez y seis 
centavos de i«ual moneda, por servicios de "control de medi- 
dor" de acuerdo con ta concesión municipal. Total dos i>esos 
con veintiocho centavos moneda nacional: pretende la devolu- 
ción di* esa suma y las interiores que siga alionando, las t-ue 
hace Ikijo esta protesta y reserva de repetición. Ampliando la 
demanda sohre cobro de abono ¡ror servicio de tapones, La ley 



412 FALLOS DE LA COllTE SUPREMA 

m 

11.110 es inconstitucional, puesto qné es inadmisible que los 
clientes fje la comí tañía demandada deban aportar Minias fie rli- 
nero para jubilar a sus expensas obrera y empleados» indica el 
actor que él traía ja t es útil a la sociedad y que tu» sólo no cuen- 
ta con la jubilación, lino que en algunas ocasiones nú es llaga- 
do su trabajo (Kir sus clientes : que los olireros y empleados «le 
la eonqxmia demandada que a cita sirven no pueden jubilarse 
edil un aporte fie los consumidores y que todo lo que se exige 
al pueblo como contribución debe ser para Iwiieficiar a todos 
l*>r igual. La contribución que impugna sólo tiende a favore- 
cer a los empicados de la demandada y esto es ilegal. 

Que es injusto lo que se le cobra |K>r "control de medidor" 
(ver facturas de fs. 1. 2 y 3) aduce que la palabra control no 
existe en nuestro idioma y atribuye distintos conceptos de in- 
terpretación y eti su extensa defensa analiza con claridad la 
cuestión llegando a negar a la Municipalidad facultades para 
imponer al público erogaciones en favor de compañías, y pide 
nne se declare ilegal e inconstitucional esc cobro, cotilo igual- 
mente el que se refiere a los tapones que sostiene que la de- 
mandada no los renueva, 

Ouc recusado el señor Alcalde fie la sección 2* y excusado 

ni 

i*l fie la sección 14" |»asan estos autos al conocimiento del sus- 
cripto, decretándose a ís. 13 el comparendo verKil que prescrilte 
el |rfc¿ 46 de la ley 2<S60. Ui audiencia tiene lugar a fs. 1+ vía.. 
el actor reproduce la demanda y el señor José labrero por la 
demandada según piKler y cuya copia corrí- agregada a fs. 15, 
contesta a fs, 23. pidiendo el rechazo fie la acción deducida i>or 
Yantonui. con costas; dice f|ue fo argumentado pof éste pro- 
viene <le un error, al sostener que la compañía lo obliga o pre- 
tende obligarlo cuntía sn voluntad a i«igar algo: la demandada 
accediendo a un i>edido del actor* le ha (lado corriente en las 
condiciones y formas establecidas y autorizadas por la autori- 
dad, enire ellas está la relativa al control y conservación del me- 
didor y la de un tanto por ciento en concepto fie la ley II. 110: 
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acompaña la solicitud presentada |*>r Yaiitomo y el formula- 
rio en el cual se establecen las condiciones generales trajo las 
cuales se presta el servicio de corriente eléctrica. Alega que si 
a Yaiitiirnn no le cotí venían las condiciones exigidas |>ara obte- 
ner ese servicio, debió abstenerse de solicitarlo, alumbrándose 
a kerosene, con velas o fósforos y que al periürla ha aceptado 
sus inijM liciones y está obligado al |>ago como todos los consu- 
midores. 

Que a fs. 24 contesta el actor reliatíendo a la demandada 
y ratificando los heclius expresados en la demanda. 

Abierto el juicio a prueba j»or auto *le fs, 28, se produce 
la que obra en autos de f s. 29 en adelanté, 

- 

Y Considerando ; 

. Que la cuestión en litigio dada la forma en que quedó 
planteada y traíanla la litis mntfstatto, sólo se limita a resolver : 

¿Procede el pago del control de medidor por los clientes 
de la G. H. A. 0. E.? 

¿Deben llagar los clientes o consumidores de la C. H. A. 
IX E. la irartc que corresponde a los aportes a que se refiere 
la ley 11.110? 

Que de la declaración tkv los testigos ofrecidos por la ado- 
ra corriente a fs. 34 vta. y 35. quienes deponen al tenor de! in- 
terrogatorio de fs. 39. estos están contestes en afirmar que el 
control de los medidores que percibe la compañía, se limita a 
la simple operación de mirarlos y efectuar una anotación en 
una libreta qué se encuentra colocada en los referidos medi- 
dores. 

Que los testigos fie la demandada de fs, 36, 37 y 38 y de 
acuerdo con el interrogatorio de fs. 42. se establece que la C. 
H, A. D. E, suministra corriente eléctrica en las condiciones 
expresadas en los documentos de fs. 17 y 41 y que éstos es- 




414 FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 



tan ;i la vista del público en la compañía «teína tu huía y sujetos 
a la concesión mtinicipát. 

Qm el señor Al amiK*r. director de la etnripitíí^ demanda- 
da, absuelve a fs. 4$ 47. 4S y 4 l J c) pliego ¿le iliciones fie fs. 45, 
recomiendo «Mil» auténticas las facturas de fs. 1.2 y 3. que es 
exacto que la coni^ima no admite colocar medidores particu- 
t:tres, sillo en los casos de pranífe industrias y. i>rcvio convenio, 
autoriza |Kiner un medidor particular para control. Con respec- 
to a lo que col ira \mr La ley 11.110. reconté alegando que no 
es un impuesto. íáió una eoinriluición de servicios, (me éste se 
hace ite acuerdo con lo que de1*e depositar tü C . H, A. 0. 1*-. en 
concento de api ir tes para la laja de Jubilaciones, no saín- sí lo 
cobrado á M antorno según facturas de fs. 1 a 3, es lo que M 
correspondía de acuerdo con el convenio municipal : a las am- 
pliaciones turmuladas !*>r Yantorno. Mautuer espresa que et 
control tle medidor consiste en la organización de la compañía 
para mantener los medidores en i>crfecto estado, teniendo la 
demandada unos trescientos homares ocupados en este servicio, 
ntíé los medidores de las industrias se controlan casi todos los 
mises y líJS chic* de currientes continuas con listante frecuen- 
cia y que ote control es en lwncficío de los clientes y de la de- 
mandada, para que sea preciso. 

<>ue el señor Intendente Municipal declara a ís. y 70 
que sé amplia a fs. K5. De esta declaración resulta probado 
míe la empesa demandada cobra i*ir control" y conservación de 
medidor una cantidad autorizada por el art. 1¿ del contrato de 
concesión y cuya copia obra de fs, 62 a 67 y sabe y le consta 
]Hir asi proceilerse en su casa particular que el control del me- 
didor efectuado por empleados de la demandada se limita a es- 
tablecer la diferencia, que marcaba el medidor el mes anterior 
y el que marca en el momento que se toma. 

Qiie del informe de ís. 53. resulta justificado i>or la Mn- 
nieqjaíidad. que ratifica lo declarado |x>r el señor Intendente 
que el control v aporte [Kira la ley 1 1.1 10 los perdí* la compañía 
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demandada de acuei io a lo | viciado nm la Municipalidad, a los 
consumidores, y que los aportes !■ >s fija la Intendencia Mu- 
nicipal semestralmetitc. 

Oue del informe de ís. 54. de la Caja Nacional de Jubilacio- 
nes, ley H ilo, resulta compmkidti las fechas y a lurtes efectua- 
dos por la C. H. A. IX E. 

En autos no se ha establecido si las sumas cobradas a los 
consumidores o clientes de la €, H. A. f). E. para depositar en* 
concepto de aporte por la lev 11.110 se depositan en su totalidad 
y si lo que se recauda en tal concepto es lo que corresponde. A 
la compañía debió interesarle la pruclo de este extremo, y por 
el contrario se luí opuesto, e impidió el nombramiento de un con- 
tador que compulsando los libros trajera la verdad e ilustrara el 
criterio del suscripto al rehurto; del informe de fs. 54 resulta 
que hace los depósitos exigidos |wir la ley. 

Que la coni]>añía proceda mal y realice un negocio con la 
aplicación de la ley 11.110, no autorizará a tildar de inconstitu- 
cional la citada ley que tiende a licneficiar a miles de empleados 
y obreros gravándose al consumidor en una proporción ínfima. 

El Estado al sancionar esta ley ha hecho obra buena y no 
sería justo que la justicia desliaratara tan sano y plausible pro- 
pósito, máxime atando en la sanción de ta misma no se vulnera 
ningún principio consagrado en ta carta magna de la Nación. 

Por lo que soy de opinión que la ley 11.110 es constitucio- 
nal y que sólo debe obligarse a la empresa a justificar mensual- 
mente que lo que recauda en ese concepto es lo que corres|x»ndc 
y que lo deposita íntegramente y sin obtener beneficio alguno de 
las sumas cobradas. 

Que en cuanto al cobro, que hace la C. H. A, D. E. en con- 
cepto de control de medidor, es ilegal e inconstitucional ; la C H. 
A. D. E. obtiene por concepto de esta contribución sumas falni- 
losas y de ía simple ojeada de las facturas de 1 a 3 así se des- 
prende. 
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líe las tmtiém absueltas por el señor Mautner éste con- 
fia míe esc servicio se presta de vez en cuando, es decir, cuando 
u ta concuna fe inviene, esto es, que no existe disposición ofi- 
cial que oblóle a la precación del servicio en determinadas 

fechas. 

También expresa que ese servicio to realizan alrededor de 
trescientos obreros que lamí"**» se ha prolado su exactitud. 

TI ex Intendente en su ampliación de la declaración, tam- 
bién reconoce ser una contribución que se percilie sin beneficio 
pública, los testigos de la adora también están contestes en afir- 
marlo, más aún es público y notorio que el control de medidor 
no es en bem ficto de los consumidores y sí lo es en Iwueítcio 
cíe la é. H. A. D, E. 

|\.r otra partte este control que se hace sin la intervención 
de los consumidores y sin fiscalización oficial no del* ser cos- 
teado por el público, que no se lieneficia con él y que no es tal 
contralor sino simple y llanamente una ^ración realizada i*ir 
el inspector de la empresa prestadora del servicio que justifica el 
estad. ► del medidor a la fecha, en su único y exclusivo Iwnefido, 
(lúe se le ocurre demostrar al suscripto algo que pasa a diarm: , 
en una casa de familia clientes de la combina, que consume des- 
de* hace varios meses corriente eléctrica nota nu aumento cons.- 
derable en lo que se le cobra, los cnntroladores de medidor lo han 
examinado y nada han dicho al res|>ecto. Mega un día que con- 
versa con un «"fe " vecino * hab,a de la « non " ida * 1 < l ue IJf* >' 
resolviéndose a pedir un examen o control del medidor, y de és- 
te que es |>wcticado |*>r otra |Krsona que del* ser técnico y que 
no es el que lo hace habitualmente resulta pmliado que el arra- 
lo ándala mal y como es lógko marcaba en perjuicio del consu- 
midor, ta empresa cambia el medidor y le dice al cliente: "por- 
que no nos avisó antes", demostración acatada de lo ilegal e 
iucostitucional del cobro que en concepto tle control de medidor 
percibe la compañía. 

Otros ejemplos podrían darse imra demostrar lo arbitrario 
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de esc cobro. Considero suficientes los expresados |wra declarar, 
que el servicio fie COtttTol de medidores que efectúa la C. H. A. I >. 
E. del* ser pagado exclusivamente |»or la empresa y de sus uti- 
lidades, |mr tratarse de un servicio <k vigilancia de sus intetreses 
tal cual el caso del ins|wctor de tranvías o trenes, míe i*»dr¡a de- 
noniitiársele de control desde que éstos revisan sí viajantes 
han sacado liolctti t>ara el viaje que realizan y si es el que corres- 
ponde, en d exclttsivo beneítóo di- la empresa como en el caso 
de la C H. A. D. E. que controla los medidores |iara no ser de- 
fraudada en sus intereses. 

Que por otra parte, la C. H. A. I>. E., exagera sus derechos 
al contestar la demanda, cuando sostiene que al actor sí no le 
convenia el servicio debió desecharlo, desde que estamos en pre- 
sencia de una concesión pública sujeta a condiciones y reglamen- 
taciones que ti concesionario está en el deber ineludible de cum- 
plir. Que la demandada, no ha demostrado haber cumplido con 
los extremos legales y en consecuencia no puede hablar de cum- 
plimiento de convento (art. 1235 del Cód. Civil), 

Que respecto al servicio del control, no puede decirse cslrictt 
juris. que nos encontramos en presencia de una locación de ser- 
vidos (art. 1657 del Cód. Civil)* desde que el consumidor no 
ha contratado el pago de ese servicio y en el mejor de los supues- 
tos para la compañía no se ha demostrado que el actor recoja ese 
beneficio. 

Que el actor no está obligado a pagar un servicio que no re- 
cibe, porque no hay obligación sin causa (arts. 499, 659 y siguien- 
te» del Cód. Civil). 

Que si se quisiera sostener, que el actor está obligado a pa- 
gar el importe de las boletas de fs. 1, 2 y 3, habría que probarse 
lo dispuesto en el art. 625 del Cód. Civil, ya que la demandada no 
ha prolado en modo alguno haber prestado el servicia en el mo- 
do y tiempo que serían requeridos. 

El suseri|*u se declaró competente para entender en esta cau- 
sa en razón del invulnerable |»rincipio de justicia de que el que 
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|ia#i tM* salier |xirc|ti¿ paga y tjúé paga, coiiccfUétuliis^ la opor- 
tunidad a las partes con la apertura a prueba del juicio, ya que 
días no la solicitaron para establecerse i«»r cuál servicio había 
llagado el ador las sumas por control de medidor, por la ley 
1 1,110 y por aliono de nipones n que se refieren la* facturas de 
fs. 1 a 3. 

Por estas consideraciones y constancias de autos, fallo: con- 
siderando constitucional y legal la ley 11.110 y que ésta debe 
ser motivo de una vigilancia oficial en cuanto a míe se cumpla y 
se deposite lo que se recauda en concepto de esa ley. 

- Declarando que la partida control de medidor a que se re- 
fieren las boletas indicadas de fs. íy 2 y 3 es inconstitucional y 
que la C. H. A. 1). E. delte devulver al señor lícnjamhi Yanlorno 
dentro de tercero día la suma de un |*'so y diez y seis centavos 
moneda nacional cobrada en ese concepto y las posteriores que 
se hubieren percibido, sin costas, dada la forma en que quedan 
resueltas las diversas cuestiones ^anteadas. 

Pedro fíiirí. 



FALLO DE LA CORTE St'FREMA 

Buenos Aires. Octubre de Iffift. 

Y Vistos: el recurrí extraordinario deducido |ior don Ben- 
jamín Yantorno en autos con la Compañía Hispano Americana 
de Kleeiricidad por inconstitucional idad de ley y cobro de pesos 
|K*r repetición: contra la sentencia del Alcalde de la sección 6» 
de esta Capital ; y 

Considerando: 

(Jue el falto recurridn hace Ui^ar a la petición del actor de 
que se le devuelva la cantidad de un peso y tlie* y siete centavos 
moneda nacional pagada \**r él a la Compañía demandada por el 
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conn|)tii expresado en el acta de demanda de fs. f* referente a 
"control de medidor" y rechaza la acción en lo que se refiere a 
las cantidades juagadas en concepto de "nmtrthución |*ara la for- 
11 ¡ación dr nn fondo ele jubilación a obreros y empleados de cier- 
tas compamas |jíirt jallares". |K>r conceptuar, el a qito. que dicho 
tributo es constitucional. por las ranunes que expone ( fs. K7). 

Que si hien el actor no ha indicado concretamente el artículo 
de la ley que conceptúa inconstitucional , lo caracteriza de tat ma- 
nera en Ta cxpi lición ele los fundamentos de su demanda, que 
ninguna «luda puede calier sobre su determinación. En efecto, 
el señor Vantorno dice a fs. 6, letra A.: "I^a primera reclama- 
ción se funda en que el |wgo que el dicen te hizo, según los reci- 
tas presentados y «pie la demandada sigue exigiendo al púlriieo, 
con imputación al tomín jubila torio de empicados, es por demás 
abusivo e inconstitucional", y como en los recitaos que acompaña 
ett recaudo de su demanda existe un rubro que dice "Aumento 
según ley X v II. 110", es indudable que se alude at art. 58 de 
la misma que establece: "A los efectos de la contribución de las 
empresas, quedan éstas facultadas para aumentar sus tarifas en 
la proporción necesaria a satisfacer el aporte que, respectivameti- 
te, les corres|jonda. previa aproliación de la autoridad que otorgó 
la concesión o a quien compete ejercer el contralor de las tari- 
fas", que en el caso en cuestión es la Municipalidad de la Ca- 
pital, informe de fs, 53, folleto de fs. 62, informe de fs. 69. Se 
cumple, pues, el art. 15 de la ley 4K 

Que resultando de los antecedentes relacionados eliminada 
en esta instancia extraordinaria la cuestión relativa a la cantidad 
pagada i*»r "control del medidor", por halwr sido favorable al 
actor el fallo apelado y del que no ha recurrido la parte deman- 
dada, ¡sólo queda a la consideración de esta Corte, el examen 
de la impugnación de inconstitucional idad atribuida al art. 58 de 
- la ley X' 11,110; y a este respecto la procedencia del recurso es 
L'videtue, toda vez que se ha cuestionado una cláusula legal como 
repugnante a la Constitución Nacional y la decisión lia sklo fa- 
vorable a la validez de la ley. (Art, 14. inc. 2", ley K v 48). Por 
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ello, nido el señor fri •curador (leñera!, se declara procedente y 
en consecuencia bien concedido el recurso. 

V CoiiMdcraiido sobre el fondo «leí mismo: 

fjiii- es. a tudas luces, ineficaz la impugnación del fallo a 
Jjase Tle Iti dispuesto en el art. 4" de la Constitución Nacional, 
pues no se trata de "proveer a los gastos de la Nación", directa 
ni indirectamente y tamizo se trata de "imiHicstos" en el gasto 
(pié la Compafcía demandada cobra, como suplementario, eon- 
íorme a lo dispuesto en el art. 58 de la ley 11.110 y a ta aproba- 
ción de la tarifa jwjr la Municipalidad concesionaria. El Sr. Yan- 
torno no paga ninguna cantidad al Estado, ni lo que paga a la 
Compañía Hispano Americana de Electricidad por el concedo 
cjue expresa, va a tarar al fondo general o es|*cial con que se 
atienden Jos servicios de la Nación o de la Municipalidad de la 
Capital Federal Esas cantidades constituyen |>arte del precio de 
un bien que recite y de un servicio que le presta la Compañía 
concesionaria, conforme a una tarifa homologada por el concé- 
deme que es ta Municipalidad, de acuerdo con el criterio relati- 
vamente privativo de ésta sobre la justicia y razonalwlidad tle 
esa tarifa y liara el destino que. en todo o en i»rte. solo a con- 
cédeme, concesonaria y beneficiarios interesa. 

Que según está categóricamente y desde vieja data defi- 
nido por la doctrina y la jurisprudencia, difieren el impuesto del 
servicio en que aquél va al fondo general con que se atienden 
los gastos de la administración, sin que explícita o implícitamen- 
te se condicione ei monto de lo |>agado por la cantidad de servicio 
público que el contribuyente recibe, mientras que en las tasas lo 
cobrado debe proporcionarse, en principio, a la cantidad y calí 
dad del servicio prestado y al costo de realización de ese servicio; 
v -i como en el snh lite, los gastos d<* explotación attmenian por- 
que se acepta i>or el concesionario, como acto de justicia, de pre- 
visión, de orden v de mejor servicio, mejorar los sueldos y jor- 
nales del pcrwmai que lo realiza, no es sin duda admisible que el 
adquirente y Inncfieíario de la energía eléctrica accione l«ra ob- 
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servar el aumento de la tarifa destinado a compensar ese recargo 
que no es diferente, en esencia, del que podría importar la me- 
jora en instalaciones dispuestas |x>r ley y |>or razones de segu- 
ridad, higiene, etc. Es cieno, como ha observado el actor, reba- 
tiendo argumentos de la demandada, que no se trata de un ser- 
vicio común que libremente se puede aceptar o rechazar confor- 
me a las condiciones predeterminadas por la empresa, porque 
ésta realiza un servicio público mediante concesión, acto legisla- 
tivo o administrativo en virtud del cual el Estado o el Municipio 
hace delegación en una empresa fiara la debida realización de ese 
servido dentro de límite* y condiciones explícita o implícitamente 
fijados* Conf. Sup. Corte, Fallo del tomo 152 pág, 385) ; pero 
las limitaciones que esa situación inqione a la empresa en materia 
de tarifas se reduce a la aprolmción de las mismas por el concé- 
deme, como ya se fia dicho y cumple establecer que la tarifa en 
debate fué o|»ortuiia y debidamente aprobada. 

Que tam|toco procede la declaración de invalidez de ta ley 
11.110 que se arguye a liase det art. 16 de la Constitución Nació- 
nal. pues no hay violación del princ¡|iio de igualdad estatuido en 
dicho precepto, «Vs> que a todos los * •nsumidores <le energía 
eléctrica ta Compartía demandada les cobra el suplemento fie un 
centavo, es decir, que "en condiciones análogas se impone contri- 
bución o retribución idéntica", según la norma consagrada por 
esta Corte en su invariable jurisiirudencia referida o graváme- 
nes fiscales y que, por analogía, se aplica al ¡irecio de servicios 
(«Micos como el que motiva estos autos, (Fallos: tomo 105. 
I«g. 273; tomo 124, pág, 122: tomo 130, pág. 255; tomo 132, 
pág. 402: tomo 153, pág. 23Ü). 

Por lo expuesto se confirma la sentencia recurrida en cuan- 
to ha podido ser materia del recurso, es decir, en cuanto a la cons- 
titucionalidad de la ley 11.110 en la parte controvertida, Notifí- 
quese y repuesto el devuélvanse los autos, 

A. Bermejo. — J. Figueroa Al- 
corta, — Roberto Kkpetto. — 
R. Guido Lava luí. — Antonio 
Sagar na. . 



